INDICE ALFABETICO 

POR LOS 

Nombres de las parles en las causas conteiidas en el volumen cxix 



A 

Págln» 

Adiaval. don Ricardo entra don Francisco Gerez y otros, 

sobre embarco preventivo. I-:icoMi¡KHcnáa de juristliccidn 300 
Administrador «le aduanas de la capital, svbrc dilii 



«miento de mandamientos judiciales 

Ajgrch». (k>n Antonio, 1-.. contra don Ricardo Méndez GOft- 

cafivez, sobre reivindicación 2 - z 

Aguilera. <km Vicente, centra la provincia <l f Buenos Ai- 
res, sobre indemnización de daños y perjuicios i 47 

AiMwrradn, don Ignaro L., cu autos con d jefe de policía 

de la capital. por abuso de autoridad. Recurso de hecho 27., 
Albanracm. don ¡«nació J., en autos con don Ricardo 

-Miro. por niuertc de un puma. Recurso de hecho 362 

Alfonso, don Salvador, en autos con el Gobierno Xaciona'1, 

SObne nulidad de un <k-creto. Keou^o <lc hecho ' 364 

Antilli Teodoro y Apolinanki IJarrera. criminal contra, por 

infracción a ila ley de defensa social número 7020 2\\ 

Astiz F.va.risto. criminal contra, por violación a la lev de 
juegos prohibidos de la provincia de Buenos Aires. . . . 360 



442 
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Hanco Basco Asturiano del Mata (ni convocatoria de 
acreedores) sobre remoción de la comisión liquidadora. 
Receso de hecho 

Banco íli^tecario Nacional, solicitando se pernáta a mis 
esenbanos examinar los protocolos y expedientes origi- 
nales exKtentes on los juzgados nacionales 22X 

Banco Hipotecario Nacional, en autos con don Gervasio ¿ 
Pac/., por col>ro de pesos 

Bwu/.ino «E. y Cía., en autos con d Ferrocarril Buenos \i- 
res al l'acrfico, por dosaloj amiento. Contienda dé com- 
petencia por inhibitoria l6l 

Üohiga» Andrcu, don José, en el juicio ejecutivo seguido 
por la sociedad Jndo>-rriady Pastoril contra Bautista Ca- 
yetano Alíberti. Recurso de hecho ,-- 

Bonol, don Alejandro B. y E. An.bno Ortiz, denunciando ' 
irregularidades del juez federal de Bahía Blanca en los 
auto* segUMlos a! capitán y agentes <lel vapor Indewn- 
«Iom«« ' 6 

Bonnessenrc, don Julián Julio, contra la .provincia de Bife- ' 
nos Aires, **.4>re intvrdkto de despojo , -g 

Bourne Liford I'ike. don Juan, contra el Gobierno dV la ? 
provmcia de Entre RÍOS, por cobro de pesos r . 

Bungc y Born contra ia pr<™>da de Salta, jxjr .les'in.lc. ' " 
Incrdentc solwc término de prueba . . . .' , 2 r> 

Bnstamanfc Felipe, criminal contra, por homicidio . .' .' 



c 

Caja Internacional Mutua de Pensiones. e:i autos con el 
J-rsco Nacional |x,r cobro ejecutivo <lc pc«,s .... 

Caminos, don Juan G., contra doña Raquel Molina rk- Sin- 
chez Ruiz, sobre cobro de honorarios. Contienda <le 
Con,prtvm ' ia 
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422 



-OS 



I«.r cobm «1c .poos; sobr« comj.ete.ncia „ . 

eolp^s v Cia . «>n<ra el Poder lectivo Z 
bre «^«rtuaonaSidad «1c la ley número y .- . 

cU, Horaao l;ea-,ra. sobre cobro ,1c peso, IO 

$|g^^^ ,1c pesos. Recurso de rec- 

Conflicto entre d jnc'z federal del' R^rio V jneceV ¡Se* 
7 ,a ,,rov "*' a <Ic Santa Fe. con motivo de la remisión 

jdew. expíente «¡¡citado "ad eífeetnm vid™.;" 

Confhoto «.(-re el juez federal de Catamarca v meces '!<>•«'- 
te <lc la misma provincia co„ mottvo de la remisión de 
m exponte "ad efíectu», videmli" 

" 217 

D 

o„a Asce„s,on Isasmcndi (lc óvalos, por rescisión Z 
partrctón testamentaria. Recurso de hecho 

.!t,hr 1 d' , O í ¡ ,>r ,,,<>CCnCÍ,> :, l5 " ,a ^X^^spo 

S t T m R • 9,,ícita <le 

r-J , , LCKm ' Campo; SO,,rc Í»" s '"iceión origituria 
« P? Cr™:*™ Carmen. en J££ % ' 4 ° 

"cilampa • Coin^ñfa ínnitada! en auto* con 'ej' Íco^ 
Td" <feíra, " bC ^ 3 ' a « * ***** Rccur- 



ÍKTJUICIOS 

A.re> .,1 IVf.co. sohne expropiación 
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Díaz Lobo Javier, crimina! contra, "por infracción a !a ley 
«electoral de la provincia de Tucumán 249 

Di Lorenzo, ilon Xki>lás y París Cetola, cartra la provin- 
cia de Hítenos Aires, sobre interdicto de manutención 
en la posesi-Vn 28f? 

Dio*, don Ricardo, contra la proviiKÍ» de Sama Pe, por 
cobro de pesos. Incidente sobre desembargo ,, 7 



E 



1 



Ivspímhíla, doña Carmen Y. de. y otros, contra la provin- 
cia de Santa Fe, pe* indemnización. Incidente subir 
desembargo 

Espindola, doña Carmen V. de, y otros co.Wra -!a prov incia 
de Saiita Fe, sobre cumplí miento de sentencia. Excep- 
ción de falsedad de titulo 420 

Estrada, don Miguel, contra el Poder Ejecutivo Xacional. 
sobre cobro de pesos ^ 

Exhorto dirigido .por el señor juez de instrucción de la ter- 
cera nominación del Rosario de Santa Fea la Corte Su- 
prema de Justicia de 'la Nación, sobre extradición . . . 59 

Ferrario. don Jo^e, ^ntra :a sucesión <Ie don Sebastián 
Fontán. sobre desalojo. Contienda de competencia ... 330 

Ferrer, dm Joaquín A., contra ei Poder Ejecutivo Nado- 
nal, sobre cobro de honorarios 13 

Ferrocarril de Pítenos Aires al Pacifico, o/ntra don Joa- 
quín del Rio, sobre expropiación j 

FcTTocarri! Buenos Aires al Pacifico contra la sociedad E. 
Hertolino y Cia.. por desalojamiento. Contienda de com- 
petencia por inhibitoria í()l 

Ferrocarril Centra'! Argentino, en autos con don José M. 
Yañis por daños y perjucios. Recurso de hecho m 
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Pitias 

■ ■ 

Ferrocarril CentraJ Argentino, en autos con la Miuifcíjxili- 
dad de b Capital, sobre cobro <k pesos pút afirmado.;. 
Excepción de inhabilidad <Ie titulo n 9 

Ferrocarril Central Argcmmo, en aritos con la Municipali- 
dad de San Fernando, por cobro ejecutivo <le pesos. Ex- 
cepción de inhabilidad de tituJo l22 

Ferrocarril dt<- Ootc, en autos con la Municipalidad de la 
capital, sobre cobro de ilesos jw afirmados. Excqxrión 
de inhabilidad de titulo l2 i 

Ferrocarril <Iel Sttd¿ en autos con el Fisco Nacional, i>or 

^ -cobro de arrendamientos. Recurso de hecho 30X 

Ferrocarril Nacional Central Norte solkita !a protocoliza- 
ción de dos escritura* de transferencia a la Nación ex 
tendidas en esta capital m 

Fisco Nacional c<r.i la Caja Iirternacional Mutua de Pen- 
siones, por cobro ejecutivo <fc pesos 84 

Fisco nacional contra la sociedad anónima Ucbigs Kxtract 
of Mcat Company, sobre reivindkación 184 

Fisco Nacional, en antos con S. Pellcriui y Cía.. sol>rc in- 
terdicto de despojo ^,4 

Fontán, don Sebastián, en autos con don José Ferrario, 

^ sobre desatojo. Contkoda «le com¡>etenda 330 

French Unos., en autos con Rodolfo Freyre. sobre mensu- 
ra. Recurso de hecho ^ 



G 



Galarreta, don Manuel J.. y otro, en autos con el ttaneo 
Basco .Asturiano del Plata í convicatoria de acreedores J, 
sotw* remocen de la comisión liquida<lora. Recurso de 

,; hcch ? 358 

Gam-ton. don A<lo1fo S.. en autos con don Pedro Sahorcs, 

sobre cobro de pesos. Recurso de hecho 4 \ 7 
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Gerez, don Francisco, y otros, en autos con <Jon Ricardo 
Achaval, sobre embargo preventivo. Incompetencia de 
jwisdicción ^ 

Gigena de Corvarán Mendilahareu, doña María E., contra 

el Gobierno Nacional, por mdemnización. Sobre infor- 
me in roe* 

Gobierno de la Nación, en autos con The Metrojxíitan 
Railway of Bueios Aires Limitada, sobre cumplimien- 
to de contrato 3 , 

Gobierno de la Nación, en autos con don Samuel de Ma- 
drid, sobre daños y perjuicios 4 , 4 

Gobierno Nacional, en autos con doña María E. Gigena de 
Corvaflár, Mendilaharsu, por indemnización. Sobre in- 
forme m voce 4I9 

Goñi. don Lorenzo en autos con Bungc y Hora, don Au- 
gusto W. Pitres, sobre cobro ejecutivo. Recurso «k- liccho i S4 

I 

íturraspe, don Bernardo í\, contra la provincia de Santa 
Fe, por indemnización; incidente sobre el trámite <!e un 
pedido de mandamiento de ejecución y embargo 282 

L 

Latines, don Enrique, contra la provincia de San Juan, so- 
bre cobro de pesos 2^, 

Leivar, Juan B., criminal contra, por quiebra fraudulenta • 
sobre procedencia del recurso extraordinario 284 

LevaHe, sucesión del general, en autos con la provincia de 
Buenos Aires, sobre cumplimiento de sentencia. Inciden- 
te solicitando se dicte sentencia en un expediente acu- 
mulado 

López, don Angel, su concurso de acreedores. Contienda 
de competencia 4QI 
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MjjM 

I.nque, monseñor José A, Bufa instituyéndolo Obispo ti-~ 
tillar de Fornos y auxiliar <l c la Di,icesis de Córdoba 4,» 

Liraumaga. do» Arturo F., contra la Municipalidad de la 
Caprtal, sobre reivindicación. Pecijrso de hecho. . 2 g 



rz, .Ion Tomás y doña Máxima Pinazo de Márquez, 
a don José Várela, por desalojamiento, sobre com- 



63 



Marque 

contra 
petencía 

Martínez, don Juan P., m autos con' el Co:>sc'jo Nacional 
«le Educación, sobre cobro de impuesto a las sucesiones 
y multa. Recurso de hecho , 

M *-S C,onca!lvcz ' ** R ™rck>. contra don " Amonio' L. 
Agrcto, sobre reivindicación 2 -._ 

Molina ,1c Sánchez R„iz, dofia Raquel, en autos 'con (Ion ' 
Juoíi ©, Caminos, sobre cobro de honorarios. Contien- 
da de competencia g 

Municipalidad de la Capital, contra el Ferrocarril Centra) 
Argentino, sobre cobro fie pesos por afirmados. Excep- 
ción de inhabilidad de título 

M.micipajidad de :1a Capital, contra la Empresa' del Ferrol 
«u-rd del C*ste sobre cobro de pesos por afirmados. 
Excepción de mhailidad de titulo 
Mimicipalidad de S*i Fernando, contra la ' empresa del 
ferrocarnl Central Argentino, por cobro ejecutivo de 

pesos. Excepdón de inhabilidad de tttuío , 2 * 

Molió Martín, doña Estela, en Jos autos seguidos por don 
Valentín Maxera contra doña Paulina Martín de Molió 
Recurso de hecho ' - 

m 

N 

Xikolassy, don Ednar<Io. en autos con Josefina Bonetti 
de Nikolassy, sobre bigamia. Recurso de hecho 259 
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O 

OKyá Aurelio, criminal contra, por homicidio 382 

P 

Páez, don Gervasio J., contna d Raneo Hipotecario Na- 
cional, fx>r cobro <Ic pesos 251 

Panicali, don Isipile, en ataos con e1 Gobierno <ic la provin- 
cia <ic Entoe Ríos, por <Jesa!ojamiento. Incompetencia. . 169 
Peluzza, Francisco y otros, criminal contra, por infrac- 
ción a Ja ley de juegos prohibidos <lc la provincia de 

Bttenos Aires, sobre inconstitucionalidad 4^0 

Pellcrhi S. y Cía., contra eJ Gobierno NacSonaí, Sobre in- 
terdicto de dc9¡x>jo 

Percyra, don Horacio, contraía Compañía Pacific Steam 

Navigation Co., Pobre cobro <le pesos 19 

Peroyra. don Horacio, contra la Pacific Steam Navigation 

Conipany, por cobro de pesos. Recurso <ic rectificación 422 
Pinero, don Fortunato y otro, en los autos seguidos por el 
Ferrocarril del Rosario a Puerto LWgrano contra Pine- 
ro, Laeroze y González, -sobre expropiación ; recurso de 

reposición lJ2 

Poder Ejecutivo Nacional, en autos con don Joaquín A. 

Fcrrcr, sobre cobro de honorarios 1 3 

Poder Ejecutivo Nacional, en autos con Cooimbres y Cia., 

sobre incaristitiicionalkkul de la ley minicro 9470 26 

Poder Ejecutivo Nacional, en autos con don Miguel Estra- 
da, sobre cobro de pesos 389 

Podestá, don A-ntonio (su concurso) . Contienda de com- 
petencia 179 

Provincia de Buenos Aires, en autos con te sucesión del 
general Levalle, sobre cumplimiento de sentencia. Inci- 
dente solicitando se dicte sentencia en un expediente 
acumulado 17 



.ir 
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Piula» 

Hrovhci. de Buenos Aires, en autos con don Vicente 
Agu.-cra «bre «mlcnnización de daños y perjui £ U7 

lw lfcwiesscrre, .sobro interdicto de de^jo.. «» 
I .mvux-.a de BtWnqs A¿res. en autos con «Ion XicoláV di 
■trenzo y don París Cétola, sobre interdicto de mam,- 
tención en fe posesión 

Provincia de IW. A*£ éntra la Sociedad ' Con-' Br^ 
«wrs y Cra.. sobre cobro de pesos í6 - 

I VovSncia de Córdoba. «, autos con don Antonio F. Cele- 
sia, por cobro «le posos; sobre competencia tfg 

F rovinc,a de Entre Río, contra do» Idpfle Fornica», por 
(fesalojaniK-nto. Incompetencia r 

^Storf pÍ fÜ" 5? v " autos co " ** J«» B¿¿né 
Uford Pike, i>or cobro <Je pesos „ 

Provincia de jujuy, en autos con don José Stra.na'.dinoh', 
Wbre rescis^ de contrato. entrega dé obra, ctc .„ 

I «wmc» de Mendoza, en autos con don Germán Puebla 
sobre pago de un impuesto . 

°r m,,oscon iwrftSior' di; 407 

• imie. Incidente sobre termino de prueba 

Provincia de San Juan, en autos don don Eorup* ¿ nncs , 
sobre cobro de pesos ^ 

P 7rír le ta* ?** r a,,,os con don Sí 

p* cobro de pesos. Inc,<fente .sobre desembargo II7 

I rovmca de Santa Fe, en autos con don Bernardo P de 

Iturraspe, por indemnización ¡ incidente sobre el trámi- 

te de un pedido de mandamiento de ejecución y embargo 282 
I rovmc* de Santa F c , en aotos con doña Carme, V. de 

Esp,ndoIa y otros, por indemnización. Incidente sobre 
<!escniíjargo 

Pmvinc» de Santa 9k^ : ^^&m¡^^% 
KsTindola y otros, sobre cumplimiento de sentenc.a. Ex- 
ceiKftm de falsedad de tirulo 

420 
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Provincia de Tucumán, en autos con Rosenfeld Schneck 
y Cía., por cobro de impuestos. Competencia por inhibi- 

toria 310 

Puebla, don Germán, contra d gobierno de la provincia 

¡de Mendoza, sobre pago de tm impuesto 407 

Pueyo, don Joaquín M., «1 autos con el Inteodcnte Muni- 
cipal!, sobre inccn^itiiciona r iklad de un decreto que or- 
dena la clausura de un negocio. Recurso de hecho 23 

O 

Qiriroga Herrera <le Lujan, doña Ernestina- Mercedes, en 
autos con -el Consejo Nacional de Educación, sobre cum- 
plimiento de sentencia. Recurso dé hcoho 322 

R 



Robuífo Vaílentin, criminal contra, por falso testimonio. 
Competencia negativa 

Rodríguez Rosas, don Alfredo, en auto* con Einar A. 
Wkh y Cía., sobre cumfplimícnto de contrato . 

Rojas, don Jtilio A., en d juicio ejeenrtivo seguido por don 
Pedro Gmdulfo contra Florencio Onnaechea. Recur- 
so «fe hecho 

Rosenfefld «Schneck y Cía., en autos con Gobierno de la 
provincia de Tucumán, por cobro <l e impuestos. Compe- 
tenoia por inhibitoria 3I0 

s 



374 
ni 

172 



Sánchez Viamonte, don Jtrlio, en autos con h Municipali- 
dad de La Ilata, sobre cobro de impuestos municipales. 
Recurso de hedió 



DE JUSTICIA DE LA NACION 45] 



Scasso, don Ramón T. y Alfredo VUarnobo, en autos con 
la Sociedad Frigorífico Argentino, jx>r defraudación «le 
rentas fiscales. Recurso de hecho I2 

Sociedad Anónima Licbigs Extract of .Mcat Company, en 
autos con el Fisco Nacional, sobre reivindicación .... ,81 

Sociedad Cory Brothers y Cía., en autos con la provincia 
■de Buenos Aires, sobre cobro de ]>esos 367 

Stramandinoli, don José, contra la provincia de Jujny, 
bre resciskin de contrato, entrega de obra, etc ....... . 435 

Sumario instruido con motivo <1* la denuncia hecha por 
donCarlos María Pérez, sobre defraudación. (Inciden- 
te sobre falta de jurisdicción y falta de acción) 70 

T 

Tabanora, don lEzequiell (hijo), criminal contra por de- ' 
fraudación; sobre prisión preventiva „, 

Talla ferro, don Samuel en autos con la empresa Catáfil 
■tras, sobre devolucH,n de dinero. Recurso de hecho. ... 354 

Tcaldi, don Artwo, en autos con la sociedad "La Alcan- 
cía Popular", sobre nulidad de asamblea. Recurso de 
hecho 6l 

The Metropolitan R~ .way of Unenos Aires Limitada, 
contra ed Gobierno de la Nación, sobre cumplimiento 
de contrato 

Tomba. don Luis P, en autos cotí don Domingo Tomba, " 
sobre faísedad de escritura. Recurso de hecho ,30 

V 

Valencia, don Vicente, en autos con Zoppi y Cía., por co- 
bro ejecutivo de pceos. Contienda de competencia ... 397 

Várela, don José, en autos con don Tomás Márquez y 
doña Máxima Pmazo de Márquez, por desalojamiento, 
«obre competencia ^ 
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Pinina 



ViUanueva, don Ambrosio, su omourao civil. Contienda de 
competencia 



w 



Zdaya José D. y Pctrona Gu-rruchaga, criminal mitra 
l*° r tentativa de violación en la peivosu <lc una menor 
Comj>eteiic:a negativa 

Zoppi y Cia., contra don Vicente Valencia, por cobro eje- 
cutivo de pesos. Contienda ck comi>etencia 



347 



Uitb, Einar A. y Cía., contra don Alfredo Rodríguez Ro- 
sas, sobre cumplimiento <le contrato , ! i 



56 
.197 
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INDICE ALFABETICO 

DE LAS 

MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CXIX 



Acción despojo. — réasc "Despojo". 

Acción reivindicatoría. — La acción reivindicatoría del art. 2758 
de! G^igo Civil no del* acordarse contra d verdadero 
propietario «le la cosá o sus legítimos sucesores. Pág 272 

Acumulado,, de expedientes. — Ordenada una acinnulacián de 
expediente a solicitud <k franca "a fin de de que en un 
solo ju.cio y en una sota sentencia se solucionaran !os 
cuatro pleitos", y pronunciado cJ fallo que puso fin a es- 
tos pleitos, no procede d jwdido de que se dicte sentencia 
«1 uno dé ellos. Pág. 17. 

Acta de crueldad contrario a !a ley de protección a los animales. 

La muerte <lada a un pinna suelto en las calles, por en- 
tenderle que se trataba de un animal feroz, no puede 
concqmiarse im acto de crueldad contrario a la ley 2786 
Página 362. 

Agravación de pena. — Xo habiendo sido apelada por d Mi- 
nisterio Público. ía sentencia no puede ser enmendada en 
sentido desfavorable al reo. Pág. 382. 
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Banco Hipotecario Nacional. — Ce* arreglo a los artículos 33 
y 57 de su ley offcánica 1804» el Banco Hipotecario Na- 
cional tktte derecho a exigir de sus deudores el servicio 
total del semestre, al comenzar el periodo fijado para su 
pago. (En el caso sólo habían corrido nueve días). Pá 
gií» 251. 

Bien cmbargable. — Es cmbargable un terreno de propiedad de 
una provincia, adquirido por expropiación con el objeto 
de 'levantar m edificio i»ra una oficina pública. (En el 
caso, a la fiedla del entbargo, no se había construido el 
edificio, ni -se encontraba en ese terreno tí asiento de la 
oficina). Pág. 117. 

Bien cmbargable. — La circunstanria de hallarse afectada a) 
servicio del (presupuesto de ima provincia, no te quita a 
una cantidad de dinero perteneciente a h misma, y depo- 
sitada en di Banco Provincia", el carácter de embargabic. 
Página 372. 

Bulas. — Con las reservas <¡tic emanan de la Constitución y le- 
yes sobre patronato, puede concederse el pase a las Italas 
Pontificias instituyendo Obispo titular. Pág. 433. 



Censura previa. — Ed art. 14 de la ConstittKión Nacional' úni- 
camente prohibe la censura previa de ¡deas que se quie- 
ran publicar (por la prensa. Pág. 231. 

Cesión de réditos a los efectos de la competencia. — El art 8." 
de la ley número 48, sobre jurisdicción y comjK'tencia de 
ios tribunales federales, debe ser interpretado restrictiva- 
mente, y se refiere al mandato y a -la cesión de créditos, 
esto es, a (procuraciones y cambios 111 la persona de les 
acreedores, o sea, de tos demandantes. Pág. 63 

Comisionados municipales. — Las facultades de un comisionado 
municipal para cobrar -impuestos dentro de un radio dc- 
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terminado, no pueden ser discutidas ante la Corte Supre- 
ma, mientras no se alegue que «1 cd>ro se hizo vio'ando 
la Constitución, tratados o leyes del Congreso Nacional 
o en perjuicio de mstitucia íes o interés federal de otro 
orden. Pág. 147. 

Competencia. — Véate 7<msdiorión w . 

Comprador de bu*,* fe. - Hay buena fe en un comprador de 
«na fracción de tierra fiscal que -resulta no hallarse den- 
*ro de ios «mites deí territorio <krl E.<ado vendedor, si 
estos .no aparecen wtiestionablementc establecidos sino 
con mucha (posterioridad a la venta. Pág. 184 

Confesión ante funcionario policial. - La confesión' ante tm 
fencionario -policial, ratificada ante el juez de la causa 
debe tcnetw por válida y coa todos slS efectos fega^ 
iPágma 382. 6 

Confesión divisife. - No puede estimarse como indivisible la 
wnfesion de un procesado q (K se hallaba excarcelado 
Ihajo fianza, como autor de lesiones. Pág. 382 

Confrontación de escrituras. - La confrontaokV, de los testi- 
. «ionios de las escritoras <fe Jas propiedades ofrecidas en 
hipoteca a! Banco Hipotecario Nacional con -las matri- 
ces respecuvaa y expedientes originales, no se opone:i a 

wTT™ £ revenK,a ™ cI art - *» <«e la lev orgánica de 
las trámales de la Capital, número .893. En consecuen- 
m. los esenbanos de dicho Panco puttfe, i^aW esa 
medida de precaución. Pág. 228. 

Cotejo de primas. — Véate '• Prueba". 

Cumplimiento de contrata. - Contratada 1a construcción de po- 
** sem^urgeqtes con el propósito de suministrar agua 
pota!* y suficiente a los uso. de establecimientos dedi- 
versos ^reUos o ciudades, el contratista no tiene dete- 

H CC t rar ^ PrCCÍ ° hasta tanto los pozos 

no den d agía en las condiciones que se tuvo en vista al 
contratar su construcción. Pag. 334. 
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Daños y perjuicios. — So puede exigirse resarcimiento de da- 
ñes y perjuicios de quién no es responsable legalmente 
del hedió que los originó. Pag. 147. 

Defensa en juicio criminal. - Us garantías qite en materia cri- 
minal asegura y consagra el art. 18 de la carta funda- 
mental, consiste», en Ja observancia de las formas subs- 
tanciaies del juicio, relativas a Ja acusación, defensa, 

jueces natttraVs del 

■reo. Pag. 284. 

Demandas contra la Xación. - Sin previa autorización legisla- 
tiva, Ja Xaciú , no puede ser demandada jx>r indemniza- 
ción de os daños y perjuicios derivados de un acto ilícito 
atribuido a un emi-íeado de la Administración General 
de Correos y Telégrafos. Pág. 414. 

Desafuero. — Víase "Privilegios paríamentoW 

Derecho de retención. - La ley <!e obras públicas nacionales 
numero 775, no da ik»redio al constructor <lc una olira 
por menta do! Estado, pana retener ésta, hasta d pago 
de '* one Je .<ca debido por -razón <Ie eíla. Pág. 314. 

Despojo. — La ocupación de -la propiedad privada con destino 
a un uso púbüco. sin llenan*? los requisitos para ella es- 
tablecidos y sm la indemnización previa, constituye una 
vicaciun «le la garantía consagrada por el art. 17 de fc 
Constitución Xaciona,!, y hace proceden* la acción de 
despojo. Pag. 158. 

Devolución de expediente. - Pedidos los atrtos principales a 
solicitud dd proomador general para dictaminar en un 
incidente sobre incompetencia de jurisdicción por cuerda 
separada, y expedido d dictamen, desaparece :'a causa 
oue motnVi la remisión de aquéllos y procede, en cotiíe- 
cuenda su devolución. Pág. 70. 

Diligencias de prueba. — Véaic "Prueba". 

Diligencias preparatorias del juicio. — I 'éase '-Interrupción de 
la prescripción". 
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Devolución de ¡^uestes de pavimentación. - Siendo, como son 
<!c .ntcrorelación restrictiva Jas leyes tributaria», corres- 
potuie .a devolución de una cantidad de dinero pagada 
l»ajo rc^rva. por concertó <lc obras de pavimentación no 
compréndalas por la ley respectiva entre aquella* que 
•deben ser abonadas por ios propietarios <Ie las fincas 
afectadas por tales obras. Pág 407 
Domicilio. - No basta la afirmaciú, <lcl interesado para deter- 
minar el cambio de domicilio por fe *b intención, sino 
que es necesario <|llc ¿sta « nranií ¡ csU , ^ actos ^ 

bados tales como el <lc trasladar una familia en forma 
<me descubra claramente esa intención o también el <le 
radicar negocios en el nuevo domicilio con dicto propó- 
sito. Pag. 179. 

Domicilio n al. - Con arrezo a los términos de! art. 89 del Có- 
< igo Civil, el domicilió real «le una persona „ el lugar 
donde esta tiesa- sil principal establecimiento, desenvue». 
ve mus negocios como centro de los mismos y .reside, ad- 
mimstrandofos. Pag. 347. 



®mm de arresto. - ¡'¿ase "Privilegio, parlamentarios». 

k.veuaon de ,m P uestos - FA art. 8.' de la ley 53.5. no exime a 
»as empresas ferroviarias ,| c la obligación de pagar Jos 
impuestos de alambrado v lindeza. Pág 122 

Uxtradición. - La extradición <le delincuentes procesados ante 
os jueces de la República, que se encuentren refugiados 
en c extranjero, debe solicitarse por intermedio del Po- 
der Kjecutivo Nacional. Pág. 50 . 

r 

Falsedad de titulo. - No entran en la excepción de falsedad u 
otra de las autorizadas ,)or d art. 270 de la ley número 
50. defensas que, tratándose de un juicio ejecutivo a! que 
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te sirven de fundamento un decreto del Poder Ejecutivo 
Nacional y una liquidación practicada por la Adminis- 
tración de Contribución Territorial, Patentes y Sellos de 
la Capital, no desconocen la autenticidad de dichos de- 
cretos y liquidación. Pág. 84. 

Falsedad de titulo. — La excepción de falsedad de título auto- 
riada por e! ai*. 315 de la ley número 50, sólo se refiere 
a la autenticidad del título mismo y no a la regularidad 
de los procedimientos judiciales. Pág. 420. 

ferrocarriles. — Véase "Exención de impuestos". 

Fuero federal. — Las Tesoludones relativas al hiero federal tío 
adquieren el valor y efectos de la cosa juzgada, an- 
tes de que 1a Corte Suprema se haya pronunciado al res- 
pecto. Pág. 84. 

G 

Garantía constitucional — Véase "Defensa ©n juicio criminar. 

Gastos de conservación. — Pasado el límite marcado por el in- 
ciso 3. del art. 70 de la ley de obras públicas de la Na- 
ción incorporada a un contrato de construcción, sin reci- 
bir el contratista la orden de ontinwarla, éste no puede 
ser obligado a conservar la obra indefinida y gratuita- 
mente. No siendo necesario para la conservación de una 
obra la permanencia del contratista en el lugar donde 
ésta se ejecuta, no corresponde el albo no de los gastos 
que aquélla irrogare. Pág. 435- 

Gestiones administrativas. — Véase "Interrupción de ia pres- 
" cripción". 

H 

Homicidio. — Xo causa agravio al procesado la {Mina de doce 
años de presidio impuesta por d delito de homicidio per- 
petrado con la circunstancia atenuante de ebriedad in- 
completa y la agravante de reincidtncia. Pág. 377. 

Homicidio. — No causa agravio al reo la pena de doce arios de 
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presidio impuesta por d delito de homicidio perpetrado 
con las circunstancias atenuantes de provocación o ofen- 
sa y de ebriedad incompleta. Pág. 38a. 
Honorarios de contador. — El nombramiento de un contador 
hecho por la comisión de cuentas de la legislatura de la 
provincia de San Juan, en virtud de la autorización con- í 
fertda en la ley de contabilidad, obliga a la provincia al 
pago de los honorarios de aquél. No obsta a esta conclu- 
sión en un caso en que el nombrado no tenga diploma de 
contador, la circunstancia de que Ja ley emplee la pal 
contadores, si resulta probado que tí nombrado fué 
pleado como tal en diversas ocasiones por el gobi 
provincial, y no se ha demostrado que la administración 
de justicia y demás reparticiones administrativas requi- 
riesen la inscripción del título respectivo para ejercer o 
practicar trabajos de contador. Pág. 262. 



Igualdad ante la ley. — Ante las razones que informan las ar- 
tículos 2342 inciso i.\ 2344 Código Civil, las leyes de 
1854 y 1865 de la provincia de Buenos Aires, y ei art. 67 
de la ley 1260, no puede exigirse en las reivindicado™» 
que deduzcan el Estado o las Municipalidades 1os mis- 
mos requisitos que las iniciadas por particulares; y sien- 
do distintas las condiciones, no existe desigualdad ante 
la ley en violación del art. 16 de la Constitución Nacio- 
nal Pág. 28. 

Impuesto de sello a las donaciones y sucesiones. — Bl impuesto 
del art. 27 de la ley 49*7 y «1 establecido sobre los con- 
tratos de donación por la ley 4855, son de carácter local 
distintos de las contribuciones a que se refiere el art. 4. a 
de la Constitución Nacional. Pág. 134. 

Inconstitucionalidad de ta ley sobre construcción de ramales éc 
ferrocarriles — La ley nacional número 4300, sobre cons- 
trucción de ramales de ferrocarriles, no viola la garanda 
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que acuerda a la propiedad privada d art. 17 de la Cons- 
titución Nacional, dado que ésta, tratándose de expro- 
piaciones, lo que exige es Ja declaración de la utilidad pu- 
to ka de las obras y la previa (indemnización de la cosa 
que taya de expropiar». La referida 'ley especial no re- 
quiere Ja presentación de planos a los efectos de la decla- 
ración de utilidad pública de la zona sujeta a expropia- 
ción. Pág. 5. 

Incopstitucwnalidad de la *ey 927. — La disposición del art. 1 • 
de tía ley 927, adicional sobre jurisdicción y competencia 
de los tribunales nacionales, no es inconstitucional. Pá- 
gina 161. 

Ineonstitucionalidad de la ley de Defensa Social. — Víase "Ley 

de Defensa Social ; su constitucional» lad". 

Inconstitucionalidad de la Ley de Juegos Prohibidos de la Pro* 

vincia de Buenos Aires. — Véase "Ley de Juegos Prohi- 
bidos". 

Incomtitucionalidad de ley. — l éase "Ley de juegos prolwbidos 

de la provincia de Rítenos Aires". 
Informe in voee ante la Corte Suprema. — El airtícu'o 8.° de la 
tey 4055 I* <tejado sin efecto las disposicimes ule las ar- 
iticitlos 181 y ai 8 de la Jcy número 50 y los arts. 4, 5 y 6 
ide la número 3375, modificatoria de aquélla en cuanto al 
informe in roce se refiere. Pág. 419. 
Inhabilidad de titulo. — La excepción de inhabilidad de titulo 
debe fundarse e fique el instrumento respectivo no es de 
los previstos en los artículos 248 y 249 de la !ey nacional 
de procedimientos. Pág. 84. 
Inhabilitación de jurisdicción. — El que demandado por acciones 
personales contra su causante opuso la excepción de de- 
clinatoria de jurisdicción, no .puede, rechazada ésta, pro- 
poner ante el jitez de % sucesión, la inhibitoria de ju- 
risdicción. Pág. 428. 

Instrumento público. — Véase "Titulo ejecutivo". 

Interdicto de retener la posesión. — Véase "Turbación en la 
posesión". 
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Intereses. — Véase "Banco Hipotecario Nacional". 

Interese*. — Lo dispuesto en el articulo 624 dd código civil, 
que Redara extinguida la obligación sobre intereses si se 
irectWorc el capital sin haoer saJ vedad respecto de ellos, 
es de aplicación en tm caso en que sometido a arbitraje, 
«I cobro de trabajos, el demandante percibió sm hacer 
referencia alguna a intereses, la suma fijada por el laudo. 
Página 389. 

Internación 4e la prescripción. — Las diligencias preparatorias 
dd juicio y las gestiones administrativas, no interrumpen 
la prescripción. Pág. 367. 
Inviolabilidad de la dcfsnsú. — La garantía constituckmJ de la 
inviolabilidad de la defensa significa que el litigante debe 
ser oído y «Konrrame en condiciones de ejercitar sus 
derechos en la forma y con Jas solemnidades establecidas 
por -las leyes comunes de procedimientos ; y no puede 
-ser confundida con h reglamentación impuesta al desem- 
peño de las funciones de los procuradores en la actuación 
de los juicios. Pág. 156. 

J 

Juicio contencioso. — Véase "Jurisdicción originaria". 

Jurisdicción. — ¿Apareciendo prima facie de las diligencias su- 
mariales que el delito fué perpetrado en esta capital, 
corresponde al juez de instrucción de la misma, el cono- 
cimiento de 1a causa. Pág. 56. 

Jurisdicción. — Correspowle a la justicia nacional el conoci- 
miento de una demanda por desalojamiento deducida por 
argentinos contra twi extranjero. (Este aparecía como 
cesionario de acciones y derechos de argentinos). Pág. 63. 

Jurisdicción. — Un proceso seguido contra particulares, en que 
los m mitos defensores de éstos no afirman qué exista 
delito imputable a ningún juez federad y en que ni de 
beciio se ha imputado, «o es una de las causas previstas 
en el articulo 45 de ta C5cnst¡tución Nacional ; por consi- 
guiente, no procede la excepción de falta de jurisdicción 



fundada en que, consistiendo el supuesto hedió delictuoso 
imputado a loe procesados, «n actos judiciales ondcnados 
y cumplidos por los jueces en el ejercicio de sus funciones, 
la única autoridad competente para calificar dichos actos 
serla «1 Senado de la Nación. 

Bl artículo 45 de la Constitución Nacional contiene una 
disposición exeoepckxtai, cuyo motivo es inaplicable a los 
que no se encuentren investidos de autoridad, por lo que, 
no .puede apoyarse ai é! la defensa de que, consistiendo 
el hecho supueto delictuoso que se atribuye a loa proce- 
sados ei actos judiciales ordenados y cumplidos por los 
jueces en ejercicio de sus funciones, no es procedente el 
juicio criminal contra Jos primeros sin d juicio político 
previo y la declaración del Senado contraria a los segun- 
dos. Del mencionado articulo o de otra disposición cons- 
titucional complementaría de él no se infiere la indivisi- 
bilidad de los procesos y el deber de suspenderlos 
cuando alguna de las personas procesadas can otras o que 

puedan serlo, gocen de inmunidades o exenciones. Pá- 
gina 70. 

Jurisdicción. — Los tribunales federales son competentes, ra- 
nones materia* para conocer de una demanda por cobro 
de impuesto de papel sellado, y multas por infracción a 
la ley de la materia, cometida en esta capital. Pág. 84, 

Jurisdicción. — Cotnprobado que el co:>cursado tenía, en la 
época en que inició au concurso, su casa habitación con 
parte de su familia y todas los bienes cedidos a sus acree- 
dores, en Guamm, provincia de Buenos Aires, corres- 
ponde al juez de Bahía Blanca el conocimiento del juicio 
de concurso. Pág. 179. 

Jurisdicción. — Las demandas por cobro de honorarios deben 
considerarse como un incidente dd juicio en que han 
sido causados, y su conocimiento os de la competencia 
del jucas que entendió en los autos principales. Pág. 366. 

Jurisdicción. — La justicia nacional es incompetente para cono- 
cer -de las cuestiones «obre cobro de impuestos lócale* 
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mientras no sean pagados con las reservas respectivas y 
se formulen después las acciones en repetición que fuesen 
procedentes. En consecuencia, la Corte 'Suprema no es 
competente para conocer en un juicio <k apremio por 
obro del impuesto de patente y multa, seguido por un 
fiscal de gobierno en representación de una provincia 
contra d vecino de otra. Pág. 31a 
Jurisdicción. — El conocimiento de una demanda por desaloja- 
miento contra una sucesión, corresponde al juez de ésta. 
Página 330. 

Jurisdicción. — EJ conocimiento del delito de fabo testimonio 
corresponde ai juex del lugar donde aquél ha de produ- 
cir sus efectos. La prevención en d conocimiento de una 
cause criminal justifica la competencia dd juca. Pág. 374. 

Jurisdicción. — A\ jaez de h quiebra corresponde el conoci- 
miento de una ejecución hipotecaria por cobro de pesos 
contra el 'fallido. Pág. 397. 

Jurisdicción. — & conocimiento de un cancura» de acreedores 
de «un comerciante corresponde al juex de comercio dd 
lugar en donde el concursado tiene su .principal casa de 
comercio; 00 pudiendo determinar fa jurisdicción de un 
juez en fc> civil y de minas fa dreunstancia de haber 
prevenido en el concurso. Pág. 401. 

Jurisdicción. — Vé** "Domicilio nú". 

Jurisdicción arbitral. — No corresponde a la jtrrisdiccwi&i aibi- 
tral prevea en un contrato de concesión para resolver 
"las cuestiones o diferencias entre el Poder Ejecutivo y 
el concesionario acerca dd cumplimiento de las obliga- 
ciones que este contrato les imponga". .., decidir acerca 
de la fegafidari o ilegalidad de un decreto del Poder 
(Ejecutivo declarando caduca la concesión, en virtud de 
cláusulas del cotitrtrto qfue lo autorizaban a dk>. Pág. 31. 

Jurisdicción concurrente. — La Corte Suprema tiene estable- 
cido que, a los efectos de la competencia en las causas de 
jurisdicción concurrente fijada en d artícióo 1*. de la 
ley 927, no puede admitirse que en los pfeitos por des- 
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alojamiento, d valor cuestionado sea <k*enjimado por el 
de la cosa misma a que se refiere d desahucio, en el cual 
no se litiga d dominio <M inmueble arrendado, sino el 
simple uso o goce temporal cuyo valor está representado 
por el del arrendamiento estipulado. Pág. 161. 

Jurisdicción originaria. — No corresponde a la jwischwóti ori 
groaría de la Corte Suprema el cooociiniento de una de- 
manda deducida por una socicctad comercial contra la 
Nación por repetición del pago de un impuesto. Pág. 26. 

Jurisdicción originaria. — Una gestión judicial para él otorga- 
miento de un título supletorio sobre un bien raíz a mé- 
rito de la posesión treintenaria, en que no ha habido 
oposición fiscal, no constituye un juicio contencioso, y 
en oonaeonccia, caso judicial en que la Corte Suprema 
pueda pronunciarse sobre la procedencia o improcedencia 
de la jurisdicción que se le atribuye. Pág. 140. 

Jurisdicción originaria. — Corresponde" á Ja jnrísdieoión origi- 
naria de la Corte Suprema el conocimiento de un juicio 
por desalojamiento entablado por una provincia contra 
■un extranjero. Pág. 169. 

Justicia nacional Véase 'Jurisdicción". 



Ley adicional, número 927, su constituciotíalidad. — Véase "Ins- 
constitucionaJidad de la ley tyrf\ 

Ley de Defensa Social, su constitucionalidad. — Los artículos 
12, 22, 23 y 24 de Ja ley 702% <le Defensa Social, en la 
parte que se refiere a la prensa y a su aplicación en la 
capital federal, fueron dictadlos por el Congreso en «su 
carácter de legislatura focal, en uso de 1as facultades que 
le confiere el artículo 67, inciso 27 de .la Constitución Na- 
cional. Pág. 231. 

Ley. de juegos prohibidos de la f>ro7>¡ncia de Buenos Aires. — 
^Ho es contraria a la Constitución Nacional la ley de 
juegos prohibidos de la provincia d? Buenos Aires. Pá- 
giia 300. 
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Ley de juegos prohibidos de ¡a Provincia de Buenos Aires. — 
No es contraria a la Constitución Nacional la ley de jue- 
gos prohibidos de la provincia de Buenos Aires. Pág. 430, 

Ley de Obras Públicas. — La disposición del artículo 64 de 
la ley de obras públicas, no es de aplicación en un caso 
en que no ec ha justificado que d gobierno hubiera in- 
currido en mora en el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas por su parte. Pág. 389. 

Libertad de imprenta. — El art. 32 de la Constitución Nacional 
tuvo el propósito, en lo pertinente, de limitar las faculta- - 
des del Congreso como Legislatura nacional, dejando a la«¡ 
locales el poder de reglamenar la libertad de imprenta y 
de ropkmr 1os abusos <|ue con día se cometieran. En el 
supuesto de que el art. 32 contuviera una restricción a los 
poderes reglamentarios del Congreso como legislatura lo- 
cal, no puede entenderse que él consagre la impunidad de 
los abusos de la prensa. Pág. 231. 

Locación. — La concesión de uso de un terreno fiscal a un par- 
ticular, por «n tiempo determinado •mediante el pago de 
una suma de dinero en concepto de arrendamiento impor- 
ta un contrato de locación, sujeto a las disposiciones per- 
tinentes del derecho administrativo y del Código Civil. 

N 

Nulidad de sentencia. — Atentos los términos de 1os artículos 
a 33 y 236 de la ley número 50, no es nula tma -sentencia 
por 4 soto hecho de ser contraria a ila cosa juzgada. Pá- 
gina 31. 

N ulidad de un jallo. — Ampliada orna demanda en el sentido de 
que se ordenara la constitución de un tribunal arbitral 
para que decidiera sobre los pedidos foimuladoos en 
aquélla y otros contenidos en el escrito de ampliación, no 
puede decirse que sea nulo, por no haberse dictado con 
arreglo a la acción entablada, un fallo que, revocando e! 
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del inferior que hacia tugar a Ja constitución dd tribunal 
arbitral, declara que d pleito debe ser resuelto por los 
jueces de derecho; en el caso, ios de la justicia federal. 
Página 31. 

O 

Obligaciones del locador. — Ninguna disposición legal obliga al 
locador a impedir o defender al locatario contra d ejer- 
cicio de las acciones judiciales que entidades dd derecho 
fpúWko provincial le (intentaren por cobro de cotvtribiicio- 
•nes, ni de las que le entablasen simples particulares por 
acciones o derechos qi*c no ae refieran a ia cosa misma 
objeto de la locación. Pág. 147. 

P 

Perención de insistencia (Ley de la Provincia de Santa Fe). — 
El artículo 4* de la ley número 1191 de h provincia de 
Santa Fe, sobre perención de instancia, que estáfeteos que 
"c41a empezará a regir desde m promulgación para los 
juicios que se inicien después de su vigencia", no es re- 
pugnante ad principio contenido en el art. 5. del Código 
Civil. Página 333. 

Poder Judicial de la Nación. — El Poder Judicial de la Nación 
debe actuar eti toda 'la República de confomikbd a sus 
propias leyes de procedimientos, sin que pueda ser tute- 
da su acción en forma alguna por leyes provinciales de 
alcance ilimitado a 1as causas substanciadas ante sus pro 
píos tribunales. Pág. 217. 

Prescripción. — El sucesor en el título de un comprador de bue- 
na fe con posesión de más de dies años, puede invocar la 
prescripción autorizada por los art. 3999, 4005 y correla- 
tivos del Código Civil, sin que se oponga a 41o d conoci- 
miento que su c isante, es decir, dicho comprador de bue- 
ne fe y con posesión decenal, pudiere haber tenido con 
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posterioridad a la transmisión, de que el primitivo vende- 
dor (en el caso, el Estado provincial) le había vendido 
una cosa ajena, que no 1e pertenec ía . 

(Tratándose de una prescripción contra la Nación, de 
un toen situado en un territorio nacional, ci Gobierno Fe- 
deral no es equiparable a una de ¡las provincias a que se 
refiere el art. 39» del Código Civil. Pág. 184. 

Prescripción. — Aun en d supuesto de que una posesión someti- 
da a juicio arbitral fuese hábil para la prescrípctá:i ordi- 
naria de diez años, ¿Ha sólo podría servir como una de- 
ifensa contra una acción reivindicatoría, pero no como un 
titulo que .unido al presentado, pueda ejercitarse contra 
el verdadero propietario que posee la cosa. Pág. 272. 

Prescripción liberaioria. — La prescripción liberatoria para deu- 
<las por el importe de arriendos, bien sea -la finca rústica 
o urbana, se opera a los cinco años, sin limitación ni dis- 
tinción alguna. (Art. 4027. «*'*so 2.\ Código Civil). Pá- 
gina 367. 

Privilegios parlamentarios. — Entre los privilegios parlamenta- 
rios, la Constitución Nacional consagra el de exención de 
arresto y el previo desafuero en el procesamiento crimi- 
nal, en favor de los mietnfbros del Congreso, sin que se en- 
cuentre en día disposición alguna que autorice a dar a los 
privilegios con que 1as constituciones provinciales invis- 
tan a los miembros de sus legislaturas, la misma eficacia 
y alcance de aquéllos en todo d territorio de la República. 

ES privilegio del previo desafuero en proceso criminal 
contra d legislador de una provinoia no es inherente o 
esencial al sistema representativo republicano. Bajo las 
condiciones que expresa d art. 5.* de la Constitución Na- 
cional, d Odbierno Federal garante a cada provincia d 
goce y ejercicio de sus (instituciones, pero dio debe en- 
tenderse, dentro dd orden provincial respectivo y sin ex- 
tender el imperio de las instituciones de una al territorio 
de otra. 

La disposición del art. 8.* de la Constitución Nacional 



se refiero a los privilegios e ¡mmmídades inherentes al tí- 
tulo de ciudadano «fentioo, únicos que día reconoce y * 
quienes acuerda iguales prerrogativas y derechos, cual- 
quiera (pemd ponto de la Nación en que ae encuentren. 
¡Página 491. 

Procurador general — La arcuastanoia de haber el señor Pro- 
curador General aconsejado al Poder Ejecutivo, como 
asesor dd mismo, el proce d imient o que motiva la queja 
interpuesta, no es óbice pora que dictamine en d recurso 
extraordmaoo. Pá¿. 364. 

Providencias de lo Corte Suprema. — La» providencias de la 
Corte Suprema haciendo o no haciendo lugar a un pedid» 
de mandamiento de ejecución y embargo, asi como aqudla 
por la que se manda estar a lo resuelto en otra que ordena 
«córner traslado a una revocatoria, son de mera substan- 
ciación y deben llevar 1a sala farra dd presidente del 
tribunal. Pág, a&. 

Provincias. — Las provincias no son responsables de los actos de 
sus municipalidades ni de los ejecutados por los comisio- 
nados que el Poder Ejecutivo nombre en casos de acefalía 
de las mismas. Pág. 147. 

f rucho. — Solicitólos durante el término de proeba la agrega- 
ción de títulos de propiedad con el fin de comprobar U 
falsedad de los mismos, o en su defecto, el cotejo de fir- 
mas, procede b realización de esas diligencias. 

Las dirigencias de prueba que por omisión de tes auto- 
ridades no frieron practicadas durante el término, podrán 
serio antes de ios alegatos, si los interesados lo exigieren. 
Página 436. 
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Recurso de apelación en causas criminales de aduana. — Las 
sentencias de ta Cámara Federal de la Capital causan eje- 
«nitoria en los juicios sobre defraudación a la renta de 
aduana. Pág. 12. 
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Recurso de apelación en cautas criminales de aduana. — Es im- 
procedente el recurso ordinario de apelación previsto en 
d inciso 2.\ art. 3.* de 1a .ley 4055 en las causas crimina- 
les por defraudación a las rentas de aduana. Pág. 412. 

Recurso de hecho. — En los recursos de hedió por apelación de- 
negada, ta Corte Suprema tiene cstalbleádo en varios fa- 
llos que a fin do evitar a los litigantes mayores gastos 
con alegaciones mutiles robre puntos de derecho ya deba- 
tidos «n las instancias inferiores, procede la apertura del 
■recurso denegado y la decisión simultánea del asunto 
controvertido. Pág. 112. 

Recurso de utilidad. — El recurso de nulidad no proceed en la 
instancia extraordinaria autorizada por el art. 6.° de la 

ley 405S- T'ág- 308. 
Recurso de reposición. — De los falios o resoluciones de la Cor- 
te Suprema no procede el recurso de revocatoria. Pá- 
gina 112. 

Recurso extraordinario. — La simple manifestación de que se 
apela para ante la Corte Suprema, importa entaUar efl re- 
curso ordinario autorizado por el art. 3.' de la ley 4055, y 
no el extraordinario del art. 14, 4ey 48. Pág. 12. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio deJ art. 14, 'ley 48, contra una sentencia que declara la 
incompetencia de la justicia federal de la capital. Pág. 13. 

Recurso extraordinario. — F4mdada <ima>deman<la exclusivamen- 
te en disposiciones de derecho común, «no procede el re- 
curso extraordinario del art. 14, ley 48* aun cuando la 
sentencia apelada hubiere citado diaposiciones de leyes es- 
peciales. Pág. 19. 

Recurso extraordinario. — La interpretación y aplicación de la 
.ley de quiebras, número 4156, no da lugar al recurso ex- 
traordinario del art. 14. ley 4& Pág. 24. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48 contra una iresoftución que rn t enpre- 
ta y aplica disposiciones del derecho común, en que se fun- 
dó la demanda. Pág. 28. 
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extraordinario. — Es improcedente el crecurso extraor- 
dinario del art. 14, ley 4», contra una resolución de un 
superior tribunal de justicial que se limita a resolver un 
•acídente sobre recepción de k causa a prueba, por esti- 
marse extraño a las disposiciones del Código Civil y por- 
que para resolver las cuestiones debatidas exisstfan en 
autos elementos de juicio bastantes. Pag. 54. 

Recurso extraordinario. — Es extemporánea a los fines del re- 
curso autorizado por el art. 14, ley 48, la invocación de un 
artículo de la Constitución Nacional como base del re- 
curso, hecha con posterioridad a la sentencia apelada. Pá- 
gina 61. 

Recurso extraordinario. — Es ajeno al recurso extraordinario 
a**>rizado por el art. 14. ley 48, el -punto de si es o no 
arreglada al derecho penal común, a leyes penales espe- 
ciales o al derecho procesal, la defensa basada en que, 
consistiendo el ¿opuesto hecho delictuoso imputado a los 
procesados en actos judiciales ordenados y cumplidos por 
tos jueces en ejercicio de sus funciones, la única autoridad 
competente para calificar dichos actos seria el Senado de 
la Nación. También <k> es el de sis -los procesos deben con* 
diwr en tes cámaras de apelaciones. Lo son asimismo los 
relativos a si puede existir delito con independencia de la 
exculpación de los jueces, o proceso contra particulares 
en que .no se comprenda a los jueces que pueden ser cóm- 
plices, y a si aquél se ha cometido en juicio o fuera di 
'juicio, excluyendo en 1a ultima hipótesis 1a jurisdicción 
federal. Dentro de las restricciones de este recurso, la 
Corte Suprema no puede rever pronunciamientos favora- 
Ues al fuero federa!, como puede hacerlo a petición de 
parte o de oficio en ia tercera instancia ordinaria. Pág. 70. 

Recurso extraordinario. — No procede d recurso extraordinario 
del art. 14, fcy 48. contra uro resolución que deniega el 
fuero federa] que W8 había fondado, no m la naturaleza 
de la causa, ni en la calidad de las partes, sino en una 
cláusula dd contrato; según la cual se sometía a la joris- 
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dicción de los jueces federales de la capítol, toda difenen- 
cia que surgiera entre las partes ; y en disposiciones dd 
Código Civil, cuya interpretación y aplicación son extra* 
ñas al expresado recurso. Son extemporáneas a tos fines 
del mismo recurso 1as prescripciones .legales citadas al in- 
terponerlo y en el memorial (presentado ante 4a Corte Su- 
prema. Pág. ni. 

Recurso extraordinario. — En el Tecurso extraordinario autori- 
zado por el artículo 14, ley 48, no es permitido a la Cor- 
te Suprema tomar en consideración otras disposiciones de 
la Constitución, tratado o ley federal que las que fueron 
invocadas en las instancias inferiores y desconocidas en 
la sentencia que se recurre, ni estatuir sobre puntos de 
hecho. Pág. 112. 

Recurso extraordinario. — No procede el refourso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48, contra una sentencia fundada en 
disposiciones del derecho común, (art. 183 del Código de 
Comercio), y que no desconoce titulo alguno, exención a 
privilegio que se hubiera apoyado en prescripciones cons- 
titucionales o leyes especiales. Pág. 114. 

Recurso extraordinario. — La sentencia de trance y remate no 
reviste el carácter de definitiva en el sentido del art. 14 
de la ley numero 48 a los efectos de hacer procedente el 
«recurso autorizado por d -art. 6.° de la ley número 4055 
Página 1 19. 

Recurso extraordinario. — No reviste el carácter de definitiva 
en t<! ¿sentido del art. 14 de ta ley numero 48, a tos efectos 
de hacer procedente el recurso autorizado por eJ art. 6. # 
de la ley 4055, la sentencia de trance y remate que según 
la ley procesal respectiva no pon fin al fJleRo. Pág. 121. 

Recurso extraordinario. — Tiene el carácter de definitiva a los 
fines del recurso extraordinario del art. 14, ley 48, una 
sentencia mandando llevar adelante una ejecución por 
«obro de impuestos, que no contiene declaración alguna 
en otro sentido. Pág. 123. 

Recurso extraordinario. — la interpretación y aplicación de Ja 
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¡ey 3366, sobre recusación ski causa de miembros de la 
Corte Suprema, no impugnada como contraria a la Cons- 
titución Nacional «o da lugar al recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48. Tampoco io da la diversidad de mter- 

pretacKtfj <lc esa ley por las cámaras Federales de Ape- 
»ación. Pág. 130. . 

Recurso extraordinario. — No Teviste e! carácter de definitiva a 
tos fines del recurso extraordinario autorizado por el ar- 
ticulo 14, ley 48, la sentencia de trance y remate que, se- 
gún la ley procesal respectiva no pone fin al pleito. Pá- 
gina 132. 

Recurso extraordinario. — Procede él recurso extraordinario 
autorizado por el art. 14, de la tey 48, contra una senten- 
cia que desconoce un derecho fimdado en una disposición 
de la Constitución Nacional. Pág. 134. 

Recurso extraordinario. — La interpretación y aplicaciáa del 
derecho común no dan lugar al recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48. -La referencia a los artículos 17 y 18 
de la Constitución Nacional no basta para autorizar di- 
cho recurso en m caso en que e! mismo recurrente hace 
amstar qtie no ha tenido intención de hacerse parte en el 
juicio y en que la 'resolución apelada -Je deja a salvo los 
derechos que pudieran corresponderle. Pág. 154. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso del art. 14, 
ley 48, que se funda en haberse desconocido al apoderado 
del recurrente 1a facultad de formular repreguntas en el 
acto de lá absolución de posiciones dd ejecutante, por 
tratarse de la interpretación y aplicación de las leyes de 
procedimientos y no tener carácter de sentencia definiti- 
va el auto recurrido. Pág. 156. 

Recurso extraordinario. — En el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14, ley 48, interpuesto contra una resolución dene- 
gatoria de una contienda de competencia por inhibitoria 
en causa de jurisdicción concurrente, (art. t.\ ley 927) 
la Corte Suprema debe tomar en consideración, exchtsi- 



DE JUSTICIA DE LA NACION 473 

1 

vamente, los fumfrmentos de la sentencia de ssegiroda 
instancia. 

Por la naturaleza del ireourso extraordinario, la Corte 
Suprema no puede rever ni la aplicación de las leyes de 
procedimiento» ni la prueba de los hechos que los tribu- 
naíes inferiores hubieren tenido por acreditados, (fin el 
caso, 1a 4ey provincial que fija 1a competencia de su jus- 
ticia de paz letrada, y la cuantía de la causa). Pág. 161. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48, contra un auto que ordena la resti- 
tución de fondos extrardoss en pago de honorarios, lun- 
•dado en que ilas resoluciones referentes a esa extracción 
no fueron dictadas oon d acuerdo de todos los hteresa- 
dos en el juicio, por constituir dicho fundamento tm pun- 
to de hedho y de derecho común, ajeno por 1o tanto, al 
expresado recurso. Constando de autos que los recurren- 
tes fueron oídos y pudieron ejercitar la defensa que les 
correspondía, no puede autorizar el referido recirso la 
invocación del art. 18 de 'a Constitución Nacional que 
•declara inviolable la defensa e:i juicio <le la persona y de 
■los deredhos. Pág. 172. 

Recurso extraordinario. — No está comprendido entre los ca- 
sos previstos en el art. 14, Hoy 48, el <le ta mritdad de pro- 
cedimientos fundada en una disposición del Código Civil 
y denegada a virtud de la interpretación contraria que d 
tribunal a quo dio a la «ni -«na. Pág. 175. 

Recurso extraordinario. — No tiene carácter de definitiva a los 
fines <kl recurso extraordinario dd art. 14, ley 48, una 
resolución que, fundándose tan sóto en principios de pro- 
cedimientos, establece que d ftten federal déte acredi- 
tarse en el caso respecto de toctos los demandados con- 
juntamente, aun prescindiendo de lo dispuesto por el ar- 
tículo 10 de da ( !ey 48. Pág. 200. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio dd art. 14, ley 48, contra una resolución que ordena 
la protocolización en un registro de una escribanía de 
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provincia, de una escritura de transferencia a h Nación» 
extendida en esta capital, f undada en una ley nacional 
(número 6757) no impugnada como inconstitucional. 
Página 203. 

Recurso extraordinario. — No es definitiva a Jos fines del re- 
curso autorizado por el art. 22 del Código de Procedí- 
miemos eo k> criminal de la Capital la sentencia de un 
Superior Tribunal de Justicia que se limita a resolver que 
determinadas disposiciones de una ley provincial 00 están 
en contradicción con Ja Constitución Nacional y diapone 
que tos autos pasen a la SaSa Correspondiente del mismo 
para él onocimiento del fondo del asunto. Pág. 249. 

Recurso extraordinario. — No tiene fuerza de definitiva a loa 
fines del recurso autorizado por el art. 6.* de 'la ley 4055 
y art. 212, inciso 2, dd Código de Procedimiento* en lo 
criminal de la Capital, una resolución de un Superior 
Tribunal de Justicia, por la que la competencia atribui- 
da a los jueces locales se subordina a la prueba que se 
produzca acerca del Jugar donde se cometió el delito. 
Pá g i fia 259. 

Recurso extraordinario. — No da lugar al recurso extraordina- 
rio del art. 22, inciso 2, dd Código de Procedimientos en 
lo criminal, 1a invocación de una garantía constitucional 
que no tiene relación directa e inmediata con los puntos 
debatidos en d juicio. Pág. 270. 

Recurso extraordinario. — El punto relativo a la facultad dd 
fiscal de cámara para desistir de una apelación interpues- 
ta por d Agente Fiscal, y a los efectos de ese desistimien- 
to, es ajeno al «recurso extraordinario del art. 22, inciso 2, 
dd Código de Procedimientos en flo criminal. Pág. 284. 

Recurso extraordinario. — La declaración de que el Código de 
Procedimientos Criminales de la Capital no exceptúa de 
prisión preventiva ni requiere desafuero para el proce»a 
miento de los miembros de las legislaturas provinciales, 
a quienes no roconoce más prerrogativas que declarar 
por informo como testigos en m art. 290, no es suscepti- 
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ble de revisión ante esta Corte en el recurso extraordina- 
rio, ipor tratarse de 1a intenpretación del derecho común, 
■relativo a¡l ordenamiento de los juicios. Pág. 291. 
Recurso cxtraorditiario. — La alegación at contestar una de- 
frauda, de que un decreto especial del Poder Ejecutivo 
no podía ser derogado o modificado por otro de carác- 
ter general y que 'las resoluciones de aquél no eran sus- 
ceptibles de ser alteradas por resoluciones ministeriales» 
no da Jugar al recurso extraordinario del art. 14, ley 48, 
si en apoyo de tal alegación no se ha invocado precepto 
constitucional o Segal alguno. Pág. 308. 

Recurso extraordinario. — Invocado por el recurrente, al pío- 
mover el pleito, un privilegio amparado por una disposi- 
ción de la Constitución Nacional, y habiendo sido contra- 
ria a dicho privilegio la decisión final, procede el recurso 
extraordinario del art. 14, ley 48. Pág. 322. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso" extraordina- 
rio del art. 14, inciso 2, ley 48, en un caso en que no exis- 
te el conflicto que se pretende entre «na ley nacional y 
otra provincial, decidido a favor de ésta. Pág. 333. 

Recurso extraordinario. — Las conclusiones de una sentencia 
referentes a da existencia de un contrato entre las partes 
y a Ja intervención en él del actor, no pueden ser reexa- 
minadas ejt el «recurso extraordinario del art. 14, ley 48. 
Pagina 354- 

Recurso extraordinario. — El desconocimiento de los derechos 
fundados en disposiciones de la ley orgánica de los tribu- 
nales de CapitaJ número 1893 y de la ley de quiebras 
número 4156, mo da lugar al recurso extraordinario auto- 
rizado por el am. 14, ley 48. Pag. 358. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48, contra una resolución que se limita 
a aplicar leyes focales que no han sido impugnadas como 
contrarias a la Constitución o leyes del Congreso. Pá- 
gina 360. 

Recurso extraordinario. — La apelación extraordinaria del ar- 
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ticulo 14, fey 48, y 6*, ley número 4055» sola procede 
contra sentencia» definitivas pronunciadas por las Cama- 
Tas Federales de Apelación, Cámaras de Apelación de fe 
iGapiOl, Tribunales Superiores de provincia y Tribuna- 
les Superiores Militares. (Se trata de un decreto del Po- 
der Ejecutivo). Pág. 364. 

Recurso extraordinario. — El recurso extraordinario <ld ar- 
tículo 22, inciso 2, del Código de Procedimientos en k> 
«criminal, es extraño a a interpretación y aplicación de las 
disposiciones de dicho código y de las del Penal. Pág. 388. 

Recurso extraordinario. — Un pronunciamiento sobre pago de 
costas dd juicio derivado de la aplicación de la ley de 
íorma f número 4128, 00 autoriza la interposición del re- 
curso extraordinario previsto en d art. 14. ley 48. Pá- 
gina 417. 

Recurso extraordinario. — El inciso 3. del art. 14, sólo concede 
el recurso extraordinario al litigante a quien se desconoz- 
ca la validez de título, dercciio, fnivilegio o exención que 
se funda en alguna cláusuJa de la Constitución, de un 
tratado o ley del Congreso, o de una comisión ejercida 
e:i nombre de la autoridad nacionaJ ; recurso que respon- 
de al propósito de evitar el peligro de que se de a las le- 
yes especiales dd Congreso «na interpretación restringi- 
da, que las deje sin efecto o desvirtúe su alcance, por lo 
que él no tiene razón de ser cuando las sentencias recono- 
cen los derechos fundados en esas leyes o Jos aplican de 
oficio favorablemente a las pretensiones de la parte ven- 
cedora en el juicio. Pág. 423. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48, contra una resolución que se limi- 
ta a aplicar leyes locales que no han sido impugnadas 
como contrarias a la Constitución o leyes del Congreso. 
Página 430. 

Recurso sobre constiiuclonalidad. — No procede para ante la 
Corte Suprema el recurso previsto en el art. 339 del Có- 
digo de procedimientos de la Capital. Pág. 23. 
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Reivindicación. — Véase "Acción rewrndicatoria". 
Reivindicaciones del Estado. - Véase "Igualdad ante 4a ley". 
Remisión ie expedientes ad effectum videndi. — El ait. ais de 
Ja ley orgánica de los tribunales de la provincia de Santa 
íe y ley de i.« de junio de 1904, según los que, "ios ex- 
pcdwntes te mimado» y protocolos no podran salir del ar- 
<*ivo", sai incompatibles «n la extrictez-de interpreta- 
ción dada por los jueces locales para negar la remisión dt 
«n expediente solicitado por un juez federal a fia de 
efectuar un cotejo de firmas, con las disposiciones lega- 
les que reglamentan «| funcionamiento del Poder Judi- 
cial de la Nación que adtúa en cada provincia con fnde- 
fpendencia del régimen local, y de las que forman parte 
el art. 10 de la ley de jurisdicción y competencia número 
48 y art. 162, inciso 2 ; 167, inciso 2 ; 173 y otros, relativos 
a las diligencias para el cotejo de firmas, de la ley nacio- 
nal de procedimientos, número 50. 

Solicitado por un juez de sección, ad effectum videndi, 
con el objeto de efectuar un cotejo de fumas, «1 expe- 
diente depositado en un archivo de tribunales provincia- 
les, éstos se hallan en el deber de deferir a ese pedido, 
remitiendo el expediente. Pág. 205. 
Remisión de expedientes ad effectum videndi. — Los articulos 
206 y 207 de la ley orgánica de los tribunales provincia- 
Jes de Catamarca, invocados para negar la remisión ad 
effectum videndi de expedientes solicitados por el juez 
' íedCTal * •» sección, «son incompatibles, en el caso de 
una diligencia para mejor proveer, con lo preceptuado en 
dos articule* 13 de la ley de jurisdicción y competencia, 
número 48, y por el inciso i.\ art. 16 de Ja ley nacional 
" procedimientos, número 50, que forman parte de las 
disposiciones que reglamentan el funcionamiento del Po- 
der Judicial de la Nación que actúa en cada provincia con 
independencia dd -régimen local. 

Solicitado por un juez federal, ad effectum videndi, y 
"para mejor proveer" un expediente archivad^ en oficí- 
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de tribuales provinciales, éstos se tallan en el deber 
de deferir • ese pedido, remitiendo el expediente. Pá- 
tina ai?. 

Requinto» en las sentencias. — No deben interpretarse tetarás 
toramente los términos del art, 13 de le ley número 50, y, 
por el contrario, es deber de km jueces decidir los pleitos 
según k intención formal de Jas partes y la verdad pro- 
bada en ancos, prescindiendo de loa ápices del derecho. 
¿Pagina 31. 

de las provincias*. — Véase "Provinc«s , ». 



Sentencia nula. — Véase "Nulidad de sentencia". 
Substanciación ante la Corte Suprema. — Véase "Providencias 
de la Corte Suprema". 

Superintendencia de las Cámaras Federales. — La ley número 
7099 atribuye a las Cámaras Federales de Apelación la 
'snperintondenoia especial sobre los jueces de ra respecti- 
va circunscripción, y es dentro de las mismas que deben 
■encon tra r s e los medios de asegurar el regular desempe- 
ño de esas funciones. Pág. 176. 

Superintendencia de la Corte Suprema. — Corresponde a la su- 
(pertmtendeocia que el art. o, de la fey 4055, atribuye a !a 
Corte Suprema, la resolución de un conmeto entre jueces 
de distinta jurisdicción respecto a la facultad de un juz- 
gado federal, desconocida por 1a justicia local, para re- 
querir la remisión de expedientes "para mejor proveer". 

Pagw» y P4* «7. 
Superintendencia de la Corte Suprema. — No compete a la Cor- 
te Suprema, dentro de las facultades de superintendencia 
ique le atribuye el art 9 de 1a ley 4055. adoptar resofu- 
ción alguna para rodear de mayor eficacia a los mauda- 
mientos expedidos por los jueces federales. Pág. 35a. 
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TUnlo ejecutivo. — Una .liquidación practicada por la adminis- 
tración de Contribución Territorial, Patentes y Sellos 
de la Capital de b que multa una «ocaedad articular, 
deudora de impuestos y multas por infracción a ta ley 
rsptctiva, y un decreto del Poder Ejecutivo Nacionai 
disponiendo que el procurador fiscal inicie, en npresen- 
taoióo del fisco, Sas acciones del caso para el cobro de 
lo adeudado, son instrumentos públicos ; y en tal concepto 
tienen <ri mismo valor que ha escrituras públicas men- 
cionadas m «1 inciso 3 # - <M articulo 249, ley número 50 
y traen aparejada ej«otición. Página 84. 

Turbación en ta posesión. — -Bn Sa hipótesis de que pudiera 
considerarse como acto tixfatorio de la posesión una 
orden de desalojo emanada de un gobierno de provincia, 
no puede darse por acreditados legalmente eso* extre- 
mos con Ja declaración de dos testigos que afirmen que 
oyeron a un inspector transmitir veibaimcntc a los de- 
mandantes dicha orden. 

Sólu «e entiende haber turbación en la posesión cuan- 
do coate» b voluntad dd poseedor alguien ejerciera, con 
intención de poseer, actos de posesión de los que no 
resultase una exclusión absoluta de aquél. Pág. 288. 
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Ferrocarril Buenos Aires al Pacifico, contra don Joaquín del Rio, 

sobre expropiación 

Sumario : La ley número 4300, «obre construcción de ramales de 
ferrocarriles, no viola la garantía que acuerda a la propiedad 
privada el art. 17 de la constitución nacional, dado que ésta, 
tratándose de expropiaciones, lo que exige es la declara- 
«óii de la utilidad pública de las obras y la previa indemni- 
zación de la cosa que haya de expropiarse. La referida lev 
especial no requiere la presentación de planos a los efecto* 
de la declaración de uti'idad pública de la *o,a sujeta a ex- 
propiación. ' 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL Sr. JUEZ FEDERAL 



Y vistos: 



Y resultando: que a fs. 3 se presenta el representante 
Ferrocarril al Pacifico, haciendo depósito de la suma de oar 
cientos sesenta y dos pesos moneda nacional, demandando a don 
Joaquín del Rto por expropiación de un terreno de su propiedad 
cuya ubicación, linderos y extensión se determina err el mismo es- 
-^*^44*y>ey general de ex- 

*• Pili ÍV 6 * produce h audienc » que determina el ar- 
ticulo 6. de la ley de expropiación proponiendo en ese acto d re- 
presentante de la empresa que reproducía su demanda y que pro- 
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ponía «orno perito a don Desiderio E. Rendón. El representante 
del demandado expuso que sin perjuiciode las observaciones que 
tenía hechas en el escrito de fs. 27 bis, proponía como perito al 
t ««ñor Aíbwto de la Sota y pedia finalmente que al fijar la in- 
demnización el juzgado tuviera en cuenta la desfiguración y el 
dnmérito del terreno a expropiar por el trazado de la linea, soli- 
citando además inspección ocular. 

Que a fs. 27 el demandado presenta escrito negando perso- 
nería a la empresa para intentar la demanda, jjor el hecho de ser 
la propietaria de !a concesión la empresa de Harria l'.Ianca y Nor- 
deste y no la empresa adora ; opone, también, en ese escrito que. 
por el hecho de ser un ramal industrial el de Mazza al Oeste, no 
ha sido autorizado expresamente por ley. único caso en que pue- 
de otorgarse la expropiación ; oponiendo otra defensa más el de- 
mandado, sostiene en dicho escrito, que el jxxler legislativo no 
puede delegaren e! poder ejecutivo la calificación de utilidad pú- 
blica puesto que es privativa del congreso y que en consecuencia 
la ley que nace tal delegación es inconstitucional ; por último, 
sostiene el demandado que la tierra solicitada en expropiación es 
demasiado, y que no la necesita y que el precio ofrecido es com- 
-■wnente irrisorio. 

Que producidas las pruebas pedidas por las partes y las exi- 
s para mejor proveer por el juzgado, a fs. se dicta la pro- 
íencia de autos. 

Y considerando : 

1. ' Que teniendo en cuenta la naturaleza del juicio de ex- 
propiación por su trámite breve y sumario el juzgado no entrará 
a estudiar las diversas cuestiones de derecho planteadas que de- 
ben serlo en juicio ordinario en que el delate es amplio, de acuer- 
do con la reiterada jurisprudencia de la Suprema Corte y de la 
cámara federal de La Plata. (Véase juicio Sociclad Puerto de 
San Nicolás contra los herederos de don Federico Roth. Octubre 
de 1910. Publicación de la i:isj>ección general de justicia). 

2. ' Que en consecuencia el juzgado, debe resolver la expro- 




K JUSTICIA 0t LA NACION 1 

piación solicitada y considerar si ella está encuadrada dentro 
los términos de la ley 4300 y demás pertinentes. 

3v Q"c la ley 4300, exige la aprobación <!c planos por el po- 
der ejecutivo para declarar procedente la demanda y, por lo 
tanto, es necesario para que prospere el derecho del expropiado 
c t <te se acompañe el plano citada (Artículos 3, 9 y 19 de la ley 
citada). 

4.* Que no se ha acompañado en autos c! plano autorizado por 
el poder ejecutivo de acuerdo con !a ley 4300 y. por otra parte, 
atento lo expresado a fs. 88 por la dirección general de ferroca- 
rriles a petición del juzgado de que no es posible remitir la copia 
del plano aprobado de! trazado en e! terreno de propiedad del w - 
ñor del Río porque en los planos aprobados para el ramal respec- 
tivo no figura el nombre del señor del Río entre las propi 
afectadas por la traza. 

5-° Q»c teniendo presente, por último que el demandado ha 
negado e! derecho de la empresa, a expropiar por considerar in- 
necesario ei terreno a los fines del trazado lo que colocaba al ac- 
tor en la situación de probar su derecho por la prueba legal del 
plano aprobado. 

6.° Que de no ser así sería declarar procedente una demanda 
en virtud de la afirmación del actor y no de una ley como esta- 
blece la Constitución Nacional y el artículo 13 del código de pro- 
cedimientos. 

7. Que !a doctrina sustentada por el infrascripto está con- 
sagrada por la jurisprudencia de la Excma. cámara de La Plata, 
en el caso de la Compañía Genera! de Ferrocarriles con Lorenzo 
Basso, resuelta a fines del año .próximo pasado. 

Por estos fundamentos fallo no haciendo lugar a la demanda 
entablada por la empresa del Ferrocarril Buenos \ires al Pacífi- 
co contra el señor Joaquín del Río, con costa?, dejando a salvo 
las acciones que en derecho pudieran corresponder al demandada 
Así ,!o pronuncio, mando y firmo en la sala de mi despacho a los 
odio días de marzo de mil novecientos doce. 

Alberto Fonrrouge. 



9 Attoi m va corra tvmuA 



SENTENCIA DE LA CAMARA PEDERA!. 

La tota, Octebrt 28 á« feiz. 

Y vistos, considerando: 

: Que e! presente juicio está regido por la ley núm. 189, cuyo 
articulo 6, dispone que se ventile en procedimiento verbal y su- 
mariamente. 

Que el a quo sujetándose a la disposición citada, convocó a 
las partes a comparendo verbal, celebrándose este con fecha 24 
de marzo de 1909 como instruye el acta de fs. 16. 

Que en dicha acta no consta que el expropiado haya impug- 
nado o desconocido los planos presentados por la empresa ex- 
propjante, de acuerdo con los cuales fué ordenada la posesión 
provisoria (Ibjas 6). Por el contrario, en aquel juicio verbal, la 
parte de del Rio, se refiere a los daños y menoscabos, "que se 
deben, por la desfiguración de la chacra" y a "los quebrantos 
que ha de soportar el expropiado en el resto de aquella finca por 
tazón del trazado del ramal y de las construcciones ejecutadas 
por la empresa". 

Que estas circunstancias revelan que el expropiado conocía 
el trayecto de la línea, sin que en momento alguno haya afirmado 
no fuera el que correspondía, según los planos aprobados por el 
Poder Ejecutivo. 

Que habiendo conformidad de parte, sobre este punto, no 
ha podido suscitarse de oficio cuestión alguna al respecto por e¡ 
juez sentenciador, que ha debido limitarse a fallar secundum 
alegato et probala. 

Que la base, legal de la presente expropiación no es repug- 
nante a !a Constitución Nacional, toda vea que la forma genera! 
de autorizar la expropiación usada en el articulo 9/ de la ley 
4300 (fe. 85) es la usual en todas las leyes semejantes y respe- 
tuosa, por otra parte, de la garantía consagrada por el artículo 17 
de dicha Constitución, como ya lo ha declarado esta Cámara en 
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t T^^ á *T° de San Nico,as versus hereder <* 

^ts^sr^ con iuríspn,dencia * ,a s "P r «- 

kP"* ' aS , d f náS cl,estiones Pateadas en el escrito de fojas 
27 b,s son de latoconc^imiento y extrañas, en consecuencia? a! 
procednmento verba! y sumario del presente juicio de expropia- 
ción, en razón de que éste no afecta definitivamente al dominio 
sobre el terreno a expropiarse, que podía discutirse en procedi- 
miento pleno y abierta contradicción, sin perjuicio de la determi- 
nación judicial del precio de la cosa. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia de f s itw v 

bienes ° ar,ÍCU, ° 6 '* de ,a ^ de "P^"™ de 

Leónidas Znvlla. — //. C/í/do Lavalle.- 
Marcclino Escalada. 



FALLO DE LA CORTEE SUPREMA 

Vistos y considerando : 

Que el apelante, como fundamento del recurso extraordina- 
rio interpuesto, se refiere a lo alegado especialmente en el escri- 
to de fojas 27 contestando la demanda, en el que invocó garan- 
tías acordadas por la Constitución y leyes especiales del Congre- 
so, que fueron desconocidas en el fallo de la cámara federal de 
La Plata, lo que le da en esta parte fuerza de definitivo y hace 
por lo tanto, procedente dicho recurso concedido para ante esta' 
Corte, según lo reiteradamente resuelto. 

Que en el mencionado escrito de fojas 27, substancialraente 
se expresa que el carácter de los ramales autorizados por el ar- 
.culo 19 de la ley 4300, no participa de las modalidades genera- 
Ies que .«forman a las lineas principales, pues son constVuccio- 
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nes que sólo tienen en mira el ínteres particular de la empresa y 
el de los dueños de los establecimientos industriales y rurales. 

Que, además, no derivan de una concesión legislativa sino 
de una simple autorización del Poder Ejecutivo arrogándose fa- 
cultades que no puede ejercitarlas porque importarla una delega- 
ción de los mismas, hedía por el Congreso. 

Que, finalmente, en la concesión que se invoca no se lian 
llenado los requisitos establecidos por los artículos 2." y 3. de la 
ley número 189 para otorgarla. 

Que, en mérito de lo expuesto, impugna dicha concesión 
como contraria al articulo 17 de la Constitución Nacional que 
garante la inviolabilidad de la propiedad privada. 

Que la sentencia apelada resuelve que la base legal de la 
presente expropiación no es repugnante a la citada c'áusula cons- 
titucional, "toda vez que la forma general de autorizar la expro- 
piación, usada, en el articulo 9. de la ley 4300 (fs. 85) es la 
usual en todas las leyes semejantes y respetuosa, por otra parte, 

• de la garantía consagrada por el artículo 17 de dicha Constitu- 
— 1 1 — ti 
cion . 

Que debe observarse sobre el particular, que el artículo 19 
de la ley 4300 faculta la construcción de ramales industriales de 
no más de setenta y cinco kilómetros, previa aprobación de sus 
planos por el Poder Ejecutivo, y el articulo 9. declara la utili- 
dad pública de los terrenos necesarios para las vías, desvíos, es- 
taciones, talleres y galpones de carga, casas de camineros, calles 
de circundar las estaciones y demás obras autorizadas por dicha 
ley, de acuerdo con los planos que apruebe el Poder Ejecutivo, 
quedando facultada la empresa concesionaria para gestionar por 
su cuenta la expropiación, con arreglo a la ley general de la ma- 
teria. 

Que cuando el Honorable Congreso, en ejercicio de la atri- 
bución que le confiere el artículo 67, inciso 16 de la Constitu- 
ción, acuerda una concesión para construir una vía férrea y lo* 
ramales industriales de extensión limitada, que arranquen de 
cuakjuier punto de la linea, y declara la utilidad pública de las 
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obras, autorizando al mismo tiempo para expropiar los terrenos 
necesarios a tal objeto, no viola e! artículo 17 de la Constitución 
puesto que lo que ésta exige al respecto es la calificación ya ex- 
presada y la previa indemnización, requisitos establecidos para él 
caso de que se trata. (Fallos, tomo 93, pág. 219), 

Que con ello quedaba, además, llenada la exigencia del ar- 
ticulo 2.\ ley número 189 ; y en lo que se refiere a! articulo 3 de 
la misma, debe observarse que la número 4300 no ha requerida 
la presentación de planos a !os efectos de la declaración de utili- 
dad pública de la *ona sujeta a expropiación, sin que por esto 
pueda invalidarse la concesión, porque esta ley pudo muy bien 
ser derogatoria de aquélla en esa parte. (Fallos, tomo 105, pági- 
na 183). 

Que la circunstancia de dejar librada al Poder Ejecutivo la 
aprobación de los planos de las obras con arreglo a los estudio* 
que se practiquen previamente, no importa en el sub judke una 
delegación de facultades hecha por el Congreso, sino una pres- 
cripción de carácter administrativo para la ejecución de la ley. 

Que debe, por otra parte, tenerse en cuenta que no es posi- 
ble decir en absoluto que los ramales industriales, aún en sentido 
restringido y prescindiendo en el caso de la extensión asignada 
a los mismos, sirvan tan soto intereses privados, porque convie- 
nen al público, entre otras razones, que una fuente de produc- 
ción paralizada por falta de medios fáciles de transporte, se pon- 
ga en movimiento y se agregue a la riqueza general del Estado, y 
porque los de que se trata, no están autorizados en beneficio ex- 
clusivo de un establecimiento o de un particular, con exclusión 
de otros cargadores en la zona recorrida por dichos ramales. 

Por ©lio, y oído el señor procurador general, se confirma la 
sentencia apelada en la .parte que ¡ha sido materia del recurso. — 
Xotifíquese original, devuélvase y repónganse los sellos ante el 
inferior. 

A* Bermejo. — Nicanor G. dec 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA CCCXXXIV 

Scasso,don Ramón T. y Alfredo VUlarnobo, en autos con la So- 
ciedad Frigorífico Argentino, for defraudación de rentas 
fucales. Recurso de hecho. 

Sumario: r.- La simple manifestación de que se apela para ante 
la Corte Suprema, importa entablar el recurso ordinario au- 
tomado por el articulo 3 .' de la ley 4055. y no el extraordi- 
nano del articulo 14. ley 48. 

2. Las semencias de la cámara federal de la capital cau- 
san ejecutoria en los juicios sobre defraudación a la renta 
de aduana. 

Caso: Resulta del siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Alltt, Abril 30 dt ttH. 

Vistos los del recurso de hecho deducido por don Ramón T 
Scasso y don Alfredo Yillarnobo contra la sentencia de !a cáma- 
ra federal de apelaciones de la capital, en los autos seguidos con 

£ico mmm iW defrai,dadón d * 

Considerando: 

si «lltel jnt 7° ner * J» ***** de fojas , ,,, „o se expresó 
* ella era I, ord.nar.a del articulo 3 .' de la ley 4055 o la extraor- 

stl * r erda eI articu, ° 6 * * ,a misma * y - "** 

Que en estas condiciones, y de acuerdo con lo resuelto en 
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casos análogos, es de entenderse que el recurso deducido fué el 
del artículo 3/ citado. (Fallos, tomo 118, pág. 142, y otros). 

Que, con arreglo al artículo 4 ° de la ley 7055, las sentencias 
de la cámara federal de la capital causan ejecutoría en juicios de 
la naturaleza del presente. 

En su mérito, y de acuerdo con lo pedido por el señor procu- 
rador general, se declara bien denegada la apelación. — Molifi- 
qúese con el original, repóngase el papel y archívese, debiendo 
devolverse los autos principales con testimonio de esta resoht- 
ción. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dki 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. P\lacio. 



CAUSA CCCXXXV 

Don Joaquín A. Ferrer contra el Poder Ejecutivo nacional, 
sobre cobro de honorarios 

V'-T 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, contra una sentencia que declara la incompetencia 
de la justicia federal de la capital. 

Caso : Don Joaquín 'A. Ferrer se presentó ante el Juez letra- 
do de Misiones gestionando el cobro de su honorario como 
defensor, nombrado de oficio por el juez citado, en una cau- 
sa criminal. Regulado el honorario y apelado por el procu- 
rador fiscal, por considerarlo elevado, la cámara federal del 
Paraná, a pedido del fiscal de cámara, anuló las actuaciones 
referentes al cobro de honorarios, diciendo que el fisco no 




«««taba obligado a pagar esas defensas ; que los nombramien- 
tos de oficio se entienden gratuitos y a cargo del procesado 
para cuando mejore de fortuna; que el ejercicio de esos 
cargos es ai honorem y como una carga correlativa al ejer- 
cicio de la profesión. 

•Llevado el reclamo ante el poder ejecutivo nacional, fué 
desconocido su derecbo, por !o que entabló demanda contra 
este ante el juez federal de la capital, por cobro de la suma 
reclamada. 

iLa demanda instaurada fué rechazada porque deducida 
contra la nación, como entidad soberana, no se había solici- 
tado la venia del honorable congreso. 

Apelado el auto referido para ante la cámara federal de 
la capital este tribunal declaró la incompetencia de la justi- 
cia federal de la capital en virtud de que los derechos que se 
tratan de hacer valer, habían nacido en la jurisdicción de la 
cámara federal del Paraná, y este tribunal de apelación se 
Ihabía pronunciado aobre el derecho en litigio, y que, era de 
orden en el procedimiento, que una vez radicada la causa 
ante la jurisdicción competente por la ley, no correspondía 
a la justicia federal de la capital rever las decisiones pro- 
nunciadas por la del Paraná. 

Contra esta resolución se interpuso y fué concedido el re- 
curso del articulo 14, ley número 48. 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

BaeaM Airo, Dkltabr* 20 de »I3. 
Suprema Corte: 

I 

•La resolución apelada establece cjue. a mérito de haber pre- 
venido la Exema. cámara federal del Paraná, en e! conocimiento 
de las gestiones que motivan esta demanda, no corresponde en- 
tender en ella a los tribunales de la capital federal. Esta resolu- 
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cíón no constituye sentencia definitiva, porque no da término al 
pleito ni hace imposible su continuación ; además, tiene como 
fundamento una razón de orden jurisdiccional contenida en las 
leyes de procedimiento, que no son materia que puedan motivar 
el recurso extraordinario para ante V. E. Agregaré a estas con- 
sideraciones, que demuestran la improcedencia del recurso con- 
cedido con arreglo al articulo 6.°, ley 4055 y art. 14, ley 48, que 
al interponerlo el recurrente no lo ha fundado en las cuestiones 
de validez de los artículos de la Constitución, leyes, tratados o 
comisiones en disputa, como lo ordena el art. 15 de la ley 48. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar mal conce- 
dido el recurso extraordinario y ordenar la devolución de lo» 
autos remitidos. 

Julio Botet. 



FALLO DE LA CORTE SLTRKMA 

- 

Butnoi Alrci, Abril 30 tfc 1914. 

Vistos y- considerando: 

i.° Que el recurso extraordinario del articulo 6/ ley 4055 
no procede en el caso, desde que no hay desconocimiento de! 
fuero federal en absoluto, pues el auto recurrido se refiere al de 
la capital. 

2. Que tampoco procede el ordinario del artículo 3/ de la 
misma ley, dado que no se trata de acción dirigida contra la na- 
ción en su carácter de persona jurídica. (Fallos, tomo 115, pá- 
gina 89). 

3. Que no existe, finalmente, contienda de competencia den- 
tro de los tribunales federales que esta corte está llamada a di- 
rimir, con arreglo al articulo 9 de la ley citada. 

En su mérito, de acuerdo con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara no haber lugar al recurso. Notifr 



mu» xm m comí nnu* 

i■ler^o^ i,,M, y devaéíva,,s *' re P oniéndos e kw sellos ante el 

A. Bermejo. — M. P. Daract. — D. 
B. Palacio. 

Ea desidcncia de fundamento: Nicanor G. del Solar. 

(y* f. 

DES1DENCIA DE FUNDAMENTOS 

Vistos y considerando: 

Que por la resolución de fojas 35 vuelta, de la que se ha 
interpuesto y concedido el recurso de apelación para ante esta 
Corte se declara incompetente la justicia federal de esta ca- 
pital para conocer en esta causa, en ratón de haberse radicado 
«te la cámara federal de apelaciones del Paraná, en cuya ju- 
mdiccion han tenido origen los derechos que se trata de ha- 
cer valer en la demanda. 

Q«e «1 dicho fallo no se ha puesto en cuestión la inteligen- 
cia de clausula alguna de la Constitución Nacional, tratado o 

S iS 00 ?* 50 qi f Pudkra autori *»«- «1 recurso extraordina- 
rio «tabléenlo por la ley número 4055 y su correlativa núme- 
ro 48, articulo 14, y antes por el contrario, resulta que. basando, 
se exclusivamente en principios de orden de procedimientos se 
lia limitado a resolver "que una vez radicada ante la jurisdic- 
ota 1 competente por la ley no corresponde que la justicia fede- 
ral de la capital revea la decisión pronunciada por 1c cámra fe- 
deral de apelaciones del Paraná". 

Que en tales condiciones y conforme con lo declarado en ca- 
sos análogos, no ha podido traerse este juicio ante esta Corte 
desde que e recurso no sólo no se halla autorizado por e! ar- 
ticulo 14 déla ley de jurisdicción y competencia, sino que está 
expresamente denegado por el articulo 15 de la citada ley, y por 
U jurisprudencia constantemente establecida. Fallos, tomo S 8 
páginas 191 y 226 y tomo 60. página 8a 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se declara no haber lugar a dicho 
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recurso. Notiftqucse original y duevévanse. reponiéndose lo, 
líos ante el inferior. 



se- 



NlCANOK G. DEL SoLAK. 



CAUSA CCCXXXVI 



Provincia de Buenos Aires en autos con la sucesión del general 
Lavalle, sobre cumplimiento de sentencia. Incidente solici- 
tando se dicte sentencia en un expediente acumulado. 

Sumario : Ordenada una acumulación de expediente a solicitud 
de partes "a fin de <¡ue en un solo juicio y en una «ola sen- 
tencia se solucionaran los cuatro pleitos", y pronunciado el 
fallo que puso fin a estos pleitos, no procede el pedido de 
que se dicte sentencia en uno de ellos. 

Caso . W apoderado de la prtvincia de Buenos Aires, en los au- 
tos que esta seguía contr„ la sucesión del general Levalle 
«obre cumplimiento de sentencia, se presentó diciendo que, 
notiheado de la sentencia de fojas 272, (1) venia en tiem- 
po y forma a pedir al tribunas, dictara sentencia en el expe- 
diente caratulado "Buenos Aires provincia contra Levalle 
Aurelia F., sobre reivindicación". 

Como resulta de las constancias de autos, así como de los 
demás juicios agregados a esta litis, su patrocinado promo- 
vió dtversos juicios reivindicatoríos contra los herederos del 
genial Levalle, que la Corte Suprema a su solicitud, ordenó 
se acumularan en uno soto, desde que en difinitíva la suce- 
sión del general Nicolás Levalle, resultaba la demandada. 



(I) TMM 118, pig, 2iX 
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Pero es el caso que (la corte »o /j<¡ rfir/arf© /tarta /o /«• ha 
sentencio en estos autos, no obstante haberlo hecho en los 
demás. 

Tratándose de autos distintos aunque acumulados, para 
simplificar su tramitación, e! tribunal — y esto lo dice con 
el mayor respecto — no puede equiparar el saco sub judice 
aboqué) en que un punto no ha sido resuelto en ima senten- 
cia y sobre la cual, no puede resolverse cuando no se recu- 
rre en tiempo legal. 

No, 'Excmo. señor. Se trata de divertios juicios que si 
bien la corte puede fallar en conjunto por hallarse acumula- 
dos, no habiéndose hecho, no puede privar a la parte que ha 
promovido esos juicios que impetre de V. E. su fallo, cuan- 
do este fallo no ha sido dado. 

La provincia de Buenos Aires pide por mi intermedio al 
tribunal sentencie el expediente que tiene promovido contra 
doña Aurelia F. de Levalle sobre acción reivindicatoría de 
340 hectáreas. Hágase y hará justicia. 
Por tanto: Dígnese fallarlos autos a que me refiero que la 
provincia de Buenos Aires tendrá por justa su sentencia, vinien- 
do como vendrá del más alto tribuna! de la nación. 



I FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno, Alm, Maye 7 d* 1014. 

Vistos los de! incidente promovido por el escrito de fojas 
«75, pidiendo se dicte sentencia en el expediente caratulado Bue- 
nos Aires, Provincia, contra Levalle Aurelia F. sobre reivindica- 
ción; Y considerando: 

Que a «s. 25 de dichos autos, fe provincia de Buenos Aires, 
ta citada doña Aurelia, doña Herminia, don Nicolás Levalle y 
doña Aurelia L. de Gallo, solicitaron se acumularan aquéllos a 
tos otros de idéntica naturaleza y con igual objeto iniciados por 
ta primera contra la última, el doctor O. Ferrari y doña Carolina 



M. de Arana, "a fin de que en un solo juicio y en «na sola sen- 
lencia, se solucionaran los cuatro píeitos". 

Que así se ordenó ( fs. 26) y seguidos los trámites de ley, la 
sentencia de fs. 145 (■) puso término a los pleitos aludidos, sin 
dejar para otro juicio o sentencia el examen de la acción reivin- 
dicatoría contra doña Afcwelia F. de Levalle, pues esto habría si- 
do contrarío a los propósitos de ¡!a acumulación, o sea a la de evi- 
tar gastos y dilaciones. 

En su mérito, y jx>r los fundamentos del auto de fs. 272 (2) 
se declara improcedente lo pedido. Xotifiquese con el original 
repóngase e! papel. 

A. Bermejo. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — i,. López 
Caraniixas. 



CAUSA CCCXXXVI1 



Horado Pcrcyra contra la Compañía "Pacific Steam Xaviga-' 
tion Co.", sobre cobro de pesos 

Sumario : Fundada una demanda exclusivamente en disposicio- 
nes de derecho común, no procede el recurso extraordinario 
del articulo 14, ley 48, aun cuando !a sentencia apelada hu- 
biere citado disposiciones de leyes especiales. 

Caso : Don Horacio Pcreyra demandó ante el juez federal de Ba- 
hía Blanca a la Pacific Steam Xavigation por cobro de pe- 
sos provenientes de! salvamento del buque, pasaje y carga 



0) Vé«M tomo II?, página m. 
O) „ „ 118, „ 243. 
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r*UM w ia'cmts ivmvA 

del R. ATS. "Californio", acción que fué rechazada por e! 
juez nombrado. 1 

Apelada dicha resolución, fué confirmada por la cámara 

federal de U Plata, aduciendo entre otras consideraciones, 
las siguientes : 

"Que la sentencia adpelada, para rechazar la acción dedu- 
cida por el Ex-comandante Penetra, se funda en que se en 
cuentia consagrado el deber de auxilio por la legislación ar- 
gentina, para sus marinos "como obligación ineludible, y que 
te pasividad del comandante Pereira ante el peligro en que se 
hallaba el "California" le babria acarreado las penas de des- 
titución o de prisión menor, por ser dicho barco de matrícula 
inglesa, o sea de país amigo. (Art. 767, código de justicia 
militar, vigente desde 1898). 

"Que laconctusión a que arriba «1 señor juez de sección, 
es perfectamente arreglada a derecho, teniendo en cuenta, 
que como lo declara la demanda en el escrito de la referen- 
cía, el vapor "California" solicitó auxilios. En efecto, se dice 
en el escrito. "Y, en consecuencia, revirando con maestría los 
bancos del laberinto, navegó con «1 "Usuhmio" buque viejo., 
hastia situarse a unos mil metros del barco encanado, que le 
f*Z auxilio, y que -resultó ser el referido R. M. S. 
Californio". 

"Que existen precedentes patrios que implícitamente de- 
ciden la gratuidad de los servicios de saJvataje prestados por 
oficíate de h marina 'de guerra, circunstancia ésta, que hace 
inútil el examen de los antecedentes extranjeros y la opi- 
nión contraria de los autores", 

"En efecto, el artículo 815 de las ordenanzas respectivas, 
establece que, das aduanas concurrirán gratuitamente con to- 
das sus efliharcaciones y g«ite de mar del cuerpo del res- 
guardo al salvamento del buque náufrago o en riesgo de per- 
derse sobre la costa de su jurisdicción ¡ agregandocl art. 818 
que, s. ««I lugar del naufragio, se halla alguna persona de 
bs que deban tomar la dirección del salvataje, antes que e! 
resguardo, éste pondrá bajo las órdenes del jefe de la ope- 
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ración la gente de mar del cuerpo. . . ¿Y cuáles son las per- 
sonas que «deben tomar la dirección de los sabotajes ■ ? 

^Todas las autoridades marítimas, dependientes dd minis- 
terio de Marina, a cuyo despacho y administración comes* 
ponden todos los actos del Poder Ejecutivo que se refieran 
al ejercicio de sus poderes constitucionales como comandan» 
te en Jefe de las fuerzas marinas y sobre las aguas navega- 
bles de la Nación y como representantes del «Estado sobre el 
mar. (Art. 13, ley de organización de los ministerios nacio- 
nales). 

"Uno de 1os resortes entregados al ministerio de marina 
(inc. 15), es el referente a las prefecturas o policía general 
de los puertos... í entre los deberes inherentes a la policía, se 
encuentra el de prestar auxilios gratuitos) . . . navegación de 
los mares. . . control de despojos de naufragio, salvamentos. 

"Puede decirse, entonces, que si las autoridades aduane- 
ras y idd resguardo, están obligadas a prestar gratuitamente 
servicios de salvamento o asistencia, sin distinción entre es- 
pontáneos o solicitados, los buques de guerra y sus tripula- 
ciones que representan al estado en el mar, están igualmente 
obligados a prestarlos sin retribucióin obligatoria aigima. 

"Tiene, pues, razón, 9a parte demandada al afirmar "que 
el comandante Pereyra en su condición de jefe de un buque 
de la armada nacional, no puede nunca concurrir a un salva- 
mento, con los elementos bajo sus órdenes con la idea de una 
remuneración particular, pues la solución contraria condu- 
ciría a establecer que un jefe militar, tiene derecho a com- 
prometer la vida de los hombres qu manda, y también las 
naves del estado, en una empresa privada, de carácter mer- 
cantil". 

"Que a mayor abundamiento, debe establecerse, que el 
acto de arrojo y pericia llevado a cabo por el teniente de na- 
-vio Pereyra, a1 proceder oportunamente al salvataje del va- 
por "California", importando el cumplimiento de una oWiga- 
■ción concerniente a su estado militar, solo revela la realiza* 
ción de un acto de senicio, que como tal, es regido por h% 
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FAIXOI DE LA COME SUPREMA 

leyes militares y gratuito por definición. (Art. 872, código 
de justicia militar)". * fc 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

... . , *lrw. Mayo 7 <• 19M 

Vistos y considerando: 

•oJ&f T'?^fj*f m de ÍS - la parte expuso: 
Que habiendo sido fundada !a sentencia de V. E. en disposicio- 

111 • y< ? " aC T ,eS C ° m ° ,aS ° rdenanzas * •*»»» y el có- 
d^de justicia mfotar y siendo dicha sentencia agraviante a mi 

a Excma. Suprema Corte de Justicia Nacional, de acuerdo con 
Jo dispuesto por las leyes 48 y 4055". 

Que de estos conceptos es de inferirse d propósito de dcdu- 

S^JTZZ CXt . raordínario dcI ***** »ey 4055. pues de lo 
contrario habría innecesaria la invocación especial de esas leves 

s«o„Í e de%tT da ^ f \ 2 * fUndÓ en dispo- 

siciones de derecho común (arts. 1284, 1287, 1288, i W ,L 

1306 del código de comercio). ' 3 3 ' 3 ° 5 " 

Mi®?*'* admÚ¿ ' 31 CXpreSar agravio eI actor > ¡«"Pugnar el 
fallo de fs. 201, en aianto éste habia entrado en el examen de las 

ordenanzas generales y del código de justicia militar, agregó: - 
constituida, como queda, la no existencia entre nosotros de u» 
prescnpcion que fijando cl alcance de los artículos 1 v>\ v con- 
cordantes del código de comercio, resuelva diretamente el caso 
controvertido, la solución debe ser buscada con auxilio de los 
pr.nc, P H>s generales de derecho, de la doctrina existente al res- 

&*r^2T consígna<los en ,as m de ° ,ros 

Que no se ha invocado asi por el recurrente durante el jui- 
cio alguna Clausula de la constitución, de tratado o ley especia- 
del congreso o una comisión ejercida en nombre de ta autoridad 
nacional, «, defensa de sus derechos, extremo que era indispen- 
sable para que pudiera apelar de la sentencia adversa de fs. 28=5 
(inciso 3, art. 14 y art. i S , ley 48). 3 ' 
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Que los disposiciones legales citadas por la sentencia de fo- 
jas 285, y aun las que hubiere hedió va'er la demandada, no pue- 
den servir de base al recurso extraordinario, desde que, cualquie- 
ra que sea la inteligencia que corresponda dárseles, el actor no 
las alegó en apoyo de su acción. ( Fallos, tomo 41, pág. 429; tomo 
94. pág. 258 ; tomo 1 10, pág. i«j8 ; tomo 1 16, pág. 52 ; sentencia de 
febrero 1 de 1910. — Víllagra versus naneo Nacional y otros). 

En su mérito, se declara mal concedida la apelación. Notifí- 
quesc con el origina*!, y devuélvase, debiendo reponerse el papel 
ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nícanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caiianillas. 



CAUSA CCCXXXVI1I 



Jcaquin M. Pueyo en autos con el intendente municipal sobre 
inconstitucionalidad de un decreto que ordena la clausura 
de un negocio — recurso de hecho. 

Sumario: Xo procede para ante la Corte Suprema el recurso 
previsto en el articulo 339 del código de procedimientos de 
la capital. 

Caso : Don Juaquín M. Pueyo, se presentó deduciendo de hecho 
el recurso de inconstitucionalidad que autoriza el articulo 
339 del código de procedimientos en lo civil, fundándose en 
las siguientes razones: 

Que teniendo una casa de comercio, y habiendo satisfe- 
cho el pago de los impuestos municipales correspondientes, 



PAL LOS BE LA CORTE SUPREMA 



fue owlenado el desalojo en el perentorio plazo de tres días, 
por el señor Intendente Municipal; motivado este desalojo 
por ta imputación de actos que importaban una violación 
a las ordenanaas de higiene y moralidad pública, infracción 
probada según d recurrente por un procedimiento violatorio 
dd articulo 18 déla Constitución Nacional, es decir, sin ha- 
t»r sido parte, y en su consecuencia sin haber sido oido. 

HALLO OE LA CORTE SUPREMA (l) 

Bono* Alrw, Maya 8 dt 1914 

No tratándose de recurso alguno de los previstos en la ley 
««¡ero 4055. y careciendo de aplicación con respecto a es¿ 

Sí o Tí *" d ^ CH, ° m m de P^ocedimien- 

TnMv™ qaeSe * n,érit0 • "° ha ^ r a '° so,icita ' b 



A. Bermejo. — M. P. Daract.— 
D. E. Palacio. — l. ló i>ez 
Cabaxillas. 



CAUSA CCCXXXIX 

Banco Basco . istmiano del Plata ( su com-ocatoria de acreedo- 
h^ 0bre rem0CÍÓH dc C0 ""' sió " ""«¡dadora. Recurso de 



9»t Ntealaa Qlorti coaira el latntfcata MaaMaal. por la alian caaaa. 
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Sumario; La interpretación y aplicación de la ley de quiebras» 
número 4156, no da lugar al reourso extraordinario del ar- 
tículo 14, ley 48. 

Caso : Resulta de tes piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Baenos Aires, Mayo 9 dt 1014. 

Suprema corte: 

El recurso de hecho que se trac a conocimiento de V .E. es 
improcedente, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 15 de la 
ley 48. 

La ley 4156 forma parte integrante del código de comercio 
como lo establece la misma ley en su artículo 165, y por consi- 
guiente, quedan excluidas de 1a jurisdicción de apelación de V. E. 
las decisiones judiciales en que s* hayan aplicado sus prescrip- 
ciones, de acuerdo con la restricción consignada en el mencionado 
articulo 15 de la ley 48. 

Agrego, a mayor abundamiento, que la resolución de que se 
recurre, no siedo definitiva ni dando término a la cuestión deba- 
tida, no es susceptible dd recurso extraordinario previsto en los 
artículos 14 ley 48, y 6.° ley 4055. 

Por lo expuesto, y fundamentos de mi dictamen y resolu- 
ción de V. E. transcriptos en el tomo ni, póg. 5 de los fallos, 
pido se declare improcedente el recurso formulado. 

Julio Botet. 

FALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 

BucaM Aire*, Mayo 13 * I9M. 

Autos y visto : 

El recurso de queja por apelación denegada interpuesto por 



FALLOS ZK LA com i unui A 

í ™* 13 C ° mÍS * Ón ,¡í > uidado « Finco Basco 

mará de Apelaoon en lo comercial de la capital . 

Y considerando : 

mJ?^- eI . T T ,rs ° ext «o«l''n a rio dcd«ido a fojas 857 de los 

TA P" n C, ^, eS , ,mWamiO el ¡nCÍSO 3*. mi -4 í b |ev 
n. 48 y 6.» de la ey 4055. no procede en el caso en que se trata 

de la .nterpretacHin y aplicación del derodho común. sSnel 
articulo 15 de la primera de esas leyes. ^ 

Que en ese sentiob ha sido considerada la lev de ouiohr. 
* 4.56 mcorporada a, Código * Comercio y extraía lo 

ÍÍHurtSS *¡S»* referencia; de conformad 
a la >.,r,sprudenc,a establecida. (Fallos, tomo ,,,, pág. 5.) 

Por elk> y de conformidad con lo podido por el señor Pro- 

el papel archívese y devuélvanse los autos enviados por via de 
mforme con testimonio de esta resolución. " 

A. Bkrmkjo. — Nicanor G. DEL 
Solar. _ M. 1». Daract. — 
D. E. Palacio. — I_. LÓRffiS ' 
Cadaniixas. 



CAUSA CCCXI. 



Ceta***, y Cía. contra el Poder Ejec,*-,o Nacional, sobre 
constitucionalidad de la ley n.« 9470 

5M Tsunrl COrr r í,0n,,e 3 13 originaria de la Cor- 

te Suprema el conocumento de una demanda deducid, por 
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una sociedad comercial contra !a Nación \k>t repetición del 
[>ago de un impuesto. 

Caso: tos señores Colombres y Cia.. se presentaron ante al Cor- 
te Suprema demandando a! Pader Ejecutivo Nacional por 
inconstitucionalidad de la ley de impuestos n.° 9470, y re- 
dición de lo jxigado en tal concepto. — Fundatan la com- 
petencia del tribunal en el articulo 100 de !a Constitución 
Nacional y la ley de 1863 y sus concordantes. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buceos AIrct, Mayo 12 de I9U. 

Tratándose de un juicio de rejietición <kl pago de un im- 
puesto, deducido por una -sociedad comercial contra la Nación 
y no hallándose comprendido el ca6o entre los previstos en el 
artículo 101 de la Constitución, se declara que su conocimiento 
no corrcs|K>ndc a la jurisdicción originaria de esta Corte, llága- 
se saber y archívese, devolviéndose ¡os documentos acompañados 

A. Bi:kmkjo. — Nicanor G. del , 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 

Ca HAN ILLAS. 
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Don Arturo F. Lusuriago, contra ¡a municipalidad de la capital, 
•obre reivindicación. Recurso de hecho 



Sumario: i."— No procede el recurso extraordinario del art. 14 
•ley 48 contra una resolución que interpreta y aplica disposi- 
ciones del derecho común, en que se fundó la demanda. 

2." — Amte las razones que informan los artículos 2342 
inciso 1 .• 2344 código civil, las leyes de 1854 y 1865 de la 
provincia de Buenos Aires, y el articulo 67 de la ley 1260, 
no puede exigirse en las reivindicaciones que deduzcan el 
Estado o las municipalidades los mismos requisitos que las 
iniciadas por particulares ; y siendo distintas las condiciones, 
no existe desigualdad ante la ley en violación del art. 16 de la 
Constitución Nacional. 

Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN tffié Sr. PROCURADOR GENERAR 

Bátaos Alies, Nortes*» 26 U 1913 

Suprema corte: 

•El recurso de queja que se interpone es improcedente y pido 
a V. E. se sirva declarar bien denegada la apelación deducida. 

Resulta de las actuaciones elevadas, que el recurrente fun- 
dó su contestación a la demanda en disposiciones del código ci- 
vil» y que el debate se ha mantenido alrededor de varios articu- 
de esc código y de las leyes relativas al funcionamiento del 
municipal en la capital. 
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Al expresar agravios en la segunda instancia, el apelante 
invocó la cláusula del art. 16 de la constitución nacional, pero en 
forma evidentemente extemporánea, y sin relación con las cues- 
tiones discutidas, por lo que no puede motivar la jurisdicción 
de apelación de V. E. f desde que la sentencia recurrida no ha 
hecho aplicación de la mencionada cláusula al decidir el pleito. 

Por lo expuesto, disposiciones contenidas en los arts. 14 y 
15 ley 48, art. 6 ley 4055, y fallos de V. E. tomo 1 14 página 157, 
tomo 1 16, pég. 436, pido a V. E. se declare improcedente el re- 
curso deducido. 

Julio Botct. 



FAM.O DK LA CORTE SUPREMA 

Baños Alm. Mayo 12 d« 10U 

Autos y vistos: 

El recurso directamente interpuesto ante esta Corte por don 
* Arturo F. Luzuriaga, contra el auto de fojas 106, que 1c denegó 
h apelación extraordinaria por él deducida contra la sentencia 
definitiva de fojas 101, de la i.a cámara civil de apelación de la 
capital. 

Y considerando: 

Que esta parte, en su escrito de foja» 105 funda el recurso 
en que, habiéndose cuestionado en el presente juicio la inteli- 
gencia de! art. 16 de la Constitución Nacional y siendo el fallo de 
la cámara a quo contrario a los beneficios que dicha cláusula re- 
conoce a su favor, procede apelación extraordinaria para ante 
esta corte, de acuerdo con lo que dispone el art. 14 inciso 3' de 
la ley 48. 

Que limitado asi, a este solo agravio, el fundamento del re- 
curso corresponde, desde luego, decir, a su respecto, que el es 



»AUOi M IA COSTE SDP&SMA 

improcedente, pues, aún prescindiendo de no haberse mocado 

dT^rt^T- IT SÍn ° * n SegUnd ° « Ia 

^ÍST ( , ,aS * rCSUlto ' contra lo ««wfc por el r " 

tose fundamental de su demanda, el dominio que ella cree tener 

*S¡££ £ 'ir 8 ¥** sin du ™' S^S 

' 1,° q " e > Ce deriw * ,as ,e >' es d« Ja provincia 
Sai ^£¡2? " de 1 0ctUbre * 1854 ^ 2 de NoviLbre de 
¿fafari 7Zu*n£™ZL* 14 munW P a,i dad * esta ciudad la pro- 
. Piedad que didho estado tenía sobre esas mismas tierras y Z 
*> fc fue ret.rado sino más bien reconocido por leyes naciÓUe" 
postenores y especialmente por la ley orgánica municipal Te M 
de Noviembre de 1881 (artículo 67). ' 

lativPdT E^**' 'i 65, 13 aCtora ha invocado un titul <> trans- 
íalo de dommio a *, W. el que le dan aquellas disposicionc, 

¿Tí" r " 2344 : civil; y aunque respeto 

t^S^T* f 00 * Pn,eba «' ejercido nTc£ 

rresponde en el caso, a esta Corte pronunciarse, por ser e 'o de la 
«clustva inctnnbencia de los tribunales del fue» común ante 
los cuales hállase radicado el **o, - Iiasta ^ 

ÍSeSa- ,e0dÓn ^ Ínc0nst¡tuci o-'»^ Por L con^ep 

« hi^fJ" Pr ° PÍO deb€ reso,vers€ ** r <a «e la posesión de que 

£lul f?JT ^ 61 rCCHrrCnte dCSde ,a 1* '* «""ici- 
pahdad se atnbuye es anterior a la del demandado, como emana- 
da del dom.,.,0 privado, que la provincia, de quien es ella suceso- 
ra te„ ia sobre toda porción del territorio que no estuviese legal- 
mente poseída por particulares. S 
Que ante 1as razones que informan !os arts. 2342, me 1 

2ü^T "'i ^ Sí de ' 854 ' ,86 S <le la íovin^a de 
Buenos A,re» y el art. (3; de la ley ,26o. no puede exijirse en las 

re.v.nd.cac.ones que deduzcan el estado o las municipalidades 
tos m,«nos requ,s,tos que las iniciadas por particulares ; y sien- 
hecho m t COm,ÍCÍOneS ' 1,0 CXÍSt * ,a **¡g"a!dad de que S e ha 
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Por ello, oído el scbor procurador general se declara no 
haber lugar al recurso interpuesto. Notifiques* y repuesto el pa- 
pel, archívese, devolviéndose los autos principales con transcríp- 1 
ción de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M, P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanilms. 



CAUSA CCCXLII 

The Metropolitan Ráihvay Of Buenos Aires Limitada contra el 
gobierno de la .Xación, sobre cumplimiento de contrato 

Sumario: i.° Ampliada una demanda en el sentido de que se or- 
denara la constitución de un tribunal arbitral para que 
•decidiera sobre los pedidos formulados en aquélla y otro* 
contenidos en el escrito de ampliación, no puede decirse que 
sea milo, por no haberse dictado con arreglo a la acción en- 
tablada, <un fallo que, revócamelo el del inferior que hacia 
lugar a la constitución del tribunal arbitral, declara que el 
pleito debe ser resuelto por los jueces de dercho; en el caso, 
los de la justicia federal. 

2." No deben interpretarse restrictivamente los términos 
del artículo 13 de la ley núm. 50, y, por el contrario, es 
deber de los jueces decidir los pleitos según la intención 
formal de las partes y la verdad probada en autos, prescin- 
diendo de los ápices del derecho. 

3/ Atentos los términos de los artículos 233 y 236 de la 
ley núm. 50, no es nula una sentencia por el solo hedió de 
ser contraria a la cosa juzgada. 



MUM es la oom gurastf a 



4-* No corresponde a !a jurisdicción arbitra! prevista en 
tin contrato de concesión, para resolver "las cuestiones o 
diferencias entre el Poder Ejecutivo y el concesionario acer- 
ca del cumplimiento de las obligaciones que este contrato 
Ies imponga...", decidir acerca de la legalidad o ilegalidad 
de un decreto del Poder Ejecutivo declarando caduca la con- 
cesión, en virtud de cláusulas del contrato que !o autoriza- 
ban a ello. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL sr. juez PEDERA!. 



AlM,Octabrtasfel»I|. 

"T Vistos estos autos seguidos por "The Metropolitan Railway 
of Buenos Aires Limited, contra gobierno de la Nación sobr- 
cumpümiento de un contrato", de su estudio resulto: — Don 
Tomás B. Holway por la expresada compañía, se presenta a ís. 
34 y expone: Que viene a entablar formal demanda contra la 
Nación a fia de que el juzgado se sirva resolver en sentencia de- 
finitiva lo siguiente: 

i." Que es nulo, ilegal c inconstitucional el decreto de 22 
de Junio de 1903 que declara transferidos a favor de don Ale- 
jandro Anatole los derechos y acciones acordados a don Carlos 
Bright por la ley n.» 3903 sobre construcción y explotación de 
una linea de tranvías subterráneos a tracción eléctrica en la ca- 
pítol federal, y ordena al Banco de la Nación que transfiera a 
nombre del expresado Anatole el depósito de garantía del con- 
trato de concesión y que entregue al mismo señor los cupone* 
vencidos de tos tirulos de renta que constituye dicho depósito. 

2: Que adoleciendo de nulidad absoluta la venta hecha por 
el concurso de Carlos Bright a Alejandro Anatole, por falta de 
autorización previa del P. E. de la Nación, y no siendo la nuli- 
dad absoluta susceptible de confirmación, el P. E. de la nación 
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no ha podido reconocer a Alejandro Amto'e corno titular de los 
derechos de Carlos Bríght, y tal reconocimiento, al par que ca- 
rece de valor jurídico importa un despojo inferido a "The Me- 
tropolitan Railway of Buenos Aires Limited" en la propiedad 
<|iie éstti había adquirido por la ley 3903 y los contrates de 22 v 
23 de Mayo de 1901. 

3. Que es nulo, ilegal e inconstitucional el decreto de 15 
do Junio <Ie 1905 <|ue declara !a caducidad de la concesión otor- 
gada por la ley n. n 3003 a don Caros Dright. 

4v Qw* es nulo, ilegal e inconstitucional! el decreto siguiente: 
"Mayo 18 de 19B6. Úe acuerdo con las conclusiones de lo ; 
díctameles que anteceden, se resuelve: "No hacer lugar a lo 
solicitado y confirmase en todas sus partes los decretos de 22 
de Junio de 1903 y 15 de Junio de 1905 citados por los recurren- 
tes, l lágase saber por la mesa de entradas previa reposición de 
sellos y archívese. — Firmado: Fiztteroa Alcorta. — Miguel 
Tedin" 

5. Que es válido y está en vigor, en consecuencia el contra- 
to celebrado e! 22 de Mayo de 1901 ante el escribano mayor de 
gobierno, entre e! Presidente de la República teniente general 
J. A. Roca, asistido per su ministro de obras públicas don Emitió 
Civit. en nombre de la nación y don Federico Ricardo Brigth. en 
representación del concesionario don Car*o* Bríght, para cons- 
truir un tranvía subterráneo de tracción eléctrica en cumpilmien- 
to de la !ey n.° 3903: y válido y en vigor el contrato celebrado 
el 23 de Mayo de 1901 ante el escribano mayor de gobierno, 
entre don Federico Ricardo Bríght por el concesionario don 
Carlos Bríght y don César González Segura, representante en- 
tonces de "The Metropolitan Railway of Buenos Aires Limited"; 
cuyo contrato transfería a mi mantente, dice, los derechos acor- 
dados a Carlos Bríght por la ley n." 3903, y por el contrato de 
22 de Mayo de 1901 ; debiendo condenarse a la nación al cum- 
plimiento t!e estos cintra tes. dejando a salvo la acción corres- 
pondiente por daños y perjuicios, todo cen costas a cargo de la 
nación. 

Fundada el anterior pctitfim en extensas consideraciones 
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cuya exposición detallada es innecesaria en esta sentencia, por 
cnanto no es el juzgado ante quien deben en su mayor parte ha- 
cerse valer, como mas adelante se verá. Basta decir que porcura 
en ellas demostrar que la expresada compañía adquirió legal- 
mentemente los derechos concedidos a don Carlos Bright por 
la citada ley n." 3903; que esos derechos no pudieron declararse 
transferidos a don Alejandro Anatole, pues el concurso for- 
mado a don Carlos Bríht no pudo vender los derechos de éste 
a la concesión acordada por dicha ley; que para ello se^iccesita- 
ba previo acuerdo del Poder Ejecutivo según el art. íjde la ley 
y contrato «respectivo, acuerdo que fue omitido; que aún en la 
hipótesis de que fuese valido e! decreto de 22 de Junio de 1003 
que declaró hecha esa transformación y resultase Alejandro 
Anatole dueño de los derechos acordados por esa lev y por el 
contrato de 22 de Mayo de 1901 a Carlos Hrigfit. aún asi mismo 
pertenecerían esos derechos a su mandante. The Metropolitan 
Railway of Bueaos Aires Limited, porque los había adquirido 
de los señores B. S. García y Cía., sucesores de Alejandro Ana- 
tole, ante el escribano Ireneo Collado en Julio de 1905; que el 
decreto de 15 de Julio de 1905 que declara caduca la concesión, 
reconoce como funkbtnento un error de hedió, consistente en la 
afirmación de que se han vencido !os plazos de concesión pata 
comenzar los trabajos: sin haber éstos empezadose. Dice por fin 
que el Poder Ejecutivo no ha podido rescindir el contrato dé 
concesión, como no habría podido rescindir otro particular con 
tratante, arbitrariamente, y que a! declarar caduca la concesión 
o sea al rescindir el contrato sin derecho, ha violado dicho con- 
trato incurriendo la Xación en las responsabilidades establecidas 
por el derecho común. 

Pasada esta demanda con los documentos acompañados, en 
vista al señor procurador fiscal a los fines de la ley 3952. dicho 
funcionario dictaminó a fojas r/>, que en el caso dé que se trata 
el P. E. Nacional no había procedido como persona jurídica, sino 
como poder administrador, por !o que y de acuerdo a la jurispru- 
dencia establecida en varios casos, el juzgado no era competente 
para conocer en este juicio, y que así debía declararlo. 
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Priendo de conformidad a este dicta.™ v en vista de 

a Nación declaro el juzgado, que carecía de jurisdicción para 
conocer en el presente juicio, fs. 57. 1 

Apelada esta resolución por el demandante, la Excma. Ca- 
ñara a revoco por los fundamentos del dictamen fiscal respcc- 
t.vo, declarando competente al juez federal, a quien se numda- 
ron devolver los autos para que entendiese en la causa (Mavo 
if> de 1908, fs 79 >. - En ese dictamen <,ue corre de fs. 75 a 78, 
el señor f Isca | OJ ,ina que !a demanda de que se trata es «na de- 
».a .da contra la Nación en su carácter de persona jurídica, 
de modo que puede dársele curso sin previa venia legislativa 
de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 1." de la lev número 
3952: <|ue sea cual fuere el resultado del pleito, el' hecho es 
que la demanda se funda en el contrato de concesión déla 
línea «fe tranway, antes mencionada, en el que es parte el es- 

Mw^ ,e í° CS, °, a í "° P " Cde S ° StenerSe <«" e * Excelentísimo 

^rlT^ T u h l ?rOCedÍ ' i0 eoBK> ^ T ^ministra- 
dor en lo» actos o hechos que la motivan. Cita un fa'lo de la 

ver^^ T fÍrma ?° ^ ' a Suprema Fouville 
versus Gobierno Nacional, sobre escrituración). 

Devueltos los autos al juzgado, confirióse traslado de la de 
manda .mpnesta al f». E. Nacional por intermedio del señor 
mnistrode obra, públicas, fs. 8o. Pero antes de ser contestada. 

1 mnT« P T í 91 T rít ° dC ^ En éI '" anifiesta viene 
a modificar la demanda en el sentido que se constituya el tribuna' 

Sí'r ' V*u * níÍtrt n tUttica]o l9<W « Jntrato entre 
don Carlos Bnght y el Poder Ejecutivo de la Nación c ..yos dere- 
chos y acciones, dice, fueron traspasados a la compañía que re- 

S2? J!!*!" °1TT agr * gadaS * *" » Utos ' y a «nodificarla 
amblen en el sentido de que dicho tribunal arbitral, junto con 

odas las cuestiones promovidas en la demanda, deberá resolved 
la cuestión de «la Nación ha incurrido en ta obligación de pagar 

como la forma y tiempo en que deberán ser pagados. A este es- 
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crito de proveyó que la modificación de la demanda, contenida en 
él, corrie&v con el traslado conferido, fs. 85. 

A f s. 86 el señor procurador fiscal designado para represen- 
tar al poder ejecutivo nacional en esta litis, evacuando el traslado 
de la demanda de fs. 34 y modificación y ampliación de la misma 
de fs. 84, pide que en definitiva se rechace con especial condena- 
ción en costas, por carecer el actor de título y de acción en que 
basar sus pretensiones una vez que ha caducado legalmente la 
concesión según la misma ley contrato que se invoca. 

Dice que en efecto, el Gobierno de la Nación celebró ron Car- 
los Bright en 22 de mayo de 1901 el contrato cuyo testimonio se 
acompaña de fs. 1 a 9, conforme a la ley número 3903. por el cual 
se le concedió e! derecho de construir y explotar la iinea férrea 
subterránea de tracción eléctrica a que se refiere la demanda, 
pero bajo !a cláusulas o condiciones expresadas e:i la ley contra- 
to, entre las que figuran la de que antes de los doce mese- de la 
fecha del contrato el cerner aarlo presentaría a la aprobación 
del P. K. loa estudios, planos y pliegos de condiciones completos 
de la línea: que los trabajos comenzarían dentro de los seis me- 
ces contados desdé la aprobación de los planos y que las obras 
terminarían a los tres años de iniciadas, y que si el concesionario 
no presentase los estudios o no diese principio a las obras, dentro 
de aquellos plazos, !a concesión quedaría caduca, con pérdida del 
depósito de garantía, salvo el caso de fuerza mayor. Dice que el 
Gobierno de la Nación nunca aceptó la transferencia a favor de !a 
Compañía "The Metro;>olitan KaiUvay of Buenos Aires Limited" 
ni se le presentó la ratificación que se exigía en el contrato cele- 
brado por don César González Segura en representación de ella 
y do i Federico R. Bright, en nombre de don Carlos Bright j>or 
escritura de 23 de mayo de 1901. Sostiene la validez de! decreto 
fecha 23 de junio de ¡903 que declaró transferidos a favor de don 
Alejandro Anato'e los dercahos y acciones acordados a don Car- 
los Bright por la ley núm. 3^03 ; (pie e*a ley no exige en é art. 
13 que el requisito de autorización de! P. E. sea previo, sino sim- 
plemente que el erneesionario no pueda transferir sin acuerdo de! 
P. !?., y éste !o presentó en el decreto de fecha 22 de juino citado. 
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Que el mismo decreto mandó que antes le hacerse las anotaciones 
respectivas, Sé hiciera saber la «dación a! representante de "Tlie 
Metropo!ita* Railway of Buenos Aires Limited", v que asi se 
hwo, presentando éste con fecha 25 de junio de 1903, el escrito 
«le fs. 32 en .pie acusa récih <in la menor protesta de la nota del 
señor ministro de obras publicas en que se !e comunica y adjunta 
el ex¡>re-a.lo decreto. 01 b tpte quedó consentida por el apode- 
rado de la compara !a referida transferencia a favor de Altatele. 
Hace luego referencia a !as gestiones del doctor P. Agote con 
peder del sindico de un concurso abierto en Londres a don Carlos 
ISrií-ht. Dice que de] poder dado a" doctor Agote resulta que no 
hubo ratificación del contrato de transferencia a la expresada 
compañía, fecha 23 de mayo <le 1901. Dice que recién en 4 de 
septiembre de 1905 < f<. 146 M expediente administrativo), des- 
pués de dos años de reconocer el gobierno la transferencia a fa- 
vor de Anatole y .los mc<es y medio le declarar-e caduca la con- 
cesión, se presenta don Enrique Sommclhaack reclaimndo contra 
dicha transferencia y centra el decreto de 15 de junio de 1905. 
con la circunstancia de c|iie en c'. mismo escrito «c declara qué se 
lia adquirido de los señores B. S. Can ia y Cia.. los derechos a la 
concesión que éstrs !e compraron al señor Anatoe, o lo que es lo 
mismo, que desde este momento aparece "The Metropolitan Rail- 
way of Unenos Aires Limited" adquiriendo los derechos que 
e!Ja c. nsi !eraba y comidera en la demanda inexistentes o de nin 
gún valor, .juedando asf cono -¡ucesora de don Alejandro Ana- 
t< le. ei la concesión declarada anteriormente caduca. 

Dice que el I'. E. Xacicna! por el decreto de 15 de junio de 
1905, cuyo original corre a fs. 131 vta., del expediente adminis- 
trativo. hahia declarado caduca la concesión otorgada |x>r la !ev 
.VX>3. «le 15 'le enero de 1900, a don Carlos Itright. transferida 
después por su concurso a don Alejandro Anatole (decreto de 22 
de junio de 1903. fs. 30. exp. admi listrativo) y por éste a los se- 
ñores B. S. García y Cia., ( decreto de 29 de octubre de 1903 del 
mismo expediente l. fundando* para elo tn !o aconsejado por la 
dirección general de vías de comunicación y !os dictámenes <le los 
señores Procurador de la Nación y del Tesoro, que constan «le fo- 



mum m la c «Tf 



jas 12 i a 135, o sea en que había transcurrido con exceso el plazo 
de seis meses acordado para iniciar las obras, a contar desde la 
aprobación de los planos, según lo establecido en el art. 4.° de la 
'«y 3903 X 6." del contrato respectivo, sin que se hubiera cumplido 
esto condición. Hace diversas consideraciones tendientes a justi- 
ficar el referido decreto sobre caducidad, sosteniendo que los 
artículos 4 y 6 del contrato contenían condiciones resolutorias, 
cualquiera de las cuales hacia que la concesión caducase de hecho 
y de derecho sin necesidad de declaración judicial ni adminis- 
trativa. 

En resumen, dice, que la compañía adora no puede ocurrir 
a los tribunales porque nunca tuvo título perfecto de la transfe- 
rencia déla concesión acontada a Carlos Bright. por h falta de 
la ratificación de la escritura de 23 de mayo de 1901 , y porque 
cuando la "TJie Metropolitan Railway of Buenos Aires, Limited" 
adquirió de los señores B, S. García y Cia. f la concesión ya había 
caducado y había sido así declarada por el gobierno nacional. Cita 
por fin un fallo de la Suprema Corte Nacional (tomo 85. |>ági- 
na número 47). 

A fe. 05 se abrió !a causa a prueba, produciéndose por h 
parte actora la que corre de fs. 96 a 224, no habiendo producido 
ninguna el demandado, según certificado del actuario de fs. 224 
vuelta. Las partes alegaron extensamente sobre el mérito de la 
producida. 

A fs. 259, y con fecha 15 de junio de 1909, se llamó autos 
para sentencia, previa reposición de sellos, por e! señor juez an- 
tecesor del proveyente. 

*. 

Y considerando: 



Primero; Como se ve de los antecedentes relacionados, se 
demanda al gobierno de la Xación a fin de que se constituya el 
tribunal arbitral previsto por el art. 19 de la ley núm. 3903 «obre 
concesión a don Carlos Bright de! derecho de construir y explo- 
tar una vía de tracción eléctrica subterránea en esta capital des- 
de e! puerto hasta empa'mar con el tranway rural, cuyo art. 19, 
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como los «lomas «le esa ley, forma jarte del contrato f¡r»,a«k> ? , r 
c 1 residente de la República y su ministro «le obras públicas v 
don Fclenco Ricar«lo Bright en representaci.» de dicho Carlos 
l.nght ante el escribano de gobierno en ¿2 de mayo de l«oi (tes- 
timonio corriente de fs. 281 a 289). 

Segundo: Cómo actora en esta demanda « presenta la So- 
c.c(M.Anonima "The Metrópoli^ Railwal of Buenos Aires Li- 
mited . - Ferrocarril Metropolitano de Buenos Aires - auto- 
ruada |mra establecer sucursal o agencia en la república serón 
decreto «leí poder ejecutivo, fecha agosto 5 «le ift*,. (Véase foja* 
295 a 296). Su pretensión es que el referido tribunal arbitral — 
no ya el juzgado - ante quien se habían planteado antes resuel- 
va en todas las cuestiones promovidas en el escrito de demanda, 
y ademas, la cuestión de si la Nación ha incurrido en la obliga- 
ción de pagar a dicha compañía daños y perjuicios, fijando el 
monto «le e.l«,s. y la forma y tiempo de pago de los mismos. 

Tercero: El carácter o titulo que para ser oída invoca- la 
sociedad demandante es el de sucesora en los derechos adquiri- 
rte por don Carlos Bright en virtud de la lev vyox y del con- 
trato a u .ido «le * de mayo de ,901. Io s «.aies^stiene \Zr 
Obtenido por transferencia -hecha a su favor. según escritura 
otorgada por don Fe«lerico R. Bright. apoderado de do:, Cario* 
linght, y aceptada por el representante de dicha sociedad «n 
esta capital, fecha 23 de mayo de ,goi ( testimonio de i* x*> a 
301 ). Agrega, que aún si resultase Alejandro Anatole dueño de 
los derechos aconlados a Carlos Bright ,x>r la lev 390,. ellos 
pertenecerían a la misma sociedad porque los había adquirido de 
los sucesores de Anatole. 

Cuarto: En extensas consideraciones procura la parte a-to- 
ra dem«> s trar babor la socie.lad adquirido definitivamente los «le- 
rechos «le Car.os Bright, mediante la aludida escritura de trans- 
ferencia y la ratificación a que extaba «ubordindo el contrato 
con arreg.o a la cláusula final inserta en la misma. A la ve* tacha 
«le nulo, i.egal e inconstitucional el decreto del Poder Ejecutivo 
que ron fecha 22 de junio de i«,03 declaró transferido a Alejan- 
dro Anatole los derechos y acciones de Carlos Bright a «a expíe- 
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sada concesión en virtud de venta hecha jx>r el concuño de Car- 
los Bríght a dwáho Anatole, pues sostiene que esa venta adolecía 
de ntriidad absoluta por infracción al artículo 13 de la !ey 3903 
(Los documentos de la última referencia corren de fs. 18 a 30 del 
expediente administrativo agregado como parte de prueba por 
decreto de fe. 155 vta.) 

Quinto : Todas las argumentaciones hechas en esc sentido a 
nombre de "The Metropolitan Railway of Buenos Aires Limi- 
ted", encuentran-* de antemano desvirtuadas por actos y proce- 
deres de dicha sociedad, por cuanto el titulo de Alejandro Ana- 
tole a que tan graves defectos se atribuye, resulta adquirido por la 
misma sociedad, de los sucesores de aquél, Belisario S. García 
y Cía., y aun presentado por eHa para hacerlo valer en estos au- 
tos, o sea en el juicio en que !o impugna de absoluta nulidad. 

Coi efecto: en la escritura otorgada ante el escribano Colla 
do en 19 de julio de 1905 (véase testimonio de fs. 141 a 148 », 
los señorea lielisario S. García y Cía., "ceden y transfieren a la * 
sociedad denominada "The Metropolitan Railway of Huenos Ai- 
res Limited", todo? 'os derechos y acciones que tienen, les co- 
rresponden o l!egu>n a correspcnderles a la concesión otorgada 
por el honorable congreso a don Carlos Rright. según ley núme- 
ro 3903, cuya concesión adquirieron los señores Kelisario S. 
García y Cía. en .virtud de !a escritura de cesión que a su favor 
les otorgo IX Alejandit Anatole en esta ciudad e! 31 de diciem- 
bre de 1903 ante el escribano* antes nombrado". Don Enrique 
Semmáhaack representante de la sociedad anónima expresada, 
acepta la cesión lecha a favor de ésta y entrega en virtud de ella 
al representante de la razón social Beluario S. García y Cía., 
un certificado por cinco mil acciones de diez libras esterlinas 
cada una. Por una de las estipulaciones de esa escritura se 
confiere a Beluario S. García y Cía. poder ampüoe irrevocable 
a nombre de la sociedad "The Metropolitan Railway or Hue 
nos Aires Limited" para solicitar del congreso autorización a 
fin de demandar al estado ( si no lo hiciese dicha sociedad) por 
la vaÜdez de !a concesión y por los daños y perjuicios que la 
negativa del Poder Ejecutivo causase. Es de notar que de !a ra- 
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*ón social Beluario S. García y Cía., formaba parte el referido 
Alejandro Anatole. según s e expresa en esa escritura de 19 de 
julio de 1905. De modo que. en realidad, es el mismo Anatole 
«liuen transfiere a "The Metropolitan RaKway of Unenos Aires 
Umited ios derechos acordados a Carlos Bríght, transferencia a 
«pie antes se hahia rehusado negando su ratificación a la escri- 
tora de 23 <le mayo de 1901 | fs. 26 exp. adm.) otorgada en u «o 
«le autorización gubernativa (decreto de mayo 15 de 1901. foja* 
11 ex|>ediente administrativo). 

Sexto : Con estos antecedentes relativos al titulo procedents 
«le la transierencia de Anatole, mal puede la parte demandante 
pretender ser oída en virtud de otro titulo que como el que re- 
-ultana de la escritura ya referida de ¿3 de mayo de 1901, se- 
ría excluyeme de aquél, es decir, de! de fecha posterior. Y mal 
ha podido tamhién presentar ese titulo proveniente de Anatole 
expresando que lo hace para el caso de que fuera declarada le- 
gal, pues en la escritura a que se ha hecho referencia, no se 
« nt.ene ninguna' salvedad acerca de la validez de! titulo de 
Anatole. ni menos sobre superioridad «le otro que como se ha ob- 
servado, seria incompatible con éste. 

Presentado ese documento por la parte actora, prueba con- 
tra la misma, y de sus términos claros resulta que al aceptar 
"Tlie Metropolitan Railway of Huenos Aires L.imited" !a trans- 
ferencia que !e hicieron Belisario S. García v Cía., y entregar 
jx>r el.a 11 1 precio convenido, entendía aquella sociedad adquirir 
el verdadero titulo de concesión hecha a Carlos Ilright por 
la ley núm. 3903. siendo además absurdo que pretendiese tener a 
!a vez otro cuya coexistencia «ei aquel seria imposible. 

De todo lo dicho se sigue que c! único titulo en cuya vir- 
túd puede ser oída en su demanda la parte actora —sin perjui- 
cio es enten lido, de lo que resultase en cua:ito al fondo de la 
demanda instaurada — es la referida escritura fecha 19 de julio 
de K,c5, pasada ante el escribano Collado. 

Séptimo: Por su parte, el señor procurador fi,-ea'. ha sos- 
tenido la legitimidad de la trrn-ferencía hecha a Anato!*. En 
resumen de sus conclusiones, fs. 94, dice que la compañía de- 
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mandante no puede ocurrir a los tribunal a pedir el cumpli- 
miento del contrato, porque nunca tuvo titula perfecto de trans- 
ferencia de la concesión acordada por escritura de 23 de mavo 
do 1901. ni le fué reconocido el derecho ,x>r el gobierno de la 
nación y s, so.o a don Alejandro Anatole y después a los seño- 
res B. S. García y Cia.. y porque cuando la "The Metropolitan 
Jfcl.Way Limite<l adquirió de estos señores la concesión ya había 
caducado y había sido declarada por el Gobierno Nacional 

Octavo: Descartada como ha sido en los considerandos 
qumio y sexto la citada escritura de 23 de mayo de 1901, no es 
el caso de averiguar si fué ratificada o no. y si en consecu-nm 
fue reconocido o no el dereclio por el gobierno a la sociedad 
demandada. Por tanto queda solo a considerar la cuestión plan- 
teada en la titu-cóntMMa con relación al título transmitido a 
Anatole y B. S. García y Cia.. sucesivamente, y que éstos tras- 
pasaron a la soaedad • The Metropolita:, Railway of Buenos 
Aires Limited por la ya aludida escritura de .9 de julio de ,oo, 
ante el esmbano ! renca Collado. Esa cuestión la formula el Te- 
nor procurador f¡ Sca 1, al decir que la compañía actora no puede 
pedir el cumplumento del contrato por.,,* cuando ella adquirió 
de T.chsano S García y Cia. la concesión ya habfa caducado y 
había sido asi declararlo por e! Gobierno Nacional. 

Como se ve en concepto de !a parte demandada la concesión 
hallábase caduca en la fecha <le la cesión de ti. S. García y Cía 
a favor de «The Metropoitan Railway of Buenos Aires Limi- 
ted siendo esta la causa 1)0 rque el titulo legitimo que tenían 
aquellos no pudo ser transmitido a ésta. La parte actora ha sos- 
tenido lo contrario, o sea que la concesión hallábase subsistente • 
y como d estado de caducidad fué declarado por un decretó 
del Poder Ejecutivo ( , S de julio de I90 5 )para la resolución del 
caso sena ante todo necesario saber cual era la situación de dere- 
d.o en que se encontraba el gobierno respecto a la concesión de 

li? f° 3 "V 3 . 3 e " <,Me decrc, ° 8C d'Ctó. Pero ese 
punto fue ya dilucidado en estos autos por el fallo «le la Excma. 
Lama ra, corriente a fs. 70. 

Noveno: Por ese fallo basado en los fundamentos de! dic- 
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tamen de] focal, quedó establecido lo siguiente: "Es cierto que 
d estado al acordar la concesión d e que se trata ha procedido 
como entidad soberana; pero no lo es menos que al formalizar 
el contrato respectivo, ha obrado en su carácter de persona ju- 
rídica contrayendo obligaciones cuyo cumplimiento tendría de- 
recho a exigir ia otra parte contratante si se hallara en las condi- 
ciones de ley. Así pues, aún cuando en su origen esa concesión 
importa un acto de soberanía, la demanda debe entenderse diri- 
gida contra la persona jurídica del estado, no contra el soberano 
desde que los actos t'el Excmo. Gobierno Nacional que la moti- 
van, son posteriores al contrato de concesión en que !a Nación ha 
obrado como entidad del derecho privado" — Por estas razones 
y atento lo resuelto en un caso análogo, decidióse por la afirma- 
tiva la cuestión de si podría darse curso ala demanda sin previa 
venia legislativa. 

Si pues, el Estado formalizó en el carácter de persona jurí- 
dica d contrato que nos ocu]>a, y la acción sobre cumplimiento 
de sus estipulaciones debe entenderse dirigida contra esa perso- 
nalidad, no contra el soberano implícitamente es <jue cuando el 
Poder Ejecutivo dictó el decreto sobre caducidad de la concesión, 
el Estado hallábase en la situación de parte contratante, y suje- 
ta a las disposiciones que rigen los convenios de dercho privado. 

Décimo: a) — De !a conclusión que procede surge que es 
con arreglo a la legislación común que debe decidirse la cuestión 
promivida por el gobierno en estos autos. Y entrando sobre este 
plinto en materia, tí elemento preferente de consulta es el con- 
trato celebrado por tas partes, atento al precepto de! art. 1 197 
del código civil según el cual "las convenciones hechas en los 
contratos forman para las partes una regla a la cual deben some- 
terse como a ia ley misma". Con tanta más razón detw primar e* 
contrato, cuando que fué la consecuencia de una ley que había 
determinado sus cláusulas *as que se encuentran formando parte 
del mismo. 

b) — Desde luego, la lectura de dicho contrato instruye de 
t|ite *a caducidad de la concesión hecha a Carlos Itright era una 
emergencia expresamente prevista en el mintió * arts, 6 y 7. — 
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El art. 6 que es el que se relaciona con los motivos determinan- 
tes del decreto de 15 de Junio de 1905. dice : "Si el concesionario 
no presentase los estudios completos o no diese principió a las 
obras dentro de los plazos establecidos en e! art. 4. ? a concesión 
quedará caduca, salvo el caso de fuerza mayor, con pérdida del 
depósito de garantía". — $\ art. 4. aludido, dice : : "Antes de los 
doce meses de la feoha de este contrato ' Lroic&iouajío presen- 
tará a la aprobación del Poder Ejecutiva »s estudios, planos y 
pliego de condiciones completos de la lírtu.; los trabajos serán 
comenzados dentro de los seis meses o litados desde la apníba- 
ción de los planos y deberán ser completamente terminados a ios 
tres años de iniciados". 

— Conocidas esas ¿áustfas y antes de pasar a deláíite, 
cabe intcrn ijar: — dado el ca?o de sobrevenir albina de las 
circunstriK-ias en virtud de las que la concesión bahía de quedar 
caduca. — bastaría el solo hedió para que ela asi se considérase, 
o ?eria indispensable una dcclaraci.'n de autoridad administra- 
tiva o judicial? — Lo primero es inadmisible, no obstante haber- 
lo sostenido la defensa de ¡a demanda. No es aceptable <|ue un 
suceso de tal naturaleza hubiera de quedar en la inrertidumbre 
y librado al azar de pretensiones y opiniones encontrarlas. La 
extinción í'c dereor»> en caso semejante debía hacerse conocer 
de manera fehaciente y formal. K* rnisnio Poder Ejecutivo lo en- 
tendió asi, en principio o doctrina, al expedir su decreto de 15 
de junio de 1905 en que se declaraba la caducidad «le la con 
cesión. 

Pero precisamente uno de 1os puntos a ese'areccr es si en 
esa declaratoria habíase procedido de acuerdo a estipulaciones 
del contrato respectivo, o en ausencia de estas, conforme a prin- 
cipios de dercho civil que rigen ¡as convenciones entre partes. 

Indéciino: a) — A este respecto, examinado el contrato 
mencionado, encuéntrase la cláusula diez y nueve ( 19) que dice : 
Las cuestiones o diferencias entre el Poder Ejecutivo y el con- 
cesionario acerca de! cumplimiento de las obligaciones que este 
contrato les imponga, serán ^metida, a juicio de arbitros nom- 
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bradcs per una y otra parte con facultad de nombrar ¿stos un 
tercero que formando tribunal arbitra! las resuelva. Si los ár- 
bitros no <e pusiesen <le acuerdo en la elección del tercero, este 
será nombrado por el presidente le la Suprema Corte Nacional". 
Kl articulo corresponde al «le igual numeración de la ley 3903. 

I) 1 — Conocida e<ta cláusula, veamos los antecedentes de 
la declaratoria de caducidad hecha por c! decreto de 15 de Junio. 
— Son los siguientes: Con motivo de haber 15. S. García y Cía. 
pedido autorización para transferir la conexión a un titulado 
"The Central Buenos Aires Kailway", autorización que el Poder 
Ejecutivo denegó, fs. 129 cxp. ádtn., los Procuradores del Tesoro 
y de la Nación, fs. 12.» a 125. «pusieren que la concesión se en- 
contraba caduca, aduciendo en síntesis, que "después de varias 
prórrogas obtenidas por B. S. Carda y Cia. por decreto de 11 
de Junio de 1904 se dieren por definitivamente aprobados los 
planos presentados, y no habiendo principiádosc los trabajos 
seis meses después de la fecha establecida por aquel decreto, la 
caducidad <le la concesión surgía <k>. texto del art. 6 «le la !ey 
39P3*' — Con este motivo la dirección general de vias de comu- 
nicación manifestó en Junio 14 de 1905. fs. 13., que de acuerdo 
con lo manifestado por el señor Procurador de la Nación esa di- 
rección "es de opinión que se estab'ezca |>or decreto la caducidad 
de la concesión otorgada por ley n.' 3903 a don Carta Brigjif : 
y al siguiente día se dictó e! citado decreto declarándose la ca- 
ducidad "de acuerdo con lo manifestado por la dirección general 
«le vias de comunicación y lo aconsejado por los señores procu- 
radores de la Nación y <lel Tesoro", fs. 131 vta. 

el — Pidiendo reo n- ¡deración B. S. Garda y Cia. de fs. 
132 a 138 del mismo expediente, alegaron que el os habían soli- 
citado autorización para introducir modificaciones en los planos 
presentados con anterioridad. siéndoles concedida por decreto 
<le 23 de Diciembre de 1903 hasta el 12 de Febrero de 1904; que 
por decretos de 10 «le Febrero y n «| e Junio de 1904, ese plazo 
se amplió hasta e! 12 de Agosto. cstab'ecién«lose «pie si para esa 
fecha no se hubiesen presentado las modificaciones en condicio- 
nes aceptables, se consideraría «lef íitivsmcntc aprobados lo? 
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planos a que se refiere el decreto de 7 d Diciembre de igo, (U 

fk£Z\ l \ ¿ er ° de 1904 <lue ,os « ,!anos c °" *» modi- 
ficaciones se presentaron el ,2 de Agosto de 1904, como consta 

d.ce„ ; en el expediente. q „e informado «obre 

reccjon de v.as de coimmicación, dijo que "como no viene e„ 

££" ° . <Ieben ser ««^erados definitivamente aprobados 

desde el rtJTÍT y f '" e . loS térm,noi ,CJía,cs < W «" -ntarse 
desde el , 2 de Febrero p ,k1o. (.904)".... Expresan los mismos 

recurrentes que el P. E. no resolvió nada solre «e partic Z 
-Agregan que ¡solicitaron del congreso la modificación de la tro- 
cha para facilitar la vinculación con las vías de los ferrocarriles 
con acceso a e ? ta capitel. Que la comisión de obras ..ub icas se 
exM,o aconsejando la modificación solicitada, con an.pl 

»££T* V ^ **** QUC " ,icn,ras * <*«*dm el 
pro>ecto. lo pusieron en conocimiento del P. & Que ¡a SCC0lV)11 

v as de comunicación manifestó >e debia resecarse e 
diente hasta la resolución de la petWón referida" v Z c , 2E 
.n.n,stro Civit, así !o dispuso en Octubre de .904. JBjjX 

l atíra T "* ,a & 2Ej - 

«o arbitra! para el «o de no hacerse fugar a la reconsiderad. 

C -n nuevos dictámenes «le la inspección genera! de vias de 

comumeacon y del procurador «Id tesoro «,ue insistie «n ^ s s 

opiniones anteriores. elP. E. decretó, en L> de Septien" íre de 

190, . Estese a te resuelto y archívese- f s. , 43 e xp. adm. 

venida «, ? **** < ° n " > ' a '" ,e SC ha re, *™"3do. sobré- 
vemda entre os concesionarios y el P. E. representante de la 

ISesollr^ " Stad °*- C,ara " ,eme Crnstit " ia »"* * ' » 
di d,ftrcnaas W**"*S Por el art. tg de la lev 390, v 

le contrato respeetno. cual era la de "si los ConcesteSsí 

dentro «le los se* meses fijados e:, el art . 4.- del contrato"; v su 

ido - *** **** «** 

Duodécimo: a . - Resultando como acaba .le verse, que la ley 
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3903 y contrato de referencia legislan y estatuyen directamente 
sobre la cuestión surgida entre las partes, no es el caso de con - 
siderar las relaciones de las mismas bajo otro* puntos de vista le- 
gales y c|ue serían pertinentes en ausencia de aquella. Existiendo 
una ley especial que rige «sas relaciones, el juzgado no puede 
pronunciar fallo si no es en él sentido de su cumplimiento, que 
cu el caso sub judien consiste en 'a formación del tribunal al que 
de acuerdo al art. [9 citado, la cuestión debe someterse. 

Por otra jwrtc. hállase intimamente ligada a tal cuestión la 
de la caducidad de la concesión, de manera que al decidirse sobré 
la primera en una u otra forma, necesariamente quedará resuelta 
la segunda, según se deduce del art. 6.°. del contrato, ya trans- 
cripto. Por otra parte, es de la decisión de <licho tribunal que 
resultará subsistente o insubsistente el decreto de Junio 15 
de 1905. 

b) — Kn cuanto a !a pretensión formulada en la amplica- 
ció i a la demanda, de que é misino tribuna! resuelva si la na- 
ción ha iiK-urrido en !á obligación fie pagar a la compañía daños 
y perjuicios, lijando el monto de ellos, asi como la forma y 
tiempo en que deberán ser pagados, ese es asunto ajeno a !a dis- 
ppsfeión del art. 19 de la ley n." ^63 y contrato respectivo, cuya 
simple lectura hasta para asi evidenciarlo. Por tanto, la petición 
es improcedente y debe ser desestimada. 

Kn Igual condición se encuentra lo referente a declaracio- 
nes de constituetc nulidad o ino nstitucionalidail de !os actos de! 
Poder Ejecutivo. La misión de los arbitros no comprende tale.; 
facultades, Se circunscribe e:i el caso ocurrente a resolver la di- 
ferencia surgida entre las partes acerca de una <le las obligacio- 
nes impuestas al concesionario por e! art. 4. del contrato, y que 
entraña más una cuestión de hechos que de clercho. 

Por estos fundamentos fallo: 1." Declarando que el único 
titulo en cuya virtud ha podido ser oida c:i su demanda la parte 
actora es ta escritura de 19 de Ju!b de 1905. corriente a fs. 141 
a 148 de estos autos, careciendo de valor para ese efecto la escri- 
tura de 23 de Mayo le 1901 a que hace mérito en primer lugar 
la expresada parte. 
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2." tarando igiiaünente que el Gobierno de la .Vació,, está 
. obligado a concurrir a la formación del tribuna» arbitral esta- 
tu,do por el artK-ulo ,9 de la ley „/ 3^3 y del contrato fecha 
«de Mayo de .00. firmado por el Prudente de la República v 
m,nistro ,,c . obras P uW «cas y don Federico Ricardo Bright en 
representacon de don Caros Brigrít cuyo tribunal debe resolví 
la cuestión de si los concesionarios han faltado a la obligación 
«le dar pr.nc.pio a los trabajos convenidos dentro de ¡os seis 
meses fijados en el artículo 4." del mencionado contrato. 

3. No haciendo lugar a la petición relativa a que él mismo 
tribuna, resuelva sobre daños y perjuicios a cargo del Gobierno, 
por ser tal asunto extraño a la disposición del art. ,9 del con 

ltV" ,C T •' " UC rÍKC ,M re:acic,,c< * Partes. Sin e* 
pecial condenación en costas, por no existir razón para imponer- 
las, Notif.cp.ese a n e! Original y repónganse las fojas. 

Emilio Villafañe 

SKXTKNCI.v J,K CAMARA PEDKRAL luí LA CAPITAL 

Buenos Mm, Octubre 24 de 1912. 

\ istos y considerando: 

Qi.eel representante de la empresa The Metn polit „ K ;ii! . 
way of |.ue,cs Aires Limited" demandó a la Xacíón para que 
concurra a constituir el tribuna! arbitral estipulado en el articu- 
lo .9 del o .«trato de fojas . a cuya decisión se sometía en pri- 
mer terrmno la nulidad, ilegalidad e ¡nconstitucionaUdad de' de- 
creto del Poder Ejecutivo «le 22 de Junio de uw. que .lee aró 
transferios a favor -le don Alejandro Anatole lo. derechos v 
aceces acordados a don Caros Bri-ht ,>or la lev núm. vm ¿ 
mencmado Bright, representado hov por It. J. Garcia v Sa 

Que el arbitraje convenido comprende las cuestiones qué >c 
susc.ten entre las partes, por consecuencia del cumplimiento de 
as obl.gac,ones est ! puladas; es decir: las diferencias emergen- 
tes de la ejecuc..,., de! contrato, la que no l.a ten. lo lu^ar p,* la 
dec.arac.on de caducidad pronunciada por el Poder Ejecutivo en 
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USO de una atribución administrativa independiente de las esti- 
pulaciones contenidas en el referido contrato y que nace de la 
peculiaridad jurídica del mismo, cuyos efectos deben juzgarse 
pot sus cláusulas y por los preceptos de ia correspon lient; lev 
de roncesidn. De consiguiente, el ejercicio de !a atribución para 
declarar la caducidad so ha sido materia convenida jx>r e". con- 
trato y, por lo mi-nu», no puede considerarse como incluida entre 
¡OS asuetos de competencia del tribuna! arbitral. 

One por otra parte, los decretos del Poder Ejecutivo, como 
las sanciones del Congreso y las sentencias dé fes tribunales, 
soii acto, de soberanía, cuya subsistencia y eficacia no puede ser 
desvirtuada sino por los pn>ccdimientos y autoridades que !a 
constitución y leyes prescribe:». 

Si en e! caso presente, los mencionados decretos afectan Je- 
rerbos del particular contratante, procedía ante todo la declara- 
ción previa de nulidad, revalidad en incon>titudoiialidad alega- 
da, por ja justicia federal, única autoridad competente para ello. 

Que estas conchi>iones armonizan con los preceptos del ar- 
ticulo loo de 'a constitución nacional, artículo de la ley le 13 
de Octubre de 1862 y articulo 2." inciso i.° y ó." de !a lev de 14 
de Septiembre de 1863. 

IV restas consideraciones, déjese *in efecto la sentencia re- 
currida y pasen los autos al señor juez federal Dr. Jantus, pan 

que dicte el falo que corresponde; Notifiquen: v repóngase s! 
¡wpcl ante e: i iferior. 

Daniel Coytia. — /;. Claros. — Juan 
Ai Carda. 

En desidencia : Angel I). Rojas. 

En desidencia : Angel Ferrem Cortés. 
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Bueno» Aires, Mayo 12 de 1914. 

Vistos y considerando: 

Que los recursos concedidos son precedentes porque e! fallo 
de fojas 406, tiene el carácter de definitivo, en cuanto establece 
que el caso del* substanciarse ante ios tribunales ordinarios, en 
vez de serlo ante un tribunal arbitral como se solicitó (Artícu- 
los 206 y 234. ley 50.) 

Que en lo que respecta a! denulidad, ajease e:i primer ter- 
mino ( fs. 4*)), < |lle el referido fallo no se lia dictado con arre- 
glo a la acción entablada. 

Que esta ohscrvaci.'m carece de fundamento, desde que en 
el escrito de fojas 84 de enmienda a la demanda, se solicitó la 
constitución de tribunal arbitral para que resolviera sobre todos 
los capítulos de aquélla y además sobre e! monto de los daños 
y perjuicios irrogados a !a compañía por la Nación ; de tal suer- 
te que al revocar dicho fallo !a sentencia de I." instancia de fojas 
317. q"e declaró que el gobierno de la Xación estaba obligado a 
concurrir a la formación del tribunal referido y que éste debía 
resolver si los concesionarios habian faltado al convenio de dar 
principio a los trabajo* dentro de los seis me<es que para ello 
se fijaron en el contrato, no ha decidido un punto ajeno a la de- 
manda. 

Que este punto no puede estimarse tampo ajeno a las de- 
fensas de la nación, que se opuso al juicio arbitral alegando que 
había caducado la concesión (fojas 86 vuelta); que el Poder 
Ejecutivo al decorar !a caducidad en el decreto de 14 de Jimio 
de «905. no hizo más que ejercer h facultad conferida por !a 
Constitución Nacional en el articulo 86, inciso r. # y 2. , y que !a 
compañía demandante no ha podido ocurrir a los tribunales^ 
pedir el cumplimiento de! contrato (fojas 94.) 

Que con arreglo a la ley 10. titulo 17, libro IV R.C.ya la 
jurisprudencia establecida, no debe interpretarse estrictamente 
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los términos del artículo 13 de la ley 50, y es, j>or el contrario, 
deber de los jueces decidir los pleitos según la intención forma! 
de las partes y Ja verdad probada en autos, prescindiendo de 
los ápices del derecho (Fallos, tomo 11, pág. 460; tomo 30, pá- 
gha 292* considerando 7. ; tomo 40, pág. 396, considerando fi- 
nal ; tomo 56. páginas 428 y 441 ¡ tomo 1 13, pág. 194 >, 

Que atentos los términos de los artículos 233 y 236 de la 
ley n. ' 50, es insostenible que una sentencia adolezca de nulidad 
por e! solo hecho de ser contraria a la cosa juzgada < Fallos, tomo 
74* pág. 4lp tomo 78, pág. 164 ; tomo 79. pág. 295). 

Uue. sin perjuicio de lo diclio en el primer consideran lo. e! 
auto de fojas 406 no es una de las sentencias previstas en e! ar- 
ticulo 13 de la ley número 50. o sea de las que jxjncn lin a la? 
contiendas judiciales y no ha necesitado por !o mismo reda.tarse 
en !os términos prescriptos en díáíd articulo, desde que <e limi- 
ta a pronunciarse sobre !a : mpr, credencia de la jurisdicción ar- 
bitral. 

^ Que no era asimismo de aplicación al caso c! artículo 23O 
Je !a misma ley n.° 50, jK>rque, en lo que se refiere al fondo de! 
acuito, la sentencia de primera instancia revocada por la cáma- 
ra, declaró admisible, con algunas restricciones, la formación de; 
tribunal, absteniéndose de resolver en lo substancia'? sobre 'as 
otras peticiones de !a demanda; y en cuanto a la jtirisdkción 
para entender en el pleito consideróse que procedía, "ante todo 
la declaración previa de la nulidad, ilegalidad e inco istitnciona- 
Iidad alegada, por la justicia federal, única autoridad competen- 
te para ello". ( Fojas 406 vta.) - 

Que en lo que hace tí recurso de apelación, los artículos 6.° y 
7." del contrato antes mencionado, han previsto la caducidad dé 
la concesión j>or causa* independientes de !a manera cómo se 
ejecutará la obra de! punto de vista de otros artículos ¿«1 mismo 
contrato, y anteriores y posteriores a su celebración, acordando 
al P<*ter Ejecutivo la facultad de declárala y no simplemente 1 
de |>edir esa declaración al tribunal arbitral." pues aquéllos esta- 
b'ecen: "Artículo 6/. — Si e! concesionario no preveníase los 
estudios completes o no diese principio a las obras dentro de los 
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plazos establecidos c:i el articulo 4.° la concesión quedará cadu- 
ca, salvo e! caso de fuerza mayor, con perdida del debito di 
garantía. — Articulo séptimo. Por cada mes de retardo en la 
terminación de las obras tí! concesionario abonará «na multa de 
Cinco mil pesos manfla nacional y si el retardo fuera de 1111 año 
podrá la concesión ser declarada ca tuca por c' jxxler ejecutivo" 
— (fojas 286.) 

Que aún cuando la facultad de deparar la caducidad esta 
expresamente estipulada sólo i>ara los casos «le retardo en la ter- 
minación de las obras, con igual razón debe ella conceptuarse 
resinada para los casos en que e! concesionario no presentase 
los estudios completos o diese principio a aquéllos dentro de los 
Jilazos establecidos en el art. 4." como quiera que estas última . 
emisiones se bal an en condiciones análogas a las anteriores. 

Que quedó asi excluida de la jurisdicción arbitral la cues- 
tión relativa a la caducidad sin qu-3 é'.o importe decir que el in- 
teresado no pueda hacer valer sus derecbos en otra forma, en el 
caso de que el decreto <le caducidad que obra a fojas 1 31 vta. del 
expediente administrativo acompañado, 110 se ajustara a los «lis- 
puesto en los predicados artículos C. 



.■ — " 
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Que prescindiendo <!e las razones precedentes, es exacto 
que. ni la ley 3903 en su articulo 18. ii el contrato en su articulo 
19. sometierf n a! arbitraje todas las cuestiones que pudieran 
surgir entre el |»dcr ejecutivo y el concesionario sino simple- 
mente las concernientes a! cumplimiento ¿t dicho contrato, en lo 
que no está o mprendida la de su caducidad Í.Yrg Falos, tomo 
70. pag. 262; tomo, 104. pág, 81 _ Dalloz; ver arbitraje, mime- 
ros 475 y 479)- 

Que aún tratándose de la exceinión de prescripción contra 
una demanda dirigida a obtener la constitución de tribunal ar- 
bitra', o sea de un punto de derecho común (pie no se rclacio iaba 
con la validez o ineficacia de actts «leí P. K. Nacional, 
esta Corte, interpretando el art. 26 de la lev 209;. idéntico en lo 
pertinente al artículo .8 de la ley yjo*. ha resuelto que esa ex- 
cepción :io éntrala en las cuestiones sobre la manera de cumplir 
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un contrato que debían ser resuellas por arbitradores. (Fallos, 
tumo 115, pág. 230). 

Que el articulo 18 de la ley 3903 concebido en términos ir- 
tintos ríe los de !a póliza y del contrato de rescisión a <|iic se 
refieren <los fallos del temo 70, pág. 262; tomo 104, p&g. 81. y 
otros, se prpptiso sin duda. llevar a la jurisdicción arbitra! las 
cuestiones de detalle o carácter técnico que sucesiva o simultá- 
neamente pudieron surgir entre el Poder Kjecutivo y el conc. sio- 
nario. porque en esa clase de cuestiones se explica la interven- 
ción de arbitros, con preferencia a ios jueces de derecho, dado 
qiie son complejas y difieres a causa de la diversidad de ele- 
mentos de orden pericia! que concurren en ellas (fs. 438 vta.) 

Que np se opone a las conclusiones anteriores In cosa juzga- 
da, vale decir el auto de fs. 70,. por el cual se resolvió que en ¿1 
ca&O no era necesaria la ve lia del Honorable Congreso para do- 
man lar a la Nación, por baber procedido esta como persona ju- 
rídica al celebrar el contrato con don C. Bríght. desdé que la 
¡nterj>retac:ón^lada al ?rtiru!o 18 de 9a ley 3^3 y al 19 de aquél 
se funda en los términos restringidos 3o uno y otro. 

Que en el recordado auto de fs. 79, o en e' dictamen fiscal 
a que él se refiere, nada se decidió acerca del a Van ee le esos 
artículos, ni buho motivo p.-ra hacerlo, a causa de que el pedi- 
do de constituctóh del tribunal fué posterior a dicho auto (fo- 
jas 84). 

Que no acrece fundada la remoció:i de la causa del juz- 
Kado que descmiKM'iaba el doctor Vi lafaíie a! juzgado del doc- 
tor Jantns. 

Que, finalmente, estando limitadas la» funciones de !a Cor- 
te Suprema en esta instancia a da decisión leí punto de si pro- 
cede o no la constitución del tribunal arbitral, no le es dado 
pronunciarse sobre la petición formulada de fs. 452, para que 
se ordene la suspensión de las obras que en ella se indican y que 
se dicen o pretenden autorizadas por una ley del Honorable Con- 
greso, cuya validez no está en tela de juicio. 

Por estos fundamentos, se confirma el fallo recurrido en !a 
parte qué no haice lugar a la constitución del tribuna! arbitral so- 
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tu^f? COStSS SC ab0nará " S " 0rde:i ' en a,e "™« * »* "a 
turalea de la cuestión resuelta. Notifique* con el original v de- 
vuélvanse, deb.endo reponerse los sel!os ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. _ m. p. Daract. — 
D. E. Palacio. — ]_. López 
Caisvxili.as. 



CAUSA CCCXL1II 



Don J. Benjamín Davalas en eljuicio testamentario de Da. Asen- 
c,én Isasmendi de Devalo, por rescisión de partición testa- 
mentaría. Recurso de hecho. 

Sumario : Es improcedente e! recurso extraordinario del art. 14 
•ey 48. contra una «sokieión <le un superior tribunal de jus- 
ticia que se limita a resolver un incidente sobre recepción de 
la causa a prueba, por estimarse extraño a las disposiciones 
del código -civil y porque para revolver las cuestiones debati- 
das existían en autos elementos de juicio bastantes. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL St. PROCURADOR CEX'ERAt, 

Buenoi Alrw. Mayo 6 •> I9U. 

Suprema Corte: 

Los antecedentes que menciona el recurrente al promover 
este recurso de hecho, y c\ informa expedido por el superior tri- 
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bunal de la provincia de Salta, son bastantes para establecer las 
siguientes circunstancias: — íi) que la ablación para ante V. E. 
fue deducida en un juicio sucesorio seguido en los tribunales lo- 
cales de aquella provincia, en el cual tiene intervención el recu- 
rrente habiéndosele dado audiencia fie sus diversos trámites ; — 
b) Que la decisión que ha motivado la apelación deducida atañe 
a una incidencia del procedimiento, referente a la procedencia de 
la recepción <le1 juicio a prueba, a lo cual no se ha hecho lugar, a 
mérito de prescripciones de la ley civil. 

Estas circunstancias jienniten apreciar !a improcedencia del 
recurso que se trac a conodmiento <!e Y. E. dado que su juris- 
dicción de ablación no se extienden a las cuestiones que versen 
sobre aplicación del código ciyiJi }' <|"c la libertad de defensa que 
invoca el recurrente, no te ha sido desconocida, y ha podido ha- 
cer aso de ella, con arreglo a las disposiciones que reglamentan sil 
ejercicio. 

Tor ello, y lo dispuesto |>or los arts. 14 y 15. ley 48. y art. 6, 
ley 4055 pido a V. E. se sirva declarar improcedente c! recurso 
deducido. 

Julio Botct. 
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Buttot Airo, Maro 12 d« 19*4. 

Autos y vistos: e! recurso de hecho por apelación denegada 
deducido por don J. Benjamín D&valos contra una resolución 
pronunciada j>or el superior tribunal de justicia de la provincia 
.le Salta en e! juicio testamentario de doña Asencjpn Isasmendt 
de Davalo*. 

Y considerando- 

Que según resulta de lo informado por e' referido superior 
tribunal de justicia la resolución apelada se ha limitado a re<ol- 
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ver un incidente sobre recepción de !a causa a prueba ««.licitada 
por la parte de D&valos, a lo que no se ha hecho lugar pur esti- 
marse extraño a las disposiciones del «.-¿digo civil que fe sirven 
de fundamento y porque para resolver las cuestiones debatidas 
existen en los autos elementos de juicio bastantes. Informe de 
fojas ii. 

Que de estos antecedentes X deduce la improcedencia del 
recurso extraordinario interpuso para ante esta Corte, desde 
que no se encuentra comprendido en nhguno de los ¿asos deter 
minados por el articulo 14 de la ley 48. por tratarse tan solo de 
la aplicación dtí código civil y leyes de procedimientos, y porque 
la libertad de la defensa invocada por el recurrente n i aparee; 
habérsele desconocido. 

Pqr ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General se decara improcedente dicho recurso. 
-Notifiquen original y repuestos los «ellos, archívese. 

A. BERMEJO. — Xuwn-ok (',. peí. 
Solar. _ M. |«. p AB . VCT< _ 

l>. E. PALACIO. — I.. LófKZ 
CarANILLAS. 



causa ceexuv 

Crimina! contra José 13. Zelaya y l'clvom, Gurruchaga, por ten- 
tativa de violación en la persona de una menor Competencia 
negativa. 

Sumario: Apareciendo prima facie de las diligencias «umariaVs 
que el delito fué perpetrado en esta capital, corresponde al 
juez de instrucción de la misma, el conocimiento de la causa 

(.'«so : Lq explican las piezas siguientes : 
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VISTA DEL S.r AGENTÉ FISCAL DE LA CAPITAL 

Buenos Aiff», Mar ta 24 de 19M. 

Señor juez: 

Siendo dudoso el lugar de !a comisión de: delito que se im- 
puta a José I!. Zelaya pues que las afirmaciones tochas al res- 
pecto por la menor damnificada no sólo son vagas sino que tam- 
poco aparecen córróttoradás por otros indicios según así resulta 
de las constancias de: precedente testimonio y habiendo por otra 
parte prevenido en la causa el señor juez de! crimen de !a ciudad 
de La Plata. rige para el presente caso la regla <lel articulo 36 
del Código de procedimientos C n lo crimina! por lo que l\ S. es 
incompetente para entender en esta causa y corresponde que a*i 
Ib declare, disponiendo (pie estas actuaciones sean devueltas al 
juzgado de su procedencia, invitándolo, en caso de disconformi- 
da I. a fiar por tratada Cá cuestión de competencia negativa y ele- 
var los antecedentes a la Suprema Corte de Justicia Nacional a 
los electos de :a resolución que corresponda. 

c. /*. / üim. 



ACTO DEL Sr. JUEZ DE INSTRUCCION DE LA CAPITAL 

Bucaot Airen, Marzo 28 ét IM4. 

Autos y visto?: 

Este sumario insttuido a Petrona Gurruchaga y José B. Ze- 
laya. por rapto y ultraje a! pudor, respetivamente. 

De conformidad con lo dictaminado por el señor agente fis- 
cal, en su precedente vista, devuélvanse estas actuaciones sin má< 
trámite al señor juez del crimen de la ciudad de La Plata, doctor 
Cortés, i ivitando a ote magistrado, en caso de disconformidad, a 
dar por trabada la cuestión de competencia y elevar los antece- 
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dente* a la Suprema Corte de Justicia Nacional para que dirima 
la contienda. 

Jaime LlavalM, 

Ante mí : ¿V. /'.,/,/„. 



Ai ro DÉl Sr. JUEZ CRIMEN DE L\ I'I.ata 

ta Plata, Abril 14 de 1914 

Seo pudiendo el infrascripto modificar la resolución de fa ex- 
celentísima cámara de apelaciones y habiendo sido remiiida 
«Ma causa al señor juez del crimen de la capital de la N'ncion por 
haber a> ' dispuesto dicho tributiai, como consta en las actuacio- 
nes que testimoniadas corren agregadas a este juicio, dése por 
trabada la cuestión de competencia elevándose a la Externa Su- 
prema Cnc do Justicia Nacional para !a resolución que «orres- 
ponda, lo que se «hará saber ai señor juez doctor Jaime I.lavaüol. 
< Art. 4$ me. .? del código de procedimientos en ¡o crimina! de la 
capital de la República). - Cortes. - Ante mi: Diego .1. Per- 
nandes. 



i ai.i... di: i.a coktk suprema 

Buenos Aire». Maro 16 de 1914. 

^ vistos: Para resolver la entienda negativa de competen- 
cia entre los jueces del crimen .le I.a Hata v el de instrucción de 
esta capital, para conpeer e! delito de tentativa de violación en 5a 
persona de una menor de quince años y mayor de doce; 

V consideran lo: 

Que el auto del juez de La Plata, al desprenderse del con. .ci- 
miento del hecho a que se refiere,, las presentes diligencias suma- 
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ríales, «lia establecido que el delito de qu CSC trata en ellas es c! 
de tentativa de violación atribuid» a José I). Zelaya; 

Que apareciendo, prima faexe. de tales actuaciones que c>e 
hecho, habría* penetrado en esta capital, el conocimiento de la 
causa corrcs]K>nde al juez de! crimen de la misma, con arreglo a 
lo dispuesto en el articulo 25. inciso 10. del código de procedi- 
mientos criminales. 

Por «lia oidó ei señor procurador general, asi se resuelve, y 
en consecuencia, pásense estos autos al juez de instrucción doctor 
Uayallo!, haciéndole saber \hít offeib al de! crimen do La Hata. 

A. Bermejo. — Nicanor G. mu 
Solar. — M. I\ Daract. — 
r>. E. Palacio. — I,. López; 
Ca hanim.as. 



CAISACCCXLY 



H.vltorto dir'ujido por el señor juez de instrucción de la tercera 
nominación del Rosario de Santa Fe a la Corte Suprema de 
Justicia de la Xación, sobre extradición. 

Sumario : 1.a extradición de delincuentes procesarlos ante los jue- 
ces de la república, que se encuentren refugiados en el ex- 
tranjero, delie solicitarse por intermedio del poder ejecutivo 
nacional. 

Caso: El juez de instrucción de la tercera nominación de la ciu- 
dad del Rosario de Santa Fe, dirigió exhorto a !á G>rte Su- 
prema de la Nación para que ésta solicitase la extradición del 
sujeto Juan Eugenio Alizon refugiado en Montevideo y pro- 
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cesado por c! delito de defraudación. Acruipaiiaha como re- 
caudos un informe de un contador público nombrado para 
hacer un arqueo de caja en los libros de la compañía de fe- 
rrocarriles dé la que era cajero el procesado; el dictamen 
fiscal aconsejando se exhortase a las autoridades de la Re- 
pública Oriental a fin de obtener la extradición de AHzón, y 
el auto, decretando la prisión preventiva de éste, y disponien- 
do se solicitase su extradición por intermedio de la Corte 
Suprema de la nación, a 'la que debería dirigirse exhorto pa- 
ra que por intermedio de! ministerio de reía ¡ones exteriores 
ésta solicite la extradición. 
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Buenos Alrei, Mayo 73 de 1914. 

Devuélvase e! precedente exhorto al señor juez de instruc- 
ción de la tercera nominación de la ciudad del Rosario de Santa 
Fe para que acompañe su pedido dé extradieió i con los reeau 
dos que exige e¡ tratado de dercoho penal internacional . art. }o> 
vi-ente entre esta república y !a Oriental del Uruguay, y lo re- 
inita al IVder Ejecutivo Nacional con arreglo al art. ¿53, ffl finé, 
del «código de procedimiento criminal, a fin de que éste dirija la 
nota que corresponda afl de aquella república, c n la que se dice 
c-tá refugiado el delincuente. 

A. Bermejo.— M, R Dakact.— D. E. Palacio. 
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causa eecxtvi 



Don Arturo T cal di en autos con la sociedad "La Alcancía Popu- 
lar", sobre nulidad de asamblea. Recurso de hecho 

Sumario: Es extemporánea a los fines del recurso autorizado j>or 
Cl art. 14, ley 48. la invocación de un articulo de la Constitu- 
ción Nacional como fosé de! recurso, hecha con posteriori- 
dad a la sentencia apelada. 

Cosqx Lo explican la> siguientes piezas: 



DICTA MKN Ví&h *r. PROCURADOR GENERA! 

Suprema Corte: 

Es improcedente el recurso traido ante V. K. en razón de 
q}lf np se halla comprendido en lo dispuesto pofr el art. 6 de la ley 
4°55 y *u correlativo c! 14 <Ic la ley 48. 

La alegación de la tacha de inconstitucionaüdad fonnulada 
por el recurrente es extemporánea a ios efectos de la procedencia 
del recurso. Arguye qué el fa lo de la Exenta, cámara conculca el 
recho consagrado en clan. 18 de la Constitución, en lo relativo a 
!a inviolabilidad de la defensa en juicio. 

Xo habiéndose debatido <rn d pleito ni sido objeto «¡el alcance 
de la sentencia recurrida. La intendencia de la cláusula constitu- 
cional expresada, no ha podido ser privado c! apelante de las ga- 
rantías pertinentes; en virtud de lo cual es lícito declarar que no 
concurren en el presente caso los extremos del inciso 3, del ar- 
ticulo 14, de la ley 48. (Tonto 11$ págf- -3 y otros). 

Pido, pues, a V. E. ¿e sirva denegar el recurso deducido. 



Horacio K. Larreta. 
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Bu no* Aim, Mayo 2i di 1914. 

Autos y vistos : d recurso de hecho por apelación denegada 
«apuesto por don Arturo Tealdi contra sentencia de la cámara 
de apelanor.es en lo comercia] de la capital en los autos seguido, 

IsTrnblea Aka,Kh Po,>ular " *** de una 

Y considerando : 

Que con arrego a lo reiteradamente resuelto por esta Corte 
apheando lo dispuesto en d art. 14 de la ley número 48. las cues- 
tunes en el previstas deben haber sido planteadas en el pleito, es 
decir, en láminos -«-..ibiies para < |uc d Superior Tribuna! hava te- 
nido oportunidad de pronunciarse sobre ellas. 

Que en el caso. !a invocació-, del artículo t8 de la Constitu- 
ción que se aduce como hase de! recurso denegado, aparece hedu 
con posterioridad a la sentencia de la cámara de apelaciones en lo 
comercia!, o >ea extemiwáneamente a los fines de! recurso ex- 
traordinario previsto en e! articulo 14 de la ley citada. 

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado j>or el señor Pro- 
curador General, se declara bien denegado el recurso. Rqmesto 
el papel, ardiivese. y devuélvase el expdientc remitido por vía de 
informe, con testimonio de esta resolución. 

A. Bkrmejo. — M. p. Daract.— 
D. E. Palacio. — L. Lópkz 
Cabanillas. 
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CAUSA CCCXLVII 



Din Tomás Márquez y doña Máxima Pinato de Márquez contra 
don José l arda, por desalojamiento, sobre competencia 

Sumario; i.°T{| art. 8. de !a ley núm. 48, sobre jurisdicción y 
competencia de los tribunales federales, debe ser interpreta- 
do restrictivamente, y se refiere al mandato y a la cesión de 
créditos, esto es, a procuraciones y cambios en !a persona de 
los acreedores, o sea, de los demandantes. 

2: Corresponde a la justicia nacional el conocimiento de 
una demanda por desalojamiento deducida por argentinos 
contra un extranjero. ( Este aparecía como cesionario de ac- 
ciones y derechos de argentinos). 

Caso : I«o explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JÜJSZ DE I* INSTANCIA DE LA CIUDAD DE LA PLATA 

La Rata, Sepiltnbrt 24 de 1913. 

Vistos y considerando: 

•Don Tomás Márquez por sí y en representación de su esposa 
doña Máxima Ptnsteb de Márquez, se presentó al juzgado dedu- 
ciendo acc«5*i de desalojo contra dc« José Várela y expone: Que 
d peticiona- itc y su esposa compraron al gobierno de la provincia, 
una fracción <le terreno situada en el cuartel doce, del partido de¡ 
Pilar, con !a extensión y linderos expresados en la escritura que 
presenta. Que Várela ha entrado a ocupar una parte de la propie- 
dad aludida, sin titifo alguno que confiera derecho a la ocupacfói 
la que es precaria, como oportunamente lo demostrará ; Que esa 
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parte del terreno se compone de 75 hectáreas, más o menos, y 
tiene los salientes linderos: Al norte el río Lujan, al sud Jóse 
Bardessono, al Oeste Bautista Silvani y d exponente, y a? esta 
con terrenos también de! excítente; Que Várela es sucesor sin- 
gular de !os herederos de Eufrasio Taletche, que ocuparon antes 
el mismo terreno, quien lo pidió al gobierno en compra, y como 
no te lia derecho !o arrendó y pagó el respetivo arrendamiento; 
Que fallecido don «Eufrasio Taletche, sus herederos vendieron 
sus derechos a Várela; Que la ca'ickd de arrendatario no ha va- 
riado; Que en virtud del «tu o le adquisición i|ue presenta, tiene 
derecho para ejercitar las acciones de su vendedor, que es lo que 
viene a hacer por medio de esta demanda, desde que ocupa el lu- 
gar por derecho, que correspondería al fisco de !a provincia, el 
que si :k> hubiera vendido la propiedad, estaría desdé Cuego auto- 
rizado para hacer'o : Que deduce la acción de desalojo contra Vá- 
rela, tenedor precario, y conforme a lo dispuesto por el articulo 
602, inciso í * del código de procedimientos, pide se admita su ac- 
ción con costas. 

'Eq la junta a qué fueron convocados y que instruye el acta 
de fojas 19, el Dr. Manuel Genova, por Várela, opuso e 1 primer 
término la excepción di'atoria de incompetencia de jurisdicción, 
por ser Várela de nacionalidad española y vivir en 'a capital de 
la república, siendo argentinos los actores, por !o que el cono- 
cimiento de 'las causas corresponde al fuero federa!: Que sin 
sin perjuicio de loque se resuelva a! respecto contesta la demanda 
y manifiesta que desconoce en absoluto los derechos que el actor 
invoca, como propietario o locador del inmueble, objeto de la 
acción de desa ojo. Que en cuanto al derecho de su representado 
ha sido reconocido por sentencia ejecutoria, dictada en el inter- 
dicto seguido contra Márquez, en el juzgado de! doctor Marce- 
nar© secretario Gamboa. Contestó el actor que -a excepción era 
improcedente porque Várela era cesionario de los Teletche, y 
éstos eran argentinos y vecinos de esta provincia. 

En virtud de los resuelto por la Exorna. Cima ra a f*. a* 
fueron remitidos tos autos a ote juzgado y después de 
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oído e1 ministerio fiscal acerca de la excepción de incompeten- 
cia de jurisdicción opuesta, se llamaron los autos para sentencia. 
Y considerando: 

La excepción: i * £>"e den José Várela» extranjero, es ce- 
sionario de las acciones y derechos de don José Mariano, don 
Saturnino Ramón» «Ion Esteban, don Domingo Eufrasio, don 
Jenaro y don Dionisio Agapito Talctche, fs. 12, los que son ar- 
gentinos, según los instrumentos públicos que se encuentran de 
fs. 26 a 30. 

Conforme a lo dispuesto en <rf art. 2.*, inc. 3. a de la ley na- 
cional sobre jurisdicción y competencia de los tribunales nacio- 
nales de 14 de Septiembre de 1863, los jueces nacionales conoce- 
rán de las causas civiles en que sean partes, un vecino de la pro- 
vincia en qtib se suscite el pleito y un vecino de otra» o en que 
sea parte un ciudadano argentino y un extranjero; pero de este 
derecho no puede usarse en el caso de autos porque» para que 
surta el fuero federal» es preciso que el derecho que se disputa 
pertenezca originariamente y no por cesión o mandato a ciuda- 
danos extranjeros o vecinos de otra provincia» respectivamente. 
—Art. 8.' de didia 4ey ; de ahí la improcedencia de la excepción 
opuesta. 

La acción : 2. Que don Tomás Márquez y su esposa doña 
Máxima f'inazo de Márquez, representan en estos autos, los de- 
rechos <pie corresponden al fisco de la provincia» sobre terrenos 
de bañado en el Río Lujan, con las dimensiones y linderos expre- 
sados en la diligencia de mensura practicada por el agrimensor 
Ringue!et, con caráter administrativo, cuya operación comprende 
la fracción ocupada por don José Várela y que es objeto de la 
acción promovida; 'habiéndose convenido, que la provincia no 
contrae responsabilidad alguna con los adquirentes o sus suceso- 
res, cualquiera que fueran las ulterioridadcs que sobrevengan, 
con motivo de las acciones iniciadas o a iniciarse sobre posesión 
o dominio de tes bienes mencionados — testimonio fs. 1. — Ar- 
ticulo 993 del código civil. 
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•Esta cláusula importa un mandato expreso para el ejercicio 
de !os derechos que correspondan al vendedor, mandato Je ca- 
rácter irrevocable por raaón de su origen que está comprendido 
dentro deja disposición contenida en el art. 1892 del código ci- 
vil: además, los actores, como sucesores singulares de la pro- 
vincia, representen por derecho propio y ejercitan las acciones 
que a ella correspondían y pueden prevalerse de los contratos 
por su actor — letra y doctrina de los artículos 3262, 3263, 3264 
y 3267 de! código citado. De ahí que aparezca indudable d dere- 
cho que se ejercita por medio de la acción en trámite, la que 
procede, entre otros, contra los locatarios o contra todo precario 
tenedor o intruso, cuya bligación de restituir sea exigible. — Ar- 
ticulo 602 de! código de procedimientos. 

3.* Que es indudable que den Eufrasio Taletchc. padre de los 
vendedores a José Várela, era un tenedor precario, desde e! mo- 
mento que reconocía en el fisco de la provincia la propiedad y 
dominio de la fracción de tierra de que se trata : resalta del in- 
forme de fs. 24 qiw la ocu|>al»a a título de arrendatario y paga- 
ba al fisco su arrendamiento. Los asientos de los libros de !a ad- 
ministración púbüca. son instrumentos públicos, que hacen plena 
fe, mientras que no obtenga una declaración de falsedad, por 
medio de la acción competente. — Art. 999 inc. 5. 993 v 994, 
código civil ; de tal suerte, (pie !a prueba que se ha preté-idido 
con el informe de fs. 66 vta. carece de eficacia, si s e recuerda 
que el asiento ya mencionado, no ha sido atacado en la forma 
preven ida por la ley. 

Si Taletche reconoció en e. fisco de la provincia el dominio 
de la tierra, que poseía a titulo de arrendatario, sus hijo* se en- 
cuentran en las mismas condiciones, y no han podido vender un 
derecho mejor y más extenso, y recíprocamente no ha po lido me- 
jorar ese derecho por el herV> de la adquisición. — Articulo 
3270 C. citado, y está desdo luego obligado a la devolución de 
la cosa que poseía su antecesor a titulo precario. — Art. 2461. 
24fe y 2465 del mismo código. 

4." Que el hecho de !a locación jwr si mismo, v el hecho <le 
la mensura que practicó e! agrimensor Ringuclet por otro lado 
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demuestran q« e d fisco tenia el dominio de la fracción de' te- 
rreno de la referencia ; porque la mesura solo puede píacticarí 
1-r orden del propietario, y ta! hecho importa un acto posesor L' 
-nforme a lo dispuesto en el art. ,384 del código ^ £™ 
*. q« Sarcia ha reconocido desde d momento que perS 

,:;™ r cperaci ' n - r krm * hv ***** fer- 
ias fcvha> ríe la mensura y <| c C( , in , >ra (le Vare , a f< £ 

La prueba de testigos, fs. a 57 no I110f , ¡nca en ¿, 
as constancias de !o S actos, puea |» posesión a oue se rebele 
la pregunta 4/ fs. 5 «. no ha.sido negada, lo que se nil €s e 
carácter de esa posesión y acerca de este pul nada T«n \n 
concreto; pero aunque asi no fuera. los elementos de autora ca 
•Ihcan de precar,a. U sentencia que en testimonio * SI 
a fe. 44 no t:ene la im portancia qne se le atribuye, porque allí sr 
rece noce e! hecho de la poción a un fin distintó 7<J* *Z>Z 
de „n he,ho d.verso al que motiva el presente juicio; no tfene 
puna vmen ación con el punto que aquí se debate, «Tp ,™ 

la en forma, smo también porque no aparece la unidad o idL 
tulad de causa y de persona, requerida por la ley para que pucch 
P-perar. Art ,09 del código de procedimiento^ b que dí 
muestra la mef.eacia jurídica de tal defensa 

•,r,Ji 0r TÍ fund f n,c " tos y ~n arrego a lo dispuesto e,, !os 
nr nados g . &; y 6l0 del código de procedimientos, fallo: 
-\o hacendó lugar a la excepción de inapetencia de jurisdic- 
ción; 2 Decretando el desalojo de la fracción de tierra objeto 
le la demanda y condeno a Várela a efectuare dentro del tér- 
">.no de d.cz dfas. b ajo a ,»erc¡bim¡c:,to de procederse a' lanza- 
.memo por la fuerza pública: 3.» que las costas son de car¡o de 
A arela. P„ase a! honorario del doctor González Litardo en se.V 

nac - ,ona,es y T derechos * ***** « «M¿ 

tos pesos de !a misma moneda. Repónganse las fojas. 

Valentín Fernández Blanco. 

Ante mi : Pedro Bcrnatt. 
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Buraot Airo, Mayo S8 de 1914. 

Vistos y considerando : 

Que demandado por don Tomás Márquez y su esposa sobre 
desalojo de un terreno ante el juez de i' instancia de la ciudad 
de La Plata, don José Várela opone como previa la excepción 
de incompetencia de jurisdicción, alegando que le correspondía 
el fuero federal por ser de nacionalidad Española y Argentinos 
los demandantes. 

Que la sentencia apelada admitiendo la distinta nacionalidad 
atribuida a los litigantes como base de la excepción, no hace lu- 
gar a ésta, "porque, para que surta c! fuero federa! es preciso 
que el derecho que se disputa pertenezca originariamente y no 
por cesión o mandato, a ciudadanos extranjeros o vecinos de 
otra provincia" respectivamente citando el articulo 8.° de la ley 
nacional de jurisdicción y competencia de 1863. 

Que para llegar a esa conclusión se hace constar e:i el con- 
siderando 1." de la sentencia apelada que e! demandado don José 
Yarc!a, extranjero, es cesionario de las acciones y derecho de 
don José Mariano Talctchc y otros, argentinos todos, según los 
instrumentos que obran en autos. 

Que con arreglo a la jurisprudencia establecida por esta 
Corte, el Articulo 8.° de la ley nacional de jurisdicción y compe- 
tencia es inapücable al caso porque debe ser interpretado res- 
trictrvamente y él se refiere a! mandato y a la cesión de créditos, 
esto c«, a procuraciones y cambios en la persona de los acreedo- 
res o sea. de los demandantes. — (Fallos, tomo 114, pág. 77; 
temo n6,pág.254> 

Que según !o dispuesto en el art. 100 de la Constitución y 
2.' inc. 2. de la ley n." 48. el conocimiento de 1as causas que se 
susciten entre argentinos y un extranjero corresponde a la jus- 
ticia nacional. 
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Ur citas fundamentos, oi<lo el señor Procurador Genera!, 

revoca la sentencia apelada de fojas 93, declarando que el 

cocimiento de esta causa corresponde a la justicia federal Xo 

:.f.q«ese original y repuesto e! pape! ard.ívesc, devolviéndose 

tos autos principales con testimonio de esta resolución y la de 
fojas 8. 



A. r.KRMK.10. — Nicanor g. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
I). E. Palacio. — L. López 
Ca kan ii.las. 
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Con fecha doce de Mayo la Corte Suprema no hizo lugar 
a recurso de queja interpuesto por Carlos E. Salza en autos con 
fastore \ ito-Sagmm Fermín, snbre tercería, por no aparecer 
que en el pleito y con posterioridad a! faüo apelado, el recurren- 
te lu.b.era planteado algunas de las cuestiones previstas en el 
articulo 14, ley 48. 
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CAUSA CCCXLVIII 



Sumario instruido con motivo de la denuncia hecha por don 
Carlos María Pérez, sobre defraudación. [Incidente sobre 
falta de jurisdicción y falta de acción.Q. 

Sumarios i.' — Un proceso seguido contra particulares, en que 
los mismos defensores de éstos no afirman que exista delito 
imputable a ningún juez federa!, y en que ni de hecho se In 
imputado, no es Uña de las causas previstas en e! artículo 45 
de la Constitución Nacional ; por consiguiente, no procede 
la excepción de falta de jurisdicción fundada en que. consis- 
tiendo el supuesto hecho delictuoso imputado a los procesa- 
dos, en actos judiciales ordenados y cumplidos por los jue- 
ces en ejercicio de sus fu iciones. la única autoridad compe- 
tente para calificar dichos actos sería el Senado de !a Na- 
ción. 

2 " — El articulo 45 de la Constitución Nacional contiene 
una disposición excepcional, cuyo motivo es" inaplicable a los 
que no se encuentre-i investidos de autoridad, por lo que. no 
puede apoyarse en él !a defensa de que, consistiendo el he- 
cho «apuesto delictuoso que se atribuye a los procesados en 
actos judiciales ordenados y cumplidos por los jueces en 
ejercicio de sus funciones, no es procedente el juicio crimi- 
nal contra los primeros sin e! juicio |K>Iftico previo y la de- 
coración del senado contraria a los segundos Del mencio- 
nado articulo o de otra disposición constitucional comple- 
mentaria de él no se infiere la indivisibilidad de los proce- 
sos y e! deber de suspenderlos cuándo alguna de las jmmmo- 
nas procesadas con otras o que puedan serlo, gocen de in- 
munidades o exencione^. 
3 " — Es ajeno á! recurso extraordinario autoriza lo "por 
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el articulo 14, ley 48, e! punto de si es o no, arreglada al de- 
recho pena! común, a leyes penales especiales o al derecho 
procesal, !a defensa basada en que, consistiendo el supuesto 
heoho delictuoso imputado a los procesados en actos judi- 
ciales ordenados y cumplidos por los jueces en ejercicio de 
sus funciones, Sa únka autoridad competente para calificar 
dichos actos seria el Senado de la Nación. También lo es e! 
<!c si 'os procesos deben concluir en las cámaras de apela- 
ciones. 

4." — Lo soei asimismo los relativos a si puede existir de- 
lito con independencia de la extirpación de los jueces, o 
proceso centra particulares en que no <e comprenda a los 
jueces que pueden ser cómplices, y a si aquél se ha cometido 
en juicio 6 fuera de juicio, excluyendo en la iVtima hipóte- 
sis la jurisdicción federal. Dentro de las restricciones de 
e>tc recurso, !a Corte Suprema no puede rever pronunica- 
mientos favorables al fuero federa!, como puede hacerlo a 
petición de parte o de oficio en la tercera instancia ordi- 
naria. 

5-" — Pedidos los autos principales a solicitud del pro 
curador genera! para dictaminar en un incidente sobro in- 
competencia de jurisdicción por cuerda separada, y expedi- 
do el dictamen, desaparece la causa que motivó !a remisión 
de aquéllos y procede, en consecuencia su devolución. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLUCIÓN DEL .1 PEZ FKDKKAL 

Buenos Airen, Mano 27 dt IM4. 

Y vistos: 

El presente incidente motivado por las excepciones de falta de 
jurisdicción y falta de acción opuestas como de previo y especial 
pronunciamiento conforme lo autoriza e! art. 443 del código de 
procedimientos, a cuyo respecto debe notarse: a) que la primera 
excepción citarla ha sido conjuntamente alegada por los señores 
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defensores de Pedro J. Lassalle, Miguel Piñero Sorondo v Ce- 
ciüo Blamey ; b) que la de falta de acción la opuso sólo el defen- 
sor de Cecilio Blamey; c) que, de acuerdo con lo dispuesto por 
el art. 445, ambas fueron tramitadas simultáneamente, conce- 
diéndose vista al señor fiscal ( art. 448», quién se expidió aconse- 
jando el rechazo: d) que dando solo lugar a cuestiones de dere- 
cho !as excepciones opuestas, porcede su consideración o reso- 
lución sin más trámite. 

Y considerando: 

En cuanto a la falta de jurisdicción : i? — Que no obstante 
haber sido opuesta por el defensor de don Cecilio Mamey con 
posterioridad a la de falta de acción, no observándose, de consi- 
guiente, e! precepto contenido en la primera parte del artículo 
445. procede su consideración atenta la circunstancia de haberla 
invocado asi mismo y en e! mismo escrito coi el defensor citado 
los de Piñero Sorondo y Lasalle; 2/ — Que, en razón de su na- 
turaleza y conforme a la disposición dd artículo 453, correspon 
de pronunciarse antes sobre esta excepción, toda vez que si fue- 
ra procedente carecería el Mi^cripto de competencia para consi- 
derar y resover la falta de acción ; 3.' — Que se hace consistir 
la falta de jurisdicción (fs. jr) en que el hecho que constituye 
la materialidad del delito no puede ser apreciado por la justicia, 
«ea la común u ordinaria, sea la federal "agregando que a opo 
sición" a la competencia consiste: 

a ) En que la Kxcma. cámara, en c! auto (de 16 de febrero 
último) confirmatorio de las prisiones preventivas, estableció 
que la materialidad de los hechos principales del proceso corista 
en los expedientes ejecutivos agregados; b) En que, seijún ex- 
presó la cámara, los hechos delictuosos han sido ejecutados me- 
diante procedimientos ante la justicia federare) En que los dos 
jueces que intervinieron en los juicios ejecutivos se excusaron 
alegando !a causal "de violencia moral". Sostienen los señore* 
defensores que esos son motivos fundamentales de incompeten- 
cia ; 4 ' — Que asi plantea la esta excepción y teniendo en cuen- 
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ta como necesarios antecedentes el pronunciamiento que se in- 
voca de la Excma, cámara, '.as constancias de los juicios ejecuti- 
vos que se mencionan y, principalmente, la naturaleza y circuns- 
tancias del «lelito cuya plena comprobación y castigo se persigue 
en este proceso, su rechazo, — como lógica y legal derivación, — 
se impone ; 5." — En efecto : con la citada excepción opuetsa se 
repite una cuestión ya propuesta al informar in t oce por c! de- 
fensor de Pinero «orondo y sobre la cual la Excma. cámara se 
pronuncio categóricamente en el auto de febrero 16 a! expresar 
que la competencia de la justicia federa!, declarada en primera 
instancia por el juez doctor Jantus. haliia sido "bien declarada 
desde que los hechos que se tachan de delictuosos han sido eje- 
cutados en la jurisdicción federal mediante procedimientos sé? 
guidos ante ella". ( Considerando 17. fojas 1046 del proceso;.— 
Y si con dicho pronunciamiento, que hace cosa juzgada en las 
cuestiones propuestas por les defensores y resueltas por la Exce- 
lentísima Cámara, está fuera «le toda duda o discusión posible 
que en los tribunales federales reside la ••competencia", para en- 
tender en este proceso, es evidente que son ellos los que tienen 
la jurisdicción necesaria desde que es imposible concebir que 
pueda existir la primera, faltando la segunda, de la que es sim- 
ple consecuencia. 6." — One. i>or otra parte, sostener que e! he- 
cho que constituye e! delito no puede ser apreciado ni por la jus- 
ticia federa! ni por la justicia ordinaria, es inadmisible en prin 
apio y en e! hecho concreto y contrario a los preceptos de repa- 
ración y defensa que informa la ciencia penal y han determinado 
y dan razón de ser al mecanismo procesal consiguiente en la co- 
rrelación necesaria de nuestros códigos de fondo y de forma. 
7 * ~.9" e " ,a n **»*áfl«dad" de los hechos delictuosos conste en 
Jos juicios ejecutivos agregados y que dichos hechos sé haKan 
ejecutados mediante procedimientos seguidos ante la justicia fe- 
deral, no significa que sean esos procedimientos otra cosa que 
rastros del delito mismo, que habría podido prq»ararse y consu- 
marse antes y después y a los que los citados juicios habrianles 
servido tan sólo de vehicir'o o instrumento. No puede, pues, si-i 
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forzarse la interpretación de :os hechos y de lo resuelto por la 
Excma. cámara, sostenerse que e:i este juicio deberán apreciarse 
actuaciones judiciales o actos de los prepíos jueces a los que la 
denuncia no se refiere, que los mismos defensores ponen a sah-o 
de teda sospecha y que, en evidente realidad, no pueden consi- 
derarse vinculaos al procer, corno se pretende sostener por 
meras "fraternidades" de procedimiento. 8." — Que asi, final- 
mente, debió entenderlo la Excma. cámara, cuando por auto de 
marzo 17 del año en curso, rechazó la excusación de! suscripto 
no admidendo que pudiera alcanzarle la causal de vioencia mo- 
ral alegada por e! señor juez Jantu* y admitida para él por ra- 
zones espaciales y perscnalísimas. Esa mera decisión del supe- 
rior confirmó la competencia y al hacerlo, implícitamente reco- 
noció la jurisdicción desestimando las consideraciones referen- 
tes a la "violencia morar" emergente del hecho de hal>er actuado 
el suscripto en un juicio civil y que ahora fundamentan la ex- 
cepción de falta de jurisdicción propuesta. 

En el auto citado í fojas io»>) la Excma. cámara dejó esta- 
blecido, en forma clara y terminante, que ella no aceptó la excu- 
sación del juez doctor Jantas por la circunstancia de haber, di- 
cho magistrado, intervenido en uno de les juicics civiles, sino por 
otros diversos motives que hacían innecesario hacer sufrir ai 
juez una violencia mora!. De lo expuesto se deduce la improce- 
dencia de la excepción de falta de juris Ifctíón alegada, por !o 
que se impone su rechaza. 

En cuanto a la falta de acción. 

if — Que, con-orme lo observa el señr* fiscal, la excepción 
de fa.ta de acción só'o es procedente cuando se desconoce e! de- 
recho de la persorKi para estar legítimamente en juicio, y no 
cuando el hecho que se investiga puede no importar un delito 
toda vez que el sumario tiene por objeto precisamente si el hecho 
o hechos que se investigan sen o no delitos. 

Pro¡x ner. pue. en !a forma y estación en que se ha hecho 
por el defensor de Cecilio niamey ia cue-tión del "delito im x>si- 
ble" o. en otros términos, de la existencia del delito, es extempo- 
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ranea; 2." _ g,,«, a i res^o, conviene notar que no obstante 
las múltiple, diligencias de investigación practicadas desde cue 
el proceso se radia, en este tribuna! (marzo 18 último). su e* 
fado general continúa siendo el mismo que cuando la cámara con- 
firmo las prisiones preventivas y el sumario continúa cen ta ma- 
yor actividad que es dable imprimirle; 3 .' - Q„ e , en el caso, 
por el auto de . a Kxcma. cámara, de febrero 16, confirmatorio 
de as prisiones preventivas, bailase consagrada legalmente la 
ex.s tenca de !a sem.-plena prueba «le hechos delictuoso* in la 
que los sospechad como autores o cómplices no podrían hal'ar- 
se privados de su libertad. n„e esa situación. como ,,ueda dicho 
en el numero anterior, no se ha modificado continuándose la in- 
dagación que ha de reforzarla, modificarla o destruirla - 4 " _ 
Que, justificada por semi-¡,lcna prueba la existencia de un deii- 
to acusable ,x>r el ministerio fiscal o que <k, ori«e-, a la indága- 
os correspondiente ,>or denuncia o querella, debe rechazarse 
la excepción de falta de acción cuya admisión extemporánea 
Hincaría anticiparse a los resudados del sumario en que el com- 
pleto escocimiento del hecho y sus circunstancias deben veri- 
ficarse : 5.- — Q„e ya la Kxcma cámara federal de e<ta capital 
en el tomo 3.°, página 404 de su colección de rallos, tiene deca- 
rado y resuelto que es improcedente la excepción de falta de ac- 
ción cuando afecta el fondo mismo del asunto v debe resolverse 
al considerar d sobreseimiento: 6/ - Que la Excma. cámara 
cderal de La l'Iata ha estaWeddo, asimismo, que no es cuestión 
de precio y_ especial pronunciamiento la falta de acción fundado 
en que lo, hechos objeto del sumario no son constitutivos del de- 
luo (tomo I4 . página ,89) : 7 * _ Que concordantemente con 
las consideraciones precedentes y las que fundamentan la vista 
fiscal, a jurisprudencia de los tribunales ordinarios se ha pro- 
nunciado Asi !a cámara en lo comercial y criminal de la capital 
ha re-uelto: Que la delincuencia de actos no puede resolverse 

S'2S¡! <,Íla, ° rÍ ! (t0m ° 57 ' Pág¡na ' I» exis- 
encia «leí delito no puede ser resuelta como excepción dilatoria 

( tome 44. Página 2 c 5 . y 52. página fio) ; Que debe rechazarse la 



TC FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

excepción de falta de acción si existe semi-plena prueba de un 
delito acusable por el ministerio fiscal (tomo 88, página 393) ; 
Que la falta de acción fundada en la inexistencia del delito es 
improcedente. ( Tomo 97, página 42) ; 8.° — Que la Suprema 
Corte de Justicia Nacional, en fin, en e! temo 63, página 9, ha 
establecido que no procede la excepción de ía*t ade acción en las 
causas criminales que se hallan en esta lo de sumario y que se si- 
guen a consecuencia de denuncias y por un delito que no 1 «sus- 
ceptible todavía de califica, ión. 

De lo expuesto se desprende la improcedencia c inadmisibi- 
lidad de !a excepción de falta de acción opuesta con» de espe- 
cial pronunciamiento. 

Por tanto, y atento lo dictaminado por el ?eñor fiscal, re- 
suelvo : 

Rechazar, con costas, las excepciones de falta de jurisdic- 
ción y falta de acción opuestas, mandando que continúe como 
hasta ahora !a indagación sumaria, llágase saber. 

Tomás Arias. 

RESOLUCIÓN DE LA CAMARA FEDERA t DE U CAPITAL 

Bucaof Airci, Abril 25 dt 1914. 

Visto el incidente sobre fa!ta de jurisdicción y falta de ac- 
ción, traído en apelación por los defensores de íos inculpados 
Cecilio Mamey y Miguel Pinero Sorondo; 

Y considerando: 

* 

1.' — Que los recurrentes, sin esperar la tenninációii del 
sumario, alegan razones de puro derecho fundadas en las conse- 
cuencia* que ellos atribuyen a resoluciones anteriores de esta 
cámara, especialmente el auto por el cual se anuló c: remate de 
las marcas de los herederos de Secrestat, efectuado en e! juicio 
ejecutivo promovido por el doctor Araeií Caro. 

2 " — Q vc * c °n™ lo demuestra el señor juez a quo, dichas 
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resoluciones no tienen el alcance que los recurrentes 1c atribu- 
yen, y se ¡imitaron a decidir los puntos concretos que la motiva- 
ban sai modificar la situación legal de los procesados apreciada 
en los autos de prisión preventiva. 

3- ' — Que. a este respecto, debe declararse que este tribu- 
nal no afectó por aquellas resoluciones la dignidad de los jueces 
inferiores, ni los conceptuó responsables de ninguno de los he- 

suerte, que no es admisible, 
que se alegue la incompetencia de la justicia federal para juzgar 
a magistrados que no han sido objeto de inculpación ante ella. 

4- " - Qne la falta de acción que el articulo 443 del código 
de procedimientos permite oponer como excepción previa, es !a 
falta de derecho de acusar, acordada i»r el artículo 14. al mi- 
nisterio fiscal y al agraviado, o sólo al agraviado, según los ca- 
sos; y es evidente que e! ministerio fiscal, que es el que en la 
presente causa mantiene la acción, tiene el derecho de acusar 
por el delito de defraudación, que es el que motiva el proceso. 

?" ~ QlK ' j»* otra P artc - eI P""lo relativo a la existencia 
leí delito como lase de! procesamiento, ya ha sido decidido en 
h oportunidad establecida por el articulo 366 del código de pro- 
«hmientos. al confirmarse ,os autos de prisión .^ventiva.V 

«tl deHr.'tr'"',''" hab¡a C " Cl sumarb ""i-Plena prueba 
o í It'i a " " e Ím,kÍüS M,ficicn,es terminar 

m 23SÍF Se8 .~ n|0 amores ' cón 'P lices o encubridor., o 
por imprudencia punible. 

« J¡tfT" Q " e ' n0 , b * biénd0sé todavia «™*> c! sumario, no 
es posible anticipar la caüficació:, legal .le los hechos, sin pertur- 
bar el orden de los procedimientos, ni es. por lo tanto. «Em£» 
examinar qué n fluencia tiene en la causa crimina! la SS 

dlTfav 3S marCaS * SCCrCStat ' --.enciaT „ 

2 ' -1 T C ° n,ra <IC ' OS procesados 13 elución jurídica 

a m ar ; 'IVf CUCS,, ° n ***** SO '' re '-"icnabihdad de 
ias marcas de fabrica y comercio. 

nrimllT ? ,ie \ además ' la avocación por !a cámara «leí auto de 
pnmera mstanca que aprobó el remate de las marcas de Secret 
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tat, no decidió una cuestión de puro dcrt -ho, sino una cuestión 
mixta de procedimiento relativa al hecho de la publicidad apre- 
ciado diversamente en ambas instancias, y tal revocación no es 
un hecho que por su naturaleza autorice a prescindir de las cir- 
cunstancias particulares de la causa para decidir sobre la res- 
ponsabilidad de los procesados en la defraudación denunciada. 

8." — Que, finalmente, no corresponde tomar en considera- 
ción los argumentos con que los recurrentes procuran refutar el 
auto de esta cámara, confirmatorio de los de prisión preventiva, 
por que ellos son notoriamente extemporáneos. 

Por estos fundamentos, y los concordantes de la vista fiscal 
y del auto apelado, se confirma éste, con costas. Devuélvase, pre- 
via notificación, al juzgado originario donde se repondrán los 
sellos. 

En cuanto a !os expedientes traídos ad cffectum videndi, 
devuélvanse en el día. 

7. .V. Maticnco. — ;ínycl /-'rrrcyra Cor- 
tés. - ¡i. miafañc. 



vista sr. proci-raíxjr of.nerai. 

I 

Burnoi Alrct. Mayo 29 ¿e 1014 

Supretña c< rte: 

Contra !a sentencia dictada ¡ror la Excma. Cámara Feder?J 
en este incidente, *c promovió recurso extraordinaria, con arre- 
glo al articulo 14 ley 48, a mérito de haberse puesto en cuestión 
un privilegio amparado en el articulo 43 de la Constitución, y 
ser !a decisión de aquél tribunal contraria a 1 , privilegio invocado. 
Xo r,b*tante haber sido concedido dicho recurso, paso a fundar 
mi opinión c< ntraria a su procedencia, para lo cual me ceñiré 
al exámc-i del fundamento que lo motiva, apartando las cuestio- 
nes que no tienen atingencia con la cláusula constitucional citada. 
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Según lo tiene declarado esta Corte Suprema, es indispen- 
sable para la procedencia del recurso extraordinario por el ar- 
ticulo ! 4 ley ^8 y articulo (k ley 4055, que en las sentencias re- 
curridas de los tribunales superiores de provincia. Cámaras fe 
derales. Cámaras de la capital o tribunales militares exista una 
decisión que importe el desconocimiento de la supremacía con- 
sagrada en el articulo 31 de la Constitución, y que faltando esa 
decisión el recurso :io es admisible. ( Fallos tomo 10:; página 
351.) En el caso presente, la cláusula constitucional que se in- 
voca por los apelantes, es extraña a las cuestiones del>atidas, y 
110 la afecta la decisión de que se recurre, explícita ni implí- 
citamente. 

El articulo 45 áé :a Constitución, conjuntamente con los 
articules 51 y 52 establece el tribunal especial que ha de juzgar 
a los magistrados que el primero enumera. Ene tribunal está 
llamado a oir las acusaciones que *e formulen contra dichos 
magistrados, y a dictar su fallo dentro de las reglas fijadas, pero 
su jurisdicción no puede extenderse a otras personas, ni puede 
ejercerse mientras no se formule acusación por el órgano res- 
pectivo. En el caso de autos, no se han hecho denuncias que 
puedan orignar esa acusación, y por el contrario, loé recurren 
tes abonan la actitud de! juez que entiende en el proceso. Agre- 
gan que la falta de juri>dicción de los tribunales proviene del 
hecho de que los delitos imputados conisten en actos judiciales 
ordenados y cumplios por los jueces en ejercicio de sus fun- 
ciones, lo cual no es exacto, jx>rque los actos judiciales nunca 
pueden constituir un delito, pero si pueden >ervir de medio o 
vehículo para cometerlos. Aún co'oeándose, en hipótesis, en el 
supuesto de que la acusación se hubiere producido, y que dicho 
juez fuera sometido a juicio f*>!itico. ello no implicaría la falta 
de jrisdicción de los tribunales federales para entender en el 
juzgamiento de tos encausados, desde que a estos no les com- 
prendería dicho juicio y porque en este sumario se juzga úni- 
camente !os actos delictuosos que se les imputa. De esto se des- 
prende que, en ningún supuesto, a los apelantes Ies es dado ha- 
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cer valer la prescripción institucional aludida, que no acuerda 
privilegio, derecho o exención en que puedan ampararse. 

Por otra parte, la jurisprudencia de V. E., ha establecido 
de una manera constante y uniforme, que las resoluciones pa- 
sadas en autoridad de cosa juzgada no ¡Hiede motivar el recurso 
extraordinario, y en el easo sub judicc. desde la iniciación del 
sumario, en sus múltiples diligencias; ha sido aceptada la juris- 
dicción (|ue hoy se debate, además de haber sido expresamente 
consentidas las resoluciones de !a Cámara Federal de fojas 1040, 
que declaró la procedencia del fuero federal, de conformidad a 
la jurisprudencia de esta Corte. í Fallo tomo 45. página 5. pá- 
gina 112 y página ¡08), y la de fojas [688 (autos principales"» 
que rechazó la exusación formulada a fs. 1079. — En estas con- 
diciones, no puede reabrirse dicha cuestión, dentro de los li- 
mites reducidos del recurso extraordinario qué se rige por re- 
glas propias, sin que pueda aplicársele dis|>o$iciones como la que 
contiene el artículo 444 del código de procedimientos, que es 
de observancia ante los tribunales inferiores. Fallos tomo 98. 
página 140; tomo ir/\ página 5 ; tomo 1 1 1 pág. 92.) 

Para terminar, observo que la resolución recaída en este in- 
cidente en e! que se sustancia una excepción de previo y especial 
pronunciamiento, no puede ser considrada como definitiva desde 
que ella no da rin al proceso, lo cual es indispensable para la 
procedencia del recurso extraordinario. Así lo ha decidido V. E. 
en un caso análogo. (Tomo ira, página 30.) 

Por lo expuesto, solicito de V. E. se sirva declarar mal 
concedido el recurso, ordenando la devolución de los autos re- 
mitidos. 

faifa Botet. 

FAI.I.O DE CORTK St'PRF.MA 

Buenos Aires. Junio 2 de 19J4 

Vistos y considera ido: 
I." Que el auto de fojas 54 tiene !a fuerza de definitivo e/i 
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cuanto rechaza la cxccpdón de falta de jurisdicción que. en 
el cas» reviste los caracteres de perentoria, desde oue ¿ que «' 
rabdad so ha «rfichndo no es «, sobreseimiento provisión" 
6 que se remita el proceso a otro juez (artículos 4 1 443 & 
>■ 454 Código de procedimientos c „ jo criminal.) 

♦™ 2 "° Q " € , SCg *' 1 " " «P"* cn ,a "'«"oria de fojas 68. la cues- 
tum somet.da a! fallo de esta Corte puede ser pinteada en L 
términos siguientes : 

" i.* Los tribunales carecen de jurisdicción para iuzrar 
en es,e p^ d ^ ^ £ 

a os procesados, o ns.ste en actos judiciales ordenados y cum- 
plidos por los jueces en ejercicio de sus funciones. En tal ca<o 

1 zi a rr^r cn,c ^ ^ «*- « ss 

2.' El fallo recurrido contiene, en la parte pertinente el 
pronuncamiemo definitivo sobre exculpación de £ jue«s 'en 
tanto son autores materiales de los hechos perseguidos como d * 

cesado T"T2^ í ?*° ^ ****** pa"a Í7pt 
a to i? ^7 " h * f «» ««**"*• en no ser delitos lo, 
T * q "í? « Perseguida 

lo- £,; SÍ S ' hech ? S constit,ltiv <* del presunto delito no fueran 
le- EÉ3^3g£* odiante procedimientos judie* 

v así H Sfl ****** P«« tender en e proceso. 

^ffig&F* cn eI prescnte €n « 

3.' Que el articulo 45 de la Constitución Nacional establece 

2 s " b a ia fr ra de DipH,ados ^* 

* el derecho de acusar ante el Senado a los jueces de los tri- 
.ma es inferiores de la Nación en las causas di re^Z 

TZZÍT TS ^ ' raI (l ^ nptñ ° ° £ *»» en 
c. ejercK» de sus fundones o por crímenes comunes.. 

4- Que en el s»b Índice no se trata de alguna de las alu- 
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didas, desde que el proceso se sigue contra particulares y los 
mismos recurrentes no afirman que exista delito imputable a 
ningún juez federal, ni de hecho se ha imputado. 

5/ Que la defensa de que el hecho supuesto delictuoso que 
se atribuye a los procesados consiste en actos judiciales orde- 
nados y cumplidos por los jueces en ejercicio de sus funciones, 
y que, en su mérito, no es procedente el juicio criminal contra 
los primeros sin el juicio político previo y la declaración del 
Senado contraria a los segundos, no puede apoyarse en e 1 men- 
cionado artículo 45, porque éste contiene una disposición ex- 
cepcional cuyo motivo es inaplicable a los que no se encuentran 
¡nvestklos de autoridad, pues en tales condiciones el proceso no 
afecta la marcha regular de los poderes públicos. (Fallos, tomo 
113, página 317 y otros.) 

6.° Que tampoco se infiere de ese articulo o de otra dispo- 
sición constitucional complementaria de él, la indivisibilidad de 
los procesos y e! deber de suspenderlos cuando alguna de las 
personas procesadas con otros o que puedan serlo, gocen de in- 
munidades o exenciones. 

7/ Que el punto de si dkfia defensa es arreglada o no al 
derecho penal común, a leyes penales especiales, si los procesos 
deben concluir en las Cámaras (artículo 3." inciso 5. ley 4055 
y artículos 4/ ley 7055), o al derecho procesal, es ajeno al re- 
curso extraordinario interpuesto y concedido (artículo 15, ley 
48; fojas 61 y 62.) 

8.° Que k> son asimismo los relativos a si puede existir de- 
lito cen independencia de la exculpación de los jueces, o proceso 
contra particulares en que no se comprenda a jueces queque- 
dan ser cómplices y a si aquél se ha cometido en juicio o fuera de 
juicio, excluyendo en la última hipótesis la jurisdicción federal 
porque estas son materias propias de las leyes reglamentaría^ y 
no de la Constitución misma. 

9. Que, por otra parte, dentro de las restricciones del re- 
curso extraordinario, esta Corte no puede rever pronunciamien* 
tos favorables a! fuero federal, con arreglo al texto y propósito 
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de! artículo i 4( inciso 3/, ley 48 y a lo reiteradamente resuelto, 
como puede hacerlo a petición de parte o de oficio en la 3.* ins- 
tancia ordinaria, cen la amplitud de facultades que en ésta tiene 
para apreciar los hechos y aplicar el derecho. 

Por estos fundamentos y concordantes aducidos por el 
señor procurador general, se confirma !a sentencia recurrida en 
la parte que ha podido ser materia del recurso. Notiffqucse con 
el original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. p. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



Bmot Airo, jualo 2 dt 1914 

Vista la nota en que el señor juez federal solicita la devo- 
lución de los autos principales de acuerdo con lo dispuesto en 
los artículos 68 y 456 del código de procedimientos en lo cri- 
minal y en atención a que había conferido vista del sumario al 
señor procurador fiscal, y la oposición formulada por los de- 
fensores de los procesados. 

Y considerando: 

Que estos autos fueron pedidos al señor juez a requisición 
del señor procura-dor general a efecto .le expedir su dictamen 
en el mcidnte sobre incompetencia de jurisdicción substanciado 

p»r cnerda separada ( fojas 95). 

(Jnc expedi k» ya ese dictamen, ha desaparecido la causa que 
motivo la remisión dd sumario a esta Corte. 

Que el articnJo 69 del Código de Procedimientos en ?o cri- 
minal que se invoca por los defensores, carece de aplicación 
por referirse a inhibitorias y declinatorias opuestas durante el 
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Por c!k) y con arreglo a lo dispuesto en los artículos 67 y 
68 del Código de Procedimientos en lo Criminal, devuélvanse 
los autos principales al juzgado de su procedencia. 

A. Ijf.rmej o. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
Di E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA CCCXUX 



pisco NatioHQl con la Caja Internacional Mutua de Pensiones, 
por cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario: i.° — Las resoluciones relativas al fuero federal no 
adquieren el valor y efectos de la cosa juzgada, antes de 
que !a Corte Suprema se haya pronunciado al respecto. 

2. — Los tribunales federales son competentes, rationc 
materiae para conocer de una demanda por cobro de im- 
puesto de papel sellado, y multas por infracción a la ley de 
la materia, cometida en esta capital. 

3. — Una liquidación practicada ¡>or la Administración 
de Contribución Territorial. Patento y Sellos de !a^?a- 
pitál, de la que resulta una sociedad particular, deudora de 
impuestos y multas por infracción a la ley respectiva, y un 
decreto del Poder Ejecutivo Nacional disponiendo que el 
procurador fiscal inicie, en represen tac Km del fis^o, las ac- 
ciones del caso para c! cobro de lo adeudado, son instru- 
, mentos públicos; y en tal concepto, tienen el mismo valor 
que tes escrituras públicas mencionadas en el inciso 3. del 
articulo 249, ley número 50 y traen aparejada ejecución. 
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4° — La excepción de inhabilidad de título debe fundar- 
se en que el instrumento respectivo no es de los previstos en 
los artículos 248 y 249 de la ley nacional de precedimi entos. 

5. — No entrM en :a excepción de fa!>edad u otra de 
las autorizadas por el articulo 270 de la ley número 50, de- 
fensas que, tratándole *dc un juicio ejecutivo al que'le sir- 
ven de fundamento un decreto del Poder Ejecutivo Nacio- 
nal y una liquidación practicada por la Administración de 
Contribución Territorial, Patentes y Sellos de la Capital, 

no desconocen !a autenticidad de dichos decreto y liqui- 
dación. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



Ki;suixaóN del sr. jlez i'kdkrai. 

Bueno» Aires, Agosto 17 de 191- 

V vistos: 

Tara resolver sobre las excepciones opuestas por la Caja 
Intcrnaekna! Mutua de Pensiones en el juicio ejecutivo que 
-igiic contra ella el Fisco Xcciona!. por infracción a la lev de 
sellos; y >on las de incompetencia de jurisdicción, inhabilidad 
y falsedad de título, compensación y pago parcial, habiendo ale- 
gado también la nulidad por viciación de las formas legales y 

Considerando: 

Primero. — En cuanto a la incompetencia de jurisdicción 
- Desde luego debe declararse que esta excepción carece 
en absoluto de fundamento. En efecto, la ley cuyas disposicio- 
nes se ha invocado para promover el presente juicio, o sea Ja de 
Mpcl sellado, es una ley sancionada por el Honorable Congre- 
so en ejercicio de sus atribuciones constitucionales referentes 
a la creación de impuestos. Con tal antecedente, el conocimiento 
y decisión de las causas corresponde a los tribunales federales 
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con arreglo al articulo ico de la Constitución Nacional, siendo 
asi que no versa sobre ella la reserva a que alude d mismo artí- 
culo, relativo a loa códigos civil» comercial, penal y de minería. 

La ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales 
federales, reglamentando los preceptos de la Constitución, es- 
tablece en el incito 5.» ¿el articulo a.\ que corresponde a los 
jueces nacionales de sección el conocimiento de "toda acción 
fiscal contra particulares y corporaciones, sea por cobro de 
cantidades debida» o por cumplimiento de contratos^ por de- 
froudacióón de rentas nacionales, o por violación de reglamen- 
tos administrativos" 

En la procedente disposición, según é articulo ni, inciso 
5. # de la ley número 1893 sobre organización de loa tribunales 
de la capital, no se co mp rende las acciones fiscales por cobro 
o defraudación de rentas, o impuestos que sean exclusivamente 
para la capital, y no generales para la Nación. Lo mi >mo esta- 
blece d inciso iMn fine del articulo 3. a de la ley número 4055. 
Esto evidentemente quiere decir que cuando las rentas o im- 
puesto* sean generales para la Nación, las causas respectivas 
corresponderán a los jueces federales, ain perjuicio, es enten- 
dido, de los recursos de ley para ¿as instancias superiores. 

•Concordante a la disposición que nos ocupa es el inciso 3.* 
del articulo 2$ del código de procedimientos en lo criminal. 

Ahora bien, la ley de papel sellado número 4927, no rige 
exclusivamente para la capital. Rige para toda la República, 
por cuanto, como lo estatuye el articulo 1.* de la misma, ella 
se aplica a los documentos y obligaciones que versaren sobre 
asuntos o negocios sujetos a la jurisdicción nacional exclusiva- 
mente por rajón del lugar o .naturaleza del acto ; lo que vale 
decir, que no sólo se aplica en la capital, sino también en las pro- 
vincias y territorios nacionales en asuntas que corespondan al 
fuero nacional. Si, pues, tales son los objetos y alcance de esta 
ley, fañoso es concluir que el conocimiento y decisión del caso 
sub judies es de competencia de los tribunales federales, y por 
lo tanto de este juagado en la primera instancia. 
•La jurisprudencia de la Suprema Corte apoya la tesis que 
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acaba de desarrollarse, «orno la demuestra el fallo de diciembre 
5 de 1908, "Fisco Nacional contra La Paternal, sobre infracción 
a la ley de sellos". 

Expuesto lo anterior, carece de base lo argüido por el eje- 
cutado para sostener la incompetencia de la justicia nacional 
en el cato ocurrente. Siendo '.a jurisdicción de orden público, 
y no pudiendo invocarse contra .las leyes que la determinan, 
derechos irrevocablemente adquiridos (artículo 5.' Código Ci- 
vil) nada significaría el asentimiento del ejecutante para que en 
su iniciación este asunto pzaara a la justicia ordinaria, como 
nada significa el asentimiento del ejecutado, constante en los 
autos agregados, para que Ja misma acción volviera a ventilarse 
ante la justicia federal. 

En cuanto al argumento formulado en razón de la cantidad 
es igualmente frustráneo, desde que la suma enunciada en la 
demanda es muy superior a Ja de quinientos pesos. Pero aún si 
tal demanda hubiera sido por cifra inferior, ella no estaría 
comprendida por el articulo !.• de la ley número 027, 4e x de 
septiembre de 1878. sobre jurisdicción concurrente, demostrado 
como queda, que eÜa nace en el caso presente,ra/w«* materia,. 

• J£ *** respecto ta Pretendido el ejecutado que la acumu- 
lación de las imite* en una sola demanda para evitar pleitos 
ante jueces de menor cnantia, es un acto que la ley no permite. 
Esto es un error. 

El Procurador Fiscal ha podido acumular en un solo juicio 
todas las pequeña» sumas correspondientes a las libretas entre- 
gadas a los socios por la Caja Internacional Mutua de Pensio- 
nes, desde que ésta es la única demandada y sólo por la parte 
tocante a «lia - no por !o referente a aqueL'oa -en bs infrac- 
ciones a la ley de papel sellado, como se v« claramente de la li- 
quidación practicada por e! contador Linares en el expediente 
administrativo agregado. Esa acumulación encuéntrase exprew- 
mente permitida por las leyes de procedimientos, unto más si 
se atiende que en el presente caso, como queda dicho, es una sola 
persona la demandada, o sea, la sociedad que tiene su domicilio 
legal en esta capítol ' La identidad de titulo o de causa de pedir 
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justifica la acumulación, y lo mismo da que uno tenga acciones 
de esa naturaleza contra varío», que el que varios la tengan 
contra uno solo" (Emilio Rciw, sobre la ley de enjuiciamiento 
dvíl de España). 

Es de oportunidad tener presente que en comunicación del 
Préndente de 'la Caja al Contador mayor, señor Amerabar, se 
declara que "las libretas expedidas por esta sociedad corres- 
ponden al número de socios ecxi que ella cuenta" (foja* 34 del 
expediente administrativo). Según otros datos el número de 
catas ascienden a varios miles. , 

Segundo. — En cuanto a la inhabilidad de titulo. El articu- 
lo 72 de la ley número 9437 sobre papel sellado, crea una ac- 
ción popular, desde que faculta a cualquiera persona para de- 
nunciar todo acto fraudulento realizado en infracción de dicha 
ley y su reglamentación, acordándole la mitad de multa que se 
hiciera efectiva. — Quién se decida a ejercitar esa acción, debe 
interponerla ante el Ministerio de Hacienda, que es a quien 
incumbe conocer de las infracciones que se descubren y apli- 
carles la pena que corresponda, articulo 78 de la misma ley. — 
Puede suceder y sucede a veces, que el presintió infractor se 
defienda, niegue los fraudes imputados, aduzca o intente aducir 
justificativos y se produzcan asi diversas actuaciones, las que 
constituyen un juicio contencioso administrativo al que pone 
término la resolución del Poder Ejecutivo, ya sea en sentido 
favorable a la acción del denunciante, ya sea en contra de ella. 

-En el primer caso, a fin de hacer efectivos los derechos del 
Fisco, debe ocurrirse a las autoridades judiciales por medio del 
Ministerio Público respectivo. 

Es con jno de tantos expedientes asi forma<los que *e 
ha instruido la presente ejecución. — Una persona, quien quie- 
ra que fuese, denunció fraudes contra la renta de papel sellado, 
cometidos, según dijo, por la llamada Internacional Mutua de 
Tensiones. Se oyó a ésta, se produjeron justificativos de una y 
otra parte; dictaminaron los asesores del gobierno, y hasta de- 
signóse uno ad hoc, (ex Ministro de la Suprema Corte). Por 
fin el Poder Ejecutivo, en ejercicio de sus atribuciones légale- 
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dictó el decreto fecha en septiembre 9 de 1907 ( fs. 90 del ex- 
pediente administrativo agregado). — Por él, ampiándose otro 
de marzo 7 del mismo año, se declara que la Caja Internacional 
Mutua de Pensiones es deudora del impuesto de sellos y multes 
con arreglo a las bases que se citan en el mismo decreto y se 
ordena ta liquidación respectiva, disponiéndose a la ve*, se ini- 
cien ante los tribunales, si el caso llegare, las acciones corres- 
pondientes. 

Hecha la intimación administrativa, y no habiéndose satis- 
fecho el importe de la liquidación practicada, el Gobierno de- 
cretó en 15 de octubre de 1907: "Pase al señor Procurador fis- 
cal de la Capital, doctor Enrique J. Racedo para que en repre- 
sentación del fisco inicie las actuaciones del caso contra la Caja 
Internacional Mutua de Pesiones. Públíquese en el Boletín Ofi- 
cial. — Figueroa Alcorta. — M. de Iriondo". 

Ejercitada en virtud de todos estos antecedentes la acción 
ejecutiva, la excepción de inhabilidad de titulo opuesta por el 
demandado, negando la existencia de instrumento que traiga 
aparejada ejecución, es de todo punto improcedente. En efecto, 
al expediente aludido, ya sea que se considere la mayor parte 
de sus piezas aisladamente, o bien en conjunto, imposible es des- 
conocerle el carácter de instrumento público, pues absurdo e 
inconcebible sería clasificarlo de privado. — Y si tal denomina- 
ción le corresponde bajo un punto de vista general, correspón- 
dele también en concreto como comprendido por el articulo 070 
del código civil. 

Según el inciso 5/ de dicho articulo, son instrumentos pú- 
blicos en relación a los actos jurídicos "las cuentas sacadas de 
tos libros fiscales, autorizadas por el encargado de llevarlas". 
Esta clasificación se funda en dos motivos: i»no de fondo, por- 
que las cuentas representan créditos a favor del fisco; y otro de 
forma, porque la autorización del encargado de llevarlas les 
imprime autenticidad. Pero como las cuentas en sí mismas son 
^dependientes de la materialidad de loa libros, claro es que su 
existencia no se encuentra subordinada al hecho de que figuren 
precisamente en algún libro. No son cosas identificares, como 
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no lo serian «1 dinero y la caja que lo contenga. Así, pues» si 
existe una atenta relativa a un crédito, constatada y formula- 
da en un expediente, por funcionarios que con análogas atribu- 
ciones la habrían hecho figurar en las fojas de un libro oficial, 
y si tales constancias se presentan autenticadas, o algo más 
originales ccn.o ha sucedido en este juicio, es incuestionable 

que ellas constituyen instrumentos públicos, y fehacientes como 
no pueden ser superados por otros. Ubi cst ratio Ugis 9 ttn esi ¡ex. 
— El inciso citado del articulo 979 abarca por tanto ambos ele- 
mentos. Fueren libros o expedientes en que se hubiere hecho 
constar los créditos, y formulado las cuentas respectivas, — tal 
diferencia no afecta al carácter de instrumentos públicos defini- 
do o previsto por el expresado articulo. 

Con arreglo a lo que queda establecido, la liquidación de 
fojas 107 del expediente administrativo agregado, la intimación 
de pago no cumplida y el decreto del Ejecutivo transcripto, se 
encuentran comprendidos por el citado articulo 979 del código 
civil y constituyen por lo mismo un titulo hábil para promover 
ejecución, desde que en él se constata una obligación ex lege, 
por cantidad liquida y provenientes de impuestos fiscales para 
cuyo cobro, por razones de orden público, corresponde y se ejer- 
cita en todos los casos la vía ejecutiva, y en alguna la de apre- 
mio. 

. EL articulo 77 de la ley de sellos que se ha aducido por el 
ejecutado para desconocer la legalidad de los procedimientos 
del Ministerio de Hacienda, contiene una disposición que carece 
de atingencia en el $t$b juike. En efecto, ejercitada por un par- 
ticular la acción que emerge del artículo 72 de la misma ley, 
producíase ipso jacto un caso de contención administrativa, que 
era de la competencia del expresado Ministerio. (Articulo 78) 
y no por cierto del administrador general de contribución terri- 
torial, etc., subalterno a quien la ley solo confiere atribución en 
caso de meras consultas. 

En cuanto a que el decreto del Ejecutivo sólo podría tener 
alcance para k> sucesivo, como regla de conducta a observarse 
con posterioridad a su fecha, — esta es una afirmación infun- 
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dada, puesto que todas las cuestione* sobre hechos contradi^ 

I» resorción debT^ribnL, ^ ****** y 

«»J r T er(> ' ~-. Re *P ecto » '« /W#rfarf «fe titulo En der*** 

Wm$ 3T por otros dcfectos ^ *> «»•« .1 

El ejecutado ha infringido esa wh a. ***í.L j • 
orín. , ,u« cwwpoodo, , h íefa««Sfc «3! 

>plS£ * U ^T^ 1 "T** 1 " ***• U~ * tana, 
ctadTírfíoLSr " e,rB " , ** > I»' «" Motero * H.. 

<le la Caja, smo a antecedentes de un "Boletín n¡w2»7 
teta «*. , de , w en , M ^ ¿ ,¿2^-2 
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ha sido practicada tomando por Use los datos del Boletín 
1 de la Sociedad, correspondiente al 31 de agosto ppdo. 
cuyo ejemplar me fué entregado por el tenor Presidente de la 
Caja Internacional de Pensiones" (fs. 108 primer cuerpo).— 
Según el testimonio que corre a fs. 153 del expediente agregado, 
ri mismo presidente de la Caja, absolviendo posiciones, declaró 
(respuesta a la ai pregunta) que "es cierto que el periódico 
llamado Boletín Oficial de la Caja Internacional, es el Órgano 
oficial de la Sociedad", habiendo dicho ames que no es cierto 
que está redactado con conocimiento y conformidad del Direc- 
toría 

'En la citada nota del Contador Linares, éste afirma, "la 
Caja por intermedio del Presidente se ha negado a suminis- 
traran dato alguno ni permitirme tomarlos de los libros de la 
Sociedad'* — Esto se encuentra corroborado por la noto de 
dicho Presidente al Administrador General de Contribución 
Territorial, fecha 4 de octubre de 1907, fojas 106. 

Si pues tal conducta observó el presidente aludido, seria 
imputable a so!o él, si no respondiese a constancias de la con 
tabihdad de la Caja, la liquidación de Linares; y debe entonces 
atribuirse verdad a ios datos del "Boletín Oficial" entregado a 
dicho funcionario por el mismo presidente y que éste ha decla- 
rado ser órgano oficial de la sociedad; pues si tal es el carácter 
del periódico citado, los datos en él contenidos deben reputarse 
igualmente oficiales. 

El mérito que arroja la liquidación de Linares hállase a la 
vea reforzado por los importantes antecedentes detallados en 
en informe del contador mayor señor Amenabar, fecha 15 de 
septiembre de 1906 (expediente administrativo) y suministra- 
da por el Presidente mismo de ki Caja Internacional. — Este 
informe fué elevado por dicho señor Amenabar al presidente 
de la Contaduría General de la Nación después de haber dade 
cumplimiento a la inspección que se le ordenó. Los anteceden- 
tes que el contiene han servido también de base a la mencionada 
liquidación de Linares, cerno éste lo expresa en su nota recor- 
dada. 
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Si! 5 S ! COm ° * I* liquidación de fs. 

107 hecha por e! contador Linares quedó aprobada por el Po- 
der Ejecutivo, y resulta a la ves que el* se basa en dato, dd 

así como en antecedentes sumi- 
nistrados por el presidente de la misma al contador mayor 
señor Amcnabar para la inspección que practicó, - lógico e » 
ccnsiderar verídica esa liquidación, y bastante a los efecto. 

t? if K ^ f f turalwa ' y « 1«« *ja la ley abíer- 
tala puerta a las ampias defensas del juicio ordinario - En 

todo caso, la falsedad o inexactitud de h liqui<toc¡ón del con- 
tadorLmares no ha «do demostrada. Esto correspondía al ex- 
«epcionante que la alegó sin concretar justificativos. No obs- 
tante esa omisión, compulsándose los expedientes asmados 
»e encuentra un informe del contador señor Darmand^W 
brado por la parte ejecutada en el juicio seguido ante «1 señor 
ju« de lo avri doctor Giménez Zapiola.Una de las tres coñete- 
siones de ese informe, (véase fs. a 47 vta. primer cuere e 
desfavorable a la liquidación de Linares. - Pero efia qwda 

se registran en el acta a fs. a» del mencionado expediente. A 
as preguntas que se le hacen por el señor Agente F^£ev 

ÍuSckS ZT ^ 8CU ü dUda * sobr. m l 

quidacion de Linares y sobre su propio informe. 

*™^ rt °' 7 En * > arcM & ha « esta 

libretas hayan pagado el impuesto para evitarse molestias, etc 

El aZZZ!?? Sm?k C ° njrtUra «»• * Que nada se prueba. - 
El us*» pago concreto que se menciona es el de don Florencio 

b«S ;¡Z^L T Kf f ,,ona<l0 el • > umita por doce ü- 
bretas, crtandose a efecto las constancias de fs. 190, 196 y ax» 

Dentro de h cantidad que corresponde a dicha, ^ce libreé" 
£st,f,case la excepción; debiendo esto tenerse pnW™ 
do se practique la liquidación respectiva. 

Quinto. — En cuanto a la compensación. La parte actora 
ha aceptado esta excepción para el caso de que se jV.tihW? 
resultando del expediente tramitado ante el juagado " dTtoctoí 
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Uní — ruta, fa. 384, agp y jpi. qtae efectivamente aoo a cargo 
dd ejecutante loe honorarios del doctor Afferkh y procurador 
<te h Villa, — por esto te tiene por justificada la excepción de 
compensación hasta la suma de siete mil cuatrocientos pesos mo- 
neda nacional, importe de esos honorarios, cuya suma se dedu- 
cirá del monto de esta ejecución. 

. Esta excepción implica un reconocimiento del carácter de 
deudor por parte del demandado. La compensación es uno de 
loe medios legales de extinción de las obligaciones» y evidente 
ce que sólo se extingue aquello que existe 

Sexta — En cuanto a violación de las formas del juicio. 
Es absolutamente infundado lo que dice ta parte ejecutada bajo 
este epígrafe, al final de su escrito. 

Afirma que a fs. 351 el juagado se ha declarado incompe- 
tente de oficio y que este auto a la vez que se anticipa a la re- 
solución de una excepción poeiMc, implica una violación del pro- 
cedimiento. En el presente juicio, iniciado con fecha 28 de fe* 
brero de 1910 por el señor procurador fiscal doctor Racedo, no 
se ha producido la declaración de que habla el ejecutado» pues 
recién por este falto quedará resuelta la cuestión de incompe- 
tencia en la forma de que instruye e1 considerando primero del 
mismo. Basta leer y contar las fojas de la actual ejecución cuyo 
número está muy distante dd citado por dicho ejecutado, para 
apercibirse de que él ha padecido un error visible haciendo 
mención de una cosa que no existe 

Por estos fundamentos: 

Y por sus concordantes del dictámen del asesor ad hoc. 
doctor Calixto S. de la Torre, transcripto en el decreto del Eje- 
cutivo fecha 9 de «p ti embte de 1907, fallo: rechazando las ex* 
cepciones de incompetencia de jurisdicción y de inhabilidad y 
falsedad de título haciendo lugar en parte a las de compensa- 
ción y pago parcial, de acuerdo a los considerandos cuarto y 
quinto de esta sentencia ; y declarando inexistente el hecho adu- 
cido sobre violación de las formas del expresado juicio. En 
consecuencia y de conformidad al artículo 277 de la ley de pro- 
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cedknientos, mando se lleve la ejecución adelante hasta hacerse 
pago al Fisco de la Nación de la cantidad demandada e intere- 
ses, salvo la deducían prevista en los dos considerandos men- 
cionados ; con coatas. 

Emilio Villafañe. . 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES DE LA 

CAPITAL 
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Vistos y considerando: 

i.f Que en el juicio seguido por ei Fisco Nacional contra la 
Sociedad denominada: Xaja Internacional Mutua de Pensio- 
nes", d representante de ésta ha interpuesto sobre la sentencia 
de fojas 58, ¡os recursos de nulidad y apelación. 

2 ' Corresponde en ei primero consignar que no .procede, por 
no haber ninguna causal de nulidad con relación al procedi- 
miento oah sentencia, según lo que prescribe el articulo 233 de 
lt ley procesal. — Y asi se declara. 

3- " En el recurso de apelación debe/ en primer término, el 
tribunal expresar que en la sentencia de primera instancia se 
halla bien demostrada y resuelta la procedencia de la justicia 
federal para entender en la presente causa. 

4- * En «"* se sigue por el Fisco k ejecución contra la "Caja 
Internacional Mutua de Pensiones", para cobrar la suma de 
trescientos veintitrés mil trescientos diez y seis pesos, proceden- 
tes de veintinueve mil trescientos noventa y dos pesos, en razón 
de impuestos y doscientos noventa y tres mil novecientos veinti- 
cuatro pesos, por multas. Liquidación de fs. 107 del primer 
cuerpo de autos, agregados por cuerda separada. 

5.* Entre otras defensas el ejecutado ha opuesto las excep- 
ciones de falsedad e inhabilidad del titulo. En cuanto a la de 



falsedad es manifiestamente improcedente, pues se trata de un 
acto auténtico de gobierno. Por k> que hace a la de inhabilidad, 
debe establecerse que, según lo ha resuelto la Suprema Corte, 
(tomo 73, página «53) «<*a excepción no sólo se refiere a la 
forma del instrumento, smó también a la causa de la obligación 
que se ejecuta, lo que es de especial aplicación, dada la natu- 
raleza del caso smb lite. 

6.° En el decreto del Poder Ejecutivo, de septiembre 9 de 
1907, se condenó a la "Caja Internacional Mutua de Pensiones'* 
a pagar, por impuestos y multas, l2« sumas anteriormente ex- 
presadas por valor de trescientos veintitrés mil trescientos <liez 
y seis pesos moneda de curso legal. — Pero este decreto modi- 
ficó uno anterior de 7 de marzo del mismo año, fa fs. 70 del 
primer cuerpo de autos) por el cual, interpretándose la ley de 
Sellos, sólo se condenaba a la Caja mencionada a sufrir una 
multa de nueve pesos, sin perjuicio de la reposición que co- 
rrespondiera por el documento de fs. i. 

7- # Preséntase aquí la cuestión de si tana vea resucita por 
el Poder Ejecutivo tina gestión contenciosa a favor de un de- 
recho particular, debe considerarse estable, o no este derecho, 
que disponen leyes análogas, !o que bien puede conceptuarse para 
el caso; pero el Código Civil en el artículo 16 ordena que a fa> 
ta de disposición legal para resolver una cuestión, se esté a lo 
que disponen leyes análogas, lo que bien puede conceptuarse para 
la materia contencio -administrativa no habiendo un principio 
«iue k> contradiga. — La legislación y jurisprudencia francesa, 
que es la fundadora más completa que existe en la ciencia del 
derecho administrativo, ha resuelto sobre el caso, y cumple ob- 
servar que es frecuente en las prácticas gubernamentales citar 
este antecedente, como ocurre en el mismo decreto de 7 de 
marzo. 

En el derecho francés las resoluciones administrativas, cuan- 
do se ha dictado a favor de un particular, constituyen para éste 
un derpbo adquirido. — Puede verse Batbie, tomo, 7, número 
— y a Dallos, tomo 34 número 155 
Un decreto del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, 
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fecha a de Agosto de 1866, firmado por el doctor Adolfo Alsina 
y el doctor Nicolás Avellaneda, expresa: "Que las reconside- 
raciones administrativas quitan estabilidad a las resoluciones d« 
Gobierno, manteniendo incierto los intereses reconocidos. Agre- 
ga, que el particular quedaría siempre expuesto a ver desapare- 
cer un derecho, que con razón estimaba incorporado definitiva- 
mente a su patrimonio. El arbitrio de la reconsideración me- 
diante un pronunciamiento definitivo, dice una sentencia de la 
Suprema Corte de la Provincia, comentando este decreto, era 
contrario a los buenos principios, tendía a hacer interminables 
los pleitos y aún a establecer antagonismos perniciosos entre las 
diversas administraciones que se sucedían". 

El mantenimiento de tal principio es exigido, pues, tanto de 
modo general como particular en interés del orden público. Co- 
mo caso de excepción, este tribunal ha confirmado decretos 
anulatorios de otros anteriores, pero ha sido cuando el Poder 
Ejecutivo habla obrado fuera de sus atribuciones, haciendo re- 
conocimientos sobre bienes raices de la Nación, sin que hubiera 
habido ley del Congreso que los autorizara. 

Pero aunque se le diera valor legal al decreto posterior del 
9 de septiembre de 1907, no podría aplicarse en la parte concer- 
niente a la multa, por lo que determina eJ artículo 13 del Código 
de Procedimiento en lo Criminal, puesto que el decreto de 7 de 
marzo a favor del condenado necesariamente da carácter dudoso 
al caso. 

Este carácter dudoso emerge desde el principio de la ges- 
ta .n ddl asunto. El administrador general de contribución te- 
rritorial, patentes y sellos, a quien comete el articulo 77 de la 
ley de sellos el resolver los casos de duda que se susciten fuera 
de juicio, falló declarando que no había habido infracción (f, 
44 del primer cuerpo de autos). Y aunque se modificó en la 
apelación este fallo, debe tenerse presente que él tiene eficacia, 
dada la especialidad legal del funcionario que lo dictó, para am- 
parar la buena fe de la parte demandada; siendo de notar, en 
abono de tales circunstancias, que la doctrina administrativa 
norteamericana preerrbe, que las resoluciones de un jefe de de- 
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parlamento ton de fuerza irrevocable. — Goodnw: Derecho 
AAnmrstrador Norte-Americano, comparado, tomo, I, pá 
fina 86. 

La Suprema Corte ha dicho: "La multa en materia de im- 
puestos fiscales, como en general, en todos los casos de contra- 
vención a las leyes, constituyen una verdadera pena, sometida, 
salvo los casos exceptuados por la ley, a las reglas que rigen 
la aplicación de las penas en general". Tomo 34, página 169. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada 
en la parte que declara la competencia del juzgado federal y re- 
cha» la excepción de falsedad. Con rekün al cobro de im- 
puesto y multa se dispone que siga la ejecución adelante, pero 
según fc> resuelto por el decreto de 7 de marzo de 1907, esto es, 
por la reposición que corresponde por el documento de f s. 1 y 
la multa de nueve pesos; quedando así, reformada la sentencia 
apelada. Y dada la naturaleza especial de la cuestión, pagúense 
las costas de ambas instancias en el orden causado. — Notiíí- 
quese, devuélvase y repóngase el sellado ante el inferior. 

Daniel Goytia. — Angel Ferreira 
Cortés. — Juan A. Garda. 

En desidencia : Angel D. Rojas. 

En desidencia: Agustín Uriinarraln. 

DISIDENCIA 

■mim Altts, DkJmftrt 30 U W2. 

Y visto en los recursos de nulidad y apelación interpuestos 
contra la sentencia de remate dictada en estos autos seguidos 
por el Ministerio Fiscal contra la Caja Internacional Mutua de 
Pensiones, por cobro de impuesto de sellos y multa. 

Y considerando en cuanto al primer recurso: 
Que no es procedente y asi se declara, por cuanto ni en el 
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procedimiento seguido ni en las formas y solemnidades emplea- 
das en la redacción del fallo se ha incurrido en vicio alguno que 
autorice dicho recurso, conforme al articulo «33 de la ley na- 
cional de procedimientos. 

Y considerando en cuanto a! recurso de apelación: 

1/ Que citada de remate la parte ejecutada, opuso las ex- 
cepciones de incompetencia de jurisdicción, inhabilidad del ti- 
tulo, falsedad, pago parcial, compensación y violación de las 
formas del juicio. 

2.* Que la sentencia recurrida demuestra concluyentcmen- 
te que el conocimiento de la presente causa corresponde a la 
justicia federal. ^ 

i-' Que la excepción de inhabilidad del títiío con que se ha 
ejecutado es improcedente. 

U excepción de inhabilidad del título se refiere sin duda 
a las formas externas del documento con que se pide la ejecu- 
ción, de modo que se le considere inhábil para ese efecto, cuan- 
do le falta alguna de las condiciones que el código de procedi- 
mientos exige para que pueda considerársele con fuerza eje- 
cutiva Por esto causa es improcedente la excepción de inha- 
bilidad, cuando el tituío arroja cantidad de dinero líquido de 

plazo vencido, y cuando su autenticidad resulta plenamente jus- 
tificada. ' 

De acuerdo con estos pricipios se ha resuelto por nuestro 
tnbunales: Que la excepción de inhabilidad de títtóo sólo pue- 
de prosperar, si se funda en defectos del mismo, capaces de 
suprimir su fuerza ejecutiva, y que corresponde rechazarla si 
se apoya en la existencia de la obligación, en su causa o en que 
es falsa a causa, o en la inexistencia de la obligación, o en la 
falsedad o vioos de los hechos que le dieron origen y que son 
ajenos al titulo. - Carette. _ Diccionario de Jurisprudencia 
Argentina, tomo II. - Juicio Ejecutivo, números 1908, 1916, 

>9i7. 1933, 1934, 1936, 1938, 1949 y 1991. 

U Suprema Corte tiene establecido que es infundada la 
****** <le inhabilidad opuesta contra una escritura pública 
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de plazo vencido que contiene cantidad liquida en moneda co- 
rriente, tase cierta para su reducción a metálico, aunque se 
alegue que sus cláusulas se prestan a diversas interpretaciones, 
P*g*a 435- 

Finalmente, esta Cámara ha resuelto que no procede !a 
mencionada excepción, cuando ella se refiere al fondo mismo 
de la cuestión principal, tomo 2, página 316. 

Corresponde examinar si en el caso sub judie*, la excep- 
ción de inhabilidad opuesta se ajusta o no a los principios esta- 
blecidos. 

Dicha excepción la basa la parte ejecutada en los siguien- 
tes fundamentos: Que el administrador general de contaduría 
Territorial, patentes y sellos, de acuerdo con el art. 77 de la 
fcy sellos, es el único juez llamado a interpretar esa ley ; que 
dicho funcionario iha resuelto que las libretas que la C^ja In- 
ternacional Mutua de Pensiones entrega a sus suscriptores no 
están gravadas por !a ley de sellos; que en contra de lo resuelto 
por el juez único instituido por la ley pxrz resolver las dudas 
que suscite la interpretación de la ley de sellos, fuera de juicio, 
ha dictado el Peder Ejecutivo les Decretos de 7 de marzo y 
9 de Septiembre de 1907, que ha impuesto las multas por cuyo 
pago se !e ejecuta ; que el decreto de 9 de septiembre, aún en 
la hipótesis de que fuera legal su ak?.<nce debería reducirse a fijar 
una regla a observarse para lo sucesivo, sin aplicación, por con- 
siguiente, a los actos del pasado, concluidos ecti anterioridad ; 
que la multa impuesta viola el principio de la no retroactividad. 

Se ve desde luego que los fundamentos de la excepción no 
se refieren a las formas del titulo con que se ejecuta, sino que 
recaen sobre esta materia esencial: desconocen al Poder Eje- 
cutivo la facultad con que ha procedido al dictar los decretos 
de 7 de marzo y 9 de septiembre de 1997. Luego, la excepción 
surge de que el titulo es inhábil, por ser ilegal y nulo, y no por- 
que no retina los requisitos intrínsecos para que tenga fuerza 
ejecutiva. 

La presente excepción no es pertinente bajo cualquier as- 
pecto que se la examine. 
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El decreto del Poder Ejecutivo Nacional de septiembre 9 de 
1907, ha servido de base al juicio ejecutivo. Dicho Decreto, 
suscripto por el Presidente de la Nación y refrendado por su 
respectivo secretario de Estado, dictado en ejercido de fundo- 
nes que le incumben por ley, es sin duda un documento oficial 
por su propio origen y naturaleza, un instrumento público, ya 
que sería contradictorio considerarlo como documento privado. 
— El contiene los fundamentos con arreglo a los cuales se ha 
establecido y liquidsdo el impuesto y la multa adeudadas por 
la Caja Internacional Mutua de Pensiones; — y habiéndose 
practicado dicha liquidación por la administración de contribu- 
cuSn territorial y patentes y sellos de la capital, se sacó la pla- 
nilla corespendiente por el empleado público respectivo y con 
ella se intimó el pago a la Caja Internacional fs. 73 a fs. 85, 
fs. 90, 91, 93, 95. Expediente administrativo agregado. 

Dicha planilla coatiene la suma de dinero liquida y exigí- 
ble que adeuda la parte demandada y aparte del decreto nacio- 
nal mencionado que le sirven de origen, tiene carácter de instru 
mentó oficial y público, propio para ejecutar y se encuentra 
comprendido en los términos del inciso. 5/ artícu'o 979 dei 
Código Civil, según el cual son instrumentos públicos las cuentas 
sacadas de los libros fiscales autorizadas por el encargado de 
llevarlas. 

Que el Poder Ejecutivo Nacional ha expedido el citado 
decreto de septiembre 9 de 1907 en virtud de facultades pro- 
pias y sobre materia que cae bajo sus atribuciones, resulta de 

la constancia del expediente administrativo agregado a estos 

autos. 

En efecto, habiéndose denunciado a fs. 12, de dicho expe- 
diente ante el Ministerio de Hacienda que la Caja Internado, 
nal Mutua de Pensiones había infringido la ley de seí!os, des- 
ates de algunas tramitaciones, el señor Procurador del Tesoro 
dictaminó lo siguiente: Que de acuerdo con el artículo 77 de la 
ley de sellos correspondía al administrador de contribución te- 
rritorial, patentes y sellos, resolver en primera instancia si co- 
rrespondía o no la aplicación del impuesto; que en caso de re- 



solverse que no corespondía, el denunciante podría recurrir 
ante el Ministerio en via de apelación ; que en el caso contrario, 
•i consideraba que había cometido una violación debía asi de- 
clararlo, elevando los antecedente» al Ministerio para la apli- 
«ción de la pena que correspondía. — Expediente atado, 

El Ministro de Hacienda a los efectos indicados en e! dic- 
tamen del procurador del tesoro, pasó los antecedente a la Ad- 
ministración de Contribución Territorial, la cual en su resolu- 
ción de 27 de octubre de 1006, estableció que las operaciones de 
nunciadas como vejatorias de la ley de sellos no tenían ese 
carácter. 

Ape!ada esta resolución por el denunciante, la administra- 
ción de Contribución Territorial no hizo lugar al recurso; y 
habiendo ocurrido de hecho el interesado ante «1 Ministerio de 
Hacienda, se hizo lugar a la apelación, dictándose en consecuen- 
cia el decreto de Marzo 7 de 1907. 

Contra este decreto, el denunciante dedujo el recurso de 
reconsideración; el Poder Ejecutivo lo admitió, y en su conse- 
cuencia se dictó el decreto de esptiembre 9 de 1907, origen 
oficial de la presente ejecución. 

La Caja Internacional Mutua de Pensiones sostiene que 
el título con que se h ejecuta es inhábil, porque la Administra- 
ción de Contribución Territorial le incumbe, de acuerdo con el 
artículo 77 de la ley de sellos, resolver el caso exclusivamen- 
te y sin apelación, y que habiéndolo resuelto, no ha tenido fa- 
cultad el Poder Ejecutivo para dictar los decreto» en que se 
funda la ejecución. 

El poder Ejecutivo, al dictar el decreto de 7 de marzo de 
1907, no hacía sino dar cumplimiento a lo que antes habia re- 
suelto el Ministerio de Hacienda cuando pasó los antecedentes 
sobre la denuncia a la Administración de Contribución Terri- 
torial para que se procediera según lo dictaminado por el Pro- 
curador del Tesoro, — fs. 34 y 24 vta., expediente citado. 

Luego, cuando d Ministerio de Hacienda rsrnhió la de 
nuncia a la Administración de Contribución Territorial no fué 
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para que procediera como autoridad única y exclusiva, sino a 
los efectos del dictamen de f s. 24, con lo que quedaba pendien- 
te el caso de la determinación superior y final del Poder Eje- 
cutivo. 

Sobre esta interesante materia corresponde tener presen- 
te el informe que al .respecto emitió el doctor don Calixto de la 

Torre y que se halla transcripto en el decreto de septiembre 
9 de 1907. 

"Considerando" — dice el doctor de la Torre — "Que el 
punto referente a la jurisdicción exclusiva que entiende corres- 
ponderle para conocer y decidir en él, el administrador de la 
oficina de Contribución Territorial, Patentes y Sellos, encuen- 
tro que desestimando las consideraciones aducidas por esta re- 
partición y avocándose directamente el conocimiento del asun- 
to, el Poder Ejecutivo ha procedido perfectamnte de acuerdo 
con los principios y economía general de la ley sobre la materia. 
Juigo que la disposición del articulo 77 que invoca el señor 
Administrador en su apoyo, de ninguna manera favorece su* 
opiniones sobre el particular, Se trata aquí, no de un caso de 
mera consulta sobre interpretación y aplicación de la 'ey de 
sellos fuera de juicio, caso a que se refiere el artículo citado, 
sino de una instancia, si bien de carácter administrativo, de 
naturaleza estrictamente contenciosa, y de un juicio contradic- 
tor» sobre fe existencia o inexistencia de una contravención 
que se denuncia por un particular, acogiéndose a loa beneficios 
del artículo 7a de h misma ley y de la declaración y aplicado!, 
de las sanciones penales, que se creen aplicables a la falta de- 
nunciada. Es, por consiguiente, un caso de represión, que nin- 
gún articulo de la ley defiere el conocimiento de la ley de sellos . 
y que, al contrario, el artículo 78 somete al juicio y resolución 
superior del Gobierno, declarando expresamente que el admi- 
nistrador nombrado debe vigilar el cumplimiento de la ley, 
practicar o (hacer practicar a tal efecto las inspecciones nece-' 
sanas en las oficinas y establecimientos en que haya de usarse 
papel seTado y poner en conocimiento del Ministerio de Ha- 
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cienda lat contravenciones que descubra, para que por órgano 
de éste se apliquen las penas que correspondan". 

El casó aparece colocado, no dentro de los términos del 
articulo 77 de la ley de sellos, sino dentro de !os del artículo 78 
de la misma ley, resultando, en consecuencia, que el Poder 
Ejecutivo, aJ imponer una multa por infracción a la ley de se- 
llos, ha usado de una facultad conferida por la ley de una ma- 
nera categórica. 

El decreto del Poder Ejecutivo de fecha 7 de marzo de 
1907, fué sometido a reronsideracíón, a pedido del denunciante 
Al admitir este recurso, el Poder Ejecutivo lo hizo previo dic- 
támen favorable del señor Procurador General de la Nación, fs. 
su consecuencia, no son títulos hábiles para la presente ejecu- 
cho administrativo, y sobre todo sin violar ninguna ley fiscal 
que prohiba al Poder Ejecutivo rever sus propias resoluciones 
administrativas. — En mérito de la reconsideración solicitada 
el Poder Ejecutivo dictó el decreto de septiembre 9 de 1907 
que ha dado origen a la presente ejecución. 

Al pretenderse que dicho decreto y la liquidación que fué 
su consecuencia, no son títulos hábiles para la presente ejecu- 
ción, — porque el Poder Ejecutivo no tuvo facultades legales 
para proceder como lo hiato, se levanta en un juicio breve y 
sumario, como el ejecutivo, una ardua cuestión de carácter ju- 
rídico, que compromete principios constitucionales y adminis- 
trativos. — No es admisible que en esta clase de juicios y a 
pretesto de una excepción de inhabilidad de títirfo, se discuta 
y resuelva si el Poder Ejecutivo ha ultrapasado o no sus fa- 
cultades conatitucionales, si ha interpretado o no correctamen- 
te una ley de impuestos, si ha aplicado o no en lagal forma una * 
multa, sí ha obrado o no en la esfera de sus facultades cons- 
titucionales, si precede o no declarar nulo un determinado de- 
creto, por cuanto, en el último caso, estas graves cuestiones, 
que afectan las atribuciones de uno de los poderes del Estado 
só!o podrían ventilarse con amplitud debida en el juicio ordina- 
rio que corresponde. 

Al poder Ejecutivo Nacional le incumbe percibir la renta 
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pública aplicando al efecto las leyes respectivas. Si entienda 
mn adeuda un ,mpuesto y que se ha infringido la ley que lo 
estabece. es obvio que puede ordenar su abono pronunciando 
ia sancon penal que la ley le autoriza a imponer. _ El cobro 
del impuesto y de la muCta « hace efectivo por la vía ejecu- 
tiva .que es el medio procesal ordinario en esas situaciones. 

2 d caso Sub I***', la facultad de imponer multas 
que establece el artículo 78 de la ley de sellos, no llevara con- 
sigo el poder de hacerla efectiva, se tendría ima facultad ilu- 
-na y entonces habna sido más conducente no reconocerla, 

los medios de MevaKa a la práctica. Habría sido más lógico 
acordar al Poder Judicial la facultad de imponer laTmu^ 
no reconocérsela al Poder Ejecutivo. *. 

De todo lo expuesto resulta, pues, que no es admisible la 
excepao. de «habilidad de titulo opuesta por el ejecutado 

,uJ\ GU L eS J^* 1 J impr0c * <,ente h excepción de falsedad del 
h flUod * Patte ejecutada en lo sfcuiente- _ 

Z ¡™a W*** T d Boder Eiecutívo ' Q«« en pugna 
con los decretos que le han dado origen; que no respondía 

:i ZTZZlT^ ^ 

se ha La W nÚmW> ^«i" Oficial; que 

se ha omitido tomar en cuenta las salvedades consignadas en e' 
d.ctamen del doctor de I» Torre; que el 
nac^l de Procedimientos no comprende la lición de 
t V qUe aI **> A*» el inciso s - ¿ 

Zarf^P ^ CIVH; ** 10 correTpoLido 

to> presentados para demostrar la falsedad de! título no *e re- 

3ado ^ hed **' de !as ^«tancia. «jue le han 

El artículo 270 de la ley Nacional de Procedimientos ad- 
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nite corno excepción en el juicio ejecutivo la de falsedad del 
titulo; y la ley española de enjuiciamiento establece en su arti- 
culo 1464, inc. i.* que es admisible en el juicio ejecutivo la 
excepción de faltedad de titulo ejecutivo o del acto que le hu- 
biera dado fuerza. 

Sobre cate punto bay, pues, una diferencia substancial 
entre ambas leyes: por la nuestra no puede alegarse como ex- 
cepción la falsedad del acto que hubiese dado fuerza ejecutiva 
al titulo. Y esto último es, sin embargo, lo que, bajo ciertos as- 
pectos pretende la parte ejecutada, en contra del texto de la ley 
de la jurisprudencia y la doctrina. 

Es de jurisprudencia constante que la excepción de fal- 
sedad que autoriza el artículo 270 ley de procedimientos fede- 
rales se confiere sólo al titulo con que se ejecuta y no al acto o ac- 
tos que le dan origen. — En esta virtud, reconocida la auten- 
ticidad del documento en que se funda la ejecución, reconocida 
que no e* falso, la excepción de falsedad debe rechazarse, por- 
que ella no puede fundarse en la misma causa de la obligación 
— Carette. — Diccionario de Jurisprudencia Argentina, tomo 
II. — Juicio Ejecutivo, números 1852 a 1854, 1871, 1900, — 
Suprema Corte, tomo 25, página 495; tomo 70, página 304 y 
416. — Cervantes, libro III, juicio ejecutivo número 1200. 
i De acuerdo con tos principios que acaban de establecerse, 
resulta que está fuera de lugar la excepción de falsedad, por 
cuanto la parte que la opone no desconoce la autenticidad de 
las resoluciones de carácter público que sirven de fundamento 
a la ejecución, desde el momento que ell decreto del Poder Eje- 
cutivo que manda pagar d impuesto y que declara la multe, y 
que la liquidación practicada, son actos oficiales, públicos y au- 
ténticos. 

Objetar la exactitud de la liquidación, — impugnar la 
legalidad del decreto que ha dado origen al juicio ejecutivo, 
sostener que ha debido ocurrirse ante los tribunales ordinarios 
para obtener allí la aplicación de la multa, son extremos que, 
aun suponiéndolos verdaderos y probados, no inducirían la 
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/otorfarf <fc/ n/tt/^ su autenticidad, sino que afectarían a 
causa. 

Luego la excepción de falsedad no tiene baae. 

5-" Que en cuanto a las otras excepciones deducidas por 
el ejecutado de pago pardal, compensación y violación de las 
forma» del jukk>, el fallo apelado 1* estudia y resuelve acer- 
tadamente, raaon por lo que el tribunal acepta sus conclusiones. 

an^V?- ^J*"?*** 8 y fundamentos de la sentencia 
ape ada de fojas 58, se la confirma, con costas. Notifiquese, de- 
vuélvate y repóngase el sellado ante el inferior. 

Agustín Urdinarraí*. — Angel D. 
Rojas. 




PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Abts, Jm|« 4 ét MM. 



Vistos y considerando: 

Que los tribunales federales son competentes ratúme mate- 
nae para conocer de) presente caso, dado que sino todos, algu- 
nos de los actos denunciados como contrarios a la ley 4027 
han temdo lugar en esta capital, y no se trata de mfracciones 
cuyo conoc,m«nto corresponde, por disposiciones legales es 
Pemles, a los jueces del fuero común de la misma capital (ar- 

Págma 15 y otros) nt de causa de jurisdicción concurrente 
regida por la ley número 037. 

Q»e no se opone a ello el auto de fs 384 vta. del expedien 
te acompañado ^'Procurador Fiscal contra* Caja Interno- 
nal Mutua de Pens.ones sobre cobro de multas", por el cual se 

diendo de la actrfud asumid, por he partes en ese jutóo y en 
el postenor que se snjuió ante el juzgado de 1/ instancia de lo 
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civil de tm capital, a cargo del doctor Emilio Giménez 2apÍo!a, 
también acompañado, las resoluciones relativas al fuero fede- 
ral no adquieren, con arreglo a lo reiteradamente resuelto, el 
valor y efectos de la ce ?a juagada antes de que esta Corte se 
^^«wwciado al respecto (Fallos, tomo 18, página 227 y 

Que es innecesario entrar en el examen del carácter y efec- 
tos de las resoluciones administrativas condenatorias a que se 
refiere el artículo 78 de la ley número 4927, porque en el caso 
**b jutke, el mismo Poder Ejecutivo y su representante en 
juicio han dado al decreto de fs. 112 vta. y a la liquidación de 
fs. 107 d valor de simple título ejecutivo para demandar a la 
Caja Internacional Mutua de Pesiones, dejando a esta en con- 
diciones de hacer valer sus defensas en el juicio ejecutivo y 
más ampliamente en el ordinario que puede seguirle. 

Que el decreto y liquidación aludidos, que constituyen pie- 
zas de un expediente administrativo relacionados con el cobro 
dé las rentas de la Nación, son instrumentos públicos (inciso 13, 
articulo 86,' Constitución Nacional y artículo 079, inc. 2.', Có- 
digo Civil), y en tal concepto, -con arreglo a la jurisprudencia 
establecida, tiene el mismo valor que las escrituras públicas 
mencionadas en el inc. 3. del articulo 249, ley 50 y traen apa- 
rejada ejecución. (Fallos, tomo 86, página 294, y otros). 

Que fuera de casos especiales, como el resuelto en el fallo 
del tomo 73, página 248 en que debió tomarse en cuenta lo dis- 
puesto por el artículo 1425 del Código Civil, la excepción de 
inhabilidad debe fundarse en que el instrumento respectivo no 
es de los previstos en los artículos 248 y 249 de la ley 50 citada. 

Que en estas condiciones no se encuentran las defensas que 
bajo la denominación de inhabilidad de titaSo se opusieron en 
el escrito de fs. 12, a saber, la resolución anterior de la Admi- 
nistración General de Contribución Territorial, Patentes y Se- 
llos, favorable a la Caja Inteniadonal Mutua de Pensiones y 
el principio de la no referoactividad de tas leyes y decisiones ad- 
ministrativas y judicial, toda vez que aquellas, cualquiera 
que sea su mérito, son de fondo. 
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Que la ley española de enjuiciamiento civil, aparte de la 
diferencia con la nuestra apuntada en el voto de disidencia de 
fs. 82, distingue entre la nulidad de una obligación o titulo y 
la falta de fuerza ejecutiva en el titulo, ya por defectos ex- 
trínsecos, ya por no haber vencido el plazo, o no ser exigible 
la cantidad o ser ilíquida (articulo 1467, inc. 1/ y 2. # ). 

Que así, sólo concediendo que los términos inhabilidad y 
nulidad son sinónimos, podría conceptuarse que el primero au- 
toriza las defensas de fondo, sobre la validez intrínseca de un 
acto; pero esto sería contrarío a lo dispuesto en la última par- 
te del articulo 270, en cuanto permite alegar la nulidad de la 
ejecución por violación de las formas establecidas para ella y 
no por otras causas. 

Que con el calificativo de excepción de falsedad !a ejecu- 
tada ha alegado: Que la liquidación de fojas 107 del Contador 
Linares no fué aprobada por el Poder Ejecutivo; que ella no 
responde a las constancias de k. contabilidad de la Caja; que 
no se ha tenido presente la salvedad ordenada por el Poder Eje- 
cutivo respecto de los suscriptores de pago integro; que se 
han incluido los contratos celebrados fuera de la capital y en el 
extranjero, que están exentos del pago de sellos y que los de- 
cretos del Poder Ejecutivo de 7 de marzo y 9 de septiembre de 
1907 y la liquidación de fojas 107 no son instrumentos qué 
traen aparejada ejecución. 

Que además de lo dkfio antes en lo que hace a la proce- 
dencia de la ejecución del punto de vista de los artículos 248 y 
249 de la ley 50, es de observarse que si bien el decreto de fo- 
jas na vta. no aprobó expresamente la liquidación de fojas 107, 
esa aprobación existe» desde que se ordenó, con referencia a 
aquélla, que el Podr Ejecutivo iniciara las accicces del caso 
contra la aja Internacional Mutua de Pensiones. 

Que en cuanto a las otras defensas, no entran en la ex- 
cepción de falsedad u otras de las autorizadas por el artículo 
270 de la ley citada, pues «no se desconoce la autenticidad del 
decreto y liquidación en cuestión, como lo dice acertadamente 
la sentencia de fojas 77. (Fallos tomo 25, página 495) tj por- 
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que las cuestiones sobre inconstitodonalidad o ilegalidad de 
actos del Poder Ejecutivo concernientes a la recaudación de 
las rentas, son muy diversas de las de pago, fuerza o miedo, etc., 
enumeradas en dicho articulo. 

Que en este orden de ideas, háse considerado improceden- 
te la excepción de falsedad en casos en que se alegaba que los 
documentos otorgados por el Poder Ejecutivo de una provincia 
lo habían sido con violación de las leyes locales. (Fallos, tomo 
79. páginas 394 y 416"; tomo 93, pagina 442). 

Que si en los conceptos de inhabilidad y falsedad estuvieran 
comprendidos los motivos de fondo que, con sujección al dere- 
cho común o al derecho público, pueden hacer anulante o ine- 
ficaz un instrumento, no se explicaría que el artículo 370 dijera 
que las excepciones que él menciona son las únicas admisibles, 
ni la especificación de éstas, y habría sido en realidad inútil el 
juicio ordinario, salvo en la concerniente al mayor termino de 
prueba. 

Que en lo que atañe a las excepciones de pago parcial, 
compensación y violación de las formas del juicio, la sentencia 
de fojas 58, confirmada implícitamente en esa parte por la de 
fojas 77, es arreglada a derecho al aceptar las dos primeras y 
rechazar la tercera. 

Por estos fundamentos, se modifica la sentencia recurrida 
declarándose que debe llevarse adelante la ejecución por la can- 
tidad demandada, con las deduciones expresadas en la sentencia 
de fojas 58. Notifiquese con el original y devuélvase, debiendo 
reponerse los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo.— Nicanor G. del 
Solas. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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Binar A. With y Cía. contra don Alfredo Rodrigues Rosas, 
sobre cumplimiento de contrato. 

Sumario : t * No procede el recurso extraordinario del artículo 
14. ley 48 contra una resolución que deniega el fuero fede 
ral (|iie se había fundado, no en la naturaleza de la causa, 
ni en la calidad de las partes, sino en una cláusula del con- 
trato, según la cual se sometía a la jurisdicción de los jue- 
ces federales de la capital, toda diferencia que surgiera 
entre las partes; y en disposiciones del código civil, cuya 
interpretación y aplicación son extrañas al expresado 
recurso. 

2: Son extemporáneas a las fines del mismo recurso las 
prescripciones legales citadas al interponerlo y en el memo- 
rial presentado ante la Corte Suprema. 

Case : Resulta del siguiente : 



FALU DE LA CORTE SUPREMA 

Dataos Air**, Junio 4 <« 1»U. 

Vistos y considerando: 

Que denegado el fuero federal que opuso como excepción 
de incompetencia el demandado, éste lia interpuesto a fa. 57 
vta. y le ha sido concedido el recurso extraordinario previsto en 
el articulo 14, inciso 3.' de la ley de 14 de septiembre de 1863. 

Que según esa disposición legal, para la procedencia del re- 
curso es indispensable que el privilegio desconocido por el Su- 
perior Tribunal de que se apela, haya sido fundado en alguna 
claufula de la Constitución, tratado o ley especial del Congreso. 



Que no es el caso de autos, pues que el derecho al fuero 
federal pretendido por el representante de! demandado, se lia 
basado, no en h naturaleza de la causa, ni en la calidad de las 
partes, sinó en la cláusula 6." del contrato según la cual "se elige 
por las partes contratantes para toda diferencia que pudiera 
•urgir de tos clausulas de este contrato la jurisdicción de los 
jueces federales de la capital federal" y en los artículos 1231 y 
1235 del código civil cuya interpretación y aplicación son ex- 
trañas al recurso extraordinario interpuesto (artículo 15, ley 
número 48; fallos, tomo 97 pagina 285). 

Que las prescripciones legales citadas con posterioridad a 
la resolución del tribuna!, o sea. al interponer este recurso, fs. 7,7 
vuelta y en el memorial de fs. 63 lo han sido extemporáneamen- 
te a los fines del mismo. (Fallos, temo 75, página 183 y 404; to- 
mo 104, página 146; tomo 112, página iíí6). 

Por «lio, oido el señor Procurador Federal, se declara un 
pro- oJente el recurso interpuesto. Kotifíquese y devuélvase de- 
biendo ríjionerse los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — M. P. D.Vract.— 
D. E. Palacio. — í_. López 
Ca ban illas. 
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Don Fortunato Piilero y otro en ¡os autos seguidos por el Fe- 
rrocarril del Rosario a Puerto Belgrano contra Pinero, La- 
cróse y Gomóles, sobre expropiación; recurso de reposi 
ción. 

Sumario : i.'—De los fallos o reíotocicnes de la Corte Suprema 
no procede el recurso de revocatoria. 
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. a ,T~ En „ ,os recursos »»«ho por apelación denejraia. 
la Corte Suprema tiene establecido en varios felfa, que a 
».n de evitar a tes litigantes mayores gastos con alegaao- 
nes .nut.les sobre punto, de derecho ya debatido, en 2 ns- 
fanc,a^níerK>rcs procede la apertura del recurso denegado 
y la deas,,» simultánea del asunto controvertido. 

3 °-€n d recurso extraordinario autorizado por el ar- 
T^t^Lf' "° * penB|4ido » b Suprema tomar 

tLZ &,< ^ZlT t®»**** Constitución, 
tratado o ley federal que la, que fueron invocadas en las 

instancias mfenore, y desconocidas en ta sentencia que se 
recurre, ni estatuir sobre puntos de hecho. 

Cas ti J^T te ' ¡f^P deI íaHo * ,a °** 

22 I2f ™ í. 1 **"" 390 del tomo n8. pidió revo- 
SSSS^ fD,Kh<Jo « V. «, se habia dado al ex- 
pedente seguido con mot>vo del recurso de hecho oor ane- 

7" ?*t"¡S^ d trámí,e ^ * | 

Fallo de la corte suprema 

** - ■ 

"""" j»n« 4 <U NU. 

Autos, vistos y considerando: 
Que de los fallo, o resoluciones de la Corte Suprema no 
Z- t^?J e . T ™ C *™ ° ^sideraciónlter^.e" 

tomn^é^S 1<V 27 (Fa,k>8 ' «*»<> '9, Página 3»- 

tomo 35. pagina 303 y otro,). 6 J 

a la irt^SÉ*? *" de q« con arreglo 

a la jn.rr^prudencia establecida en recursos de hecho por apela- 

c.on denyrf.es admisible h» declaración .obre apeara dd 

recurso denegado y 1» decisión simultánea dd aJuT ™t„T 

vertido, a f,n de evitar a fas luigantes.^s Sgg 
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gaoones mutiles, sobre puntos de derecho ya debatidos en las 
instancias inferiores. (Fallos, tomo 118, página 292 y otros.) 

Que aplicando lo dispuesto en d artículo 14 de la ley rumie • 
no 48, se ha establecida igualmente que en ese recurso extraor- 
dinario no es permitido a esta Corte tomar en consideración 
otras disposiciones de la Constitución, tratado o ley federal que 
las que fueran invocadas en las instancias inferiores y descono- 
cidas en la sentada que se recurre, pronunciada por la Cámara 
Federal del Rosario. (Fallo antes citado) ni estatuir sobre pun- 
tos de hedió como tos mencionados, acerca del mejor derecho 
sobre la propiedad de cuya expropiación se trata, ni otras com - 
probaciones de igual naturaleza. (Faltos, tomo 6a, página 274 

Por ello no se hace lugar a lo solicitado.— Xotif iquese ori- 
ginal y archívese, previa reposición del papel. 

Nicanor G. del Solar. — M. P. 
Daract. — D. E. Palacio. 



CAUSA CCCLII 



Ferrocarril Central Argentino, en autos con don José M. Yañis, 
por daños y perjuicios. Recurso de hecho. 

Sumario : Xo procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, contra una sentencia fundada en disposiciones del 
derecho común, (artículo 183 del código de comercio>, y 
que no desconoce títu!o alguno, exención o privilegio que se 
hubiera apoyado en prescripciones constitucionales o leve* 

especiales. 



Caso : lo explican las piezas siguientes. 
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DICTAMEN DEL Sf. PROCURADOR GENERAL 



bmbm aiim. a cato « 4, rao. 

Suprema corte : 

El presente recurso de apelación ha sido bien denegado, en 
razón de no encuadrar en Jas leyes 48 y 4055. 

El caso aub judke ha versado sobre una acción de daños y 
perjuicios instaurada contra la empresa de! Ferrocarril Central 
Argentino. 

Ahora bien, las responsabilidades que se contraen por vir- 
tud de aquel convenio están regidas por el Código de Comercio, 
a cuyas prescripciones se remite d articuló 50 de la ley de Fe- 
rrocarriles. 

Por otra parte, el demandado al evacuar el traslado de la 
demanda ha pretendido rechazar la acción promovida, fundándo- 
se en lo preceptuado por el art. 183 del referido Código; cuyas 
argumentaciones fueron desvirtuadas por los fundamentos de la 
sentencia apelada, dando rugar la condenación al pago de tos 
danos y perjurio* fe «al. constituyendo tí objeto principal del 
pleito .solo reqtnrfó para su decisión la aplicación del art. 183 
del código de comercio. J 

El asunto, pues, 00 ha versado, en el fondo, sobre la con- 
troversia de cláusula, tratado o ley a que se refiere el artículo 
14 inciso 3: de la ley 48. ¡ 

Por e!to, pido a V. E. ¡se sirva declarar bien denegado el 
recurso interpuesto, disponiendo vuelvan los autos al tribunal 
d<? su procedencia. 



Julio Botet. 
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Pí* 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Rué*» AJrtt, )mmk> 5 * IIU 



Autos y vistos: 

El recurso de tiecfeo por apelación denegada interpuesto por 
la Empresa del Ferrocarril Central Argentino contra la senten- 
cia de la Cámara de Apelaciones en k> comercial de la capital 
en la causa seguida con don José M. Yafiis, sobre daños y per- 
juicios. 

Y considerando: 

Que según resulta de los autos que corren agregados sin 
«cumularse» remitidos por vía de informe, se trata en el caso 
de una demanda derivada de un contrato de transporte de ha- 
cienda en la que d actor redamó de la Empresa del Ferrocarril 
Central Argentino una indemnización de darlos y perjuicios por 
la muerte de varios animales y el mal estado en que llegaron 
otros a su destino, a lo que se ha opuesto la demanda negando 
la responsabilidad de los hechos que pudieran haber causado el 
perjuicio y sosteniendo a la ve*, que cualquier acción que hubie- 
ra podido corresponder contra ella habría caducado con arreglo 
al precepto del articulo 183 del código de comercio, por no ha- 
berse intentado dentro (le las veinticuatro horas siguientes a !a 
entrega de la hacienda. 

Que trabada la litis en estos términos, tanto la sentencia de! 
inferior de fs. iai como la que se ha pronunciado por la Cáma- 
ra de Apelaciones y de la que se ha recurrido ante esta Corte, se 
fundan en disposiciones del derecho común y no desconoce títu- 
lo alguno, exención o privilegio que el apelante hubiera funda- 
do en prescripciones constitucionales o leyes especiales que pu- 
dieran autorizar dicho recurso extraordinario, previsto por el 
articulo 14 <le la ley número 48. — Fallos, torno. tí6, pág. 436 
y otros. 
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Por ello, y de conformidad con k> expuesto y pedido por el 
señor Procumdor General, «* declara bien *mg$> dic£ re 

v. e ndose los autos prmapales con testimonio de esta «solución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola*. — M. P. Daiact. — 

D. E. Palacio. — "t. Ló Pez 
Cabanillas. 



CAUSA CCCLIII 



Don Ricardo Dios, contra la provincia de Santa Fe, por cobro 
de pesos.-— Incidente sobre desembargo 

Sumario : Es embargable un terreno de propiedad de «m pro- 
vincia, adquirido por expropiación con el objeto de leva», 
ter un edificio para ama oficina pública. (En el caso a la 
fecha del embargo, no se había construido el edificio, ni se 
encontraba en ese terreno el asiento de la oficina.) 

Caso : El terreno fué expropiado por el Gobierno de Santa Fe 
por causa de utilidad pública, expresándose en la ley respec ' 
t.va de expropiación, y en el decreto del Poder Ejectivod 
destino que se daba a ese inmueble. AHI se había comenaa- 
do a acumular materiales y elementos de construcción para 
el edificio de! Dqiartamemo Central de Policía del Rosario 
i<egun manifestación del ejecutado. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, Junio 9 de 1911 

Y vistos: 

El incidente «obre desembargo solicitado a fojas 172 por 
el representante de la provincia demandada en estos autos. 

Y considerando: 

Que según resulta de la diligencia de fojas 168, el bien de 
que se trata y sobre el que se ha trabado el embargo ordéna lo 
a fojas 164 vta. se compone de una manzana de tierra situada 
en la ciudad del Rosario, limitada por las calles San Lorenzo, 
Santa Fe, Dorrego y Moreno. 

Que sí bien este terreno ha sido expropiado por el Gobier- 
no de Santa Fe. con destino a la construcción de un edificio para 
el Departamento Central de Policía de aquella Ciudad, en la 
fecha de su embargo, no se había construido dicho edificio ni se 
encontraba en ese terreno c! asiento de las oficinas de aquella rc- 
partieión, según se desprende de lo manifestado en el escrito 
mencionado de fojas 17a, de lo que se deduce que con el embar- 
go y venta de ese inmueble no se perturba o impide el funcio- 
namiento actual de ninguna institución administrativa y que no 
son por k> tanto de aplicación al caso las disposiciones del Có- 
digo Civil citadas. 

Que así lo tiene establecido esta- Corte Suprema en otro in- 
cidente análogo, sobre ejecución del mismo inmueble, declarán- 
dose entonces que lo dispuesto por la Constitución de la Provin- 
cia que se invoca también en el presente, oarece de eficacia, sin 
renuncia por parte del acreedor, por citante» con arreglo a lo es- 
tablecido por el citado Código Civil, artículos 32, 42 y 43, la i 
personas jurídicas entre las que están incluidas las Provincias, 
pueden ser demandadas por acciones civiles y hacerse ejecución 
de sus bienes, lo que debe prevalecer sobre lo dispuesto én la 
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tomo 103, páginas 373 y 1 13, pá- 
gina 158. 

Por l!o no se hace lugar al desembargo solicitado, Notifí- 
cese original y repóngase el papel. 

A. BERMEJO. — NlCAKOR G. DFX 

Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio . — L. López 
Cabaxiixas. 



CAUSA CCCLIV 



Municipalidad de h Capital, contra el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, sobre cobro d e pesos por afirmados. Excepción de 
inhabilidad de titulo. 

Sumario : La semencia de trance y remate no reviste el carác- 
ter de definitiva en el sentido del articulo 14 de la ley nú- 
mero 48 a los efectos de hacer procedente d recurso autori- 
zado por el artículo 6.° de la ley número 4055. 

Caso : Resulta del siguiente : 



FALLO DE tA CORTE SUPREMA 

•mm Alnt. Joftto II U m. 

Y vistos: 

El recurso extraordinario del artículo 14, inciso 3." ley nú- 
mero 48, interpuesto por la Empresa del Ferrocarril Central 
Argentino, contra sentencia de la Cámara Primera en lo Civil 
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de la Capital, que manda llevar adelante la ejecución promovi- 
da por la Municipalidad, sobre cobro de pesos, por afirmados y 

Cosiderando: 

Que las excepciones de inhabilidad de titulo y de pago opues- 
tas, han sido resueltas aplicando, tan sólo leyes locales que no se 
las ha impugnado como contrarias a la Constitución, tratado o lev- 
federal, sosteniéndose, únicamente, por la Empresa, que no de- 
be abonar el pavimento del frente de su* propiedades que se le 
cobra porque esté exceptuada de ello, en virtud de lo dispues- 
to por el articulo 8.° de la ley 5315, 

Que aunque asi no fuera, y cualquiera que sea el valor de 
la alegación de que se ha hecho mérito, desde el momento que 
ella ha sido formulada en la tramitación de un juicio ejecutivo 
o de apremio, no puede provocar pronunciamiento definitivo 
que decida de un modo final la cuestión suscitada, puesto que 
ia sentencia que resuelve tas excepciones opuestas no causa 
instancia al respecto, quedando el juicio ordinario en el cual 
aquélla puede ser ampliamente ventilada ante loa mismos tri 
bunalcs, pegón lo dispuesto por el artículo 500 del Código de 
Procedimientos de la Capital, incorporado ál procedimiento fe- 
derol por Jey número 3981. 

Que en tales condiciones, el expresado pronunciamiento de 
que se recurre no reviste en el caso el carácter de definitivo én 
el sentido del artículo 14 de la ley de jurisdicción y competen- 
cia a los efectos de hacer procedente el recurso autorizado por 
el articulo 6. # de la ley número 4055. (Fallos, tomo 97, página 
51; tomo 100, página 252; tomo n8, página 045.) 

Por ello se declara no haber kígar al recurso interpuesto. 
Notifiques© original y devuélvase reponiéndose los sellos ante 
el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solai. — M. P. Daiact. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caramillas. 
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CAUSA CCCLV 



Municipalidad de la Capital, contra la Empresa del Ferrocarril 
del Oeste, Sobre cobro de pesos por afirmados. Excepción 
de inhabilidad de titulo. 

Sumario: No reviste el carácter de definitiva en el sentido del 
artículo 14 de la ley tiúniero 48, a los efectos de hacer pro- 
cedente el rcurso autorizado por el artículo 6.° de la ley 
4055. la sentencia de trance y remate que según la ley pro- 
cesal respectiva no pone fin al pleito. 

Caso : Resulta del siguiente : 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

«Botaos Alrts, justo 11 étitu 

Y vistos: 

El recurso extraordinario del articulo 14, inciso 3/, ley nú- 
mero 48, interpuesto por la Empresa del Ferrocarril del Oeste, 
contra la sentencia de la Cámara Segunda en lo Civil de la Ca- 
pital, que manda llevar adelante la ejecución promovida por la 
-Municipalidad sobre cobro de pesos por afirmados, y 

Considerando : 

Que la excepción de inhabilidad de titulo opuesta ha sido 
resuelta aplicando tan sólo leyes locales que no se las ha impug- 
nado como contrarias a la Constitución, tratados o ley de carác- 
ter federal sosteniéndose, únicamente, por la Empresa, que no 
debe abonar el pavimento que se le cobra en virtud de lo dispues- 
to por el artículo 8.° de la ley número 5315. 



1 
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Que aún prescindiendo de tal consideración, y cualquiera 
que a» el valor de la alegación de que se ha hecho mérito, des- 
de el momento que ella ha sido formulada en la tramitación de 
un juicio ejecutivo o de apremio, no puede provocar pronuncia- 
miento definitivo que decida de un modo final !a cuestión sus- 
citada, puesto que la sentencia que resuelve la excepción 
opuesta, no causa instancia a! respecto, quedando el juicio ordi- 
nario, en el cual aquélla puede ser ampliamente ventilada ante 
los mismos tribunales, según lo dispuesto por el artículo 500 del 
Código de procedimientos para b Capital, incorporado al proce- 
dimiento federal por la ley número 3981. 

Que en teles condiciones, el expresado prontmeiaminto de 
cnie se recurre no reviste en el caso el carácter de definitivo én 
el sentido del artículo 14 de la ley de jurisdicción y competen- 
cia a los efectos de hacer procedente el recurso autorizado por 
el artículo 6. a de la ley número 4055. (Fallos, tomo 97, página 
91 ¡tomo 100, págma 252; tomo 116, página 279; tomo 118, pá- 
gina 235) 

Por ello se declara no haber lugar al recurso interpuesto. 
Notifiquese original y devuélvanse, reponiéndose los sellos ante 
el inferior. 

A. Bermkjo. — ÑicAmqr G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA CCCLVI 



Municipalidad de San Fernando, contra la Empresa del Ferro- 
carril Central Argentino, por cobro ejecutivo de pesos Ex- 
cepción de inhabilitad de titulo. 



- . 
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Sumario : i.*— Tiene el carácter de definitiva a los fines del re- 
curso extraordinario del articulo 14, ley 48, una sentencia 
mandando llevar adelante una ejecución por cobro de im- 
puestos, que no contiene declaración alguna en otro sen- 
tido. 

2. — El artículo 8." de la ley 5315, no exime a las empre- 
sas ferroviarias de la obligación de pagar los impuestos 
de alumbrado y limpieza. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUKZ DE I.' INSTANCIA EX LO CIVIL Y COMERCIAL 

(BLE NOS AIRES) 

U Plata, lulo 5*1115. 

Y vistos: resultando: 

Primero :— Que a fojas 4 se presentó don Emiliano Guz- 
mán en representación de la Municipalidad de San Fernando, 
entablando acción ejecutiva contra la Empresa del Ferrocarril 
Central Argentino por cobro de la suma de cuatro mil ciento 
setenta y seis pesos moneda nacional, procedentes de los servi- 
cios de alumbrado e higiene prestados en las estaciones de di- 
cha Empresa denominadas. San Fernando Oeste; San Feman- 
do Este y Victoria desde el año 1902 hasta esa fecha, cuyo cré- 
dito está justificado con la liquidación que acompaña, suscripta 
por el Tesorero Contador, y que es copia fiel de las constancias 
de los libros respectivos de aquella Municipalidad, y pide que 

oportunamente se le condene al pago del capital, reclamando sus 
intereses y costas. 

Segundo.— Que librado mandamiento de ejecuc¡ó:i y em- 
bargo, dio el resultado que expresa la diligencia de f«. 9 vuelta 
y 10 y practicadas las aeraciones de fs. 14 a 36,, se citó de re- 
mate a !a empresa ejecutada a fs. 36 vuelta. 

Tercero.— Que a f s. 38 se presentó don Pedro Giménez Ma- 
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rillo> en representación de la referida Empresa, oponiendo U 
excepción de falta o inhabilidad del título, fundado en las si- 
guiente* consideraciones: 

Que el titulo con que inicia la ejecución» se funda en una 
disposición de !a ley orgánica de las Municipalidades de Buenos 
Aires, que en el articulo 52 inciso i? y 6.° declara impuestos mu- 
nicipales los de alumbrado y barrido y de acuerdo con el cual la 
Municipalidad de San Fernando, tiene dictadas ordenanzas en 
las cuales x reglamenta el costo de esos impuestos. Que si bien 
es exacto, que en los recursos de las Municipalidades de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, existen los referidos impuestos, es tam- 
bién cierto, que no pueden cobrarlos a aquellas entidades que se 
hayan especialmente exceptuadas del pago de esos impuestos, 
en cuya situación se encuentra di Ferrocarril Central Argenti- 
no, que habiéndose acogido a la ley 5315 se halla ampara lo por 
el art. 8." de la misma. 

Que, se Iba dicho, que como la contribución que se exige 
para pagar tí alumbrado e higiene no ingresa a las arcas de la 
comuna, no se trata de un impuesto y si de un sen- icio cuyo 
costo se invierte en el pago de aquellos, concurriendo los que re- 
sultan beneficiados, pero que al argumentar asi, se olvida o des- 
conocen los antecedentes de la ley número 5315 ouyo significado 
e interpretación se desnaturaliza. Que la falta de uniformidad 
y de estabilidad de nuestras leyes, tanto en ferrocarriles como 
en impuestos era un grave inconveniente para atraer nuevos ca- 
pitales extranjeros, o alentar a los capitalistas nacionales en in- 
versión» de esta naturaleza, que fué en este orden de ¡deas en 
inversiones de esa naturaleza, y que fué en este orden de ideas 
en que el Diputado Emilio Mitre decía que en el articulo 8 ° de 
k '«y 5315 está consignada 1a reforma principal que el proyec- 
to contenía y que es la referente a la creación de un solo im- 
puesto de 3 o|o sobre las utilidades de cada empresa, exone- 
rándolas de toda otra contribución. Cita enseguida la discu- 
sión habida en la Cámara de Diputados, a ! tratarse la ley refe- 
rida, para llegar a la conclusión de que según la ley citada y lo 
que resulta de su discusión el propósito de ella es que los ferro- 
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carriles no pagaran sino un tres porciento del producto líquido 
que obtuvieran como única contribución y exonerándolas de toda 
otra contribución. 

Que ese propósito del Poder Legislativo de la Nación, que- 
daría desvirtuado aplicando la interpretación de la demanda, ya 
se considere el alumbrado o higiene como impuesto, servicio o 
de cualquier otra manera, porque lo cierto es, que ellos impor- 
tan una contribución cuyo pago se exige al Ferrocarril no obs- 
tante estar exceptuado. 

Que la ejecución cetnprende ira periodo de diez años atrás, 
y que en tal concepto la defensa opuesta fundada en la ley nú- 
mero 5315 que se dictó en 1907 no tendría eficacia para los años 
anteriores, pero que sin embargo el derecho de su mandante 
para oponerse al pago es igualmente fundado, porque aparte de 
hallarse amparada por la prescripción dei Código CivH, excep- 
ción que también opone, debe tenerse en cuenta, que las esta- 
ciones denominadas Victoria, San Fernando Este, y Oeste co- 
rresponden a la línea del antiguo Ferrocarril Norte de Bueno; 
Aires por ley de 27 de Junio de 1857, en bs mismas ¡condiciones 
que se acordaron al Ferrocarril del Oeste, pe* decreto legisla- 
tivo de 9 de Enero de 1854. Que en el contrato que celebró el 
Gobernador con don Eduardo Hopkuis, se estableció en el ar- 
ticulo 6.° que los valores de los muebles e inmuebles de la so- 
ciedad serán libres de contribución, estableciéndose igual cláu- 
sula en el artículo 9. del contrato que celebraron los mismos 
el 18 de Julio de 1859 y por decreto del Poder Ejecutivo de la 
Nación de fecha 11 de Enero de 1889, fue aprobada 1a transfe- 
rencia del Ferrocarril Norte al Ferrocarril Central Argentino, 

Que los privilegios acordados al Ferrocarril del Oeste, por 
decreto de 1854 eran por cincuenta años, de manera que to- 
mando como punto de partida la fecha de concesión al Ferro- 
carril Norte de Buenos Aires, en el año 1857, «** privilegios 
cesarían d año 1907, año en que se dictó 1a ley número 5515, 
de donde resulta que la Municipalidad de San Fernando, no ha 
podido cobrar impuestos al Fer r ocarril que representa. 

Que en lo que se refiere a la Estación San Fernando Este, 
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tampoco puede cobrársele impuestos porque las ordenanzas vi- 
gentes anteriores a 1907, establecen que el impuesto de barrido 
y riego solo se cobrará en las calles adoquinadas y es un hecha 
público, que la calle de dicha estación, no lo estaba en esa épo- 
y que en cuanto al impuesto de alumbrado, debe tenerse presen- 
te que las empresas están obligadas a iluminar sus estaciones se- 
el inciso 4» del articulo 5 de la Jcy número 2873. 
Pide que en definitiva se declare procedente la excepción, 
con costas a la parte adora. 

Cuarto.— Que corrido traslado de la excepción opuesta, fué 
contestada a f«. 43, pidiendo el rechazo, con costas, de U mis- 
ma y manifestando: Que las empresas acogidas a los beneficio? 
de la ley número 5315, no than sido exceptuadas del pago de 
los servicios municipales, que deben abonarlos como ¡os demás 
propietarios, en los centros «sítanos. Que al discutirse en el 
Congreso la ley invocada en su defensa por la demanda, se dejó 
bien establecido el alcance de Ja excepción contenida en el ar- 
ticulo &• de la referida ley, como puede verse en el diario de 
sesiones de la Honorable Cámara de Diputados* año 1907 ; y que 
además la Suprema Corte de Justicia Nacional ha establecido 
ya jurisprudencia, declarando que esa excepción no comprende 
los servicios comunales de empedrado, higiene etc., según puede 
verse en los folios que se registran en los tomos 1 13, página 165 
y 114, págma 298, 

Que si los privilegios acordados por el contrato de concesión 
al Ferrocarril Norte de Buenos Aires, hoy Central Argentino, 
cesaron el año 1907, como dice la demandada, sólo debe alx>nar 
a su mandante los «servicios municipales, desdé entonces hasta la 
fecha, o sea, cinco años, sin que pueda a .ararse en ninguna 
de las defensas alegadas. 

Y considerando : 

Primero.— Que la jurisprudencia de nuestros tribunales 
ha establecido uniforme y reiteradamente, que la excepción de 
inhabilidad de título, que autoriza el incido 4. del articulo 502 
del Código de Procs. inspirado en ¡a nueva ley espaíWa, solo 



w juma* pg la Hachón 127 

• 

puede fundarse en vicios del titulo mismo es decir, de la forma 
externa del instrumento que sirve de base a la ejecución, o bien 
en que el título presentado no se encuentra comprendido entre 
los que según el artícitfo 478 del mismo Código, traen aperejad* 
ejecución y en el presente caso, la excepción se funda en la fal- 
ta de derecho por parte de la Municipalidad de San Fernando, 
para cobrar impuestos a la empresa demandada, en virtud de !a' 
excepción establecida en Tas leyes y decretos de concesión y en 
la ley nacional número 5315 siendo entonces evidente que la ex- 
cepción no puede prosperar. 

Segundo.— Que no obstante lo expuesto en el considerando 
anterior analizando para mayor abundamiento la defensa opues- 
ta, forzó-» es llegar a la misma conclusión. En efecto: Al discu- 
tirse la ley nacional! número 5315 en el Honorable Congreso, se 
estableció por el miembro informante de la Comisión, Diputado 
Manuel Caries, que lo que se ha consignado en el articufo &•, 
son los impuestos de la Constitución, aquellos que tienen que ser 
pagados por todos y también por los ferrooarrites sino fuesen 
exonerados por la ley ; que los servicios de carácter comunal, 
que benefician a lo» ferrocarriles, por lo mismo que tienen un 
carácter particular, tos ferrocarriles particulares tendrán que 
abonarlos (Sesión del 24 de septiembre de 1907) y la Suprema 
Corte Nacional ha establecido a este respecto: "que si bien es 
cierto, que las palabras o conceptos vertidos en e¡ seno del Con- 
greso, con motivo de «na discusión de una ley son en general 
simples manifestaciones de opinión individual de las personas 
que Cas pronuncian. (Fallo, tomo 79, página 319). también lo es, 
que no puede decirse lo mismo de las explicaciones o aclaracio- 
nes Aechas por los miembros informantes de los proyectos o en 
los informes de las respectivas comisiones encargadas de su es- 
tudio, pues «ales explicaciones o informes contribuyen según la 
doctrina y la jurisprudencia una fuente propia de interpretación. 
(Fallos, tomo 33, página 228; tomo 100, página 51 y 337)". E 
interpretando el alcance de esta disposición, (artículo 8 ley 
35 «5) la misma Suprema Corte, ha detfarado que loa impuestos 
municipales de cuyo pago fueron exoneradas las empresas no 



m í 



MIA» m tA OOtTt «OMUIMA 



so* /o* provinientes de servicios comunales de limpieza, afirma- 
do, ele, que también deben abonar los ferrocarriles, (tomo 1 13. 
página 165 y tomo 114, página 398), interpretación que tam- 
bién debe darse a las otras disposiciones que menciona la em- 
presa para, fundar su excepción. 

T ercero.— Que también la parte demandada ha opuesto 
como defensa y en lo que se refiere a los impuestos correspon- 
dientes a los años de 1902 a 1907, la prescripción quinquenal 
que autoriza «£ articulo 4037 del Código Civil, defensa que 
tampoco ea admisible, porque la disposición del inciso 3 del re 
ferido artículo, es solamente aplicable en 1os casos en que exi..- 
la la obligación de pagar a ©lazos periódicos de un año o más cor- 
tos, no comprendierido entonces, a los impuestos muñidles, 
que según las disposiciones de la ley orgánica, deben estable- 
cerse anualmente y para regir únicamente durante el año en 
que se dicte b ordenanza, no (imponiendo un gravamen ni una 
obligación de carácter permanente o de carácter periódico, pues 
el impuesto nace y fenece en el mismo año, podiendo en el si- 
gílente aumentarse, disminuirse o suprimirse, Que por otra 
parte la jurisprudencia ha establecido que siendo la de satis- 
facer los impuestos irnmicipales, una oiíigadón personal, la pres- 
cripción que correaponde es la de diez años autorizada por el ar- 
ticulo 4023 del Código Civil, témino que no ha corrido en el 
presente caso. 

Cuarto.— Que Gas costas deben declararse a cargo del ven- 
cido de acuerdo con el articulo 541 del Código de Procedí 
miento*. 

Por estos fudamentos, fallo: rechazando la excepción de in- 
habilidad de título opuesta y en su consecuencia mandando lle- 
var la ejecución adelante hasta hacerse integro pago a la Muni- 
cipalidad de San Fernando del capital redamado, intereses v 
costas. Regulo el honorario del doctor Crispo en quinientos pe' 
sos y los derechos procniratorios del señor Guzmán en doscientos 
pesos moneda nacional!. Repóngase las fojas. 



Ante mi: Ramón V. Giménez. 



Alfredo del Campillo. 
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SENTENCIA DE LA CAMARA I ' DE APELACIONES DE LA PLATA 

U PUta. Scptk-fcre 34 é i IMS. 

Y vistos: 

Por sus fundamentos, se confirma en todas sus partes la 
sentencia apelada. Hágase saber y devuélvase. 

Agu¡lar.— Rute Gumasú.—Pantlwu. 
Ante mi. /fómiffo Etchcvcrry Bonco. 

FALLO DE LA CORTE Sl'PRE.M A 

Butsw Aira, Junio 11 de 1914. 

Y vistos : 

El recurso extraordinario del artículo 14 ley número 48. 
interpuesto por la Empresa del Ferrocarril Central Argentino 
contra sentencia de Ca Cámara Primera de Apelaciones de La 
Plata, <pie manda llevar adelante la ejecución promovida por la 
Municipalidad de San Fernando, Provincia de Buenos Aires, 
sobre cobro de pe*os por servicios de alumbrado e higiene. 

Considerando: 

Que dicha sentencia debe estimarse como definitiva a los 
fines del recurso traído ante esta Corte, por cuanto no contiene 
declaración alguna en otro sentido. (FaBos F tomo 1 13. pág. 165). 

Que la excepción opuesta al cobro que se persigue, consis- 
te según el recurrente en 96 excepción que acuerda a ta Empre- 
sa el articulo 8." «fe la ley nacional número 5315. 

Que tal defensa en los términos formulados, ha sido reite- 
radamente desestimada por el tribunal en casos análogos, según 
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puede vene en los fallos de los tomos 113: 165- 114:298- 115; 

174 y "86 - 116: 360 y 118: 268, cuyos fundamentos se reprodu- 
cen en lo pertinente. 

Por elk> y motivos concordantes de la sentencia apelada, se 
la confirma en la parte que ha podido ser materia del recurso.— 
Notifíquese original y repuestos (os sellos devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabaxillas. 



CAUSA CCCLYH 



Don Luis P. Tombo, en autos con don Domingo Tombo, sobre 
falsead de escritura. Recurso de hecho 

Sumario : La imerpretación y aplicación de la ley 3266, sobre re- 
cusación sin causa de miembros de la Corte Suprema, no 
impugnada como contraria a la Constitución Nacional no 
dan lugar al recurso extraordinario dvl artículo 14, ley 48 
Tampoco lo da la diversidad <le interpretación de esa ley por 
las Cámaras Federales de Apelación. 

Caso: Resulta del siguiente: 



fallo de la corte suprema 

SttMM Alrtt junio II dt Ittl. 

Autos y vistos: el recurso de queja por apelación denegada 
interpuesto por don Arturo Giménez Pastor, en representación 
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• 

de don Luis P. Tomba, contra sentencia de la Cámara FeJeral 

de Apelación de la Capital, en los autos seguidos contra don 

Domingo Tomba. sobre falsedad de escritura pública y nulidad 
de actos jurídicos. 

Y considerando : 

Que la queja por denegación del recurso del inciso 3. ar- 
ticulo 14, de la ley número 48, se funda en que la Cámara indi- 
cada ha rechazado la recusación sin causa deducida contra el 
camarista doctor VHlafañe desconociendo el derecho que el re- 
currente ha basado en la disposición del articulo 1." de ¡a lev 
nacional número 32G6. 

Que con arreglo a la jurisprudencia establecida por esta 
Corte, la interpretación y aplicación de esa ley de procedimien- 
tos no impugnada como contraria a la Constitución Nacional, 
no da lugar al recurso extraordinario previsto en los artículos 
14 de la ley número 48 y 6¿" «le la ley número 4055. (Fallos, 
tomo 110, página 175; tomo 115, página 62). 

Que no puede desvirtuar esa jurisprudencia la considera- 
ción relativa a la naturaleza de la ley numero 3266 que se cac- 
hea de orgánica, desde que las recusaciones de que trata están 
reglamentadas en la ley nacional de procedimientos de 14 de sep- 
tiembre de 1863. número 50. y ellas no afectan propiamente la 
organización de los tribunales federales. . 

Que en el mismo caso se encuentra la diversidad de interpre- 
tación de esa ley por las amaras Federales de Apelación de que 
se hace mérito, jorque ella no podría motivar, por si sola, una 
decisión de esta Corte, sin dar al recurso denegado un alcance 
contrario a mis fines y a las disposiciones de los artículos 14 y 15 

«le la ley de >urisd¡cción y competencia número 48, que lo re- 
glamentan. 

Por ello no se hace lugar a la queja que se deduce y archí- 
vese, reponiéndose el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del, 
Solar. — M P. Daract. — 
D. E. Palacio. - L. López 
Caba.niu.as. 
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Don Julio Sdnchcs Viamonte, en autos con ta Municipalidad de 
de Plata, sobre cobro de impuestos municipales 

Sumario : No reviste el carácter de definitiva a los fines del re- 
curso extraordinario autorizado por el artículo 14, ley 48 la 
sentencia de trance y remate que, según la ley procesal res- 
pectiva no pone fin al plei to. 

Caso ; Lo explican las piezas siguientes : 



VISTA DKL Sr. PROCURADOR GEXKRAI. 

AJm, St*ftta»rt IS di Wl 



Suprema Corte: 

rf 

El presente recurso de hecho que se trae ante V. E. en los 
presentes autos, ha sido bien denegado por d Superior Tribu- 
nal de la Provincia de Buenos Aires ( fs. 303), y así pido a V. E. 
se sirva declararlo mandando devolver los autos como corres- 
ponde. 

Sirvan de fundamento a esto, las siguientes considera- 
ciones: 

£ue en este juicio eok> se ha tratado de un apremio, 
juicio que, no «siendo definitivo, no ha resuelto ni podido resol- 
ver en tal carácter, ninguna cuestión de constitucionalidad o 
inconstitucional ¡dad propuesta o insinuada. 

a.°— Que además de haberse tratado exclusivamente de la 
aplicación de los procedimientos, legislación y Constitución lo- 
cal, quedó libre el camino al recurrente para requerir en juicio 
ordinario !a solución definitiva de cuestiones capaces de motivar 
este recurso y 
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3 "— Que e! texto d« los arte. 14 y 15 de | a ley 48 y 6.° de 
la 4055, asi como la jurisprudencia constante de V. E. (tomo 100 
pág. 252; tomo 107, pág. 308; tomo 113, pág. 190, y 115 página 
369) concurren decididamente en apoyo de lo que dejo pediuo. 



Julio Botct. 



f.\UW DE CORTE SUPREMA 



Atm. Julo 13 «t l$U. 



Autos y visto»: el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por el doctor Julio Sánchez Viamonte contra senten- 
cia de la Suprema Corre de Justicia de ta provincia de Buenos 
Aires en autos ejecutivos sobre cobro de impuestos municipales. 

Y considerando : 

Que al denegar el recurso para ante esta Corte se ha hecho 
constar a ís. 303 del expediente remitido por vía de informe, que 
el se ha mterpuesto en un juicio ejecutivo en el que, conforme al 
art. 51 1 de la íey procesal de la provincia, la sentencia no pone 
termino al pleito, puesto que tanto el actor como el ejecutado 
pueden promover el juicio ordinario. 

Que en tales condiciones la sentencia apelada no reviste e.' 
carácter de definitiva a los fines del recurso extraordinario pre- 
visto en el articulo 14 de la ley núm. 48 y 6.» de Ca ley núm. 4055, 
con arreglo a io dispuesto en la ley citada y lo reiteradamente re- 
sucito por esta Ccute. (Fallos, tomo ico. pág. a 5 a; tomo 107, 
pag. 308; tomo 113, pág. ,90; tomo 115. pág. 369, y otros. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
«ñor procurador ( general se dectera bien denegado el «curso. 
Repuesto el papel, archívese y devnxlvanse los autos principales 
con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Soua*. — M. p. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 

CABAKIttAS. 
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CAUSA COCUX 

Don Juan P Martínez en autos con el Conseja Nacional d* 
hducaaón, sobre cobro de impuesto a las sucesiones y mul- 
ta. Recurso de hecho. 

Sumario : |> Procede e! recurso extraordinario autorizado por 
el art. 14 de la ley 48. contra una sentencia que desconoce 
un derecho fundado en una disposición de la Constitución 
Nacional. 

2." El impuesto del art. 27 de la ley 4927 Y el establecido 
sobre los contratos de donación por la ley 4855. son de ca- 
rácter local, d.st.ntos de las contribuciones a que se refiere 
el art. 4." de la Constitución Nacional. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ DE I.' INSTANCIA EX LO CIVIL DE LA CAPITAL 

Butaot AIrt», Septiembre 28 d* 1912. 

'Autos y vistos: - Estas actuaciones iniciadas por el Con- 
ejo Nacional de Educación contra el escribano don Juan P 
Martínez por infracción a !a ley 4855. solicitando se condene 
al demandado a la reposición de seMos por valor de cinco mil 
ciento sesenta pesos moneda nacional, importe del impuesto que 
deb» ser abonado al otorgarse las escrituras de donación que 
menciona el representante del actor en su escrito de U. 3, y al 
pago del deouplo de dicha suma en concepto de multa. 

Y considerando: 

Que según e! informe del actuario, corriente a fs. 9. resulta 
constatado el hecho denunciado, en cuanto a! escribano Marti- 
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nez no ha agregado al protocolo ningún sello del Consejo Na- 
cional de Educación ; pero resulta también de dicho informe 
que el mismoescribano entendió pagar el impuesto correspon- 
diente a las donaciones de que se trata, agregando sellos equi- 
valentes a! tres por mil del valor de cada ama de ellas. 

Ahora bien, en cuanto al impuesto aplicable á las donacio- 
nes se ha producido !a duda respecto <lc su determinación, en 
virtud de que aparentemente, resulta legislado por dos leyes 
distintas, atabas en vigencia. La ley 4855 sujeta a las donacio- 
nes, en cuanto al impuesto se refiere, a una escala en relación al 
parentesco, y la ley 4927. .prescribe que se abonará el tres por 
mil del valor de la donación. 

¿Cuál de estas dos leyes debe observarse, a los efectos del 
jwgo del impuesto correspondientes a los contratos de donación? 

La ley 4855 sólo se refiere a !as sucesiones. Asi lo indican 
su titulo y cada una de sus disposiciones, ya que éste es su espí- 
ritu buscado en sus antecedentes que lian servido de base para 
su redacción y formación. En cambio, la ley 4927 ha tenido y 
tiene otro propósito muy distinto, pues, sólo se refiere a los ac- 
tos, documentos, obligaciones y contratos entre vivos, como lo 
son los de donación de que instruyen las escrituras públicas que 
expresa el escrito de fs. 3. 

Pero suponiendo que ambas leyes legislaron sobre un mis- 
mo impuesto aplicable a un acto, la duda sobre cuál de elia¿ 
debe observarse desaparece teniendo presente que es un princi- 
pio elemental de derecho que la ley posterior deroga las dispo- 
siciones incompatibles de la anterior. Y en cuanto a las dos le- 
yes en estudio, la derogación es en términos explícitos: el ar- 
ticulo 83 de la ley 4027 establece que qued-11 derogadas todas 
las disposiciones que se opongan a ella. 

En el caso de autos se han hecho dos argumentos capitales 
. en tí s**»* dc <l l * el demandado no ha podido tener dudas 
respecto al impuesto a aplicarse en las escrituras mencionadas 
en tí escrito de fs. 3. El primero se funda en la disposición del 
art 35 del decreto reglamentario de la Jey 40*7 que suspende- 
Ka efectos del art. 26 de dieba ley; y el segundo: en el hecho 
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de que «I escribano Martínez había ya oUado el impuesto de la 
'«y 4*55 *» uoa escritura de donación anterior a las que moti- 
van estas actuaciones. 

En cuanto al primer argumento, él es inconsistente desda 
el punto de visto legal, por la tenctta razón de que nunca el 
Poter Ejecutivo ha podido dejar sñi efecto una disposición 
contenida en una ley en vigor por un simple decreto, por el 
cual Ja reglamentación resulta con fuerza derogatoria de la ley 
misma o parte de ella. Los jueces, encargados de aplicar la 
ley en todos los casos sometidos a su resolución, no pueden, ni 
deben, resolver por lo que disponga un decreto del Poder Eje- 
cutivo, cuando el caso se encuentra resuelto . y determinado 
expresamente por la ley que rige la cuestión que se ventila. 

En lo que se refiere al segundo argumento, del certifica- 
do del actuario, corriente a fs. 32, resulta que si bien el escri- 
bano Martínez agregó en la escritura pasada al folio 12 10 del 
protocolo de! año 1907 los sellos del Consejo Nacional de Edu- 
cación correspondientes al impuesto creado por la ley 4855, 
también es cierto que agregó asimismo sellos equivalentes al 
tres por mil del vator de la donación a que esa escritura se re- 
fiere y que este último sello fué intervenido por la Dirección 
General de Rentas. 

La duda del escribano — resuelta entonces con el pago de 
dos impuestos — se explica ante ¡os términos de las leyes 
4855 y 49*7. amias en vigencia. Por otra parte la misma ley 
4927 prevé el caso de duda sobre su interpretación en el ar- 
tículo 77 y e! demandado en virtud de dicha disposición se so- 
i'Mió ai consejo de la autoridad qiw debía resolver la duda, 
i" certificado de la Dirección General de Rentas expedido en el 
solio que agregara entonces, es más que suficiente, atento lo 
prescripto por el citado art. 77, para eximir al demandado de 
toda responsabilidad y de ahí también que el escribano Mar- 
tínez cumpliera la ley en !o sucesivo de acuerdo con lo resuelto 
por la Dirección General de Rentas en el primer caso de clo- 
nación que se produjera en su registro después de la vigencia 
do las leyes 4855 y 4927. 
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Por último, siendo como queda demostrado, Ja ley de pa- 
pel sellado (número 4927) la que determina el impuesto que 
corresponde satisfacer en los contratos de donación, el escri- 
bano Martínez ha cumplido con Ja ley que debió observar pa- 
ra el pago del impuesto correspondiente a los contratos de do- 
nación expresados en el escrito de fs. 3. y no habiendo por lo 
tanto infringido disposición IcgaJ ajguna, corresponde el re- 
chazo de esta acción en todas sus partes. 

Por estos fundamentos y no obstante el dictamen fiscal de 
fs. 26, fallo: no ihaciendo Jugar a lo solicitado por el repre- 
sentante del Consejo Nacional de Educación en su escrito de 
fs. 3, sin costas, <tada -la naturaleza de la cuestión debatida. 
(Art. 221 Código de Proceditmcittos). 

Insértese en el libro respectivo, notifique el empicado Le- 
naty y en su oportunidad, archívese el expediente. — Aurelia- 
tío Gigctta. — Ante mi : Adolfo Rawson. 



VISTA DEL FISCAL DE CAMARA 

tetaos Afm. Maris 9 4* MI 

Excma. Cámara: 

V. E. y Ja 'Excito. Cámara Segunda han resuelto el año pa 
.«ado casos como el sub judicc de los escribanos Lalanne y 
García. 

Los dos tribunales han establecido que lo que corresponde 
es la agregación del sello que impone Ja ley número 4855, exi- 
miendo del pago de la multa al escribano. 

Sírvase V. E. pronunciarse en el mismo sentido. 

JOSÉ A. VIALE. 



RESOLUCION DE LA CAMARA 1* DR APELACIONES EN LO CIVIL 

DE LA CAPITAL 

Buenos Alrtt, Mario II útmx 

Y vistos: — Atento lo resuelto por el tribunal en caso; 
análogos, y de conformidad con lo expuesto por el señor fis- 
cal en su precedente dictamen, se revoca ol auto apelado de 
f& 33» declarándose que en el caso de la denuncia, correspon- 
de pagar al impuesto con arreglo a la ley número 4855, pero 
eximiendo al escribano demandado <le Ja multa que Je habría 
correspondido por la infracción. Dev. rep. los sellos. — Juárez 

Cdman. — Arana. — Wülmns. — Ante mi: Femando Klap- 
P embae h. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucom Aires, Junio 13 de 1914. 

Autos y vistos: 

El recurso de hecho por apelación denegada deducido por 
por don Juan P. Martínez contra la sentencia de la Cámara i¡? 
de Apelaciones e:i lo Civil de esta Capital pronunciada en !a 
causa promovida por el Consejo Nacional de Educación sobre 
sobro de impuestos. 
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Y considerando: 

Que según resulta de Jos autos principales remitidos por 
via de informe el referido Consejo, solicitó por intermedio de su 
representante (escrito de fojas 3) que previa comprobacioi. lo 
los hechos que menciona, se condene ai demandado al pago de 
ias multas de que se ha hedió pasible por el otorgamiento de las 
escrituras de donación que había autorizado como escribano 
público y rn su registro, sin cumplir por lo ordenado por la ley 
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numero _|8 55 ; a lo que se ha «puesto el demandado sosteniendo, 
entre otras defensas, que ¡a citada ley 4855 está derogada por 
la 4927 W lo concerniente al impuesto establecido por la pri- 
mera sobre los contratos <lc donación • que suponiendo que am- 
bas leyes subsistan, serian inconstitucionales porque resultarían 
dos impuestos sobre el mismo acto. !o que es contrario a un prin- 
cipio de equidad y en consecuencia a lo estatuido por el artículo 
4 de la Constitución ; todo lo que hace procedente el reiwso 
extraordinario deducido contra la sentencia de la Excma. Cá- 
mara 1.' de Apelaciones en lo Civil de la Capital, con arreglo 
a los términos del articulo 14 de la ley número 48, desde <l<ic 
en diclio fallo se desconoce un derecho fundado en la disposi- 
ción de carácter constitucional que se ha invocado. 

Que por lo que hace al fondo del asunto, por no ser necesario 
mayor substancia, dado lo extensamente alegado por las partes, 
es de observase que resolviendo causas análogas esta Corte tie- 
ne declarado que el impuesto del articulo 27 de Ja ley -número 
4927, ha sido sancionado tan solo para los bienes raíces situados 
en la Capital y Territorios Nacionales, e importa por !o tanto, 
un gravamen .local establecido por el Honorable Congreso, en 
uso de sus facultades que le confiere el artículo 67. inciso 14 
y 27 de la Constitución Nacional, distinto de las contribuciones 
a que se refiere el articulo 4 citado por el demandado. Fal!o, 
tomo 1 17. páginas 7 y 15. 

Que estas consideraciones son de aplicación en el caso «11* 
judice, en el que según queda relacionado se trata también del 
cobro del mismo impuesto sobre los contratos de donación que 
la sentencia apelada dispone que debe pagar el demandado con 
arreglo a la ley 4855, eximiéndole de la multo que le habría co- 
rrespondido por la infracción. 

Por ello, oido el señor IVocurador General, se confirma la 
sentencia apelada en la parte que ha podido ser materia del re- 
curso, o sea respecto a la ¿napücabUidad, en el caso, del articulo 
4 «le la Constitución Nacional. N'otifíquese original y repuestos 
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los sellos archívese, devolviéndose los autos principales al Tri- 
bunal de su procedencia con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicakor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA CCCLX 



Don Agustín R. Delgado, solicita posesión treintcnaria de un.i 
fracción de campo; sobre Jurisdicción originaria. 

Sumario : Una gestión judicial para el otorgamiento de un títu- 
lo supletorio sobre im bien raíz a mérito de la posesión 
treintcnaria. en que no ha habido oposición fiscal, no cons- 
tituye un juicio contencioso, y on cosecuencia. caso judi- 
cial en que la Corte Suprema pueda pronunciarse sobre la 
procedencia o improcedencia de la jurisdicción que se le 
atribuye. 

CaSo:l& explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL JUEZ DE Iv INSTANCIA EN LO CIVIL Y COMERCIAL DÉ 
GUALEGÜÁYtHU (ENTRE RIOS) 

Ouletuaycfcd. Agosto 25 * IM3. 

Y vistos: 

En la incompetencia de jurisdicción promovida por <lo:i 
Agustín R. Delgado, en autos sobre titulo supletorio; y 
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Resinando: i • Que en 27 de Febrero de iqo8 «1 alu- 
dido señor Agustín R. Delgado, se presenta al juez 'de I* ins- 
tancia en !o Civil de esta circunscripció.i solicitando título su- 
pletorio de una fracción de tierra, compuesta de dos mil sete- 
cientas veinticinco hectáreas, con cuarenta áreas», ubicada en 
el Distrito de Ceibas de este Departamento de Gualeguaychú, a 
mérito de la posesión trcititenaria que invoca como cesionario 
de don Domingo Leiva y de Juan Z. Arenas, acompañando ai 
efecto testimonio de las respectivas escrituras. En la miaña fe- 
cha se tiene por iniciada la correspondiente información y se 
mandan publicar edictos por sesenta días, a los fines que deter- 
mina el articulo 980 del Código de Procedimientos Civiles, fojas 
1 37. 

Resultando: 2. Casi tres años después el agente fiscal, di 
ciéndose con instrucciones del Superior Gobierno de la Provin- 
cia, ocurre manifestando que el Estado tiene derechos de pro- 
piedad a reclamar sobre el inmueble ya mencionado, y en su 
virtud se opone a la información, pidiendo que la gestión se 
convierta en contenciosa-ackninistrativa y se proceda de acuerdo 
con el artículo 982 del Código Procesal arriba citado, a lo que 
se provee de conformidad en Febrero 6 de 191 1 ( fs. 8 y 9). De 
esa resolución interpone Delgado revocatoria y apelación sub- 
sidiaria, pkliendo tanftién que el juzgado se declare incompe- 
tente paira seguir entendiendo orí la causa, por ser él extranjero 
y que se eleven los autos a la Suprema Corte Nacional, acom- 
pañando al efecto el documento que acredita su nacionalidad, 
fs. 10 a 14 vta. Substanciada en forma la revocatoria, *e deses- 
tima, concediéndose .la apelación, no haciendo el juez pronun- 
ciamiento en la parte dispositiva, sobre incompetencia alegada, 
por entender que ella se deduce en el supuesto que se haga lu- 
gar a la reposición y que <tcT»a seguirse juicio ordinario, fs. 15 
a 34 

Resultando 3. Llevado el expediente al Superior Tribunal 
de Justicia, revócase el auto del i vforior en 30 de Diciembre de 
1912, no haciéndose lugar a la petición fiscal, para que se decla- 
re la gestión contenciosa administrativa, absteniéndose la Sala 
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de pronunciarse sobre la incompetencia por no estar comprendi- 
da en la resolución apelada, f s. 83 a 88 vta. 

Resultando 4." Bajando el expedienta, el infrascipto se avo- 
ca su conocimiento, por inhibición de! titular, (fs. 50 a 92,) A 
fs. 93 el señor Delgado peticiona que se tenga por píanteadi. 
un conflito de derechos, que se emplace al representante del 
Gobierno para que entable la acción respectiva ante quien co- 
rresponda y que « reserven estos autos hasta que se falle en 
definitiva la cuestión pendknte. Oído el ministerio fiscal, se 
opone a fs. 96, sosteniendo que «o existe conflicto de derecho 
alguno, que no proceda emplazar al gobierno, sino que se ten- 
ga por demanda el escrito ofreciendo la información, corrién- 
dose de él traslado en la forma de ley.— Sostiene, por último, 
que previamente debe resolverse la cuestión de competencia. 
El proveyente en 28 de Junio pasado llama "autos" para resol- 
ver la incompetencia de jurisdicción planteada a fs. n, por en- 
tender que es previa, mandando se reseñ e el pronunciamiento 
sobre las peticiones de fs. 93 y 96, ya aludidas ; y 

Considerando: 

i.° Que el memorial de don Agustín Delgado que corre de 
fojas 5 a 6 y por ol que se pide una declaración judicial de ha- 
ber adquirido por prescrijx'ion e! inmueble del Distrito Ceibas 
y que se determina en las escrituras públicas que se adjuntan, 
ha debido presentarse ante la justicia común, sin poder hace 
surtir el fuero privilegiado, por tratarse de una gestión de ju- 
risdicción mtervolentes y atento lo que dispone el artículo 2 
de la ley de 16 de Octubre de 1862, consagrado por una abun- 
dante jurisprudencia. Más, cuando el agente fiscal, a nombre 
del Gobierno de la Provincia reclama derechos de dominio so- 
bre el inmueble, surge recien diferencia entre partes, aparecen 
intereses contradictorios, una contienda a substanciarse en el 
juicio declarativo, que corresponda, según los términos del ar- 
tículo 981 de! Código de Procedimientos Civiles, que es de 
aplicación al caso de autos, y desde ese momento puede ocurrir 
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se a los tribunales tic la Nación* sin que obste a ello ni el ar- 
ticulo 12 inciso 4.- <k la ley de Septiembre de 1863, pues, que 
la solicitud de información no equivale, evidentemente a la de- 
manda y no puede en consecuencia, importar una prórroga de 
rosisdiccion para lo contencioso que sobrevenga a mérito de la 
oposición fiscal de fojas 8 y sin que obste tampoco la divi- 
sión de la continencia de la causa porque, si la hubiera, vendría 
como un derivado forzoso de la diversidad de fueros — Supre- 
ma Corte, tomo 25. página 165 - i6y; tomo 27, página 06 - 102 - 
•Soy 155. 

Considerando 2. ' Que acreditado como se halla, el carácter 
de crudadano uruguayo del señor Agustín Delgado a mérito de! 
documento, ahora testimoniado de fs. 10, el caso se rige por los 
artículos 100 y 101 de la Constitución Nacional y 1.» inciso I 
de la ley de Septiembre 14 «le 1963. sobre jurisdicción de los 
tribuíales federales según los cuales son de competencia origi- 
naria de la Suprema Corte las causas civiles en que sean parte 
una provincia y un subdito extranjero.— Pero observa que para 
que proceda el fuero federal es preciso que el derecho disputa- 
do pertenezca originariamente y no por cesión o mandato y qu- 
no justificándose que los codentes de Delegado sean extranjeros" 
no corresponden aquél. 

El art. 8." de la ley de jurisdicción decía el Procurador Ge- 
neral de la Suprema Corte. Doctor Eduardo Costa, en el dic- 
tamen que se egistra en el tomo 21, página 68, no significa 
que sea necesario entrar a investigar cual fué el or¡g«, primi- 
tivo del derecho, pues esto conduciría a un procedimiento sin 
-imites, al través de las más variadas y complicadas transacio- 
nes: significa que el derecho corresponde actual y efectiva- 
mente al que pretende hacerlo valer, no por delegación, marda- 
to o ccsi.rti. que solo transfieren poder para demandar y «o la 
efectividad o el dominio. "Todo derecho procede de otro por al- 
gún titulo legal ; cuando ese titulo determina, con arreglo a la 
ley. un domino propio y de carácter j>ermanente y definitivo 
no puede confundirse con el ejercicio d«l que procede de una 
cesión o mandato, que implica una posesión accidental", ha di- 
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cho el Procurador Sabiniano Kier. — De otra suerte, si en toda 
causa en que se ventilan derechos reales hubiera de remontarse 
al origen para determinar el fuero, impotaria hacer ilusoria la 
garantía establecida en favor de los extranjeros por el articulo 
100 de la Constitución Nacional, desde que poquísimos han po- 
dido obtener derechos reales en la República originariamente, 
sino por transmisión del Estado o de algún argentino. 

wVhora bien, los Sres. Leiva y Arenas afirmando ser pose- 
edores de una fracción de campo, de treinta anos atrás, y sin 
interrupción alguna y con Animo de apropiársela, renuncia i, ce- 
den y transfieren a favor de Delegado las accione* y derecho* 
que sobre el bien les corresponde, subrogándolo en la forma 
más amplia, para que los use. goce y ejercite como viera coi- 
venirle hasta conseguir para su beneficio la propiedad exclusi- 
va y respetada. Consccuenteniente, Leiva y Arenas hacen tra- 
dición de la cosa a Delegado d que, invocando la propiedad 
adquirida por aquéllos a virtud de la posesión y de conformidad 
con los artículos 4051, 4016 del Código Civil, ia reclama para sí 
y pide titulo supletorio, colocándose 0:1 el caso del articulo 980 
de¡ Código de Procedimientos Civiles. Tal es lo que resulta de 
las escrituras y de lo que se asevera en e! escrito de fojas 5 a O 
y es a ello que debe estarse para establecer la jurisdicción. 

Cualesquiera que sean las expresiones empleadas en las 
escrituras adviértese al consentimiento, el objeto, el precio 
cierto en dinero y la transmisión de la posesión a titulo de due- 
ño, que importa mía verdadera compraventa y desde luego, 
acuerda deredios al señor Delgado para hacerlos valer en jui- 
cio como propios y originarios. (Tomo 19, páginas 177 y 179.) 

Por estos fundamentos y los concordantes de los escritos 
de fojas 11 y 45, se resuelve: declarar que el conocimiento de 
esta causa corresponde a la Suprema Corte Nacional y que este 
juzgado es en consecuencia, incompetente, debiendo elevarse a 
aquella en la forma deestib. 

Hágase saber y regístrese. 



A. Cepeda. 
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DICTAMEN DEL Sr. PROCURADO! GENERAL 

Bmmm Aira», Jfej* M * l»14 

Suprema Corte: 

Con arreglo a Jos antecedentes que motivan el presente 
juicio, el derecho invocado por don Agustín C. Delgado fe co- 
rresponde a mérito de 4a cesión que le fué hecha por loa ante- 
riores ocupantes del campo discutido, y es la posesión ejercida 
por dichos ocupantes la que invoca para solicitar el título su- 
pletorio de propiedad, a cuyo otorgamiento se opone el Gobier- 
no de la Provincia de Entre Rios. 

En tales circunstancias, no corresponde a V. E. entender en 
d juicio contencioso formalizado en estos autos, por cuanto no 
resulta justificado que la piarte demandante, esté en las condi- 
ciones previstas por eJ artículo loo de la Constituctó i y articulo 
inciso i de la ley 48, para determinar la jurisdicción origi- 
naria de V. E. 

Ello se desprende de la disposición contenida en el artículo 
8 de la citada ley 48, según la cual, en las causas entre una pro- 
vincia y un subdito extranjero para surtir el fuero federal, es 
necesario que el derecho que se disputa pertenezca originaria- 
mente y no por cesión o mandato, como ocurre en e! caso sub 
judice. 

Por eüo y jurisprudencia de V. E. (Fallos, tomo 81, pági- 
na 338 y tomo na, página «7), pido se declare que no está 
justificada la competencia originaria de esta Corte Suprema. 

Julio BoM. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

■•MMAIrtt, Junio 13* KM. 

Vistos : 

Estos autos remitidos por el señor Juez de 1.' Instancia de 
Gua!eguaychú a mérito de la resolución de la Sala en lo Civil 



y Comercial de! Superior Tribunal de Justicia del Paraná que 
declaró desistida por el señor Fiscal de Gobierno la apelación 
interpuesta contra el auto en que aquel juzgado resolvió: "decía 
rar que ¿l conocimiento de esta causa corresponde a la Suprema 
Corte Nacional." 

Y considerando: 

Que ni don .Agustín R. Delgado ni el Gobierno de la Pro- 
vincia de Entre Ríos, que lian intervenido en estas actuaciones 
han promovido juicio contencioso o acción alguna por via de la 
demanda correspondiente y en su consecuencia no existe casa 
judicial ni oportunidad para que esta Corte pueda pronunciarse 
sobre la procedencia o improcedencia de la jurisdicción que se c 
atribuye en el auto de fojas 98 dictado por eí señor juez de 1/ 
instancia de Gualcguaychú. 

Que en ese auto se expresa que la gestión de fojas 5 sobre 
otorgamiento de un titulo supletorio no constituye una demanda 
y su autor, señor Delgado, hace constar lo mismo al pedir a fo- 
jas 93, con posterioridad a la declinatoria deducida a fs. n y 
contestada a fs. 16. que "se emplazara al representante de! Su- 
perior Gobierno de la Provincia para que, dentro de un término 
prudencial entable !a acción que creyese conveniente y ante 
quien corresponda". 

Que la provincia por su parte se opuso al emplazamiento 
solicitado (fojas 96) y no obstante haber manifestado el señor 
Fiscal.de Gobierno a! final de su escrito de fs. 126, que "el 
Poder Ejecutivo está dispuesto a entablar las acciones que le 
confiere la ley para recuperar la cosa voHlida con el objeto de 
poderla entregar a su dueño" no consta que el'o se haya veri- 
ficada 

Que en la cau a seguid* por Torreli contra la provincia de 
Entre Río? sobre adquisición de un inmueble por prescripción, 
e. ta Corte hizo censtar que en prest ncia de la oposición fiscal 
al tirulo supletorio pedido por Torrel'i, éste se presentó ante 
este tribunal promoviendo inhibitoria y formaVsá su demandi 
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contra la Provine*, a fin de obtener la declaratoria de que ha- 
bla adquirido por prescripción el inmueble o., litigio. (Fallos, 
tomo 1 16, pagina 132, considerando 2».) 

Que faltando en estas actuaciones la demanda en forma 
comenzam.ento a raiz de todo pleito, sobre que debe ser dad. 
juicio • según los términos «l e la l ey 3.', título 10. Partida 3 '• 
no existe caso que pueda motivar ui pronunciamiento de est< 
Lorte respecto a su competencia. 

Por ello, oido e! señor Procurador General, asi *> dcclar* 
y repuesto el papel, devuélvanse los autos al juzgado de su pro- 
cedencia. 

A. Rkrme/o. — Nicanor G. DEL 
Solar. _ .J. p. Daract. — 
D. K. Palacio. Lucas 
López Cara.viu.As. 



CAUSA CCCLXI 

Don Vicente Aguilera contra la frovincia de Buenos Aires, so- 
bre indemnización de daños y perjuicios. 

Sumario: i." La concesión de uso de m terreno fu.al aun par- 
t.cular, ¡;or un tiempo determinado y mediante el pago de 
una suma de dinero tn concepto de arrendamiento impor- 
ta un contrato «le locación, sujeto a las disposiciones perti- 
nentes del derecho administrativo y del código civil. 

2." Las provincias no son responsables de los actos de 
sus municipalidades ni de los ejecutados por los comisiona- 
dos que e! poder ejecutivo nombre en casos de acefalia de 
las mismas. 
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3. Las facultades de un comisionado municipal para co- 
brar impuestos dentro de un radio determinado, no pueden 
ser discutidas ante la Corte Suprema, mientras no se alegue 
que c! -cobro se ni» violando la constitución, tratados o le- 
yes del Congreso Nacional o en perjuicio de instituciones 
o intereses federales de otro orden. 

4-° Ninguna disposición legal obliga al locador a impe- 
dir o defender al locatario contra él ejercicio de las accio- 
nes judiciales que entidades del derecho público provincial 
le intentaren por cobro tíe contribuciones, ni de las que le 
entablasen simples particulares por acciones o derechos que 
no se refieran a !a cosa misma objeto de la locación. 

5. Xo puede exigirse resarcimiento de danos y perjui- 
cios de quién no es responsable legalmente del hecho que 
los originó. 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bmim Aires, Juaio 13 de 1914 

Y vistos: los formados por demanda promovida ante esta 
Corte por don Vicente Aguilera, extranjero, contra la provincia 
de Buenos Aires, sobre indenmización de danos y perjuicios, de 
los cuales 

Resulta: 

Que el doctor Horacio B. Oyhanarte. con poder del expre- 
sado Aguilera demanda a dicha Provincia, sosteniendo que en 
veinte y cuatro de noviembre de mil novecientos odio, el Go- 
bierno de ésta otorgó a favor de su mandante, una concesión 
del uso de seis mil metros de tierra en el Bosque La Rata, en el 
sitio que indica, por el plazo de cinco años, prorrogarles por 
otros cinco, mediante el alquiler de doscientos pesos anuales pa- 
gaderos después de los dos primeros años, y quedando a be:wfi 
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cío Je la provincia los edificios y mejoras que se obligaba a rea- 
Iizar. 

Que mucho antes de vencerse el contrato y cuando aún fal- 
taban más de dos años, el actual comisionado municipal señor 
Doyhenard le promvió juicio ejecutivo, cobrándole seiscientos 
pesos, mas o menos por concepto de alumbrado y limpieza, que 
Aguilera se resistió a pagar por no considerarse obligado a ello 
en razón de hallarse exonerado del pago de todo impuesto pro- 
vincial o municipal por la cláusula tercera del contrato de conce- 
sión, que puso a cargo del Poder Ejecutivo el costo del alum- 
brado, ■haciendo el mismo concesionario la limpieza del local. 

Que por este motivo, notificado de la intimación de pago 
de la expresada suma, puso el hecho en conocimiento del Poder 
Ejecutivo por intermedio del Presidente de la Comisión Pro- 
vincial llamada de Administración del Bosque, para que aquél 
asumiera la actitud que le correspondía como locador, impidien- 
do la ejecución y ¡os perjuicios que ella debía irrogarle y de 
hecho le causó, pues, le fueron rematadas las sillas y mesas del 
negocio y como el producto de ese remate no alcanzara a cu- 
brir tenia la suma que importaba la ejecución y sus costas, se le 
siguieron nuevos procedimientos de ese carácter, vendiéndole 
otros objetos de su comercio hasta imposibilitarle su manteni- 
miento y el uso y goce de la cosa locada. 

Que el Poder Ejecutivo es responsable de estos hechos y 
de la ruria completa de su establecimiento, a la que fué arras 
trado por el cobro ilegitimo que le hizo el Comisionado Muni- 
cipal, sm derecho, pues, no tenía jurisdicción dentro del Bosque, 
ni podía en todo caso, cobrar impuestos al locatario eximido 
de ellos por la dicha cláusula tercera de la concesión. 

Que siendo este comisionado un simp'e empleado del Po- 
de! Ejecutivo provincial, que los nombraba y de quien dependia, 
pudo y debió éste intimarle que desistiera de la ejecució.» y de- 
más persecuciones subsiguientes, para lo cual fué oportunamen- 
te prevenido por el actor, pero nada hizo y dejó con su negli- 
gencia y a sabiendas que se consumaran los actos origen de los 
cíe los daños y perjuicios que reclama, los que por los diversoi 
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conceptos que expresa, hace ascawler a la suma aproximada de 
ciento sesenta y ocho mil setecientos veinte y nueve pesos con 
sesenta centavos moneda nacional; por cuya cantidad, más sus 
intereses» gastos, costas y costos, deduce demanda, hvocand i 
jen pago de la misma las disposiciones del código civil y juriá 
prudencia de los tribunales que menciona, fojas 3. 

Corrido traslado de la demanda ai Poder Ejecutivo de la 
provincia de Buenos Aires, lo evacuó a fojas 24 su apoderado 
doctor Juan E. Sola, sosteniendo que aún cuando era verdad 
que oí Gobierno de Buenos Aires otorgó al señor Aguilera la 
concesión que este expresa, es inexacta la clasificación de con- 
trato de locación que le da, pues, no concurrirían los diverso* 
requisitos característicos de tal contrato y más bien se trata en 
e! caso de una mera concesión graciable: 

Que por ella el Poder Ejecutivo no prometí*» a! concesiona- 
rio eximirle del pago de ñmgún impuesto como éste lo .sostiene, 
pues, por la cláusula tercera 01 que se funda tal pretcnsión, e! 
ccncedcnte, t;« *tttó re cLliga a instalar tn ti terreno cedido 
cuatro focos de luz eléctrica, y suministrarle !a corriente res 
pectiva para Ja iluminación, una y otra cosa a su costo. 

Manifiesta, igualmente, que, aún cuando se tratara de loca- 
ción, el Poiler lEjecutive de ninguna manera impidió a Aguilera 
el uso y goce del terreno, no estando en su mano evitar que la 
Municipalidad, cerno cualquier otro acreedor del locatario, em- 
bargara y ejecutara los bienes que su deudor tuviese en el lu- 
gar de la referencia; y concluye pidiendo el rechazo de la ac- 
ción deducida, con costas. 

Abierta la caitsa a pruebas y producida la que expresa el 
certificado de fojas 108, con lo alegado por las partes sobre su 
mérito llamóse autos para definitiva a fojas 128. 

Y considerando: 
Que según se ha visto, las partes están conforme en recono, 
cer !a existencia del acto jurídico en que el actor radica el ori- 
gen de su demanda, asi como que taJ convención se haya consig 
nada en el expediente administrativo agregado sin acumularte 
bajo la carátula "Letra A número 54 (año 1908. Aguilera V. S. 
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un terreno en el Bosque para initaJar una Confitería y Res 
taurant" 

Que en diclio expediente corre a fojas 13 el decreto del 
Poder Kjeoutivo dé Unenos Aires, otorgando !a concesión bajo 
las condiciones que exprera, y entre éstas, la cláusula cuarta es- 
tablee? que "durante los dos primeros años a contar de la fe- 
cha de !a presente, queda eximido de pagar arrendamiento, pero 
vencido este plazo, fíjase él en ($200 mjn.) doscientos pesos 
moneda nacional al año, las que deberá abonar en cuotas iguales 
mcnsualmente". 

Qüé está calificación de arrendamiento usada en el decreto 
del Podér Ejecutivo, no hace sino confirmar la que le había da- 
llo ya la Comisión administradora del Bosqu? a fojas 6 y 10; 
de manera q«c puede afirmarse con toda seguridad que e! 
Poder «Ejecutivo cnttndió conceder la tierra de que se trata en 
tocación, y en tal carácter <kb¡ó igualmente aceptarla el con- 
cesu -na rio. que nada cbjetó a este respecto y antes bien se con- 
formó con !o establecido en dicha cláusula y a su tiempo abonó 
el respectivo arrendamiento. 

Oue existiendo así mismo precio y cosa arrendada, en 
condiciones de ser legalmente objeto de im contrato de esti 
especie, debe clasificarse como tal, el que motiva !a demanda, 
aplican ble las reglas del derecho administrativo que le fueren 
pertinentes y las generales qué rigen los derechos y obl paciones 
de está individualidad jurídica, artículos 1501 y 150* código 
civil. 

One e! actor no desconoce haber sido puesto en el uso y 
goce del terreno en las condiciones estipuladas, asi como que 
disfrutó pacificamente de él durante dos anos, hasta octubre de 
1910, en que se !e cobró judicialmente por la Municipalidad la 
suma de seiscientos j>esos por concepto de akimbrado y limpie- 
za ; pero sostiene que este cobro era indebido, ya por estar él 
eximirlo (le todo pago de impuestos por la cláusula tercera de la 
cencesirn, ya también porque el comisionado municipal no tenn 
atribuciones ni jurisdicción para imponer ni percibir impuestos 
dentro del Parque lrao!a de La Plata; constituyendo la tok- 
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¿rancia de esos actos, por parte del Gobierno demandado uní 
violación del contrato, desde que impidieron desde entonces el 
uso y goce del locatario. 

A este respecto debe, desde luego, decirse que la cláusula 
invocada, no contiene en su texto ni en su espíritu la excep- 
ción que se pretende, pues, ella se limita a establecer 4a obliga- 
ción que toma a su cargo el Gobierno provincial, de colocar, a 
su costa en el terreno de la concesión, cuatro lámparas de luz 
eléctrica y suministrar gratuitamente la corriente necearía 
para su iluminación ; pero sin hacer referencia a impuestos de 
ninguna índole, ni provinciales ni municipales. 

Que siendo esto asi, no puede sostenerse que el Poder Eje- 
cutivo estaba también en el -deber de impedir la reclamación de 
que se trata, y menos aún, si se tiene en cuenta que ella prove- 
nía de una autoridad extraña, ejercitando atribuciones pro- 
pias, como fundadas en la Constitución y leyes orgánicas pro- 
vinciales. 

Que el hedió de que el mismo Poder Ejecutivo haya nom- 
brado al Comisionado Municipal que llevó a cabo la gestión 
judiciaria referida, fuera ella legitima o <no, tampoco puede 
acarrear a la provincia demandada la responsabilidades de que 
se le hace cargo, porque tai -forma de nombramiento constituye 
un mero accidente de circunstancias, destinado a suplir la ace- 
falia municipal, y no a establecer una confusión entre las dos 
entidades aubstanciaknente distintas del gobienno local : la Pro- 
vincia y el Municipio; que tienen en la Constitución Provincial 
atribuciones y fines muy diversos, como lo tiene ya declarado 
esta Corte en casos análogos. Fallos : tomo 49 página 74 y 74, 
página 274. 

Que las facultades del representante municipal para co- 
brar impuestos dentro del Parque de La Plata, no pueden ser 
traídas a discusión ante esta Corte, mientras no se alegue que 
ese cobro se hizo violando la Constitución, tratados o leyes del 
Congreso Xacional o en perjuicio de instituciones o intereses 
federales de otro orden; y como en el caso, nada se ha preten- 
dido, fundándose solamente la ejecución en ser didio cobro 
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contrario a leyes provinciales o a disposiciones del código 
civil, lo cual no desadora la causa. Artículo 67 inciso 11 Cons- 
titución Nacional, debe estarse a lo que sobre el particular re- 
solvió el juen local.— Fallos: tomo 9 pagina 219 - 17 página 171 
94 págma 353 - 1 14 pégma 282 y otros. 

Que corresponde también establecer que el ejecutado, al 
serle notificado el mandamiento de ejecución y embargo, ni pago 
el crédito por contribuciones municipales que se le cobraba, ni 
dedujo en tiempo excepción alguna, dando con ello lugar a que 
el juez de la ejecución mandara llevar adelante ésta, ordenando 
la venta de las sillas y mesas embargadas para pagar al acreedor, 
lo cual no puede constituir ai modo alguno, agravio ilegítimo 
imputable al locador; 

Que por otra parte, ninguna disposición legal hace pesar so- 
bre éste, como deber inherente a la garantía del uso y goce de la 
cosa arrendada que la ley le impone. Artículo 15 15 código civil 
— el impedir o defender al locatario contra el ejercicio de las 
acciones judiciales que las entidades del derecho público provin- 
cial intentaran contra él por cobro de contribuciones de cual 
quier carácter, al igual que de las que le entablaren simples par 
lindares por acciones o derechos que no se refieran a !a cosa 
misma objeto de la locación, que es la materia a que expresamen- 
te alude el artículo 1526 código civil, invocado por e! actor; 

Que no teniendo, en el caso, atingencia alguna con la cosa 
arrendada, el cobro de que se hacen derivar los daños reclamados 
no puede w xigirse su resarcimiento de quien no es responsable le- 
galmente de su causa, y et por lo mismo, inoficioso, estudiar la 
prueba rendida para demostrar m existencia y su cuantía. 

Por estos fundamentos se absuelve a la provincia de Buenos 
Aire?. Las costas se abonarán en el orden causadas, atenta la na* 
turaleza de las cuestiones controvertidas. Notifique*? original, 
repóngase el papel y archívese devolviéndose los expedientes ad- 
ministrativos agregados. A B|jRMEJO _ G> m 

Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L ucas Ló 
PEZ Cabanillas. 
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CAUSA CCCLXII 

¡>ou Lorenzo Goñi en autos con Bunye y Born don Augusto 
U\ Pieres sobre a-Vo ejecutivo. Recurso de hecho. 

Sumario: La interpretación y aplicación del derecho común no 
dan lugar al recurro extraordinario del art. 14, ley 48. La 
referencia a los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacio- 
nal no basta para autorizar dicho recurso en un caso en que 
el mismo recurrente lince constar que no ha tenido intención 
de hacerse parte en el juicio y en que la resolución apelada 
le deja a salvo los derechos que pudieran corre*¡x» ulerlc. 

Coso: Lo explican las pieza- siguientes: 



VISTA UVA. PROCURADOR «".KNKRAI. 

Bncnoi Altes, Junio 8 de I9U. 

Suprema Corte : 

F.l recurso deducido no es precedente en razón de lid estar 
comprendido en ninguno de lo* casos a que se refiere el articulo 
6. ley 4035 y su concordante el art. 14 ley 48. 

Al presentarse el recurrente promoviendo el incidente re- 
suelto por la resolución apelada, fundó ?u derecho en diversas 
disposiciones de! Código Civil sin mencionar ninguna cuestión de 
orden constitucional. Bastan estas circunstancias para concluir 
que e! recurso extraordinario le ha sido bien denegado, dado que 
la interpretación de las disposiciones de la legislación común ño 
puede motivarlo, con arreglo ai art. 15 de la citada ley 48. y que - 
la invocación posterior de un precepto constitucional no es sufi 
cíente a autorizarlo, por cuanto la cuestión respectiva ha debido 



■ 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



155 



se* planteada ante c! juei inferior, para que reayese una decisión 
a $u respecto, y los tribunales superioro ejercieran su jtirisdjc- 
cióti de apelación. «Fallos, tomo 114, pag. 157 y 221 ; tomo 115, 
Pag. ¿79: tomo 116, pág. 436; tomo 117, pág. 257). 

Por ello, pido a V. K. se sirva «!. vlarar bien denegada la 
::ju-!ació:i dedlicl la. 

Julio BoM. 

FALLO DE LA COKTK SUPREMA 

Buenos Airei. Junio 16 ét 1914. 

Autos y victos: e! recurso de hecho por apelación denega- 
fia ¡merpiKMo por don lorenzo Goñi contra sentencia de la Cá- 
mara I.' 1 de Apelación en ío Civil de la capital en el juicio segui- 
do j>or don Ernesto A. liunge y J. Iíorn contra don Augusto VV. 
r ieres >o!>re cobro de pc*os. 

V considerando: 

<Jue como consta en los autos remitido-; ppf via de informe, 
el apelante ha fundado sus gestiones en disposiciones del dere- 
cho común cuya i íterpretaoióii y aplicación son ajenas al recurso 
interpuesto. (Articulo 15 ley número 48). 

Ouc no basta t*ara autorizarlo !a referencia a los articulo* 
17 y iS de la Constitución Nacional, consignada a fs. 173 del me- 
mori d presentado ante Ja Cámara, desde que en el mismo se ha 
ce constar que no ha tenido la intención de hacerse parte en este 
juicio y la resolución apelada deja expresamente a salvo los de- 
rechoa que pudieron corresjx>nder al recurrente. 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señr Procu- 
rador Cunera!, se declara bien den.-gada la apelación. Repuesto c 
papel, archívese y devuélvanse los autos principales con testimo- 
nio de esta re* lución. 

Nicanor G. dkl Solar. — M. 
P. Dak act. — D. E. Pa- 
lacio. — L Kíípkz Ca- 
nillas. 
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CAUSA CCCLXIII 

Doña Estela Molió Martín en los autos seguidos por don Valen- 
tín Masera contra doña Paulina Martin de Molió. Recur- 
so de hecho. 

Sumario: i.° No procede el recurso extraordinario del articulo 
•14. tey 48, que se funda en haberse desconocido al apode- 
rado del recurrente la facultad de formular repreguntas en 
el acto de la absolución de posiciones del ejecutante, por 
tratarse de la interpretación y aplicación de las leyes de 
procedimientos y no tener carácter de sentencia definitiva 
el auto recurrido. 

fe* La garantía constitucional de la inviolabilidad de la 
defensa significa que el litigante debe ser oído y encon- 
trarse en condiciones de ejercitar sus derechos en la for- 
ma y con las solemnidades establecidas por las leyes co- 
munes de procedimientos; y no puede ser confundida con 
la reglamentación impuesta al desempeño de las funciones 
de los procuradores en la actuación de los juicios. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



VISTA IíEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

Según lo dice el recurrente, la resolución de la Ecxma. 
Cámara de lo Civil que es materia de este recurso, no constitu- 
ye sentencia definitiva que ponga fin al pleito o termine la cues 
tión pendiente, y afecta meramente el procedimiento del juicio. 
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por lo que no puede caer bajo la jurisdicción de apelación de 
esto Corte Suprema, (articulo 6 ley 4055; artículos 14 y 15 ley 
48; fallos, tomo 104 página 273; tomo 115 página 138.) 

Por ello, pido a V. E. no se haga lugar al recurso promo 

vido. 

Julio Bolet. 

FALLO DE LA CORTE SL'PRKMA 

Bmm Un», JmIo as * un. 

Autos y vistos: el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por el apoderado de doña Estela Molió Martín, con- 
tra sentencia de la Cámara i.' de Apelaciones en lo Civil de la 
Caphal, en los autos seguidos por don Valentín Maxera contra 
doña Paulina Martin, viuda de Mo'lo. 

Y considerando: 

Que el recurso se funda en haberse desconocido al apode- 
rado de la parte recurrente la facultad de formular repregun- 
tas en el acto de 3a absolución de posiciones del ejecutante. 

Que la interpretación y aplicación de las leyes de procedi- 
mientos que no han sido impugnadas como contrarias a la 
Constitución, no dan lugar ai recurso extraordinario previsto 
en el articulo 14 de la ley número 48, según el artículo 15 de Ja 
• misma. 

Que no basta para motivarlo la invocación del articulo 18 
de la Constitución sobre inviolabilidad de la defensa, según la 
que el litigante debe ser oido y encontrarse en condiciones d: 
ejercitar sus derechos en la forma y con las solemnidades esta-. 
Mecidas por las leyes comunes de procedimientos, garantía que 
no puede ser confundida con la reglamentación impuesta a! de- 
sempeño de las funciones de los procuradores en la actuación 
de los juicios, (fallos, tomo 113, página 229.) 
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Que, además, según cJ aticulo 14 de la ley número 48 en 
que no se basa el recurso, este sólo procede de sentencias deli- 
nitivas y no puede atribuirse fuerza de tal auto recurrido. ( fa- 
llos, tomo 102, págna 24.) 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por e: 
señor Procurador General, no se hace lugar a la queja deducida. 

Repuesto el papel archívese. 



A. Bkrmkjo. _ Nicanor G. dkl 
Solar. — M. p- Daract. — 
D. E. Palacio. — i.. López 
Caiiamli.as. 



CAUSA eCCLXIV 



Julián Julio Bonnesscrre contra ¡a provincia de Bu. nos Mre$¡ 

sobre interdicto tic despojo 

Sumario: La ocupación de !a propieda l privada con destino i 
un 11*0 público, sin llenar»? los requisitos para el!a estable- 
cidos y sin la indemnización previa, constituye una violación 
«le la garantía consagrada por e! art. 17 de la Constitución 
Nacional, y hace procedente la acción de despojo. 



Caso: Resulta del siguiente: 
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FAI.1.0 DE l.\ CORTE SUPREMA 

BuMot Air**, ju«:o a <j* i9n. 

Autos y visto» : 

Don Antonio Panizza, en representación de don Julián fo- 
lio l3o:incsserre. se presenta exponiendo: — Que su mandante 
ts propietario y poseedor de una fracción de terreno ubicada en 
el partklo Nueve de Julio, provincia de Buenos Aires, compues- 
ta de cuatrocientas hectáreas con los ¡imites que determina. 

Que el expresado inmueble !e correspondió a su poderdante 
por herencia de su padre, don Juan C. Boonesserre, que lo hubo 
a su vez en mayor extensión por compra a doña Enriqueta Kack 
de Moor. el dia trece de junio del año mil novecientos, poseyén- 
dolo desde entonces púb'ica y pacificamente, sin interrupción y 
a titulo de propietario, construyendo los alambrados que indica 
para colocar el terreno en condiciones de explotación agrícola y 
ganadera, todo lo que caracteriza una posesión exclusiva, 

Que en el mes de diciembre de mil novecientos doce. la Di- 
rección de Caminos de la provincia <le Rueños Aires, dependen- 
cia riel Podeí Ejecutivo de la misma, ordenó por intermedio de 
uno de sus empleados, que el referido don Juan C. Bon:icsserre 
abriera un o.-m ro tn «I ccme.v, S. E., «(-árdese a ¿Eo y roda- 
mando inútilmente de ta! medida. 

Que en consecuencia, concurrió la policía, un empleado de 
la Dirección de Caminos y un alguacil y procedieron a levantar 
el alambrado de la ünea que constituye el limite del campo en el 
costado S. E. ( limítrofe con lierederos de Xoon. para colocar 
aquel en otro sitio de su propiedad y que se indica e:i el croquis 
acompañado. 

(Jw tales perturbaciones se han ejecutado sin derecho algu- 
no, por lo cual, en virtud de antecedentes legales que invoca, pi- 
de que se condene a la provincia de Rúenos Aires a restablecer 
el a'ambrado al sitio que antes ocupaba, con costas. 

Que acreditado el fuero, se ordenó la citación de la deman- 



dada que compareció por medio de su representante a la audien- 
cia decretada, en 1a cual el apoderado de Bonnesserre, reprodujo 
la demanda entablada; y concedida la palabra al apoderado de 
la provincia, expuso: 

Que negaba en absoluto la veracidad de los hechos expues- 
tos en la demanda, por no concordar con los antecedentes admi- 
nistrativos que ha tenido oportunidad de conocer por lo cual so- 
licitaba su redíalo con costas. 

En el mismo acto se ofreció la prueba correspondiente, por 
cada una de las partes, produciendo la que corre de f s. 56 a 98, 
y alegándose acerca de su mérito por la parte adora solamente, 
por ser la única que continuó en la audiencia, quedando la causa 
en estado de resolución. 

i 

Y considerando: 

Que la posesión del actor a título de propietario está debi- 
damente comprobada con el testimonio uniforme de tres perso- 
nas calificadas y no tachadas (fs. 79, 8l f 82 vta.) t con las dili- 
gencias administrativas acompañdas por parte de la provincia y 
los documentos corrientes de fs. 3 a 25 y 91. 

Que los (hechos perturbatorios de la posesión con las cir- 
cunstancias que indica la demanda, están asimismo probados por 
el testimonio antes mencionado y por las actuaciones adminis- 
trativas para ejecutarlos y que detalladamente constan en el ex- 
pediente de la referencia. 

Que no se ha intentado siquiera justificar, que los actos de 
que se trata respondieran al mantenimiento de alguno de los ca- 
minos a que se refieren los artículos 1 al 13 de la ley de la pro- 
vincia de Buenos Aires, año 1889; pues d hecho de que alguna 
ve* permitiese Bonnesserre o su causante inmediato el tránsito 
de vecinos de su propiedad, no le daba el carácter que se preten- 
de. (Art. 2348, Cód. Civil. FaKos, tomo 114, pág. 413, y otros). 

Que er tales condiciones, tomar la propiedad privada, des- 
tinándola a un uso público, sin los requisitos para el'o estableci- 
dos y sin la indemnización previa, importa violar la garantía 
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consagrada por el art. ,7 de la Constitución Nacional; y !os ac- 
to, pernotónos denunciados y probados en el caso, son con- 
tiwos a lo dispuesto por el artículo 2469 del Código Civil 

J or .0 expuesto y conforme con !o prescripto por el artículo 
2g8 y encordantes de dicho coligo y Falles de JT Corte, tomo 

f l y se " ace '"S" al interdicto debiendo el go- 
torno de la prov.nc.a de Buenos Aires, restablecer los alambL 
dos den ro de tremta d.as al estado que tenían en ía propiedad 
de la referen:*, antes de la demasía, con costas 

ti** , N ^ Í/Íq,,esC or « inal ' « Papel y archívese, devol- 

uendose previente el expediente administrativo acompañado. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola». _ M. P. Daract. - 

IX E. Palacio.— Lucas Ló — 
l'K7 C.\ ka x II.LAS. 



CAUSA CCCLXV 



r.-rrocarr¡l Buenos Aires al Pacifico contra la sociedad R. Ber- 
tohno y t,a.. p r desalojamiento. Contienda de competen- 
cia por inhibitorias 

Sumario : 1." - En el recurso extraordinario del articulo 14 
ley -|8 interpuesto contra una re.*ol lición denegatoria d" 
• una contienda de competencia por inhibitoria en causa de 
jiiri< liccHÍn concurrente, (articulo 1.» | ey 9 ¡ 7 ) i a 
Suprema debe tomar en consideración, exclusivamente los 
fundamentos de la sentencia de segunda instancia. 

2." — Por la naturaleza del recurro extraordinario la 
torte Suprema no puede rever ni la aplicación de las le- 
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yes de procedimientos ni la prueba <le los hechos que los 
tribunales inferiores hubieren tenido por acreditados. (En 
el caso, la ley provincial que fija la competencia de su jus- 
ticia de Paa Letrada, y la cuantía de la causa.) 

3 * — La Corte Suprema tiene establecido que, a los 
efectos de la competencia en las causas de jurisdicción 
concurrente fijada en el artículo i> de la ley 927. no pue- 
de admitirse que en tos pleitos por desalojamiento e! valor 
cuesticna-do sea determinado Ipor el de la cosa misma a que 
se refiere al desahucio, en el cual no se litiga el dominio del 
inmueble arrendado, sino el simple uso o goce temporal 
cuyo valor está representado por el del arrendamiento es- 
tipulado. 

4. — la disposición del artículo i.° de la ley 927, adi- 
cional sobre jurisdicción y competencia de los tribunales 
nacionales, no es inconstitucional. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



AUTO PfiL .TU18 FKDKRAI. DE BKU.-VILLE 

MMNUt. tmm S ct 1914. 

Autos y vistos : 

La cuestión de competencia por inhibitoria, promvida por 
el Doctor B. Otero Capdcvila, representante de la sociedad E. 
Berfrlino y Compañía, con motivo del juicio de desatojo, ins- 
taurado por la Empresa del Ferrocarril Buenos Aires al Pacifi- 
co, contra la sociedad expresada, ante la justicia de Paz de la 
Capital. 

Y considerando: 

Que dada la naturaleza de la cuestión que se ventila — es- 
tando a lo que informa d propio recurrente — no hay para que 
distinguir sobre el grado de responsabilidad de cada socio, ya 
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que si la acción prospera, la "sociedad", cualquiera que sea el 
carácter de sus miembros, tendrá que desalojar el local que ocu- 
pa, y si es desestimada lo continuará ocupando. Es decir • que 
«i «no u en otro caso, habrán de derivar, exactamente, las'mis- 
mas consecuencias, para todos los socios, con prescindencia del 
rol que jueguen dentro de la sociedad. 

*\ ff so ocurrente está encuadrado, pues, dentro 
<ie la disposición contenida en el articulo 10 de la ley 48, y pa- 
ra que proceda el fuero federal por razón de las personas, ha 
debido probarse - y no se ha hecho - que cada uno de los so- 
cio* ^ individualmente, tienen el derecho de demandar y puede 
ser demandado ante la justicia nacional, con arreglo a lo dis- 
puesto en el inciso 2.», artíeu'o 2." de la misma ley. (Fallos de 
la Suprema Corte. - tomo 17, página 168 - tomo 56, pág. 28» - 
tomo 64, página 289 ) 

Que, por otra parte, el artículo i.° de la ley 927 excluyt 
del conocimiento de los juzgados de sección, aquellas causas de 
jurisdicción concurrente que caigan bajo la competencia de lo« 
juzgados de paz de la provincia respectiva, de acuerdo a las 
eyes de procedimientos vigentes en ella. Y como por la ley or- 
gánica provincial, los jueces de paz entienden en los juicios de 
desa.ojo. en que el arrendamiento o merced mensual no exceda 
de 300 pesos, el recurrente ha debido probar que, éste caso no 
está comprendido en esa disposición; loque se ha omitido 
igualmente. 

Por ello y oído el señor Procurador Fiscal, no se hace lu- 
gar a lo solicitado. Regístrese, hágase saber y repóngase el papel. 

Alejandro Moyana 



VISTA DEL FISCAL DE CAMARA 



Excma. Cámara: 

El caso traído a ¡a consideración de Y. E. es el siguien- 
te: habiendo deirendaco, según se expresa tn el escrito de fs. 
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3, la Empresa del Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico, por 
acción personal de desatoja de lo» galpones situados en la Es- 
tación Laguna Larga, a la sociedad E. Bertolino y Cía., se sos- 
tiene por el recurrente que el caso no es de la competencia del 
juzgado de Paz Letrado donde se radicó ri juicio, sino del fue- 
ro federal en razón de la distinta nacionalidad de las partes. 

El señor Juez inferior no ha hecho lugar a la inhibitoria 
deducida, fundándose en otras consideraciones, en que el arti- 
culo l.° de la ley 927 excluye del conocimiento de los juzgados 
de sección, las causas de jurisdicción concurrente que caigan 
bajo la competenia de los jueces de paz de la provincia respec- 
tiva, de acuerdo a las leyes de procedimientos vigentes en ella. 

Pienso Excma. Cámara, sin entrar a estudiar las demás 
cuestiones formuladas por creerlo innecesario, que a mérito de 
lo dispuesto en los artículos i.° de la ley 927 y 59 inciso 3. de 
le Ley Orgánica de los Tribunales de la Provincia, que atribuye 
a los jueces de Paz Letrados el conocimiento de las demandas 
por desalajo cuando el alquiler o merced mensual no exceda 
de trescientos pesos, (antes era hasta cien, habiéndole amplia 
do por la ley número 1964, articulo 6.° a 300) no hay ni puede 
haber cuestión, desde que el recurrente no ha probado como era 
de su deber hacerlo, ya que sostiene la jurisdicción federa', que 
el precio del alquiler es mayor que el fijado por la disposición 
de 1a ley naciera! citada ; y si bien es cierto que, no siempre co- 
mo manifiesta aquel en su informe, a toda causa de desalojo 
puede asignársele valor, también k> es que al haber fijado la 
ley dentro de cierta cantidad la competencia de los jueces de 
paz, ha sido con el objeto de que resuelvan todo lo que al 
caso se refiera, de modo que no hay una limitación en el ejer- 
cicio del derecho, sino simplemente establecer la jurisdicción y 
competencia. Debe, pues, confirmarse el fallo del inferior, que, 
por otra parte, está también de acuerdo con la jurisprudencia 
de la Suprema Corte. — Tomo 52, página 397 y temo 57. pági- 
nas 266 y 272. 



Luis J. Posse. 
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RESOLUCION DE tA CAMARA FEDERAL „ APELACIONES 

DE CORDOBA 

CMoka Mi» 5 * «M 

Vistos : 

r*nf i"" 50 * 3peIaCÍÓn ínter P"«sto por el Doctor. B. Otero 
Capdcv, a en representación de lói señores Cario, Bertolino v 
C, contra el auto de fecha tres de Enero último, corriente 7t 
8 d.ctado por el señor juez Federa! de BeU-Vüle, y por ¿ « 
>c resuelve no hacer mgar a la inhibitoria promovió?™! 

presa del Ferrocarr.1 Buenos Aires al Pacifico, cont a la scX 

ctlnt Pr ? í ÍUStÍC¡a dC P " * ,a «I** Por tosTun- 

damentos de la procedente vista del Procurador Fiscal y los con- 

cnlantcs M fallo apelado, * lo confirma. Mágaselaber "Z- 

cnbase y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Nemesio González. — yf. £. 
— ¿f. Berduc. 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR CENERAL 

■ 

Bm*» Alltt,jMto4dtHM 

Suprema Corte: 

vn. JÜ ff ^ es P"*«dente, a mérito de haberse in- 

de "extrlnicr ^ " * « «• «lidad 

7o ¿SS: 'JE,*" "í 6 *"" 1 ' a «"W demandada (l«v 
48. articulo 2 .-. art ,cu'o 14. inc. 3.»; ley 4055, articulo 6.-) 

En cuanto al fondo del recurso, estimo que ha sido bien de- 
negada la competencia del juez requerido, por aplicación del ar 
«■culo ,0 ley M dado que el podS presento ^T^Z 
•e **«nc, a la existencia de una sociedad, y ha debido justlh" 
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carsc que todos sus miembros tienen derecho a acogerse al fue- 
ro extraordinario. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva confirmar la resolu- 
ción apelada, en la parte que ha podido ser materia del recurso 
deducido. 

Julio Botet. 

FAUX> DE LA CORTE SUPREMA 

ktMt Airt*. Ju.'o 23 6to 1914. 

Y vistos: 

Para resolver sobre la apelación concedida a fojas 17 vuc 1 - 
ta, contra el auto de la Cámara Federal de Córdoba, que no ha- 
ce lugar a la inhibitoria promovida por el representante de la 
Sociedad comanditaria "C. Bertolino y Cía ", en los autos por 
desalojamiento que sostiene haberle promovido el Ferrocarril 
de Buenos Aires al Pacifico. 

Y considerando: 

Que la inhibitoria ha sido fundada por tos recurrentes, en 
que el Juez de Paz Letrado de la Ciudad de Córdoba, ante quien 
dicha Empresa los demandó por deshaucio de mos gatpone? 
existentes en la Estación "Lagunas" de aquella piwmcia, era 
incompetente para conocer de ta! causa, en razón de -ser argen- 
tina la compañía adora, y extranjero el señor Carias Bertolino, 
único socio colectivo de la razón social en comandita demandada. 

Que dicha excepción fué desestimada por el Juez Federal 
de Bell-ViHe, tanto por no haberse acreditado la nacionalidad 
extranjera de las dos personas que componían la sociedad de- 
mandada, como porque, aun considerada como bastante la prue- 
ba re uikla al respecto, el fuero no correspondía porque no 
se había demostrado que la cuantía del desalojamiento superaba 
a los trescientos pesos en que la ley provincial fija la competen- 
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cía de su justicia de Paz Letrada; y recurrida tal sentencia ante 
la Cámara Federal de Córdoba, ésta, aceptando en un ZX, 
consideraciones aducidas por su procurador fiscal que se limitó a 
fundar su oposición a la inhibitoria exclusivamente del punto de 
vista de la concurrencia de jurisdicción legislada en la ley núme- 
ro 927, conf irmo por ta! motivo el pronunciamiento del inferior ; 

Que limitado asi, a esta sola causal el fundamento de! auto 
apelado de f s . 16, el Tribunal por la naturaleza y limitaciones a 
que está sujeto el recurso extraordinario que ha traído a su co- 
nocimiento diAa resolución, debe también circunscribirse a con- 
siderarlo desde ese mismo punto de vista, con prescindencia de 
todo lo que se refiera a la nacionalidad de las personas que for- 
man parte de la sociedad C. Bertolino y C,a. en cualquier carác- 
ter que fuere; 

Que el art. i.« d« la citada ley 937, excluye de la competen- 
cia de tos Juzgados Federales todas aquellas causas de jurisdic- 
ción concurrente en que el valor del objeto demandado no exceda 
de quinientos pesos fuertes, cuando por otra parte, el conoci- 
miento del caso caiga bajo la jurisdicción de la justicia de Paz 

<le la provincia respectiva, según las leyes de procedimientos 
«gentes en d!a ; 

Que interpretando el sentido de la primera cláusula de di- 
cho artículo, esta Corte ha declarado reiteradamente que !a ex- 
clusión del fuero federal allí establecida, comprende tanto las 
causas por cobro de pesos, como las que se refieran a otros ob- 
jetos cuyo valor no supere a la cantidad fijada en él ; y muy par- 
ticularmente, por lo que hace a los pleitos por desalojamiento, 
como el de autos, ha establecido que no puede admitirse que ese 
valor sea determinado por el de la cosa misma a que se refiere 
el deshaucio. en el cual no se litiga el dominio del inmueble 
arrendado sino el simple uso o goce temporal cuyo valor está 
representado por el del arrendamiento estipulado y según la du- 
ración fijada a éste por el contrato. Fallos, tomos 52, páe. «w • 
57. Págs. 266 y 272; 108, págs. 137 y 140. 

Que en el caso, tanto por lo que hace a la obligación de pro- 
bar su cuantía como a la prueba constante de ella en la causa, 
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puntos de que se hace mérito en el memorial de fojas 21, es de 
advertir que sobre una y otra cosa, la cámara a quo se ha pro 
mmeiado con la facultad soberana que tiene para aplicar las le 
yes procesales que rigen la substanciación de los litigios y la 
apreciación y análisis de las probanzas que sobre los hechos dé 
la causa se hubieren rendido; y no pudiendo esta Corte, por h 
naturaleza del recurso extraordinario traído ante ella, rever ni 
la aplicación de las leyes de procedimientos, ni la prueba de !o< 
hechos que los tribunales inferiores hubieren tenido por acredi- 
tados, debe estarse a lo que sobre el particular decidieron; 

Que en este sentido, corresponde, entonces, tener por firme 
lo resuelto en cuanto a que la cuantía de la causa no excede de 
los trescientos pesos a que, sin contradicción de los recurrentes 
se hace ascender el limite de la competencia del juez de paz le- 
trado que conoce de ella; dcxlóndc se deduce que dicho juez de 
paz es competente en el caso y excluye de su conocimiento al 
juez federal ante quien han ocurrido los apelantes; todo de con- 
formidad a! citado precepto del art. i ., ley 927; 

Y -considerando, finalmente, por lo que hace a la inconsti- 
tucional ¡dad insinuada en el memorial de fojas 21, respecto de 
dicha ley 027, en cuanto por ella se atribuye jurisdicción en cau- 
sas federales de menor cuantía a otros jueces que los de ese 
fuero: Que aún cuando *'a inoportunidad en que tal objeción ha 
sido formulada, basta para desestimarla, la Corte, a mayor abun- 
damiento y en atención a la naturaleza del punto cuestionado, 
debe limitarse a reproducir las declaraciones que sobre el parti- 
cular tiene ya hechas con reiteración, a saber: que no obstante 
la generalidad de los términos de los artíceos 67, inciso 17; 94 
y 100 de la Constitución, que disponen que el Poder Judicial de 
la Nación, en los casos regidos por leyes nacionales y otras, 
fuera de ¡os códigos, será ejercido por una Corte Suprema de 
Justicia y por los demás tribunales inferiores que el Congreso 
establezca, aquéllos han sido siempre entendidos en la República 
y en los Estados Unidos, cuya constitución es la fuente recono- 
cida de los mismos, en el sentido de que ni se eponian a exclu- 
siones completas de los tribunales federales en caso de no exis 



ÍV»r ello, lo dictaminado por el señor iw„ M i o 



A. BERMKJO. — XlCAXOR C. DEL 

Solar. _ M. P. Daract. — 
D - % PAtAcia— Lucas Ló- 



causa ccclxvi 



P """ fl/l ' f° r desahjmimto. Incompetencia 

S ' f "m^7^ S b j,, " SdÍCCÍÓn ori * ínaria * 'a Corte 
233 COn ° C,m,Cnto de un Í«Wo por dcsalojamien O 
entablado por una provincia contra un extranjero 

Cfl "nrfL^ , ^^ f ' 0dC,a prOVÍnda de Entre Ríos se 
pr«entó a juez federal del Paraná, reproduciendo juirio Z 
^on ojanuento de un campo contra F) Spfc fiSfig ° * 
los doannento, que obraron en u:,o anterior q£ üé^e 
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suelto por la Sala en lo Civil del Paraná dedarando la 
ccmf fctenda de la Justica Federal para entender en él- 

IEI Juez Federa? por sentencia de Moviente 20 de 1912 
no hiaso lugar a! desalojamiento solicitado, en razón de 
haberse negado por el demandado ser locatario del campo 
y manifestado que era ¡*>seedor perfecto, animas domini, 
en los términos del artículo 2351 del Código Ciwl. 

Apelado este fallo para ante la Cámara Federal, el fiscal 
de ésta se expidió dictaminando que el conocimiento de h 
causa correspondía originaria y exclusivamente a la Corte 
Suprema, por ser partes en la misma una provincia y un 
ciudadano extranjero. 

RES0UTI0N DE LA CAMARA FKDERAL DEL PARANA 

Para»!. A|Mt» 4 d« « 3 

Vistos y considerando: 

Que T a justicia federal es restrictiva por su naturaleza y 
puede declararse aún de oficio h\ incompetencia en cualquier 
estado de la causa en que aparezca por no ser prorrogarle sobre 
personas o cosas ajenas a su jurisdicción, conforme lo tiene rei- 
teradamente resuelto la Suprema Corte de Justicia. Que en el 
presente caso se ha alegado en esta instancia por una de las par- 
tes la incompetencia de la justicia federal para entender en esta 
demanda de la provincia de Entre Rios contra un extranjero. 
Que es evidente la competencia originaria de la Corte, según 
disposición de los arts- 100 y 101 déla Constitución y el in- 
ciso i.° de dé la ley sobre jurisdicción y competencia de 14 de 
septiembre de 1863, y según también tiene consagrado la ju- 
risprudencia -nacional. ( Suprema Corte, tomo 17, pág. 194). 

Por estes fundamentos y de conformidad con el dictamen 
del Fiscal de Cámara, declárase incompetente al juzgado de esta 
sección para conocer en este asunto y sin efecto todo lo actuado 
en él y ocurra el actor donde corresponda. Las costas en el or- 
den causadas. Repónganse los sellos, hágase saber y devuélvase. 

—Fortunato Calderón. — José Marcó. — F. Díaz de Vivar. 
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DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

BiMMt Airt», Ort.bc. II étWO. 

Suprema Corte: 

Ü recurso deducido es procedente en virtud de lo prescrip- 
o en el art. 6». de la ley 4055 y su correlativo el ,4. inciso^ 
la ley 48. por haberse cuestionado la inteligencia de esta última 
ley de junsd.ccon y competencia y ser la decisión contraria al 
derecho que se fundara en la misma. 

De acuerdo por lo demás, con lo establecido en los articu- 
Z Z y ¿°¿ t 3 C ° nmación Xa ™ n >' ^amentados por los 

V E 22 ÍnC¡S ° '°- dC ,a 48. compete a 

«nocumento ongmario y exclusivo de la presente 

de U E a n^ r R T rSar ,m <,emanda Pr0m ° vida P° r * 
<Je Entre Ríos contra un extranjero. 

m an ^ S artÍCU, ° S CÍta<l ° S de h N«¡onal contem- 

plan las causas en que. a requisición de parte, deba ejercerse ¿a 

52 eTr : y s : cndo d€ ,a * 

Corte el conoennento ongmario y exclusivo, y no por apelación, 
^T'T 8 ^' * ínfÍere ^ esa Í«»««ccS; „o c pro- 

Zj a lT ,,a ^ 3 Pr ° rn * aci " n * '» ordinaria en re- 

nuncia del prmlegK. que comporta aquel fuero, con arreglo al 
art. 12. inciso 4, de la ley 48. 8 

(J^S tant °' X M méTÍt ° 3 !a i™*?"*™* establecida. 
( tomo 90. pag. 99; tomo „o. pá*. 36; tomo , „, pá g . 

\ • E. se sirva confirmar la sentencia apelada. 

/M/fe Botet. 

FAUO DE LA SUPREMA CORTE 

»«••• Al». *«• as *mn. 

\ vistos: 

De acuerdo con el dictamen precedente del señor Procura- i 




dor General y por sus fundamentos, se confirma el auto de fojas 
99- Notífiquese con el original y devuélvanse, debiendo reponer- 
se el papel ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola». — M. P. Daract. — 

D. E. Palacio. 



CAUSA CCCLXVII 



Don Julio A Rojas y otro en el juicio ejecutivo seguido por don 

Pedro Gattdulfo contra Florencio Ormaechea. Recurso de 

hecho. 



Sumarlo : No procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48 contra un auto que ordena la restitución de fondos ex- 
traídos en pago de honorarios, fundado en que las resolu- 
ciones referentes a esa extracción no fueron dictadas con 
c! acuerdo de todos los interesados en e! juicio, por consti 
tnir dicho fundamento un punto de hecho y de derecho co 
míin. ajeno, por lo tanto, al expresado recurso. Constando 
de autos que los recurrentes fueron oídos y pudieron ejer- 
citar la defensa que les correspondía, no puede autorizar c. 
referido recurso la invocación del art. 18 de la Constituciói 
Nacional que declara ¡nvtóable la defensa en juicio de la 
persona y de los derechos. 

Caso: Ló explican las pic2as siguientes: 
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DICTAMEN DEL Sr. PROC (JK ADOR GENERAL 

Alit». jeito IT 4, mu. 



Suprema Corte: 

De la propia exposición contenida en el escrito presentado 
|>or el recurrente, se desprende la notoria improcedencia del re- 
curco q.,e se promueve. En efecto. la cuestión discutida en las 
instancias inferiores ha versado sobre el mejor derecho a la per- 
cepción de una suma d¿ dinero, y ha sido resuelta por la aplica- 
ción de una regla de procedimiento, h que «ib puede motivar la 
jurisdicción de apelación de esta Corte Suprema. (Fa'los: tomo 
117, paginas 195 y 361V 

El apeante invoca la alegación de un precepto de la Consti- 
tución, en el cual amparó su derecho, pero ello no puede autori- 
zar este recurso, desde que, como lo dispone el art. 15 de la lev 
48. y lo ha establecido la jurisprudencia de V. E„ es indispensa- 
ble a ese efecto, que la invocaciór. de una cláusula constitucional 
tenga una relación directa e inmediata con las cuestiones en de- 
bate, ¡o que no ocurre por cierto en el caso presente- (Faltos : to- 
mo 115. pág. 162). 

Agregaré a mayor abundamiento, que el mismo apelante 
demuestra con la relación de antecedentes que hace en su es- 
cr.to. que ante los ju-ces inferiores se le ha oído, y ha estado 
en aptitud de defender sus pretensiones, por lo que no es ad- 
misible su qu.ja por violación de! articulo 18 de la Constitución 
que garante la libre defensa en juicio, dado que no ha sido 

privado del ejercicio de esos derechos. (Fal'os, tomo 117. pini- 
na 309. ) 

Por estas consideraciones y la jurisprudencia citada, no 
creo que V. E. deba dar trámite al recurso directo traido a su 
conocimiento, y pido asi se resuelva. 



Julio Bolct 



<W muiHueommmA 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bott«j Alrtt, »■•!© 25 * MM 

Autos y vistos: 

El recurso de hecho por apelación denegada interpuesto 
por el Dr. Julio A. Rojas y el procurador don Julio S. dei 
Valle contra sentencia de la Cámara i.' de Apelación en lo Ci- 
vil de la Capital en el juicio ejecutivo seguido por don Pedro 
Gandulfo contra don Florencio Ormaechca. 

Y considerando: 

Que la resolución apelada se limita a ordenar la restitución 
de los fondos extraídos en pago de honorario», fundándose en 
que las resoluciones sobre esa extracción no fueron dictadas 
con el acuerdo de todos los interesados en el juicio, lo que cons- 
tituye un punto de hecho y de derecho común ajeno al recurso 
extraordinario del artículo 14 de la ley número 48, según el 
articulo 15 de la misma. 

Que no puede autorizar ese recurso la invocación del articu- 
lo 18 de la Constitución que declara inviolable la defensa en 
juicio de la persona y de los derechos, pues que consta en lo< 
testimonios acompañados que los recurrentes han sido oidos y 
han ppd¡<10 ejercitar la defensa que les correspondía. 

Que la agregación de esos testimonios en que se encuentran 
los antecedentes del recurso de hecho deducido, hacia innece- 
sario el informe de !a Cámara a qtto, a que se hace referencia 
en el escrito de fojas 15. 

Por ello y de ccníormida-1 con lo pedido por el señor Pro- 
curador General, se declara bien denegado el recurso. N'otifi 
quese y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. _ M. P. Daract. — 

I). E. Palacio. 



■ 
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CAUSA COCLXVIH 



José Bohigas Andreu en W juicio ejecutivo seguido por la So- 
ciedad Industrial y Pastoril contra Bautista Cayetano AlU 
berti. Recurso de hecho. 

Sumario: No está comprendido entre los casos previstos en el 
articulo 14, ley 48, el de la nulidad de procedimientos fun- 
dada en una disjosición del código civil y denegaba a vir- 
tud de la interpretación contraria que e! tribunal a quo dió 
a la misma. 

Caso : Resulta el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butmw Ata», iwmém M * IM4. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que como se hace constar en la exposición que procede, !a 
•.ululad de los procedimientos reclamada por el rrcur rente, ha 
sido fundada en el articulo 3174 del Código Civil y denegada 
por !a interpretación dada al mismo articulo en el sentido de 
que, formado el concurso, la intervención del curador a que esc 
articulo se refiere lia sido suplida por la del síndico, lo que co- 
loca el caso según lo dispuesto en el artícujo 15 de la ley min ero 
48. fuera de los comprendidos en el articulo 14 de la misma ley. 

Que no basta para motivarlo Ja invocación del artú-ulo f8 
de la Constitución, según el que es inviolable la defensa en jui- 
cio de la persona y de los derechos, desde que prescmdicnjo 
de la oportunidad en que ha sido alegado, la resolución de! 
Dtintó controvertido no depende de la interpretación Je esa cláu- 
sula que solo requiere que el litigante sea oído y se encuentre 



PALLO* Lt LA Omn SVFUMA 

en condicicnes de ejercitar sus derechos en la lor-ná v ron 1 
solemnidades establecidas por las leyes comunes. < Faiíos, ton 
• i i- n'.gina 229.) 

Por e!o no se liace lugar a la queja que se deduce y a 
chívese, reponiéndose el papel 



A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. PAtAcia 



CAUSA CCCLXIX 



Alejandro B. Bonel y £. Andino Orth, dcmociwd? ír»r yll /j. 
ndades del Juez Federal de Bahía Blanca en los autos se. 
tjuidos al Capitán y oyentes út! Vapor Independencia. 

Sumario : U '.ey minu-ro 7099 atribuye a las Cámara* Fedéra- 
le? de Apelación la superintendencia especia! sobre i e 
ees de su respetiva drcunscrijvMii. y C s dentro de la* mi- 
mas que deben encontrarse tos medita de asegurar el regu- 
lar desempeño <le esas funcione*. 

Caso: Los señores doctor Alejandro B. Bonel, E. Andino Or 
tiz y F. Cueto, se presentaren ante la Corte Suprema, en 
queja contra el señor juez federal de Babia B'aica, mani- 
festando que en la substanciación del juicio sequi lo centra 
el capitán y agentes del vapor Independencia, el referido 
juez había cometido varias irrejjidari-dadcs de procedimien- 
tos, por precipitación c indisciplina, que obligaba a los re- 
ctirroites a solicitar continuamente. la reposición de ¡os 
autos dictados; \o que. agregado a sus continuas ausencia 
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del loca! del juzgado, demoraba la terminación de! juicio. 
Agregaban, que respecto a la contraparte, era maniiiesta- 
meme parcial, por cuanto aceptaba escritos que le fueran 
presentados, aun cuando llevaren la firma de apoderados 
no matriculados, y que por ello habíanse visto precisados 
a recusarlo, lo que motivó un auto por el que se les impo- 
nía un arresto disciplinario. 



DICTAMEN DEL Sft PROCURAD;)» GENERAL 

Busos Aittt, Abrí! 17 de 19U 

Suprema Corte: 

La denuncia que se trae a conocimiento de V. E. somatan- 
do el ejercicio de medidas de superintendencia contra el señor 
Juez Federal ele Bahía Blanca, corresponde sea sometida a la 
Exma. Cámara Federal de La Hala, a !a que incumbe dicha 
superintendencia sobre los funcionarios de su circunscripción, ' 
según lo preceptúa el articulo 2. , inciso 4. de la ley 7099. y ha 

»do rcsue'to por \\ E. en el latid contenido en el tomo 117, 
págifta 381. 

Sírvase V. E. asi resolverlo. 

Julio Botet. 

FALLO DE J. A CORTE SUPREMA 

Bunoa Aires. Abril 21 4c W4. 

i>e a n infinidad c< n !o dictaminado por el señor Procurador 
Generál, remitánso estas actuaciones a !a Cámara Federal de 
Apelaciones de La Plata. 

Nicanor d. pfiE, Solar. — >l . 

i\ DarAct. — I). B. Palacio. 
— L. LófÉZ Cauanillas. 



m 
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Notificado de la resolución que antecede los recurrentes 
presentaron nuevo escrito manifestando, que su primitiva que- 
ja llevaba involucrada una imputación concreta contra la Cá- 
mara Federal de Apelación de La Plata, circunstancia que la 
inhabilitaba para conocer de la del señor juez, por lo que pe- 
dían se revocara el anterior pronunciamiento y se avocara ei 
tribunal el conocimiento de la denuncia. 



?AtlO DE LA CORTE SUPREMA 

B-tftOf Alrtt Julo 27 U »J4. 

Considerando: 

Que atribuida a las Cámaras Federales de Apelación por 
la ley número 7099 la superintendencia especial sobre los jue- 
ces de su respectiva circunscripción, es dentro de las mismas 
que deben encontrarse lo* medios de asegurar el regular desem- 
peño de esas funcicnes. For ello estése a lo resuelto. Y en lo 
referente a la queja formulada contra la Cámara Federal de 
Apelaciones de La Plata, saqúese testimonio de lo manifestado 
a fs. 3 y en el precedente escrito, y póngase al despacho para 
proveer lo que corresponda. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract- — 
D. E. Palacio. — Lccas Ló- 
pez Cabanillas. 



M JUSTICIA N LA KACSOK 1» 



CAUSA CCCLXX 



Z>d#i Antonio Podcstá (su concurso). Contienda de competencia 

Sumario : i¿ Comprobado que «1 concursado tenía, en la época 
en (|uc inkió su concurso, su casa habitación con parte de 
su familia y todos los bienes cedidos a sus acreedores, en 
Gnamini, provincia de Buenos Aires, corresponde a! juez 
de Bahía Blanca el conocimiento del juicio de concurso. 

2? No basta la afirmación del interesado para determinar 
el cambio de domicilio por ta sola intención, sino que e* 
necesario que ésta se manifieste por actos comprobados, ta- 
les como el de trasladar lina famf ¿a en forma que descubra 
claramente esa intcjicfón o también el de radicar negocio* 
en el nuevo domicilio con dicho propósíto- 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DEL JVtZ DE I." INSTANCIA EN Lo CIVIL Y COMERCIAL 
DÉ BAHIA BLANCA ■ 

■tilia Bitaca, Diekmbft 4 de 19». 

■Autos y vistos: considerando: 

ii. a Que el señor Juez de lo Civil de !a Capital Federal, doc- 
tor Nicanor González de! Solar (hijo), «e fea dirigido al infras- 
cripto en los airtos del concurso civil formado a don Antonio 
IVxlestá. exhortándolo para que se inhiba <k conocer en el pedi- 
do de concurso contra d citado Podestá, formulado ante este 
juzgado por <lon Andrés Bonis. 

2" Oue de las declaraciones de 1os testigos Dauvaníer, Affre 



Nadales, tais. Iglesias y Balboa, prestadas en forma legal, por 
ante d juez de paz de Guaminí, comisionado al efecto, resulta 
que don Antonio Podestá ha vivido con su familia durante diez 
años, no menos, dedicado a ¡as faenas agrícolas, en el paraje "El 
Divisadero", en la estación Bonifacio, cuartel 9° dd Partido de 
Guammi, y que, aún cuando en la oportunidad en que declara- 
roa los testigos (septiembre 4 dd corriente año), Podestá y su 
esposa, habíanse ausentado de su domicilio, ha permanecido y 
ae encuentra actualmente en él la demás familia, es decir, los 
hijos y cuñados dd señor Podestá- Cónsules estos hechos a los 
testigos por ser antiguos vecinos del pueblo de Bonifacio, ser va- 
rio» de dios conocidos dd señor Podestá y familia, y alguno, 
como d testigo Nadales, proveedor de ésta. 

Corroboran la prueba rendida, las diversas diligencias ju- 
diciales que corren agregadas 4 fs. 8, 23, 32 y 47* de ios autos de 
la cjeciición seguida por don Andrés Bonis contra Podestá, las 
que han sido practicadas en txm meses de junio, julio y agosto de 
este año en el domicilio que expresan los anteriores testigos, con 
intervención, sea de la esposa o de algún empleado de Podestá. 

Consta asimismo del informe requerido dd juez de paz de 
Guaminí, que en los varios juicios seguidos por ante ese juzgado 
contra don Antonio Podestá en los meses de enero y febrero del 
corriente año se han practicado notificaciones y diligencias de 
embargo en e* domicilio que éste tiene en d expresado partido, 
diligencias entendidas personalmente con el demandado o con su 
esposa. 

3 ° Que prueba tan concluyente acerca del domicilio del 
concursado, no puede ceder a la contradictoria rendida ante el 
señor juez exhortante y de que da menta d testimonio adjunto. 
Am daníafr entero crédito a la declaración de Domingo Ferré, 
uno de ios testigos que han informado acerca del domicilio del 
concursado en 1a Capital Federa], el cual testigo por ser acree- 
dor de Podest según propia declaración, podría tener interés en 
que el concurso de su deudor se ventilara ante d juez de su pro- 
pio domicilio; estas decoraciones, el informe de 'a policía, y de- 
más antecedentes que se invocan, sólo demostrarían a juicio del 
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infrascripto, que don Antonio Podestá reside actualmente, en la 
. ciudad de Buenos Aires; pero en modo alguno evidencian la in- 
tención del mismo, de cambiar de domicilio a dkíha ciudad, ni 
han podido demostrarla, desde que <fl asiento de su familia ha 
sido y se encuentra actualmente en el Partido de Guamini, sien- 
do <.\«tc por !o tanto el domicilio real del concursada Artículos 
89 y 93 del Código Civil. 

4. a Que estableciéndose en e! articulo 8° y su concordante el 
713 del Código de Procedimientos de la provincia, que es d juez 
del domicilio del deudor el cempetente para entender en el jui- 
cio de concurso civil y tratándole en este caso, de jurisdicción 
improrrogable, el infrascripto está en e? deber de mantenerla. 

Por ello y de acuerdo con <lo dictaminado por el señor agen- 
te fiscal, se resuelve insistir en el conocimiento del pedido de 
conourso de don Antonio Podestá formulado por don Andrés 
Itonis, y teniendo por trabada la contienda de competencia, or- 
denar se comunique por exhorto esta resolución al señor Juez de 
lo Civil de la Capital Federal, doctor Nicanor González dd So- 
lar (hijo), a !os efectos correspondientes, y que se e!even los au- 
tos a !a Suprema Corte Nacional, para que se sirva resolver la 
presente cuestión <le competencia. Repónganse las fojas- — Fe- 
derico ll'aikcr. — Ante mí: M. h Argañarás- 



DICTAMEN DEL ST< PROCURADOR GENERAL 

•ataos Air*, Dirftabrt 9 dt l«l 

Suprema Corte: 

A Y. E. corresponde dirimir la presente contienda de compe- 
tencia, a mérito de lo dispuesto en el art. <J\ inciso d) de la ley 
número 4055. 

Las actuaciones que obran en !os autos seguidos ante los 
tribunales de Bahía Blanca, demuestran en forma palmaria que 
el concursado Podestá tenia en el Partido de Guamini, Provincia 



•« famdi» (declaraaooes de fs. 6i a 76; informe de fs. 61 5 do- 
cumentos de fs. 18 a fs. ai). Estas circunstancias son bastantes 
pin caracterizar la existencia de su domicilio en aqueKa locali- 
dad ' con arre P° * k» dispuesto en d art. 89 dd Código Civil. 

'Las constancias agregadas a los autos seguidos ante los tri- 
bunales de esU capital, no pueden destruiría prueba que resulta 
de las dikgencias anteriores, desde que no justifican ninguno de 
los dem éritos indispensables para comprobar un cambio de re- 
sidencia con animo de constituir un nuevo domicilio. En efecto, 
d estado presentado al solidtar la decíaración de concurso, de- 
muestra que loa bienes de Podestá, eran únicamente los que ha- 
bía utilizado en *u explotación agrícola de Guamini; las decla- 
raciones de f s. 23 y fs. 24 son vagas y sin precisar una razón sa- 
tisfactoria de sus dicho», además de la inhaWüdad de! testigo 
Ferra en razón de ser acreedor del concursado. 

Por estas razones, pido a V. E. se sirva dirimir la préseme 
coimcnda, declarando que corresponde el conocimiento de los 
juicios promovidos al juez de la ciudad de Bahía Blanca. 

Julio Bolet. 

FALI.o DR LA CORTE SIPREMA 

*»*»•• AlfW. Junle 27 de 1*14. 

. . Y vis ! OS: ,os «e contienda de competencia entre un juez de 
i- instancia en lo civil de esta capital y otro de igual categoría 
tle Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires, para conocer en el 
concurso de acreedores de don Antonio Podestá. 

Considerando : 

Que de la propia exposición del concursado (fs. 3 autos de 
ta capital) resulta que tuvo su domicilio real en el cuartel o» 
Partido de Guamini. de donde, por ¿ mal estado de sus negocios 
se vino a esta ciudad hace meses, con la resolución de radicarse 
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Que el .hecho del domicilio en la provincia, como la ausen- 
cia del concursado desde algún tiempo, están asimismo acredita- 
dos por el numeroso testimonio de fs. 61 a 76 y demás constan- 
•cías de tos autos de Bahía Ranea, como está comprobada ta 
permanencia en dicho lugar de los hijos y parientes de aquél, en 
la época de las mencionadas diligencias o cuando se tramitaba la 
presente contienda. 

Que no basta la afirmación del interesado para determinar 
el cambio de domicilio por 2a sola intención, sino que es necesa- 
rio que ésta se manifieste por actos comprobados, tales como el 
de trasladar una familia en forma que descubra claramente esa 
intención, la que no aparece en el caso ; o también el de radicar 
negocios en el nuevo domicilio, con el propósito dicho. (Fallos, 
tomo 60, pág. 98, y otros) 

Que esta última circunstancia no se ha intentado compro- 
bar, y consta de autos, como queda antes expresado, que Podes- 
tá, en la época que inició su concurso tenía su casa habitación 
con parte de la familia en Guamini, como tenia todos los bienes 
cedidos a sus acreedores, según se vé en el estado de fs. I, ex- 
pediente de la capital. 

Por el-o, y conforme con !o expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se declara juez competente para conocer en 
el concurso civil de acreedores de don Antonio Podestá, al de 
Bahia Blanca, Provincia de Buenos Aires; y en consecuencia, 
remítansele los autos, avisándose por oficio al juez de la capital. 
Xotifkfite?e original y repóngase el papel- 



A. Bermejo. — DE. Palacio- 
Lucas López Cabaniiaas. 



CAUSA CCCLXXI 




Fuco Nacional contra la Sociedad Anónima Liebigs Bxtract of 
Meat Company. Sobre reivindicación 

Sumario : Hay buena fe en un comprador de una fracción de 
tierra fiscal que resulta no hallarse dentro de los limites del 
«erritorio del Estado vendedor, si éstos no aparecen incues- 
tionablemente establecidos sino con mucha posterioridad a 
venta. 

2 o . El sucesor en el título de un comprador de buena fe 
con posesión de más de diez afios, puede invocar la pres- 
cripción autorizada por los artículos 3999. 4005 y correlati- 
vos del Código Civil, sin que se oponga a eHo el conocimien- 
to que su causante, es decir, dicho comprador de buena fe y 
con posesión decenal, pudiere haber tenido con posteriori- 
dad a la transmisión, de que el primitivo vendedor (en el 
caso, el Estado provincial) le habia vendido una cosa ajena 
que no le pertenecía. 

3. Tratándose de una prescripción contra la Nación, de 
un bien sitiado en un territorio nacional, el Gobierno Fede- 
ral no es equiparable a una de Cas provincias a que se refie- 
re el art- 3999 del Código Civil. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL J UEZ LETRADO 

. 1 

Postas., Dlcftmtre 7 di »». 

Y vistos : En el juicio de reivindicación promovido ¡* >r el 
Fiscal Xacicnal contra la sociedad anónima "Liebigs Éxtract of 



DI JUSTICIA M LA NACION 188 

■ * 

Meat Company " como sucesor* de ía ratón social Locklart, 
Apurjl y Hermanos, del que resulta: 

Primero: Que el 10 de junio de 1904 se presentó el Procu- 
rador Fiscal del territorio en virtud dd decreto del Poder Eje- 
cutivo corriente a fs. 135 con d escrito de fs. 136 y múltiple do- 
cumentación de fs. 1 a 135 manifestando: que en cumplimiento 
del decreto referido entablaba formal demanda contra !a socie- 
dad anónima "Licbigs Extract of Meat Company". sucesora de 
Locldart, Apuril y Hermanos, sobre reivindicación de una frac- 
ción de tierra de propiedad de ía Nación ubicada en este territo- 
rio y compuesta de 4566 hectáreas. 76 áreas y 3 centiáreas; que 
el territorio <le Misiones fué federal izado por ley nacional de 22 
de diciembre de 1881, estableciéndose que sus fímitcs serian por 
e! lado de Corrientes los arroyos Pmdapoy y Chimiray, por los 
brazos y la línea que más directamente .los nine, y la ley de la 
provincia de Corrientes, fecha 24 de agosto de 1882 cedió a la 
" Xación e! Departamento de Posadas, determinando que sus lími- 
tes serian H arroyo Itainrté desde su barra con el ría Paraná 
hasta sus nacientes, desde donde sé traaaria una línea que pa- 
sando por d mojón X. O. de la propiedad de doña Luisa F. de 
Alurralde temunaria en el mojón colocado en las puntos o na- 
cientes del Chimiray, cuyó mojón «ra uno de k» divisorios de la 
l>arte de M isiones ya fcderahzada, que de acuerdo con la ley de 
1881 quedaba establecida en esa parte desde las nacientes del 
Chimiray todo su curso hasta su desembocadura en d río Uru- 
guay, limites que la ?ey nacional de 30 de julio de 1884 aceptó y 
fijó definitivamente; Que la provincia de Corrientes por decre- 
to de 19 de septiembre de 1885 comisionó a los agrimensores 
Narciso Chapo y Angel E. Sotelo para que trazaran d deslinde 
y colocaran los mojones correspondientes, según los íwnitea de- 
termi lados por las leyes mencionadas, quienes constituidos en d 
terreno acompañados del ingeniero l«is Matta, en representa- 
ción dd gobierno del territorio, practicaron la operación de des- 
linde que instruye d acta de f s. 6 a 1 1, dando la linea que se ex- 
presa en los planos de f s- 29 y 30. hechos por Chapo, demarca- 
ción que fué aprobada por Corrientes y aceptada por la Nación, 



' : MI' 



9aum m la amn «huma 



en decreto de mano 10 de 1896, y cuyo avrvaraknto efectuaron 
tos agrimensores Erancisoo Fouilliand y Zacarías Sánchez en 
presencia de tos gobernadores de Corriente» y Misiones, como 
consto del acto de f*. 34 y 35, U que ratificaba la anterior de- 
marcación aunque «1 d acta y plano ya te designaba tí brazo del 
Chimiray, Angko, sin razón ostensible que justificase esa nue- 
va designación, observándose por la dirección de geodesia el 
cambio de nombre del arroyo Chimiray porque no era la desig- 
nación que le correspondía, puesto que con ese último nombre 
de Chimiray había sido Mamado por tí agrimensor Chapo cuan- 
do para cumplir con 9a ley provincial de 1882 y la nacional de 
1884 estableció el limite entre Corrientes y Misiones, que mere- 
ció b aprobación, por el decreto de marzo de 1896; Que Ja pro- 
vincia de Corrientes vendió en marzo de 1880 a Locklart y Apu- 
ril un campo situado parte en Ituzaingó y parte e:i Santo Temé, 
dentro de los siguientes limites: al Norte propiedad de doña 
Luisa F. de Alurralde; al Este, el arroyo Chimiray, ¡imite del 
territorio de Misiones; al Sud, propiedad de Runciman y Cía., 
y al Oeste, la propiedad de Antonio Francioni y el arroyo Gara- 
bi, campo que con otras fracciones situadas en este territorio fué 
vendido por aquéllos a la "Liehigs Extract of Mead Company 
Limited" bajo la condición de entregarlos con nueva mensura y 
deslinde; Que el agrimensor Foutmand. nombrado para practi- 
r ía mensura ordenada por los tribunales de Corrientes, pro- 
cedió a verificarla, extendiéndola al territorio de Misiones sin 
tener comisión para eKo, debido a que considera arroyo Ohsni- 
ray otro situado más al Este, habiendo resultado de esa opera- 
ción que la fracción quedada en Misiones tiene 4.566 hectáreas, 
76 áreas 3 centiáreas ; Que esa mensura fué observada por ía 
Ofkina de Geodesia sosteniendo que el titulo expedido por Co- 
rrientes en 1889 te refiere sólo a tm terreno dentro de su juris- 
dicción, puesto que el limite Este es el arroyo Chimiray que se- 
para la provincia de Misiones, y que resulta evidente que se ha 
ubicado en Misiones una superficie de terreno correspondiente 
a un tirulo otorgado por Corrientes, no revalidado por la Na- 
ción ; Que a confusión de nombre del Chimiray y el Angico no 
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puede en ningún caso variar los término» de te cuestión, pues el 
plano de fs. 54 que establece los limites antiguos de Corrientes 
y Misiones, llama Chimiray a t brazo que Fouüiiand llama An- 
gko, y el plano de fs- 50 designa también con aquel nombre a 
los dos brazos, uno de los ouaSes Hama Angko el agrimensor re- 
ferido ; Que no puede haber habido confusión al establecer los 
lindero* del campo vendido a "Locklart ApuriT porque si el 
pueMo y el departamento de San Carlos quedaban en el territo- 
rio, con mayor razón debió considerar como límite interprovin- 
ciai el brazo del Chimiray que se encuentra más hacia el occi- 
dente del teiritorio ; y habiendo pertenecido San Carlos a Misio- 
nes desde la focha de la cesión de Posadas basta agosto de 1897, 
no es admisible suponer que haya habido error por confusión de 
límites al considerar d brazo más a3 oriente, cuyas nacientes se 
encuentran en los ejidos de -San José, consecuencia que habría 
establecido que no sólo San Carlos sino casi todo San José ha- 
bría debido considerarse como parte de Corrientes, y que los 
mismos agrimensores Chapo y Sotdo llaman a ese brazo Chimi- 
ray y no Angko como dice FouiKand; Que 1a provincia de Co- 
rrientes no ha podido por lo tanto vender una propiedad que no 
estaba dentro de su jurisdioción y dominio pleno, y como el Go- 
bierno Nacional no Iha entendido revalidar ese tituJo, tiene dere- 
cho a reivindicar lo indebidamente desKndado por FouiKand, de 
acuerdo con el art 2758 átS Código Civil, acción que puede sor 
ejercida contra el poseedor de la cosa, pues el titulo de la Na- 
ción es anterior a la posesión que niega el demandado, desde que 
eJ titulo de éste recién tiene origen por da venta hecha por Co- 
rrientes en 1889, mientras que el de la Nación fluye de las le- 
yes de 1881 y 18B4 y aún de la anterior de 1881, desde que el li- 
mite en esa parte no fué modificado por dichas leyes ; Final- 
mente pide «1 Procurador Fiscal que se condene a te compañía 
demandada a devolver a te Nación la tierra que se reivindica, 
con más las costas y frutos. 

Segundo: Que notificada de te demanda te sociedad Líe- 
bigs se presenta a fs- 157 y 160 exponiendo: Que te fracción de 
terreno que se reivindica forma parte de 10.307 hectáreas que 
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Lockart y Apuril compraren legítimamente a! gobierno de Co- 
rrientes en «nano de 1889, por lo que pedia se citara de evic- 
ción a la mencionada provincia, agregando que como se deducía 
del memorial de Lockart y Apuril, de £s. 107, y los dictámenes 
de los procuradoree de la Nación y del Tesoro, de fs. 129 vta. 
y 134. •* demanda era injustificada y pedia también su rechazo 
con costas, fundándose en que -la provincia de»Corrientes estuvo 
en posesión de esa tierra deade 1881 hasta 1889, continuando la 
que tenia desde tiempo inmemorial y ejercitando diversos actos 
de Jurisdicción, y efectuó en 1889 el remate, escrituración y en- 
trega del terreno a Lockart y Apuril, quienes durante trece años 
han continuado en quieta y pacifica posesión, enajenando:© des- 
pues a la compañía demandada, mientras que la Nación nunca 
tuvo la posesión ni dominio que requiere el art 2758 del Código 
Civil, recordando a 3* vea que la posesión y dominio de los com- 
pradores data de más de diez años, y es de buena fe y justo ti- 
tulo, por lo que la favorece el art. 3999. 

Tercero: Que citada de evkción Ja provincia de Corrientes, 
fs. 159, asumió la defensa, fs. 174, y evacuando el traslado de 
demanda pide declare su improcedencia, con costas y ex- 
pone, fs. 213 : Que el actual territorio de Misiones fué parte in- 
tegrante de Corrientes, quien b cedió a la Nación en 1881, y en 
1882, como acto de generosidad, hiio alcanaar los limites hasta 
d arroyo Itaimbé y desde éste hasta las nacientes del Chimiray. 
que desemboca en el Uruguay; Que la demarcación definitiva 
de estos límites se produjo en 1896 en que e! Gobierno N acio- 
nal aprobó las operaciones practicadas en 1891 y 1893 por los 
técnico» designados al efecto, siendo recién en esta fecha qtte en- 
tró a ejercer el dominio pleno de las tierras, por la tradición he- 
cha por el donante; Que desde 1881, fecha de la cesión, hasta 
1896 en que st demarcaron los r'mites, la linea de separación 
que corre tntre las nacientes del Chimiray y el Itaimbé fué des- 
conocida en el terreno, manteniéndose así una confusión de li- 
rones que orasionó los peritajes de los agrimensores Coll en 
1882. y Chapo y Sotedo en 1891, ordenados por la provincia de 
Corrientes, operaciones que no tuvieron sanción definitiva, sino 
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posteriormente, al llevarse a cabo la diligencia de 10 de julio de 
1896 de que da cuenta el acta de fs. 34 y 35, en que se acepta 
por ios gobiernos nacional y de Corrientes la linea demarcada 
por Chapo y Sotelo ; Que mantenida esa confusión de límites, la 
provincia seguía ejercitando, sin oposición del Gobierno Nacio- 
nal, actos posesorios y de dominio dentro de una zona que llegó 
a demarcarse como perteneciente a la Nación por las operacio- 
nes sancionadas «n 1896, actos entre les que menciona la de- 
marcación encomendada a Coll en 1882, la mensura de Lencisa 
en 1885, ordenada por la provincia para medir la propiedad 
vendida a Lodoart y Apuril Hnos., que comprende la porción 
reivindicada en autos, y finalmente el Témate, escrituración y 
entrega de la posesión de esta misma propiedad en 1889; Que 
en la cesión dd territorio de Misiones se entendió siempre la 
condición de respetar laa ««ajenaciones hechas por la provincia, 
de manera que tratándose en el caso actual de un acto público y 
de buena fe no era posible llegar al desconocimiento de la venta 
realiaada en 1889, que tiende a anularse por la acción deducida 
con gran responsabilidad para la provincia de Corrientes; Que 
la Nación es propietaria legitima de les tierras comprendidas en 
la región de 4a linea que une las nacientes dd Chinriray con el 
Itaimbé, recién desde 1896 en que le hizo tradición la provincia 
de Corrientes por el acto material de la demarcación practicada 
según diligencia de f*. 34 y 35 y como en esa fecha la posesión 
perteneció a los demandados, fluye U consecuencia de que en 
ningún tiempo pudo corresponder a k adora, y por otra parte, 
e! titulo de tos demandados es anterior al que corresponde a la 
Nación, porque si éste ejerce actos de verdadero dueño de las 
tierras desde 1896, aquéllos — los demandados — han adquiri- 
do la propiedad en 1889, entrando en posesión y dominio d mis- 
mo año ; cita en su apoyo los artículos 2379, 2789 y 2791 del 
Código Civil, y agrega que coi arreglo a los artículos 1833 7 
1834 el Gobierno Nacional ha debido reclamar directamente al 
de Corrientes la entrega de esas tierras, no por acción rervindi- 
catoria, que no procede, sino ejercitando facultades de donata- 
rio para que se le dé la posesión que no ha tenido en ningún mo- 





m tA corm itmuufA 

cuya oportunidad la provincia habría recordado a ta 
actora, que con arreglo a las disposiciones de la ley común pue- 
da dátenme la revocación de las donaciones, que aparecen en 
auto* realizada*, cuando puede imputarse al donatario hechos 
graves contra los bienes del donante, como serian en este caso 
la» responsabilidades que traen para la provincia demandada 
juicios de esta clase. 

Cuarto: Que a fs. ai6 vta. se abrió a prueba la contienda 
produciéndose a pedido de la parte citada de evicción la única 
diligencia consistente en el informe de una repartición de la 
provincia de Corrientes que otra a fs. 218 vta. sin perjuicio de 
ta que instniy* k demanda y que corre de fs. 1 a fs. 135, ha- 
biendo alegado sobre su mérito el fiscal, la provincia de Co- 
rrientes, y la compañía Licbigs a fs. 232, 225 y 2*3, respectiva- 
mente- 



Y considerando : 

Que 1a provincia de Corrientes rebatiendo la demanda, 
ejercita dos defensas: alega la prioridad y consiguiente buena 
fe de! acto de enajenación del terreno reivindicado que ella 
otorgó a favor de Lockhart y Apuril y Hnoa, con respecto al tí- 
tulo del Ejecutivo Nacional que, según la demanda, es eS decreto 
que «1 mismo dictó en 1896, aprobando la mensura de fs. 5; y 
la falta de posesión, por 4o menos hasta 1896, por parte de di- 
cho Gobierno Nacional de ta fracción de territorio que le cedió 
ta provincia de Corrientes para integración del territorio de Mi- 
siones, y en la que resultó comprendida por la expresada men- 
sura el eárea de terreno, materia del actual pleito. 

Que de la conf rontación de los escritos de demanda y con- 
tetteción restóte incontestablemente que la presente acción pe- 
titoria se ventila entre partes que ambas invocan, y ambas se 
reconocen mutuamente título, y que la posesión actual no es 
cuestionada, pues el solo hecho de la reivindicación ya la atri- 
buye al demandado, fuera de que el actor explícitamente lo ad- 
mite así- 
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Que, aunque por no haberse presentado escrituras en autos 
no resute si éstas se otorgaran y revistieron las solemnidades 
que definen al justo titulo y de ks que depende la buena fe de 
la posesión, la compañía Liebigs, tiene a su favor, por admisión 
espontanea de la actora, un titulo oneroso — la demanda di* 
que la provincia de Comentes "vendió" — y la posesión actual 
que se supone en todo reivindicado y que por la virtud del ti- 
tulo que la acompaña, se remonta a la fecha de éste, salvo prue- 
ba en contrarío que no se ha intentado. Pero al Gobierno Na- 
cional le asiste un titulo visible anterior: la ley de 1884, admiti- 
do sin discusión también por la demandada, con la ventaja no 
sólo de la anterioridad, sino de ser de conocimiento obligado 
para todo habitante del país como ley nacional, prerrogativa que 
por sí sola enerva 1a invocación de buena fe que sin e!Io pude 
valer a-1 adquirente reivindicado, y asimismo, a la provincia de 
Corrientes como vendedora. 

Que hasta aquí el primer argumento no tiene éxito, salvo 
que se demostrara que el Gobierno Nacional no tuvo desde la 
fcoha de su título la posesión que le atribuye la presunción de la 
ley. Ahora bien, es en este sentido que dominando con íucidex y 
precisión la exacta situación jurídica de fos actuales litigantes, 
desenvuelve su dictamen el señor Procurador del Tesoro — 
fs. 130 — discurriendo que Loekhart y Apuril Hnos.. con roen 
sura judicial aprobada y posesión de mis de un año, no podrían 
ser abordados por la vía del interdicto, no quedando otra dis- 
yuntiva que reivindicar, o revalidar el titulo de éstos y que ésta 
sería la conducta más plausible en ratón de que si bien «1 título 
aparente del Gobierno Nacional es anterior a Ja aludida enaje- 
nación, la mensura de 1891 a 1893, obrante a fs. 5, que parecería 
su ejecución en el terreno, no es estrictamente una ubicación 
fiel del titulo sino un nuevo título, porque es notario que los lí- 
mites fijados por la ley provincial de 1882 y la nacional de 1884, 
fueron por mutuo acuerdo &ubsto »c ia %uentc alterados en la 
mensura referida, resultando, en suma, que el titulo del reivin- 
dicante es la mensura de 1891 y los acuerdos que la determina- 
ron, cuya data, como titulo, es el año 1896, ea que ella se apro- 
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b6 y no la» leyes mencionadas de 1882 y 1884 (fs. I a 4) y el de 
la demandada, .cempafiia Licbigs, remonta a marzo de 1889 fechu 
de la adquisición de lo reivindicado por su antecesora, la razón 
social Lockhart Apuril y Hnos.; y es, así como se impone con- 
cluir que el reivindicado tiene posesión animo domtki de buena 
fe, fundada en título anterior aj título verdadero, no a) aparen- 
te de la actora- 

Aaí también argumenta el señor Procurador General de la 
Nación en el dictamen que obra a fs. 137, y el alegato de la pro- 
vincia de Corrientes a U 229. hace suyo estos fundamentos, in- 
vocando, además, con todo acierto lo preceptuado por ?os ar- 
tículos 2789 y 2791 del Código Civil. 

Que, en cuanto a la segunda defensa de la provincia citada 
de evkxión por la que arguye hallarse radicalmente inhabilitada 
la demandante para pnntear esta reivindicación por falta de 
posesión originaría, como lo requiere perentoriamente d articu- 
lo 2758 del Código Crvil, es aún de mayor eficacia y menos su- 
jeta a controversia, pues la documentación que expontáneamen- 
te acompaña el reivindicante, demuestra a las obras que minea 
el Gobierno de la Nación ejerció posesión del campo en carácter 
de bien privado <W Estado, y en io que atañe a! dominio emi- 
nente y jurisdiccional, también se infiere de los aludidos dictá- 
menes de los asesores nombrados como así de ¿a exposición ex- 
plícita de la demanda, que só'o empezó a ejercitarlo después del 
decreto de 1896, aprobatorio de la mensura de 1891 a 1893. 
Que en <la (hipótesis de que se entendiera que é que reivin- 
en ejercicio de dominio eminente no puede ser equiparado 
al particular reivindicante y está exento del requisito esencial 
de una anterior posesión, habría que contestar, fuera de que tal 
distingo no está contenido en la ley, que aunque ías leyes de 
1882 y 1884 no aclaran si fué designio de ellas ceder bienes dd 
dominio privado de Corrientes a-! mismo tiempo que se cedia 
jurisdicción, la actitud de la actora no objetada expresamente 
por la provincia citada de evkxión asi lo deja suponer, de ma- 
nera que la demandante no se presenta meramente como cesio- 
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naria de deminio jurisdicciona! y no le seria aplicable en el su- 
puesto de que fuera admisible el distingo indicado. 

• ,£ Ue debe tenersc , en cuenta . asimismo, que ¿a ley nacional 
de ,884. aparente titulo de la Nación, aunque, como ley, es de 
conoam.«nto notorio, no excluiría en términos abso!«tos la po- 

Ilíw t¿*£ u ** com P rador y «' ve«ledor en el titulo 
Uxkhart y Apunl Unos-, pues el enunciado de aquella ley no es 
tan preciso que permita saber a todo habitante del país qué te- 
rrenos se mciuyen o no en los limites que enumera, aparte de 
que, asi, esta ky como la provincia! de 1882, hacen la aalvedad 
de dejar su aplicación y resultado a lo que la Nación y la pro- 
vincia convengan en ulteriores acuerdos. 

~. ^ Ó T is w * reconocer, como lo hace nuestro 

Código Civil, en las disposiciones de los artículos 2767, 2777 y 
concordantes, alguna influencia en la presente contienda al ca- 
rácter de ios contratos de que nacen los títulos de una y otra 
parte, siendo oneroso d que asiste a 1 a compañía Liebigs en 
tanto que e! Gobierno Nacional se presenta como donatario a 
titulo puramente gratuito. 

Por estos fundamentos, los que resultan de los detámenes 
oficiales de fs. 130 y 133, y k> s que por su parte invoca la pro- 
vmcia de Corrientes en sus escritos de contestación a la deman- 
da, fs. 203 y alegato de fs. 225, definitivamente juagando, fallo: 
no haciendo lugar a * presente demanda -reivindicatoría dedu- 
cida por el Fisco Nacional contra la Liebigs Extract of Meat 
Company. sin costas por no haber mérito para su imposición, 
desde que no puede calificarse de temeraria o maliciosa la ac- 
titud de la parte vencida (art. 221 del Código de Procedi- 
mientos). 



Hágase saber.— Jorge E. 7Y//0— Ante mi: Cruz E. Costa 
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FALLO DK LA CAMARA f KDERAt, DEL PARANA 

Vistos y considerando: 

l.° BI Honorable Congreso de la Nación, por ley de 22 de 
diciembre de 1881, fijó como límite divisorio de la provincia de 
Corrientes con el Terkorio Nacional de Misiones a los arroyos 
"Pindapoy" y "Chimiray" por los brazos y la 'linea que más di- 
rectamente los una- 

La provincia de Corrientes en su ley de 26 de agosto de 
1882, sobre cesión de una parte de su territorio a la Nación pa- 
ra ser incorporado al de Misiones, reconoce como trazado sobre 
é terreno el limite declarado por aquella Jcy de 1881, al dispo- 
ner en el art. !,• que su frontera, en la porción que cede termi- 
ne en el mojón colocado en las puntas o nacientes del arroyo 
"Chimraf que es uno de los de la divisorio de Misiones xa fe- 
deralizada. 

Igual declaración hace la Nación en su ley de 30 ds julio de 
1884 aceptando esa cesión. 

Los peritos, señores Chapo y Sotdlo encargados de ejecutar 
sobre el terreno el limite ordenado por ambas leyes de cesión, 
llenan su cometido en la forma que consta en las copia» que co- 
rren de fe. 1 a 30 de estos autos; y sin observación ni duda de 
ninguna especie determinan bajo la «letra Y el mojón de las pun- 
tas o vertientes dé arroyo 44 Chimiray" como punto único en que 
se tocan el nuevo limite de !a cesión con el ya existente entre 
Corrientes y Misions. 

El Poder (Ejecutivo de !a provincia de Corrientes, primero, 
y el Poder Ejecutivo de la Nación, después, aprueban, por los 
decretos respectivos, el limite de la cesión trazado por aquellos 
peritos- 

Estos antecedentes desautorizan en absoluto todo lo que en 
contrario se lia invocado por la parte demandada ; pues obligan 
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con la fe y fuerza obligatoria que tienen como leyes y decretos 
a tener y respetar el arroyo Chkmray en la forma que !o descri- 
ben los peritos Chapo y Sotdo en sus operaciones de f s. i a 30 
como al limite ya existente en 1882 en ejecución de ?a citada lev 
de 1881. 7 

2." Consiguientemente, y de acuerdo con lo que resulta de 
autos, el terreno objeto de la presente contienda forma parte 
del territorio de Misiones, declarado por la mencionada Jey de 
1881 ; y es esta ley la que corresponde aplicar al decidir sobre el 
derecho de dominio privado y desposesión que la Nación, como 
demandante, ha invocado' como fundamento de su acción de 
reivindicación. 

3 o La expresada ley de 1881 no tiene como antecedente un 
acto de cesión o de manifestación de voluntad en tal sentido de 
parte de la provincia de Corrientes. 

Iniciada por proyecto de ley del Poder Ejecutivo de la 
-\ ación, d Honorable Congreso !o sanciona en uso de ia atribu- 
ción que le está conferida por el art 67, inc. 14, de la Constitu- 
ción Nacional; dando a la provincia de Corrientes una mayor 
extensión de territorio del que le correspondía conforme a la lev 
de 17 de octubre de 1862. según Jas opiniones má< autorizada! 
y mejor recibidas en su discusión y sanción. 

Por virtud de esa ley la Nación quedó declarada propietaria 
y poseedora originaria de toda «ierra de Misiones que careciera 
de dueño- Art. 2342, inc. l> del C. Civil. 

4.° En 1889 »a provincia de Corrientes vendió a los señores 
Lockhart y Apuril Hnos-, el terreno de la referencia, compren- 
diéndolo en una superficie mayor que enajena como tierra fis- 
cal de su propiedad; y se desposee «si, a la Nación. Posterior, 
mente aquellos compradores venden el referido terreno a la so- 
ciedad demandada, y los suceden en la posesión. 

5 ° Son manifiestos los vicios de nulidad y mala fe de que 
adolecen 1os títulos de propiedad y posesión invocados por la 
parte demandada ; pues versan sobre tierras declaradas de pro- 
piedad y posesión de <a Nación por leyes y decretos que obligan 
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por igual « k» poderes y habitantes de los Estados que los dic- 
taran. 

6.» En ooosecuencia, debe desestimarse también, como in- 
fundada la excepción de prescripción opuesta por la parte de- 
mandada. 

Por «¿os fundamentos se revoca la sentencia apelada de 
fs. condenando a la sociedad demandada a entregar a la 
Nación la posesión del terreno deternüimdo en su demanda, 
dentro del término de treinta días, con más los frutos en ella 
requeridos; y declarando las costas de ambas instancias a cargo 
de las partes en eS orden causado por no haber mérito para hn- 
ponerias a la parte vencida, atenta la naturaleza de las cuestio- 
nes debatidas. Hágase sabor y repuesto el sellado, devuélvanse. 

Fortunato Calderón. — Jo$é Marcó. 
César B. Pérts Colman. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bm*m Alrts JmIo 71 á* 1014. 

Vistos y considerando : 

Que si bien en 1a ley de la provincia de Corrientes de 26 de 
agosto de 1882 por la que se cedió a la Nación el pueKo de Po- 
sadas, con e1 área de terreno que en la misma se determina ( fo- 
jas 1 ), y en la nacional número 1437 de julio 30 de 1884, acep- 
tando tí acto, se habla de un mojón "colocado en las fuentes o 
nacientes del arroyo Chimiray, cuyo mojón es uno de los diviso- 
rios de la parte de Misiones ya federaliaada", no hay en autos 
constancia, fuera de las referencias hechas por !os agrimenso- 
res Chapo, Sotelo y Fouilliand ( fs. 10 y 77), de que el deslin- 
de entre dicha provincia y el territorio nacional de Misiones, se 
hubiera practicado antes de la primera de Jas fechas expresa- 
das, con sujeción a la ley número 1149, porque nada se dice a! 
respecto en los decretos de 19 de septiembre de 1885 ( fs. 2 vta. 1 
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y de 17 de agosto de 1891 (fs. 3 vta.) por los que se mandó tra- 
zar la nueva línea divisoria de conformidad a las dos primera* 
leyes mencionadas, ni en los informes del Departamento de 
Obras Públicai de la Nación y de fe Dirección de Tierras y Co- 
lomas (fs. 25, 40, 44, 68, 82, 84, 105 y vta.) 

Que una de esas referencias es favorable a la demandada, 
pues, Fouflliand afirma : "En 1881 el ingeniero don Juan Coll 
comisionado por «1 gobierno de la provincia de Corrientes, tra- 
zó y amojonó de acuerdo con fe !ey de 22 de diciembre de 1881 
la línea divisoria entre la provincia de Corriente* y el territorio 
de Misiones que iba de la punta de? arroyo Chimiray a la punta 
del arroyo Pindapoy" (fs- 77) ; y a estar al plano de fs. 126. 
presentado por fe oficina naciona? de Tierras y Colonias, dicha 
línea se halla más al naciente de la que trazaron los agrimenso- 
res Chapo y Sotelo. 

Que en la otra referencia de fs. 10, los agrimensores nom- 
brados. Chapo y Sotelo, expresan que hallaron el mojón X 
( plano de fs. 39) sobre el arroyo Chimiray o sea sobre el arroyo 
llamado también Angico, sin indicar el origen averiguado o pro- 
bable de ese mojón, el cual, además, no se encontró en las na- 
cientes de! Chimiray (Jet ra Y plano citado) y si más al Norte- 
Que según se desprende del plano de fs. 29, y de lo que ex- 
ponen los mismos agrimensores Chapo y Sotelo, comisionado* 
por el gobierno de la provincia de Corrientes para el trazado de 
la linea que, en una de fes direcciones proyectadas por elfos, fué 

por ese gobierno y el de la Nación 
como divisoria entre fe expresada provincia y el territorio de 
Misiones, por ios decretos de 22 de julio de 1892 (fs. 14 vta.), 
13 de marzo de 1893 (fs. 21) y 10 de marzo de 1896 (fs. 27 
vnelta), el arroyo Chimiray tiene tres brazos (fs 10), cuya exis- 
tencia, sin determinación de número, había sklo ya «conocida 
por !a ley 1 149 

Que uno de estos tres brazos lleva el nombre de Angico. 
como se ve en 1os planos de fs. 30 y 33 y se consigna en la dili 
gencia de avivamiento de mojones que practicaron los agrimen 
«ores don Francisco Fouilliand y don Zacarías Sánchez dcsig- 
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nados al efecto por los gobernadores de Corrientes y del terri* 
torio de Misiones (fs. 34). 

Que la tierra reivindicada formaría parte de la provincia 
de Corrientes sí el verdadero límite entre ella y el territorio na- 
cional de Misiones fuera el brazo oriental de dicho arroyo Ohi- 
miray, según lo sostiene d agrimensor Fouiliand, en apoyo de 
la mensura que ha dado origen al presente juicio (fs. 45 vta-, 
48, 77, otra» y plano de fs. ia6). 

Que en las condiciones expuestas, el límite entre Corriente; 
y Misiones, no aparece incueFtionab! emente establecido, sino 
después de las operaciones de Chapo y Sotelo y de la aprobación 
de las mismas por é! gobierno nacional y provincial, o sea, con 
mucha posterioridad a la venta hecha por Corrientes, en marzo 
de 1889, a Lockhart y Apuril Hnos. t causantes de la demanda, 
(fs. 138 vta). 

Que Lockhart y Apuril Hnos. han podido asi creer que la 
provincia de Corrientes no les vendía un terreno ajeno, perte- 
neciente a la Nación o al territorio de Misiones, en la parte rei- 
vindicada, como lo observaron acertadamente el señor Procura- 
dor del Tesoro y el señor Procurador General, en Ja gestión ad- 
ministrativa (fs. 129 vta. y fs. 133) ; máxime cuando prescin- 
diendo de las leyes y mensuras provinciales anteriores a 1889 y 
de los actos administrativos de la gobernación de Misiones de 
que se ha hecho mérito, relativos a ese terreno, (fs. 115, 118 y 
otras) no consta que la Nación haya hecho uso de las facultades 
que le acordaba el art 4 de la ley 1 149» afirmando su carácter 
de propietaria con actos oficiales inequívocos, que hubieran po- 
dido llegar fácilmente a conocimiento de todos los interesados 
en adquirir tierras en esa raía de la república. 

Que uniendo la sociedad demandada su posesión propia con 
la de sus causantes en el tiempo transcurrido desde 1889 hasta 
1904, fecha de 4a interposición de 1a demanda (fs. 143 vta.), o, 
en e! más desfavorable de los casos, apoyándose en la exclusiva 
de dichos causantes, desde 1889 hasta que éstos le hicieron la 
venta del campo con posterioridad a marzo de iqoi (fs- 64 y 
otras) puede invocar en su favor, como lo ha hecho (fs. 163 v 
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otras) -la prescripción con título y buena fe, autorizada por la 
ley (art. 3999, 4005 y correlativos del Código Civil). 

Que no se opone a cKo el conocimiento que en 1891 o des- 
pués hubieran podido adquirir Lockhart y Apuríl Hno»., del he- 
cho de no pertenecer a la provincia, en parte, é terreno com- 
prado. (Artículos 2358 y 4008, Código Civil). 

Que los principios generales de derecho que acaban de ci- 
tarse, tienen una aplicación más justificada en Jas enajenacio- 
nes hechas por la Nación o «las provincias, dado que, por una 
parte, sus limites no son siempre naturales y visibles; y por 
otra, los particulares adqui rentes deben estar persuadidos de 
que aquilas proceden sin extralimitarse en el ejercicio de sus 
facultades, de disposición de la tierra fiscal. 

Que en este orden de ideas, la Corte Suprema admitió la 
defensa de la prescripción del art. 3999 Código Civil, resolvien- 
do a favor de la Xación o <le su sucesor singular, d caso aná!ogo 
al sub judice,4él tomo 1 14. p. 390, donde se trataba de una reivin- 
dicación, promovida por la provincia de Buenos Atas, de tierra 
con que la primera amortizó títulos del empréstito autorizado 
por la !ey número 947, conceptuando que esa tierra formaba 

paite de la que cedió didha provincia por su ley de 9 de octubre 
de 1878- 

Que tampoco seria obstáculo a la prescripción el hecho de 
que el Gobierno Federal no tenga su asiento principal en Mi; 
siones, desde que este territorio se halla sometido a la jurisdic- 
ción nacional dependiendo su gobernador directamente del mi- 
nbterio del interior, y no es equiparable a una de las provincias 
a que se refiere el citado art. 3999 del Código Civil. (Art 7, 
inciso 13. *ey 153a). 

Que atento lo que precede, es innecesario entrar en el 
examen de otros puntos comprendidos en la demanda y conten- 
tación- 

En su mérito y por los fundamentos de la sentencia de fo- 
jas 239, en cuanto al reconocimiento del titulo de la demandada, 
se revoca Ja sentencia de fs. 305 y se declara no hab.t lugar a !a 
acción reivindicatoría de fs- 136. Las costas se abonarán en el 
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ovám causado, en razón de la naturaleza de las cuestiones de- 
batidas. Notifiques* con el original y devuélvanse, debiendo re- 
ponerse el papd ante el inferior. 

A. Bebmejo. — Nicanor G. del 
Solar. _ M. P. Daract. — 
D. E. Palacio- — Lccas Ló- 
pez Cabanillas* 



CAUSA CCCLXXII 



D. Ricardo A chaval contra D. Francisco Gerez y otros, sobre 
embargo preventhw. — Incompetencia de jurisdicción 

* 

Sumario : No tiene carácter de definitiva a «¡os fines del recurro 
extraordinario del artículo 14, ley 48. «na resolución que, 
fundándose tan sólo en principios de procedimientos, esta- 
blece que el fuero federal debe acreditarse en el caso res- 
pecto de todos los demandados conjuntamente, aun prescin- 
diendo de lo dispuesto por el articulo 10 de la ley 48. 

Caso : Lo explican las siguientes piezas siguientes : 
DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOS GENERAL 

■ 

Butno» Aim, OctuW* II * l*!3. 

Suprema Corte: 

©1 recurso deducido no procede legalmente, por no ser e! 
auto de que se apela, una sentencia definitiva, conforme al ar- 
tículo 14 de la Jey 48 (tomo 95, pág. 79). 
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decla^' aUt °^ íd ° H *' preSCTt * Í uicio «Í^«¡vo no se ha 
™ÍL m! r , Cn fomu ni ««* cause grava- 

men imparable , la incompetencia de la jurisdicción fafcr»! 

que autoricen la procedencia de 

nacwnalKlad argentina de todos los demandados a fin de que la 
diversa vecindad pueda surtir el fuero federal. q 

«,r J¿S " Y' E ' * ,irva deo:arar nial concedido el re- 
ZZi^n^ ' dlSpO0Íendo **** * autos al tribus! £ 

Á/& Bofe/. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

••€••• Alna* jMtoC0«IM4 

Vistos y considerando: 

d, nfeí !T ,ada f Undándosc ton «*> *» Principio, 

de procedimiento, establece que e! fuero federal debe Meditar- 
se en el caso respecto de todos los demandados conjunta^ 
numero ¿A articulo io de la ley 

í "* *?° agrega, no hay razón para declarar 

2r S ' f ^* * traU * *¡*P««nente inicia- 

«Ll'rfY WttM 3? f * n tiempo de acreditar la pro- 

■as que se so. cita embargo preventivo, por medio de la sumaria 
de ley, que aun no lia producido. 

Que la resolución en la forma expresada no es difinitíva a 
los fine, del recurao autorizado por el art. 6-, ley 4055. ¿¿ 
Ha no .mporta una denegación en absoluto del faer¿ fed^- 
y se funda eomp queda ante9 dierto en prinripios de r^edi-' 
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miento relacionados con la forma como se ha entablado la de- 
nuda. 

Que a mayor abundamiento es de observarse que la inteli- 
gencia <W articulo ioo de la Constitución Nacional; y a.\ inciso 
*• de la ley número 48, respecto a los requisitos que deben lle- 
narse para tener por acreditado el fuero, ha sido planteada al in- 
terponerse el recurso extraordinario y en d memorial presen- 
tado ante esta Corte, es decir, extemporáneamente, según lo 
resuelto en repetidas ocasiones ; siendo de tenerse en cuenta que 
como lo expresa el recurrente» no tan sólo no impugnó en las 
instancias inferiores tal exigencia, sino que se allanó a ella. 

Por ío expuesto y conforme con lo dictaminado por el se- 
ñor Procurador General, se declara no haber lugar al recurso. 

Xotifiquese original y devuélvanse, reponiéndose los sellos 
ante el inferior. 

A- Bermejo. — M. P. Daract. 
— D. E. Palacio. 



NOTA 

' i 

En dos de junio !a Corte Suprema declara la incompetencia 
del tribunal, para conocer, originariamente, en el juicio iniciado 
por don Saturnino Roca contra el Poder Ejecutivo Nacional so- 
bre cobro de pesos por no corresponder a la jurisdicción atri- 
buida a la Corte por el articulo 101 de la Constitución Nacional. 
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Ferrocarril Nacional Central Norte solicita la protocolización 
de ios escrituras de transferencia a la Nación extendida* 
en ato capital. 

Sumario: lio procede el recurso extraordinario del articulo 14 
ley 48. contra una resolución que ordena la protocolización 
en un registro de una escribanía de provincia, de una escri- 
tura de transferencia a la Nación, extendida en esta capi- 
tel, fundada en una 4ey nacional (número 6757) no ¡m- 
Pugnada como inconstitucional. ' 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

• ■ 

SENTENCIA DEL Sr- JUEZ DE V INSTANCIA 

SMtiae* ttl Eatm, mmmkm t é» HM3. 

Autos y vistos: La protocoliaación solicitada por don Ma- 
~ Vy«. González en representación de la administración 
general de los ferrocarril del Estado, de dos escrituras otor- 
gadaspor doña Sara Esteres de Haace a favor de dicha adm¡- 

y a6 de mar» del corriente 
año por ante el «senbano de gobierno de la Nación en la Capi- 
tal Federa!, doctor Enrique Garrido. 

Y considerando: 

» J?* !°? J tituk * Petado» reúnen los requisitos de auten- 
ticidad exigidos por la ley; Que consta de autos que las propie- 
dades que menciona la escritura de referencia, no adeuda im- 
puesto territorial fusta el corriente año inclusive 




Jaiaoí se tpA com surmsMA 

Por el'©, no obstante la precedente vista del Fiscal de Es-, 
todo, y de conformidad con el art 18 de la ley número 6757, 
protocolícese, las mencionadas escrituras con todo lo actuado en 
el registro del escribano propuesto, don Joaquín Bermúdes, a 
quien se le pasarán estos autos a sus efectos. Hágase saber y 
dense las copias que se soliciten. — Benjamín Aliaga. — Ante 
mí : B. Cha jarreta* 



RESOLUCION DE LA SUPREMA CORTE DE SANTIAGO DEL ESTERO 

•«•Hago, DJcfeatrt 4étna. 

Y vistos: Por sus fundamentos se confirma el auto apela- 
do de fojas 37, fecha noviembre 5 del corriente año. Hágase 
saber, previa reposición de sellos y devuélvase. — Caro!. — 
r ¡ana- — Baltasar Abafos. — Ante mi: Manuel M, Pac. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Aires. )«flo 4 tft JSM. 



Vistos y considerando: Que ?a apelación interpuesta a fo- 
jas 42, por parte del Ferrocarril Nacional Central Norte, aún 
estimándola procedente, no es de tomarse en cuenta, atento lo 
manifestado expresamente por aquélla en el memorial de fs. 54. 

Que en cuanto a la entablada por el Fiscal de Estado de la 
provincia de Santiago del Estero, es de observarse que la sen- 
tencia apelada, cuando confirma por sus fundamentos h de 1/ 
instancia, establece que no obstante la vista de dicho fiscal y de 
conformidad con el artículo 18 de la ley nacional número 6757, 
se protocolice la escritura de transferencia a la Nación, extendi- 
da e« esta capital, por doña Sara Esteves de Haase, del rainal 
férreo de trocha de un metro, de carácter industrial y privado, 
con la extensión y ubicación que se determinan. 

Que el recurrente no impugna la citada ley nacional como 
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contraria a una prescripción constitucional, y antes bien, la acep- 
ta expresamente a fs. 44 vta. ; ni funda en aquélla ningún dere- 
cho privilegio, exención que se le haya desconocido, como seria 
necesario para la procedencia del recurso extraordinario inter- 
puesto. (Fallos: tomo 41, pág. 429; tomo 113, pág- 165 y otros). 

Por ello, se declara no haber lugar a1 recurso extraordina- 
rio interpuesto. Notifiquese original, repóngase el papel y de- 
vuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M R Daract. — 

D. E. Palacio. 



CAUSA CCCLXXIV 



Conflicto entre el Juez Federal del Rosario y jueces locales de 
la prmincia de Santa Fe, con motivo de la t misión de un 
expediente solicita lo "ad effecttun videndf'. 

Sumario : i." Corresponde a la superintendencia que el articulo 
9-° de 1a ley 4055, atribuye a la Corte Suprema, la resolu- 
ción de un conflicto entre jueces de distinta jurisdicción 
respecto a la facultad de un juzgado federal, desconocida 
por la justicia focal, para requerir la remisión de expedien- 
tes -para mejor proveer". 

2 o B! artículo 215 de !a ley orgánica de los tribunales de 
la provincia de Santa F e y ley de primero de junio de 1904, 
según los que, "los expedientes terminados y protocolos no 
luirán salir del archivo", son incompatibles en !a extrictez 
de interpretación dada por los jueces focales para negar la 
remisión de un expediente solicitado por un juez federal 
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fin de efectuar un cotejo de firmas» con las disposiciones 
legales que reglamentan el funcionamiento del Poder Ju- 
dicial de 4a Nación que actúa en cada provincia con inde- 
pendencia del régimen local, y de fes que forman parte el 
art # 10 de la ley de jurisdicción y competencia número 48 y 
art. 162, inciso 2. ; 167, inciso 173 y otros, relativos a 
ilas diligencias para el cotejo de firmas, de la ley nacional 
de procedimientos número 50. 

3 o Solicitado por un juez de sección, ad ef fechan r/rfrw- 
di, con el objeto de efectuar un cotejo de firmas, un expe- 
diente depositado en un archivo de tribunales provinciales, 
éstos se haKan en el deber de deferir a ese pedido, remi- 
tiendo el expediente. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



OP1CIO DEL JUEZ FEDERAL DEL ROSARIO 
AL Sft. PRESIDENTE DE LA EX HA. CÁMARA DE APELACIONES 

Rosario, Mayo SI 4t M3. 

En Jos autos seguidos ante este juzgado federal por el Ban- 
co de la Nación Argentina contra don Luis Botti, sobre cobro de 
pesos, se ha dispuesto dirigir a V. E. el presente, para que se 
sirva ordenar al encargado del archivo que remita a este tribu- 
nal ad effectum vide*di, el expediente que fué seguido por don 
Arturo Valle contra la sucesión de don Esteban Comini, sobre 
cobro de pesos, que se tramitó por ante eí juzgado de primera 
instancia en lo civil y comercial de «la primera nominación el 
año 1907. 

Ofreciendo reciprocidad en casos análogos, saluda a V- E- 
atentamente. 



Juan .llvares. 
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SENTENCIA DE LA CAMARA DE APELACIONES 

Rowrio 21 dt AiMlO ¿« Itl3. 

Autos y vistos: La reiteración del pedido de diligenciartiien- 
to del presente exhorto del señor federa! de esta ciudad, doctor 
Juan Alvares, solicitando -la remisión, ad effectum videndt, de 
un expediente que se encuentra en el archivo, y considerando: 

1,0 Q»e el art. 215 de la ley orgánica de los tribunales, « in- 
cisos / de la ley 1 191 de i." de junio de 1904, establecen que "los 
expedientes terminados y protocolos no podrán salir del archi- 
vo'*. La estrecha conexión que tienen muchas veoes las piezas 
al parecer más diversas, las necesidades de consultar los docu- 
mentos más distintos y el propósito de conservarlos en e! debido 
orden e integridad sin los peligros a que estarían sujetos los 
protocolos y expedientes que saliesen de poder de los funciona- 
rios encargados de su custodia en el locaí destinado a tal fin. 
explica claramente el espíritu de esta disposición que no ha he- 
cho sino consagrar la indivisibilidad del archivo, esencial y nece- 
sario para una buena organización del mismo. Vista fiscal del 
doctor Jerónimo Cortes, tomo I o , pág. 353. 

2. Que las leyes ya citadas, como todas las concernientes a 
la organización de archivo de la provincia, han sido dictadas por 
la Honorable Legislatura en ejercicio de las atribuciones que le 
incumben, no sólo porque al Honorable Congreso <k la Nación 
no le corresponde dictar estas leyes (art. 67, inciso 11, de la 
Constitución Nacional), sino también porque de acuerdo con h 
misma Constitución, las provincias tienen el derecho de darse 
sus instituciones propias y regirse por ellas, conservando todo 
el poder no delegado »T Gobierno Federal (artículos 104 y 105 
de la Constitución)* 

3. Que la resolución del Juez Federal, insistiendo en que 
los tribunales de esta provincia accedan a una requisitoria pro- 
hibida por las leyes de la misma, importa tanto como atacar lo ' 
que concierne al fuero de la provincia, olvidando que "si los 
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tribunales nacionales interviniesen en el gobierno interno de la 
provincia, sus magistrados no serian los agentes de un poder in- 
dependiente y soberano" — tomo V, pág. 174. S. C. Nacional— 
ni podría existir te autonomía de das provincias tal como lo ha 
consagrado la Constitución Nacional. 

4-° Que la facultad de legislar de tes provincias sobre sus 
archivos no ha sido discutida jamás desde los prolegómenos de 
•nuestra organización constitucional, y tes disposiciones que pro- 
hiben extraer de ellos sus protoco!os y expedientes, no están en 
PUgna con las leyes nacionales, ninguna de cuyas disposiciones 
faculto a tos jueces ta extracción de aquéllos de !os archivos 
con el objeto de practicar la prueba de cotejo, para lo cual to> 
tratadistas enseñan que ¡A juzgado debe constituirse en el sitio 
donde se halla el documento original con que el ha de efectuar- 
re; entendiéndose por tal, los protocolos, tos -libros parroquia- 
les, registro de gobierno, estatutos, catoatros, etc., que se hallan 
en los archivos dependientes del Estado, provincia o municipio, 
de donde no deben sacarse con el objeto de practicar dicha dili- 
gencia. — Escriche- Ver cotejo de documentos. 

5 ° Q«e no es admisible suponer la existencia de dos juris- 
dicciones concurrentes sobre el archivo de la provincia, ni que 
los litigantes tengan derecho de formular ante tos tribunales fe- 
derales, peticiones contrarias a las leyes de la provincia, dicta- 
das en ejercicio de su jurisdicción de acuerdo con la Constitu- 
ción Nacional. 

Por estas consideraciones, y estando terminado el expe- 
diente de la referencia, la Cámara de Apelaciones resuelve: ha- 
cer presente al señor Juez Federal que el archivo de los tribu- 
nales de esta circunscripción está a disposición del mismo para 
la diligencia de cotejo o cualquier otra que importe una com- 
pulsa, no pudiendo remitírsele el expediente solicitado a méri- 
to de las razones expresadas. 

C Chávarri. — Juan Alt»*??. —B. Ba¡<jorry.—Upes Zamora 
—Rodríguez. — /. Días Gmrra. — Absalón D. Casas. — 
M, Meyer. — Bravo.— Vera Barro*, en disidencia.— An- 
te mi: Alberto Arias. 
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DISIDENCIA 

Vistos y considerando: 

r.° Que el artículo 13 de la ley nacional número 48, al es- 
tablecer la facultad que tienen los jueces de sección para dirigir 
despachos precatoríos a un juez o tribunal provincial, sea para 
hacer citación» o notificaciones, o para recibir testimonios, o, 
como en «1 caso Sub judice, para practicar otros actos judiciales 
seria ilusoria si no hubiere impuesto a la vez la obligación en 
que se encuentra el tribunal de provincia de cumplir el encargo; 

2." Que si bien «1 art. 215 de la -ley orgánica de estos tribu- 
nales prohibe que se saquen expedientes del archivo, tal prohi- 
bición no puede subsistir, en el caso que nos ocupa, porque pri- 
maria sobre la ley nacional citada en centra de lo que prescribe el 
art. 31 de la Constitución Nacional que <h en casos de conflicto de 
una ley provincial con una nacional, preferencia a esta última, 
en razón de que, como dice el doctor M. A- Montes de Oca : 
"con el sistema federativo, un habitante de la república es miem- 
bro de dos colectividades pdkicas diferentes: la provincia y la 
Nación. No es posible imaginar que las leyes que lo rigen, dic- 
tadas por los representantes de ambas colectividades, sean con- 
tradictorias entre sí ; en esta forma se llegaría al mayor de los 
absurdos. A alguna de las dos leyes hay que darle primacía, si 
no es dable coordinarías, y «| orden lógico de las ideas aconseja 
que se acuerde a las leyes nacionales". — Lecciones de Derecho 
Constitucional, tomo 1, pág- 632; 

3 o Q"e esta misma doctrina es la que ha establecido la Su- 
prema Corte Nacional en los faJIos que se registran en los to- 
mos 10, pág. 464; 24, pág. 144; y 9, pag- 4" ; 

4 " Que el hecho de que un juez nacional solicite la remi- 
sión ad effectum videndi de un expediente que se le ha ofreci- 
do como prueba, que se encuentra en el archivo provincial, no 
importa pretender el reconocimiento de jurisdicción sobre el 
mismo, desde que ésta, según el doctor Tejedor y todos los tra- 
tadistas de derecho procesal, no es sino Ca potestad pública de 
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que se lis lian revestidos los jueces para administrar justicia con 
arrezo a las leyes, y, en «I caso sub judice, no se pretende por 
el juez oficiante tal cosa, o sea, dirimir ningún conf.ícto que 
tenga atingencia con dicho archivo ; 

S. # Que resulta indudable que esa potestad no puede ejer- 
citarse en la medida que lo desea la ley, porque negando su re- 
misión se traba la libre acción de ios tribunales nacionales desde 
que se les priva de documentos que los necesitan indispensable- 
mente para esclarecer d derecho que las partes pretenden tener; 

&° Que si bien no presentaría dicuítades para la marcha 
del juagado federal a cargo del doctor Alvarez, la traslación del 
juez al archivo al objeto de examinar el expediente pedido, por 
residir éste en esta ciudad, en cambio las presentaría y muy 
grandes si d eficiente hubiera sido el Juez Federal de Santa Fe 
que al constituirse en este archivo paralizarla el rápido trámite 
de ios demás juicios que están sometidos a su decisión, eviden- 
ciándose, en consecuencia, que la remisión del expediente es 
procedente. 

Por estas consideraciones, y lo dictaminado por el señor 
Fiscal de Cámara, se resuelve: ordenar el diligendamiento del 
presente exhorto. Hágase saber y regístrese — Vera Barros.— 
Ante mi : Alberto Arias 



AUTO DEL Sr. JUEZ FEDERAL 

Rssatto, Scptkakfft s 4t HM3. 

Visto el incidente surgido con motivo de negarse por segun- 
da vez la Excma. Cámara de Apelaciones de la Provincia a re- 
mitir a este juzgado el expediente "Arturo Valle v. Sucesión de 
Esteban Comini, cobro de pesos", que se baila depositado en el 
archivo de los tribunales provinciales y fué pedido para llevar a 
efecto un cotejo de filmas decretado en los autos "Banco de la 
Nación v. Luis Botti, cobro de pesos"; 
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Y considerando, que : 

Primero: Este jugado, en virtud de disposiciones expresas 
de la ley nacional de enjuiciam¡ento 9 se ha limitado a solicitar 
del archivo provincial, por intermedio d$ la Exenta- Camaára, 
lo que todos los jueces del país pueden pedir al archivo de lo; 
tribunales de la Nación (art. 304, ley número 1893), esto es, la 
remisión de un expediente por breve término. Aun cuando la ley 
fija ese término en dos meses el tribunal lo redujo espontánea- 
mente a dos horas por considerar innecesario mayor plazo. 

Segundo: La Excma. Cámara se niega a remitirlo ni aún 
por dos horas, fundándose en que una :ey provincial ha quitado 
a los tribunales provinciales el derecho de sacar expedientes del 
archivo- Se trata entonces de saber si esta restricción de facul- 
tades propias, en que consiente el Poder Judicial de la provincia, 
debe alcanzar al Poder Judicial de la Nación. 

Tercero: Desde luego, es insubsistente el argumento invo- 
cado por la Excma. Cámara, de que por razones de seguridad, 
no deban salir jamás del archivo, expedientes que, iniciados, tra- 
mitados y terminados ante el Poder Judicial» se depositan en di- 
cha oficina por razones de mejor servicio y no porque el archi- 
vero sea guardián más seguro que el juez o ios secretarios. Pre- 
cisamente por eso, la recordada ley 1893 ha concillado el dere- 
cho de los jueces con las necesidades del servicio, fijando tér- 
minos prudenciales para que vuelvan a! archivo los expedientes 
que de él se saquen por orden judicial (art. 304). 

Cuarto: Entrando ahora a estudiar la cuestión de derecho 
planteada, cabe recordar que la ley número 50 autoriza a los 
jueces federales a ordenar se traiga a >!a vista cualquier docu- 
mento necesario pera dictar feflo, esté o no ese documento agre- 
gado a expedientes depositados en el archivo (arts. 16 y ios) ; 
y que con arreglo al art 13 de la ley número 48, siempre que 
un juez nacional dirija despacho precatorio a «n juea provincial 
para 'as práctica de actos judiciales, será cumplido el encargo 
El señor Fiscal de la cámara provincial, expresa en su dictamen 
de fs- 69, que en d caso "Banco Nacional v. Welitón y Cayeta- 
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no Rodríguez, escrituración", a pedido de este juzgado, la cá- 
mara que hoy (promueve el conflicto sacó de! archivo y puso a 
disposición del entonces Juet Federal doctor del Barco, un pro- 
tocolo del escribano Andrés González del Solar. Pero no es este, 
el único caso en que loa tribunales han reconocido que surgiendo 
conflicto entne leyes nacionales y provinciales, deben cumplirse 
aquéllas y no éstas. La Suprema Corte Federal, tiene dictadas 
varias resoluciones al respecto; y entre ellas las dos siguientes 
que son perfectamente aplicables al caso actúa* : 

Tomo 10, pág. 4b6. — El juez de sección de Buenos Aire- 
exhortó directamente a un juez provincial de Santa Fe, y éste 
invocando disposiciones de las leyes locales que ?e ordenaban re- 
cibir el exhorto por otro conducto, se negó a diligenciarlo. La 
Corte le obligó a hacerlo, dedarando que el juez de sección pudo 
hasta fijarle término al efecto» 

Tomo 24, pág. 144. — El juez de sección del Rosario pidió 
a un juez provincial de la misma ciudad el envió de un expe- 
diente y varias copias Negóse éste, y fe Corte k obligó a en- 
viarlos. 

Quinto: Como la cuestión práctica que motiva este conflic- 
to es en realidad de poca importancia, el infrascripto creyó 
oportuno evitar demoras e incidencias limitando a dos horas el 
plazo que debía permanecer fuera del archivo el expediente. De 
este modo, pudo f raeiío el propio archivero, y retirarse con éJ, 
concluida la diligencia Pero la Exorna. Cámara ha preferido 
plantear la cuestión de derecho y sostener, aún en caso tan ni- 
mio, las que a su juicio son prerrogativas del Poder Legislativo 
de la provincia, bien que aparezcan cerno tóta de prerrogativas 
del Poder Judicial para re?olver robre el destino de sus propios 
expedientes. No resta entonces otro camino que someter la con- 
troversia a la Suprema Corte Nacional, puesto que, si ahora se 
trata de un archivo situado en la misma ciudad en que el juez 
de sección desempeña sus funcionas, mañana podría tratarse de 
un expediente requerido a otro archivo o per otro tribuna! fe- 
deral. 
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Resuelvo : 

.Mantener en todas sus partes e! decreto de fs¡ 61 y ordenar 
?e eleven sin más trámite a la Corte Suprema los antecedentes 
del conflicto. Hágase saber y repóngnse. 

Juan Alvares. 



DICTAMEN* UVA. Sr. PROCURADOR CENTRAL 

BMtaot Airtt, Octubre 17 4* 1913. 

Suprema Corte: 

El señor Juez Federa-! de Santa Fe requiere un expediente 
o documento, ad cffectum x idendi, de la Cámara de Apelación 
de la justicia local, en cuyo archivo se encuentra, y este tribu- 
nal se niega a satisfacer el pedido fundado en que una ley locaí 
prohibe sacar el expediente o documento de su propio archivo. 

Producida la insistencia de una parte y de otra, por razones 
que constan en autos, el señor Juez Federal resuelve a fs. 27 
c-evar a V. E- los antecedentes de esta insistencia que califica 
de conflicto. 

Examinando previamente la raaón que haya tenido el ex- 
presado juez para someter el caso a V- E. es de observarse que 
no existe prescripción legal que le cometa la solución de la dis- 
puta, da lo que no puede clasificársele ni como asunto de la su- 
perintendencia que le acuerda la ley 4055, ni como recurso or- 
dinario o extraordinario de los que esa misma ley establece ante 
V- E. í Arts. 3 y 6 de la citada ley). 

Lo primero es de todo punto inaplicable dado que, por una 
parte !os términos no encuadran dentro del art- 11 de la ley 
4035 que es la disposición legal que gobierna la superintenden- 
cia de V. E. ; y por otra parte, que V. E- carecería de jurisdic- 
ción para hacerla efectiva en un tribunal como la expresada 
Cámara de Apelación» que notoriamente ¡x-rtenece a un fuero 
distinto- 
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El aspecto del recurso no tiene aplicación, por cuanto no 
hay acción de parte interesada que ponga «1 asunto en las con- 
diciones de 'la ley, como sucedió en los casoso de los tomos 10, 
págs. 466 y 24, pág. 144, que se citan en la resolución del seftor 
Juez Federal de ís. 27. 

En presencia de k> manifestado y teniendo en cuenta que 
no hay otra forma en que este pretendido conflicto pueda venir 
a V. E. y sin perjuicio de recordar lo que la Corte estableció en 
los fallos citados, asi 03010 la escasa importancia de la disputa, 
y el camino claro que la ley abre al juez federal para proceder 
como corresponde en el caso de necesitar el expediente o do- 
cumento que requiere, .pido a V. E. se sirva abstenerse de cono- 
cer, mandando devolver los autos al juez de su procedencia. 

Julio Boter. 



FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Bunos Aire», Julio 4 te MU 

Autos y vistos: los antecedentes del conflicto suscitado 
entre el Juez Federal del Rosario y la Cámara de Apelaciones 
de la misma ciudad, provincia de Santa Fe, con motivo de la 
negativa de esto última al pedido de remisión de un expediente 
del archivo solicitado ad effectum xiáendi por el primero en la 
causa seguida por el Banco de la Nación Argentina contra don 
Luis Botti, sobre cobro de pesos. 

Y considerando: 

Que las razones que informan la disposición del articulo 9 
de la ley núm. 4055 que amplió la esfera de acción de esta Corte 
en las cuestiones de competencia, justifican su intervención en el 
caso, desde que se trata en realidad de un conflicto entre jue- 
ces de distinta jurisdicción, respecto a la facultad del juzgado 
federal, desconocida por la justicia local, para requerir un ex- 
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pediente del archivo de esa provincia, a los efectos de un cotejo 
de firmas ordenado por d mismo. (Fallos: tomo 94, págs. 336. 
340 y 344). 

Que, además, el art 10 de la citada ley y z-° de la número 
7099 atribuyen a esta Corte la superintendencia general sobre 
los funcionarios de la justicia federal, debiendo dictar los re- 
glamentos concernientes para procurar la mejor administración 
de justicia- (Fallos: tomo 118, pág. 202; tomo 104, pág. 208; 
tomo 109, pág- 95 y otros). 

Que 3a medida decretada por el Juez Federal del Rosario 
está autorizada por el art. 13 de la ley de jurisdicción y compe- 
tencia número 48 según el cual "siempne que un juez nacional 
dirija un despacho precatorio a un juez provincial, sea para ha- 
cer citaciones o notificaciones o recibir testimonios o practicar 
otros actos judiciales será cumplido el encargo", y, especial- 
mente, en materia de cotejo de firmas, por las disposiciones de 
la ley nacional de procedimientos número 50, a que el juez está 
obligado a someter la substanciación de las causas de su compe- 
tencia- 

Que, en efecto, en el título XVII de esa ley nacional de 
procedimientos, se dispone: que "d juez por sí mismo hará la 
comprobación por medio del cotejo, después de haber oído las 
observaciones de ías partes", (art. 173) ; que "si del documento 
impugnado existiere protocolo o registro, el juez podrá dispo- 
ner que sea traída la matriz" (art. 162, inciso 2. ) ; que decre- 
tado el coteljo por el juez "en oí mismo auto señalará los docu- 
mentos indubitados que deben servir para el objeto, disponiendo 
■jue sean traídos al efecto" {art. 167, inciso 2. y otros). 

Que es de conformidad a sus propias ícyes de procedimicn- 
fo que debe actuar en toda la república el Poder judicial de la 
Nación, sin que pueda ser trabad* ¿u -v:;<»n en forma alguna 
por leyes provinciales de! alcance 'limitado a las causas substan- 
ciadas ante sus propios tribunales, puesto que las provincias no 
ejercen el poder delegado a la Nación con arreglo al art. 108 de 
la Constitución. (Fallos: tomo ri8, pág. 202). 
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Que el art. 215 de la ley orgánáiea d« los tribunales de Ja 
provincia de Santa Fe y ley de l,« de junb de 1904, según les 
que "los expedientes terminados y protocolos no podrán «alir 
del archivo'' que se citan en la resolución del tribunal loca!, son 
incompatibles en la, extrictea de la interpretación que, en el ?a*o 
les asignan los jueces locales, con las que reglamentan el fun- 
cionamiento del Poder Judicial de Nación que actúa en cada 
provincia con independencia del régimen local, y, en consecuen 
cía, carecen de aplicación en lo que a la justicia nacional se 
refiere. 

Que las prescripciones de la ley reglamentaria del Poder 
Judicial delegado a la Nación según el art. 94 y siguientes de 2a 
Constitución, dictadas en conformidad con ésta (art 67, inciso 
28) son ley suprema de la Nación, a que las autoridades de 
provincia están obligadas a conformarse, no obstante cualquie- 
ra disposición en contrario que contengan las leyes a constitu- 
ciones provinciales (art 31 de la Constitución). 

Que en este orden de kleas, esta Corte ha legitii lado una 
ejecución seguida ante el juzgado federal contra la municipali- 
dad del Rosario, no obstante lo dispuesto en el art. 132 de la 
Constitución de la provincia de Santa Fe, y art. 14 de la ley or- 
gánica municipal, según los cuales "en ningún caso podrá ha- 
cerse ejecución o embargo en las rentas o bienes municipales", 
(Fallos: tomo 103, pág. 373) ; y no obstante k> dispuesto en el 
art. 132 de la ley procesal de esa misma provincia, sus tribuna- 
les han admitido los exhorto* de ia justicia federal en la forma 
establecida por los reglamentos de esta Corte. (Fallos: tomo 
118, pág. 202). 

Que la jurisprudencia americana fundada en la aplicación 
de instituciones políticas que han servido a las nuestras de mo- 
delo, ha establecido que "cuando las'íeyes de la Unión contie- 
nen disposiciones especiales respecto a la competencia o admisi- 
bilidad de testimonios en las Cortes de tos Estados Unidos, ellas 
del>en ser seguidas y no 'as leyes o la práctica del Estado en el 
cual la Corte func'cna. cuando fon diferentes". (Whitfoni v. 
County of Clark, 119 U- S. 522). 
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Que la remisión «fe un expediente a un juzgado federal no 
compromete, tampoco, la indivisibilidad del archivo de la pro- 
vincia, desde que no se pretende desmembrar ese depósito y 
fraccionario permanentemente, lo que impugnaba el doctor 
Cortes en b vista fiscal que se cita (tomo i » pág. 358 y 359), 
puesto que, en breve término, debe ser reintegrado al archivo 
de que procede. 

Por estos fundamentos, oído d señor Procurador General, 
se resuelve: devolver estáis actuaciones al señor Juez Federal 
del Rosario a fin de que reitere d exhorto de fs. 1 con trans- 
cripción de la presente resolución. Repóngase el papel ante el 

inferior 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA OCCLXXV 



C onfheto entre el juez federal de Catamarca y jueces locales de 
la misma provincia con motivo de la remisión de un exte 
diente "ad effectmn videndí'. 

Sumario: 1.° Corresponde a la superintendencia que el art. 9 de 
la ley 4055 atribuye a la Corte Suprema, la resolución de 
un conflicto entre jueces de distima jurisdicción respecto a 
la facultad de un juzgado federal, desconocida por la justi- 
cia local, para requerir la remisión de expedientes, "para 
mejor proveer". 



a.° El Poder Judicial de la Nación debe actuar en toda la 
república de conformidad a sus propias leyes de procedi- 
mientos, sin que pueda ser turbada su acción en forma al- 
guna por leyes provinciales de alcance limitado a las causas 
substanciadas ante sus propios tribunales. 

3-° Ijm artículos 206 y 207 de la ley orgánica de los tribu- 
naJes provinciales de Catamarca, invocados para negar la 
remisión ad effcctum videndi <le expedientes solicitados por 
el juez federal de esa sección, son incompatibles, en el caso 
<te tina diligencia para mejor proveer, con lo preceptuado 
eu dos artículos 13 de la ley de jurisdicción y competencia, 
número 48, y por el inciso I o , art. 16 de la ley nacional de 
procedimientos, número 50. que forman parte de las dis- 
posiciones que reglamentan el funcionamiento del Poder 
Judicial de la Nación que actúa en cada provincia con inde- 
pendencia del régimen local. 

4- Solicitado por un juez federal, ad effcctum videndi. 
y "para mejor proveer" un expediente archivado en ofici- 
nas de tribunales provinciales, éstos se hallan en el deber de 
•deferir a ese pedido, remitiendo el expediente. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



EXHORTO 

Doctor Domingo Cerezo, juez federal de la sección Cata- 
marca Al señor juez de 1/ instancia y comercial en turno de 

esta provincia, saluda y hace saber: 

Que en la causa que sigue don Luis Potti contra don Mau- 
ricio J. Navarro, sobre suspensión de explotación de bosques 
hecha por don Fruto Rojas en la estancia "El Moreno", el juz- 
gado ha dictado la providencia que a continuación transcribo. 

"Oitamarca, 26 de septiembre de 191a. — Para mejor nro- 
vecr t:ái>ase a a vista el expediente iniciado por el señor Lui¿ 
Potti contra el señor Fruto Rojas. Rosendo Acosta, Dimim P- 
de Herrera y otros por daños y perjuicios, y el juicio de mensu- 
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ra, deslinde y amojonamiento de la estancia "El Moreno" prac- 
ticada el año 1906 por el agrimensor señor Napoleón Robín 
Castro, a solicitud del señor Pió Santibáñez, librándosele los ex- 
horto-- del caso a Jos señores jueces de !a provincia. Repóngase. 
— 0. Ceréso" 

Por tanto ruego y exhorto a U. S. se sirva dar al presente 
m debido cumplimiento, ordenando la remisión de los expedien- 
tes que se solicitan, con cargo de reciprocidad por parte del m- 
Irascripto- 

Dado en Catamarca a 27 días de septiembre de 1912. — D. 
Cerezo" 



RESOLUCION DKI. JUEZ DE I." INSTANCIA 

Catamarca. octubre 22 de 19 12. — Y vistos: el presente ex- 
hurto venido del juzgado federal de esta ¿apital, solicitando se 
lleven a !a vista los expedientes caratulados "Luis Potti contra 
el señor Fruto Rojas y otros, por daños y perjuicios" y Mensu- 
ra, deslinde y amojonamiento de la estancia "El Moreno", los 
cuales se encuentran, el primero en la secretaría de este juzgado 
y el segundo en el archivo de los tribunales. 

Y considerando: 

I o Que la ley orgánica en su art. 206 prohibe <lc una mane- 
ra imperativa "que los expedientes o protocolos no pueden sa- 
carse de la oficina del archivo" ; agregando en la misma disposi- 
ción "que los jueces cuando lo creyeren necesario podrán ins- 
peccionarlos o mandar que se saque copia de ellos". Que la ci- 
tada ley orgánica tic los tribunales en su art. 307, <l¡ce textual- 
mente Jo «guíente : "N> siendo esto posible, los jueces ordena- 
rán su exhibición en el despacho, con designación de día y hora. 
Concluida la inspección serán inmediatamente devueltos al no- 
tario consem-aidor, <| e todo lo que se dejará constancia en autos". 
2. Que en el presente caso no se ha probado la ¡mposibili- 
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dad por parte dd jues federal para inspeccionar dichos expe- 
dientes o solicitar Jas copias pertinentes de acuerdo con los ar- 
ticulo* citados, ni mucho menos se ha designado día y hora de- 
terminados para que «tan exhibidos dichos expedientes; por el 
contrario, en d auto de referencia, el juez federa] exhorta que se 
lleven los expedientes a la vista en trna forma ¡«determinad? 

3. Que aún por cortesía se equiparara al juez exhortante 
a los jueces de provincia, no podría diligenciarse su petición en 
la forma como lo solicita, porque no hay antecedente para juz- 
gar que ha llegado la oportunidad de aplicar el art 207 de la li- 
citada y aun prescindiendo de esto, su cumplimiento siempre mí- 
P? 1 ^"» violar la ley, puesto que lo que se solicita no es una ex- 
hibición hecha por el notario conservador o por el actuario. 

4-° Q«e si bien el art- 13 de la ley número 48 en el orden 
nacional, establece que Jas autoridades provinciales deben cum- 
plir las comisiones de los j ueces de sección, tales disposiciones 
se refieren a lasque no estén en pugna con las leyes locales, por- 
que la Constitución Nacional reconoce a las provincias la facul- 
tad de legislar en materia procesal y las leyes que traban esta 
facultad atentarían a las autonomías provinciales y por consi- 
guiente inaplicables. 

Por estas consideraciones y no obstante el dictamen fiscal 
se resuelve: 

No hacer lugar al diligenciamiento del presente exhorto j 
ejecutoriada que sea esta resolución, devuélvase con la nota de 
estilo- Hágai* saber. — F. A. de la Vega. — Antenfi: M. C, 
González. 



FAUO DE LA Sl'PREMA CORTE DE CATA MARCA 

Calamares, Nortea trt 2 ét 1912. 

Y vistos: en el recurso de apelación del auto del 22 del co- 
rriente denegándose el cumplimiento del exhorto del juzgado fe- 
deral de esta provincia de fecha 27 de septiembre próximo pasa- 
do y considerando: 1 • Que por los artículos 206 y 207 de la ley 
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orgánica de la provincia se fija el procedimiento y formalidades 
bajo hs cuales los jueces pueden extraer o revisar los expedien- 
tes del archivo. Estas Aposiciones han sido dadas dentro de la 
órbita de facultades de legislación de cada provincia (aits. 104, 
105 y 108 de la Constitución Nacional) y se propone salvaguar- 
dar y conservar Jos documentos que el archivo contiene sin me- 
noscabo del imperio judiciaJ ; 2. Que las le>*s de las provincias, 
dictadas en uso de la soberanía que no han delegado, son supre- 
mas dentro de su territorio, sin que esto importe desconocer la 
supremacía de las leyes nacionales en cuanto so» consecuencia 
de las facultades que la Constitución Nacional ha conferido al 
Congreso; unas y otras emanan de la soberanía que ésta recono- 
ce a la Nación y a los Estados que «la forman y desconocerlas 
importa viciar la Constitución Nacional que es. en todos los ca- 
sos, la ley -suprema del país; 3.» Que la verdad de este principio 
no se puede discutir y su aplicación sólo puede ofrecer dificulta- 
des en el caso de conflicto de esas Jeyes, como cuando una ley 
provincial ponga obstáculos a la ejecución de una ley del Con- 
greso, dictada en aso de los poderes que Je han sido conferidos, 
y cuando ocurre esa colisión, la ley nacional debe primar sobre 
la provincial como una consecuencia de Ja supremacía de aquélla, 
que la coloca por encima de las constituciones y leyes de los -Es- 
tados ; 4° Que las leyes endonadas por el Honorable Congreso 
y los Fallos de la Suprema Corte Federad, jamás han desconoci- 
do C I imperio de las leyes provinciales dictadas en uso de su so- 
beranía propia, y la ley número 48. de 14 de septiembre de 1863, 
no es una excepción a estos principios que singen <k« régimen 
federal de gobierno bajo el cual el país se lia constituido ; 5.* 
Que el art. 13 de dicha ley, oemo el 1 18. número 50, de !a mis- 
ma fecha al establecer que las autorktades en general y los jue- 
ces <le las provincias kkfcen cumplir las comisiones y despacho* 
precatorios que recibiesen de los jueces nacionales, han querido 
simplemente hacer posible el ftmcicmmierito de éstos, puesto 
que en las provincias el gobierno federaJ no dispone de autorida- 
des propias, en mérito de la facultad conferida al Congreso por 
el art. 67, inciso 28 de la Constitución Nacional; sin que de nin 
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gima de sus disposiciones se desprenda que esos funcionarios de- 
. ben prescindir <le las leyes provinciales erigiendo su criterio en 
ley superior a ta que deben someterse los poderes del Estado, 
como Jo ha pretendido, en diversas ocasiones este mismo juzga- 
do federal ; 6.° Que esta .pretcnsión de que los exhortes de lo* 
señores jueces federales se cumplan pasando por -sobre las leyc* 
provinciales, no sólo es insostenible en presencia de los princi- 
pios de derecho público a que se ha 'hecho referencia, que son la 
base de nuestra organización poMtica, sino es condenada por lo 
dispuesto en d art 21 de la citada ley número 48, que establece 
que los jueces nacionales deben aplicar las leyes provinciales, 
siempre que no se opongan a la Constitución y leyes nacionales; 
7. Que tal oposición no existe en este caso puesto que nada obs- 
ta para que los señores jueces federales, como los provinciales, 
cumplan con Jo dispuesto en las citadas disposiciones de la ley 
orgánica y. de consiguiente, no es el caso de una colisión entre 
leyes nacionales y provinciales que obligue a sujetarse a las pri 
meras en contra de lo que disponen las segundas. Si el señor 
juez federal no podía cumplir con lo dispuesto en el art. 206, de 
examinar esos expedientes personalmente en el archivo o hacer 
las copias que necesitase, debió manifestarte así en su exhorto, 
pidiendo al juez provincial que ordene que el notario conserva- 
dor se los presente en el día y hora que fije para tenerlos en su 
oficina el tiempo que crea indispensable, como lo tiene ya re- 
suelto esta Corte, interpretando el art- 207 de la citada ley or- 
gánica ; 8.° Que Jas resoluciones de la Suprema Corte de la Na- 
ción a que se refiere el señor Procurador Fiscal Nacional y el 
juez federal, no tienen analogía con el presente caso, puesto que 
ellas fueron motivadas por la negativa de tes jueces de la pro- 
vincia de Santa Fe a cumplir exhorto* que en nada contrariaban 
las leyes de esa provincia, en tanto que en el caso ocurrente 
ahora, se está dispuesto a cumplir el exhorto siempre que él se 
ajuste a lo prescripto por la ley orgánica de los tribunales. 

Por estas consideraciones y no obstante el dictámen fiscal 
en sentido contrario, se resuelve: Confirmar eí surto apelado, lla- 
mándose la atención del inferior sobre la necesidad de dar des- 
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pacho preferente a los exhortas que reciba, sin incurrir en re- 
tardos que nunca pueden justificarse. Hágase saber y devuélvan- 
se para que sean remitidos originales al señor juez de sección — 
Herrera. — Mercado. — Acuña. — Ante mí: D. Berrondo. 



Ai ro DRL JUEZ FEDERAL 

Ca'anarca, Noviembre 70 <t I9i2. 

Autos y vistos: k articulación promovida por el señor juez 
<le i." instancia, •confirmada por d superior tribunal, negando la 
remisión ad ef fechan lirendi de los expedientes solicitados por 
encontrar aquel funcionario, que el infrascripto no ha procedido 
<Ie acuerdo con las exigencias estab!ecidas en los artículos 206 y 
207 de la ley orgánica ele la provincia, que transcriptos literal- 
mente dicen así : Art. 206 "Los expedientes o protocolos no po- 
drán sacarse de la oficina de archivos. Los jueces cuando lo 
creyeren necesario, podrán inficionarías o mandar que se sa- 
que copia de ellos". — Art. 207 "No siendo esto posible los jue- 
ces ordenarán su exhibición en el despacho con designación de 
día y hora. Concluida la inspección, serán inmediatamente de- 
vueltos al notario conservador, de todo lo que se dejará cons- 
tancia en autos", — oído el señor Procurador Fiscal, y« 

Considerando : que en A caso ocurrente se trata de un juicio 
ordinario en que después de autos para sentencia, se solicitaron 
del juez exhortado los expedientes caratulados "Luis Potti con- 
tra Fruto Rojas y otros, por danos y perjuicios , \ y el juicio de 
mensura, deslinde y amojonamiento de la estancia "El Moreno", 
practicada el año 1906, por el agrimensor señor Napoleón Ko- 
bin Castro, a sohcjtttd del señor Pío Santtbáñez, sin más requisi- 
to que ei que emerge de la facultad acordada en el art. 16, inciso 
i>° f ley número 50. 

Que la ley citada por el exhortado, sólo fija reglas de pro- 
cedimientos a las cuales deben ajustarse los magistrados de la 
provincia cuando necesitan diligencias o expedientes del archivo, 
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SiírS.^ 1 ^ "S? obligatorias en e! 

Í^; 1 "^^ V U5tÍCÍa Nfctií, porque si tal hubie- 

conocidas de carácter constitucional. 

Que la resolución del señor juez de la provincia, dando a la 

i ^!T nCe qUe "° Io tknc ' NWte «na traba que entorpece 
el procedimiento en mengua de la marcha regular de la justicia. 
Que tal negativa entraña una limitación * la jurisdicción v 

vSÍ5? í ÍUStÍda fW * Cra1 ' <OBfcri<b P° r ,a Constitución 
y le>es de la Nación, que no puede ser alterada ni siquiera modi- 
ficada por leyes de carácter local. 

Que autorizar dicha reso'ución importa desconocer la su- 
premacía q„e las leyes nacionales tienen sobre las leyes que dic- 
tan las provincias, como entidad política, contrariando un prin- 
cipio de soberanía que impone a todos los habitantes de la ui>ú- 
blHa la obligación de acatar las leves nacionales, aún en e! su- 
puesto caso de colisión, con las leyes provinciales. 

mejor proveer, sean traído* a 

LV 1, 'h S eXped ^ t€S mCnCÍOna<k *- * ««* trna ley nacio- 
nal dictada por el Congreso, en la ley número 48. art u a la 

que el señor jue* exhortado ha debido sujetar su resolución, por 
as, disputo e art. 3, de la Constitución de la Nación, el Z 
reconocendo a esta, a las leyes de la Nación que en su conJ 
ctienca se dicten por el Congreso, como ley suprema «le la Na- 
ción, obligan a las autoridades de cada provine* a conforme 
a eMa, no obstante cualquiera disposición en contrario que en 
tengan las leyes o constituciones provinciales. 

o,rJ^ r F- taS ,T Sk, T ÍOneS ' Io d * am 'nado por el señor Pro- 
curador Fiscal, lo resuelto por la Suprema Corte de Justicb Xa- 

wÍÍTSL? ?*; t 4tí .: 4i T^° devar «*« aciones a !a 

toSvSí i 3 - J Nac,ona, • qw usand ° * ja ^ 

tondad de que esta mvestida, se sirva pronunciarse en el presen 
* «So h ^ d ^ r aI ^ exhortado en ÍZZ 
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DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

I 

tetaos Alrm, OidMktt 2 4* 1912. 

Suprema Corte: 

I,os oficios precatorios suscriptos por autoridades judiciales 
de la Nación y dirigidos para su cumplimiento a funcionario* 
judiciales de provincia, deben ser diligenciados sin los requisitos 
que las leyes locales, dentro de su jurisdicción, impongan a las 
autoridades de tal orden- El art. 13 de la ley 48. que es ley de la 
Nación, impone a las autoridades judiciales de provincia el de- 
ber de cumplir los mandatos de los jueces nacionales, dirigido» 
al efecto de hacer citaciones o notificaciones, recibir testimonie* 
o practicar otros actos judiciales. De obligarse a los jueces de la 
Nación a dirigir sus oficios con arreglo a prescripciones de leyes 
locales de provincia se anularía la facultad contenida en la dis- 
posición citada, subordinándola a formalidades de leyes proce- 
sales que no pueden hacerse obligatorias jara los funcionarios 
judiciales de !a Nación sin que la justicia por ellos administrada 
sufriera en la rapidez de sos procedimientos, y por causa de ta- 
les exigencias, demora y dilaciones, que no hay por qué con- 
sentir. 

Horacio L. Larrcta. 



VALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Alna. Jalla 4 té tm. 



Autos y vistos: los antecedentes del conflicto si»scitado en- 
tre el juez federa! de Catamarca y tos tribunales de esa provin- 
cia con motivo de la negativa de los últimos al pedido de dos ex- 
pedientes ad effectum videndi y en calidad de para mejor pro- 
veer en la causa seguida ante ese juagado por don Luis Potti 
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contra don Mauricio J. Navarro sobre suspensión de explotación 

de bosques. 

Y considerando: ' 

Que las razone- que informan la disposición del art o.° de 
la ley número 4055 que an»plió la esfera de acción de esta Corte 
en las cuestiones de competencia, justifican su intervención en 
el caso, desde que se trata en realidad de un conflicto entre jue- 
ces de distinta jurisdicción, respecto a la facultad del juzgado 
federal, desconocida por la justicia local para requerir la remi- 
sión de dos expedientes "para mejor proveer" en causa sometida ' 
a sil resolución. 

Que «demás el articulo 10 de la citada ley y 2." de la ley nú- 
mero 7099 atribuyen a esta Corte la superintendencia genera, 
sobre los funcionarios de la justicia federal, debiendo dictar los 
reglamentos concernientes para procurar la mejor administra- 
ción de justicia. ( Fallos: tomo 118, pág. 202; tomo 104, página 
208 ; tomo 109, pág. 05. y otros). 

Que la medida decretada por d juez federal de Catamarca 
esta autorizada por e! art. 13 de la ley de jurisdicción y compe- 
tencia numero 48. según el cual "siempre que un juez nacional 
dirija un despacho precatorio a nn juez provincial, sea para ha- 
cer citaciones o notificaciones o recibir testimonios o practicar 
otros actos judiciales, sen» cumplido e| encargo" y especialmen- 
te en el caso, por el inciso i ", art. 16 de la ley nacional de pro- 
cedimientos número 50, según el cual "los jueces y tribunales 
podran para mejor proveer: 1." Decretar que se traiga a la vista 
cualquier .documento que crean conveniente para esclarecer el 
derecho de los litigantes"' 

Que es de conformidad a sus propias leves de procedimien- 
to que debe actuar en toda la república el ¿oder judicial de la 
Nación sin que pueda ser turbada su acción en forma alguna 
por leyes provinciales de alcance limitado a las causas substan- 
ciadas ante sus propios tribunales, puesto que las provincias no 
ejercen el poder delegado a la Nación. (Fallos: tomo 118, pági- 
na 20i). 
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Que los artíceos 206 y 207 de la ley orgánica de Jos tribu- 
nato provinciales de Catamarca que se invoca» por la Corte 
!ocal para no hacer lugar a lo solicitado por el juez de sección, 
disponen lo siguiente: Artículo 206 — Los expedientes o pro- 
tocolos no podrán sacarse de la oficina del archivo. Los jueces, 
cuando Jo «creyeren necesario, podrán inspeccionarlos o ma:idar 
que se sa^jue copia de ellos. Articulo 207. — Xo siendo esto po- 
sible, los jueces ordenarán su exhibición en el despacho con de 
signación de día y hora. Concluida la inspección, serán ínmedia- 
tamente <!evuc!tos al notario conservador, de todo lo que se de- 
jará constancia en autos. 

Que esas exigencias son incompatibles, en d caso de una di- 
ligencia para mejor proveer, con -las disposiciones citadas en o! 
considerando 3. que forman parte de las que reglamentan el 
funcionamiento del Poder Judicial <le la Nación que actúa en 
caifa provincia, con independencia del régimen local, y en conse- 
cuencia carecen de aplicación en !o que a la justicia nacional se 
refiere 

Que Jas prescripciones de la ley reglamentaria del Poder 
Judicial delega<lo de la Nación según el arfe 94 y siguientes de la 
Constitución, dictadas en «mfonnidad con ésta (art. 67, inc. 28), 
<on ley suprema <lc la Nación a que las autoridades de provincia 
c-tán obligadas a conformarse, no obstante cualquiera disposición 
en contrario que contengan las leyes o constitución provinciales. 
(Art. 31 de la Constitución). 

Que en este ortkn de ideas, esta Corte lia legitimado una 
ejecución seguida ante el juagado federal contra la municipali- 
dad del Rosario, no obstante lo dispuesto en el art. 132 de la 
Constitución de la provincia de Santa Fe y art- 1 4 de k fcy or- 
gánica municipal, según los cuales "en ningún caso podrá hacer- 
le ejecución o embargo en las rentas o bienes municipales". ( Fa- 
llos: tomo 103. pág. 373) ; y no obstante lo dispuesto en el ar- 
ticulo 132 de la ley procesal de esa misma provincia, sus tribu- 
nales han admiti<lo los exhortos de la justicia federal en la for- 
ma establecida por tos reglamentos de esta Corte. ( Fallos: tomo 
118, pág. 202). 
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Que la jurisprudencia americana fundada en la aplicación 
de instituciones políticas que han servido a las nuestras de mo- 
delo ha establecido que "cuando bs leyes de la Unión contienen 
•disposiciones «apéente» respecto a la competencia o admisibili- 
dad de testimonios en 'las Cortea de los Estados Unidos, eHas de- 
ben ser seguidas ynokw leyes o la práctica del Estado en e! cual 
la Corte funciona, cuando son diferentes". (Whitford v. Coun- 
try of Clark, 1 19 U. S- 522) . 

Que la remisión de expedientes a un juez federal, requeri- 
da de oficio como elementos de información conducentes al 
acierto <le sus resoluciones no compromete tampoco a la ¿mliv i> i • 
bilidad del archivo de la provincia, desde que no «e pretende des- 
membnar ese depósito y fraccionarlo permanentemente, puesto 
que deben ser reintegrados, a la brevedad posible, al archivo de 
que proceden. 

Por estos fúndamelos y de conformidad con lo dictamina- 
do por el señor Procurador General, se resuelve: devolver estas 
actuaciones al señor juez federal de Catamarca, a fin de que 
reitere el exhorto de fs. 1 con transcripción de !a presente reso- 
lución- Repóngase el pape! ante el inferior. 

A. Bkrmejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 




CAUSA CCCLXXVI 

Bancr Hipotecario Nacional, solicitando se permita a sus escri- 
banos examinar los protocolos y expedientes originales 
existentes en los juzgados nacionales. 



Sumario: I.a confrontación de los testimonios de las escritura; 




■ 
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de Jas propiedades ofrecidas «i hipoteca al Banco Hipote- 
cario Nacional con las matrices respectiva, y expedientes 
originales, no se oponen a !a reserva prevenida en el ar- 
ticulo ** de la ley orgánica de tos tribunales de la Capital, 
numero 1803. &» consecuencia, los escribanos de dicho 
Banco puden realizar esa medida de precaución. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

* 

■ 

DICTAMEN DEL ST- PROCURADOR GENERA!, 

Buts». Ai.« Jallo 12 a, |» l3 

Suprema Corte : 

So cabe duda en mi opinión, acerca del alcance de la dispo- 
n-ion que contiene el art. 202 de la ley de organización de los 
tnhnales de la capital, aplicable por analogía a los registros de 
escribanos de !os territorios nacionales, por cuanto de ella se 
desprende la facultad que siempre se ha reconocido a tes mi- 
baños públicos, para revisar las escrituras en que consten ante- 
ce jemes relativos a tos nuevos actos en que deban intervenir 

Cuando la ley ordena que los registros sean conservados en 
reserva, no entiende prohibir en absoluto que sean examinados, 
por cuanto a continuación enumera diversos casos en que es per- 
mitido imponerse de ellos, sea por personas interesadas en las 
escrituras publicas que a'lí consten, o por otras que deban prac- 
ticar cotejos, rceonocimientos o confrontaciones, en este segun- 
do cafo, con airtorización de juez competente. Debe por tanto 
apreciarse si la persona que solicita la revisión de los protocolos' 
esta comprendida en alguna de las situaciones que tiene en vista 
la ley. y el permiso se acordará siempre que sea justificado el 
moti vo que se ¡moca para ese examen, siendo de fácil determi- 
nacon la procedencia del pedido, con soto exigir la comproba- 
ción <le la necesidad que mueve al solicitare, y el objeto que le 
lleva a realzar la inspección requerida. 




* PALIOS M LA COKS WÜ9UMA 

El caso que motiva estas actuaciones está evidentemente 
comprendido entre los que autoriza el art. 202 de la ley antes ci- 
tada, por cuanto {a necesidad de proceder al examen de los pro- 
tocólos surge de la obligación que está impuesta al escribano de 
revisar 1as escrituras originales en que consta la existencia de los 
derechos -reales invocados por !a persona que debe contratar con 
el Banco Hipotecario, teniendo por objeto esta medida garantir 
los préstamos que se acuerden sobre las propiedades ofrecida* 
en hipoteca. 

Creo, por lo expuesto, que V. E- debe hacer saber al señor 
juez letrado del Chao » que los protocolos a cargo del secretario 
del juzgado deben ser mantenidos bajo la reserva que establece 
3a disposición antes mencionada, la cual no excluye la facultad 
que tienen Jos escribanos públicos para revisar esos protocolos, 
en los casos que <leban intervenir en actos'qüe estén vinculados 
a los que consten en los miamos. 

Julio Botct. 



FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Bimm Aira». Julio 7 * 1114. 

Vista la nota en que el directorio del Batico Hipotecario 
Nacional solicita de esta Corte que en ejercicio de la superinten- 
dencia que !e corresponde, haga saber al juez letrado de Resis- 
tencia que no puede ni debe oponerse a que su escribano secreta- 
rio exhiba a los del Banco las matrices y expedientes originales 
para confrontar las referencias de los títulos de propiedades 
ofrecidos al mismo Banco en hipoteca. 

Visto lo informado al respecto por el señor juez letrado del 
territorio del Chaco, 1o solicitado por el mismo y lo dictaminado 
por el señor Procurador General. 

Y consideramlo: 
Que la confrontación de los testimonios de las escrituras de 
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las propiedades ofrecidas en hipoteca al Banco con las matrices 
respectivas y expedientes originales, es una medida de precau- 
ción autorizada por el »rt. 50 del reglamento de ese estableci- 
miento dictado para ta ejecución de la ley número 8172 con 
arreglo al art. 14 <le la misma y como uno de los medios de sa- 
tisfacer la exigencia <lel art- 35. 

Que ella no se opone a la reserva prevenida en el art. 202 
de la ley número 1803. <Me que ésta no rige para los interesa- 
dos en las escrituras o sus representantes los escribanos de! Ban- 
co, desde que en esas escrituras se haga referencia a las constan- 
cias del protocolo o expediente que ?e necesita verificar. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, asi se declara, llágale saber por oficio al 
señor juez letrado del territorio del Chaco y al directorio del 
Banco Hipotecario Nacional, y archívese. 

A. Lermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. p. Daract. — 

I). E. Palacio. — Lucas Ló- 
pez C.MIANILLAS. 



CAUSA CCCLXXVII 



Criminal contra Teodoro AhíUH y Apolinar ¡o Barrera, for 
infracción a la ley de defensa social número 7029 

Sumario: if Los artículos 12, 22. 23 y 24 de la ley 7029, de De- 
fensa Social, eri la parte que se refiere a la prensa y a su 
apücaciún en la capital federal, fueron dictados por el Con- 



VAUM M LA corra lUniHA 



graso en rft carácter de legislatura local, en uso de las facul- 
tades que le confiere el art. 67, inciso 27 de la Constitución 
Aaoonau. 

a.» El art. 32 de la Constitución Nacional tuvo d propó- 
sito, en lo pertinente, de «imitar las facultades «leí Condeso 
como legislatura nacional, dejando a las locales el poder de 
reglamentar la libertad de imprento y de reprimir los abn- 
sos que con día se cometieran. En d supuesto de que el ex- 
presado art 32 contwiera lina restricción a los poderes re- 
glamentorios dd Congreso como legislatura local, no puede 
entenderse que él consagre la impunidad de los abusos d, 
i a prensa* 



3.' El art 14 de 1a Conatitiición Nacional únicamente 
prohibe la censura previa de ideas que se quieran publicar 



por la prensa. 
C aso : Resulta de 1as piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JIEZ DEL CRIMEN 

Bátaos Alm. Noviembre 20 4* 1(13 

Vista esta causa criminal por infracción a la ley social nú- 
mero 7029. seguida de oficio contra Teodoro Antilli, sin sobre- 
nombre ni apodo, argentino, de treinta años de edad, soltero pe- 
riodista, domiciliado en -la ca'le Cangallo 2559; y contra Apoli- 
nar» Barrera, sin sobrenombre ni apodo, argentino, de' treinta 
y ocho anos de edad, casado, empleado, domiciliad en la calle 
Saavedra 553: de cuyas constancias resulto: 

• 0011 fc£!ha '4 'leí corriente mes y año. habiendo apare- 

ado el numero 2094 dd diario I.a Protesta, de esta capital, con 
un articulo de redacción intitulado Radowisky. y firmado T. \n- 
t..Mi, la división de investigaciones se dirigió a este juzgado dan- 
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do cuenta de que, ?n el referido articulo se infringía el art. 12 de 
la ley de defensa social, y solicitando orden de allanamiento pa- 
ra el domicilio oal!e Cangallo 2559, local <le la dirección y admi- 
nistración del diario La Protesta, con el objeto de proceder a 
la detención del firmante del aludklo suelto y demás personas 
que aparecieran cerno responsables en dicha infracción, como 
asimismo al secuestro del instrumento del delito con arreglo a 
lo dispuesto en el art. 24 de la 'citada ley número 7029. 

Que, expedida la orden de allanamiento» fueron detenidos' 
los procesados Teodoro Antilli y Apolinario Barrera, director y 
administrador, respectivamente, del diario La Protesta. 

Que, indagados los procesados, el primero a fs. 15, maní- 
fiesla ser director dd diario Lo Protesta t firmante y autor del 
articulo incriminado, reconociéndolo después de su lectura en la 
idea y en sus conclusiones, como de su exclusiva inspiración, 
aunque en su forma, por no tener los originales a mano, no pue- 
de asegurar que sea la misma <*uo él le diera al escribirla, por- 
que puede haber algún error u emisión o salto de la tipografía; 
y el segundo, a fs. 16 vta., confiesa ser el administrador del dia- 
rio La Protesta, y manifiesta que no ha tenido absolutamente 
ninguna participación en la publicación del articulo inculpado, 
d que ha conocido después de su publicación, entre nueve y diez 
de la mañana, cuando leyó el diario, pues sus funciones como 
administrador, sólo se refieren a la parte financiera del periódi- 
co y su difusión y en manera alguna a 4a redacción del mismo. 

Que, llamados a juicio verbal por el >uzgado, a fs. 24, el se- 
ñor agente fiscal y el defensor de los anisados en atención a lo 
dispuesto por d art. 32 de la ley número 7029, y ccticedida la 
palabra a: primero, manifestó: que el concepto y los término; 
del míenlo titulado "Radowiski", que figura en el número 2094, 
del diario La Protesta, queae publica en esta capital, correspon- 
diente al dia catorce del corriente mes y añe, importa hacer pú- 
dicamente la apología de un hecho que la ley castiga como de- 
lito y que habiéndose confesado sin resenas d procesado Teo- 
doro Antilli, a fs. 15, autor de aquel articulo, se ha hecho acree- 
dor a la pena señalada en el ar\ 12 de la ley número 7029, y que 
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ApoUnario Barren», confesando a fs. 16 vta, qué es administra- 
*>r del diario de referencia, y aunque si bien puede ser exacto 
que no tenga participación en la redacción del articulo agregado, 
diaendose pojado de la difusión del diario ha in- 
fringido también el articulo 22. y que di sponiendo el a r- 
tlcuto 23 que cuando el delito imputado se cometa por me- 
dio de la prensa diaria, deberá aplicarse el máximun de la pena 
establecida para el mismo, acusa y pide se conde» a Teodoro 
Anti:h, a tres afros de prisión, y a un año v medio de la misma 
pena, a s u cooprocesado Aprimarlo narrera. debiendo ambos 
perder sus derechos políticos inherentes a la ciuda lanía, de 
acuerdo con lo dispuesto por el art. 28 de la lev cita<la. solicitan- 
do también, el soñor agente fiscal y como medirla o resolución de 
carácter previo, se dictase auto de presión preventiva y embargo 
de bienes contra los inculpados a Jas resultas del juicio. Conce- 
dida la palabra al señor defensor de los prevenidos, solicitó de! 
juzgado la declaración de inconstitucionalidad de les artículos 
12. 22. 23 y 24, de la ley número 7029. por considerarlos violato- 
rios dd articulo 32. de la Constitución Nacional, por lo que pide 
la absolución de los procesados, no sólo porque el hecho que se 
les atribuye, no constituye delito qtie se encuentre previsto en el 
código penal, sino porque el articulo mtitiriado "Ra dowiski", no 
contiene ninguna violación de la citada ley número 7029, que la 
defensa considera inconstitucional. Agrega también el pedido 
con el carácter de previo y especial pronunciamiento de que sea 
levantada la clausura del loca! del diario La Protesta con habili- 
tacion de horas, en consideración del perjuicio que la referida 
clausura Jes ocasiona. Que el juzgarlo resolvió en la misma au- 
diencia, los pedidos formulados por ambas partes con carácter 
de previos, no haciendo lugar a la prisión preventiva de los pro- 
cesados, en atención a lo dispuesto por el art. 32 de la citada lev 
número 7029, que determina, que para la aplicación de las penas, 
se procederá en juicio sumario, debiendo permanecer detenido 
el procesado mientras dure el juicio, y ordenando el levanta- 
miento de la clausura del local Cangallo 2559. en virtud de 110 
constar de autos, que dicha medida hubiera sido decretada por 
el juzgado y de que el objeto de la orden de allanamiento de ío- 
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jas 4. había sklo cumplido, con >o que terminó el juicio verbal, 
agregándose fxw escrito los fundamenta» de la defensa ; llamán- 
dole autos para dictar sentencia. Y considerando: 

1. ° Que* atacada en su validez la ley número 7029, por in- 
constitncionalidad, se introduce al debate una cuestión funda- 
mental que la jurisprudencia declara de lato conocimiento, y por 
consiguiente, ajena al procedimiento sumario y verba!, que es 
propio al presente juicio, por disposición terminante de la referi- 
da ley- 

2. " Que. no obstante declaración tan expresa de la Suprema . 
Corte de Justicia Nacional, consignada en el fallo que registra 
e! tomo 25, pág. 347, es del>er de los jueces, del cual no pueden 
prescindir, tratar y resolver todas las cuestiones que le sean pro- 
puestas al formular la litis contcstatio (artículos 495 y 496 del 
Código de Procedimientos en lo Crimina! ) tanto más. cuando en 
el caso de autos eHas han sido opuestas como medio de defensa, 
y así parece resolverlo implícitamente, el alto tribunal citado, 
en sus fallos "de los tomos 8¡, pág. 242, y 82, pág. 281. 

3. Que, la inconstitucional: la*! de la ley número 7029. que 
«e alega, se fundamenta en que los artículos 12, 22, 23 y 24 de 
la misma vulneran los artículos 14 y 32 de la Cons- 
titución Nacional, porque atacan y restringen la libertad de la 
prensa, especialmente el art 12, y los otros se refieren a áste, 
¡K>r lo que atañe a ellos, las mismas objeciones. 

4. Que, 1a ley número 7029, ha sido sancionada por el Ho- 
noraWe Congreso «de la Nación en ejercicio de sus atributos de 
soberanía, y muy especialmente en ejercicio de las facultades que 
explícitamente le acuerda la Constitución Nacional, en su art. ty, 
inciso 11. 

5" Que, bajo el primer «punto de vista, la cuestión ya no se 
discute y es doctrina umversalmente aceptada que el poder del 
Soberano, es ilimitado, porque el Estado, creado por un pueblo 
en su evolución histórica tiene el dominio eminente sobre las co- 
sas y las personas, sin más limitación que los sentimientos de 
justicia y de equidad que gobiernan la conciencia individual y 
colectiva, en las ¿ociedades civilizadas- Es en este sentido y bajo 
!a ba*e de asegurar "lo- beneficios de la libertad para todos" y 
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"promover al bienestar genera!" que el Soberano adopta como 
un acto prop>o, la Constitución Nacional, que si bien limita ex- 
pedáneamente sus poderes, es al solo objeto de garantizar tale, 
fines determinados en el preámbulo, porque como dice Bentham : 
la Middrf.es el único fin, «I únjeo objeto de un valor intrínsc- 
co; la hbertad política no es más que un bien relativo, uno de los 
medios de conseguir este fin'», y al consignar en el art. 14. como 
un derecho de ios habitantes "el de publicar sus ideas por la 
prensa sin censura previa" sólo lo consideró a efecto de realizar 
fines determinados, que se armonicen con los propósitos del Es- 
tado y con los ideales de la sociedad, y no como un derecho inó- 
rente al hombre, porque es principio de legislación consa-rado 
por «1 concenso universal que no hay derecho ni liberta 1 absolu- 
tos; el derecho asi cerno la libertad de un individuo, se detiene 
donde empieza el derecho o la libertad de otro, pues asi lo exige 
la igualdad de todos ante la ley y los principios esenciales que 
fundamentan el derecho: honeste vivere; neminem loedere suun 
quique tribuere. 

6.° Que, la ley número 7020. sancionada por el Honorable 
Congreso en ejercicio de sus atributos y como consecuencia del 
dominio eminente del Estado, es preventiva y de defer í de los 
prinoipios fundamentales de orden público, en un esta lo social • 
pues la violencia y la agresión, asi como la propaganda inmoral' 
lo <j„ e no puede estar protegido por la Constitución Nacional 
desde que con ello se perturba la paz, se coarta la libertad y se 
impide el bienestar común, que son \os fines primordial,, que se 
propuso nuestro pueblo, al darse la organización definitiva- 

r T ?'*; I4, * h Cooi * i tW»t» Nacional, establece: 

l odos los bastantes de la Nación gozan de !os siguientes de- 
rechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio;. . . 
. . . es decir. «,„- antes «le enumerarlos, ya limitó e! u<o o -o e 

do^r ^ V • C: v ,S T ting^ ' ¡d0profeSOr dc Derecho Constitucional, 
doctor Luco V. Lope,, enseña : q „c debemos recordar constante- 
mente shi embargo, q„ e todos estos derechos acordados a los 
ciudadanos no importan el goce absoluto de los principios qiie 
consagran. I.a Constitución ha dicho que todos los habitantes de 
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la Xación. gozarán de ellos conforme a las leyes que reglamen- 
ten su ejercicio. . . 

. . . Xo existen derechos absolutos, y por consiguiente, no exis- 
te Ccn-titución que no sea limitada. Asi veremos que el derecho 
<ie comerciar está restringido cu beneficio mismo de los que lo 
ejercen, por leyes que reglamentan sa ejercicio. Con respecto de 
!a propiedad, el principio de expropiación por causa de utilidad 
pública, limita también el título del propietario. El ejercicio del 
Culto no puede considerarse como 'legitimo si viola !a moral y las 
buenas costumbres ; la libertad de la prensa, en fin, seria un ele- 
mento de desorden, si los que abusan de ella no estuviesen some- 
tidos a la legislación y a los jueces". ( Curso de Derecho Consti- 
tucional, por Lucio V. López; pág. 108) y, en efecto, recorrien- 
do las constituciones americanas, en todas ellas se encuentra la 
limitación del ¿uso, por d abuso, en algunas de las cuales, se con- 
signa en forma más explícita que en 4a nuestra, como la de Co- 
lombia, art. 42, que establece: "La prensa es Ubre en tiempo de 
paz. pero responde con arreglo a las leyes, cuando atente a la 
honra de las personas, al orden social o a la tranquilidad públi- 
ca : la Mexicana, que dice : Art- 6.° La manifestación de las idea*, 
no puede ser objeto de ninguna inquisición judicial o adminis- 
trativa, sino en el caso que ataque la moral, !os derechos de ter- 
cero*, provoque algún crimen o delito o perturbe el orden públi- 
co; y por fin la Uruguaya, que consigna en su art 141. "Es en- 
teramente libre la comunicación de Sos pensamientos por pala- 
bras, escritos, periódicos o publicados por la prensa, en toda ma- 
teria, sin necesidad de previa censura; que lando responsable el 
autor y en su caso d impresor, de los abusos que cometieren, 
con arreglo a la ley." La opinión de los comentaristas es unifor- 
me y ya nadie puodc .poner en duda, que por no restringa la li- 
bertad de imprenta se entienda otra cosa que no establecer sobre 
ella, la censura previa ; Ftlackstone, dice Story, número 1035 : ha 
hecho observar, "que la libertad de la prensa sabiamente com- 
prendida, es esencial a los Estados libres, pero que ella consiste 
en no poner traba alguna a las publicaciones, y no en la ausen- 
cia de teda represión, si fuéSé criminal el escrito publicado. Todo 
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hombre libre tiene incontestable derecho de hacer conocer s„ opi- 
"7" W*m Po«r obstáculos al ejercicio LZ 

" Tes P° nsab,e * consecuencias de su 
temeridad. Sujetar la prensa a , po*, re8trict¡vo de „„ ent0f 

someter la hbertad del pensamiento a las preocupaciones de'tm 
solo hombre, es hacerlo juez arbitrario e infalible de todos los 
puntos controvertidos en la ciencia, la religión y las materias «le 
gobierno; pero castigar los escrito» peligrosos e injuriosos dcs- 

21 1 P Í7f ' * T COSa neCeSaria P"" ri "«"tenúniento 
oe la paz y del buen orden en toda sociedad civilizada. De esta 

7^Z^r tfítbala ,OS ^viduos; sólo el abuso de 

e->a hbertad se castiga. Es, pues, verdad que castigar la licencia 
es mantear la libertad * la jfetf . El presidente Sanmemo 
que tamas veces repitiera en sus escritos la gráfica frase oh ne 
lm poini les idéesr, participaba de la <v«££ l \ZZ 

Congreso, d tritio» año de su gobierno ( 1874) : "El Congreso 

bZlr^ * legÍS,ar **" l0S abusOS y <** P^a- 

bra impresa, a m» ser qoe e! abuso sea sin5n¡mo de uso legitimo 
o la Itcencia sea la libertad por excelencia '. ««"«no, 

QW ' S* ,CVCS re ^ lamen * a "a* *1 ejercicio de los dere- 
*5T! d rcfcrkk > art - «* * i Constitución, no son 

otra» ,as que corresponde dictar al Honorable Congreso de 
la Nación, en virtud de la atribución conferida e„ el art 67 L 
eso 11. entre fes que se cnenta la número 7029. J| a co ild re 
c„ n . ra<Ia a¡ Código Pena!, po^e^h ^ -¡I 
c. un,ne,. cemo implícitamente lo determina la Suprema Corte 

£¿S¡ • ■ ' a, r dVer 138 ^ d * indicción v 
^^Zr ,0 Tr'c M at?,,tad ° de!Wo Colón, tomo 

ótrn of." ^ dC SM " Ón Radow¡ %. Pablo Karacchini v 
otro, que se registran en el tomo , ,4 phg . fio; sea p «e se la ten 

Atable ** T * CSPeCÍaI ' *™ ío „ Z 

notables d.ctamenes. e | señor fiscal, doctor Carlos O. BuiJe 

nsd.eaon común (doctor C. O. Bunge; Casos del Derecho Pe- 
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nal), o que se la considere como participando de los dos carac- 
teres, con» lo sostiene el doctor Rodolfo Moreno, hijo. (Revis- 
ta Argentina de Ciencia Política; año I. núm. 3), y «no <fc Jos 
autores del proyecto que dio base a la ley, el doctor C. Meyer 
Pellegrin. ( La AW.««, del 3, de octubre de 1910). En tal virtud 
pues la !ey de defensa social, número 7029, ha sido dictada por 
el Soberano Congreso en ejercicio de sus propias atribuciones y 
las disposiciones impugnadas, conetan perfectamente con ¡as 
prescripciones constitucionales citadas, porque ninguna de ellas 
establece la censura previa (art. 14 de la Constitución Nacional), 
n. restringe la libertad de la prensa, art. 32 de la Constitución, 
y si ha previsto y castiga los delitos comunes (art- 23 de la ley) 
es porque su intervención o el papel de la prensa se asemeja a 
un instrumento cualquiera, y como dice d señor Agustín de Ve- 
rtía; Constitución Argentina; número 153; citando palabras de 
Arosemena y <le Sarmiento, es en ese caso la pluma para el es- 
crito e puñal para la herida, la llave para la puerta, es cuanto 
puede decirse, s ¡„ metáfora, tal vez. que el escritor ha cambiado 
el puñal por .a pluma. Cuando uno se encuentre en presencia de 
una clausula constitucional que admita dos interpretaciones dis 
tintas, pero una ,| e las cuales responda mejor a las declaraciones 
del preámbulo, es a ésta a la que uno debe atenerse, decía el in- 
olvidable maestro de Derecho Constitucional, doctor Aristóbulo 
de \ alie, porque el preámbulo, no dá poderes, pero es !a llave 
<le espíritu del legislador. Punir la apología de un hecho o del 
autor de un hecho que la !ey prevé como delito, no es manera al- 
guna de atentar contra el art. 32 de la Constitución Nacional es 
reeponder a las ám, lias declaraciones del preámbulo, porque es 
proveer a la defensa común, promover el bienestar general v 
asegurar los beneficios de la libertad para todos." * " 
9 • Q»*- «■ critica de la ley, invocada por la defensa para lle- 
gar a que sus conclusiones son injustas, no es materia que pue- 
dan tomar en cuenta los jueces a quienes no Ies incumbe juzgar 
de a justicia de la ley. pues lo contrario seria convertir Ja fun- 
ción de apbcarla en la de legislador- (Fallos de la Suprema Cor- 
te de Justicia Nacional). 

10. Que. habiéndose declarado autor de! suelto incriminado 
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reconociéndolo «n su fclea y en sus conclusiones, «I procesado 
Teodoro AnrrUi, corresponde resolver sí él viola las disposiciones 
de a referida ley número 7029. o si como lo sostiene la defensa, 
se trata tan sólo -de un articulo en el que al referirse a un mo- 
mento histórico, de acuerdo con una doctrina filosófica, no le ha 
sido posible ¡d autor, evocar ese momento social, sin rozar algu 
nos de los elementos que lo constituyen. "Es indudable que ci ar- 
ticulo incriminado, obedece a una propaganda anarquista, pero 
no a la doctrina o de ideas, sino a !a que podríamos llamar 
propaganda de los thechos, que es la que cae bajo las sanciones 
legales de la ley de defensa social número 7020, M. Fladin rela- 
tor de la Uy Social Francesa, del 18 de diciembre de 1893, de- 
cía: "existen ciertos grupos anarquistas que tienen por misión 
buscar la propaganda de ideas, ¿los profesan doctrinas que re- 
pudiamos de una manera absoluta, sin que seguramente nadie 
de entre nosotros, haya pensado incriminarlas bajo el punto de 
vista penal. Pero al lado de esta categoría de anarquistas, que no 
se ocupan más que de la propaganda Je ¡deas, hay otros muy al 
contrario, peligrosos, que tienen por misión, !a propaganda 'por 
el hecho, son estos actos bochornosos los que deben castigarse". 

12. El articulo titulado "Radowisky" evoca, con motivo de 
su cuarto aniversario, un hecho criminal, d atentado de que fue- 
ron victimas el Jefe <le Policía de la Capital, coronel Falcón. v 
su secretario. Lartigau. El crimen fué juzgado oportunamente 
por los jueces y su autor, cuyo nombre sirve de único epígrafe . 
al suelto acusado, ha sido condenado. El art. 12 de la ley de De- 
fensa Social, número 7029. castiga !a "apología de un hedió o 
del autor de un hecho que la ley prevé como delito". Hemos vis 
to que la publicación trata de un crimen, veamos ahora si el pro- 
cesado ha hecho en ella !a apología de ese crimen o de su autor 
para que le pueda ser aplicada 4a disposición transcripta. Desde 
sus primeras frases que sé transcriben". . . Cuatro años!. . . Fl 
14 de noviembre <le iot? cayó Falcón, el autor execrado de la 
masacre de obreros del 1" de mayo del mismo año. Breve y cort 1 
fue la espera,; sonante y no imaginado el escarmiento! El'instru- 
mentó de esa justicia popular, el brazo ejecutor, v también la vo- 
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i?actual^íf ÍÓ "'¡-I 20 - mm fedowisky!-- 
estaactua mente en Laman, en ü hei ada Ushuaia ¿¿^¿ 

manda unamente a los que obraron con el hecbo alaTque 

«na " trrr* ^ e,,OS > ^ » ^ ^ SoTa 
ganar , ,egtm la frase manriquiana de Machado - sino a los 

que obraron con la palabra por !a libertad de los oprimidos *«£ 

ttgos nosotros qu $ allí hemos estado...» «| articulista juMifica 

e.atenta,lo llamándolo «ra™/™/*;, y calificándo.o como un 

acto de jusfcia popular, asigna a | ma'betíbor el papel de instru- 

cZLf ^ jmticia ,x>pt,lar - STS 

cnmmal dcs.gn». para concluir con una verdadera incitación a 

do que dice:... •Compañeros! Nos toca fe mismo ¿tcerlo 
todo. Fuera de estos incidentes que devoran tantas vidas-fue 
la de Ra 5? «™ ,a * W y de las vindicaciones, como 

hVha Ra í W i sky> * W m . CTas í«¡*ttdtó. accidentes de la 
««cha _ la ,dea anarquista sigue su curso y debemos permant- 

las maceres. preñes, deportaciones, etc. . . " ; en el cual como 
se ve, donuna * idea de la propaganda ácrata, pero $g¡ ^ 
dicho antenormen*. la propaganda malsana. ¿Vrd^men! 
terminal, ,a que toce del crimen de Radowñky ^ 

f 1M J 2 ,i ^T , ? ada « publicación aludida, es 

fuera de toda duda que ella constituye el delito previno y pe- 
nado >or e , art Ia ^ ^ ^ crDiccioLrTo 
Larrouse, SIgw , lca . j^ficación. defendí o dogio de «n hech^ 
o de una persona; y el articulo titulado "Radowisky" ivJfE 

<,ñ Jí Ü ? U***? * Ap0,inari0 ^ arrera » * acusación del 

iTdHnr ^r 1 ' * '""í"^ obstameU nega- 

ba del prevemdo en su indagatoria de fs. 16 vta., r^pectode 

oda P ar,,c,pacK« en la publicación del suelto c.ioiivode la 
acusación, habiéndose confesado administrador del diario 
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La Protesta, y que como ta! se encarga de su difusión; le 
corresponde, de acuerdo con b determinado en el art. 22 de la 
citada ley, la mitad de la pena especificada para el autor princi- 
pal. Paréceme que el señor Agente Fiscal no ha tenido en cuen- 
ta, al formular $11 acusación contra Ronera, que éi no ha con- 
fesádose encargado de la difusión del articulo o publicación in- 
criminada, muy lejos de eso, él ha declarado^ que no conocía .el 
artículo y que sólo tuvo noticias de él, cuando en su casa leyó el 
. diario, entre nueve y diez de h mañana, es decir, cuando la dis- 
tribución del diario se había hecho ya, y no es posible que en ta- 
les circunstancias, pueda condenarse ]K>r e! hecho de dectr&e ad- 
ministrador de La Protesta, y como tal encargado de su difusión, 
cuando se n:e¿a toda participación en el hecho que constituye el 
delito, y de autos no resulta ni el más leve indicio en contra de 
su acertó; por el contrarío, el mismo señor Agente Fiscal, acep- 
ta como sincero "o verídico el dicho del inculpado. La difusión 
del diario La Protesta o como !a -de cualquier otro, no puede ca- 
lificarse delictuosa, y de acuerdo con lo determinado en e! ar- 
ticulo 22 citado, sólo cuando esa publicación haya incurrido en 
el delito, previsto y penado por los arte. 12, 19, 20 y 21. es c! 
caso de castigar a! "que ven Ai, ponga en venta, imprima, distri- 
buya, circule, <.tc ". nada de lo cual ha hecho, o, por lo menos 
confesado el prevenido, sólo ha dicto, no a ese respeto, sino a 
su situación como administrador del diario, que se encargaba 
de la parte financiera del mismo, así como de su difusión, pero 
en manera alguna ha confesado que estuviera encargado de la 
difusión del artículo delictuoso que. por el contrario, no conocía- 
Xo es d caso de aplicación el art. 6." del Código Penal, que es- 
tablece que en la ejecución de heolios clasificados de delitos, se 
presume la voluntad criminal, a no ser que resulte una presun- 
ción contraria de las circunstancias particulares de la causa ; 
porque ISarrera no ha confesado haber cometido un delito sin 
intención, ha negado iwrtkripación en un delito, y sobre, su cul- 
pabilidad no. puede deducirse tfc las circunstancias de autos, sino 
una sola presunción en su contra que emerge dfc su propia con- 
fesión, y es la de que siendo administrador de La Protesta y en- 
cargado de su difusión, ha podido interesarse por la propagación 
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del articulo incriminado, j)ero contra esa punción, está tu 
negativa y no existe en autos otro antecedente que tarifique SU 
condena- ^ 

Eípí estas consideraciones, oído el señor Agente Fiscal* y 
de acuerdo con lo dispuesto en !os arts. 13 y 434, inciso 3/', del 

en 16 Criminal, respecto de Apolina- 
r.o Barrera ; y arts. 316 y 321 del Código de Procedimientos, tí- 

? •„••' ¥Z 12 y 24 de ,a ,cv n " mcro 7 Q2 9. «specto de Teodoro 
Antilli. Fallo esta causa: absolviendo de culpa y cargo a Apoli- 
nar.., Barrera, y coirdenando a Teodoro Antilli a sufrir la pena 
de tres años de prisión, a la pérdida Je los derechos político* 
(art- 28 de la misma ley ) y al pago de las costas procesales. — 
Juan K. Scrú. — Ante mi : Eduardo /•'. Bunge. 

KKS-.I.C CKIX DE U CAMARA DE APELACIONES EN LO CRIMINAL 

Y CORRECCIONAL 



Alrti, Diciembre 71 de 1913. 

Y vistos, considerando : 

(Juc acusados Teodoro Antilli y Aiiolinario Barrera por in- 
fracción a la ley de Seguridad Social, número 7029, arts. 12, 22 
y 23, el defensor alegó la inconstitucionalidad de los referidos 
artículos por considerarlos repugnantes a la Constitución Na- 
cional, arts. 14 y 32. relativos a la libertad de la prensa- 

Que el art. 12 recordado, habla de apología de un delito 
hecha verlwlmcntc. por escritos o impresos; el 22 del que venda 
imprima, etc, Jos impresos y las producciones mecánicas men- 
cionadas en el 12; y el 23 dispon* que cuando los delitos previs- 
tos en los arts. 12, 19, 20 y 21 se cometan por medio de la pren- 
sa diana o periódica se aplicará el máximon de la pena. 

Qire por consiguiente, y en el supuesto de que los hechos 
expresados no fueran delitos comunes, sino simples abusos de la 
hartad de imprenta, ésta podría quedar afectada por los ar- 
tículos indicados sino respetaran las garantías que a !a misma 
tiene acordadas la Constitución. 



vaum M la etmn sunsat* 



Que la Suprema Corte de Justicia Nacional ha establecido 
interpretando el art. 32 de la Constitución : Que el Honorable 
Congreso en su carácter de Legislatura Nacional, no podría le- 
gislar sobre la prensa» reglamentando el derecho de publicar 
ideas y reprimiendo abusos posibles en el uso de tal derecho» 
porque la reforma bicha a la Constitución Nacional .«obre tal 
materia, en 1860, quiso dejar esa facultad a las soberanías loca - 
les. (Fallos : tomo 1 14, pág- 60, y el publicado en la Jurispru- 
dencia de los Tribunales, entrega de diciembre de 191 1, pág- 7. 
—Cansa Ramos Mexia contra Mulhall). 

Que en «el sirpuesto referido, las disposiciones de la ley 7029 
sobre la prensa, y en lo que atañe a su aplicación a la Capital 
Federal, no podrían ser tachadas del punto de vista de falta de 
atribuciones de quien las sancionó, porque el Honorable Con- 
greso en esa parte habría hecho aso de la facultad de reglamen- 
tar el art- 14 de la Constitución que como a legislatura local de 
la Capital le confiere e! art. 67, ¡nc. 27 de aquélla. 

Que en cuanto a saber si el Honorable Congreso se habría 
mantenido dentro de Jos limites fijados por Jos arts. 14 y 32 an- 
tes citados, cabe observar: qué dessde luego es de toda evidencia 
que no se ha establecido censura previa, ni exigido licencia, ni 
creado traba alguna para la publicación de los diarios, periódi- 
cos o impresos; y que las restricciones a !a prensa aludidas en 
el art. 32, se refieren a tes medidas indicadas, y no implican !a 
prohibición de dictar (por autoridades locales) leyes represivas 
de los abusos de la libertad de imprenta, toda vez que es esa la 
opinión más generalizada y la que se expuso al f mi ¡amentar la 
reforma del 60 en <jue se sancionó d art- 32, tantas veces re- 
cordado. 

Que ra doctrina extrema, que proal aira <jue los desmames 
cíe la prensa no son puntb'es y deben tener su correctivo en la 
opinión pública, es fuera de duda que no es la de Ja Constitu- 
ción, pues de otro modo ésta no ?e habría limitado a prohibir la 
censura previa o medidas restrictivas y hubiera declarado explí- 
citamente la inmunidad. 

Que la doctrina intermedia, que considera restricciones a 
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la libertad de imprenta no .«ÓJo la censura u otras medidas pre- 
vias a Ja publicación, sino también la sanción de leyes que e pre- 
texto de castigar los abusos, llegaran a reprimir publicaciones ino- 
centes o de propaganda licita que jiodia ser molesta a las autorida- 
des o partidos gobernanU's, con lo cual la libertad de imprenta 
serta ilusoria, aún admitiendo que estuviera encuadrada dentro 
de los preceptos constitucionales, «o afectaría a la ley impugna- 
da, porque esa doctrina ha sido expuesta con limitaciones, tales 
como que siempre serian punibles los impresos difamatorios o 
que comprometieran Ja seguridad pública y sólo asi podría acej>- 
tar,e. y el hecho anisado, apología de un crimen, es un medio 
indirecto de incitación, que la ley ha podido castigar en defensa 
de la sociedad amenazada. 

Que en consecuencia de lo expuesto y concordantes de la 
sentencia recurrida, corresponde reclrazar la articulación de m- 
eonstihicionaliidad formulada. 

Que como lo demuestra la sentencia y lo revela la simple lec- 
tura del artículo incriminado, en él se hace la apología de un cri- 
men, el homicidio de! corone! Fakón; y consta por la confesión 
de Antrih que es el autor de dicho escrito (arts. 12 y 23, ley nú. 

mero 70*9. y 316 y 321 Código de Procedimientos en lo Cri- 
minall- 

Que e.i cuanto a Barrera, su calidad de admimstraiior del 
periódico, confesada por él y consignada al frente <N éste, y el 
n-xnoetmicnto de que estaba encargad») de la difusión del mis- 
mo, lo colocan dentro de lo establecido en el art. 22, ley citada, 
que reprime ese modo especia» de participación en el delito! 
siendo de notar que la intención crimina} debe presumirse en 
defecto de presunción contraria (que no la hay) sacada de las 
constancias de la causa, pues el art- 6.° del Có:ligo Penal se 
aplica al sub judicc en virtud del art. 2" de la ley núm. 4189. 

Por estos fundamentos: se confirma la sentencia apelada 
que fmpene a Teodoro AntiHi, tres años de prisión, con el acce- 
sorio de! art- 28. ley número 7029, y -se 1a revoca respecto a la 
absolución de Apolinario Barrera, a quien se condena a un año 
y medio de prisión, con el accesorio antes referido, -debiendo 
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ambos pagar das costas procesales- Devuélvanse. — Ricardo 
Seeber. Fabto López Garda. — Valentín Luco. — Ante mi: A. 
Phujet. 



DICTAMEN DEL Sr. PROet/KADoR GEKERAL 



Bucaos Aire*. Mano 18 de 1014. 

Suprema Corte: 

Procede c! recurso deducido en as|os autos, a mérito <le lo 
dispuesto |>or d art- 14. ¡nc. 3? tle la lev 48. 

La decisión apelada se ha pronunciado en contra de! dere- 
cho invocado pfrr e! recurrente que prcten le fundarlo en una 
cláusula de la ConstihKiÓn, articulando la tacha de inconstitu- 
cionaüdad de disposiciones de la ley de defensa social. 

Pido, pues a V. E. se sirva declarar bien concedido el re- 
curso interpuesto. 

•En cuanto al fondo del mismo, alega el recurrente la in- 
constititcionalidad de los arts. 12. 22 y 23 de la expresada ley 
número 7020, pretendiendo que son rqxu^nantcs a las prescrip- 
ciones de Sos arts- 14 y 32 de la Constitución, en lo relativo a la 
libertad de imprenta. 

La iey <lc referencia en la parte que estatuye sobre delitos 
de imprenta que caen bajo !a jurisdicción de la jitsticia ordina- 
ria fie la Capital Federal, ha sido sancionada por el Congreso 
de la Nación en ejercicio de la facilitad qtic le confiere el art. 67, 
inciso 27 de ¡a Constitución Nacional siendo que en el caso se 
trata de la ^lamentación de! art. 14 de la Carta Fundamental 

Podrían tildarle. justificadamente, de inconstitucionales las 
disjjosiciones en cuestión de la ley 7029 si se tratara de Ja veri- 
ficación de una censura previa o de la imposición de trabas a la 
libertad de publicar !as ideas por la prensa. 

En el presente caso, esa libertad no ha sufrido restriccio- 
nes, sino. que. a! pasar al terreno del abuso, da lugar a la repre- 
sión que jercitaran las autoridades competentes, de cuya acción 
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la libertad tic la prensa no está exenta, sino que por ella está ga- 
rantida dentro de los Jnrifcs legales y castigada «liando de ella 
se hace un ejercicio abusivo. 

Ab-Uniéndomc de consideraciones sobre el juzgamiento del 
de.ito que originó o! proceso, ya que ello incumbe a los jueces 
Uvales del fuero común (to.no 114. pág. 60). corresponde v asi 
lo pido a V. E., se sirva confirmar, en la parte pertinente la 
«■nten-ia recurrkla. rechazando la tacha «le incon<tituc¡onal¡dad 
formulada 

Julio Boiet. 



FALLO DE LA CORTE SLTREMA 

Buenoi Aires, julio 14 de 1914. 

Vistos y considerando : 

Que las dis¡x>sicioncs constitucionales invocadas en el pro- 
ceso y cuya interpretación- contraria a lo sostenido ¡x>r Ja defen- 
sa ha dado Migar al presento recurso extraordinario, son la de 
los arts. 14. 28 y 32 de la Constitución Nacional, pues <i bien sé 
invocó también el art. 33 de la misma ífs. 32 y «ta.), ello toé 
para demostrar la incMi-litmionalidad ríe los arts. » y 10 de la 
ley 7029. relativos al derecho de reunión que no ha sid,'. o- .arlado 
a los reos. (Art. 22, inc 2.» Código de Procedimientos en lo 
C nminal). 

Que los arts- 12, 22, 23 y 24 de la mencionada lev 7029 en 
b parte que se refiere a la prensa y a su aplicación en 'la Capital 
I-cdcral, fueron dictaos por el Honorable Congreso en carácter 
de legislatura local, en n«o de la facultad que le confiere ej ar- 
ticulo 67, inciso 27. de la Constitución Xacional. como lo obser- 
van acertadamente la sentencia apelada v el señor Procurador 
(.cneral en su dictamen de fs. 64. 

Que en tal concepto es inaplicable al caso el art y citado, 
pues éste, en !o ix-rtinente. Uno d propósito de limitar las fa- 
cultades del Congreso como legislatura Xacional, dejando a las 
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locales el poder de reglamentar la libertad de imprenta y de 
reprimir los abusos que con ella Fe cometieran, según ¿e des- 
prende íle Jos antecedentes de la sanción de dicho articulo, y ha 
sido establecido en fallos anteriores de esta Corte. < Fallos: tomo 
30, pág. 1 12: tomo 1 15, pág. 92, y otros). 

Que el art. 14 de la Constitución Nacional únicamente pro- 
hibe la censura previa de las kleas que se quieran publicar por 
la prensa- 

Que el art. 28 ( Constitución Nacional) prescribe "que !os 
principios, garantías y derechos reconocidos en tes anteriores 
artículos no i>odrán ser alterarlos por las leyes que reglamenten 
SU ejercido"; y la ley 70*9 r.o es repugnante al art. 14, desde 
que en eHa no está establecida la censura- 

Que en e! supuestó de que el art. 32 contuviera tina restric- 
ción a los poderes reg!aincntark>s del I íc ñora Ule Congrio co- 
mo legislatura local, sería de observarse que por él no se enten- 
dió consagrar la impunidad <!e los abusos de la prensa como se 
ha dicho ya; y (pie admitida la facultad de reprimirlos en "as 
legislaturas provinciales, no podia desconocerse la misma fa- 
cultad en las autoridades competentes de la capital. 

Que, además, aún en el sentir de los (pie interpretan la pri- 
mera enmienda de la ConstitiKHm de !os Estados Unidos, fuen- 
te de la primera parte <de nuestro art- 32, atribuyéndole el al- 
cance de que la prohibición de restringir la libertad de imprenta 
comprende algo más que la censura anticipada de las publica- 
ciones, no pueden quedar impunes las que no conistan en la 
discusión de los intereses y asuntos generales, y son, por el con- 
trario, dañosas a la moral y seguridad públicas, como las ten- 
dientes a excitar la rebelión y fia guerra civil, o afectan la repu- 
tación de los particulares. (Coo ey — Principies of Const- Law, 
pág. 301 ; Constit. Ltmit 7a. edo. pág. 003 y ¡wg. ) 

(J\te en este orden de ideas, el art. 19 de la misma ley fun- 
damental dispone que sólo están exentas de la autoridad de !os 
magistrados y reservadas a Dios, las acciones privadas de los 
hombres <fue de ningún modo ofendan a! orden y a la moral pú- 
blica, ni perjudiquen a un tercero. 
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m f P»nto de si la publicación de fe. 3 importa o no la 
ni*»*.* .le un hecho o del amor de «n hecho que ¡a ley prevé 
como delito, po fué materia de la apelación interpuesta a fe 6h 
n cab.a que lo mera, con arreglo a lo reiteradamente resucito, 
mina!) SS °" G ^ dig ° <ie 1WJim «'« en lo Cri- 

Por estos tundamentos, los concordantes de la sentencia de 
f- 34. y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Pro.ura.lor 
U-ncral. se I* confirma en la parte que ha podido ser materia 
del recurso. Notifique** con el origina) y devuélvase. 

A. BkrmeJO, — Nicanor G. del 
Solar. — M. p. Daract. — 
D. E. Palacio. — I,. Ló PEZ 

Cábaxiuas. 



1 1 



CAUSA CCCLXXVIII 



Crímiml contra Jinñr Diqi Lobo, por infracción a la ley 
. lectora! «/«• la provincia de Tttcumán 

Sumario: No es definitiva á los fines dd «curso autorizad 
por el art . 22 del Código de Procedimientos en :o Criminal 
de la capital la sentencia de un Superior Tribu-nal de Justi- 
na que se limita a resolver ;|IIC determinadas disposiciones 
de una ley provincial no están en contradicción en la Cons- 
tatación Naacnal y iIi-iK.no que ¡os autos pasen a la Sala 
correspondiente de: mismo para el conocimiento del fondo 
del asunto. 

Caso : Resulta del siguiente: 
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PALLO DE LA COETC SUPREMA 

Buenos Aires, Julio 16 ds 1914 

ViSíos y considerando: 

Q\\¿ la sentencia de fs. 141 declaró que la ley de elecciones 
de la provincia de Tu^nmán de 6 de febrero de 1912 era consti- 
tucional y canden.» al procesado Javier Díaz Lobo a la pella de 
seis meses de arresto i>or infracción a ella. 

Qi\o apelada esta sentencia, ta Suprema Corte de Justicia 
provincial se ¿imitó a resolver que !<>s arts- 73, 83, 75, incisos 4" 
y 6"; 77, inciso 3", y 78. inciso f \ de dicha ley no estaba en con- 
tradicción con la Con>1irució:i Nacional y dispuso que los autos 
pasaran a la Sala tu lo Criminal para el conocimiento del fondo 
del asunto \ fs. 200). 

(Ji\c etitales condiciones, no hay sentencia definitiva en la 
causa, para los fines del art. 22. inciso 2* do! código de procedi- 
miento en lo •crinúnal- 

Que si el fallo de la Sala fuera absolutorio ]x>r otros moti- 
vos que los relacionados con la cuestión de im-onsrirucio:in1idad, 
el examen de la misma por esta Corte no tendría razón de ser, 
porque no habría en d caso el conflicto que prevé el art. 22 ci- 
tado entre una lev local y la Constitución Nacional v decisión 
favorable a la primera, con desconocimiento de derechos funda- 
dos en la segunda. (Arg. fallos, tomo 42, 69; tomo 94, pátj. 
444 : truno 95. ftágé 41 1 ; tomo 106, pág. 179; tomo ioy. p&g 
369; toínó 115, pág 405). 

Por ello, oidoel señor Procurador (.enera!, se declara no 
haber lugar a! recurso en el estado actual del proceso. Xotifirme- 
se con el origina] y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. LÓPEZ 
Cakaxii.i.as. 
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CAUSA CCCLXXIX 



Do " 0Vrr " JÍ " J - ™* ñ "«'«o Hipotecario Nacumal 

cobro de f-sos 

Sumario: Con arralo a los art.- 33 y 57 de su ley orgánica, nú- 
mero I8O4, d Banco Hipotecario Nadonal tiene derecho a 
cxigw de sus deudores el servicio mol de! semestre, „/ w . 
¡¡W»Kd periodo fijado para su paga , Bn d caso soto ha- 
i)i.in corrido nueve días». 

í ií.<.-: Resulta de las piezas siguientes - 



SENTENCIA 1.1:1. sr. JUEZ FEDERAL 

Bueno* Airci, Septiembre ;'5 de 1909 

Y fistos estos autos decuyo estudio resulta: 

©lie envtíntwnb de mayo del año próximo pasado, don 
i-.duardo Allien. en representación de don Gervasio \. Páez se 
pre ento al juzgado instaurando demanda contra el Banco Mi- 
potceano Nacumal reclamando a devolución ,I e la suma de siete 
n»i encienta y cuatro pesos con veintidós centavos moneda nal 
Clona!, pidiendo qué en definitiva se le condenara a! miro de la 
Sima reclamada, intereses y costas del juicio. 

m «K manda la fundaba en que su mandante Labia sido 
deudor del Manco por „„ préstamo de cieno veinte mil pesos 
nuneda nacional <„ cédulas de fe serie U. garantido con hipo- 
leca, sobre un campo de ni propiedad: Que conviniéndole dan. 
ce. ir esc ¡m-stnono de^.-itó en lasoiui ,a> dd Banco ia suma de 
Ciento setenta y ocho mil pesos moneda nacional, que agregados 
a cinco mil setenta y cuatro que habla depositado con anteriori- 
dSdj nata un total de ciento ochenta y tres mil setenta v cuatro 
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pesas moneda nacional, debiendo el Banco efectuar la corres- 
pondiente liquidación definitiva y devolver el excedente. 

Que ese establecimiento practicó tina liquidación evidente- 
mente errónea y caprichosa y no consintió «:i devolver sino la 
suma de cinco mil treinta y tres pesos con cuarenta v cinco cen- 
tavos moneda naional que su mandante recibió, dejando a saívo 
sus derechos a reclamar de esa liquidación; 

Que en primer término el Raneo al efectúa* | a liquidación, 
calculaba ma! los intereses punitorios, porque no tenia en cuen- 
ta una entrega de cinco mil setenta y cuatro pesos moneda na- 
cional, hedía por su mandante en $ de octubre de 1904. pues el 
Raneo habia calculado los intereses punitorios como si no se hu- 
biera liccho ésa entrega- 

Que además él Banco cobra el i iterés completo de un semes- 
tTc además del interés especial que como indemnización por h 
dwnceeación autoriza el art. 57 de la lev orgánica de o>e estableci- 
miento. 

Que la pretcnsión dd Banco no era sólo contraria a !a ley. 

sino que además de ser usuraria e injusta, está en pugna con las 

costumbres comerdales de esta plaza. El Canco por ese solo 

concepto cobraba cinco mil cuatrocientos pesos moneda nacional. 

en vez de doscientos setenta, es decir, cinco mil cuarenta pesos 
más. 

La demanda fué contestada a fs. ty por él señor A. Peralta 
Ramos, en representación del Banco Hipotecario Nacional, pi- 
diendo el rechazo de !a demanda con expresa condenación en 
costas. 

Manifestaba : Que el demandante, después de -chan ¿ciada 
su deuda con el Banco, presentó al Directorio en febrero i ^ dé 
1908, tina iiqukhcHm firmada por el mi<mo, en Ja <iue reclama- 
ba cid Haico la suma <lc siete mil (|UÍnientos cincuenta y ocho 
pesos con veintinueve centavos moneda nacional como pagado 
demás. El Banco no hizo lufjar a ese redamo. 

Que ahora !a suma que reclamaba C ra menor, pero tampo- 
co tenia razón para exigir la devolución de la cantkiad expresa- 
da en la demanda. 
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Que el servicio semestral <le la deuda del actor era de cinco 
mil cuatrocientos pesos moneda nacional, y el interés penal- 
desde que cayó en mora, era de once mil «tecientos noventa y 
tres |>esos con sesenta centavos moneda nacional, lo que daba un 
total de sesenta mil trescientos noventa y tres pesos con sesenta 
centavos, según resultaba de la ^liquidación acompañada. 

Que era cierto que el demandante había entregado al Banco 
en octubre 31 de 1004 la cantidad de cinco mil setenta y cuatro 
pesos moneda nacional, estantío 0:1 mora de sus servicios desde 
1003 : pero como esa suma no alcanzaba a cubrir ttn servicio, se 
le tomó ptra tenerla en cuenta cuantío sa'dara la deuda. 

En cuanto a que el 9 de diciembre de 1907 se el exigió el pago 
íntegro del semestre que debía pagarse el I o de ese mes, está de 
acuerdo con lo dispuesto en el art. 33 de la ley orgánica que 
dwei el servicio se 'liará en moneda legal al comenzar el perio- 
do lega! para su pago". 

Redimía la causa se produjo la que indica el certificado de 
fs. 28 vta. 'habiendo das partes litigantes alegado sobre su mérito. 

Y considerando: 

Que el demandado ha reconocido implícitamente haber co- 
brado las partidas que se reclaman en la demanda, sosteniendo 
su legítimo derecho jara proceder asi, pues ha manifestado, que 
los anco md setenta y cuatro pesos entregados al Banco por el 
demandante, fue un depósito voluntario y no recibidos en pago, 
por cuya causa los intereses de la deuda se le cobraron el «lia del 
arreglo, sin deducir los que correspondían a esa suma, y que 
igualmente se le cobró el servicio del semestre íntegro, aún alan- 
do se chanceló !a hipoteca a los nueve días <le haber empezado a 
correr ese semestre, fundándose en que el servicio debía pagar- 
se íntegramente. 

En atanto a la primer cuestión, sin entrar a averiguar si el 
Banco podía o no. por su ley orgánica, recibir pagos parciales o 
fracciones del servicio del préstamo, lo cierto es que según el 
reciho de fs. 52. dc4 expediente agrcgailo como prueba, la suma 
de cinco mil setenta y cuatro pesos momda nacional fué recibi- 
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da por el establecimiento acreedor de! señor Páez, a cuenta de 
sus servicios atrasados; <tesdc luego, se recibió en pago, siendo 
en ^aienaa indebido el cobro de intereses sobre U suma, 
desde <a techa de su entrega. 

. Con respecto al cobro de un semestre íntegro, aJ efectuar 
el pago del préstamo hipotecario, cuando Sólo habían corrido 
nueve (has del semestre, ese cobro está en desacuerdo con lo es- 
tableeido en e! art. 57 de la ley orgánica del Kanco, dicha díspo- 
siento legal establece: "Que en cualquier tiempo e! deudor podra 
anxmizar el todo o parte de su deuda, abonando, ademas d c los 
mtereses y comisión que adeude hasta el «lia de] pago, „„ tri- 
mestre de! mterés por el todo o j»arte que se ámOrticc" 

.se expresa claramente que só!o debe abonarse lo adeudado, 
hasta el día ¡lo! pago. 

\'o caben interpretaciones en otro Sentido dados lo» térmi- 
nos daros y conduyentes del art. 5- citado, y si se acéptese lo 
que se pretende por é desdado, recitaría ím enormidad, 
como que se cobrarían nueve meses de intereses tan sólo por ha- 
ber dispuesto del préstamo el deu.hr nueve «lias ; esto «,> resulte 
ni presumible en un establecimiento nacional, ova creación ha 
reñido y tiene orno fin desterrar la usura. 

El «pie - caíala anticipadamente la obligación hipotecaria 
e-ta s«,.o . bhgado a pagar ios intereses v comisión hasta el día 
del pago, mas m, trimestre de interese-, nada más, con sujeción 
a lo dispuesto en el artículo recordado. 

Por estos fun lamentos y demás concordantes, fallo: Con- 
denando al Banco Hipotecario Nacional a devolver a don Gei- 
rasio l Paez, dentro de diez «lias de ejecutoriada esta sentencia, 
a -urna de stete mil váUtim ^ésos con cincuenta y ocho cen- 
tavos moneda nac-na!. y sus intereses desde e! día de la «lemán- 
la a estí o de los iiJC cobra el Banco de la Nación Argentina, 
con costas al vencido, 

Xotifitiu. >e con el original y repónganse los sellos- 

Agustín I 'rdinarrain. 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



255 



rksouciox m: fcÁ CAMARA fkdkrm. DE apki.acio.vks 

Bmcdoi Alrti, Mayo 6 de 1910. 

Y vistos y considerando: 

i. 1 Une don Gervasio J. Páez. demanda al Baico 1 1 ¡¡KJtc^a- 
riu Nacional por la simia de ($ 7.054 22 tti|íi) siete mil cincuen- 
ta y cuatro péSÓs con veintidós centavo?; moneda nacional. Para 
cobrar !a suma indicada, el actor se funda en que el Raneo, al 
efectuar la liquidación correspondiente para la cancelación de 
todo el préstamo hcoho a! demandante, calculó mal los intereses 
punitorios, porgue no tino en cuenta una entrega de (pesos 
5 074 roJn.h cinco mil setenta y cuatro pesos moneda nacional, 
que le hizo en La ñata el 31 de octubre de 1904. Sostiene; ade- 
más, que el Banco cobra ol ínteres completo de un semestre, 
aparte fiel interés especial o^ie, como indemnización j>or la can- 
edaeipn, autoriza el art. 57 ¡fe la ley orgánica del Banco, resul- 
tando dé este proceder que el Banco cobra f$ 5?400 m|n.) cinco 
mil cuatrocientos pesos monería nacional en vez de <$ 270 m|n.) 
doscientos -etenta pesos moneda na»ci« nal, que es lo que corres- 
ponde por nueve días corridos del mes de diciembre en que se 
hizo o! pago total fiel préstamo. 

2 " One el Banco sostiene que no lia debido tomarse en 
cuenta la entrega de ÍS 5.077 mh.) cinco mil setenta y siete pe- 
sos moneda nacional. j>or cuanto los servicios de la deuda no 
pueden hacerse parcialmente; que imi>oetando cada servicio la 
suma fie f$ 5 400 mjn.) cinco mil cuatrocientos pesos monería 
nacional, con lo entregado j>or el actor no llenó 9Í1 compromiso 
y quedó dicte entrega como en custodia, no pudiendo el Banco 
disponer de cKa. 

Xi la ley del Banco, ni el contrato celebrado, determinan 
cuál es el carácter que debe darse a la^ entregas parciales de di- 
nero que hagan los deudores y que acepte el Barco, de modo que 
esté puntó del» ttsblirerse según las circunstancias del caso y 
los principios de derecho común. 
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Por tí art. 742 de! Código Civil el deudor no puede obligar 
al acreedor a que acepte en parte el cumplimiento dé la obliga- 
ción; ptro * contrario sensu surge la validez de un pago' pardal 
aceptado voluntariamente por el acreedor. 

Además, el Banco otorgó recibo a cuenta de sen-icios atra- 
sados, de donde resulta «pie hubo un acto voluntario de acepta- 
ción en esta forma de pago, por parte de! acreedor. 

El Raneo sostiene que «o puede disponer dei dinero que <e 
le entrega parcialmente y que esta forma de pago le crearía una 
perturbación en la economía de Sus operaciones- Estas asevera- 
ciones no tienen fundamento, porque el dinero que el Raneo re- 
cibe en pago entra a c cr d c su propiedad y puede darle la apli- 
cación de ley. Si al Banco no le conviene recibir pagos parciales, 
puede rehusarse a aceptarlos. 

En e! caso sub judie, ha aceptado un pago parcial „ cuenta : 
luego sobre ¿I no ha debido computar intereses. 

Kes.-lta que «obre este punto la demanda es procedente 
como lo ha resuelto la sentencia .-pelada. 

3" ( •tte en cnanto a si el Banco ha tenido o no derecho de 
exigir el servido total del semestre pagadero e:i diciembre, o 
solamente los intereses correspondientes a nueve días de dicho 
mes. procede resolver que el Banco ha hecho la liquidación del 
caso con arreglo a la ley- 

& art'ciA» 33 de la ley orgánica del Banco establece que 
• «•/ servicio se hará en moneda legal al comenzar el período fija- 
do para iü pago". 

Luego, desde d i." de diciembre se debía ya e! servició dol 
semestre integro, y r.o en proporción a los .lias que corrieran v 

adamándose, w * "»■«■ m debió pagarse, ,,-or ser deuda liqui- 
da y exigióle. El art. 57 «le la ley del Raneo dispone que: "en 
cualquier tiempo el deudor podrá amortizar el todo o parte de 
su deuda, alionando, además de los intereses v comisión que 
ademe hasta el dia del payo, un trimestre por t Í todo o parte 
que amortice". 

Como ias diferentes disposiciones de una lev -leben ¡ser ar- 
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mónicas, hay que establecer cuáles son los intereses y comisión 
debidas, de conformidad a los arts. 33 y 57 citados. 

Si antes del 1 ■" de diciembre, fecha desde la cual debe ha- 
cerse el servicio del semestre, un deudor quiere amortizar ínte- 
gramentc su deuda, no le corresjx>nde pagar suma alguna por 
intereses, fuera dol trimestre, stqjonietido que el préstamo está 
al dia. Si pretende hacer la amortización después del r.° de di- 
ciembre, el 9, el 150 el 30. eto t se tendrá que a esa fecha debe 
haber ya abonado la totalidad dd servicio corres|x>nd¡ente al 
semestre. conforme al art. 33 de la ley. Al l " de diciembre el 
deudor debe ya e! sunestre integro y no una fracción y está 
obigado a pagarlo, de matura (¡tie si el 9 del mes referido pre- 
tende amortizar la totalidad del préstamo, procede computarle 
la totalidad del servicio adeudrdn, Jorque ya lo debía a esa fe- 
cha Los arts. 33 y 57 citados se armonizan, entonces. Por otra 
luirte, cancelada una deuda h:¡ot;caria, se deben retirar de la 
circulación, vencido o! semestre, las cédulas correspondientes, y 
e-as cédulas se retiran pagando iguamente el cupón. 

Por ota razón muy ciara, el deudor que cancela su deuda, 
dfibe abonar al Manco el valor de los intereses íntegros del se- 
riu-tre. ¡;orque el Manco a su turno debe retirar las eedulás abo- 
nando valor <M cilpóx Si esto no ocurriera, c; Banco tendría 
que desembolsar de sus fondos propios el importe del cupón- 

Si fuera admisible la pretensión del demandante, resultariá 
que el que ha hecho el servicio de un semestre y durante ese se- 
mestre cancelara integro su préstamo, temlría dereelw de repe- 
tir del banco ki parte proporcioné al tiempo que faltara para el 
vencimiento del s^me-tre. 

PÓr estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
."pelada, se resuelve: hacer lugar a la demanda en la parte refe- 
rerue al derecho que el actor don Gervasio J. Pátz reo'.ama de 
qiíe el Mai.vo no le compute intereses ptrnitorios sobre a suma 
fie iS 5074 iñjn.) cinco mil setenta y cuatro pesos mone/la na- 
cional, cuyos intereses, habiendo sido cr ir^mtados \wr el Manco, 
deben serle restituidos al actor, dentro de diez dias. con sus in- 
tereses de^de el dia de la demanda, y rechazar los demás extre- 
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mos de la demanda, quedando en estos términos reformada la 
sentencia andada de fs. 40. Abónense las costas de ambas ins- 
tancias en el orden causado- Notlfiquese y devuélvase; ren- 
gase el papel ante el inferior. — Juan A. García. — Angel O 
Rojas. — Angel l-crrcira Corles. 
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Buenoi Aire», julio 16 d* IW4 

Vistos y considerando : 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 46 de | a ley núme- 
ro 8172. en ci.akpiier tiempo el decidor podrá amortizar el talo 
o parte de su deuda, abonando, además de Jos serv icios que del* 
inclusive el corriente íntegro, el interés cr.rre>-,H>:„li,ntc a un 
trimestre mas por el todo o parte que amortice en efectivo, fi- 
jando asi claramente la significación y alcance do lo discutid,', en 
el pleito. 

Que el art- 80 de la expresada ley prescribe que sus dispo- 
siciones regirán en todo o en parte a los nuevos contratos, asi 
como también en cuanto sea pertinente, a la ejecución de Jos he- 
onos anteriormente por el Naneo desde sil instalación, lo que 
permite aplicarla al caso de que s e trata. 

Que ate:rtas las disposiciones legales citadas, no es dudoso 
que el Maní» puede cobrar al .demandante Páez. de la manen 
que lo ha hecho, aún en la hipótesis de que con sujeción a la ley 
num. 1804 no le hubiera correspondido verificarlo. (Fallos: to- 
mo 115, pág. i8r : tomo 75, pág. 208). 

Por ello se confirma la sentencia apelada c:i la parte que 
ha sido materia del recurso. Notifiquen original v repuesto el 
pape!, archivóse, devolviéndose .los autos principales co„ testi- 
monio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. pEt 
Solar. — M. P. Daract. — 
O. K. Palacio.— Lucas Ló- 
pez Caras-illas. 
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Xilcolassy. Editardo, en autos con Josefina Bonctti de Sikolassy, 
sobre bigamia. Recurso de hecho 

Sumario: Xo tiene fuerza cfc 'definitiva a los fines dé] recurso 
amonólo por cl art. 6: Je la ley 4055 y art. 22, inciso 2.» 
,,cl C SP 4c Procedimiento, vn :„ Criminal de la Capital 
-na roolnción de un Superior Tribunal de Justicia, por lá 
que la competencia atribuida a los jueces locales sé subordi- 
na a la prueba que se produzca acerca del lugar donde se 
cometí.» el delito- 

Cas,,-. Lo explican las piezas siguientes: 



IMOKMH Dfifc SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA 



Contente*. Marzo 5 o* 191J. 



\ «tos y confiera:,,,,.: ,.• Que el presente recurso deduci- 
do para ante la Suprema Corte Nacional <e tun la en él hecho de 
que esta Cámara ha resuelto que el j«ea del cri„™ ,1c la provin- 
cias «jétente para «tender en el delito de bigamia impu- 
ta,- junto con otros al rccunxntc; 2? Que en el puesto de 
que en estos casos procediera en principio él recurso ¡nterpnes- 

V TT' riS,, " aria - ( » ,!c *» «1 d * ** * trata seria ina hnisi- 
»•« desde que es inexacto que se haya declarado dicha conno- 
ten -.a. SKK> que ella ha quedado subordinada a la prueba qw« 
rmds al respecto. En efecto en el ^ideraodo tercero se esta- 
blece la ley dice que se fuede intentar la acción criminal aun 

Sr*a?9 í % T 7 ,m Cf<1M ' ,, ' do d ^ <k*conocido 
m 36 del Cód*o de Procedimiento*, : que dé consciente, 
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no era procedente afirmar q„ e por faltar uno o algunos Ios 

T*' rc:ac,onaik>s - ,a Reliante no tenga acción para que- 
re«ar5e centra su espeso, cerno <o ha hecho, y que sorja d^u. 
la ^P**enc«, que en tod„ coso fcdrd resultar recién de la 
prueba rendida e;j oportunidad 

ducido° r C ,OS fundan,Cnt,)S ' no * 1,a,ce '"S" «1 recreo <k- 

A nmor abundamiento esta Cámara se permite observar 
que en ningún estado de! juicio se sostuvo por d afielado, que 
fuera la justicia federal !a competente para entender en el astm- 
to. como lo reconoce c-1 mismo apelante en escrito en que inter- 
|K»ne el recurso extraordinario para ante V. E. Por manera que 
no estaría con*>r«nd¡do el caso, entre los «le que proceda «lidio 
recurso. Pero aún hay más, y es que d mismo ocurrente no di- 
ce cual es el juez competente, como no podta decirlo tampoco 
porque ello recién ,xxl¡a resultar de la investigación del lucho 
durante el sumarió. Es esto lo que se ha declarado i>or esta Cá- 
mara. ^ siendo asi la improcedencia del recurso es evidente 
pues la articulación promovida no tiende a que se establezca el 
juez competente sino, simplemente a que se decida la incompe- 
tencia del juez de esto, que aún no aparece demostrada. 

Queda asi evacuado c! informe solicitado por V. E — Co- 
rrientes, julio 23 de 1913. - Avelina Verán. - Alberto Balbas- 
tro. - A. R. Márquez. — Ante xm : Miguel D. Domínguez 



Dictamen pm. sr. pkoci/rador general 



Buenot Alm. Atollo 21 dt 1913. 

Suprema Corte: 

El informe que eleva a V. E la Cámara de Apelaciones en 
o Criminal de la provincia de Corrientes, contiene antecedentes 
bastantes para resolver el recurso de hecho interpuesto, y a m¿ 
M» de los mismos, pido el rechazo dd referido recurro. 

Resulta de la propia manifestación del recurrente y de los 
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testimonios agregados que cti ei procesa instaurado ante los 
tribunales de Corrientes, se ha alega lo la incompetencia del juez 
ante quien se promovió la querella, en razón de la falta de com- 
probación de! hctího demudado. Este fundamento j>ot sí solo 
no puede motivar la conipetetK-ia de esta Corte Suprema p*r* 
conocer del recurso extraordinario, en atención a que no se halla 
c( mprtndido *n ningu:io de ios casos enunciados en el art- 14 
de la ley 48. 

Además, chista que el recurrente no ha sostenido la coin- 
petencia de la justicia federal j>ara entender en el proceso incoa- 
do, de manera que no son de aplicación las resoluciones de este 
tribunal que se citan, jx>rquc eHas han sido dktaidas en casos en 
que, al invocarse la jurisdicción nacionaJ, se ponía en cuestión la 
aplicación de la ley 48, que establece la competencia de los tri- 
bunales inrionalcs. 

Fu cuanto a la mención que hace ei recurrente del art. loa 
de la Constítneu'n, es ce mptetamonte fuera de -lugar, dado que 
dicha di-i>osic¡ófl refiere al establecimiento del juicio por ju- 
rados, la que entrará en vigor una vez que e! Congreso dé cum- 
plimiento a la expresada cláusula- (Faílos: tomo II, pág. 92). 

Por lo expuesto, pido a V. E. se declare improcedente el 
recurso deducido. 

Julio Bolct. 



FALLO DE LA CORTE SLTREMA 

Bumm Aira», Julio 18 de 1914 

Autos, vistos y considerando: 

Que con arreglo a los términos del art- f>.° de la ley 4055 y 
a lo reiteradamente resuelto, no precede eí recurso de nulidad 
en casos cíe la naturaleza del presente, distintos de los previstos 
en el art. 3. de la mi*ma ley. 

Que el art- 23 de ta número 27 ha sido modificado por el 
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art. 14 de la número 48. y art. 22, inciso 2." de! Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal- 

Que el auto a que se refiere el recurso no tiene fuerza de 
definitivo, desde qu*, como se expresa en el testimonio de i>. j 
y en el informe de fs. 16, la competencia de los tribunales loca- 
les de la provincia de Corrientes que dicho auto establece para 
conocer de! proceso por bigamia, está subordinada a la prueba 
que se produzca acerca del lugar donde sé ha cometido el delito. 

F.n su mérito y por los fundamentos de la resolución de la 
Cámara de Apelación de la provincia de Corrientes, de qué obra 
testimonio a í«. 24 y los aducidos por el señor Procurador Ge- 
neral en su dictamen precedente, se declara no haber lugar a ios 
recursos interpuestos. Notifique*.- con el original y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dei. 
Solar. — m. p. Daract. — 
D. E. Palacio.— Lucas LÓ- 
PEZ C.S|l\NILL\S- 
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Don Enriqtu Lannfs contra la provincia de Sai, Juan, sobre 

cobro de pesos 



la comí- 



Sumario : El nombranriento de un contador hecho por la 

siV-n de cuentas de la legislatura de la provincia de San 
Juan, en virtud de" la autorización conferida en la ley de 
contabilidad, ohüga a la provincia al pago de los honorarios 
de aquél- Xo obsta a esta conclusK'n en un caso en que el 
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nombrado no tenga diploma de contador, la circunstancia 
de que la ley emplee la palabra contadores, si resulta jwo- 
!>3<Io que el nombrado fue empleado como tal en diversas 
ocasiones por e. gobierno <provincia\ y no >c ha demostra- 
rlo que 'la administración de justicia y demás reparticiones 
administrativas requi riesen la mscrij>ción de! titulo respe- 
tivo para ejercer o practicar trabajos de .««mador. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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Buenos Aires, Julio 21 dt 1914. 

Y vistos: los pn movidos ante esta Corte por <lo:i Enrique 
Latines, extranjero, entra la provincia de San Juan, j>or col/ro 
de pe*>s;<Ic los cuales 

Resulta: Que I.«mxs funda su demasía en haber sido 
nombrado, en uni.'wi d-e <k>n Raúl B. Yidela, por la comisión de 
cuentas de la IlonorahV Legislatura de San Juan, para que la 
auxiliaran en el examen de -las cuentas del ejercicio administra- 
tivo de n>io, tarea que desempeñaron después de una improba 
!alx>r y como resultado <!e <la cual redactaron el informe que e:i 
folleto impreso acompaña a fs. 5. 

Que dc-pués -de algún t¡em¡x> de presentado su tralxijo, exi- 
giera, n se 'les alionaran £U$ honorarios, y unas veces con pretex- 
tos tiltiles y otras sin pretextos, sus juntas pretensiones fueron 
rechazarlas, obligándole así a demandar a dicha provincia para 
que se la condene a abonarle los emolumentos que le correspon- 
den y que estima en veinticinco mil ]>es©s, simia por la cual en- 
tabla eMa demanda que coloca bajo el amparo de lo que sobre 
Iowvtón de servicios di>p< lien los arts. 1623 y 1627 del Código 
Civil. Pide costas, fs- o y 12. 

KI representante de la provincia '!emand:wla. contestó a 
f*. 36 manifestando: Que si bien era cierto el nombramiento 
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dd actor por la remisión legislativa de Corrientes, para el fin 
que él expresa, son exajeradas c inexactas las referencias qué 
hace la demanda, tanto en lo relativo a las especiales o ..licio- 
nes personales que se atribuyen al actor, como respecto a la im- 
portancia del trabajo realizado, o a la negativa de la provincia 
de abonarle los honorarios a que equivocadamente cree ten»r de- 
recho y que e:i la suma ix>r él fijada sen exageradísimo- ¡ oS 
que estarían bien pagados con mrl pesos, de acá rúo Con las 
prácticas locales. Opone las excepciones de falta de acción en c' 
demandante para dirigirla contra la provincia en razón leí con- 
trato de locación de servicios que invoca y su improcedencia en 
cuanto pretende -la determinación <lc aquéllos lionorarios por 
arbitros. 

Y c- iskierando: Reconocido por la parte demandada que 
el actor fue eiectivcnicnte designado por la comisión fie cuentas 
de !a 'criatura, j ara auxiliarla en el examen de las de la admi- 
nistración provincial de 1910, y que juntamente eo n la otra per- 
sona nombrada, presentaren el inf. -niK- encomendado, cualquie- 
ra que sea -!a ñi:p< rtar.eia y eficacia que una y <*ra parle asig- 
nen a ese t raí-ajo, corre- ;:e rw le examinar el mérito de la, defen- 
sas opuestas por la demandada ¡ 

Que desde luego, la falta <'x acci. n. fundada en carecer; la 
expresada comisión de atribuciones para obligar a la provincia 
por e. contrato de locación de servicios que se invoca, es a todas 
luces inconsistente, ente el texto del segundo apartado do! ar- 
ticulo 62 de la ley provím-ial <Ie contabMklad que el representan- 
te de San Juan ha trai<lo a los autos debidamente autenticada, 
fs- 26, d cual exprormente dispone que "dicha comisión tendrá' 
feculted para nombrar ha~fa d« s ce ntadores que la auxi i. n en 
el cumplimiento de «1 cometido"; 

Que si esta disposición legal facukaba a 4a comisión para 
efectuar los nombramientos < ¡w hizo, ¡mpllcitame la autorizó 
también para obligar a la provincia por la r«nun.-rac¡ón que de- 
vengaren de* -servicies ,,„e reclamaba de los nombrados ¡ ,| e sde 
que no del*», prcMtn.ir.-e que los imj>on¡a como una carga o le* 
exigra gratuitamente; 
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«Jue úuci cuánüft <licha «ley empica la |ulabra contadores, 
no hay razón para creer que ha querido referirse únicamente a 
«los que tienen diploma <le tales con exclusión de los <|ue ejer- 
cen esa profesión en el comercio y aún en la adminrstració.i pú- 
blica provincia! sin ese título, ya qiK, corno asegura el testigo 
doctor Mario Videla, Lannes mismo fué empleado diversas ve- 
ces por el gobierno <Ie San Juan como contador. no obstante de 
no estar diplomado, fs. 47 vta. ; 

Que en este concepto, la circunstancia tic no estar inscripto 
en la matricula de contadores que los tribunales de aquélla pro- 
vincia llevan según sus ¡leyes propias, no tiene !a fuerza qué la 
demandada le asigna, cíesele que no resulta demostrado <|ue, no 
solamente en la administración dé justicia, sino también en to- 
das !as demás reparticiones administrativa?, «e requiriese la ins- 
cripción referida para ejercer o practicar trabajos de contador; 

One esto mismo parece desprenderse del hedió manifesta- 
do por el representante <le San Juan, de (pie su legislatura, es 
decir, el poder en el óifa] Iiace radicar toda facultad referente al 
gasto que demanda** el servicio prestado por los contadores que 
auxiliaran a la comisión <!c cuentas. — *e ha ocupado con ante- 
rioridad de dfcter la ley <pie retribuya ta* servicio, estando aún 
pendiente de la cámara iniciadora la reforma que en cnanto al 
monto <le esa retribución sancionó la otra cámara — fs. 30 y 41 : 
Que estos antecedentes establecen una diferencia substan- 
ciad entre c! presente caso y el recordado por la demandada, de 
l'ointú Ñores y Aflvarez <lc Toledo, que se registra en el tomo 
ITS P% -59 dé Jos fallos de esta Corte, c ; i el cual por la ley, por 
el contrato y por la -naturaleza misma del trabajo a realzarse, 
se requería titulo profesional <le ingenieros y agrimensores, el 
que invocaron -sin poeecrlo, hai-iendo así incurrir aJ gobierno 
contratante co 1 ellos, en un error esencial respecto de la perso- 
na, y dando con cío 'ligar a la anidación del contrato con arre- 
glo a lo dispuesto en el art 925 dd Código Civil; 

Que las declaraciones fie f s. 46, 47 vta. y 49, bastan, por 
otra parte, para demostrar que ?! actor se ocupaba como conta- 
dor efl el comercio <le Sa:i Juan, siendo reputado como uno de 
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los mejores y más hábiles de U localidad; lo que significa que 
tra este uno de sus medios de vida, y que por consiguióme, pue- 
de ejercitar el derecho que el art. 1627 del Código Civil acuerda 
al <¡ue hiciere algún trabajo o prestare algún servicio de esa Ín- 
dole, para demandar el precio convenido o en defecto de este, 
como en el caso de autos, para pedir d que fuese de columbre, 
determinado per arbitros. 

Por e?!o, haciéndose lugar a la di manda, se o ndma a la 
provincia de San Juan a ab >nar a don Enrique Lanncs, como 
precio fx-I servicio que este protó a fa misma en virtud del en- 
cargo que recibió dé la «omisión legislativa de cuentas en la 
oportunidad a que que se refiere 1 los autos, |á cantidad que 
fijen arbitros, que la. parles designarán de COnformida 1 D lo 
prescripto en el art- 1627 del Coligo Civil, a cuyo efecto, com- 
parezcan é$m a la audiencia de* día seis de! entrante mes de 
agosto, a las dos de la tanL\ Sin especial condenadñn en estas 
en atención a la naturaleza de la caira. Notifiquen con el ori.-i 
nal y repóngase el papel- 

A. Bermejo. — Xicanor G. dkl 
Soí.ar. — M. P. Daract. — 

L López Cxkwiu.as. 
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Ihm Antonio /'• Celesta contra la provincia de Córdoba, por 
cobro de pesos: sobre competencia 

Sumario: Las demandas l¡or cobro de honorarios deben consi- 
derara cotilo un incidente del juicio en que lian sido can- 
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>ados, y su conocimiento es de Ja competencia de] juez que 
entendió éri los autos principales. 

Caso : Resulta dd siguiente: 
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Bueno* Aire», Julio 21 dt I9H. 

Y vistos: estos autos sonidos |>or el doctor Antonio F. Ce- 
lesia contra d gobierno de la provincia de Córdoba, ¡>or cobro 
de servicios profesionales- 

Se expone por el actor que encontrándose en Alta Gracia, 
dqwrtainento de Santa María, fué solicitadlo por el juez de paz 
de aqmd'a jurisdicción para que aten diera como módico a 
Hcrmvncviano SHvcra, que había sido herido de bala, y cuya 
causa incoada contra Juan R. Iíi>tari jx>r el deüto de homicidio, 
se encontraba ante el juzgado dd doctor Carlos S. Tagle 

Otie fallecido Silvcra, el juez solicitó del a-.tor que practi- 
case la ant<<psia <5el cadáver y el infonne médico legaJ corres- 
pondiente, a todo te que dió cumplimiento, .presentando después 
al gobierno la cuenta de sus trabajos, estimada en la suma de 
cinco mi! pesos moneda nacional y cuyo pago se fe ha negado no 
obstante habérsele prometido, por lo (pie se ve en el caso de pro- 
mover i ,ta demanda -|)or la suma mencionada, o la qué determi- 
nen peritos» -si fuere objetada, con más los intereses y costas del 
juicio invocando o-i su favor !o dispuesto ¡x>r el articulo 1727 
del Código Civil. 

One piXKhfcida la sinnaria información <le fs. 7 vta., para 
acreditar la jurisdicción orignuu-ia de esta Corte, que se «lecretó 
en cuanto Imbuiré lugar .j*>r derecho, y corrido trasIa<!o de la <te- 
manda, por to resorción de fs. 9, fué contestada por d repre- 
sentante dd gobierno de Córdoba, pidió ido su rechazo con es- 
pecial ti tvk nación en cortas, sosteniendo en primer término la 
inccmpeteticia dd tribunal por tratarse de un incidente sobre 
honorarios en una cansí crimina! radicada en h jurisdicción lo- 
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cal de aquella provincia a b que corresix>nde entender y resol- 
ver de las cuestione* que se susciten al respecto, aunque ppf ra- 
zón de tes personas hubiera correspondido a Ja justicia federal 
conx> lo ha establecido la jurisprudencia de esta Corte y la dé 
los tribunales de la capital en diversos fadlos qué cita como per- 
tinentes. 

Que ind^>cmlicntementc de lo expuesto en cuanto a la in- 
competencia y atinóle seria extemporánea toda discusión rela- 
tiva a quien debe abonar los honorarios antes dé Ja regulación, 
la provincia de Córdoba no está obligada a pagar 'los que de- 
manda el actor por cuanto los nombramientos <me hagan de ofi 
ció «los jueces para ser asesorados o auxiliados en el desempeño 
de 9US funciones, <k'l>cn recaer en las personas que deM^ne la 
ley, y en el caso de que se trata es el módico do] departameitto 
Santa María, en cuya jurisdicción se encuentra AS ta Gracia, 
médico ( f iie la 'ley de presupuesto de Córdoba ha ¡ereadó en ese 
departamento. 

Después de otras consideraciones fundadas en lo dispuesto 
por la ley de estabilidad de la provincia ]xx la que se prohibe 
a -los ¡teces nrmbrainientos «Je peritos en otras persona* de las 
que están cemente designadas, tajo pena <lc pagar él honora- 
rio de su propio peculio, termina manifestando que el gobierno 
no está -en manera alguna obligado por los honorario- deven^a- 
do* por el actor, porque su m uibraiiiicnto para los trabajos qtie 
se le eiKomerxlait n es completamente ilegal y nulo. 

Oído el señor Procurador Generad, vencido d término <k 
prueba y producidas las que expresa el certificado de fe. 54, se 
llamó autos para definitiva después de agregados los alegatos 
de las partes, fs. 55 y 58. 

Y considera ráo: 

En cuanto a la excepción de incompetencia opuesta en la 
contestación de la demanda y que corresponde tratarse prefe- 
rentemente por ser de carácter previo a tedo otro pronuncia- 
miento. 
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Qué fes honorarios cuyo \kl^o se solicita han sitio causados 
con motivo dé] senario instruido por el juez de paz de Alta 
Gracia, departamento Santa María a consecuencia del hecho 
sangriento pe causó !a ntuerte de llermeneciano Sil vera. 

Que asi resríta de ia nota que original cerré a fs. 2 en la 
que .se expresa por el referido juez de paz. que siendo necesario 
para los efectos del sumario esclarecer el hecho en deluda for- 
ma y ausencia del médico de policía, se ruega a! actor practicar 
la autopsia del cadáver y elevar al juzgado el correspondiente 
informe médico legan; conip resulta también de ia sentencia 
Jironiinciada por el juez del crimen, de Córdoba, doctor Carlos 
S. Taulc y cuyo testimonio corre de fs. 39 vta- a fs. 44. 

(hie se trata así dé una demanda sohrc cobro de honorarios 
devengados por una autopsia e informe médico lega!, en juicio 
radicado ante la jurisdicción local de los tribiMia*!e^ de la pro- 
vincia demánda la- 

Qtte 90iti lo tiene declarado esta Corte Suprema, 'la-s de- 
mandas sobre pago de honorarios deben considerare como un 
incidente del juicio en que se han causado y su conocimiento es 
dé la competencia dd jmz que ha conocido en los airtos princi- 
pales, por ser una parte complementaria de acniel juicio. (Fa- 
IIo>: t -mo 8t, pág. 152 y otros). 

Por e!lo, oido el «eñer Procurador General, se declara que 
esta Corte Suprema carece de juriMlicción para entender en la 
presente causa Las costas se pagarán en el ordo \ causado aten- 
ta la cir.-im-tancia del caso. Xotifk|ucse original, nn/in^ase e'. 
papel y archívese- 



A. Bkumejo. — Nicanor G. dei. 
S. Ua. — M P Daract. 
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Don Ignacio /.. Albarradn en autos con d jcfé de policía de la 
capital, por abuso de autoridad. Recurso de h cito 

Sumario : Ko da lugar al recurso extraordinario <k¡ art- 22, in- 
ciso 2. a de! Código de Procedimientos en ¿o Criminal, la 
«vocación de una garantía constitucional que no tiene re- 
lación directa e inmediata con los punto, debatidos en el 
juicio. 

Caso: r-0 explican ¡as piezas siguientes: 



DICTAMEN urr. sr. PROCURADOR GENERAL 

bw.-noi Airo Agosto 12 dt 1119. 

Suprema Corte: 

F.l presenté recurso de apelación extraordinaria traído di- 
rectamente ante V- K. ha sido bien denegado por la Exorna. Cá- 
mara, dado que en la causa no se ha discutido ninguna cuestión 
de carácter federal, de las expresamente enumerada, en el ar- 
ticulo 14 de .la ley 48, concordante con el art. 22 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal. 

Las servencias dictadas en primera y segunda instancia se 
han limitado a la aplicación de las d ¡«posiciones pertinentes del 
código citado, las cuales forman parte de la legislatura común 
que está excluida de !a jurisdicción de apelación atribuida a esta 
Corte Suprema. 

I.a cláusula constitucional que «e ha invocado por primera 
vez en esta instancia, no puede fundar d recurso, porque <--.-, 
cuestión ha debido plantearse ante los tribunales inferiores, a 
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fiti de que, de la decisión que esto» dictaren, V. E. conociera en 
grado de apelación. 

Debo, observar adunas, qtié según lo ha establecido una 
constante jurisprudencia, no ee eficiente invocar un precepto 
de la Constitución, sino que el interesado del» toldar expresa- 
mente su derecho en lo (|ue dispone !a ley suprema, conforme a 
los términos del art 15 de la ley 48. b cual no se ha Henado en 
el caso de autos, donde el recurrente ha apoyado su querella en 
prescripciones del Código Penal y del Código de Procedimiento*. 

Por tíüo. pide a Y- K. se sirva declarar hien denegado e! re- 
curso interpuesto. 

Hotacio L- l.arreta. 
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Bueaot Airci, Julio 21 dt 1914 

Autos, vistos y considerando: 

Que según se expresa en el escrito de iirterposieión del re- 
curso de bocho (fe. i), la querella contra el jefe de policía de la 
capital, por usurpación y abu<o de autoridad, se fundó en el 
precepto constitucional «-que establece que aiatlic puede ser sa- 
eado de los jueces designadas ¡>or la ley. y que la facultad de 
interpretar y aplicar ésta reside en los jueces"; agivgándose 
que en el informe /« vóce ante la cámara fie lo criminal fué in- 
vocado cxprc&wiientc el art. 18 de la Constitución. 

Que aparte de no«parecer <yue c4 recirrrente hubiera hecho 
mérito de dicho artículo en 1/ instancia y en la forma requeri- 
da por el art- 22. inciso 2. <kü Código dé Procedimientos en lo 
Criminal, es <le observarse que aquel no tiene relación directa e 
inmediata con los puntos debatidos en el caso, desde que el jefe 
de policía en él juicio por desacato, con motivo de! cual se dicen 
cometidos los delitos antes mencionados, se limitó a practicar las 
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primeras diligencias del sumario, remitiendo después el proceso 
al juez correccional . 

Que la interpretación dada por la Cámara de lo Criminal 
(autos de fs. 88) a los art*. 4 y ,84 del Código de Procedimien- 
tos ciado. «1 el sentido de que esas diligencias de la autoridad 
policía! fueron legítimas, o de que no existen los detitos de usur- 
pación y abuso de autoridad, no puede dar lugar a instancia 
extraordinaria ante esta Corte, con arreglo a lo reiteradamen- 
te resuelto. ( Art. 22. iriaso 2.", Código de Procedimientos cita- 
do; Art. 15. ley 48». 

Por elfo y <le acuerdo con ^o pedido por el señor Procura- 
dor General, se declara bien denegada Ja apelación. Notifique* 
con el origina*. repóngase el papel y archívese, debiendo devol- 
verse con testimonio de esta resolución los autos remitidos Por 
Via de informe 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
L. LÓPEZ Car \xn.L \s. 
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Don Antonio L. Agrclo contra don Ricando Méndez Goncalvc: 

sobre reivindicación 

Sumario : i.» La acción reivindicatoría del art- 2758 del Código 
Civil no debe acordarse contra e! verdadero propietario de 
la cosa o sus legítimos sucesores. 

2 " Aún en el supuesto de que una posesión sometida 1 
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j.nco mm fuese hábil para la prcsaipción ordinaria de 
diez añas, día sólo pairia servir como una defensa contra 
una acción reivindicatoría, pero no como un titulo que uni- 
do a: presenta-Jo. ,>„eda ejercitarse contra el verdadero 
propietario que posee la cosa. 

Caso: Resulta de! siguiente: 
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Butnot Airtt. Julio 23 U 1914. 

V vistos ; 

■ 

DOn_ Ovidio Saurit. en representación de don Antonio Ló- 
pez AgreJ>, expone ante el juez federal de Santa Fe. que en 
abril 18 ,le 1903. el Banco XacionaJ en liquidación vendió a su 
piérdante un campo situado en dicha provincia y sobre el lí- 
mite divisorio con la de Santiago del Estero. 

Que el expresado campo tenia una superficie de dos mil 
trosetentas trece hectáreas y cincuenta áreas. <on fos limites si- 
guientes: en cuatro mil seiscientos veintisiete metros de su con- 
tado Norte con d señor San Mermes: en cuatro mil seiscientos 
renta y dos metros, siete centímetros, con la Colonia Silva v 
los .señores Rodolfo Bruhl y Javier Silva, o propiedad que fué 
del Kcneral . Mitre; en cinco nñ! cuenta nutras del dado Este, con 
la Colonia Igualdad, y también en cinco mil cincuenta metros 
del costado Oeste, con el resto del lote número 8, adquirido asi- 
mismo en igual fecha, del Mismo Manco; 

Que los antecedentes relacionados resultan comprobados 
por la escritura pública que a los efectos consiguientes aconta- 
ña en cttpia y con cargo de oportuna devoción ; cuya escritura 
fué protocolizada con fecha de mayo de 1903 en el registro 
a cargo «leí escribano don Félix Ferreyra, de Santa Fe. 

Que por otra parte y en la misma- fecha, 18 de abril de 
1003. el mismo Banco transmitió a López Agrrfo una superfi -¡e 



de once m» quinientas nóvente y seis hectáreas y ocho mil vein- 
tiséis metro cuadrados, formad» por dos lote» 6 y 7 y el resto 
del lote 8, fracción tercera, número 6 dd pteno respectivo, co- 
rriente a! foKo 242 del registro a cargo del escribano don Vicen- 
te Hoyo. 

Que 00 acompaña 4a escritura de estos lotes por haberla 
pasado el señor Agrelo a un sucesor suyo; pero presenta dos 
certificados de los que resulta la efectividad de la miaña y de 
la venta que en 17 de octubre de 1906, hizo su mandante, a fa- 
vor del doctor Horacio Calderón, de la superficie de once mil 
cuatrocientas setenta y dos hectáreas y ocho ms •veintiséis me- 
tros cuadrados, es decir, de una superficie mera en ciento vein* 
ticinco hectáreas, próximamente, de te que le daba «4 título que 
acaba de indicar. 

Que como era consiguiente, además de Jas escrituras públi- 
cas que en razón de esas ventas, ei Banco otorgara al señor Ló- 
pez Agrelo, le dkV la posesión de los terrenos vendidos, hacién- 
dole tradición por intermedio dé don Lucrecio A. Bozo, y sin 
oposición de ningún género, lo que consta en «4 acta que al efec- 
to se labró en aquella oportunidad y que acompaña bajo el nú- 
mero 4, quedando así su poderdante convertido en legitimo pro- 
pietario y verdadero dueño de. Jos terrenos de la referencia. 

Que el Banco procedía atítulo de dueño de tos terrenos ena- 
jenados, pues en 36 de febrero de 1896 y por ante el escribano 
don Francisco Argerich, de esta Capital, los había adquirido por 
dación en pago que le hiciera don Tristón A. MaJbrin, quien a 
su vea los tenia como propios en virtud de compra hecha al 
gobierno de la provincia de Santiago del Estero, en aa de julio 
del año 1887, en condominio con don Vicente Casares, y por in- 
termedio dd mismo señor Casares y de Jos señores E- Cha vía y 
Tomás Torres Agüero, por escritura pasada ante d registro del 
escribano Pedro Carda, de la ciudad de Santiago, todo lo cual 
resulte de la declaración hecha por dichos señores .d 5 de octu- 
bre de 1888. en Buenos Aires, y por escritura extendida por el 
escribano Agustín Novato, y de la división de condominio sus- 
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cripta por ¿os señor*» Malbrán y Casare*, ante el mismo escri- 
bano Novaro en 33 de noviembre (le 1893. 

Q»c en -tal estado las cosas, su representado fué sorprendí- 
do por la noticia de que el juez del Tostado, había puesto en 
posesión de una superficie que se decía ser de cuatro mil hectá- 
reas de :« terrenos de la referencia, pertenecientes al señor Ló- 
pez Agrelo y que formaban parte del lote 8, a ciertos señores 
Ausaldo. Lutscher, Ferraría y Livi, titulados adquirentes de una 
mayor área. 

Que ante tan inesperada circunstancia su representado pro- 
cedió a practicar las averiguación» del caso para saber to ocu- 
rrido y Ja causa de ««nejante agresión a sus derechos e intere- 
ses: y solo después de consumado el atentado de la desposesión 
y pasada la oportunidad de deducir válidamente una terca* de 
dominio, consiguió conocer que, como to indica el documento 
acompañado bajo d número 5. el juez de paz del Tostado, ha- 
bíase limitado a cumplimentar un mandato de la Suprema Corte 
de Justicia Nacional, dictado en los autos ejecutivos seguidos 
por donHector DeUepiane en contra de la provincia de Sama 
Fe, ordenándose la venta en remate público de cierta superficie 
que comprendía parte de la adtunrida por su representado, del 
«anco Nacional en liquidación, según queda dicho, adjudicán- 
dose a los ya mencionados compradores. 

Que practicados también tos esdarerímientos dd caso para 
conocer la magnitud de la desposesión sufrida por López Ape- 
lo, se pudo constatar en mensura practicada por el ingeniero Ju- 
bo Roger, de Santiago, que el titulo de V* expresados compra, 
dores se superpone al de su representado, en todo el terreno que 
este hubo en la forma determinada bajo el capítulo I de la de- 
mandada, y además, en ciento veinticinco hectárea* y ve ¡nt¡dos 
área* del inmueble mencionado, bajo el capítulo III, y que al 
nacer esta enajenación su representado se abstuvo de incluir en 
ella esas ciento y pico de hectáreas. 

Que de tal manera, la desposesión de su poderdante com- 
prende la superficie indicada al principio en Ja forma que ex- 
presa el croquis que acompaña a los efectos consiguientes. 



Que filialmente y por io que respecta, a los antecedentes de 
hecho, debe hacer presente que te» señores Ansddo, Ferrarla, 
Lotscher y Livi, han vendido conjuntamente con otra mayor, la 
superficie que reivindica, siendo d señor Ricardo Méndez 
Goncalver, quien ha comprado, debiendo en consecuencia, este 
•eñor, soportar la acción que deduce- 

Que aunque no cree que dada la, bondad de los títulos en 
que se funda y la posesión inmemorial que unida la propia a la 
de «as causantes, puede invocar su representado, haya de discu- 
tirse válidamente fa efectividad de tes derechos de propied J 
que en este hiicio viene a ejercitar, debe hacer presente desde 
luego, que la provincia de Santa Fe, causante del señor Méndez 
Goncalvez, nunca fué propietaria ni tuvo dominio alguno sobre 
ia fracción de tierra que redama y que, en consecuencia, el ex- 
presado señor Méndez Goucatvez, carece de todo título para 
justificar una oposición a la demanda que deduce. 

Que si alguna duda cupiera al respecto, desaparecería ante 
d texto expreso del convenio de limites celebrado entre esa pto 
vinda y la de Santiago del Estero, en 15 de septiembre de 1896 
y aprobado por ley sonta tecina del 39 dd mismo mes. 

Que por d art. 2 ' de ese convenio, fué establecido expre- 
samente que Santa Fe «e obligaba a respetar los dénsenos legí- 
timamente adquiridos por los particulares, en virtud de enaje- 
naciones hechas por Santiago, al Este de Ja línea divisoria que 
como límite recíproco entre ¿mbas provincias determinaba ¿1 
mismo convenio. 

Que por consiguiente, cuando los causantes dd señor Mén- 
dez Goncalvez, adquirieron en 1905, los terrenos que reivindica, 
Santa Fe carecía de todo derecho sobre los mismos, puesto que 
aunque situados d Este de la referida linea divisoria, con ante- 
rioridad en 1887, y en virtud de enajenaciones que Santa Fe st 
había ccmprometkk> a respetar, los causantes de su representa- 
do los teesan adquiridos de Santiago. 

Que por lo expuesto y disposiciones legales que invoca prie 
se condene en definitiva al demandado a restituir d mmuenle 
de la referencia, con frutos e intereses y las costas del juicio. 
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Que el demandado, solicitó previamente te citase de evic- 
non a la provincia de Santa Fe, causante de sus vendedores, la 
<Jt* compareciendo a estar a juicio determinó la jurisdicción 
originaria de este tribunal, por ser el demandante vecino de la 
Capital Federal. 

Que corrido traslado de la dcmaada k> evacuó repitiendo 
en lo substancia!] los antecedentes antes expuestos, agregando: 

Que como los hechos que abonan su derecho están confe- 
sados en el escrito de demanda, aparte de que constan en docu- 
mentos públicos, queda establecido que el titulo originario del 
señor López Agrelo, emana de la provincia de Santiago del 
Estero. 

Que queda igualmente establecido que la fecha en que 
Santiago del Estero vendió las tierras de que se trata, fué el 22 
de juUio de 1887. 

Que el convenio de limites celebrado entre esta provincia 
y Santa Fe, resuelve la cuestión, y la resuelve a favor de su 
parte, convenio ad referendum que fué convertido en ley por 
Santa Fe. el 29 de septiembre de 1886, y por Santiago e4 4 de 
octubre del mismo año. 

Que 1a confusión de limites existentes entre ambas provin- 
cias terminó, pues por íey tí dfa 6 de octubre de 1886, y desde 
ese dia, cada provincia quedó propietaria exclusiva de lo que le 
había correspondido eo su lote, de acuerdo con la ley común. 

Que por el art. 2.' de dktfio convenio Santa Fe se obligo * 
respetar «os derechos legítimamente adquiridos por los particu- 
lares en virtud de enajenaciones de tierras hechas por el gobier- 
no de Santiago, al Este de Ib linea divisoria y como queda esta- 
blecido, según documentos públicos, y por el propio escrito de 
demanda, que la venta fué hecha por Santiago el 22 de julio de 
1887. es decir, próximamente diez meses después de fijados los 
•■imites entre las dos provincias. Santa Fe quedó propietaria ex- 
clusiva de fas tierras situadas al Este de la íínea convenida, co- 
mo Santiago de das del Oeste- 

Que la venta hecha por Santiago, de tierras de propiedad 



lie Santa Fe, constituye la venta de cosa ajena sm poder alegar 
en su favor que ignoraba el hecho, b que prueba mala fe. 

Que en la escritura de compra extendida ante d escribano 
Hoyo, registro &, fofto 442, «orre apegado d plano de la re 
gtón y en el mismo plano consto gráficamente, y por nota, que 
las dos mil trescientas trece hectáreas, cincuenta áreas, objeto 
de la demanda están en territorio de la pfwkicia de Santa Fe. 

Que paca hacer flesakar la improcedencia de las pretensio- 
nes dd actor record a rá que el convenio de limites estatuía que 
los conflictos o colisiones entre particulares resaltantes de las 
superposiciones de tftitos emanado» dd gobierno de Santiago 
dd Estero, u otros emanados dd de Santa Fe, serian resueltos 
por los tribunales compete***» según las reglas dd derecho co- 
mún, y que tato» dispo si ciones del art i 9 dd convenio apoyan 
su tests. 

Que es evidente que no se trata en d caso, de los conflictos 
o colisiones previstos, desde que al fijarse los 'limites de la tie- 
ira de la referencia no había sido objeto de ningún acto disposi- 
tivo por paree de Santiago. 

Que Santa Fe pudo enajenar válidamente esas tierras, por- 
que desde octubre de 1886 eran de su exdustva pr opie da d. 

Que la demanda incurre en error cuando iifteipneta d con- 
venio y duendo lo ¿plica, pues no otra cosa importa sostener que 
en te fecha en que loa causantes dd señor Mendes Goncatvez 
adquirieron en 1905 *» terrenos que pretende reivindicar, Santu 
Fe carecía de todo derecho «obre los mismos. 

Que reconoce que los citados terrenos están situados al 
Este de la Mnea divisoria, cec o oocim i ento que es a su favor, y 
afirma que con anterioridad, en 1887, sus causantes los tenían 
adquiridos de Santiago, te que también favorece a la provincia 
demandada, y que cuanto pretende que se traía de enajenacio- 
nes que Sania Fe -se había comprometido a respetar, se coloca 
fuera del art. 2 ya recordado dd convenio, según el cual d 
compromiso contraído por ésta, era respetar 4as enajenaciones 
hechas a la fecha dd conven», y no las que se hiciesen después 
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sobre d territorio santafecioo, respecto del cual ningún derecho 
tenia. 

Que ta mérito de lo «xpuesto y de la jurisprudencia, invo- 
cada, pedia que se desmanara la demanda de reivindicación ins* 
ta urada, con costas- 
Abierta la causa a prueba se produjo la corriente de fs. 132 
a 231 ; y el actor al examinarla, agregó a Josmotivos de su de- 
manda el de da prescripción ordinaria de diez años, que según el 
art. 3999 ded Código Civil bastan para el que adquiere un m- 
muebCe con buena fe y justo título prescriba la propiedad por la 

o propietario habita en la pro- 
vincia donde el inmueble está situado- 

v 

Y considerando: 

Que el titulo con que *e presenta López Agrelo, dema:.. 

do a Méndez Concaívez por reivindicación, deriva del Banco 
Nocional en liquidación, que vendió 4a propiedad en remate pú- 
blico el 5 de marzo del año 1903, ubicándola por vez primera 
en la provincia de Santa Fe y a mérito de una división en lotes 
que mandó practicar en mayor extensión ( fs. 166 vta). 

Que d Banco Nacional la hubo en la condición dicha, por 
dación en pago que le hiciera don Tristán A- Malbrá», el 28 de 
febrero de 1806, quiñi fla adquirió a su vez, en condominio con 
don Vicente L. Casares, mediante compra, el año 1887 a 4a 
provincia de Santiago del Estero (fs. 148) con<kxnm*> sue' secó 
por divisió:, el 22 de noviembre de 1893, quedando dicho señor 
Marbrán dueño exclusivo del lote en que estaba comprendido el 
terreno de que se trata (fe. 150). 

Que posteriormente a lo relacionado y ejecutada la provin- 
cia de Santa Fe, ante esta Corte Suprema por don Héctor De- 
•llepiane, se denunció como de propiedad de aquéUa, en mayor 
extensión, el iimtuebe de b referencia y fué vendido en retrate 
judicial, escriturándose en esta capital el 25 de agosto de 1905, 
por el presidente del tribunal, a favor de los compradores .seño- 
res Ferraría, Lutscher, AnsaMo y Uvi. quienes protocolizare- 



FALLOS M LA COWI tOTÍRMA 

d título, tomaron posesión judicial de Jo comprado y también 
jiKbcia'tmate lo mensuraron sh oposición alguna, cerno se ve 
en d Hito aprobatorio comente en cepia autorizada a f s. 77 vta. 
(fs- 84 y 199) y en td virtud lo enajenaron a su vez a don Ri 
cardo Méndet Goncalvex, el 31 de octubre de 1907. 

Que acerca de los tochos anteriormente relacionados, exis 
te en lo substancial perfecta conformidad de partes. 

Que con arreglo al convento (le ¿imites celebrado entre laa 
provincias de Santiago del Esíero y Santa Fe f el año 1886. 
aprobado por el Honorable Congreso Nacional en el mes de no- 
viembre del mt«tno, todas 0as tierras que quedasen al Este de la 
iínea de demarcación convenida, pertenecían a la jurisdicción de 
dic'ia provincia de Santa Fe; y si entre ellas las había vendidas 
por Santiago del Entero, debía aquella respetar esas enajenacio- 
nes. Si llega be el caso <!e títulos superpuestos por ventas de la¿ 
dos provhcias, las cuestione» que se suscitasen entre los adqui- 
rentes serian rea tidtas por los tribunales de justicia con arreglo 
al derecbo común, quedando a cargo de Santa Fc t la obligación 
de imkmniíar a! vencido en el >u¡ck> correspondiente y de la 
manera estipulada- 

Que en el presente caso, según los antecedentes rdaciona- 
dos, no se trata de ninguno de los extremo* previstos en los ar- 
tículos 2 • y 3.° dd convenio, puesto que a la época de éste, ni 
Santiago dd Estero ni Santa Fe habían transferido la propiedad 
de ta referencia ; y en consecuencia no se puede decir que ésta 
hubiese renunciado en interés de aqttéMa o de sus causa-habien- 
tes, terrenos que, según la demarcación, resultaron perteneced c. 
(Fallos : tomo 31, pág. 3a*, y otros). 

Que está reconocido por el "demandante y lo comprueba 
además el titulo de fs. ai8, que Santiago dd Estero vendió el 
terreno en litigio «* año 1887. después dd convenio de límites ; 
como lo está, que dicho terreno quedó en la provincia de Santa 
Fe, sin que ésta 1o hubiese enajenado, lo que permite aseverar 
que le pertenecía en propiedad con arreglo a lo estipulado y por 
tratarse de «m trien del dominio privado del Estado (art 2342. 
inciso 1 .• Código Civil) sm que tal circunstancia pudiese atitorí- 
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i^u venta por un tercero, que no era dueño, para sostener 
*»poes que no se trataba de un bien vacante a la época de la 
demarcación- 

SaJ^Sí! Í23f° afínnar Rímente que 

bantaFe, al transferirlo en la manera ya dicha, no ejercitó un 
rtercetio tanto mas claro, cuanto que loa sucesores de Santiago 
como queda antes expresado, nada dijeron ante la ejecución de 

5S£S£ 2%. J * W * en Temate niensura ju- 

dicafl taiman, de Virasoro y -la posesión acordada en la misma 

forma, a los causa-habientes de aquélla, ¡todo lo cual induce a 

el derecho que se ejercitaba. 

Que establecido como queda que el verdadero propietario 
del terreno fue la provincia de Santa Fe, «o es procedente acor- 
dar contra eüa o .sus sucesores legítimos, la acción reivindica- 
tona del art. 2758 dd Código Civil, que nace dd dominio que 
cada uno tiene de cosas particulares, por la cual el propietario 
que ha perdido la posesión la redama y reivindica, contra aquél 
que se encuentra en posesión de la misma. 

Que Lópea Agrdo manifiesta que aun prescindiendo de lo 
expuesto por d acerca del convenio de limites y aunque no tu- 
viese cate d sentido y alcance que '* atribuye, su derecho de 
propiedad se encuentra amparado por una prescripción cumpli- 

ñ$* ' XCC f° en * 6nnin09 <fe ,0 * art. 3999. 39*7 y 3948 del 
Código Ovil, puesto que desde 1887 ( venta de Santiago) hasta 
1905 (venta de Santa Fe), han transcurrido más de los diez 
anos requeridos por d primero de los artíeWos otados, unien- 
do «1 posesión a 1a de -sus causantes, con arreglo al art. 4005 del 
mismo código. 

Que aún suponiendo que esto fuese verdad y que la pose- 
sión invocada entre limites confusos hasta 1807 como lo afirma 
el ^«odante. y no obstante estar sometida a juicio arbitral, 
fuese hábil para una prescripción ordinaria de diez años, clara- 
mente se vé en la explicación dd codificador al art. 3999, que tai 
circunstancia, 'llenados que fuesen todos 'los requisitos exigidos 
sólo podría servir como una defensa contra una acción reivindi- 
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citoria; pero no como un título que unido al presentado, pueda 
ejercitarse contra el verdadero propietario que posee la cosa- 
(Fallos: tomo 48» f¿*. 354). 

Por *> expuesto no se hace lugar a la acción reivindicatoría 
entablada, sin especial condenación en coatas atenta 9a naturale- 
za de las cuestiones debatidas. Notifiques* origina], repóngase 
e! papel « archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. DEL 
del Solar. — D. E. Pala- 
cio. — Lucas López Caba- 
N ILLAS. 



CAUSA CCCLXXXV 

Don Bernardo P. de ¡turraste contra la provincia de Santa Fe; 
por indemnización; incidente sobre el trámite de un pedido 
de mandamiento de ejecución y embargo. 

Sumario : Las providencias de la Corte Suprema haciendo o no 
haciendo tugar a un pedido de mandamiento de ejecución 
y embargo, asi como aquella por la que se manda estar a te 
rettieflto en otra que ordena comer traslado a una revoca- 
toria, son de mera sufosr- dación y deben llevar la sola fir- 
ma del presidente del tribunal. 

Ca*>: Librado a solicitud de don Bernardo B. de Tturraspc 
mandamiento de ejecución y embargo contra la provincia 
por el monto de las indemnizaciones acordadas por la sen- 
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tencia de la Corte Suprema, fs. 738, se presentó doña Elena 
Iturraspe de -M-n segur y don Eduardo Chapea u rouge ma- 
nifestando que dicho mandamiento habíase extraviado de- 
bido a Ja muerte del señor Iturraspe, encargado de su dili- 
genciamiento, por lo que no -había sido posible cumplimen- 
tarlo, y pidiendo, en consecuencia, se librara otro oficio al 
juez federal de Santa Fe para que se intimara al gobierno 
al pago de la parte que les correspondía en dichas indemni- 
zaciones, determinadas ya por la sentencia; a ío que el tri- 
bunal no hizo lugar por d momento, fs. 754, en razón de 
haberse librado mandamiento por el total de lo adeudado 
•por la provincia- Chapcau rouge pidió -revocatoria de esta 
denegación, pedido dd que se corrió traslado, fs. 755 vta.; 
notificado de este traslado, manifestó su disconformidad con 
esta providencia, aduciendo como razón c9 carácter de su- 
maria y secreta de la petición de nuevo mandamiento; agre- 
gando que esa «posición no podía ni debía ser substancia- 
da en la forma ordinaria de los incidentes, dado que la 
contraparte debía ignorar las actuaciones hasta «4 momen- 
to de la intimación. El tribunal, con la sola firma del presi- 
dente, dispuso que « estuviese a lo resuelto, por no tratar- 
se de la iniciación de un juicio ejecutivo, f s. 760. Notificado 
Chapeaurauge, manifestó que ese decreto de la presidencia 
cataba en pugna con la resolución que ordenó se 
mandamiento por el total de lo adeudado a los acreedores, 
y con las leyes procesaT.es que regían el caso, pues que ese 
tXtkno proveído debió haber sido una resolución de la Cor 
te Suprema y no de la presidencia únicamente, y concluyo 
diciendo que ®u propósito al presentar ese escrito fué e! de 
iniciar el juicio ejecutivo pidiendo la ejecución de la sen- 
tencia que dictó el tribunaÜ ; por ío que solicitaba que devo- 
ra la última resolución y se mandara librar el mandamiento. 
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FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

i* . ■ • 

Visto d incidente promovido a fs. 755 y considerando: 
Que conforo* a lo dispuesto en el art. 9 de la ley núm. 27 
que se cka en el escrito que precede, el señor presidente de esté 
tribunal era d llamado a hacer o no lugar al mandamiento pe- 
dido a f s. 749, desde que no se ha tratado de sentencia ni de 
auto que no fuera de substanciación- 

Que en Jas propias condiciones se encuentran tes decretos 
de fs. 75S vta. y 760 vta. 

9 Q« Por otra parte, es manifiesto que las razones que fe 
aducen en d escrito de fs- 760 no son aplicables al citado decre- 
to de fs. 755 vta., pues ya *e había librado a fs. 738 el manda 
miento autorizado por los arts. 248 y 249, incho %• de la ley 50 
y la ejecutada tenia conocimiento de la ejecución en tramite. 

En su mérito, no ha lagar a .'a revocatoria solicitada. Re- 
pángase d papel 

Nicanor G. del Solar. — M. 
P. Dakact. — D. E. Palacio. 
— L. López Cabanillas. 



CAUSA OCCLXXXVI 

Sumario instruido a Juan B. Lehw, por quiebra fraudulenta; 
sobre procedencia del recurso extraordinario 

Sumario : 1 • El punto relativo a la facultad dé fiscal de cáma- 
ra para desistir de tma apelación interpuesta por d agente 
fiscal, y a tos efectos de esc desistimiento, es ajeno al re- 
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curso extraordinario dd art. 22, inciso a.» del Código de 
Proced ¡miento» en lo Criminal. 

a.» Las garantías que en materia criminal asegura y con- 
sagra el art 18 de la carta fundamental, consisten en la ob- 
servancia de tes formas substanciales del juicio, relativas a 
la acusación, defensa prueba y sentencia dictada por Jen 
jueces naturales dd reo. 

Caso: Resulta del siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

tmmm Alitt. r.n» a* * 1*14. 

Y vistos : Para conocer de! recurso extraordinario concedi- 
do contra te sentencia de la Cámara de Apelación en lo Crimi- 
nal de esta capital, corriente a fe. 166, en d proceso por quiebra 
seguido contra Juan B. Leívar ; de los cuales v 

Resute en k> pertinente: 

Que entablada acusación contra dicho encausado por d 
Agente Fiscal, y substanciado d juicio criminal por todos sus 
trámites de sumario y ©leñarlo, con audiencia del defensor non*, 
brado por el reo, dictó d juez del crkntn la sentencia absoluto- 
ria de fs. 153, que fué apelada por d Agente Fiscal, y devado; 
los autos a la cámara respectiva, d señor Fiscal de ésta dictami- 
nó a fs. 161 manifestando su conformidad con la sentencia de 
i" instancia y pidiendo que fuera confirmada en todas sus par- 
tes, a cuyo efecto retiró la apelación interpuesta. 

Corrido traslado al defensor, Jo evacuó a f s. 163, sostenien- 
do que el dedstinriento dd Fiscal de Cántara convertía d pro- 
nunciamiento recurrido en sentencia firme, quedando d reo de- 
finitivamente absueko y no podía ya ser condenado por la Cá- 
mara, que carecía de juriadkción, sh violar las garantías que el 
art- 18 de la Constitución Nacional asegura al reo de no ser pe- 
nado sin previa acusación, defensa, prueba y sentencia por sus 
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jueces naturales. Para el caso de que el tribunal decidiera que 
podía juagan* a su defendido» pidió también que se confirmara 
por sus fundamentos, ampliados en la vista del señor Fiscal de 
Cámara, el fallo recurrido. 

lEste tribunal, al fallar en definitiva la causa en su acuerdo 
de fs- 166, planteó como primera cuestión a tratar b de si "¿el 
desistimiento de Ja apelación por el Fiscal de Cámara priva al 
tribunal del conocimiento de Ta causa?", y después de estudiar 
prolijamente los antecedentes Ilegales de jurisprudencia y de 
doctrina que consideró aplicables al caso, resolvió unánimemen- 
te por 4a negativa, es deoir, que el citado desistimiento no la in- 
habilitaba para fallar sobre el fondo de 1a causa, lo que hizo en 
el mismo acuerdo, revocando la sentencia absolutoria apelada 
por el Agente Fiscal! y condenando a- Leñar por quiebra 
culpable. 

Contra esta sentencia se interpuso por el defensor la apela- 
ción qu le fué concedida a fs. 180 vta- 

Y considerando : 

Que, como se ha visto, el recurso interpuesto es el extraor- 
dinario que autoriza el art. 22, inciso 2 o , submdso 3. del Códi- 
go de Procedimientos Criminales, y 14, inciso 3. de la ley 48; y 
se hace consistir en que, invocadas en favor del reo las garan- 
tías con que el art- 18 de la Constitución ampara la persona cíe 
éste, para no ser juzgado sino por sus jueces naturales y en vir- 
tud de acusación, defensa y prueba, el iaftlo de la Cámara a quo 
ha violado esas garantías, pronunciándose sin d concurso de ta- 
les requisitos. 

Que, ante todo, corresponde establecer que eJ punto rela- 
tivo a 4a facultad del Fiscal de Cámara para desistir de uní 
apelación interpuesta por él Agente Fiscal, y los efectos de ese 
desistimiento, está cxoVj >i vc-mente regido por la ley procesal res- 
petiva, y para resolverlo, la Cámara a quo lo ha considerado 
tan sólo con ar regio a la ley de procedimientos criminales, ayu- 
dándose en su interpretación con la doctrina de las prácticas v 
jurisprudencia procesal de la materia ; en todo 80 cual ha obra- 
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do con atribuciones propias, que no pueden ser revisados por 
esta Corte. Art 15, ley 48. 

Que en cuanto a la violación de las garantías del art 18, los 
autos demuestran que no existe, pues, (a sentencia condenatoria 
de último (grado ha sido pronunciada sobre el delito que fué acu- 
sado a fs- 113, por é ministerio público, acerca del cual oyóse al 
defensor en su contestación de fs. iy9 y alegato de fs. 148, se 
abrió la causa a prueba, y se pronunció sentencia definitiva en 
I a instancia; en una palabra, el faKo de la Cámara a quo 9 
recaído sobre los hechos que fueron materia de 
defensa y prueba durante el proceso criminal, instruido 
dos los requisitos que las Jeyés respectivas establecen 
doble faz inquisitiva y plenaria; debiendo agregarse, que, aun 
en la apelación misma, la defensa fué oída en la amplitud que 
correspondía y de que pudo usar si hubiere querido hacer valer 
mayores consideraciones, en vez de limitarse a los que expresó 
a fs. 163; 

Que, en consecuencia, y prescindiente de si es o no cquivo 
cada la afíicaoión que el tribunal aperado haya hecho de las le* 
yes que rigen el ordenamiento y decisión de las causas 
les a él atribuidas en grado de apelación, es indudable que en el 
caso, el fato recurrido no lo ha privado al reo de tas formas 
substanciales del juicio criminal relativas a la acusación, defen- 
sa, prueba y sentencia dictada por los jueces designados por la 
ley antes ád hecho de la causa (arts. 24, 25 y 33, Código de 
Procedimientos Criminales ; que es en lo que consisten tas garan- 
tías que sobre el particular asegura y consagra d art- 18 de la 
Constitución, invocado para fundar el presente recurso. (Fallos: 
tomo n6, pág. 23). 

Por ello, oído é señor Procurador General!, se declara no 
haber lugar al recurso, y en consecuencia, previa notificación, 
devuélvanse a la cámara de su procedencia- 

A. Bkkuejo. — Nicakok G. nst 
Solar. — M. P. Dakact. — 

D. E. Palacio. — L. Lóm 
Cabanillas. 
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Setores Nicolás di ' orenso y París Cetola, contra la provincia 

de Buenos Aires, sobre interdicto de manutención en la 
posesión. 

Sumario : i - En Ja hipótesis d« que pudiera considerarse como 
acto «urhatono de la posesión una orden de desalojo ema- 
nada de un gobierno de provincia, no puede darse por acre- 
ditados (legalmente esos extremos con la declaración de do* 
testigos que afirmen que oyeron a un inspector transmitir 
verbahnente a Jos demandantes dicha orden- 

a.c Soto se entiende haber turbación en 3a posesión cuan- 
do contra la voluntad del poseedor alguien ejerciera, con 
intención de poseer, actos de posesión de los que no resul- 
tase una exclusión absoluta de aquél. 

Cojo: Resulta del siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SÜPKEMA 

BneaM Aim, Julio n de IM«. «i» 



Autos y vistos: 



a ^*¡*ÍJÍ Hernández, como apoderado de los señore* 
don Nicolás Di Lorenzo y don París Cétola, expone: 

Que sus mandantes son poseedores animus dommi desde 
nace más de cuarenta años de un terreno de quinta situado en 
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la isla nombrada Arroyo de Palo Blanco con los limites y dimen- 
siones que expresa. 

Que le corresponde por compra de derechos y acciones a 
la posesión tenida por don Benito Urcegui, desde el año 1871, 
según así consta en la mensura Otto Krausse, levantada el año 
189a y archivada en «a oficina de ingenieros de La Plata, según 
testimonio de escritura que adjunta. 

Que la acción posesoria de manutención procede siempre 
que el demandante esté en actual posesión y que se le haya tra- 
tado de inquietar ce* actos que deberán expresarse. 

Que esa posesión publica, pacifica e ininterrumpida ha exis- 
tido durante d máximo lapso y ella debe ser amparada por el 
interdicto que promueve, en razón de que d fisco provincial, 
considerando fiscales esas tierras ha notificado a los poseedo- 
res nombrados, desalojen el terreno o firmen un acta judicial 
reconociendo d dominio del fisco provincial. 

Que sus mandantes se han resistido, pero la orden se volve- 
rá a repetir de un momento a otro, según informes del inspector 
encargado de su ejecutoria. 

Que no es d caso de entrar a juzgar los móviles que pue- 
dan existir en este atentado a la posesión pública y pacífica de 
pobladores que creyéndose amparados por te Constitución Na- 
cional, y constitución y leyes civiles de la provincia, han dedica- 
do veinticuatro años a continuar la posesión legal de sus ante- 
cesores, y forman con el esfuerzo de cada instante, una posesión 
e.i la que hay mejoras de un precio de ciento cincuenta mil pe 
sos ($ 150.000), consistentes en -tajamares, plantaciones, viñe- 
dos de mucha importancia, etc. ; pero es el hecho que dentro dt 
la anarquía reinante en la administración pública de dicha pro- 
vincia, por causas notorias, la inspección <fc tierras ha procedido 
contra d patrimonio privado en muchas, no en una ocasión en 
forma poco respetuosa y reconfortante a3 espíritu de jostkria. 

Que en mérito de ío expuesto, soKcha que oportunamente 
se haga lugar al interdicto de manutención, con costas. 

Acreditada la jurisdicción originaria del tribunal, citada la 
provincia y fijado -día para el comparendo de las partes a lo* 
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^ ecto * d c ^ **«• 33» y 333, tey número so, asi lo hizo tan sólo 
¿representante de aquélla y concedida que le fué la palabra, 
dijo: que negaba todos Jos hechos expuestos en la demanda, que 
oo coíKordaban con la exposición que formulaba en el presente 
acto, relacionando todos los antecedentes de carácter adminis- 
trativo y legal existentes, para negar la posesión y derechos que 
tos demandantes se atribuyen; y solicitó en consecuencia el re- 
díalo, con costas, de 1a acción instaurada- 

En ia misma audiencia ofreció la prueba pertinente, hacien- 
do lo mismo d actor al interponer la demanda; y producida ja 
«miente de fs. 38 a fs. 74, se continuó aquella en la que se hizo 
mérito de Jo actuado sobre el particular; y 

Considerando: 

Que ta turbación, en el caso de que se trata, consistió, según 
V^"* 30 ** actorcs » 7 y 8 3. «1 una notificación hecha 
verbahnente a los poseedores por un inspector del gobierno de 
la provincia, para que desalojaran las tierras que ocupan o en su 
defecto firmaran un acta judicial reconociendo d dominio del 
fisco provincial en dichos terrenos. ' 

Que en la hipótesis de que pudiera considerarse como acto 
turbatorio de la posesión una orden de desalojo emanada de! go 
bierno de la provincia, como se pretende, no autoriza a dar por 
acreditados legalmente dichos extremos, ta circunstancia de que 
dos, de (los varios testigos presentados, afirmen que oyeron a un 
inspector transmitir verbalmente a los demandantes dicha orden 
porque estos actos gubernativos de la naturaleza del menciona- 
do, y en juicios como el presente, no pueden quedar sujetos a 
tales medios de comprobación, máxime cuando la provincia de- 
mandada los niega expresamente. 

Que con arreglo al texto del artículo 2496 del Código Civil 
y a la doctrina de la nota al 2482 del mismo sólo se entiende haber 
turbación en ta posesión, cuando contra la voluntad del poseedor 
dd inmueble, algukn ejerciese con intención de poseer, actos de 
posesión de los que no resultasen una exclusión absoluta del po- 
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seedor, sin qtie sea necesario cu el presente entrar a apreciar los 
referidos actos <le turbación desde <j«e no se ha comprobado en 
los autos, como queda antes dicho, la existencia de la orden de 
desalojo expedida por el gobierno de la provincia de Buenos Ai- 
res, a que se refiere la demanda, ni se menciona su puMi 
en forma que pudiera importar una amenaza. 

Por ello y omitiendo otras consideraciones, no se hace lugar 
al interdicto entablado, con costas. Xotifiquese original y re- 
puestos los sellos, archívese 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Somr. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caba.viu.as. 
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Criminal contra Escquiel Tabernera (hijo), por defraudación; 

sobre prisión preventiva 

■ 

Sumario I " Entre los privilegios parlamentarios, la Constitución 
Nacional consagra ej de exención de arresto y el previo des- 
afuero en el procesamiento criminal, en favor de los miem- 
oros del Congreso, sin que se encuentre en ella disposición 
alguna que autorice a dar a los privilegios con que las cons- 
tituciones provinciales invistan a los miembros de sus legis- 
laturas, la misma eficacia y alcance de aquélos en todo el 
territorio de la República. 

2." El privilegio del previo desafuero en proceso crimina, 
contra el legislador de una provincia no es inherente o esen- 
cial al sistema representativo republicano. 
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3- ' Bajo ks condiciones que expresa el art 5-* de la Cons- 
titución Nacional, el Gobierno Federal garante a cada pro- 
vincia, el goce y ejercicio de sus instituciones, pero ello de 
be entenderse, dentro del orden provincial respectivo y sin 
extender el imperio de las instituciones de una al territorio 
de otra. 

4- c La disposición del art. a« de la Constitución Nacio- 
nal se refiere a los privilegios e inmunidades inherentes al 
título de ciudadano argentino, únicos que ella reconoce y a 
quienes acuerda iguales prerrogativa* y derechos, cualquie- 
ra que sea el punto de Ja Nación en qué se encuentren. 

5- ° La declaración de que el Código de Procedimientos 
Criminales de la capital no exceptúa de prisión preventiva 
ni requiere desafuero para el procesamiento de los miem 
bros de las legislaturas provinciales, a quienes no reconoce 
más prerrogativas que declarar por informe como testigos 
en su art. 290, no es susceptible de revisión ante esta Corte 
en el recurso extraordinario. jx>r tratarse <le la interpreta- 
ción del derecho común, relativo al ordenamiento de los 
juicios. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 



RESOLUCION DEL Sr. Jt'EZ DE INSTRITCION 

*NMt Aira. Acotí» 4 tft 1013. 

Autos y vistos : El presente incidente promovido con motivo 
de la resolución de fs. 161 en la querella seguida por doña Ange- 
la Giamone de Aguirre contra Ezequiel Tabernera (hijo) por 
cfraudación, por la que se ordena se suspenda el cumplimiento 
del auto de prisión preventiva, dictado de acuerdo con lo orde- 
nado por la Excito- Cámara en s« resolución de fs. 151. 

Que dicha suspensión se ha decretado éci virtud de !a maní- 
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testación hedía por d defensor dd procesado Tabernera, de que 
éste es senador en la provincia de Mendoza, por el departamento 
de Láyate; manifestación que es corroborada por el telegrama 
de fs. 164, de) señor presidente de aquella legislatura don Sil- 
vestre Peña, contestando a un oficio del suscripto. 

Y considerando: 

Que dentro de nuestro sistema de gobierno y con el propó- 
sito <le garantir al Poder Legislativo una libertad perfecta y sin 
trabas en el ejercicio de sus funciones y sm que otras autorida- 
des puedan oprimirlo, toda* las constituciones de los gobiernos 
representativos han establecido inmunidades y prorrogativas 
personales para !os diputados y senadores, extendiendo y aumen- 
tando las garantías que tienen todos tes ciudadanos en general. 

Que esta garantía acordada a los legisladores, no quiere de- 
cir que por eík> se trabe e*i Jo más mínimo la acción de la justi- 
cia, ni que puedan quedar impunes ios delitos cometidos por los 
legisladores; no — tanto la Constitución Nacional como las de 
las provincias, establecen ciertos requisitos previos para poder 
juzgarlos, — cual es el desafuero; pues los privilegios o inmu- 
nidades acordadas a estas personas, es sólo para garantir la más 
absoluta libertad del cuerpo legislativo al cual pertenecen, evi- 
tando que se trabe su acción, con juicios maliciosos- 

Que estos privilegios o inmunidades establecidas en las 
constituciones provinciales tienen su origen en !a Constitución 
Nacional, pues en los arts. 5. y 106 se establece que cada pro- 
vincia dictará su propia constitución de acuerdo con la forma 
representativa de gobierno y !a cual no puede subsistir sin las 
prerrogativas esenciales a su ejercicio, — de manera pues, que, 
o se acepta ol gobierno representativo, con todos los atributos 
que constituye su naturaleza. — y en tal caso, Jas garantías de 
independencia y libertad de las legislaturas de provincia, son 
también preceptos de la Constitución Nacional y por consiguien- 
te ley suprema de la tierra, o se desconoce el fundamento del 
sistema constitucional argentino, como dice Miguel Romero, en 
su obra "El Pariamento". 
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Que estableciendo el art. 5. de nuestra carta fundamental, 
que la Nación asegura a Jas provincias el goce y ejercicio de sus 
instituciones, ordenándole al mismo tiempo dictar sus constitu- 
ciones de acuerdo con «4 sistema representativo republicano le 
gobierno, y como el Poder legislativo, es esencial a este gobier- 
no, garantido por la Constitución Xacional, es lógico, entonces, 
suponer que el privilegio acordado a las legislaturas por dichas 
provincias, están también garantidas por 'a misma Constitución 
Nacional, y el cual empieza desde el día dda ekcción y continúa 
hasta el día de su cese, no pudiendo ser arrestados, salvo caso de 
ser sorprendidos infraganti delito, etc. Arts. 61 y 62 de la Cons- 
titución Xacional y art. 96 de la Constitución de Mendoza. 

Que esta» inmunidades de que gozan, a juicio del subcripto, 
tanto los miembros de! Congrego Xacional como !os de las legis- 
laturas provinciales en todo el territorio de la Nación, no es óbi- 
ce para !a formación de un sumario criminal, e! cual se tramita- 
rá y substanciará baste el completo esclarecimiento del hecho 
denunciado o acusado; peto si hubiere de tenerse que privarles 
de su libertad, deberá previamente pedirse el allanamiento de sus 
inmunidades a la respectiva legislatura- 

Que si bien es cierto que la Excma. Cámara en lo Criminal, 
en el caso de! doctor Manuel Gazcón (hijo), senador a la legis- 
latura de la provincia de Buenos Aires, con motivo de una co- 
rrección disciplinaria, ha dicho: "Que un principio de esa indo'e 
no puede ser invocado fuera del territorio en que rige la Cons- 
titución de que dimana, cuyo alcance es exclusivamente local y 
cuyas disposiciones carecen de imperio más allá de los limites de 
aquél". — no es menos cierto también que en este caso se trata- 
ba de correcciones disciplinarias, impuestas por los tribunales 
en virtud de las facultrdes que le son propias, por las faltas de 
respeto y como medio de asegurar la considerac&t y el decoro 
-correspondiente a su investidura como lo ha dicho la Suprema 
Corte Xacional, pues sin esa facetad, no sería posible d cumpli- 
miento de su alto ministerio, y en estos casos las inmunidades de 
Jos legisaMores ceden ante las facultades conferidas a los tribu- 
nales de justicia; porque si es esencial para la independencia y 
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buen funcionamiento del Poder Legislativo acordar que sira 
miembros gocen de inmunidades, lo es también que el Poder Ju- 
dicial sea respetado por todos y perdería su dignidad y autori- 
dad, si los -legisladores pudieran desacatado sin correcciones in- 
mediatas en las audiencias o escritos, actos estos que serían aje- 
nos al mandato conferido como taSes legisladores. 

Que en el presente caso, y dado que el subscripto Tesolviera 
declarar improcedente la excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción deducida y de lo que se ha dado vista aJ señor Agente Fiscal, 
para procetler a cumplimentar el auto de prisión preventiva man- 
dado suspender, por ahora, se debería previamente, como se ha 
dicho antes, pedir el desafuero del señor Ezequiel Tabanera 
(■hijo). 

Por estas consideraciones, no ha lugar al pedido formulado 
en el precedente escrito, de que se libre oficio a la policía de la 
capital para Ja detención de 'Ezequiel Tabanera (hijo), y hablen* 
dpM interpuesto el recurso de apelación en la diligencia de fojas 
166, concédese esta en relación para atite la Excma. Cámara a 
donde se elevarán 1er autos en !a forma de estilo. Notifiques* y 
hágase saber — E. F. Newton. — Ante mi : G. A!. Colombres. 

RESOLUCION DE LA CAMARA DE APELACIONES EN LO CRIMINAL 

Y CORRECCIONAL 



Alm, Octubrt 9 4$ 1*13. 

Vistos, resultando : 

Que en la presente causa por defraudación seguida por 
querella centra Ezequiel Tabernera (hijo) se dictó contra él 
por el juez de instrucción, auto de prisión preventiva de confor- 
midad al art 366 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Que el defensor para evitar la prisión de su patrocinado, 
invocó el hecho de ser éste miembro dd Senado de la provincia 
de Mendoza, y las inmunidades que como tal gozaba, sin cuyo 
allanamiento no se le podía constituir en arresto, por cuya ra- 
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SSfi*" **' eI a fs. ,65 y recono- 

, Í2? 3 168 * privMc P° * su «««"cbi en virtud 
cual se hsrbia orificado la suspensión. 

Que apelado el auto de fe .66 vta. que mandó suspender e. 
cumpl.n,«„to de la orden de prisión, correspo,de resoC re* 

Si^iTS encia í 1 privi,egio a,udido ' 3* «otívo £3 

que podría ex.stir para 1a suspensión expresada. 
Y considerando: 

nr J? W í íV dC ' a . Constitución X™™* establece la su- 
premac,a de la Constituaón y leyes de la Nación sobre cualquier 

£?a,?r £ "Tf , dc !aS Ie * es * constituciones provincia- 
mero.^ ;:„r dec,arado ,a suprema c ° rte * *** - ~ 

Con^lTT^ de arrCS, °' rcSpccto a ,os ffliem «>ros del 
* Nactón es un privilegio personal y de excepción 
ge^va umcamente delos arts. 6, y 6* de la Constitución 
Naconal, la que en nmguna otra disposición acuerda ese privi- 
legio a los miembros de las legislaturas provinciales 

Que el Código de Procedimientos en lo Criminal no ha ex- 
tuado de la pnsíon preventiva ni requerido desafuero para 
el procesanuento de los miembros de las legislaturas provincia- 
, a amenes no reconoce otra prerrogativa que la de declarar 

tíralo"^) CUand ° ° frccidos como ,esti S os 

Que al cancioiar el Condeso el Código de Procedimientos 
de a cap.tal. ha obrado en ejercicio de la facultad conferida en 

l Z£?l- h 7-f <,e, 67 * * Constit » ción ' y consi- 
guiente, dicho Código no tachado de inconstitucional, es ley su- 
prema de la Nación «, los términos del art. 31 de la Constitu- 

;,{ . T S "P rcma Corte . octubre de ioj* Causa Ma- 
nuel Gascón (hijo). 

Que por lo tanto, no corresponde reconocer el privilegio in- 
vocado por el recurrente que sólo derivaría de la Constitución 
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de la provincia de Mendoza y no de la Constitución o de una 
ley nacionaff. 

Que d hecho de que la Constitución garantice a cada pro 
vincia el gote y ejercicio desús instituciones (art. 5. ) no se 
opone a esta sedición, desde que el propósito constitucional es 
asegurar el libre funcionamiento de las instituciones provincia- 
les, y no es posible admitir que el sometimiento de los miembros 
de una legislatura de provincia a las leyes y jurisdicción nacio- 
nales, sea susceptible de perturbar dicho funcionamiento. 

Por ello y lo -resuelto por este tribunal en la causa Manuel 
Gascón (hijo), incidente sobre corrección disciplinaria, se re- 
voca el auto apelado de fs. 166 vta. que manda suspender lo* 
efectos de la prisión preventiva. Devuélvase — Ricardo Seeber. 
—Fabio López García. — Valentín Luco.— Arfo mí: -4. Ptnget. 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

: 

Butass Alna Oklaabrt 11 dt 018. 

Suprema Corte: 

El defensor del acusado alegó en su escrito de fs. 160 I03 
fueros e inmunidades de que goza su defendido, como senador 
de la provincia de Mendoza, invocando los arts. 104, 103 y 106 
de !a Constitución Nacional. Desconocidos estos fueros por la 
resolución de la Exorna Cámara, es procedente el recurso extra- 
ordinario interpuesto con arreglo al art. 6, ley 4055; art. 14, in- 
ciso 3* ley 48 y art. 22 inciso i* del Código de Procedimiento» 
en lo Crimina! de la Capital Federal. 

Entrando al examen de la cuestión que se trae a conocimien- 
to & V- E. debo insistir en manifestaciones que tengo vertidas 
en otra oportunidad, para formular mi opinión favorab!e a los 
privilegios que se han invocado en este juicio. 

El art. 5. de la Constitución Nacional consagra el principio 
de la autonomía de las provincias para el desenvolvimiento de 
sus gobiernos, estableciendo que dictarán sus constituciones bajo 
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ti sistema representativo y republicano, y que en esas condicio- 
nes el Gobierno Federal les garante tí goce y d ejercicio de sus 
instituciones. En «ni opinión, esta garantía que la Constitución 
consagra como medio de asegurar la estabilidad de las autono- 
mías provinciales, debe interpretarse en el sentido más amplio 
dd concepto, «s decir, que a la Nación corresponde, no sólo 
mantener las constituciones locales, en tos casos de la alteración 
de la forma de gobierno, o cuando ocurrieren invasiones exterio. 
res, sino también afianzar el juego regular del régimen creado 
por las constituciones <le provincia. Lu primera de estas funcio- 
nes de la autoridad federal, están expresadas en el art. 6.° de la 
Constitución Nacional, al determinar los caaos de intervención 
en «1 territorio de las -provincias, y no puede pensarse que la ga- 
rantía a que me he referido, consignada en el art- 5. , se limite a 
esa facultad <íe intervenir, desde que e!la se extiende a asegurar- 
les el goce y ejercicio de sus instituciones, para la realización de 
los fines que incumben a los gobiernos provinciales. 

Dentro de este significado de la garantía que la Nación de- 
be a las provincias, en !o referente al goot de sus instituciones, 
está comprendido el respeto al sistema politko establecido para 
el desarrollo de las mismas, desde que uno de tos medios de 
asegurarlas, es darics efectividad en todo el territorio de la 
Nación, y no se concibe que el Gobierno Federal, que está encar- 
gado de velar por el goce de esas instituciones, comience por 
desconocerlas cuando se discuten ante las autoridades judiciales 
establecidas en su jurisdicción. 

Abona bien, el privilegio de no se. arrestados de que gozan 
los legisladores, constituye un elemento inherente al sistema re- 
publicano de gobierno, porque, como dice Story, no podría ser 
destruido sin poner en peligro las .libertades públicas, a la vez que 
la independencia privada de tes miembros de !os cuerpos políti- 
cos. En rigor, no es un privilegio de la persona sino del cuerpo 
a que pertenece. La Constitwíón Nacional así lo ha reconocido 
al consignarlo en los arts. 61 y 62, con respecto a los miembro* 
del Congreso, y por consiguiente las constituciones de provincia 
han debido repetirlo, con referencia a tos miembros de sus le- 
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gíslaturas, conformándose a la obligación que Ies impone el ar. 
ticulo 5. , de sujetarse al sistema republicano, de acuerdo con los 
principios, declaraciones y garantías que ella misma consagra- 
Puede decirse que las constituciones de provincia faltarían a la 
obligación que acabo de recordar, si no contuvieran la declara- 
ción de la inmunidad parlamentaría, desde que sin el!a no esta- 
rían llenadas las condiciones indispensables para la existencia y 
funcionamiento de las asambleas legislativas. Debe entenderse, 
por tanto, que dtaha inmunidad forma parte integrante de tina 
de las instituciones provinciales que están garantidas en su goce 
y ejercicio por el Gobierno Federal. 

Los arts. 105 y 106 de la Constitución Nacional, prescriben 
que los gobiernos de proviteia se dan sus propias instituciones 
se rigen por ellas, eligen sus gobernadores, legisladores y demás 
funcionarios, sin intervención de! Gobierno Federal, y dictan su 
propia constitiició'i, conforme a Jo dispuesto en el art. 5. . Con 
arreglo a estos preceptos, es de la esencia de nuestro sistema, 
que los gobiernos provinciales se desenvuelven en la más com- 
pleta autonomía, en lo que se refiere a su régimen interno, 
dando únicamente restringidas sus facultades en lo que consti- 
tuye el poder delegado a la Nación (art. 108). No cabe, por tan- 
to, la sujeción de?os funcionarios pr< ríndales a la autoridad de 
los jueces dfe la Nación, porque ella las privaría <le toda inde- 
pendencia en el desempeño de sus ca/*os, y, como lo ha dicho 
esta Corte Suprema en un caso aná!ogo al presente, (Fallos, to- 
mo 9, pág. 537). si los gobernadores o legisladores elegidos por 
e! pueblo de las provincias fueran sometidos a la jurisdicción de 
los tribunales federales, cesarían en su mandato local, con k> que 
quedaría burlada la autonomía electiva de las provincias consa- 
grada en nuestro sistema político Y por mi parte agregaré, que 
siendo un principio de ciencia política, que la atribución de una 
facultad confiere los medios de hacerla efectiva, no puede ne- 
garse que ci poder dado a las provincias para dictarse sus cons- 
tituciones bajo el sistema republicano, distribuyendo el gobierno 
en las tres ramas, legislativa, ejecutiva y judicial, lleva consigo 
la facultad de organizarlos con las garantías necesarias a su es- 
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tabilidad c independencia, para que aio sea letra muerta e! siste- 
ma federa! que hemos adoptado. 

He mencionado las cláusulas constitucionales que ampara.- 
las inmunidades de los legisladores de provincia, y ahora añadiré 
que no creo que la disposición del art. 31. en cuanto declara la 
supremacía de ¡a Constitución, de las leyes o tratados qué san 
cione el Congreso, sobre Jo qite prescriban las constituciones o 
leyes provinciales, m .un obstáculo para el reconocimiento de 
ese privilegio. En primer término, según creo haber demostrado, 
esas inmunidades tienen su origen, en un precepto de la Consti 
tución Nacional, por cuento han sido establecidas con arreglo a 
lo que ella misma dispone, y si e' sistema republicano ha de ser 
una verdad en toda la Nación, preciso es que sean efectivas !as 
condiciones esenciales para su existencia. En segundo lugar si 
es cierto que ol Código Penal es una ley de la Nación, «le aque- 
llas declaradas supremas en lodo el territorio de !a República, no 
es posibe decir que su aplicación no está sujeta a restriccic nes ni 
excepciones, pues existen algunas que emergen de la misma for- 
ma de gobierno. Dicho código es apücado en las provincias por 
los jueces locales, mando las personas o las cosas caen dent ¿> de 
su jurisdicción (art. 67, inciso 11. de la Constitución », v , r .icda 
librado a Jas formas procesales proscriptas por las leves locales, 
con lo que sufre las limitaciones inherentes al ordo 1 provincial! 
Con esto se comprueba que la supremacía reconocida a !a« leyes 
del Congreso, no es tan absoluta que llegue a borrar aquellas ex- 
cepciones que son una consecuencia de la organización federal, 
por cuant? 'a coordinación que es indispensable para la subsis- 
tencia de los poderes provinciales frente al poder nació ia \ exige 
que las facultades reconocidas a este último no avancen sobre el 
radio de acción atribuido a los primeros. Así k> expresa la misma 
Constitución Nacional, en el art. 67, inciso 11. que acabo de ci- 
tar, mando dice que la legis'ación común que dicta el Condeso 
no .kbc alterar fcs jurisdicciones locales. Refiriéndose a lo; 
equilibrios que deben contrabalancear los poderes constituciona- 
les, dice Woodrow VVilson que el más esencial es el relativo al 
que debe exigir entre el (VLierno Nacional y los gobiernos de 
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los estados, porque es la condición alrededor de la cual gira todo 
el sistema federal, y esta teoría extraída de la Constitución Ame- 
ricana, es de aplicación a nuestro sistema, en el cual la linea de 
demarcación entre las facultades federales y las provinciales, en 
lo relativo a la legación y organización judicial, ha quedado 
bien señalada, para que ni la una ni la otra se sientan menosca- 
badas <|>or una disminución de sus prerrogativas. 

Si el código penaJ, en cuanto es ley suprema de la Nación, 
.110 obsta a! reconocimiento de las inmunidades de los legislado- 
res de provincia, menos puede oponerse a ello el código de pro- 
cedimientos de la capital dictado por el Congreso Nacional en 
su carácter de legislatura local, con arreglo al art- 67, inciso 27 
de la Constitución, que no constituye una ley de la Nación, de 
las que menciona el art. 31 de la misma, sino una ley de carácter 
local relativa a! régimen interno de la capital de Ja República. 
Es elemental que el Poder Legislativo asume, dentro de nuestro 
sistema, dos funciones diversas; — citando obra como Congreso 
Nacional, dicta leyes de carácter federal aplicables en toda la 
República (art. 67, inciso 28 y art. 31 > :— cuando obra como le- 
gislatura local las leyes que se ?ancio ian son de aplicación en la 
Capital Federa] y territorios en que la Nación ejerce exclusiva 
• jurisdicción (art. 67, inciso 27). Creo por e=lo equivocada la 
teoría que contiene un considerando de la resolución apelada, al 
decir que el Código de Procedimientos de la capital, es ley supre- 
ma de la Nación, lo que no reputo ajustado a las cláusulas cons- 
titucionales citadas, como tampoco es aceptable que las disposi- 
ciones de dicho código puedan ser opuestas a los principios con- 
signados en una constitución provincia!. La legislación que dicta 
el Ccogreso para el gobierno de la capital está equiparada a la 
que sanciona cada legislatura para su respectiva provincia, y por 
consiguiente, no es posible atribuir supremacía a la una sobre la 
otra, como que están destinadas a regir en distintas ju- 
risdicciones. 

No puede pensarse que los fueros provinciales deben cir- 
cunscribirse a los limites de la provincia que las concede, por 
cuanto, para ser eficaz, la garantía que les acuerda el art 5 ci- 
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tacto, debe existir en cualquier sitio de la República en que se in- 
voquen, dado que de otra manera resultaría sm objeto, siendo 
dentro de su respectiva provincia, las autoridades locales, y no 
las federales, las que los harán respetar. En d territorio de cada 
provincia, las propias autoridades son las encargadas de juígar 
tas violaciones que se cometan en detrimento de sus institucio- 
nes ; cuando la violación 

ocurre fuera <le su territorio, es a la au- 
toridad federal a la qw compete ampararlas. Hay mis: sí el ar- 
tfctt\> 8 de la Constitución dice que los ciudadanos de cada pro- 
vincia gozan de todos los derechos, privilegios e inmunidades 
inherentes a! titulo de ciudadano en las demás, con igual razón 
debe concluirse que las inmunidades acordadas por una provin- 
cia a sus legisladores deben ser respetadas en las otras. 

Por te expuesto, y jurisprudencia concordante de esta Cor- 
te Suprema, en el caso ya atado ( tomo 9, pág. 537), con motivo 
de la querella promovida contra el gobernador de 'San Luis, y e! 
dictado posteriormente (tomo 103. pág. 437). en la causa seguí, 
da p^r Juan C Vkon contra don Marcelino Ugarte, gobernador 
de Buenos Aires» pido a V. E. se sirva revocar la sentencia ape- 
lada, declarando que no puede llevarse adelante este proceso 
mientras no sean levantadas las inmunidades de que goza el acu- 
sado, como senador de la provincia de Mendoza. 

Julio Botet 

FALtO DE LA CORTE SUPREMA 

*<*~ Aim, juik> a * nú. 

Vistos y considerando: 

Que en el proceso criminal seguido ante un juigado de ins- 
ción de la capital contra Eiequiel Tabernera (hijo), sobre 
raudación, éste impugna ta orden de prisión preventiva de- 
cretada por el juagado, amparándose en las inmunidades de que 
está investido por la Constitución de Mendoza como senador et. 
la legislatura de aquella provincia. 

Que resuelto por la Cámara de Apelación en lo Criminal 
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de la capital que 4 acusado no puede hacer vailer el privilegio 
invocado e interpuesto por éste, el recurso extraordinario pre- 
visto en d art. 22 del Código de Procedimientos respectivo, o 
sea, tí art. 14 de la ley de jurisdicción y cdí Apetencia de 1863, es 
el caso de determinar si la sentencia apelada ha desconocido' al- 
gún derecho, privilegio o exención que se encuentre fundado en 
aíguna de las prescripciones de la Constitución Nacional, que se 
invocan por el acusado, esto es, si la exención de arresto y pro- 
ceso criminal] sin el consentimiento de la cámara respectiva con- 
cedida al miembro de la legislatura por una constitución provin- 
cial, debe ser reconocida en los tribunales de la capital ante los 
que se le sigue proceso por delito, cuyo juzgamiento se conside- 
ra, hasta ahora, de la competencia de éstos. 

Que rf punto relativo a la competencia de jurisdicción pan 
el conocimiento de la causa, fundado en el ffugar del delito y res- 
pecto al que se mandó formar incidente por separado, 
en el memorial de fs. 193, es extraño al presente recurso extra- 
ordinario por no aparecer substanciado ni resuelto en las actua- 
ciones remitidas a esta Corte, no hallarse mencionado en la in- 
terposición del recurso para ante la misma, ni tratarse tampoco 
de un desconocimiento del fuero federal, a lo que se agrega, que 
en !a sentencia de la Cámara de lo Criminal se hizo constar que 
"corresponde resolver respecto a la procedencia del privilegio 
aludido, único motivo legal que podría existir para la suspensión 
o sea la .suspensión de! auto de prisión decretada contra el pro- 
cesado. 

Que para eximirse del cumplimiento de esa orden de 
sión, se han aducido por el defensor de Ezequicl Tabernera 
(hijo), los privilegios de que éste goza como senador en la legis- 
latura cié la provincia de Mendoza, sosteniendo que esos privife- 
£Íos están amparados por 1os arriados de la Constitución Na- 
cional, y que de esa inmunidad del proceso criminal gozan en 
todo el territorio de la N'ación, es decir, ante los tribunales de la 
capital o de otra* provincias, tanto los miemhros dtí Congreso 
Nacional como los de las legislaturas provinciales (fs. 168 y 173). 

Que a los efectos del recurso extraordinario interpuesto, 
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corresponde hcccr constar que, en la causa, e! defensor del pro- 
cesado ha alega-do en su oportunidad ío siguiente: 

"El caso sé presenta más grave, en presencia de los fueros 
e inmunidades de que goza mi defendido en virtud de la consti- 
tución de Mendoza, la que reconoce y ampara nuestra carta fun- 
damentar (arts. 104, 105 y 106). 

"La prisión preventiva que l\ S. ha decretado en vista de 
lo resuelto por la Exctna- Cámara no sólo es ineficaz, atento a 
las razones expuestas precedentemente, sino que desconoce los 
preceptos constitucionales invocados, ya que mi cliente sólo es 
justiciable ante los tribunales mendocinos, previo desafuero con- 
cedido por la legislatura provincial" < fe. 160). 

Que c:i su memorial de fs. 193, desarrollando esa tesis, 
agrega: "De ellas (relaciones interprovindalcs) Se trata en 
este proceso, ya que Ca cuestión se plantea, entre la capital j>or 
una parte y Menloza por la otra", expresando en síntesis final: 

"Mi defr ndido puede ampararse, coir.o legislador provin- 
cial, en :a exención de arresto que la Con<titiK:¡ón de Mendoza 
establece en sus artículos 95 y 96, y reconoce la ley suprema de 
la Nación (arts. 5, 6. 104, 105 y io6>". (Fojas 203). 

Oue entre los privilegios parlamentarios, la Constitución 
Nacional consagra el de exención de arre-to y el previo des- 
afuero en el procesamiento criminn!, en favor de los miembros 
del Congreso, sin que se encuentre en oüa disposición alguna 
que autorice a dar a los privilegios con que las constituciones 
provinciales invistan a 'los miembros de sus legislaturas, la mis- 

ma eficacia y alcance de aquéllos en todo el territorio de la Re- 
pública- 

Que la forma federal de gobierno a que se refiere el art i.' 
supone la coexistencia de un poder general y de poderes locales 
que actúan en su esfera propia (le acción y con imperio en toda 
la Nación el primero, y solo en una provincia determinada e! 
segundo, de manera que es dentro de sus respectivas limites que 
las últimas ejercen todo el poder no delegado al Gobierno Fede- 
ral, con arrogo al art. 104 de la Constitución. 
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Que para dar al privilegio de previo desafuero en proceso 
criminal contra el 'legislador de una provincia, autoridad y efi- 
cacia ante los tribunales de otra o de la Capital Federal, se dice 
que está basado en !os arts 5 y 106 de la Constitución, porque 
ésta impone a las provincias el sistema representativo republica- 
no y el privilegio indicado es inherente y de da esencia misma de 
ese sistema. 

Que un proceso criminal seguido ante los tribunales de la 
capital o de una provincia en caso de su competencia, contra un 
miembro de la legislatura de otra, por lo excepcional del caso no 
puede decirse que de hecho perturbe necesariamente el funcio- 
namiento de ese poder público provincial y debe agregarse que, 
ante la ciencia pcüítica, el privilegio contra esa clase de proceso 
tampoco puede ¡uxgar.se inherente o esencial al sistema repre- 
sentativo, dado que éste funciona sin él en la nación misma que 
ha proporcionado a las demás el modelo de ese sistema de go- 
bierno- (Cooleys Ulackstono, Com. H. I., ch. 2; May, L&w of 
Parliament, pág. 122; Cushbg, Ley Parí. Am. párrafo 563). 

Que ese privilegio no es inherente al sistema representativo 
republicano ni indispensable para su regular funcionamiento, lo 
comprueba ¡guaTmentc el ejemplo que ofrece el Congreso de 
la Unión Americana cundiendo su misión constitucional sin 
que sus miembros disfruten esa prerrogativa, a no ser en causas 
civiles pero no en las criminales, o sea, en las mismas condicio- 
nes que los miembros del Parlamento del Reino Unido de la 
Oran Bretaña. fStory, Com. párrafo 865; 207 U. S. 425, Wi- 
lliamson v. United States, 52 L. ed- 278). 

Que al reconocer wi términos explícitos a los miembros del 
Congreso el privilegio de no ser procesados en causa criminal 
sin previo desafuero íarts. 61 y 62), amparado por esta Corte en 
repetidos casos (Faí'os: tomo 14, pág. 223; tomo 41, pág. 405, 
tomo 54. pág. 432), la Constitución Argentina se separó de su 
modelo "por razones •peculiares a nuestra propia sociabilidad y 
motivos de alta poKtka" (Fallos: tomo 54. pág. 460), y no por- 
que fuera inherente al sistema representativo de gobierno, como 
se sostiene, dado que, romo se ha ihccho constar, no gozan de el 
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los miembros del parlamento mgtós, ni Jos del Congreso d<. 
Estados Unidos de América que sólo tienen la imnunidid de 
arresto en causas civiles y no en las criminales, va sea porque ha- 
yan creído que no era la acción del poder judicial la más expuesta 
a turbar el funcionamiento regular del poder legislativo, o corno 
k> expresa Story refiriéndose a la decisión de ambas cámaras del 
Parlamento Inglés en Á caso de Mr. Wilkes, porque el espíritu 
de partido de otros tiempos t*e hubiera apaciguado y progresado 
la pública justicia (párrafo 865) ; o bien, como observa Jef fer 
son, en consideración al principé de igualdad y especialmente 
para que aquellos que dictan las leves no queden ellos mismos 
exceptuados de su cumplimiento. ( Manual ói Pariiamentory 
Prartkre, Sec. II). 

Que bajo las condiciones que expresa, el Gobierno Federal 
garante a cada provincia, por e! art- 5. , el goce y ejercicio de si* 
instituciones, pero ello debe entenderse, dentro del Órden pro- 
vincial respectivo y sin extender ol imperio de las instituciones 
de una al territorio de otra, porque entonces esta última ven Iría 
a quedar regida, no por sus propias instituciones como Ce exige 
el art. 105, sino por las extrañas. ( Arg. de los Fallos de tomo 
3i,pág 62; del tomoGt.pág. 133:10111065, pág.58;tomo 114, 
pág. 3<>9). 

Que con arreglo a ese artículo 105, cada provincia se la sus 
propias instituciones y se rige por eflas con entera independen- 
cia de las demás, lo que es igualmente apCicnbíe a la capital de la 
Nación, gobernada por una legislación exclusiva del Con;'r^o, 
según el inciso 27, art. 67 de la misma Constitución y se encuen- 
tra organizada "en lo judicial cerno un gobierno prepio e inde- 
pendiente y de jurisdk-rión amplia y completa en todo lo qué es 
de régimen '¡ocal". ( Fallos : tomo 48. pág 71 ). 

Que si el miembro de una legislatura provincial llevara por 
todas las demás o a la capital equiparada a una provincia, la sal- 
vaguardia de sus inmunidades locales contra los procedimfóntos 
criminales de que se hiciera pasible en las últimas, se crearía en • 
algunos casos una situación más privilegiada que la de los mis- 
mos Icgis'adore* del lugar del proceso,, pues que varían en las 
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diversas constituciones las circunstancias- y la duración de las 
inmunidades así como la de su allanamiento. Un diputado de Ju- 
juy o de Santiago del Estero, procesado ante los tribunales de 
Mendoza tendría más privilegios que los de ésta desde que el 
allanamiento de los fueros del segundo sólo duraría tres meses 
perentorios y únicamente el término de ley el del primero. (Ar- 
tículos 97, Constitución de Mendoza ; 55, de la de Santiago, y 63 
de la de Jujuy). 

Que en cuanto al art. 8.» de la Constitución que el señor 
Prorurador General invoca <para sostener que las inmunidades 
acordadas por una provincia a sus legisladores deben ser respe- 
tadas en las otras, no autoriza tal conclusión. Esa disposición 
debe entenderse en el sentido de que los ciudadanos argentinos 

— únicos que reconoce la Constitución, arts. 108 y 67, inciso 11 

— gozarán efe iguales prerrogativas y derechos, cualquiera que 
sea el punto de la Nación en que se encuentren. EMa se refiere 
a los privilegios c inmunidades inherentes al t itrio de ciudadano 
y no se dirá que tengan este carácter aquellos que se atribuyen 
únicamente a los miembros de una legislatura. La sección 2.', 
art. IV de la Constitución Americana, traducida en c¡ art. 8" de 
ia nuestra, ha si lo interpretada en su verdadero alcance cuando 
la autorizada jurisprudencia de aqneKa Corte ha hecho constar 
lo .siguiente: 

•'Los privilegios especiales, gozados por ciudadanos en sus 
propios estados, no quedan por esta disposición, asegurados en 
otros. Xo se entendió por ella dar a las leyes de un estado acción 
alguna en otros estados. Xo pueden tener tal acción sino con eí 
permiso expreso o implícito de éstos. Los privilegios especiales 
que un estado confiere, deben ser gozados en el mismo (ai home) 
a menos que (Atengan el consentimiento de otros estados", (g 
Wall. 180). 

(¿no esc consentimiento respecto a .'a acción extraterrito- 
rial de los privilegios locales podría prácticamente ser alcanza- 
do mediante la facultad reconocida a las provincias de celebrar 
tratados parciales para fines de administración de justicia, ¿ntré 
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otros, con conocimiento del Conpeso Federal (art 107, Cons- 
titución). ; 

Que la declaración hecha por Ja cámara a quo de que el 
Código de procedimientos criminales de la capital no ha excep- 
tuado de prisión preventiva, ni requerido desafuero para el pro- 
cesamiento <k los miembros de las legislaturas provinciales a 
quienes no reconoce más prerogativas que <fa£anr por informe, 
como testigo, en su art. 290, (Considerando 3 fs. 183), no es 
suceptiWe de revisión ante esta Corte en el recurso extraordina- 
rio interpuesto, por tratarse de la interpretación y aplicación 
del derecho común relativo al ordenamiento de los juicios (ar- 
tículo 15, ley número 48 ; Fallos : tomo 67, pág. 275 ; tomo 97, 
pág 270; tomo 99- pág. 158; tomo 104, pág. 439). 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia ape- 
lada, oído <s¡ señor Procurador General, se la confirma en h 
parte que ha motivado el recurso. Notifíquese con el originad v 
devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cadanillas. 
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Ferrocarril del sud en autos con ct fisco nacional por cobro de 
arrendamientos. Recurso de hecho 

Sumario : i« El recurso de nulidad no procede en la instancia 
«p rtraordinaria autorizada por el art. 6.° de la ley 4055. 
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2 ° La alegación al contestarse «na demanda, de que un 
decreto especial de! Poder Ejecutivo no podía ser derogado 
o modificado por otro de carácter genera! y que las resolu- 
ciones de aquél no eran susceptibles de ser alteradas por 
Tesohtcionrs ministeriales, no da fcigar al recurso extraor- 
dinario del art. 14, (ley 48, si en apoyo de tal alegación no se 
ha invocado precepto constitucional o legal aílguno. 

Caso : Resulta del siguiente : 



FAUO DE LA CORTE SUPREMA 

B«M0ff Alrtt Jalla 28 dt OM. 

Autos, vistos y considerando : 

Que con arreglo a los términos de? art. 6> de la ley 4055 y 
a lo reiteradamente resuelto, no procede d recurso de nulidad 
para ante esta Corte en cosos de la naturaleza del presente, dis- 
tintos de los que emwnera el art. 3. de la misma ley. 

¡Que en lo que respecta af de apelación, no hay en realidad 
en el caso cuestiones substancia/les de las previstas en el art. 14, 
ley 4$ que autoricen la presente instancia extraordinaria, ni 
tffe vs han sido oportunamente planteadas en debida forma- 

Que, en efecto, al comentarse h demanda de fs. 1 por arren- 
damientos, la empresa del Fcrrocarri! del Sud, alegó; ti? Que 
im decreto especial <M Poder Ejecutivo no podia ser derogado 
o modificado por otro de carácter general ; 2* Que las resolu- 
ciones del Poder Ejccirtrvo no eran susceptibles de ser acera- 
das por resoluciones ministeriales (fs. 16). 

Que en apoyo de la primera proposición no se ha invocad 
precepto coiwtkucicna! o íegal algirno, como flo requiere el inciso 
3-°» «t. 14. ky 48. 

Qite lo propio es de observarse en cuanto a ía segunda, 
cuallquiera que 9ea su mérito; a que se agrega que la resolución 
de 10 de diciembre de 1909 (fs- 21 del expediente agregado) que 
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sirvió de base a la demanda, fué tomada por d Poder .Ejecutivo, 
y que «Ha se refiere a actuaciones administrativas anteriores, 
ordenadas por decreto de 10 de .«eptiembre de 1908, a los fine* 
de obtener el pago de arrendamiento de Dos concesionarios de 
varaderos. 

Que la cuestión de si después de -publicado el último decre- 
to de 10 de septiembre de 1908 quedó o no convertido en loca- 
tario del fisco el Ferrocarril del SxkI, es de deretího común y 
como tal ajena a 1a apelación permitida por el art. 6.° de !a ley 
número 4055. 

En su mérito, se declara no haber logar a los recursos in- 
terpuestos. Norrfíquesc con d original, repóngase el papel y ar- 
chívese, debiendo devolverse con testimonio de esta resolución 
los autos remitidos por vía de informe. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — Lccas Ló- 
pez Caramillas. 
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Valores RoscnfeJd Schneck y Cía. en autos con el gobierne de 
la provincia de Tucumán, por cobro de impuestos- Compe- 
tencia por inhibitoria. 



Sumario: 1.a justicia nacional es inccmj^Mcnte para conocer de 
las cuestiones sobre cobro de impuestos locales mientras no 
sean pagados con las reservas respectivas y se formulen 
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después las acciones en repetición que fuesen procedentes. 
En consecuencia, la Corte Suprema no es competente para 
conocer en un juicio de apremio por cobro del impuesto de 
patente y multa, seguido por un fiscal de gobierno en repre- 
sentación de una provincia, contra el vecino de otra. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Burao» Aire., j.11o24*UM. 

Suprema Corte: 

Trátase en este asunto del cobro de un impuesto local de la 
provincia de Tucumán, establecido por la tey de patentes. 

Tal institución está comprendida en la esfera do! poder no 
delegado de la Nación que conservan las provincias, de acuerdo 
con los arts. 104 y 105 de la Constitución Nacional, puesto que, 
entre los derechos correspondientes a su autonomía, *»stán in- 
vestidas principalmente de la facultad de imponer contribucio- 
nes y verificar Ta percepción de las mismas ski -!a intervención 
de ninguna autoridad extraña que restrinja la amplitud e inde- 
iwndencia necesaria para hacer efectivo e*e mismo derecho. 

De acuerdo con lo que Y. E- tiene declarado reiteradamen- 
te, la justicia federal es incompetente para conocer en las cues- 
tiones relativas al cobro de impuestos 'locales, en tanto que estos 
no se paguen, y deduzcan después, las acciones de repetición que 
fueren procedentes. 

B; carácter tributario, eminentemente local de la deuda a que 
se refieren estos autos, determina la competencia exclusiva de 
la jurisdicción (provincial para conocer en el presente asunto, 
independientemente de toda otra consideración que se relacione 
con la vecindad o con 'la nacionalklad de los litigantes. 

Por k> expuesto y jurisprudencia de V. E. (tomo 57, pági- 
na 46; tomo 108, pág. 5; tomo 114, pág. 282), corresponde de- 




i 



clarar improcedente la excepción de incompetencia formulad* 
ante esta Corte Suprema. 



Autos y vistas: Don Ramón A. Rojas por la firma social 
Rosenfeld Schneck y Cía. se presenta ante esta Corte promo- 
viendo una cuestión de competencia por inhibitoria contra el 
juez de i." instancia de la ciudad de Tucinnan ante el cual se ha 
promovido contra aquella razón social por «1 fiscal de la provin- 
cia una acción ejecutiva sobré cobro de pesos, fundando la com- 
petencia de esta Corte en la circunstancia de ser una provincia 
la parte demandante y tener los demandados su domicilio en esta 
capital- 

• 

Y considerando: 

Que en el informe expedido por el señor juez de i" instancia 
de Tucumán consta que la acción aVi promovida por vía de 
apremio por el fiscal de gobierno «o ha sido "por concepto de la 
patente de este año y multa respectiva del agente mismo de 
aquella razón social" lo que indica que se trata de la percepción 
de los impuestos focales de aquella provincia. » 

Que esta Suprema Corte tiene dedarado en reiteradas oca- 
siones, por aplicación de los arts. 104 y 105 de la Constitución, 
que la justicia nacional es incompetente para conocer de las 
cuestiones sobre cobro de impuestos locales mientras no sean 
pagados con las reservas respectivas y se formulen después las 
acciones en repetición que fueren procedentes- 

Que si el fuero federa! de privilegio no obsta a la percep- 
ción de los impuestos por intermedio de las autoridades Incales, 
tampoco puede oponerse contra la competencia de éstos el fue- 



Julio BoteU 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Bucaot Aira, julio MtftlM. 
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ro de! domicilio u otros. (Fallos: tomo 17, pág. 207; tomo 57, 
pág. 46; ton» 108, pág- 5; tomo 1 14, pág. 282). 

Que los casos que se citan no se oponen a esa doctrina. Bl 
primero consignado en la pág. 102, tomo 20 de Jos fallos de esta 
Corte, se refiere a una demanda contra un fiador y en el **un- 
do (tomo 99, pág. 66) la provincia misma había traído la _ 
por cobro de impuestos ante esta Corte y el fallo hizo constar 
"que tratándose de un beneficio acordado al Estado éste puede 
renunciarlo si no considera urgente el ingreso al tesoro de de- 
terminado impuesto" (Considerando 2. ). 

Por estos fundamentos y de conformidad con k> expuesto 
y pedido por el señor Procurador General, se declara no haber 
lugar a la inhibitoria deducida- Repuesto el papel archívese y 
hágase saber por oficio al señor juez de 1 ' instancia de Trot- 
inan con transcripción de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. DEL 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E- Palacio. — Lucas Ló- 
pez Cabaxillas. 



Nota En 18 de julio de la Corte Suprema no hizo kigar 

al recurso de hecho deducido por María L. de Subiza en el jui- 
cio que, por ¡nconstitwionalkfed, seguía contra tí 
to Nacional de Higiene por no aparecer en autos que se 
interpuesto y negado apelación para ante la misma. 



SM 
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Ddn S. Pellerini y Cía., contra el Gobierno Nacional, sobre 

interdicto de despojo 

Swneruf ; La ley de obras públicas nacionales número 775, no da 
derecho al constructor de una obra por cuenta del Estado, 
para retener ésta, hasta el pago de lo que le sea debido por 
razón de ella. 

Caso: Lo explican ías piezas salientes: 



SENTENCIA DEL ST- JUEZ FEDERAL 

Bueno» Aire», julio 12 de 10». 

Vistos estos autos de cuyo estudio 
Resulta: 

Los señores S. PeHerini y Cia.. se presentaron al juzgado 
instaurando interdicto de recobrar la posesión contra el Poder 
Ejecutivo Nacional. 

Fundaban la acción en que habían contratado con el Supe- 
t¡w Gobierno de la Nación, tía construcción de dos pabellones en 
la cárcel públka en el territorio federal del Neuquen; acompa- 
ñando una copia del referido contrato en rf que el juzgado en- 
contraría perfectamente determinados todos los detalles relati- 
vos a esa estipulación- » 

En cumplimiento de éste se trasladaron a la gobernación del 
Neuquén y construyeron. los pabellones ya referidos; haciendo 
también aumentos 1 y modificaciones, que fuera de lo estipulado, 
les ordenaron los representantes de! gobierno. Terminada la 
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óbra en noviembre de tnil novecientos nueve, exigieron el pago 
de la parta <le precio que se les adeudaba o sea !a suma de cua- 
renta y dos mil quinientos cincuenta y odio pesos con cuarenta y 
Oüéve ceitavos moneda naeiona.1, sin conseguir es pago. 

En consecuencia creia-n ejercitar un derecho indiscutible al 
retener !a obra construida en su poder hasta el íntegro pago de 
lo que por ella s e Ies adeudaba ; derecho consagrado en términos 
bien daros y categóricos, por los arts. 1558. 3939 y 394<>, con sus 
nota<. del Código Civil 

El deudor sin tenor en consideración esto, por intermedio 
de las autoridades del territorio federal del Xcuqucn Jo despo- 
jaron del edificio, violentando sus puertas, cernidas por los ac- 
tores : habiendo procedido a su ocupación, con 'os penados y de- 
tenido- por la policía del territorio, después de haber resistí lo 
la entrega de dicho edificio, como consta del expodiente admi- 
nistrativo 5418, letra Y f del Ministerio de Obras Públicas. 

Después de otras consideraciones, termhaba manifestando 
que su carácter de poseedores despoja-dos. no podía ponerse en 
duda, ya que. constituía despojo el acto violento o clandestino 
por el cual una persona es privada de una posa mueb!e o raíz, 
qué po**ta, como lo tiene declarado no sólo la ley 10, tft. io. par* 
tida 7.*. sino también la jurisprudencia uniforme de nuestros 
tribunales, pudiendo verse entre otros fallos los que se registran 
. en el tomo 46. pág 205; tomo 38 pág. 132; tomo 55, pág. 168: 
tomo 58, i)ág. 66, y tomo 96, pág. 102, de los Folios de !a Supre- 
ma Corte de Justicia Nacional. 

Invocaban esc derecho aplicable a los hechos expuestos pa- 
ra fundar *!a presente demanda que en forma deducían, solicitan- 
do que previo los trámites del caso se ordene por el juzgado la 
restitución de !a ¡«sesión arrebatada, con costas, daños y perjui- 
cios- 
De acuerdo con lo dispuesto en el art. 332 de la lev de pro- 
cedimientos nacionales fueron convocadas las partes a juicio ver- 
bal el que se eo'ebró a fs. 38 y en -cuyo acto se ofreció la prueba 
producida ; habiendo pedido el representante de! Poder Ejecuti- 
vo, el rechazo déla demanda con costas y manifestando que los 
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señores Felferini y Cía-, constructores de dos pabellones en la 
circo! del Neuquén pretendía..! que se les dé la posesión de los 
mismos que actualmente los tenía el Gobierno de la Nación. 

Que Jos actores no sólo habían fafltado sin reparo alguno a 
las condiciones establecidas en e! contrato; sino que además han 
perjudicado seriamente al Gobierno de la Nación, desde que el 
edificio en cuestión lejos de servir para el objeto a que se le des- 
tinaba, era un peligro para los penados que en él se alojan. 

Lino <te -los pabellones amenaza «derrumbarse y ya había sido 
desalojado, según resultaba del expediente del Ministerio de 
Obras Públicas, número 1137,, letra C ; y el otro se mantiene 
habitado, debido a la imposibilidad material de encontrar por 
el momento un local que reúna «las condiciones de seguridad in- 
dispensables para habilitarlo como cárcel. 

Después de otras diversas consideraciones, terminó su con- 
testación a !a demanda pidiendo se resolviera como lo habia so- 
¡'áfodo en un principio, es decir, su rechazo con costas, habiendo 
>ido oídas las partes respecto de las pruebas producidas se 
mandaron poner los autos para dictar sentencia. 



Y considerando : • 

Que la acción deducida es la posesoria correspondiente al 
interdicto de despojo que se hace emerger del derecho de reten-, 
ción que el actor sostiene correspondcrle ; 

Que si bien es principio consagrado por la ley y la doctrina, 
que cualquiera que sea (a naturaleza de la posesión, nadie puede 
turbarla arbitrariamente (art. 2469 Código Civil) la regla gene 
ral exige que pora que la posesión dé derecho a las acciones po- 
sesorias, no debe ser precaria (art. 2480) ; 

Que sólo corno excepción a esa regla el art. 3944 de! Código 
Civi! autoriza que cuando el que simplemente retiene la cosa ha 
sido desposeído de cía contra su voluntad por el propietario o 
por un tercero, puede reclamar la restitución ejercitando las ac- 
ciones posesorias ; 

Que estableciendo nuestro código las restricciones y forma- 
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lidadcs mhcrcTites a! ejercicio de !a acción posesoria de despojo 
< arts- 2492, 2493, 2494 y concordantes) para todos los casos ellas 
deberán ser observadas con mayor cxtrictcz en los que — como 
el ocurrente — según queda señalado constituyen la excepción 
por el liedlo fundamental <le pennk.rse al simple tenedor con 
derecho de retener (art. 3944) ; 

Que <lel examen de los autos en el sub judie c a base de los 
principios legales antes citados y de los hechos aducidos en la de- 
manda no aparecen suficientemente comprobados los extremos 
concurrentes que el Código Civil exige j>ara q„ e el interdicto 
prospere ; 

En efecto: los actores señores Pellcrini y Cía., han debido 
acreditar en forma indubitable no sólo su jxwesión o tenencia de 
la cosa, sino que también, y principalmente, el despojo y el tiein- 
]w e:i que lo realizó el demandado, ya que esta acción no córres- 
ele al que pierde la posesión o la simple tenencia con derecho 
•le atener por otros mwiios que — en el concepto verdadero — 
no impliquen despojo y teniendo en cuenta que ella só'o dura un 
añO desde que se produjo (art,. 2492, 2493 v 2494 Código Ci- 
vr. (. No lo ha hecho, empero, el actor como es fácil notarlo al 
examinar los autos ; 

Que ni siquiera los señores IVllcrini y Cía., han acreditado 
suficientemente, a juicio del suscripto, que les corresponda, can 
sujeción cxtneta a la ley. e! derecho de retención que invocan y 
?ohre el que Ixisan su acción, ya que sin c!, el interdicto de des- 
alojo no procedería. En efecto: el derecho de retención que es la 
facultad que corresponde al tenedor de una cosa ajena, para con- 
servar ila posesión hasta el pago de lo que le es debido por ra- 
zón de esa misma cosa (art. 3939 OVIigo Civil) requiere, para 
su invocación y ejercicio, que se justifique el carácter del acree- 
dor. \ en casos como o! ocurrente, en que ha v de por medio un 
contrato bilateral, foraoso fuera que Jos reclamantes empezaran 
demostrando el debido y total cumplimiento de su parte y. muy 
luego, el incumplimiento total o parcial de la contraria, ú han 
hecho así fot señores Pellerini y Cía.? Evidentemente no. y de 
las constancias de autos se desprende — muy a! contrario — que 




•u prestación de servicios no terminó de efectuarse en forma 
resultando deficiencias graves en la construcción, que violaban 
las cláusulas del contrato y ha disposiciones de la ley número 
775 «obre obras públicas ; 

Que para acreditar que les corresponde el derecho de reten- 
ción invocado, a los señores PcKerini y Cía., incumbía, de con- 
stguitnte, probar .'a existencia indubitable y perfectamente de- 
terminada al tiempo de la demanda de! cródito o saldo acreedor 
a su favor, lo que no han heoho, y sin cuyo requisito declarar la 
procedencia del privilegio mencionado parecería caprichoso ; 

Que si bien el hecho del despojo pudiera en principio signi- 
ficar una presunción favorable para el despojado y contraria al 
despojante, en el sub judice su existencia no ha sido tampoco 
acreditada en la forma concluyante necesaria para determinar el 
juicio del juzgado- De !a prueba producida a requisición de! ac- 
tor, no puede deducirse como solución inequívoca que hubo 
"despojo" en el concepto gramatical ni jurídico del vocablo, y sí 
— únicamente — la ocupación cíe los pabellones inconclusos de- 
terminada por necesidades de orden público, sin resistencia de 
nadie, sin violencia de persona o de cosas y en ¿ocales — Según 
resulta de la misma prueba — abandonados, f ver decoraciones 
Durrieu, Ramírez, Vcrsegnazi, Mir y Elordi) de hecho, por ¡os 
mismos constructores ; 

Que además prescindiendo de la consideración referente a 
la garantía pasiva que significa el derecho de retención — inne- 
cesaria tratándose del Estado cuya solvencia indiscutible no se 
pone en duda en este caso, — es de observarse que el $t*'j judice 
hállase regido por la ley especia; número 775 sobre obras públi- 
cas que no estableció d derecho de retener y cuya procedencia 
sería siempre dudosa mediando en su contra razones de interés 
público como las que determinaron la habilitación de los pabello- 
nes fie la cárcel del Neuquén ; 

Que, en estas circunstancias, no acreditada por los actores 
en forma leeal suficiente ni la procedencia del derecho que invo- 
ca 1 y de! íjne hacen emerger la acción posesoria que deducen, ni 
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les extremos necesarios para que ésta sea viable, corresponde el 
rechazo <k la demanda. 

Por tanto, definitivamente juzgando, fallo: Rechazando con 
costas la presente acción posesoria deducida contra el gobierno 
de la Nación por S- Polerini y Cía. Hágase saber original, insér- 
tese y repóngase. 

T. Arias. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE LA CAPITAL 

Bueno» Alrts Dlcltnbrc 4 de 1913. 

Vistos y considerando : 

i " Que !a ejecución délas obras públicas de la Nación está 
especialmente regida por la ley número 775 de 20 de julio del 
añó 1876. 

2.° Que dicha ley no autoriza a los contratistas a retener las 
obras cuando el Poder Ejecutivo las necesita para objetos del 
servicio público. 

3 o Que ino es jurídico calificar de despojo el acto del poder 
administrador que toma posesión de construcciones «decretadas 
por él para alojamiento de procesados. 

4-° Que, siendo notoria !a solvencia de la Nación en el caso 
presente, carece de objeto Cl derecho de retención del contratis- 
ta que se dice su acreedor, cuyos legítimos intereses están sufi- 
cientemente garantidos por los recursos legales que pueden de- 
ducir contra quienes le causaren danos y perjuicios injustifi- 
cados. 

Tor estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada, se la confirma con costas. Notifiques*, devuélvase y. re- 
póngase ol sellado ante e inferió 

Ferrcyra Cortés- — Agus- 
tín Urdvtarram.— Daniel Goy* 
ttái — /■ ;V. Matienco. 



»• FALLOS DE LA COftTE SUPREMA 

FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

ftram k\m Agosto I dt 9M 

• 

Y vistos : Los venidos tu apelación, de tía sentencia de fojas 
f ai, -dictada por la Cámara Federa! de esta Capital, en los autos 
sobre interdicto de despojo, promovido© por la sociedad S. Pe 
Hertní y Cía., contra é Gobierno Nacional ; de ellos 

Resulta : 

Que la demanda se funda en que habiendo los actores con- 
tratado con el Poder 'Ejecutivo la construcción de dos pabello- 
nes destinados para cárcel pública en el territorio nacional del 
Neuquén, por el preio y condiciones que expresa e! contrato de 
£$. i dieron cumplimento a -las obligaciones que les eran respec- 
tivas, con más las ampliaciones que les fueron ordenadas por lo» 
inspectores oficiales de 1a obra, y no obstante haber reclamado el 
pago del saldo deudor <le ($42-558.49 m|n.) pesos cuarenta y dos 
mil quinientos cincuenta y ocho con cuarenta y nueve centavos 
moneda nacional, no les 'fué abonado; por cuyo motivo, ejerci- 
tando el derecho de retención que les acuerdan los articiv'cs 1558, 

3939 y 3944» con sus notas, se negaron a entregar la construcción 
al gobierno, como les fué solicitado; poro éste, por medio de las 

autoridades del Neuquén, empleando la fuerza pública, se apo- 
deró del edificio construido y lo ocupó con los presos, guardia» 
y funcionarios de -dicha cárcel ; antecedentes que, en su concep- 
to, fundan suficientemente el interdicto de despojo que entalVan 
en tiempo, a fin de que se obligue al gobierno a reintegrarles en 
la posesión de que los ha despojado, con costas, daños y per- 
juicios- 

Que el representante del Poder Ejecutivo, contentando a 
fs. 38, sostiene la improcedencia de la acción posesoria instau- 
rada ya porque tes demandantes no construyeron la obra en las 
condiciones pactadas como lo han puesto de manifiesto los in-. 
formes periciales que corren en los expedientes administrativo^ 
formados con ta: motivo, ya también porque la ley de obras pú- 
blicas nacionales, número 775. «¡uc rige para las construcciones 
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por cuenta del Estado, mo acuerda a ios contratistas el dercdio 
de retención que éstos «pretenden. 

Y considerando : 

Que es precepto de nuestro derecho civil vigente, que las 
convenciones hedías en los contratos forman para las partes 
una regfla a la cual deben someterse como a la ley mismo. Ar- 
tículo 1197, Código Civil. 

Que en el caso, hállase expresamente estipulado por la 
cláusula 7. a del contrato de fs. 1, que rige las relaciones jurídi- 
cas de las partes, que "todo aquello que no esté especialmente 
previsto en este contrato, se regirá por la Oey <te obras publica r. 

Que no conteniendo dicha convención estipulación alguna de 
la cual pueda deducirse la facultad de retener la obra después de 
construida, corresponde examinar si ella puede inducirse de las 
disposiciones de la expresada ley, reconocida como supletoria 
del mismo contrato y a la cual debe ocurrirse por todo Qo que 110 
estuviere en él expresado. 

Que la «lectura de dicha ley convence plenamente de que 
ella no autoriza el ejercicio de tal prerrogativa en las obras 
construidas por cuenta del Estado y por el contrarío, lo dis- 
puesto en el art 64 da mérito para inducir una presunción in- 
compatible con el ejercicio de la retención de la obra por parte 
del constructor, desde que limita el deredio de éste solamente 
a cobrar del Gobierno intereses monitorios por el retardo en el 
pago del precio. 

Que, en consecuencia, los recurrentes no pueden pretender 
la reintegración en el ejercicio de derechos de que legalmente 
carecían. 

Por ello y fundamentos concordantes del fallo apelado de 
fs. i2i, se lo confirma- Notifiquese y devuélvanse, debiendo re- 
ponerse las fojas ante el inferior. 

A. Bermejo- — Nicanok G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio— Lucas Ló- 
pez Cabanillas. 
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CAUSA OOCLXCII 



Doña Ernestina de Mercedes Quiroga Herrera de Lujan i en 
autos con el Consejo Nacional de Educación, sobre cumplí- 
miento de sentencia. Recurso de hecho. 

Sumario : Invocado por el recurrente, al promover el pleito, un 
• privilegio amparado por una disposición de ía Constitución 
Nacional, y habiendo sido contraria a didio privilegio la 
decisión final, procede el recurso extraordinario del ar- 
tículo 14, ley 48 

Caso: Lo explican fas piezas siguientes: 



Suprema Corte : 

V 

El rccuT.^o extraordinario ha sido mal denegado, en razór» 
de haberse invocado por el recurrente al promover el juicio, un 
privilegio amparado en él art. 7. de la Constitución, y ser la 
decisión final diotada por la Excma. Cámara de lo Civfl de la 
capital, contraria a dicho privilegio- Por consiguiente, eí caso 
encuadra dentro de b disposición del art. 14, inciso 3. , ley 48, 
y su correlativo art. 6, ley 4055, y corresponde que V. E. decía- 
re procedente el recurso interpuesto. 

Entrando a examinar el fondo dd recurso, dentro de las li- 
mitaciones a que está sujeta la jurisdicción -de apelación de esta 
Corte Suprema, creo que «debe confirmarse «la sentencia recu- 



VÍSTA Oí-t Sr. PROCURADOR GENERA!, 
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rrida. La cláusula constitucional relativa a los actos públicos y 
procedimientos judiciales de una provi¿x¡a, que gozan de entera 
fe en todas ¡as demás, tiene un alcance limitado por ta jurisdic- 
ción amplia y exclusiva que tiene cada provincia dentro de su 
respectivo territorio (art- 104 de ta Constitución). Si se admi- 
tiera que los procedimientos celerados en ira provincia no 
pueden ser discutidos rri impugnados en d resto de 1a república, 
resultarían menoscabadas Jas facultades de tas autoridades ante 
las que se presentaran aquellos procedimientos, en razón de que 
se produciría una delegación de su jurisdicción en favor de los 
tribunales ante los que se ¡hi-bieren efectuado los mismos. En ei 
caso sub judice, no es posible desconocer el mérito probatorio 
de los documentos presentados .por la acto ra, pero ellos no pue- 
den servir para invalidar tos procedimientos seguidos en la Ca- 
pital Federal, que tienen igual valor a los celebrados en la pro- 
vincia de San Juan, y sí, como lo pretende esa parte, en virtud 
óe la declaratoria de herederos dictada en dicha provincia, se 
anulara 3a declaración de vacancia de ta herencia hecha en esta 
ciudad, se atribuiría una mayor importancia a las actuaciones 
practicadas en San Juan, con detrimento de la jurisdicción de 
los tribunales de la Copitad Federal. La prescripción contenida 
en el art. 7 de h Constitución ha sido aplicada por V. ¡E. (Fa- 
llos: temo 114, pág. 309), estableciendo que ninguno de los ar- 
tículos de la Constitución puede ser interpretado de manera a 
acordar a las leyes o actos- públicos de cada provincia, efecto al- 
guno extraterritorial capas de alterar las condiciones o forma- 
lidades que tas demás tengan proscriptas, pues es un principio 
de la misma Constitución que cada provincia se da sus propia» 
instituciones y se rige por ellas con independencia de las demás. 

Por lo expuesto pido a V. E- que, declarando procedente el 
recurso extraordinario se sirva confirmar la sentencia dictada 
en ta parte que ha podido ser materia del mismo. 



Julio Botct 



****** mi la conrs wowuma 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Bmsm Atas Agoste I tft tf 14. 

De conformidad con Jo expuesto por él «eñor Procurador 
General en da primera parte <id dictamen precedente, se dedara 
mal denegada b apelación ; y habiéndose remitido por vía de in- 
forme el expediente principal, autos, y pónganse éstos en secre- 
tada por el término de diez días y a los efectos dd ait 8 de la 
ley número 4055 ; sefettmkne loe días Junes y viernes para que 
los interesados coocurran a la secretaria a ser notificados. No- 
tifique* con el original y repóngase d papel. 

(Al Bermejo- — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Dabact. — 
D. E. Palacio. — Lucas Ló- 
pez Cabanillas. 



CAUSA CCCLXLIII 



Don Juan Bourne Liford Pikc, contra ti Gobierno de la 
provincia de Entre Ríos, por cobro de pesos 

} 

Sumario: Contratada la construcción de pozos semi turgente*, 
con e! propósito de suministrar agua potable, y suficiente a 
Jos usos de establecimientos de diversos pueblos o ciudades, 
el contratista no tiene derecho a cobrar efl precio estipulado, 
basta tanto los pozos no den el agua en las condiciones que 
«e tuvo en vista a] contratar su construcción. 

Caso; Resufea del siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



•wm AJm, Atotte I * «4. 

Y vistos estos autos de los que resulta : 

Que don Juan Bourne Liford Rice, representado por don 
Sandalio J. Parodi deduce demanda contra ta provincia de En- 
tre Ríos, por cobro de ta suma de veintiún mii quinientos cua- 
renta y un pesos con sesenta y nueve centavos moneda rtacioad, 
que sostiene 4c adeuda, y a cuyo pago pide que se le condene 
con más sus intereses y costas, exponiendo: 

Que el gobierno de la referida provincia había adquirido 
una máquina perforadora que hizo trabajar con resultados ne- 
gativos en Ja ciudad de Victoria y en ia de Tala, por lo que re- 
solvió entonces llamar a licitación la construcción de diez pozos 
sobre ta base de que sería adquirida la propiedad de la indicada 
máquina, mediante amortizaciones proporcionadas sobre eJ cos- 
to de cada poso construido- 

Que en esta licitación se formularon por el Departamento 
de Obras Públicas, entre otras especificaciones que no hacen al 
caso, que las perforaciones debían llegar hasta la napa semisuc* 
gente y que se consideraría que la perforación había alcanzado 
esta napa cuando después de funcionar doce horas una bomba 
a mano extrayendo el agua por caños de dos pulgadas, la colum- 
na de agua dentro del cano se mantuviera a la misma altura. 

Que pendientes los avisos de licitación, el actor propuso al 
Gobierno la construcción de Tos pozos por 4a suma de tres mil 
pesos moneda nacional cada uno, pagaderos al contado y la ad- 
quisición de la maquina perforadora por la suma de diez mil 
pesos para cu>x> pago se descontaría por cuotas de mí pesos 
propuesta que fué aceptada por el decreto de fecha 14 de mam 
de 1910, por el que se mandó pasar el expediente respectivo a 
la escribanía de gobierno a los efectos dej contrato que fu* 
otorgado en dieciocho del mismo mes y año; testimonio de fe. 5. 

Que independientemente de otros pozos ejecutados sin ma- 
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yores dificultades, e! gobierno dispuso la construcción de uno 
en h andad de Victoria, para la policía de la ¿ocalidad. que 
quedo sometido a las estipulaciones del contrata y l a ampliación 
del mismo aceptada por el decreto del 25 de enero de 191 1, fs. j 4 . 

Que iniciados los trabajos de perforación y suspendidos 
varias veces, tanto el ministro como después el gobernador, in- 
dicaron al actor que siguiera Ja perforación porque el agua en- 
contrada no era potable, sino salada, continuándose entonces los 
trabajos hasta doscientos cuarenta y un metros treinta y siete 
centmetros de profundidad, que consta del certificado suscrip- 
to por el jefe de policía de Victoria, fs. 16. 

Que la cuenta que acompaña y corre a fs. 2 cuvo pago ges- 
tiona representa eJ costo exacto de las perforaciones con suje- 
ción al contrato y sus ampliaciones de la que se ha deducido los 
mil pesos de amortización por el precio de compra de la máqui- ' 
cía perforadora quedando asi el saldo que cobra. 

Que el gobierno de la provincia demandada no desconoce 
la exactitud de las partidas que forman !a cuenta mencionada, 
pero se niega a satisfacerla, declarando que no recibirá ni ahu- 
mará dicho pozo mientras no se dé agua potabie y que es de 
cuenta del actor arbitrar los medios para conseguirlo de acucr 
do, dice, con lo estipulado en el contrato celebrado en marzo de 
1910 y ampliación de fecha enero 16 de 1911. aceptada por re- 
solución de 28 del mismo mes y año; todo lo que !o ha obligado 
a promover esta demanda invocando en su favor lo dispuesto 
en el art. 1 197 del Código Civil y sus concordantes. 

Declarada esta causa de 'la jurisdicción originaria de esta 
Corte a mérito de la información producida, y corrido trasado 
de la demanda el representante de la provincia pide su rechazo, 
con costas, sosteniendo: 

Que el gobierno de Entre Ríos como medio de resolver e 
problema del agua potable en los establecimientos públicos de 
las distintas ciudades de la provincia, adquirió una máquina 
perforadora con la que inició !a construcción de algunos pozo>, 
los que no dieron resultado por la falta de competencia del per- 
sonal encargado de los trabajos, Jo que motivó una licitación 
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que no se llevó a cabo, aceptándose la propuesta particular que 
jiíao el demandante en las condiciones especificadas en el con- 
trato y ampliaciones hedías con posterioridad a que se refieren 
.'os decretos respectivos. 

Que esta obra se hizo coi cí propósito claramente determi- 
nado por las necesidades que debía satisfacer, proposito conoci- 
do y comprendido por parte del actor, quien no puede alegar 
que o! gobierno se propusiera encontrar agua, cualquiera que 
fueran sus propiedades, sino agua apta para beber, porque si 
esto no hubiera sido su fin, «lados los usos de la región, bastaban 
los pozos de primera napa. 

Que en el ca<o sub judicc la razón que determinó la cons- 
tracción de! pozo en el edificio ocupado por la policía v cárcel 
<le Victoria, es más indiscutible si se considera que es a'f'i de ab- 
soluta necesidad el agua potable y que asi lo lia entendido c! ac 
tor al proponer ciertas modificaciones a su primitiva propuesta, 
sobre las que el gobierno solicitó aclaraciones que aquél se apre- 
suró a satisfaces en estos términos: "Evacuando la vista confe- 
rida y aclarando el concepto de mi propuesta, " respecto de ios 
perjuicios que pudiera ocasionare por al paso de 'a máquina, a 
S.S. que es entendido, que no comprendo las demoras que se oca- 
sionan en el transporte de un punto a otro de la máquina, en los 
•lias de lluvias, ni falta de caños, sino para los casos que el go- 
bierno me haga parar el trabajo por razones imputables a él. 
como ser, toma de muestras de aguas para ser analizadas. . ." 

Que ninguna razón explicaría !o expuesto respecto de la 
toma de muestra de agua para su análisis, si ¿a intención de los 
contratantes no hubiere sitio la de buscar agua potable, condi- 
ciones que no reúne la que se lia encontrado, pues eKa no es apta 
para bct»er, ni para el riego, como lo confirma el mismo actor 
en su demanda y en las comunicaciones que ofrece como prueba. 

Que el actor no ha cumplido ni con las obligaciones con- 
traídas, ni demostrado la imposibilidad de encontrar el agua 
en .las condiciones indicadas, y que es. entoncese de aplicarse Jo 
dispuesto por el Código Civil en su art 1201, por cuanto se tra- 
ta de un contrato bilateral ; agregando que el gobierno no acep- 
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ta la cuenta que expresa la demanda, la que excede a la que 
presentara en oportunidad a la^ oficinas del Ministerio de Go- 
bierno en sus anteriores gestiones. 

Recibida la causa a prueba, producidas las que expresa c! 
certificado de f s. 8o y agregados Jos alegatos de Jas partes, se 
llamaron Jos autos para refinitiva, fs. 84 y 86. 

Y considerando: 

Que de bs antecedentes relacionado», así como de las prue- 
bas que al respecto se íwn producido, resulta que el Gobierno 
de Entre Ríos aceptó las propuestas que hizo e! actor, para la 
construcción de diversos pozos sem bus-gentes, de acuerdo con 
las especificaciones hechas por el Departamento de Obras Pú- 
blicas y avisos de licitación, celebrando, al efecto, en 18 de mar- 
zo de 1910, en escritura pública, el contrato cuyo testimonio 
corre de fs. 5 a f s. 1 1 de estos autos- 

Que se fha justificado también que cü gobierno se propuso 
o>tí estas obras proveer del agua necesaria a los establecimien- 
tos de los distintos pueblos o • ciudades de la provincia, desde 
que con este objeto se había procedido a la construcción de va- 
rios pozos con una máquina perforadora de su propiedad y or- 
denado la licitación que se dejó sin efecto al aceptar !a propues- 
ta del actor en Jos termines que aparece del contrato referido. 
Escritura de fs- 5. I «, 

Que dadas las necesidades que el gobierno se proponía sa- 
tisfacer al adquirir »la máquina perforadora y ordenar los traba- 
jos que se llevaron a cabo directamente sin resultado, según se 
expresa en el escrito de contestación y se reconoce también por 
el actor en su demanda, se deduce que los propósitos que se tu- 
vieron en vista «o pudieron ser otros que el suministrar el agua 
potable y suficiente, como se ha dicho, a los usos de los estable- 
cimientos en los que deberían construirse, hasta llegar a la napa 
semisurgente. 

Que «de no haber sido éste eí propósito, no habrían tenido 
objeto práctico los trabajos realizados directamente con ese fin, 
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ni ÍB licitación ordenada, y que nwt¡vo , a propueste a 

comunes* d3 ' pUCS 0,1 teI caso habrian ^^do ¿9 pozo. 

Que lo expuesto aparece confirmado por d decreto de' go- 
bernó demandado de fecha ^ de septiembre de ion. en el q« 
se dispone hacer saber a. actor "que no se recibirá «ni abonará 
el pozo semisurgentc de Victoria, basta tanto no se dé agua po- 
table; ,,endo de su centa arbitrar los medios para conseguirlo, 
de acuerdo con lo estipulado en el contrato. Copia legalizada dé 
fs- 48 y comunicación oficial de fs. 49. 

d., M S¡ t*T T ' ,,U í ÍCra ont€ndid <> tal actitud de parte 
del gobernó de Entre Ríos, era contraria a los término, y^ 

^T? dC 16 06 enero de ap"*^ Por de- 
creto de tedia 25 del mismo mes y año (fs 13 y 14). no se ex. 

^Ta rfzs ■# cerca de s. 

que tema en la fecha deUxpresado decreto de fs. 48, aceptando 
tácitamente la interpretación dada por dicho gobierno a tos cZ 
vemos existentes. Argumento, art. 1146, Código Civil. 

Que esto sentado, no puede ser dudosp que Ja pretensión 
delcontratista de dejar la obra en el estado Tn i¡ue se ha^y le 
cobrar s» precio como si eüa hubiese sido Ja estipulada. es ¡„- 
aceptatte, pues, se impondría a la provincia el pago de ese ore- 
cío antes de que se hubiera logrado los beneficios que aquélh 
deNa reportarle, sin culpa ni omisión alguna de su parte. 

Que si bien no está expresa o formalmente determinada en 
el contrato. Jas condiciones o calidad de agua que debía propor- 
cionarse, procede considerar que ella se «feria al agua apta 
para la alimentación y que esto está dentro de 4o convenido des- 
de que Jos contratos obligan no sólo a lo que está formalmente 
expresado en ellos, sino también a todas las consecuencias que 
puedan considerarse que hubiesen sido virtuamente compren- 
didas (art. 1 198, Código Civil) ; debiendo para determinar las 
■consecuencias no previstos por tos contratantes o por la ley el 
uso o la costumbre, buscarse, en su defecto, en la equidad, como 
lo ensena la doctrina. Machado, Comentario del Código Civil 
Argentino, tomo 3°, pág. 350. 
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Que en los contratos bilaterales las obligaciones reciproca* 
se encuentran de ta-! manera ligadas entre sí, que una de las 
partes no puede demandar a la otra su cumplimiento, si no pro- 
base e!1a previamente haber cumplido u ofreciese cumplir la 
que le corresponde, como k> establece el art. 1201 dol Código 
Civil citado; y en tal virtud, la demanda del actor no ha podido 
ni puede prosperar en el ca*o snb judice, desde que, según re- 
sulta de lo expuesto, no >ha llenado las condiciones determina- 
das en los convenios expresados para poder exigir del Gobierno 
de Entre Ríos el pago de los trabajos practicados. 

Por ello, se absuelve al gobierno de la provincia de Entre 
Ríos de la demanda deducida. Las costas se pagarán en el or-. 
den causado, en atención a la naturaleza de las cuestiones deba- 
tida-. Xotifiquese original y repuestos los sellos, archívese. 

A. BERMEJO, — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
P. E. Palacio. — Lucas LÓ- 
PEZ Ca man illas. 



CAUSA CCCLXLIV 

Don José Fcrrario, coMra la sucesión de don Sebastián Fontán, 
sobre desalojo. Contienda de competencia 

Sumario: El conocimiento de una demanda por desalojamiento, 
contra una sucesión, corresponde aJ juez de ésta: 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DK LA PLATA 

La Plata, SaptJtiabrt 18 da IBI2. 

Y vistos: 

Considerando: Que el Código de Procedimientos vigente en 
la provincia si bien lia dispuesto que las acciones .le desalojo 
deberán entablarse ante el juez de la .situación de 'a cosa, no ha 
hecho excepción al principio de la universalidad del juicio suc* 
sorio que atrae a si todos los asuntos promovidos contra el cau- 
sante y -los demás que puedan intentarse- 

Por c! contrario, aquella ley ha reproducido las disposicio- 
nes «leí Código Civil, estableciendo como éste que ante el juez de 
la sucesión deben entablarse las acciones personales de los 
acreedores del difunto antes de la división de la herencia (ar- 
tículo ii, inciso 4"). 

Las leyes y la doctrina común entre nosotros acuerda gran 
fuerza a la universalidad dd juicio sucesorio, y asi hasta las ac- 
ciones deducidas ante la jurisdicción federal, que es excluyeme 
deben venir ante el juez de la sucesión. (Lev de septiembre de 
1863. art 12). 

•El mismo codificador on !a nota al art. 3284, número 4. 
dice qué son -las acciones reales, como la reivindicación o la ac- 
ción hipotecaria respecto de un inmueble de la sucesión, las que 
deben dirigirse ante el juez de! lugar donde están situados los 
bienes, de donde se infiere que las acciones como la de desalojo 
que no son netamente reales, que no van escritas en la cosa mis- 
ma como se dice de aquella*, •deben ventilarse ante el juez del 
juicio sucesorio (ver también Machado. Exposición y Comenta- 
rio, tomo 8. ftags. 286 y 302, y Fallo de la Excma. amara Civil 
de la Capital Federa!, tomo 5 , Serie 2.a, pág. 411). 

Por estos fundamentos y los concordantes «lucidos por los 
Ministerios Públicos, se declara procedente el pedido de inhibi- 
toria formulado en el escrito de fs. 3, revocándose en conse- 
cuencia del auto recurrido de fs. 4 vta- Devuélvase. — Jiménez 
— Insaurraya. — Johanncton. — Ante mi: Pedro Duhaldc. 
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Btitflot Aire», Agoito I U 1914. 

vistos, los <le contienda de competencia entre un juez de 
tr instancia en lo civil de La Plata y otro de igual categoría de 
la capital, para conocer del juicio por desalojo de un catnpo si- 
tuado en el territorio nacional de te Pampa, iniciado por don 
José Ferrario contra la sucesión de don Sebastián Fontán. 
• 

Considerando : 

Que la sucesión demandada se tramita ante el primero de 
Jos jueces mencionemos antes, por haber sido la provincia de 
Buenos Aires el último domicilio que tuvo e! causante a da épo- 
ca de su faHecimiento. (Art. 3284, Código Civil). 

Que con arreglo a lo dispuesto en el inciso 4. de dicho ar- 
ticulo, hs acciones personajes de los acreedores del difunto, de- 
ben proseguirse o entablarse ante e< juez de la sucesión 

Que en el caso se trata de una acción personal, pues que 
ella surge del contrato de locación corriente a fs. 1 de los autos 
de la capital, generador de obligaciones y no de derechos rea- 
les en lo que a sus efectos propios se .refiere. (Fallos: tomo 66, 
pág. 288) y en tal concepto corresponde ser fllevada ante el juez 
de la sucesión. (Filos: tomo 86, pág. 212 y otros). 

Que no importa para ello que en el art. 6.° del recordado 
contrato se hubiese estipulado, como lugar del cumplimiento de 
las obligaciones del mismo, esta capital; porque tal circunstan- 
cia, como otras, consignadas en las leyes, ceden ante la jurisdic- 
ción excepcional que acuerda al juez de la sucesión, en los casos 
que indica el art. 3284 del código citado, por tratarse de un jui- 
cio universal. (Faillos, tomo 14, pág. 92; tomo 37, pág- 354 y 
otros) sin que tenga aplicación al casó la fí odrina del art. 3270, 
que no regla la jurisdicción que por motivos de interés genera! 
prescribe dicho código para los casos que enumera. 
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Por lo expuesto y oído el señor Procurador General, se de- 
clara juez competente en el juicio de la referencia, al de La 
Plata a quien se 1e remitirán los autos previa reposición de se- 
llos, avisándose por oficio al de la capital Notifíquese original. 

A. Bermejo. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caban illas. 
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CAUSA CCCLXLV 

French hermanos, en autos con Rodolfo Freyrc, sobre mesura. 

Recurso de hecho 

Sumario: i.° No procede el recurso extraordinario del art. 14, 
inciso 2°, 1ey 48, en un caso en que no existe el conflicto 
que se pretende entre una ley nacional y otra provincial, 
decidido a favor de ésta. 

2." El art. 4." de la ley número i¡9y, de la provincia de 
Santa Fe, sobre perención de instancia, que establece que 
"ella empezará a regir desde su promulgación para los jui- 
cios que se inicien después de su vigencia", no es repugnan- 
te al principio contenido en el art. 5 del Código Civil. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

ALTO DEL SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA DE SANTA FE 

SmU Ft, jualo 13 * 1013 

Y vistos : la perención por vía de excepción alegada por el 
representante de la parte de Freyre en los autos caratulados, 
French Hermanos, juicio de mensura. Y considerando: Que 
como lo ha establecido !a jurisprudencia de este tribunal en ca- 
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sos análogos, y se -consigna en la resolución de fe. 267, de este 
expediente, las disposiciones sobre perdición del código de pro- 
cedimientos en vigencia deben aplicarse, aún en los casos en que 
los juicios, como ocurre en el sub jttdicc, hubiesen sido iniciados 
bajo el imperio de Ja ley anterior; como claramente lo dá a en- 
tender la última parte del ai*. 1 106, al prescribir, que el término 
de la perención empezará a correr desde la promulgación de di- 
día ley. 

Que la expresada disposición no está en pugna con el prin- 
cipio de la no -retroactividad de las leyes, sancionado por el ar- 
tículo 3. del Código Civil, porque precisamente dicha disposi- 
ción lejos de retrotraer los términos por ella establecidos, ter- 
minantemente declara que empezarán a correr desde su promul- 
gación. Sentado como queda que el caso sub judice cae bajo el 
imperio dd código vigente, resta considerar si el presente casó 
debe regirse por la disposición del art 1103 tal como estaba e:i 
la ley, antes de la reforma de 1904, o ta! cano actualmente rige. 
La citada ley de i.° de junio de 1904, que reformó el término de 
seis meses por el de un año,para que la perención se operara, es- 
tablece en su art. 4 "que ella empezará a regir desde su pro- 
mulgación para los juicios que se inicien después de su vigen- 
cia". Esta prescripción legislativa aleja desde luego toda duda 
al respecto, pues basta considerar que el svb judicc, fiase inicia- 
do antes del año 1904, para conduir que no le es a él aplicable 
la disposición reformada, sino tal como se consignaba en el có- 
digo vigente antes de la ley número 1191. 

Que esto así, la cuestión queda reducida a averiguar, si se 
ha operado o no la paralización del procedimiento por seis me- 
ses, que requiere el citado art- 1 103, para que proceda en esta 
instancia la perención alegada. En efecto, y como implícitamen- 
te lo reconoce la defensa, dicho término ha transcurrido con 
exceso, pues, basta saber que desde el 16 de agosto del año 191 1 
fecha en que fué proveído escrito de fs. 273 hasta el 15 de abril 
del corriente año en que lo fué el escrito de fs. 274 ha atediado 
un término <k ocho meses, menos un día, de paralizado el procedi- 
miento, habiéndose formulado la excepción de perención al 
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otro día de notificado el último decreto, es decir, dentro de! 
término señalado por el art. i ioo, lo que hace a todas luces pro- 
cedente la excepción opuesta. 

Por estas consideraciones, se resuelve: hacer lugar a la ex- 
cepción de perención alegada dándose por firme y ejecutoriada 
la sentencia apelada (art. 1104 del Código de Procedimientos), 
con costas. Rcgúlanse dos honorarios del procurador Saurit y 
abogado patrocinante, doctor Dcpetriz, en este incidente, en las 
sumas de ochenta y ciento cuarenta pesos moneda nacional, res- 
pectivamente. Hágase saber y bajen. — Busankhc. — Maciei* 

— Moscoso- — Ante mi: Fícente K García, secretario. 

* 

escrito interponiendo recurso para ante la corte suprema 
Excma. Sala de Primer Turno: 

Abraham Francioni, por los hermanos French, en el juicio 
que éstos siguen contra don Rodolfo Freyrc sobre mensura, co- 
mo mejor proceda a V. E. expongo: 

Que mis representados no están conformes con la resolu- 
ción de V E. dictada en el incidente de perención promovido de 
contrario en d juicio de referencia, razón por la que me han 
dado instrucciones a fin de que en su nombre interponga contra 
ella recurso de ajxlación para ante la Suprema Corte Nacional!. 

Es para dar cumplimiento a dichas instrucciones que ocurro 
ante V. E. nuevamenie. El expresado recurso se encuentra au- 
torizado por la disposición del art. 14, inciso 2 o , de la ley nú- 
mero 48, de 14 de septiembre de 1863, y resulta indiscutiblemen- 
te procedente en el caso de autos, como paso a demostrarlo. 

La primera condición exigida por dioha ley para que pros- 
pere el recurso, esto es, la que se refiere al carácter definitivo 
que debe revestir !a resolución recurrida, se desprende de los 
mismos términos de la dictada p r V. E-, desde que al hacerse 
lugar a la perención, se declara firme y ejecutoriada la senten- 
cia de primera instancia. » 

Respecto a dos demás requisitos legales, también concurren 
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debidamente en el presente «aso. Un verdadero conflicto de te 
yes se ha presentado al estudio y decisión de V. E. con motivo 
del incidente de perención: «1 Código de Procedimientos actual 
con su articulo 1103 que establece para la perención de los pro- 
cedimientos de segunda instancia el término de seis meses, en 
colisión con da ley número 1191 de i » de junio de 1904 con su 
art. 2. a , inciso b, que reforma el citado art 1103, estableciendo 
para la caducidad de la segunda instancia el término de un año, 
y con el art. 4." de la misma !ey que dispone que ella empezará 
a regir desde su promulgación, y para los juicios que se inicien 
después de su vigencia. 

Indudablemente, esta sanción legislativa, principalmente en 
su última parte, hiere de muerte el principio contenido en el ar- 
tículo s del Código Civil, por cuanto siendo la ley número 1191 
de órden publico, no sólo por tratarse de una ley de procedi- 
mientos, sino por la naturaleza misma de la institución de la 
perención a que ella atañe en su art. 2,". Ya que su creaci/m res- 
ponde a una alta y previsora razón d e interés social indiscutible 
no se ha podido detener la vigencia de dicha ley más allá del 
tiempo indispensable para su promulgación y ha debido esta- 
tuirse su aplicación inmediata. 

Mi parte ha sometido esta cuestión al juzgamiento de V. E 
(véase mi escrito de fs. ), sosteniendo que la disposición del 
art. 4-c de la ley numero 1191, «s repugnante al art. 5.° del Có- 
digo Civil ; que debiendo prevalecer las reglas de este artículo 
sobre la disposición del citado art. 4. , no podía ni debía reco- 
nocérsele a esta última disposición, en absoluto, validez y efica- 
cia jurídica ninguna; que, en su consecuencia, correspondiendo 
dejar de lado la expresada sanción legialativa de la legislatura 
provincial, debía darse aplicación inmediata a la ley nueva (ar- 
ticulo 2', inciso b) cualquiera que hubiese sido la fecha de la 
promoción del incidente, como la de ¿a iniciación del juicio mis- 
mo y sin que parte alguna pudiese alegar derechos adquiridos 
fundada en una ley anterior (art. 1 103. del Código de Procedi- 
mientos) que debe considerarse sin vigor por virtud del imperio 
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inmediato de la ley nueva, desde su promulgación, en razón del 
carácter que reviste esta última ley de orden público. 

Pero V. E- en su resolución, se ha fundado precisamente 
en la disposición del art. 4° tic la ley número 1191 para aplicar 
al caso suscitado la disposición anterior y reformada del ar- 
ticulo 1 103 del Código de Procedimientos, decidiéndose, por 
consiguiente, por 3a validez y eficacia de una disposición legal 
de provincia, que contraría y es repugnante a todas luces al prin- 
cipio contenido en el art- 5. de una ley del Congreso, como es 
el Código Civil. 

V. E. sienta esa conclusión, en la resolución dictada, en los 
considerandos siguientes, que me permito transcribir: "La ci-* 
tada ley de I o de junio de 1904, que reformó el término de seis 
meses por d de un año, para que la perención se operara, esta- 
blece en su art. 4. que ella empezará a regir desde su promulga- 
ción para los juicios que se inicien después de su vigentia. Esta 
prescripción legislativa aleja desde luego toda duda al respecto, 
pues basta considerar que el sub judice, hase iniciado antes del 
año 1904, para concluir que no de es a él aplicable la disposición 
reformada, sino tal como se consignaba en el código vigente an- 
tes de la ley -número 1 191" 

Resulta evidente, pues, que la resolución de V. E. prestan- 
do acatamiento a la sanción del art. 4 de la ley número 1191— 
pues que ha sido a mérito de su precepto que ha aplicado ai ca- 
so en tela de juicio la ley antigua — se ha pronunciado en favor 
de la perfecta validez y eficacia de esa sanción, violando fran- 
camente d principio del art. 5 ° del Código Civil, frente al cual 
aqueíla es repugnante* 

Y he aquí, tiomo se vé, reunidos los demás requisitos que 
ha menester para fundar la procedencia del recurso de abla- 
ción para ante la Suprema Corte Nacional, procedencia que, 
por otra parte, resulta inconmovible, no obstante lo dispuesto 
por el art. 15 de la Jey nacional invocada, porque, como lo ha 
consagrado la jurisprudencia en un caso análogo "la restricción 
del art 15 de la ley de jurisdicción, no comprende el caso en que 
se invoca la violación de una disposición del Código Civil, no 



338 



FAlAOt DK LA CO*T* SUPKEMA 



por haber sido mal interpretada y aplicada, sino por haberse 
prescindido de ella y haberse aplicado en su lugar, la disposi- 
ción de ima ley provincia] repugnante a aquélla" (S. C X tomo 
76,pág. 35*) . 

Por lo demás, entiendo que no podrá suscitarse duda nin- 
guna acerca del carácter de ley de orden público que reviste, por 
ser de procedimiento la número 1191 de i.° de junio de 1904. 
como tampoco respecto de que su aplicación debe imperiosamen- 
te ser inmediata para todos los casos, sin distinción entre los 
anteriores a su promulgación y los actuales y posteriores a la 
misma- Para el caso, sin embargo, de la existencia de alguna 
duda sobre este punto, me bastará invocar la opinión de los au- 
tores y la jurisprudencia, para desvanecerla, pues tanto los unos 
como la otra, concuerdan en reconocer ese carácter, así como 
también el imperio inmediato de la ley nueva, como una excep- 
ción al principio do la 110 retroactividad. 

Efectivamente, Dalloz dice: "Las leyes que interesan al or- 
den púbHco y a las buenas costumbres, aquellas cuyo fin es el de 
garantir Ja seguridad de los ciudadanos, no están sometidas al 
principio de la no retroactividad; rigen el pasado, porque el 
interés general exige que la regla nuevamente introducida se;* 
aplicada inmediatamente, porque no podría mantenerse lo que 
perturba el orden, lo que ofende las buenas costumbres, porque, 
en fin, no hay derechos adquiridos contra !a mayor fdecidad 
del listado, y debe presumirse que todos los ciudadanos tienen 
un interés igual en que las leyes de orden público sean inmedia- 
tamente ejecutadas, y que, por consiguiente, la ejecución de la 
ley nueva sea ordenada en e! mismo momento y sin distinción 
para todos los ciudadanos". . . 

Todos están conformes en que estas ícyes — las que rigen 
los procedimientos y la organización y competencia de los tri- 
bunales, se aplican desde el momento de su promulgación. (Re- 
pertoire, T. XXX, núms. 102 y 335 a 353). 

Dcmolombe, dice: "ífadie tiene adquirido el derecho de ha- 
cer-* juzgar por tales o cuáles leyes, por ta! o cual tribunal. . . 
Estos puntos no han sido objeto de las estipulaciones, aún tá- 
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citas, ni tic las esperanzas verdaderamente serias y respetables 
de las partes, que. por el contrario, se han remitido al poder 
público en cuanto al cuidado de emplear/en e! interés particu'ar 
y general, el modo más prAito, económico y seguro para la bue- 
na administración de la justicia". (Tomo I, póg. 70)- 

Awbry y Rau, dicen: "Las leyes de procedimientos civiles 
y de instrucción criminal. Estas leyes se aplican a la instrucción 
y al jusgaroicnto de los asuntos a los cuales hubieran dado naci- 
miento hechos aun anteriores a sti promulgación". (T. I, párra- 
fo 30, pág. 62). 

Machado, dice: "Las leyes de ó'rden público vienen a cons- 
tituir una excepción al principio general de la no retroactividad, 
no el senti. lo de que se propongan alterar el pasado, que siempre 
debe ser .respetado, sino en el de que tienen una inmediata apli- 
cación, reglando las consecuencias de los actos jurídicos ejecuta- 
dos antes". . . 

Las 'leyes sobre la capacidad de 'las personas, y las que de- 
terminan los procedimientos judiciales son esencialmente de or- 
den público, no crean derechos y se aplican inmediatamente. 
Pero que se entiende por leyes de orden público? 

Duvergicr las define diciendo: "son aquellas que tienen por 
objeto garantir la seguridad de los ciudadanos, y que están des- 
tinadas a conservarla paz del Estado; porque sería absurdo 
mantener lo que perturba el orden, y peligroso dejar subsistente 
lo que puede ser dañoso a los demás" 

Las meras espectativas se puede decir, que son todas 
aquellas que sólo privan a los individuos de esperanzas que la 
ley ha croado y que puede modificar o hacer desaparecer por su 
propia voluntad. . . 

En este sentido son leyes de orden público, las que rigen 
la capacidad de las personas en su calidad crvil o política, lasque 
rigen los procedimientos judiciales. . ." (Comt. al art 5. del 
C. C. T I. págs. 18 y 20). 

Llerena expone: "El principio sentado en este artículo — 
se «refiere al art. 5 del Código Civil — rio es más que una ex- 
cepción a !o dispuesto por el art. 3. El interés general de los 
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asociados debe prevalecer siempre sobre el interés particular. 
Cuando es cierto que el interés general, dice Duvergier (diser- 
tación publicada por Várela en su concordancia, pág. 52). exi- 
ge que las reglas recientemente introducidas tengan su aplica- 
ción inmediata, cuando se vé claramente que vale más para la 
sociedad sufrir la perturbación, consecuencia necesaria de un 
cambio de legislación, que dejar pasar un tiempo más o menos 
largo sin aprovechar los efectos saludables que deben resultar 
de una ley nueva, el principio de la no retroactividad debe ce- 
der. . . — Y más adelante agrega: "Todas aquellas leyes que 
por su fundamento reposan en concepciones consideradas por 
eJ legislador como esenciales a la existencia de la sociedad, tal 
cual es ella en el momento de dictarse, deben considerarse, dice 
Baudry Lacantineric, como leyes de orden público, o que ata- 
ñen a 'las buenas costumbres. Partiendo de este principio se 
han formado varios grupos de dichas leyes, según se relacio- 
na... Con la organización política: como las Constituciones 
Nacional y Provincial ; las leyes que reglan los procedimientos 
ante los jueces (C C. T. 3 Ser. 5. pág. 194), etc. .» (T. I, 
pags. 28 y 63). 

La doctrina judicial concuerda con la opinión de los auto- 
res, como se desprende de numerosos fallos, entre otros, los 
que sus resúmenes dicen: "El principio de la no retroactividad 
de las leyes no es ap-icaWe a las de competencia y procedimien- . 
tos". (S.C.N.T. 27. pág. 170). 

Las leyes de .procedimientos, si bien son consideradas como 
leyes d e orden público, los litigantes pueden renunciar los de- 
rechos que ellas confieren, cuando sólo afectan a sus intereses 
individuales. (Cam. Civ- T. II, pág. 405). 

Finalmente, debe hacer notar que nuestros tribunales, res- 
petando el principio de la retroactividad de la ley en materia 
procesal, han dado siempre aplicación inmediata a la ley nueva 
de procedimiento, sin reparo alguno ¡x>r la fecha de la inicia- 
ción de! juicio o la de la promoción del caso, siendo ta! el crite- 
rio que ha prevalecido en las resoluciones dictadas por V- Tí 
en los distintos casos de perención sometidos a su juzgamiento." 
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Y bien, Exctno. señor, fundado en todo Jo expuesto, vengo 
a interponer por mis representados, recurso de apelación de la 
resohrción definitiva dictada por el tribunal para ante la Supre- 
ma Corte Nacional, pidiendo a V. E- se sirva concederlo y or- 
denar se eleven los autos a sus efectos. Es justicia.— Abratam 
Francioni. 

AUTO DEI, SUPERIOR TRIBUNAL DK JUSTICIA DE SANTA FE 

8MU Fe, Agosto 2 U 1*12. 

Autos y vistos: el trecurso interpuesto por la parte de 
French Hermanos, para ante la Suprema Corte de Justicia Na- 
cional, de la resolución de este tribunal de fs. , en los autos 
caratulados Frenan Hermane*, Mensura, y considerando: 

Que el recurso se funda en que !a cuestión planteada por 
ol recurrente, envolvía un conflicto de leyes, entre las disposi- 
ciones del Código de Procedimientos de la provincia, en la par- 
te relativa a la |>ercnción de la instancia y !a prescripción del 
art. 3¿« del Código Civil y que o! tribunal se ha decidido por la 
validez de la lev provincial, dando lugar con él a la procedencia 
del recurso establecido en el art- 14 de 1a ley nacional de 14 de 

septiembre de 1863, sobre jurisdicción y competencia de los 
tribunales federales. 

Que como se desprende del escrito de fs. 285, en la parte 
en que sintetizando su pensamiento dice el apelante, que: "la 
aplicación de una ley posterior o de la ley invocada por la parte 
contraria importaría darles a éstas efecto retroactivo, !o que 
está terminantemente prohibido por la disposición del art. 3 de 
la ley civil", no existe ni conflicto de leyes, ni Ja resolución de 
este tribunal ha decidido la validez de una ley provincial, con- 
tra la Constitución, tratados o leyes dol Congreso, caso este ta- 
xativamente establecido por el inciso 2° del art. 14 de la citada 
ley del 63, para declarar procedente el -recurso. 

Que en nuestro caso este tribunal no ha hficfrü más que in- 
terpretar o aplicar tías leyes procesales vigentes en la provincia, 
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materia que por ser de carácter local, no puede originar la ape- 
lación que se ha deducido. 

Que al referirse al precepto del art. 3", «le la ley civil, no 
lo ha hecho resolviendo conflictos, ni declarando contra ella, la 
vaJidez de ley alguna provincial, sino antes a! contrario, dedu- 
ciendo las cuestiones propuestas en el sentido en q„e lo lian si- 
do porque no repugnaba en nada a los preceptos de la ley de 
fondo a que ol recurrente se refiere. 

Que por otra parte su simple interpretación y aplicación, 
no hubiera podido surtir el recurso, de conformidad con lo dis- 
puesto por el art. 15, de la citada ley nacional de 1863. 

Por tanto, y la constante jurisprudencia de la Suprema 
Corte Nacional en casos análogos (Fallos: tomos 56, pág. 3ra: 
79. Pág- 28o; 58, pág. 444 ; 64, pág. 225 y 40! ; 83. pág. 428 ; 
97. Pág- 44) no se hace lugar al recurso interpuesto. Hágase 
saber. — Busannhc. — MocUl - Hoscoso. — Ante mi: Ví- 
tente F. Carda, *-crctario. 



ESCRITO DKIM CIEXIO RKCCRSO I)F. 1IKCH0 

Suprema Corte Nacional : 

Abraham Francioni, por los señores NVstor, Agredo 
Eduardo y Ileraclb Frenen, constituyendo domicilio en la casa 
de la calle Victoria número 788. como mejor proceda, a V. K 
expongo, que: 

Ante el superior tribunal de justicia de la ciudad de Santa 
Fe, sala de primer turno, radica por grado de anc'ación, inter- 
puesta por la parte que represento, un juicio de mensura se- 
guido por mis mandantes contra don Rodolfo Freyre. 

En el citado juicio, la parte de Freyre SoKcitó la perención 
de la instancia, y a ella se opuso la parte que represento, pre- 
sentando al efecto e! corito de contestación v el informe que 
en copia acompaño, cuyocango ;i eva fecha 3 de junio del co- 
rriente año. 

La F.xcma. Sala de primer turno se pronunció en este inci 
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dente dictando 1a resolución de fecha trece del mes y año cita- 
dos, que en testimonio también acompaño, por la cual hace Ju- 
gar a la perención y declara firme y ejecutoriada la sentencia 
apelada de primera instancia. 

Contra esta resolución interpuse, en representación de mis 
mandantes, el recurso de apelación para ante V. E. autorizado 
por el art- 14 de la ley número 48, de 14 de septiembre de 1863, 
y la Excma. Sala de primer turno, lo ha denegado en su reso- 
lución de fecha 2 de agosto en curso, de la cual adjunto igual- 
mente copia. 

De ella me lie notificado en fecha 12 del mes expresado, y 
como mis -representados no están conformes, me han dado ins- 
trucciones para que deduzca el correspondiente recurso de he- 
cho, acordado por la disposición dd art. 229 de la ley de pro- 
cedimientos- 

El tribunal proveyente, en su resolución denegatoria, ha 
tergiversado el pensamiento dominante de mi informe de fojas 
284, que en testimonio acompaño, y ha eludido referirse a 'a 
cuestión principal que en el sometiera mi parte a su juzgamien- 
to y que originó la interposición de la apelación para ante Y. E. 
De ahí, que las consideraciones que en dicha resolución se adu- 
cen, carecen de toda consistencia. 

AI consignar en mi escrito de referencia la frase que se 
transcribe en da resolución y de la cual ha pretendido el tribunal 
desentrañar el pensamiento de mi parte, lo hice argumentando, 
simplemente, en favor de la pro|x>sición (pie con anterioridad 
sentara, esto es, que, rigiendo en la época de la iniciación del 
juicio, el código de procedimiento.: del año 1883 que no legisla- 
ba acerca de la perención. debía aplicarse este código al caso 
suscitado y no otra ley posterior porque importaría darle efec- 
to retroactivo. En una palabra, se trata de una consideración 
incidental aducida por vía de demostración respecto de una de 
las tantas hipótesis en que hubiera podido presentarse el caso 
en tela de juicio, |>ero ella no ha sido un principio aceptado y 
reconocido por mi parte en absoluto para fundar la doctrina de 
la irretroactividad corno prevaleciente- 
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De ranina manera, y por d contrario, mi parlo ha «sie- 
ndo y demostrado en s„ recordado escrito v hita en ü 1 - 

|T " » * " a ' ílícación ' inmediata a, a» 

\ case los párrafos pertinentes que. ¿Oh la venja de V. F 
me mm* transcribir: «... Porque cxc.uvéndose ese principio' 

» e la dispoMcnon ele! art. 5 " «leí Código Civil _ Ia rt ,f orma 
sena de ap!,cac,ó n i„ mc dia< a al m „ ftSK£ 
cuando el juicio se hubiese iniciado y el caso nr«Jv IT 
anterioridad a ,a videncia de la nú^^^tia £ 
poro» del art. 4 .. de fe „ ey niimero en pugna alm- 

go C,w.), no es de apretón admisible y no puede en manera 

Sd 83fi ní debc invocarsc para d «-~ 

P^cl¿ a l 0rma - qWfS,ab,eCe instancia 

da S^F tBa 'I POr€ndÓn de 8,515 m **> 
«a por el art. 1103 de. actual código". . . "c - p ornu< , 

evidente e, confio que suscita J existencia S£ " & 

S^lSi ^ ^TT ' ya qUe efecto le- 

ga d,c3,o arfarlo aun dado que se tenga e „ cuenta la iniciación 

de 32 TT " P ° r ,0d ° 10 "i"**» y consideraciones 
de mi escrito de fs. ^3, y principalmente, teniendo óreseme 

?* "° le .P uedc P nvar a P ar «e de! derecho que le acuerda la 
ley de reformas numero MOl, que establece la pendón de un 
ano sin volar alertamente el principio de! art. 5.0 de! Gódfro 
C.v.l. que del* en *, aplicación primar, por ser L de fondo 

z^zr: * mmm dc forma que ,a 

Ma>ta lo transcripto para darse finalmente cuenta, que otn 
d.st,nta de la que apresa la resorción «lenegaturia.es la tesis que 

l^XTrr " Ú ' k ' Mk RU MOm,e en el Ín- 

flente de perencon y que otra es también la cuestión sometida 
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y resucita por d tribunal. Este alude, en efecto, a un conflicto 
de la ley procesal número 1 191 y el art. 3 del Código Civil, sien- 
do asi que el conflicto a que mi parte ha referido es el de esa 
ley en su art. 4." con el art. 5° del código citado, y cuya cues- 
tión respectiva, sometida a su juzgamiento, «s la misma que ha 
sido resuelta por «lidio tribunal, en contra de la disposición del 
otado art. 5° del Código CivH, desde que, acatando la disposi- 
ción del art. 4. , antes citado, ha dejado de aplicar la reforma 
introducida por dicha ley procesal, para aplicar la ley anterior. 

Como se vé, aparece manifiesta la trascendencia a que al- 
canza la resolución recaída en la cuestión sometida al tribunal, 
la que no es otra que la de ihaberse decidido por la validez y 
eficacia jurídica de da íanción del art- 4. de la ley procesal de 
reformas, en contra de la disposición del art. 5 del Código Ci- 
vil, frente a la cual aquélla es a todas luces repugnante. 

En su consecuencia, contra lo que ha declarado el tribunal 
de Santa Fe en su resolución denegatoria, el caso se halla com- 
prendido perfectamente en la disposición dci art- 14, inciso 2." 
de la ley número 48, de 14 de septiembre de 1863, y la apdación 
ante V. E., es indiscutiblemente procedente. 

Por otra parte, el tribunal de Santa Fe, al denegar el re- 
curso de aleación, entiende en uno de sus considerandos que 
su facultad para interpretar y aplicar la ley de carácter local, 
como la ley de procedimientos, es imperiosa v absoluta. 
Esto es indudablemente erróneo. 

De conformidad con lo dispuesto por el art. 31 de !a Cons- 
titución Nacional, esta Constitución, las leyes de !a Nación que 
en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con 
las potencias extranjeras son la ley suprema dé la Nación; y las 
autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a 
olla, no obstante cualquier disposición en contrario que conten- 
gan las leyes o constituciones provinciales. 

Por consiguiente, por más que se haya tratado de la apli- 
cación fie una ley de carácter local, e« el caso que eHa en su ar- 
ticulo 4 o lia sido discutida, en el sentido de ser repugnante al 
art. 5? del Código Civil, que, como ley del Congreso, es ley su- 
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prona de ia Nación, y aún cuando la legislatura provincial ha 

dictado esa sanción — con exi limitación evidente, por cierto 

— el trAunal de Santa te ha debido prescindir de ella para 

ajustarse a los preceptos del citado art 5.» del Código Civil, si 

hubiera querido dar cumplimiento a ¡a prescripción constitucio- 
nal antes invocada. 

Asi pues, siendo, como es, el art. 4." de la lev número 1 191, 
repugnante a una ley del Congreso, el tribunal, obligado como 
ha estado a conformarse a e!la, debió ineludiblemente dar ap'i- 
cactón inmediata a la reforma de esaley. juzgando el caso c „ 
tela de juicio, no obstante la irretroactividad estatuida en aquel 
articulo inadmisible e inconciliable ante e! precepto del art. g- 
del Código Civil. 

Y he aquí, pues, otra razón más que funda la procedencia 
del recurso denegado y a la cual no afecta, en manera alguna 
la restricción de! art. 15 de la ley numero 48 de 14 de septiem- 
bre de 1863. 

Y bien. F.xcmo. señor: por todo lo expuesto v considera- 
ciones de mi escrito de apelación, que reproduzco, ocurro a 
V. E. interponiendo como interpongo, a nombre v representa- 
ción de los si-ñores Krench. e! recurso de queja o de hedió por 
apelación denegada y pido a V. F.. que, con informe del tribu- 
nal apeíado y remisión de los autos, se sirva declarar mal dene- 
gado el recurso, y. en su consecuencia, concederlo. 

m justicia, etc - Franaom. — Abráham Francioni. 

RKSOI.ICIOX tít U «-ORTR SUPREMA 

Bueaos Aire». Agotto 4 de 10U. 

'Autos y vistos, coiisideraiii'.o: 

Que según resulta de la propia exposición del recurrente 
y de los testimonios remitida por vía de informe, no ha exis- 
tido en el caso conflicto rra! entre el art. 5.0 del Código Civil 
y la ley provincial sobre ,>crención de instancia, decidido en fa- 
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vor de ésta, como !o requiere el art. 14, inciso 2°, ley 48, para 
la procedencia de ía presente apelación extraordinaria- 

Que, en efecto, e! citado art. 5. se limita a disponer: "nin- 
guna persona puede tener derechos irrevocablemente adquirido» 
contra una ley de orden público" ; y aún atribuyéndole mayor 
alcance que e! de una regla de interpretación, es manifiesto que 
cJ Congreso al sancionarlo no babria podido tener el propósito 
de prohibir a las provincias que liaban en sus leyes procesales 
la distinción contenida en la número iiqi de ia de Santa Fe, 
relativamente a las causas que se iniciaran después de estar en 
vigencia, porque todo lo concerniente a la organización de tri- 
bunatlcs y procedimientos en los juicios provinciales es ajeno al 
Poder Legis'attvo Federal (arte. 5.°, 67, inciso 11 ; 104 y 105 
de la Constitución) ; y desde que ninguna garantía acordada 
por !a misma Constitución se desconoce con ello, ni ha sido in- 
vocada por la parte 

F. i su mérito, oído el señor Procurador General, se de- 
clara no haber lugar al recurso. Xotifiquese con el original, re- 
póngase el pape! y archívese, haciéndose saber por oficio a la 
Sala de primer turno del superior tribunal de justicia de la pro- 
vincia de Santa Fe con transcripción de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E- Palacio.— Lucas Ló- 
pez Caiianillas. 



CAUSA CCCLXLVI 

/'*»// .Ambrosio l'fflanueva, su concurso civB. Contienda 

Je competencia 

Sumario : Gvi arreglo a los términos del art- 89 del Código Ci- 
vil, el domicilio real de una persona es el lugar donde ésta 
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tiene su principal establecimiento, desenvuelve sus nego- 
cios como centro de los mismos y reside, administrándolos. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO DEL JUEZ DE I-* INSTANfclA EN LO CIVIL Y COMERCIAL 
DE MERCEDES (PROV. DE DUEÑOS AIRES ) 

Mercedes, Mayo 20 de 1014. 

Autos y vistos : Para resolver la requisitoria de inhibición 
propuesta por el señor juez en lo -civil de la capital <Ie la Repú- 
blica, doctor Juan Cantos Lagos, en el concurso civil f romado a 
don Ambrosio Villanueva- 

Y considerando: 

1. ° Que según el art. 89 del Código Civil, el domiciüo real 
de las personas es el lugar donde tienen establecido el asiento 
principal de su residencia y de sm negocios. 

2. ° Que las probanzas que obran en el expediente de con- 
curso civil de la referencia, demuestran acabadamente que don 
Ambrosio ViKamwva tiene e! asiento principal de su residencia 
y de sus negocios en el pueb'o "Veinticinco de Mayo", sin que 
sean suficientes a desvirtuar dicha prueba, las afirmaciones 
contenidas en el escrito testimoniado a fs. 4 por carecer de 
fuerza legal a ese efecto. 

3. Que el art. 8 del Código de Procedimientos en materia 
civii de la provincia, determina expresamente que es competen- 
te para entender en esta clase de juicios, o! juez del domicilio 
del concursado. 

Por estas consideraciones de conformidad con lo dictami- 
nado por el ministerio fiscal y fundamentos aducidos en los es- 
critos precedentes, el infrascripto resuelve: no acceder la inhi- 
bitoria de jurisdicción propuesta. En consecuencia dáse por tra- 
bada la contienda de competencia positiva emergente, elevando- 
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se los antecedentes a la Suprema Corte de la Nación para que 
se sirva dirimirla. Hágase saber al señor juez requirente Re- 
póngale las fajas. — D. Diez Cómes. — Ante mi: José C. 
Rodríguez- 



De acuerdo con lo dispuesto en el art. 419 del Código de 
Procedimientos en lo Civil estos autos han sido elevados a 
V. E. a quien corresponde dirimir la contienda de competen- 
cia trabada en ellos, de conformidad a lo que prescribe el art- 9 
inciso d de la ley 4055. 

En la presente contienda por inhibitoria se sostiene de par- 
te del juez exhorta r*e, el de i? instancia en lo civil de la Capi- 
tal y del }uez exhortado, el de igual clase de la ciudad de Mer- 
cedes, la competencia de sus jurisdicciones .respectivas para en- 
tender en el concurso de que se trata. 

Corresponde declarar competente para conocer en este 
asunto al juez -de 1' instancia de la ciudad de Mercedes. 

Consta de autos que el domicilio del concursado es en 25 
de Mayo, como lo prueban las declaraciones testimoniales, de 
las que se infieren que es en el lugar mencionado donde el deu- 
dor tenía su residencia habitual y el principal asiento de su fa- 
milia y sus negocios ; no obstante, la circunstancia de que se 
trasladara accidental y alternativamente a esta capital. 

No basta, asimismo, que el concursado fijase en la capital 
un lugar para facilitar el ejercicio de sus negocios, lugar que era 
meramente accesorio y circunstancial, como que el centro de 
aquellos negocios subsistía en 25 de Mayo, donde, por otra par- 
te, -continuaba radicada su familia. 

Surge también de autos, que el deudor se había 'trasladado 
a esta capital a la época de declararse el concurso, circunstan- 
cia que se aduce al sostener la competencia de una nueva juris- 
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dicción, y que no puede hacer operar un cambio de domicilio 
real pues para elo se requiere la radicación en e! lugar a que 
se traslada y la «habitación en él con la intención de tener allí el 
principal establecimiento. 

No se han reunido, pues, las condiciones exigidas para 
consumar un cambio de domicilio, ocurriendo en el sub judkc 
lo que se produjo en un caso análogo fallado por V. E. que, a 
no ser la residencia actual que presenta caracteres de transitoria 
subsistan los demás elementos que inducen a demostrar la exis- 
tencia del domicilio en 25 de Mayo; siendo allí el lugar donde 
deben ser cumplidas las obligaciones contraídas y el de los bie- 
nes del concurso, tomo 96/ pág, 223. 

Por lo expuesto y jurisprudencia invocada y la del tomo 
64 pág. 149, y tomo 69, pág- 3*1, pido a V. E. se sirva resolver 
la presente contienda en el sentido de declarar competente a! 
juez de I? instancia de !a ciudad de Mercedes, para_entender en 
el asunto de que se trata. 

Julio Botct. 

FALLO DE LA CORTE Sl'PREM A 

Buenos Alrtt, Agosto 4 dt 1914 

Y vistos: los de contienda de competencia entre «n juez de 
1 B instancia en lo civil de esta capital y otro de igual categoría 
de la ciudad de Mercedes, provincia de Buenos Aires, para co- 
nocer del concurso civil de acreedores de don Ambrosio Villa- 
nueva; y 

Considerando: 

One consta e:i autos que el expresado señor X iüanucva. 
tenia en el .partido 25 de Mayo, de diana provincia, su principal 
establecimiento de campo; que allí desenvolvía sus negocios co- 
mo centro- de los mismos y residía, administrando! os, lo que 
caracteriza su domicilio real, con arreglo a los términos del ar- 
ticulo 89 del Código Civil. 
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Que tales circunstancias resultan plenamente comprobadas 
no tan sólo por el testimonio uniforme corriente <!e fs. 127 a 
137» 192 a 194 y 239 a 240, autos de Mercedes, sino también, 
entre otros antecedentes, por la indicación de la mayor parte 
de los documentos suscriptos por el concursado y en ios cuales 
se dice domiciliado en dicho lugar. 

Que para pretender el ■domicilio en esta capital, no se men- 
cionan otros motivos que la propia manifestación de dicho con- 
cursado al hacer cesión de bienes y otorgar poder al doctor Lu- 
cio, el de haibitar un departamento en el Hete! España y tener 
un escritorio en la calle Rivadavia número 1769, donde tam- 
bién recibía correspondencia y hablaba de negocios, aceptando 
giros ; sin que se haya intentado probar que el señor Villamieva 
tuviese «propiedades aquí o establecimientos comerciales o in- 
dustriales, o bien practicase determinados actos de comercio que 
pudieran hacer presumir el ánimo de un camliio de domicilio- 

Que el testimonio producido en 25 de Mayo a solicitud del 
sindico de la capital y del apoderado del concursado, no ha de- 
mostrado que el señor Viüanueva estuviese separado de la di- 
rección personal en los negocios de su principal establecimiento. 
Segunda Carolina, como se pretende, pues los testigos ofreci- 
dos, respondiendo a la segunda pregunta del interrogatorio de 
fs. 280, acerca de ello (autos de la capital) afirman lo contra- 
rio unos, lo ignoran otros, y los que contestan aseverándolo, lo 
hacen en general refiriéndose a lo dicho por el concursado, to- 
lo cual impide tener en cuenta la referida probanza. 

Que la circunstancia de recibir cartas en el Hotel España 
y personas que le hab!aban de negocios, sin expresar cuáles fue- 
ran, o en qué consistían éstos, aún prescindiendo de la vague- 
dad del testimonio antedicho y del de fs. 318 a 324, comparados 
con e Ule fs. 240 a 242, no es bastante para determinar un cam- 
bio de domicilio, o bien para decir que fuese esta capital el rea! 
del señor Villanucva, cuando consta que la casi totalidad de sus 
intereses se encontraban en el Partido 25 de Mayo. 

Que dicho testimonio lo más que podría justificar, atento 
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!o manifestado por d síndko a fs. 185, es la residencia o habi- 
tación alternativa de Villamieva en esta capital y en su estancia 
de 25 de Mayo; y en tal supuesto y en el caso, su domicilio se- 
ría este úkimo lugar, con arreglo a ío dispuesto por el art. ot 
del Código Civil. 

Por ello y conforme con lo pedido por el señor Procurador 
General, se declara juez competente para conocer en el concur- 
so civil de acreedores de don Ambrosio Villamieva al de !a ciu- 
dad de Mercedes, a quien se fe remitirán los autos, previa repo- 
sición de sellos, avisándose por oficio al de la capital. Molifi- 
qúese original. 

A. Bermejo — M. P. Daract. 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabaniuas. 



CAUSA CCCLXLVH 



/:/ administrador de aduams de Ja capital, se.bre diligenciamimto 
de mandamientos judiciales 

Sumario: Xo compete a la Corte Suprema, dentro de las facul- 
tades de superintendencia que le atribuye el art. 9 de !a ley 
4°55* ¡adoptar resolución alguna para rodear de mayor efi- 
cacia a los mandamientos expedidos por los jueces federa- 
os. 

Caso: La «Klministrachm de la Athiana de la capital se dirigió 
al Toder Ejecutivo de la Nación solicitando que todo man- 
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ila miento judicial fuese librado al inmediata o >íi«KÍinientu 
»lc Ja Administración, a fin «le asegurar la mayor eficacia 
en c! dili^enciamicnto de aquéllos. 

Llevado el pedido a conocimiento de la Corte Suprema 
recavó cií él el siguiente dictamen y resolución: 
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Suprema Corte: 

En mi sentir, a V. F.. no o mjxne, lentro de la* f iciüades 
de superintendencia que le atribuye el art. <> de lá ley 4055, 
adoptar resolucióci alguna m la cuestión que plantea c) señor 
administrador de aduana, dado que la atribución de los jueces 
para librar ordenes de mandamiento, les esta confiada por las 

Además de e!\>. éwhe observar qiic la prescripción del ar- 
ticulo *3 de 4a ley 48, es bien explícita en el sentido de que toda 
autoridad dependiente del Poder Ejecutivo Nacional, debe pres- 
tar el auxiio que le sea requerido para la ejecución de las sen- 
tencia* del Podtir Judicial, por lo que no puede supeditarse su 
cumplimiento a las órdenes de «Hras oficinas, a objeto de ro- 
dearlas de mayor eficacia, ]>or cua n.» debe entenderse que se I.i 
confiere de una manera absoluta e'. imperio de la autoridad ju- 
dicial que la expide. 

Creo, por lo expuesto, que V. E. debe comunicar a! Poder 
Kjeculivo. que no le es posible, por las razones, adoptar resolu- 
ción atutía en este expediente. 

1 

* 

Julio fíoM. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Sumos Aires, Agosto 8 de ¡014 

Tengase por resolución el precedente dictamen del señor 
Procurador General y hágase saber j>or nota al Poder Ejecuti 
vo. Archívese. 

\r\. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — fcf. p. Darac. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabaxillas. 



CAUSA OGCLXLVIII 



Don Samuel T allaferro en autos con la empresa Catalinas, sobré 
devolución de dinero. Recurso de hecho 

Sumario: Las conclusiones de una sentencia referente* a la 
existencia de un contrato entre las partes y a la interven- 
ción en él de) actor, no pueden ser reexaminadas en el re- 
curso extraordinario del art. 14, ley 48. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLUCION DE LA CAMARA FEDERA!. DE APELACIONES 

DE LA CAPITAL 

Bátaos Aires, Julia 26 dt m. 

Vistos y considerando: 

Que las partes están (le acuerdo en reconocer que los cajo- 
nes de papas para semillas, de propiedad del demandante que 
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fueron girados a los depósitos de la empresa Catalinas, son ar- 
tíceos de despacho forzoso, que se introducen a plaza libres de 
derechos fiscales, y por tanto .no van a depósito. Arts. 268 y 272 
de las Ordenanzas de Aduana. 

Que en tal situación, si esa mercadería va a depósito, por 
cualquier razón, el depositario puede válidamente establecer las 
condiciones de recibo que juzgue conveniente, y .puede igual- 
mente cobrar la tarifa especial que en general exige por el depó- 
sito de una carga que legalmente no tiene obligación de recibir. 

Que esta inteligencia de la ley, guarda armonía con la in- 
terpretación liecha por e! Ministerio de Hacienda de la Nación, 
en numerosos casos análogos al sub judtee, entre otros, el máJ 
reciente de fecha junio 20 del año en curso, en el que. resolvien- 
do un pedido del Centro de Navegación Transatlántico, recla- 
mando contra el proceder de la empresa demandada en estos 
autos, que exigía el pago e derechos especiales de almacenaje y 
eslingaje por las papas de semilla que sean giradas o su depósi- 
to; ha declarado: -que las papas de semilla están exoneradas de 
" derechos de importación (ley 4933) y como tales, no gozan 
de depósito. Que la empresa de las Catalinas no está obligada 
* por esa circunstancia a recibir las papas para semillas" a que 
se refería el centro (recurrente y que. por tanto, la prestación de 
los servicios contra los cuales se reclamaba, no estaban sujetos 
a tañía alguna. (Véase Dolctin Oficial de julio 23 de 1913 Mi- 
nisterio de Hacienda). 

Estas interpretaciones deben de tenerse en cuenta por el 
Poder Judicial, por ser aquella repartición intérprete superior, 
en el orden administrativo, de las ordenanzas de aduana. 

Que el actor, absolviendo posiciones al tenor del peligro de 
fs. 66, confiesa la existencia de una cláusula incorporada a lo* 
conocimientos de los cargamentos que ha recibido por los vapo- 
res que allí se mencionan, y en la que se establece que "en el ca- 
so de que la aduana argentina designe los depósitos de la socie- 
dad Catalinas para recibir la carga del vapor, los destinatarios 
declaran aceptar la tarifa de almacenaje y demás aplicadas por 
esa sociedad". Luego si en esos documentos, que legalmente 
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comportan el título de da carga, consta la aceptación lisa y 'lana 
por parte del demandante, de la tarifa especial que la empresa 
Catalinas cobra por depósito de mercaderías que no tiene obli- 
gación de recibir, por ser de despacho forzoso, su reclamación 
por tal concepto es inmotivada, porque la convención pacíala, y 
aceptada sin reato alguno, es la ley de los que la celebran, y ella 
es válida, porque no infiere agravio a Ja ley, a la mora! ni a! or- 
den público. Art. 1 197 del Código Civil. 

Que surge, por otra parte, de la documentación presentad.! 
con la demanda y su ampliación, que, excepción de los carga- 
mentos transportados por los vapores Prutb y Quessaut, el pag^> 
de lo reclamado por almacenaje y eslingaje se hizo ski observa- 
ción, reserva, ni protesta alguna, y en tal situación !a reclama- 
ción que se intenta es improcedente, conforme a la jurispniden- 
ena federal que exige esas reservas, y a la instabilidad de todo 
•Terocho adquirido que -podría resultar de la admisión de una 
doctrina en contrario. Tomo 107, pág. 240, Fallos de !a Suprema 
Corte. 

El hedió de que el actor haya realizado la protesta en fecha 
posterior, no desvirtúa estas conclusiones, jwrquc para que ella 
fuera válida, debió ser previa, o simultánea con el pago que 
que efectuaba. 

Por estas consideraciones y las que contienen los escritos de 
fs. 73 y fs. 03, se revoca la sentencia ajeada, y a su mérito se 
absuelve a la empresa Catalinas <le la demanda en su contra pro- 
movida por don Samuel Talla ferro. Abónense las cortas de am- 
bas instancias en el orden causado. Xotifiquese, devuélvase y 
repóngase el sellado ante el inferior. 

Angel Pcrrcyra Cortes. — Agustín 
Urdinarrain.—Jnan A. Carda. 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire*. Didtabr* II « mX 

Suprema Corte: 
El recurso extraordinario ha sido bien denegado, por cuan- 
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to !a sentencia dictada por la Exorna. Cámara Federal se apoya 
exclusivamente en la convención pactada entre partes, para re 
Sólvcr que, a nitrito <fe ese convenio, es procedente el cobro de 
la tarifa fijada por la empresa de Catalinas. 

Rpr tanto, no existe ninguna cuestión *Ie orden constitucio- 
na. o legal que dé Jugar a !a jurisdicción di- apelación de esta 
Corte Suprema con arreglo a lo dispuesto en el art. 14, ley 48 v 
su concordante art. <..-, ley 4055. 

Pido se declare improcedente la queja que se trac a conoci- 
miento <ic V. EL 

Julio Botct. 
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Bueno» Aires. Agosto 8 dt I9M. 

Autos y vistos, considerando: 

Que la sentencia recurrida de fs. 103 establece, entre otros 
fundamentos, para revivar la sentencia de fs. 80 v rechazar la 
demanda, que el actor ha aveptado lisa v llanamente la tarifa 
especiad que !a empresa Cataii ra* cobra por delitos de merca- 
derías que no tenia oblación d c recibir, y que ta! convenio no 
infiere agravio a la ley, a \i moral ni al orden público. 

Que esas conclusiones en !o que hace «la existencia efe tía 
contrato y a la intervención en él del actor, no pueden ser re- 
examinadas por esta Corte en uní recuno extraordinario de la 
naturaleza del presente, con arreglo a lo dispuesto en los artícu- 
los 14, ley 48 y 6." ley 4055. y a !o reiteradamente resuelto, por 
tratarse de un punto de hecho y de derecho común. 

Que, ¡>or otra parte, no se ha invocado ley especial del Con- 
grego contra la validez de dicho contrato, pues los arts. 267, 268, 
272» de las Ordenanzas de Aduana, arts. i. \ 5.» y 10 ley 
4028, 9 y 14 de la ley número 4933, y partida 48 de "la tarifa dé 
aduanas, de que se hizo mérito por el mismo actor, no legislan 
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sobre d punto ; pudiendo agregarse, que aquél manifestó cu su 
alegato: Mogona ( disposición legal autoriza el establecimiento 
de tarifas especiales para el caso de que mercaderías de despa- 
jé forzoso sean depositadas en almacenes y, por consiguiente, 
la empresa demandada no puede crearse situaciones favorables 
por su sola voluntad. . . ( f s . 70). 

Que es innecesario tomar en cuenta las cuestiones de ca- 
rácter federal debatidas en el pleito, desde que las expresadas 
en el primer considerando son independientes de ollas y bastan 
para decidirlo. (Fallos, tomo 42, pág. 69; tomo 115. pág. 4 ¡= y 
otros) . 1 * * D ' 

¡En su mérito, de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Procurador Gemirá!, se declara no haber lugar al recurso inter- 
puesto. Xotifiqncse con d original, repóngase d papel v archí- 
vese, debiendo devolverse los autos principa:es con testimonio 
de esta resolución. 

A. Bermejo. — Njcaxor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cauaxillas. 



CAUSA CCCI.Xl.IX 

Don Manuel J. Galarreta y otro en aulos con el Banco Basco 
Asturiano del Piala (convocatoria de acreedores), sobre 
remoción de la comisión liquidadora. Recurso de hecho. 

Sumario: El desconocimiento de derechos fundados en disposi- 
ciones de la ley orgánica de los tribunales de la capital, nú- 
mero de la ley qúicbn&Sj numero 415^ no da lugar al re- 
curso extraordinario autorizado por el art. 14. ley 48. 

Caso: Resulta del siguiente: 



D* JUSTICIA TSt LA NACION 



339 



FAI.LO DK LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aire». Agojlo 8 dt IBM. 

Autos y vistos : el recurro de hedió por apelación dentada 
interpuesto ,>or don Manuel J. Galarreta y «Ion José Citriniti en 
autos con el Banco Basco Asturiano de! Plata contra sentencia 
de la Cámara .le Apelaciones en lo Comercial ele la capital. 

Y considerando: 

Que el recurso extraordinario que se deduce se basa en que 
se ha desconocido al apelante derechos fundados en disposicio- 
nes de la ley orgánica de los tribunales de la capital, número 
1893 Y otras de la ley de quiebras número 41 56. 

Que como lo he hecho constar esta Corte, "las leyes de! 
Congreso, organizando la administración de justicia para la ca- 
pital de ila República, que aquél dicta en su carácter de legisla- 
tura local, lo mismo que las leyes de procedimientos para los 
misinos tribunales, se interpretan y aplica» por ¿los sin que sus 
resoluciones puedan ser recurridas ante la justicia federal, ale- 
gando que se trata de leyes del Congreso, como lo tiene resuelto 
.a jurisprudencia de esta Suprema Corte - '. (Art. 67. inciso 27 
de la Constitución. Fallos, tomo 90, pág. 239). 

Que en cuanto a la ley número 4156 forma parte del Códi- 
go de Comercio y es así extraña al recurso extraordinario dedu- 
cido, según lo dispuesto en el art. 15 de la ley número 48. 

Por estos fundamentos no se hace lugar a la queja que se 
interpone y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. _ M. P. Daract. — 
D. E. Palacio — Lucas Ló- 
i»ez Cabanhxas. 
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CAUSA CD 



Criminal, contra Exxiristo Asth. por violación a la ley de juetjos 
prohibidos de la provincia de Buenos Aires 

Sumario: \¿ Xo procede el recurso extraordinario «id art. 14, 
ley 48, contra tm resolución que se limita a aplicar leyes 
Cocales que no han srdo impugnadas como contrarias a la 
O »n;titución o leyes del Congreso. 

2/ Xo es contraria a la Constitución Xaciona.! fe lev de 
juegos prc:¡ ; l>idos de h provincia de Buenos Aires. 

taso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN" DICL Sr. PROCURADOS GEXERAL 

Buenos Al reí. Mayo 13 de I9U. 

Suprema Corto : 

Es improcedente el recurso interpuesto, en razón de no en- 
cuadrar ¡a resolución qne lo motiva, dentro de lo dispuesto por 
el art. 14 de la ley 48 y art. 6.« de la ley 4055. 

•K! auto dictado por la Suprema Corte de la provincia de 
Unenos Aires, se limita a declarar !a improcedencia del recurso 
de inconstitucionalidad llevado ante ese tribunal, y no contiene 
un pronunciamiento que pueda ser materia de apelación para 
ante V. E. desde que se limita a aplicar las íeyes procesales de 
dkiha provincia que están excluidas de la competencia de esta 
Corte Suprema. 

Bien es cierto, que el recurrente formuló en tiempo opor- 
tuno la tacha de inconstitucionalidad de la ordenanza que 1c 
f itera aplicada, más esa alegación fué examinada por Ja Cámara 
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de Apelaciones, pero no por la Suprema Corte provincial, en 
virtud de no ser procedente el recurso entablado |«.ra ante ésta 
d« lo que resulta que la .resolución de que se recurre no contie- 
nc l,na <kv,s " ,n f l»c haga viable el recurso extraordinario que 
autonzan los artículos que ya he mencionado. p or esta razón. 
\ . E. ha ¿«clarado en un caso anátogo al presente, que -a Su- 
prema Corte de la provincia de Buenos Aires, con arreglo a sus 
propias leyes, no es en lo local, d tribunal superior a que *c re- 
fiere el art. 14 de !a ley 46. 

V>r lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (Fallos, tomo 
nr,.págs. 109 y 274: tomo n 4 . pág. 16), solicito se dechre 
mal concedido el recurso extraordinario formulado. 

Julio Hotel. 



F.V..LO DE LA CORTE SUPREMA 

Bu«no« Airts, Asotlo 13 it 191 1. 

Vistos y considerando: 

Que e! amo recurrido de la Suprema Corte de |u>ticia de la 
provincia de I ¡líenos Aires, se limita a declarar que el recurso 
qt;e le ha sido llevado por violación de cláusulas de la Constitu- 
ci.Vj Nacional, es improcedente, por cuanto no lo autoriza el ar- 
ticulo 157, inciso 1." de la Constitución de dicha provincia. 

. Que en tal concepto, la expresada resolución no es suscep- 
tible de ser revisada, en el recurso extraordinario interpuesto, 
según lo reiteradamente resucito ; por cnanto se reduce a aplicar 
leyes locales chic no lian sido impugnadas como contrarias a la 
Constitución o leyes de! Congreso. (Fallos, tomo m, pág. 274 
y otros). 

Que «iiiiKjivc por otros motivos fuese proveniente el recur- 
so de que SC trata, del* observarse que la cuentón acerca de la 
conformidad de !a ley dé juegos prohibidos de la provincia de 
Buenos Aires con 'a Constitución, ha *ido reiteradamente re- 
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suelta por esta Corte, en el sentido de la val¡dc¿ de dicha lev. 
como puede verse en tos fallos tomo 101, pág. 126; tomo 11S 
T>áff- 338 y otros. 

Por d!» y oído e! señor Procurador ©enera!, se declara no 
haber lugar al recurso interpuesto. Ncrtifiquese original y de- 
vuélvase. 

A. Bermejo. — M. P. Daract— 
D. E. Palacio. — Lucas Ló- 
pez Caba villas. 




CAUSA GDI 



Don l Ignacio J. Albarracht en autos con don Ricardo Miró, 
por muerte de un fuma.— Recurso de hecho 

Sumario : La muerte dada á un puma suelto en las calles, pot 
entenderse que se trataba de un animal feroz, no puede con- 
ceptuarse un acto de crueldad, contraríe) a la lev 2786 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire*. Mayo 7 dt 1914. 

Suprema Corte: 

De las actuaciones elevadas a V. % resulta que el jefe de 
policía no ha dictado redición acerca del hecho que motiva la 
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denuncia formulada por el presidente de la Sociedad IVotectora 
«le Animales, no pndiendo reputarse tal el contenido «le la nota 
qüe por el recurrente se acompaña, «lado que si en ella afirma el 
expresado jefe haber aprobado la conducta del oficial de policía 
acusado no dice ni hace constar pronunciamiento alguno en el 
sentido de la aplicación de la ley 2786 al caso ocurren*. P or 
consúmente, no hay lugar a apelación para ante V. E desde 
que falta la decisión <lc un tribunal inferior, de que pueda recu- 
lcy^-- " anre8f, ° 3 '° dispucsto cn el art - '4, ley 48 y art. 6.» 

Por ello, y no habiéndose, por otra parte, observado el pro- 
cedimientoque señala el art. 585 del Código de Procedimientos 
en !o Criminal para los juicios sobre faltas, y con arreg'o a la 
jnmpnulencia «le V. É. (Fallos, tomo 117, pág. 388). pido 
«Iclare improce«lentc el recurso deduci«lo. 



Julio Botcl. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BuMOtAIrtl. AfMIo 13 dt 1914 

Amos y vistos, consiflerando: 

Q.,e dada la naturaleza «le! presente recurso, esta Corte no 
esta llamada a examinar la forma en que se ha tramitado la 
acusación promovida |x>r el señor presidente dé la Sociedad 
Protectora «le Aninrafles contra el auxiliar «le la comisaria t;.a. 

Que en cuanto al fondo, resulta de lo expuesto por el ape- 
lante y de las actuaciones remitidas, que el señor jefe de policía 
aprolx', el procedimiento seguido por dicho comisario auxiliar 
en la muerte <lnda al puma suelto cn las calles de esta capital, 
!>or entender que se trataba «le iki animal feroz, que podía cau- 
sar graves daños al vecindario. 

í)ue en tales circunstancias de hecho, no puede coneqj- 
tuarsc que la medida «le que se trata es am acto de crueldad con- 
trario a la ley 2786. 



«wJÜ r y * f Wrdo 0011 te l«*do por el señor Pro- 

curador General, se declara ño haber lugar al recurso. Jíotifi- 
qutse con el original y archívele, debiendo devolverse el expe- 
diente principal con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo — M. P. Daract 

D. E. Palacio. —Lucas Ló- 
pez Cabaniuas. 



í 



CAUSA CD1I 



Don Salvador Alfonso en autos con el Gobierno Nacional, sobre 
nulidad de un decreto. Recurso de hecho 

Sumario : i.« La circunstancia de haber el señor Procurador 
General aconsejado al Poder Ejecutivo, como asesor del 
mismo, el procedimiento que motiva la queja interpuesta, 
no es óbice para que dictamine en el recurso extraordinario.' 

La apelación extraordinaria del art. 14, ley 48, y 6.' 
ley número 4055, sólo procede contra sentencias definitivas 
pronunciadas por las Cámaras Federales de Apelación, Cá- 
mará de Apelación de la capital. Tribunales Superiores de 
provincia y Tribunales Superiores Militares. (Se tratab* 
de un decreto del Poder Ejecutivo). 

Caso: Don Salvador Alfonso, en el carácter de Presidente del 
■Circulo Valenciano, interpuso ante la Corte Suprema los 
•recursos extraordinarios autorizados por los arts. 14 de la 
ley 48, y 6." de 1a ley 4055, que le fueron denegados por el 
Poder Ejecutivo Nacional, exponiendo: 
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Que el Círculo Valenciano, «ra una persona jurídica que 
existía bajo d amparo de las diaposiciones constitucionales; 
que la potestad de privar a tina persona de sus derechos' 
era una función judicial, cuyo ejercicio está prohibido al 
Poder Ejecutivo, quien desconociendo esa prohibición y 
atribuyéndose facultades de que carecía, privó al circulo 
que representa, de su personería jurídica, basándose para 
ello en informes suministrados por subalternos empleados 
de policía ; que se presentó ante el Ministerio, ofreciendo 
probar Ja inexactitud de las informaciones policiales y pi 
diendo término para eHo, pedido que también le fué dene- 
gado, desconociendo asi la libertad e inviolabilidad de la 
defensa. 

Pasado el recurso a dictamen del señor Procurador Ge- 
neral, el recurrente expuso que aún cuando dicho magis- 
trado no es recusable, entendía que estaba impedido para 
conocer en el recurso, por cuanto, como Asesot del Poder 
Ejecutivo había aconsejado el procedimiento que motivaba 
su queja, y que habiendo dictaminado en sentido contrario 
a sus pretensiones, no podría nacerlo en otra forma ante la 
Corte Suprema. 



DICTAMEN* DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bmms Airo. Pafenra J 4, Mil. 

Suprema Corte: 

Sin pronunciarme sobre el punto referente a la recusación 
del señor Procurador General titular, en razón de no haber emi- 
tido opinión en e! expediente administrativo, que es el funda- 
mento que alega el peticionante, paso a expedirme sobre la pro- 
cedencia de la apelación interpuesta. 

El recurso traído ante V. E. no se halla encuadrado en el 
art. 6 de la ley 4055, ni en su correlativo el art. 14 de la ley 48 
correspondiendo por tanto que V. E. lo deniegue. ' 




* '•' 

fauos tw la eorrs supmha 

— • •••«•a a V. E. por haberle sido denega- 
da te apelado» interpuesta ante el Poder Ejecutivo, del recurso 
«toawdinario que él pretende está autorixado por los referidos 
«•Jen*». U ley 48, art, 14 estatuye sobre el caso de un juicio 
radicado «ote los tribunales de provincia, detertninando los ca- 
so* «n que podrá apelarse a h Corte Suprema de las "senten- 
cia» definitiva» pronunciada» por los tribunales superiores". Por 
consiguiente, «► esta «emprendido en esa prescripción el recurso 
promovido contra un decreto del Poder Ejecutivo, toda vez que 
la disposición legal que rige la materia se refiere a tes decisiones 
de loa tribunales federales, y «10 a los actos o decretos adminis- 
trativos que en virtud de facultades constitucionales dicta el jefe 
supremo de la administración. 

No estando, pues, el presente -recur o amparado por la ley. 
pido a V. E. se sirva declararlo improcedente. 



Horacio R. Larrela. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Battt* AifM. Agosto 13 di 1914. 

Autos y vistos, considerando: 

Que 00 hay razón para conceptuar al señor Procurador Ge- 
neral impedido de intervenir en el presente caso, desde que lo 
estaría aún tratándose de una demanda contra la Nación. (Ar- 
tículo i.*, ley número 336». 

Que la apelación extraordinaria del art. 14 ley 48, y 6.» ley 
número 4055, según se desprende de los términos y propósito» 
de ellos, sólo procede contra sentencias definitivas pronuncia- 
das por las Cámaras Federales de Apelación, Cámaras de Ape- 
lación de la capital, Tribunales Superiores de provincia y Tribu- 
nales Superiores Militares, sin perjuicio de la« acciones que, lle- 
nados tos requisitos de ley, puedan deducir ante los jueces com- 
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potentes los ,,„c se crean perjudicados por actos o medidas del 
Pod« Ejecutivo de la Nación. 

En si mérito, se declara no haber lugar al recurso. Notifí- 
quese con el onginal, repóngase el papel y archívese. 

A . Bermejo. — M. p. Daract. — 
D. E Palacio. — Lucas Ló- 
pez Cahanillas. 



CAUSA CDIII 

Provincia de Buenos Aires contra l a Sociedad Cory Brothers 
y compañía, sobre cobro de f>csos 

Sumario : , - U prescripción liberatoria para deudas por el im- 
porte de arriendos, bien sea la finca rústica o urbana se 
opera a los cinco años, sh limitación ni distinción alguna 
art. 4027, inciso 2.° Código Civil). 

2." Las diligencias preparatorias del juicio y las gestio- 
nes admmistratfvas, no interrumpen la prescripción. 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bneao* Alm. Agoto 30 dt IM4 

■ 

Y vistos: 

dé B!ín n J >C v SÍderk> &íS* " mm^m de la provincia 
<lc Buenos Aires, * ha presentado, exponiendo- 

Que la Compañía "Cory Brothers y Cía. Lda." adeuda a su 
representada la suma de atenta mil setecientos veinticinco pl 
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•os ($ 70.725) procedente de arrendamientos de cinco mil qui • 

en el Puerto de La Plata. 

con destino a depósito de carbón. 

Que en 10 de julio de 1805, e l gobierno de dicha provincia 
arrendo a la demandada el expresado terreno por la suma de mil 
quinientos pesos mensuales. 

Que posteriormente, y con fecha 17 de noviembre de 1896. 
a petición «k! locatario, el Poder Ejecutivo redujo a la mitad el 
terreno concedido y e! precio de locación — dos mil setedcnto^ 
cincuenta metros cuadrados a setecientos cincuenta pesos men- 
suales — por haberlo así solicitado la empresa en su propio in- 
terés, lo que empezó a regir desde el 1 .» de diciembre de este 
ultimo año. 

Que la empresa cumplió la parte del arreglo que a ella le 
beneficiaba; pero siguió ocupando la extensión primitiva del 
terreno. 

Que desde el i.» de diciembre de 1896, fecha en que co- 
menzó la empresa a pagar la mitad del arrendamiento anterior, 
hasta el 9 de octubre de 1904. fecha en que el Puerto de La Pla- 
ta, pasó a ser propiedad nacional han transcurrido siete años, 
diez meses y nueve días, siendo !a diferencia en menos, debida 
por la empresa de setecientos cincuenta pesos mensuales, lo que 
forma la suma que se cobra. 

Que en mérito de lo expuesto y consideraciones de derecho 
que aduce pide que se contiene a la demandada al pago de lo 
que solicita, con intereses y costas. 

Que acreditada la jurisdicción de esta Corte y corrido tras- 
lado de la dema:ida, la Empresa expuso : 

Que dicha demanda no establece con entera verdad los 
hechos de los que debe «urgir la ley aplicable. 

Que la suma mensual primitivamente fijada lo fué en con- 
cepto de almacenaje cuyo mínimo seria de mil quinientos peso-; 
mensuales, más quince centavos por cada tonelada de carbón 
que se depositara, excediendo del número de diez mil. 

Que cuando se redujo el precio a setecientos pesos, quedó 
limitada a cinco mil toneladas la cantidad de carbón que debía 
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depositarse, rigiendo en lo demás las condiciones de la concesión 
anterior. 

Que este último decreto tuvo su inmediata aplicación en !o 
relativo al pago de la simia mínima por <lerecho de almacenaje; 
pero minea determinó el gobierno de la provincia la fecha y for- 
ma en que se reduciría el terreno ocupado, encontrándose 0:1 es- 
ta situación cuando el puerto pasó a depender del Gobierno de 
la Nación, con fecha octubre 7 de 1904, 

Que aunque se trata de un contrato de locación, sus térmi- 
nos quedaron modificados por el decreto de noviembre de 1896, 
en forma que hace inadmisible redamar el precio originaria- 
mente convenido. 

Que si alguna duda quedara sobre la improcedencia de la 
demanda, a fin de desvanecerla, opone la excepción perentoria 
de prescripción, la qwc se ha operado por haber transcurrido 
más de cinco años, desde ^ie se devengó el crédito que se 
reclama. 

Que corrido traslado de esta última excepción a la parte 
actora, ésta expuso : 

Que no se trata propiamente de cobrar arrendamientos 
atrasados, aunque el crédito proceda de contrato de locación, 
sino de una suma total procedente de errores de cuentas de las 
liquidaciones de los alquileres que resultaron saldos contrarios 
al demandado, de tal manera que al realizar las oficinas del go- 
bierno la re visación de cuentas, se encontraron eo ellas diferen- 
cias en los pagos, cuyas cantidades -sumadas a los intérnese* de- 
vengados por las mismas, forman un crédito único; líquido y 
nuevo, contra d que sólo puede oponerse la prescripción de diez 
o veinte años. 

Que por otra parte, en caso de haber comenzado a correr 
la prescripción, ésta habría sido interrumpida por gestiones ad- 
ministrativas anteriores a la demanda, iniciadas en 1906, ante el 
gobierno de la provincia por el exponente y por gestiones del 
mismo gobierno, preparatorias de este juicio. 

Que abierta ta causa a prueba, se produjo la corriente de 
fs. 34 a 49. y además los expedientes administrativos ofrecidos 
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Sooodad Maím G«orge y Cía., en un 
juicio idéntico al de que se trata, y 

Considerando: 

Que opuesta 1. excepción de prescripción Hberatoria debe 
^v^enesueha, porque bien pudiera hacer Se¿Í 
entrar a comiderar las demás defensas alegas por eToW 

M Jí* CT d <**> sc de un crédito que debía ser cobrado 
parcal y sensualmente, con» precio de arrendamiento.^* 
lo expresa el actor en el escrito de demanda 

Que en el mismo escrito a f s. 8, establece categóricamente 
y ^ ^s en fes antecedentes de «a prueba SS^S 

Bue^ T* C T raCtua,es «** d SoMerno de £ provincial 
Buenos A.res y la empresa demandada cesaron el i de octubre 
del ano ,904, fecha en que el puerto de La Plata pasó ajerie 
propiedad naocmal ; y « desde «ta fecha que dehTccm^ar * 

!IÜ, Para ,a Ü,tima * ^ «««as o mensualidades preten- 
didas, desde que no ha habido contradicción al respecto 

nove&Sfc^ íe0ha ' d di * trein,a * Í u,io * mil 
novecientos doce en que se presentó la demanda, según consun- 

c,a de fs „ vta. han fnmamiáo más de siete ¡E! 

Que la- prescripción liberatoria para deudas por el importe 
de arr.endos. bkn sea la finca rústica o urbana, * opWÍS 
«neo años, según claramente lo dispone el art. ÍS 
del Código Civil, sin limitación niSLión algtma ' 

Que siendo la deuda de tal carácter, no puede cambiar su 
naturaleza a los fines de la prescripción, cualquiera que fuera el 
mot,vo por e! cual se ha dejado de percibir" 

7ctZ ¿; gS"2Í «^Prendidos en alguna de las dispo- 
janar. los pretendidos errores, que no se han justificado de las 

tSÜSS*""* erroresque '^B**£m 



Que en tal virtud, no se puede sostener que el crédito que 
se persigue esté regido en cuanto a la prescripción por el articu- 
lo 4023 del Código Ovil, cuando existe en éste una disposición 
especial, como la recordada anteriormente, que legisla el caso. 

Que la interrupción de la prescripción invocada, por diK- 
gtnctaa preparatorias del juicio y por gestiones administrativas 
en las que el demandado no ha intervenido, no puede ser tomada 
en cuenta, desde que dichos actos ¡nterruptivos no son de los 
expresamente comprendidos en tos arts. 3984 a 3998 del Códi- 
go Civil» siendo, además de notarse, que así Jo tiene reiterada- 
mente resuelto esta Corte Suprema en los fallos tomo 97, pági- 
na 357; tomo IQ3, pág. 155; tomo 111, pág. 65; tomo 115, pá- 
gina 281 y otros. 

Por lo expuesto, no se hace lugar a la demanda interpuesta 
por la provincia de Buenos Aires contra la empresa "Cory Bro- 
thers y Cía. Ltd." sin costas, atenta la naturaleza de la excepción 
resuelta. Nottfiquese original, repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dkl 

Socar. — D. E. Palacio.— 
Lucas Lópe2 Cabanillas. 



En la misma fecha, igual sentencia dictó la Corte Suprema 
en los autos seguidos por la provincia de Buenos Aires contra' 
la Sociedad Mam George y Cía., sobre cobro de pesos. 



0AU3A COIV 

D °£2T*St E, '! nj0la y °' rOÍ ""»<"* Provincia de 
Santa F e , p„r indemnización. Incidente sobre desembargo 

Sumario : La rircuostancia de hallarse afectada al servicio del 
presupuesto de una provincia, no Fe quita a una cantidad de 
dinero perteneciente a la misma, y depositada en el Banco 
Provincial, el carácter de embargaMe. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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Alrw, A 4 o«W:iO ét MH. 



Y vistos: el incidente promovido a fs. 1023 por el repre- 
sentante de la provincia de Sama Fe, solicitando el desembargo 
de la suma de doscientos setenta y cuatro mil pesos, a que se re- 
fiere el presiente del Banco de la Provincia en su oficio de fo- 
jas wat. 



Y considerando: 



Que la petK»n de desembargo se funda en que e! dinero de 
referencia se encuentra afectado al servicio del presupuesto de 
1914 y en que d art. 25 de la Constitución Provincial dice tex- 
tualmente: " Si la provincia fuese condenada judicialmente al 
pago de alguna deuda no podrá ser ejecutada en la forma ordi- 
naria, ni sus rentas "mbargadas ; debiendo la legislatura en ese 
caso arbitrar «1 mouo y forma de verificar el pago. Esta pres- 
cripción forma parte integrante, bajo pena de nulidad, de todo 
acto o contrato que las autoridades o funcionario» provinciales 
celebren en representación del Estado", lo que, se asevera, tiene 
ios mismos aicances que lo dispuesto en el art. 7.» de la ley nú- 
mero 3952 sobre demandas contra la Nación. 



** Jimia a nt la maoo* m 

Que con arreglo a los arts. 33 y 42 del Código Civil, las 
personas jurídicas, «, cuyo número se encuentra cada una de 
las provincias federadas, pueden ser demandadas por acciones 
oviles y puede hacerse ejecución de sus «enes. 

Que, el dinero embargado, en su carácter de cosa funeible 
que puede ser substituida por «ras de la misma calidad, no es 
equiparable a los bienes del Estado afectados a un servicio pú- 
blico, y por lo mismo mdispetvables a la subsistencia de la per- 
sona jurídica de existencia necesaria y exentos por dio de todo 
embargo. (FaJIos, tomo 116, pag. 80). 

Que la citada ky núm. 3952 cuyo origen y fundamentos 
especiales son conocidos aplica exclusivamente a la Nación 
sin que haya facultado explícita o implícitamente otras restric- 
ciones a la acción normal de los tribunales nacionales, en cau- 
sas diversas de las previstas en dicha ley. 

Que por Jatos que sean los poderes inherentes al régimen 
ponico y adniinistrativo de h provincia, con arreglo a los ar- 
t»ct» os 5, 104, 105 y 106 de la Constitución, que se citan no lle- 
gan hasta autorizar, como k> ha hecho constar esta Corte en 
casos análogos, la sanción de constituciones v tc>e* locales que 
estén en pugna con las nacionales. (Artículos 31 y 108 de la 
Constitución; Fallos, tomo 103. pag. 373; tomo 113, pag. 158; 
tomo 119, pag. 117). 

Por estos fundamentos no se hace Jugar al desembargo so- 
licitado y proveyendo a las peticiones formuladas a fs. 1036, lí- 
brese oficio al presidente del Banco Provincial de Santa Fe 
para que transfiera los fondos embargados a la casa matriz del 
Banco de la Nación Argentina a la orden de esta Corte, y como 
pertenecientes a este juicio, y cítese de remate al deudor. Re- 
póngase el papel. 

A. BeaiiBjo. — Nicanor G. oel 
Socas. — D. E. Palacio. — 
Lucas López Cabanillas. 



CAUSA CDV 



Crimwal, contra Valentín Robuffo. por falso testimonio. 
Competencia negativa 

Sumario: El concomiente del delito de falso testimonio corres- 
ponde al juez del lugar donde aquél lia de producir sus 

£Cm£ ÍTT*" ™ Cl CanoCÍmierito de una cansa 
criminal justifica lo competencia del juez. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

auto del sr. JUEZ de Kfsnvcciax de la capital 

tata* Aire,. *Uyo 7 dt BM. 

Autos jr vistos, y considerando: 

Que de las precedentes actuaciones resulta que el delito de 
fabo testimonio se ha cometido en a causa seguida a Marenzzi 
yBarsola, Juan Angel, por la defraudación 'a Carlos Antonio 

2™i qUC tramÍta ante el j * ,Zgado *> crímen de >a ciudad de 
Mercedes (provincia de Buenos Aires), y no en la Capital Fe- 
deral, como se afirma en la resolución de fs. lo. 

Que la competencia del señor juez del crimen de Mercedes 
es tanto mas evidente en e! presente caso, cuanto que es el úni- 
co que puede apreciar por las circunstancias de la causa en cuá? 
de los masas del capítulo V, título III "De las falsedades" del 
Cod^ Penal está comprendido el delito que se imputa a Va- 
ientm Robuffo, pues el mfrateripto carece de elementos para 
saber » es un delito de jurisdicción criminal o correccional 

Por ello, y de conformidad con el precedente dictamen del 
señor Agente Fiscal, el infrascripto se declara incompetente pa- 
ra entender en estas actuaciones, las que se devolverán, con el 
oficio de estilo, al señor juez del crimen de la ciudad de Merce- 
des, doctor José Pedro Pellegrini ; y si no estuviese conforme, 
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que dé por trabada la contienda de competencia y eleve estos 
autos a la Suprema Corte Nacional. _ Carlos Federico Bcnites. 
— Ante mi: Saltador Lamosa. 



DICTAME* DEL Sr. PROCURADOR GENERA!. 

Banca Airea, 16 Junio da MM. 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. E. dirimir la presente contienda de com- 
pek-ncia, a mérito de lo que dispone el art. o. inciso d de la ley 
numero 4055. ■ 

Se trata en el caso de la comisión del delito de falso testi- 
monio, practicado en esta capital, pero en actuaciones radicada» 
ante dicho juez del crimen de Mercedes. Es, sin duda, compe- 
tente dicho juez del crimen en tazón de que, según lo dijo esta 
Corte Suprema en un caso semejante lo que califica el delito de 
ía!*> testimonio, es la declaración falsa prestada en juicio por 
un testigo, la cual no puede ser apreciada sino en conocimiento 
de la causa en que ol testigo ha declarado, como lo demuestran 
los términos de los arts. 286. 287. 288, del Código Penal, y 66 y 
67 de la ley de septiembre de 1863. (Fallos, tomo 71, pág. 60) . 

Por ello pido a V. E. se sirva declarar competente al se- 
ñor juez del crimen de .Mercedes, y ordenar se le remitan estas 
actuaciones. 

Julio Botet. 

FAI.LO DE LA CORTE SCPREMA 

Bátaos Aira. Agette 30 de 1914. 

Y vistos: los de cocuienda de competencia negativa, entre 
el Isenor juez de instrucción de esta capital y el del crimen de 
Mercedes departamento del Centro de la provincia de Buenos 
Aires, para conocer del delito de falso testimonio imputado al 
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testigo Valentm R<>buf fo, en la cana, seguida contra Mar e n Zzi y 



Barso!a, Juan Angel, sobre defraudación. 



Y considerando : 

Q»c el juei deJ orimen de Mercedes ha prevenido en el co- 
nocim.tt.to de esta cansa, disponiendo en e! auto de fecha 2 de 
marzo «Jumo la instrucción del correspondiente sumario, de 
conformidad con lo dispuesto por el art. 241 de! Código de Pro- 
ventos en lo Criminal, por estimar que las declaraciones 
prestadas por el encausado, como testigo, sumhistran semiple- 
na i prueba de que sea autor del delito de falso testimonio (tes- 
timomo de fs. 1 ). 1 

Que ante el mismo juzgado se sigue la causa "Marenzzi y 
Ba- ote Juan Angel, por defraudación a Carlos Antonio Cluc- 
sa en la que se dice cometido el delito que se imputa al proce- 
sado Rébuffo. (testimonio citado) . 

Que de estos antecedentes se desprende la jurisdicción y 
competencia del mismo juez para conocer de la falsedad de las 
declaraciones del testigo nombrado, ya por haber prevenido en 
el conoc.rn.ento de la cansa, cuanto porque el delito de falso tes- 
timón», s . existiere, habría producido sus efectos en la causa 
que se sigue ante <Kdk> juez y es éste quien puede apreciaras 
con conocimiento de las constancias de autos y resolver, en con- 
secuencia, lo que con arreglo a derecho corresponda. Art 1» 
meso 2 «, ley número 48. y Fallos, tomo págs. fio, 205,' «X,,' 
y 289; tomo 72, pág. .3, y 73f pág. 87. ^ 

. P ° r e,!o y * conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, se declara que el juez del crimen de 
Mercedes es competente para conocer en esta causa a quien e 
remitirán los autos, haciéndose saber esta resolución al de ins- 
trucción de esta capital. Notrffquese original. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

Sola*. — D. E. Palacio- 
Lucas López Caiia.viu.as. 
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CAUSA CCCCVI 
Criminal. éo«i„ Féfa B uslamímlCt por 

Coso: U «aplican las piezas siguientes: 

SKNTEXCMI.EI. .1 I KZ I.KTR.MX) . 

Santa Rora de Toay. J„ n | 9 de 1913 

sado <» fa , sigwnle toma : Qo» la ,, e h refctBlc¡ , ■ "*? 

SÍ S í ab«f«stado«na pedrada en la cabeza y que él 
2* q C ^ qU,e " era el autor - como le cont«u™ £ 
des^r SS? ""fi»»*"* V¡« fuera. 
STÍÍ RSÍ'y «Petándolo contra «I mostradoV, I e ¡£ 
no um puntada y después tres más. al querer Deben» dar 
uno, pasos huyendo dd victimario. Esta es laveTsi^ TI í 
*» presenciad y de, dentante. «¿¡£^t£ pS 



■ 
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el procesado que se confiesa autor del homicidio en su indaga- 
toria ante el tribunal, aunque alega haber sido provocado y he- 
rido previamente por !a víctima. 

Que decretada la prisión preventiva del anisado v elevada 
la causa a plenario, el Ministerio Fiscal formuló acusación so- 
licitando se aplicara al reo la pena de diez y siete años v medio 
de presidio, término medio de la que prescribe el art. 17, inciso 
cap. 1.» de la ley 4189. en cuyos términos consideraba rom- 
prendido el caso sub jwtke; alegando la defensa, que si bien es- 
taba prohada la responsabilidad de su defendido, sólo era apli- 
cable el mlnhnun de la pena del art. 17. inciso 4 .• de la misma 
ley. por cuanto Concurrían en su favor las atenuantes de los 
incisos 2. 4 y 6 del art. 83 de! Código Penal. Abierta la causa a 
prueba no se produjo ninguna y no habiendo concurrido las 
partes a la audiencia de informe m voet decretado, quedó la 
causa en estado de sentencia. 

» 

Y considerando : 

Que se trata de un homicidio consumado por Felipe Busta- 
mante 0:1 la persona de Teodoro Debenne en las circunstancias 
expuestas; el informe médico lega! de fs. 10 vta. y partida de 
defunción de fs. 12, prueba acabadamente el delito, del cual el 
procesado se confiesa autor. 

« 

Que no pueden aceptarse las conclusiones de la defensa, 
porque no está probado que la victima haya sido el provocador 
y heridor del reo, y porque la pregunta que le hizo no envolvía 
una burla, siendo natural que la hiciese sin ánimo de ofender. 

Que lo manifestado por Bustamante en su indagatoria no 
resu.ta corroborado por los testigos. 

Que se trata de un homicidio simple comprendido en el ar- 
ticulo 17, inciso !.• cap. 1.» de la ley 4189, debiendo tenerse pre- 
sente los antecedentes del procesado que sufrió un año de pri- 
sión por atentado a la autoridad, y computarse asimismo la ate- 
nuante de ebriedad. 
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Por tales fundamentos resuelvo: imponer a Félix Busta- 
mante quince anos de presidio, accesorios y costas. 

Hágase saber y elévese en consulta si no fuese apelada esta 
sentencia. — Domingo Sasso. — Ante mí : Juan Julián Lastra. 

RESOLLCIOX DE LA CAMARA FEDERAL DE AFELACIOXES DE 

LA PLATA 

UPUta, Abril ISdelOH. 

Vistos y considerando: 

Que a estar a los hechos justificados en autos es correcta 
la calificación legal que el señor Juez Letrado, ha hecho del de- 
lito imputado al procesado. 

Sostiene éste, que "sintiéndose herido de una pedrada que 
le tiró la víctima, al verse lastimado lo peleó, sacando ambos el 
cuchillo, que en esos momentos le pegó cuatro puñaladas dejan- 
do herido a su contrincante, después de lo cual se fué para ei 
Rio Colorado." 

•La confesión calificada aparece divisible, porque de las cir- 
cunstancias de la causa y antecedentes personales, resultan p*» 
simciones graves en contra del confesante, (art. 318, inciso 2, 
del Código de Procedimientos), y estas circunstancias son las 
de no haber existido provocación alguna de parte de la víctima, 
que según un testigo presencial se mantenía en actitud pacífica, 
la de no haberse encontrado cuchillo alguno en poder del infor- 
tunado Debetme, la de haber fugado el victimario después del 
hecho, conducta que «no es lo normal, tratándose de un homicidio 
en legítima defensa, como el que asegura Bustamante haber 
cometido y además, sus malos antecedentes personales, pues re- 
sulta haber sido condenado por atentado a la autoridad. 

•El testigo presencial Moscardi, denunciante, y juramentado 
a fs. 57 vta., cuenta que Debcnne y Bustamante, "en momentos 
que cerraba el negocio, conversaban amigablemente cuando con 
sorpresa vió que Bustamante arrinconando a Deberos le decía 
tenes ta culpa", desnudando una daga con la cual le infirió 
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una herida y como Debeiroe tratara de ampararse detrás del 
mostrador, BusUmante k> persiguió cuchillo en mano, infirién- 
dole tres heridas más en el cuerpo." 

■La vktkna declara en idéntico sentido. Arturo Ferreyn 
tamb.entest.go presencial, dice que oyó que Debenne le pregun- 
taba a Bustamante qué era lo que tenia en el pañuelo, pues pre- 
sentaba una mancha de sangre, Bustamante le contestó, que le 
habían dado una pedrada en la cabera y que "él tenia que saber 
quien era y que como Debenne dijora que no lo sabia, Busta- 
mante desnudó la daga, infiriendo cuatro puñaladas a Debenne", 
y agrega el testigo que Debenne asumía una actitud pacífica. 

La declaración de estos dos testigos hábiles, contestes en el 
hecho, lugar y tiempo, autoriza a> tribunal-y así lo ha.c - 
para invocar sus testimonios como plena prueba de !o que afir- 
man los testigos (art. 306 del Código de Procedimientos). 

Se ve. pues, que no só'o no ha existido legítima defeno-., 
sino que no se trata tampoco de homicidio provocado. v* que 
Debenne, no ha ofendido ni injuriado gravemente a Busilis * 
te, y que si Bustamante fué herido en la cabeza, no lo fué seg"- 
ramente por el ¿«fortunado Debenne. 

Que es legal imputar a favor del procesado la circunstancia 
atenuante de ebriedad parcial (inciso i* art. 83, Código ?e- 
nal), y en contra la agravante de reincidencia, (art. 84, i,i c 10 
ao, reformado por el art. 15 de la ley de reformas al Códiro 
Penal). * 

Por estas consideraciones y concordantes de la senteacir. 
apelada, se confirma ésta, en cuanto a la calificación del hecho, 
modificándose en cuanto a la represión, la que se fija en doce 
años de presidio, pena que deberá cumplirse en penitenciaría, 
mientras dure la minoría de edad de Bustamante (art. 6a Códi- 
go Penal), sus accesorios y costas. Devuélvase. — Marcelino 
Escalaiat — Leónidas Zovolla. — R. Guido ¡.avalle. En disi- 
dencia en cuanto a la pena. 
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Butaot Alm, Afotto 30 * 1014. 

Vistos y considerando: 

m JS£ d ! ÍM ! a e " 0813 bs,ancia * a pedir que ¡a ne- 
na de doce anos de presidio. ¡ m p uesta ^ Ia áJEgÜg 

-Riendo ^Sm^Sll 
en relación al art 8., inciso , .» del C6d¿oP^| ' 3 
Que dicha atenuante (ebriedad incompleta) ha sido tfm ,A, 

rebajado la pena ordinaria de que habla el art. 6.» y ,7 

Pleta aeemá A. 1 7 ««*ptua la ebriedad incom 

p eta, acerca de la cual deponen confirmándola los testigos 
Isaac Fuñe* fo. 4: Arturo Fenreyra, f s . 6> y aun ía ¿gE 
£na. poco t^mpo antes de fallecer fs. 2 v ta , no ha 
da «las demás disculpa*, por nmgún de prue¿ 

yuc en atención a que ta sentencia dequex trata no h,¿ 
apelada por el Ministerio Fiscal, esta Corte m 
a pena impuesta al procesado, según lo rekera<ian*n* S 
por lo cual corresponde decir que no le causa agravio. 
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En mérito de lo expuesto y fundamentos concordantes, se 
la confirma con costas. Notifiquese original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
del Solar. — D. E. Pala- 
cio.— L. López Gabán illas. 



CAUSA CDVI1 

Criminal, contra Aurelio Oliva, por homicidio 

Sumario: i* No puede estimarse como indivisible la confesión 
de un procesado que se hallaba excarcelado bajo fianza, 
como autor de lesiones. 

2.° La confesión prestada ante un funcionario policial, 
ratificada ante «3 juez de la causa, debe teñe: se por váli la 
y con todos sus efectos legaies. 

3- ° No habiendo sido apelada por el Ministerio Público, 
la sentencia no puede ser enmendada en sentido desfavora- 
ble al reo. 

4- ° No causa agravio al reo la pena de doce años de pre- 
sidio impuesta por é delito de homicidio perpetrado con 
las circunstancias atenuantes de provocación u ofensa y de 
ebriedad incompleta. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

i 

sentencia del sr. jiez letrado 

SmU Rom 4c Toar, Korieabre 8 dt 1013 

Y vistos: Para resolver esta causa por homicidio seguida a 
Aurelio Oliva, quien manifestó ser argentino, de 33 años, sol- 
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tero, jornalero, domiciliado en Huinca Renancó. Resultando- 

Que según manifestación del mismo procesado hirió a Ce- 
festino Casas que lo conducía en un sulky produciéndose el he- 
cho en eJ campo deslinde del Departamento de Parera y Trili 

ammed.ac.ones de k, casa de negocio la Proveedora, el 4 de' 
enero del comente. 

mS^JF** refer f n ? i ^ del dut ' ño de este negocio Esteban 
Belbm, Oliva que trabajaba en una máquina fué traído en una 
jardmera por m dependiente Casas hasta el mencionado nego- 
«o donde después de permanecer una media hora Oliva suplicó 
!o llevaran a Ingeniero Luiggi por decirse enfermo para cuyo 
objeto se ofreció Casa,, accediendo Bellini. por lo quV salmón 
«¡udh. en sulky con rumbo al mencionado punto y durante" 
trayecto se desarrolló el drama. 

Que parece no habia existido entre 1os protagonistas de! 
hecho n,ng„n antecedente enojoso y Oliva, próíugj en el pri- 
mer momento fué detenido una tarde en Huinca Renancó 
(provincia de Córdoba), confesándose autor del delito y decía- 
raudo que k> cometió porque su victima lo había insultado tra- 
tándolo de flojo. 

Que primero le pegó apenas un puntazo y que como Ca- 
sas sacara el revólver le pegó nuevamente el segundo puntazo, 
mas fuerte, para que «o lo baleara, después de lo cual cayó al 
suelo la victima disparando el declarante - que estaba muy 
ebrio, declaración de fs. 20 vta., ratificada a f s 30 

Que según el informe médico de fs. ,0 vta. ambas heridas 
eran mortales, probándose acabadamente c! deceso de la víc- 
tima con la partida agregada a fs. ,2. 

Que decretada la prisión preventiva del homicida y clau- 
surando el sumario, el fiscal solicitó se aplicaran al reo catorce 
anos de presidio conforme al art. 17, inciso u\ cap. 1 de la ley 
4«89, aun cuando conceptúa el hecho producido por provocación 
de la misma víctima. Que la defensa sostiene que debe encua- 
dran* la penalidad en el art. ,7, inciso 4 A, de la citada ley v 
en atención a la ebriedad del reo aplicársele el mínimun de la 
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pena. Que no habiendo»; producido prueba durarte d plorarlo, 
quedó la causa en estado de sentencia, y considerando : 

l.° Que el delito perpetrado por e1 reo Aurelio Oliva en la 
persona del menor Celestino Casas, está probado por todas las 
constancias sumariaíes, corroborada por la confesión del pro- 
cesado. 

Que la única cuestión a resolver es, pues, lo de la res- 
ponsabilidad. A juicio del proveyentc no ha habido provocación 
por parte de la victima aún en el caso de que los hechos hubie- 
ran ocurrido cerno lo dice efl reo. Haberle llamado flojo no es 
un insulto grave de aquellos que explican por lo menos una re- 
acción violenta, máxime si &e tiene en cuenta que Oliva se ha- 
llaba sólo con su víctima, y que por lo tanto no estaba siquiera 
afectado e! amor propio del herídor. Por otra parte, Casas le 
liaría un servicio llevándolo al roo que se decía enfermo y en 
tonoes se explica tanto menos la actitud de Oliva que pagó ese 
servicio con dos puñaladas. 

3 o Que en consecuencia el hecho encuadra en el art. 17, in- 
ciso, i.° cap. 1 • de la ley 4189, debiendo computarse únicamen- 
te en favor del reo la atenuante de ebriedad aunque no esté bien 
constatada, pero resolviendo en la duda que existe tal circuns- 
tancia invocada por el reo. 

Por db y la disposición citada del art. 17, inciso cap. 
1 -°, de la ley 4189, resuelvo imponer a Aurelio Oliva quince 
años de presidio, accesorias legales y costas. Hágase saber y elé- 
vese en consulta sino fuese apelada esta sentencia. — Domingo 
Sasso. — Ante mí: /. N. Cisncros. 

RESOLOCÍON DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACiO.VEñ T>V 

LA PLATA 

U Plata, Abril 15 * 1914 

Vistos y considerando: 

One según lo manifiesta el procesado ante la autoridad 
poüral, a fs. 20, hirió a Celestino Casas, porque éste "lo insultó 
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tratándolo de flojo; que primero le pegó apenas un puntoso con 
su cuchillo y que como Casas sacara d revólver, le pegó nueva- 
mente el segundo puntazo más fuerte, para que no lo baleara y 
que después que Casas cayó, salió disparando y no recuerda 
mas nada, porque estaba muy ebrio". 

Que la defensa encuentra que el procesado ha sido injuria- 
do por la victima y que por consiguiente debe aplicarse la dispo- 
sición del art. 17. inciío 4 de la ley 4189. 

Que como ío ha resuelto la sentencia apelada, el hecho de 
haberle llamado "flojo" la víctima, no importa una injuria u 
ofensa ilici'a y grave, hecho calificativo del homicidio provoca- 
do a que hace referencia el art. 17, inciso 4 citado; a lo sumo 
podía considerarse una provocación t* ofensa que autorizara la 
concesión de la circunstancia atenuante dd inciso 4, art. 83 del 
Código Pena!. 

Que concurre también en el hedió imputado, la atenuante 
del inciso r.°, ebriedad parcial. 

Por estas consideraciones y concordantes de la sentencia 
apelada, se confirma esta en cuanto a tía calificación -legal del 
delito imputado, modificándose en cuanto a la duración de la 
pena, que se «ja en la de doce años de presidio, sus accesorias 
legales y costas. 

Devuélvase haciéndose notar al señor juez a quo, la forma 
con que di funcionario instructor ha tomado declaración indaga- 
toria, de manera sugestiva, contraviniendo el art 243 dd Códi- 
go de Procedimientos ; conducta que no es ~>sioIe consentir. — 
R. Guido Lavalle. — Marcelino Escalada. — Leónidas Zavalla. 

FALLO DE LA SUPREMA CORTE 



Bátaos Aim, Atonto 20 de Mu. 

Vistos y considerando: 

Que por la propia manifestación del procesado a fs. 20 y 
30 y por las declaraciones de Esteban BeHini, fs. 3 y Miguel 
Panuele f s. 7, se comprueba, en fio substancial, que cl'día 4 de 
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CD^ ^ «fe ^ximo p*s^ O.'wtioo Casas, de 19 años de 
etlsd, dependiente de dicho BeDini, fué mandado por éste a re- 
partir mercaderías de su casa de negocio La Proveedora, al 
peisonal de unas máquinas trilladora, que trabajaban en las in- 
mediaciones, y allí. Aurelio Oliva, peón de las mismas le mani- 
festó a aquél encontrarse enfermo y concluyó pidiéndole que lo 
condujese a casa de BeHini en el sulky que ocupaba, a b cual 
Casas accedió. 

Que luego de regresar a dicha casa de negocio, Oliva pidió 
afl dueño de ésta que lo hiciera llevar al paraje denominado In- 
geniero Luiggi (Pampa Central) a lo que Beltini se negó, con- 
duyendo luego por acceder ante las instancias de Casas, por 
prestar este servicio al enfermo. 

Que en el trayecto y a poca distancia del punto de partida, 
fue Casas encontrado por Miguel Panuele gravemente herido 
por su compañero, según le manifestó, de dos puñaladas; las 
que le ocasionaron la muerte poco tiempo después (fs. 7, infor- 
me médico de fs. 10 y partida de defunción de fs. 12). 

Que Oliva en su confesión explica el hecho diciendo que 
Casas lo trató de flojo, por lo que le infirió la primera herida 
que fué apenas un puntazo, pero que como la victima preten- 
diese sacar su revólver, le pegó otro más fuerte para que no lo 
balease. 

Que después de esto y una ves en el suelo Casas, Oliva si- 
guió su camino a pie, según dice, siendo levantado en el trayec- 
to por una jardinera conducida por «n italiano que 1o llevó a 
Huinca-Renancó, provincia de Córdoba, donde fué capturado. 

Que otros pormenores no recuerda porque se encontraba 
ebrio. 

Que aún prescindiendo de las circunstancias en que el hecho 
se produjo y que hace inverosimfl la provocación que se alega, 
como inverosimil la ebriedad, con el carácter de absoluta al me- 
nos, que pretende atribuirle 1a defensa, pues aquélla no le im- 
pidió fugar, escapando a la acción de «os que fueron a recoger a 
la víctima y a la de la policía del territorio la confesión de 
Oliva, no podria estimársela como indivisible, en los término^ 
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del articulo 318 del Código de Procedimientos en lo Crimi» 
porque según su propia manifestación se encuentra excarcelado 
bajo fianza, como autor de lesiones, te que basta para estable- 
cer sus ma!os antecedentes. 

Que en tal condición sus disculpas no pueden constituir 
excepciones que no 'haya debido probarlas, lo que ni siquiera hft 
intentado hacer. 

Que cualquiera que fuese el defecto de Ja confesión pres- 
tada ante e l funcionario de policía, habría desaparecido en pre- 
sencia de la «ratificación ante el juez de la causa, en cuyo acto 
pudo rectificar, ampliar o negar cualquier concepto contenido 
en aquélla, por via de sugestión, como te hizo respecto a! carác- 
ter de ebriedad, según lo expresa el defensor en esta instancia. 

Que tal circunstancia no puede quitar valor legal a una 
confesión ratificada, pues precisamente, uno de los objetos de la 
ratificación de las diligencias del sumario policial, es la de co- 
rregir en lo que tengan de defectuosas o irregulares, según dis- 
j>onc el art. 197 dd código citado. 

Que por otra parte, lo expuesto se confirma con lo precep- 
tuado por el art. 319 ley citada, que proporciona al procesado, 
en Jos casos que se indican, loa medios para retractar su confe- 
sión judicial ; y Oliva, no lo ha intentado, por lo que debe te- 
nérsela por válida y con todos los efectos legales, puesto que 
están llenados los requisitos exigidos para tal fin, por el art. 316 
de dicha ley. 

Que la observación final de la sentencia, aún suponiendo 
que forme parte de la misma, acerca de una pregunta o declara- 
ción sugestiva, no se refiere a la recibida por el juez de ia cau- 
sa, sino a da tomada por d funcionario policial que instruyó las 
primeras diligencias del sumario; y cualquiera que sea la im- 
portancia de la expresada confesión y ei papel desempeñado en 
el caso por el comisario de policía, es to ciei*o que no es tenida 
en cuenta sino en cuanto fué libre y deliberadamente ratificada 
ante dicho juez 
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Que en tal virtud y no habiendo apelado el Ministerio Fis- 
cal, por lo cual tío es posible enmendar la sentencia en sentido 
desfavorable al reo, según lo reiteradamente resuelto, debe con- 
cluirse que la pena impuesta al procesado Aurelio Oliva, no 1c 
causa agravio. 

En su mérito y fundamentos concordantes, se la confirma, 
con costas. Notifiquen original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. deu 

lar. — D. E. PALACIO, — 
Lucas López Caban illas. 



CAUSA CDYIII 

■ 

Doña Cruz Carmen de los Dolores Correa, en autos con el 
doctor Pedro Astudlllo. por defraudación. Recurso de 
hecho. 

» 

Sumario : El recurso extraordinario del art. 22, inciso 2. del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, es extraño a la 
interpretación y aplicación de las disposiciones de dicho có- 
digo y de las del Penal. 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DE LA SUPREMA CORTE 

Butnot Alrtfl, Agosto 22 dt 1914. 

Autos yvistos: el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por el representante de doña Cruz Carmen de los 
Dolores Correa contra el auto de sobreseimiento definitivo dic- 
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laiio i>or la Cámara de Apelación en lo Crimina! y Correccional 
tle la Capital en la causa por defraudación seguida contra el doc- 
tor Pedro AstudiHp y otros. 

■Y considerando: 

Que como consta en la exposición precedente el recurso ex- 
traordinario del art. 22, inciso 2 del Código de Procedimientos 
Criminales, se funda en la inteligencia dada y aplicación hecha 
por la Cámara de Apelación del art. 203 del Código Penal y 
art. 195 del Código de Procedimientos respectivo (fs. 1 vta.) 
expresándose que el sobreseimiento definitivo se lia dictado 
"con desconocimiento o infracción de las disposiciones del Có- 
digo Penal y del Código de Procedimientos en lo Crimina', que 
imponen a los jueces el deber de investigar y de pronunciarse 
sobre los hechos calificados de delitos que se íes denuncien" 
(fojas 6). 

Que según lo dispuesto en el art. 15 de la ley de jurisdic- 
ción y competencia número 48, el recurso extraordinario inter- 
puesto es extraño a la interpretación y aplicación de las dispo- 
siciones de derecho común a que se ha hecho referencia. 

Por eüo no se hace lugar a la queja que se deduce y ar- 
chívese. 

.V. BkRMKJO. — XlCAXOR G. DEL 

Solar. — D. E. Palacio — 
Lucas Lópéz Cabántllás. 



C U \S \ GDIX 

Causa: Don Miguel Estrada, contra el Poder Ejecutivo 
X achual, sobre cobro de pesos 

Sumario: i.° La disposición del art. 64 de la ley de obras públi- 
cas, no es fde aplicación en un caso en que no se ha justifi- 
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fau-os tm la com sumema 

cado que el gobierno hubiera incurrido en mora en el cum- 
plimiento de Jas obligaciones contraidas por su parte 

2. Lo dispuesto en el art. 624 del Código Civil, que de- 
cara extmguida la obligación sobre intereses si se recibiere 
el caprtal sm hacer salvedad respecto de ellos, es de apli- 
«acón en un caso en que sometido a arbitraje el cobro de 
trabajos el demandante percibió sin hacer referencia alim- 
na a intereses la suma fijada por el laudo. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes: 

W' 

t RESOLUCION DKL Sf. JVV.Z FEDERAL 



t- - 

V; 



B««»©« AlfM Dlclcn.br» II d« »I8. 



1 1 I v | ,s,os: J Do,, Mi S lM;1 F - Stra «'a se presentó al juzgado enta- 
blando demanda contra el Poder Ejecutivo Xaciona!, por cobro 
de .ntereses, cuya suma asciende a ochenta y ocho mil ciento 
cuarenta y un pesos, cincuenta centavos moneda nacional, eon 
más 'los que se devenguen. 

0^^?'? !í a J (| J M , ín e ' añ ° W-habia celebrado con las 
Obras de Salubridad de la Xación, autorizada a! efecto por el 
Poder E;ecut.vo. un contrato de consti uccku, de las obras de 
saneamiento en la ciudad de Santa Fe. 

Debido en parte a las crecientes extraordinarias de? rio Pa- 
raná y en parte a errores de los cálculos que sirvieron de ba<o 
para la licitación de dichas obras, hubieron de interrumpirse 
estas, y construirse con un costo mucho mayor del presupuesta- 
do. Al terminarlas formuló redamos ante la Dirección de Obras 
de Salubridad, y como all¡, no fué escuchado, acudió a! Gobier- 
no de la Xación, quien después de diversos trámites ordenó por 
decreto de 16 de septiembre de 1909 que se constituyera un tri- 
bunal arbitral, ío que se cumplió. 

Este tribunal dictó un laudo en mayo de 1910, dándole la 
razón en todas las cuestiones planteadas en el compromiso ar- 
bitral. En efl mes de julio del mismo año cobró del Gobierno de 
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la Nación la suma de dinero de que se le declaraba acreedor en 
el citado laudo. 

El 5 <Ic septiembre del mismo año se presentó ante el Mi- 
nisterio de Obras Públicas de la Nación solicitando que se le 
mandaran abonar los intereses de! capital de que había sido deu- 
dor eí Gobierno. 

Hacía presente que en tí inciso B del grupo 5.° f art. 3. , se 
había fijado el primero de junio de 1908 corno fecha del recibo 
provisional de las obras ejecutadas y como en el 47 de! contra- 
to se había estipulado que ios pagos debían efectuarse dentro del 
plazo de treinta días después de fiedlos los trabajos, se le debían 
intereses desde la fecha indicada y que la devolución de la ga- 
rantía debía haberse llevado a cabo el 1 • de enero de 1909 (ar- 
tículos 35 y 52 del contrato de construcción). Era, pues, evi- 
dente que en la fcoha de su presentación se le debía más de dos 
años de intereses al tipo fijado para las letras de tesorería, de 
conformidad con lo que dispone «* art. 64 de la ley de Obras 
Públicas. 

Después de haber intervenido en el expediente tí Procura- 
dor de! Tesoro y el Procurador General de la Nación, el P. E. 
dictó «fl decreto de 7 de noviembre de 191 1, que figura en el 
lioletin Oficial que acompañaba al escrito de demanda. 

Casi todo la que dejaba expuesto constaba en el expediente 
7910, letra E, año 1910 del Ministerio de Obras Públicas, ba- 
jándose las demás piezas pertinentes en el expediente 8893, 
año 1910. Las ratones que se daban para rechazar su reclamo 
eran: i.° 4, Por carecer de fundamento legal", y 2. "Porque no 
puede admitirse reclamación por intereses en un asunto ya re- 
suelto y juzgado". 

Después de otras consideraciones, apoyaba su demanda en 
las disposiciones de los artículos 621, 622 y 509, inciso i.° del 
Código Civil. 

El traslado de la demanda fué contestado a fs. 8 por el 
Procurador del Tesoro en representación del Poder Ejecmutivo 
Nacional, pidiendo su rechazo con costas, por ser temeraria. 
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La dirección de Has Obras de Salubridad contrató con el de- 
mandante, previa Jicitación, la ejecución de las obras de salu- 
bridad de la ciudad de Santa Fe. 

Las obra* fueron interrumpidas, con motivo de grandes 
crecientes de río Paraná. 8 

Con ese motivo, una vez terminada la obra el contratista 
imc» una sene de reclamaciones, para obtener una bonificación. 

Aunque ningún derecho asistía al señor Estrada para ser 
bonificado, puesto que el contrato celebrado era ley para las 
partes se resolvió no obstante someter a un tribunal arbitra! 
las reclamaciones de! señor Estrada. 

En el decreto dictado el 16 de septiembre de 1 909 se analiza- 
ban todas Jas causales expresivas de la falta de derecho del señor 
Estrada: exigir una indemnización ; pero en el considerando 6" e 
decía: "que no obstante estas conclusiones y solamente por ra- 
J sones de equilaJ, a fin de dar una solución final a este asunto, 
se puede deferir a 4o solicitado por el recurrente". 

Y en tí dispositivo del decreto se establee»: "Art. So- ' 
métese a la resolución de peritos árbhros las reclámacione; 
interpuestas por tí contratista ingeniero don Miguel Estrada, 
a cuyo efecto, por tí Ministerio de Obras Publicas se invitará 
* a dicho contratista para formular c! respectivo compromiso." 

De acuerdo con el señor Estrada, se formuló el compromiso 
arbitral, enumerándose detalladamente todos los puntos de la re- 
clamación y en ninguno de dios se habló de intereses. 

Después de otras consideraciones, citaba las resoluciones 
d,ctadas por (a Cámara de Apelaciones en b Civil en las que se 
declara: "No procede condenación al pago de intereses desde e> 
día de la demanda si la suma debe ser determinada por peritos". 
Tomo 89, pág. 196. 

En el caso registrado en el tomo 107, pág. 5, ha dicho la 
lucerna. Cámara: ' El requerimiento judicial hace sin duda in 
carro- en mora a« deudor, conforme al art. 509 del Código Civil, 
mas para eHo es necesario que haya existido o exista tega'menrc 
<m crédito .liquido o de cantidad determinada". Mencionaba ¿le- 
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m hs fallos registrados en los tomos 177 pág. 241 y tomo 144, 
pagina 423. ~ "** 

La cansa se recibió a prueba habiéndose producido la que 
indica d cert.f.cado de fs. 101 vta.. y las partes interesadas ale- 
garon sobre su mérito en los escritos de f«. 104 y m 



Y considerando: 



La obligación de pagar intereses es accesoria de la de «lar 
una suma de dinero, y nace de un contrato o de la ley. 

En este caso la obligación principal no está en el contrato: 
la cantidad que d tribunal arbitral fijó en favor del actor tuvo 
el carácter de una indemnización y siendo anteriormente ilíqui- 
da, el deudor no pudo incurrir en mora si no desde la fecha en 
que ise h«o exigiMc, por haber quedado firme la sentencia o 
laudo que hizo Ja determinación dd monto. 

Esto es de tail manera cierto que el mismo autor ha invo- 
cado, a fs. 109, el fallo del tomo 66, pág. 141 de la colección de 
los fallos de la Suprema Corte, según d cual: "Los intereses de 
la suma mandada pagar por el laudo, que no han sido menc-o- 
nados por éste, ni están ccmprendkk» en las excepciones de la 
regla dd art. 509, Código Civil, deben liquidarse desde el dia 
en que se ha pedido el pago de la suma mencionada". 

Vale decir, en nuestro caso, y según resulta del fallo expre- 
sado: que si d Gobierno Nacional no hubiera pagado ai actor 
Ja cantidad fijada por el laudo y se hubiera deducido demanda 
por el cobro de esa cantidad, habría procedido la liquidador, de 
intereses desde el dia de la interpdación judicial. El actor ha 
entendido que d faHo quiere dedr que la liquidación debe r<v 
montarse a la fecha en que vencieron los treinta días que, según 
el art. 64 de 1a ley de Obras Públicas, tiene el gobierno para ;a- 
tisfacer el inporte de obras realizadas dentro de contrato-- cele- 
brados con él ; pero ese no es d caso discutido ni eso es lo que 
expresa la sentencia invocada; basta leerla para con /raerse 
que e! actor la aplica erróneamente, por lo que se hace !r.noce<a- 
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rio el análisis de las demás argumentaciones elaboradas sobre 
su base. 

Cualquiera que fuese, además, la cantidad reclamada y la 
oportunidad del cobro, el actor no tiene derecho aiguno para 
demandar al gobierno, puesto que el art. 624 del Código Civil 
prescribe que "el recibo del capital por el acreedor sin reserva 
alguna sobre los intereses, extingue la obligación del deudor res- 
pecto de ellos" y en autos no consta reserva alguna. 

En consecuencia fallo: rechazando la demanda, con costas. 
Hágase saber origina] y repónganse los sellos. 

E. Claros. 



RESOLUCION DE LA CAMARA KKDKRAL í>8 LA CAPITAL 

BntUM Aire», jallo 3 de 1913. 

Vistos y considerando: 

Que entre los demandantes y el gobierno <I¿ ¡a Xac¡3n ?-.c 
produjo diferencia* sobre el precio y pago de las obras extra 
contrato ejecutadas por los primeros en e! puerto de la ciudad 
de Santa Fe, divergencia que fué sometida a la decisión de un 
tribunal arbitraJ, quien falló definitivamente la cuestión conde- 
nando al gobierno al pago de cuatrocientos veintidós mi!, c a- 
cuenta y odio pesos con cuarenta y dos centavos moneda nacio- 
nal, sqnin asi consta en el expediente administrativo agregado 
a estos autos. 

Que la acción dd caso sub judice por cobro de intereses 
sobre las cantidades reconocidas por el tribunal arbitra! a favor 
de los demandantes no versa sobre cumplimiento normal y di- 
recto del contrato primitivo celebrado entre las mencionadas 
partes, pues que los mismos demandantes hacen surgir su dere- 
cho de las detíaraciones que el tribunal arbitral hace en el cuer- 
po del laudo, al expresar que el gobierno debió pagar algunas 
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obras al precio cobrado por los actores. Por tanto, no es de apli- 
cación oportuna en este caso ia disposición del art. 64 de la ley 
de obras públicas nacionales referente al pago de intereses, por- 
que, como se estafeta* más airiba, no se ha trabado la cues, 
tion por cumplimiento de un contrato sino por acción emer- 
gente del laudo arbitral. 

Que la parte dispositiva del fallo de Jos árbhros, no con- 
tiene condenación al gobierno de pagar intereses sobre las can- 
tidades reconocidas a favor de los actores, resohicióa firme, 
aceptada por éstos, y sobre la cual no hay derecho de volver' 
porque ya es cosa juzgada. 

Que los demandantes reconocen en sus escritos, que perci- 
bieron la suma que el tribunal arbitral estableció a favor de ellos 
sin imputar al Gobierno Nacional morosidad en d pago, no ha- 
biendo hecho ninguna referencia a intereses. Es pues, de correc- 
ta aplicación lo dispuesto por c! art. 624 del Código Civil, que 
declara extinguida ía obligación sobre intereses, si se recibiera 
el capital sin hacer salvedad respecto de ellos. 

Por estas consideraciones y fundamentos concordantes y 
fallo de ia Corte Suprema de Justicia en el tomo XXII, página 
385 y tomo tXVI, pág. 141, se confirma, con costas, la senten- 
cia apelada de fs. 118. Nutifiqiiese, devuélvase y repóngase el 
papel ante el inferior. — Angel Ferrevra Cortes. — Agustín 
Urdinarrain. — Daniel Goytia. 



FAI.I.O DK I.A CORTK SUPREMA 

BMMMAlm, Aceito 33 te JIM. 

Y vistos: el recurso de apelación deducido contra la senten- 
cia de fs. 145. pronunciada por la Cámara Federal d« Apelacio- 
nes de esta capital en la presente causa seguida por don Miguel 
Estrada contra él Gobierno de la Nación sobre cobro de pesos. 
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Y considerando: 

Que según resulta de autos, el actor tomó a su cargo las 
obras de saneamiento de la ciudad de Santa Fe, celebrando al 
efecto un contrato con la Dirección de las Obras de Salubridad 
de la Nación, y considerándose perjudicado en su ejecución 
por diversos accidentes, reclamó del Gobierno una indemniza- 
ción por Jos perjuicios sufridos, lo que motivó la constitución de 
un tribunal arbitral al que fué sometida, con arreglo a las bases 
estableoidas en el compromiso respectivo, aprobado por decreto 
del Poder Ejectivo Nacional, con fecha 6 de diciembre de 1909, 
inserto en el Boletín Oficial, de fs. 16. 

Que resuelta esta reclamación por el laudo pronunciado 
por los arbitros, cuyo testimonio corre de fs. 61 a 100, determi- 
nándose en definitiva Jo que debía abonarse al actor como in- 
demnización de los perjuicios causados, el Gobierno pagó inme- 
diatamente, sin observación alguna, la indemnización acordada, 
quedando de esta manera terminadas las cuestiones suscitadas 
a] respecto. 

Que esto no obstante, el actor exige de! gobierno el pago de 
intereses por las sumas ya satisfechas a que se refiere su de- 
manda de fs. 5, sosteniendo que esos intereses se le adeudan 
con arreg'o a lo dispuesto por d art. 64 de la ley de obras pú- 
blicas a contar desde el 1." de junio de 1908 como fecha provi- 
soria del recibo de las obras ejecutadas, fijada por los arbitros. 

Que aparte de no haber sido motivo de cuestión el punto 
relativo a] pago <le intereses en la reclamación anterior someti- 
da al fallo del tribunal arbitral ni contenerse en dicho fallo con- 
denación alguna con respecto a los mismos, es de observarse 
que lo establecido por el citado art. 64 de la ley de obras públi- 
cas en cuanto dispone qtie cuando e! "Poder Ejecutivo retarda- 
se los pagos por más de treinta dias después de las fechas en que 
según el contrato deban hacerse, el contratista tendrá derecho a 
reclamar intereses a la tasa fijada para las letras de Tesorería", 
no es -de aplicación al caso, desde que no se iha justificado en 
manera alguna que el gobierno hubiera incurrido en mora en el 
cumplimiento de las obligaciones contraidas por su parte. 



DE JUSTICIA DE LA NACION 397 

Por ello y sus fundamentos se confirma, con costas, c! fa'lo 
plació. Notofíquese original y devuélvase debiendo reponerse 
las fs; ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. _ D. E. Palacio; 
Locas López Cabanillas. 



CAUSA CDIX 

Zopp¡ y Cía. contra don Fícente Valencia, por cobro ejecutivo 
de pesos. Contienda de competencia 

Sumario : AI juez de la quiebra corresponde el conocimiento de 
una ejecución hipotecaria por cobro de pesos contri el 
fallido. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLUCION DEL JUEZ LETRADO DE LA PAMPA CENTRAL 

tanta Roía dt Toa*. Julio 3 dt ISM. 

Autos y vistos : la resolución del señor juez de primera ins- 
tancia en lo civil de la capital de la República, doctor Roberto 
Bunge, denegando el d&gendemiento del exhorto en que se le 
solicitaba la remisión de los autos seguidos por Zoppi y Cía. con- 
tra el fallido, sobre cobro ejecutivo, por ser este juzgado quien 
entiende en el respectivo juicio de quiebra, y 

Considerando: 

i.° Que la oposición del señor juez cxliortado se funda en 
lo substancia!, en que las garantías acordadas al acreedor hipo- 
tecario por las leyes de fondo y de forma para -hacer efectivo su 
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crédito, hasta autorizar la formación de un concurso particular; 
como la convención celebrada por las partes según la cual ambas 
conwenen en someterse a una jurisdicción, no puede quedar a 
mereced de las uHerioridadcs de un concurso decretado contra 
el deudor. 

Que si bien tales fundamentos podrían ser atendibles sí 
se ¿«cutiese el carácter de la acción entablada para hacer efec- 
tivo el crédito, no son, sin embargo, admisibles en la presente 
contienda, en que, a mérito de principios elementales, nuestra 
legislación de quiebras ha dispuesto expresamente en su artícu- 
lo omcuenta y ocho que la declaración de falencia atrae al juz- 
gado de la misma todas las acciones judiciales contra el fallido 
con relación a sus bienes, sin hacer excepción de ningún género, 
ordenando expresamente también la suspensión de todas títas, 
las cuales sólo podrán intentarse o continuarse contra el concur- 
so, articulo ochenta, y desde luego, ante el juez del mismo, res- 
pondiendo a un propósito de evidente conveniencia general pa- 
ra la división de los bienes pertenecientes a" la masa con econo- 
mia mayor de gastos, rapidez de procedimientos y eliminación 
de conflictos entre diversas autoridades judiciales, como !o tie- 
ne constantemente establecido la Corte Suprema entre otros en 
los fallos tomo 93, pág. 136; tomo 105, pág. 119. 

3- ° Que fuera de aquélla disposición expresa, cuja claridad 
y amplitud tiende a hacer imposible toda contienda, el principio 
de la universalidad del juicio de quiebra queda aún mayormen- 
te consagrado en las disposiciones contenidas en lo? artículos 
117, 121, 123, 124. 125, 126, 127 y 131 de la ley respectiva según 
los cuales 'la totalidad de los procedimientos hasta la distribu- 
ción de todo el activo, con arreglo a las disposiciones pertinen- 
tes, quedan sometidos a la dirección de un juez único (tomo 48, 
página 405). 

4- " Que en cuanto a la existencia de una cláusula en la con- 
vención hipotecaria según ía cual las partes se sometían a la 
jurisdicción de un domicilio especial, ella sólo hace obligatorio 
a las parte que lo pactaron : pero en manera alguna puede invo- 
carse para sobreponerse a las facultades que las leyes acuerdan 
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alos jueces del concurso sobre los bienes de los surcados. se . 
lo « SU e! to por la misma Corte Suprema (tomo 97. página 

SeluL r^ K> * S ° bre W * 

^.a^te «ügna de tenerse en cuenta, según Jo tiene igual- 
mente declarado Suprema Corte en fallos mas recientes. 8 ^ 
5- yue a mayor abimdamiento, cabe nacer notar que el 
ejecutado repetidamente ha comparecido tomando fa participa- 
oon correspondiente en el principal; así. ha verificado su cre- 

tlZ, J mta * aCreCdores í fs - 34. vta.), por mtermtdio del 
apodera* con poder genera! ; ha pedido aclaración sobre su vc- 

n'rlr'T/ " • Vt3 ) L. y haSta *" SOlíCÍtad ° SC ¡ntime »' «™- 
prador del m.smo «mueble hipotecado y vendido por el concur- 
so para que oble el precio, consistiendo expresamente en esta jti- 

r '** KC ." m CT tan !° P° r otro jugado urgía también Jos pro- 
cedimientos tendientes al mismo fin. . 

r_r° r " taS c ° nsideradone s y '<* concordantes del dictamen 
fiscal que precede, resuelvo mantener la competencia de este 
juzgado y elevar estos autos a la Suprema Corte para que diri- 
ma la contienda promovida. 

En cuanto al escrito de fs. 545, en su oportunidad se pro- 
veerá. Repóngase oportunamente. — /. Alfredo Torres. — 
Antemi:-C. M. Rumbado. 



DICTAMEN DKI. Sr. PROClRAnOR GENERA!. 

Bnwot AJm, 31 rfc Julio de 1914. 

Suprema Corte: 

en Jr : ¡T >nde L V ' E - , d,rimÍr 13 COntienda * «apetencia 
la le^ow " ' SPUCSt ° ^ d 9 °* ÍnCÍS ° f d "' 
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El juez de la Pampa dirigió un exhorto al juez de lo civil 
de esta capital, pidiéndole la remisión de los autos seguidos ante 
su juzgado contra don Vicente Valencia, en razón de hallarse 
abierto en aqued territorio el jukio de quiebra del demandado. 
El juez exhortado denegó el envío de los autos arguyendo que 
las garantías de que está investido el acreedor hipotecario son 
independientes de las consecuencias de un concurso que contra el 
deudor se haya iniciado. 

Sin embargo el juicio de quiebra, por su universalidad 
atrae a él todos los créditos civiles, activos y pasivos del fallido, 
as! como los negocios judiciales pendientes relativos al mismo. 
Es de tenerse en cuenta que la tramitación simultánea, dentro 
de la República de diversos concursos formados a una misma 
persona ante distintos tribunales, o de un concurso y de juicios 
independientes promovidos contra e! deudor común, comporta 
un serio obstáculo para la economía de gastos, rapidez de proce- 
dimientos y exclusión de conflictos entre las autoridades judi- 
ciales que tomaran medidas sobre los mismos objetos. 

iLas acciones contra el fallido sólo podrán seguirse con e! 
concurso (art. 8o de la ley de quiebras) ; no habiendo asimis- 
mo, disposición legal alguna que excluya del conocimiento del 
juez de la quiebra los créditos hipotecarios, sitió que, por d con- 
trario, estos se hallan comprendidos en la graduación de cré- 
ditos que determina la ley expresada. 

Por Jo expuesto y jurisprudencia de V. E. (tomo 97, pá- 
gina 165; tomo 93, pág. 136; tomo 105, pág. 119), pido se de- 
clare la competencia del juez de la Pampa, para continuar en él 
conocimiento de los autos elevados. 

Julio BoM. . 



VAU£> l>K I.A CORTK SUPRKMA 

Butaoa Aire», Agosto 23 do 1914. 



Y vistos los de contienda de competencia entre un juez de 
primera instancia en lo civil y comercial del territorio nacional 
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Pampa Central y otro de igual categoría de la capital, para co- 
nocer de la ejecución hipotecaria por cobro de pesos que los se- 
ñores Zoppi y Cía., siguen contra don Vicente Valencia, y 
'Considerando : 

Que el juicio de quiebra del referido Valencia, se tramita 
ante el primero de Jos jueces antes mencionados. 

Que la universalidad de dicho juicio atrae, todas las accio- 
nes judiciales contra el fallido con relación a sus bienes (ar- 
ticulo 1436 Código de Comercio). 

Que no.sólo no hay disposición legal alguna que substrai- 
ga del conocimiento dd juez de la quiebra los créditos hipote- 
carios, sino que al contrario, el citado código de comercio los in- 
cluye al tratar en los arts. 1469, 1470 y siguientes, de las dife- 
rentes clases de créditos y de su graduación y en varias otras 
de sus prescripciones reglamentando las quiebras. (Fallos: to- 
mo 93, pág. 137; tomo 97, pág. 154 y otros). 

•Por ello, lo expuesto y pedido por el señor Procurador Ge- 
neral y fundamentos del auto dd juez de la Pampa Central, se 
declara la competencia de éste para conocer en la ejecución de la 
referencia, y en consecuencia, remítansele los autos, avisándose 
por ofiio al señor juez de la capítol. Notifíquese original y re- 
póngase los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio.— 
L. López Cabanillas. 



CAUSA CDXI 

Don Angel López, su concurso de acreedores. Contienda 

de competencia 

Sumario : El conocimiento de un concurso de acreedores de un 
comerciante corresponde al juez de comercio del lugar en 
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<londe «1 concursado tiene su pr . ncipal casa de comercio ■ 
no {Midiendo determinar la jurisdicción de un juez en lo ci- 
vil y de minas la circunstancia de haber prevenido en el 
concurso. 

I Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

RESOLUCION DEL Sr. JUEZ EN LO CIVIL V COMERCIAL 
DE SAN NICOLAS 

ttm Nicolfa, Stpttoütie 17 4, 19». 

Y vistos para resolver h cuestión de competencia promovi- 
da por el señor juez en lo civil y minas de la ciudad de Mendo- 
2a, doctor Francisco Verdaguer, en el exhorto de fs. 129. 

Y considerando: 1 .• Que d juicio de quiebra atrae sin dis- 
tinción todas las acciones civiles, activas y pasivas del fallido 
(ait 58 de la ley de quiebras). Que esta disposición legal ha 
sido dictada con el propósito de obtener una completa unida ! 
en la liquidación de Jos negocios del fallido y centralizar los in- 
tereses de la masa de acreedores, propendiendo a que se verifi- 
que y liquiden de una manera uniforme, por lo cual crea en fa- 
vor*! tribunal de la quiebra una jurisdicción especial y extra- 
ordinaria, ante la cual debe llevarse sin diMinción. todas las ac- 
ciones aviles activas y pasivas del fallido, en que obre éste co- 
.no demandante o demandado, y ceden a las reglas ordinaria, 
de la competencia (Suprema Corte Nacional, tomo 47, p. 14,) 

2.° Que aplicado este principio al «aso de autos y consagra- 
do como se encuentra por una abundante e invariable jurispru- 
dencia, que no procede el concurso civil de acreedores tratando- 
se de un comerciante, y que el juez competente para conocer en 
* concurso comercia!, es el del lugar donde esté situado el esta- 
blecimiento principal del fallido, la competencia de este juseado 
es incuestionable. Que la calidad de comerciante que se haatri- 
buido a don Angel López, cuya quiebra ha «ido decretada por el 
mfrascripto asi como que su negocio principal lo tuvo radicado 
en la andad de Pergamino de esta provincia y jurisdicción, se 
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encuentra plenamente comprobado en autos, no sólo por los ac- 

abortos a! publico vanas casas de negocio, lo que en el concepto 
ele Pardessus basto para que se Je considere comerciante (tomo 
. .?, numero 78) En efcfcto, e! documento y cuenta de fs. 4 y 5, 
el informe del Valuador de Pergamino de fs. „, , a córresjL- 
flenaia y netas de venta que obran de fs. 30 a 40, el informe 
de. contador Berós de fs. 76 a 83. la circular 'de fs^ 3 6 y 
ta con membrete timbrado de fs. ,37, son elementos más que 
suficientes para comprobar lo anteriormente expuesto. 

3-" Q ue reuniendo el fallido don Angel López las calidades 
enumeradas en los arts. 1 y 2 y siguientes del Código de Comer- 
cio, no ha podido válidamente presentarse haciendo cesión de 
toenes ante una jurisdicción extraña a la del juez del departa- 
mentó judicial donde tenía instalado su comercio, como estable- 
cimiento principal, el que según resulta acreditado en autos, es- 
taba en Pergamino, y por lo tanto dentro de la jurisdicción de' 
infrascripto. Que en apoyo de la tesis sostenida precedentemen- 
te, puede invocarse la jurisprudencia que cita Cante en el tomo 
r .% folio 381, número 14, folio 382, número 26, folio 384, nú- 
meros 104. 105 y toó, folio 385, números 119 y 132. 

Por estos fundamentos y consideraciones, las concordantes 
del escrito del sindico de fs. 139 y lo dictaminado por el agente 
fiscal a f s . 142, y lo dispuesto por el art. 436 del Código de Pro- 
cedimientos, resuelvo no hacer lugar a la inhibitoria que se soli- 
cita y mantener la competencia de este juzgado, y en consecuen- 
cia, líbrese oficio a! señor juez exhortante, con transcripción de 
este auto, para que, dando por formada la contienda de compe- 
tencia, remita los antecedentes a la Suprema Corte Nacional pa- 
ra su resolución, comunicando al infrascripto el envío para ora 
ceder en igual forma. Regístrese y repónganse las fojas. - 
Pedro R . Qutroga. — Ante mí : José A . Brocero. 



FAUOS DE LA COtTB SUPREMA 

■ -i 

DICTAMEN DEL SI\ PROCURADOS GENERAL 

<■■'■'-. * 

Baenot Aires, t dt J««ia de 1914. 

•Suprema Corte : 

Corresponde a V. E. dirimir la contienda de competencia 
trabada en estos autos, con arreglo a lo dispuesto en el art. 9, in- 
ciso d de la ley 4055. 

El juez de primera instancia en lo civil y minas de la ciudad 
de Mendoza, dirigió un exhorto al juez de primera instancia en 
lo civil y comercial de la ciudad de San Nkoíás, a ím de que 
éste se inhibiera de conocer en el juicio de quiebra que se sigue 
a don Angel López, por haberse iniciado en aquella ciudad el 
coocurso vokmtario del deudor con anterioridad al pedido le 
quiebra formulado ante la jurisdicción de San Nicolás. 

El demandado ora comerciante, cuya calidad se ha compro- 
bado por <l ejercicio de actos de comercio en profesión habitual, 
y, según consta de autos, el asiento principal de su negocio estaba 
radicado en Pergamino. 

En virtud de tratarse de un comerciante, no procede el 
concurso civil de acreedores, sino que el juicio que corresponde, 
por su calidad, es el establecido por la ley de quiebras, siendo 
competente para entender en él, el juez del lugar donde está si- 
tuado el establecimiento principal del fallido. 

Ante esa jurisdicción especial, de acuerdo con el art. 58 de 
la ley de quiebras, deben concurrir todas las acciones civiles ac- 
tivas y pasivas del fallido, pues el juicio de quiebras las atrae 
a todas. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (tomo 47, pá- 
gina 141) pido a V. E. se sirva resolver la presente contienda, 
declarando competente para entender en este asunto al juez de 
lo civil y comercial de la ciudad de San Nicolás, en cuyo tribu- 
nal se haya radicado el juicio de quiebra. 

Julio Botei. 
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FALU> DE ¿A CORTE SUPREMA 

Bumm Alm. AgMla 25 é« imc 

Y vistos: La contienda <le competencia entre un juez de 
primera instancia e:i lo civil y de minas de Mendoza, y otro de 
igual categoría en ki comercial de San Ntootts. provincia de 
Buenos Aires, para conocer en el concurso de acreedores de don 
Angel López, y 

Considerando: 

Que de la propia exposición de dicho López, ante el pri- 
mero de los jueces nombrados, como también de las comproba- 
ciones acumuladas ante el segundo, (informe de fs. n y otras), 
resulta acreditada la calidad de comerciante de aquél. 

Que en tal concepto, está sometido a la jurisdicción comer- 
cial en caso de concurso de acreedores, según k> dispuesto por 
el art. 1384 y concordantes del Código de Comercio, que cons- 
tituye el derecho común. 

Que la expresada circunstancia lo mismo que el hecho de 
tener dicho López su principal y más antigua casa de negocio en 
el Pergamino, jurisdicción de San Nicolás, son bastantes para 
determinar la competencia de los jueces de comercio de esta lo- 
calidad, para conocer en la quiebra de que se trata. 

Que la principal razón invocada en la petición de inhibito- 
ria es la <te haber prevenido en el concur o el juez en lo civil y 
de mmas de Mendoza; pero tal hecho no constituye un antece- 
dente oV carácter legal, para que en el caso, determine la juris- 
dicción de dicho juez, máxime cuando no es dudosa k» compe- 
tencia del de San Nicolás, cuyos exhortos sobre inventario y de- 
posito de bienes y detención del fallido fueron cumplkuentadoí 
sin reparo alguno por los tribunales de comercio de dicha pro- 
vincia de Mendoza como consta a fs. 91 y siguientes de los autos 
de San Nicolás. 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por e! señor 
Procurador General y fundamentos concordantes del auto de 
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Si.» - 

#2, 



Pe* 



fs. 145. »e declara que d juez de San Nicolás es el competente 
para conocer de la quiebra de don Angel López. 

En consecuencia remítansele los autos avisándose por ofi- 
cio al señor juez de Mendoza. Notifíquese original y repónga- 
se el pape!. 



Kicanob G. del Solar. — D. E. 
Palacio. — Lucas López 
Cabanillas. 



NOTA 



¡En veinrmueve de agosto la Corte Suprema declaró impro- 
cedente el recudo «le hecho deducido ante ella por Emilio Ceñal 
en el proceso que se te signe por abigeato ante los tribunales de 
ia provincia de Buenos Aires, por tratarse de la aplicación de 
leyes locales hecha por los tribunales de la misma provincia, 
debiendo ocurrir dónele corresponda 
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CAUSA CDXII 



Don Germán Puctía <ontra el Gobierno de la provincia de 
Mendoza, sobre pago de un impuesto. 

Sumario: Siendo, •como son, de ¿nienpeitación restrictiva las le- 
ves tributarias, corresponde la devolución de una cantidad 
de dinero pagada* bajo «nwerva, por concepto de obras de 
«pavimentación no compraidftdhs por la ley respectiva entre 
•aqtieátas que deben ser abonadas por los propietarios de las 
fincas afectadas por tales obras. 

Caso : Lo explica el siguiente : 



FAUO OS LA COtTE SUPREMA 

Y vistos: los formados por demanda promovida ante esta 
Corte, por rf doctor Germán Puebla, vecino de ka Capital Fe- 
deral, contra el Gobierno de la frtovóncta de Mendoza, por de- 
volución de impuestos Abonados por él. 

Manifiesta «I a<<or, que siendo propietario de una finca sitúa- 
ib en el Departamento de GuaymaHén, provincia de Mendoza, 
con frente al Carril Nacional que atraviesa dicho Departamento, 
fué requerido por un n epr ejfenfa mti e de ese Estado pan él pago 
de la cantidad de cuatro mS óchenla y dos pesos cuarenta cen- 
tavos nacionales, suma que se vió ¿Migado a satisfacer, bajo 
reserva. 

Que tal «Ano se fe lia exigido a título de reembolso del 
costo del macadam hecho por la Provincia en el expresado ca- 
mino a Guaymallén y tai proporción al frente jue íw finca tiene 
sobre el mismo. 



. . • .'.y, - ;J . , 1 B ■ 

** FAUOi M LA COtT* SU FUE HA 

Que «al reclamación fiscal «ra ilegítima, pufes, ta obra no 
fu¿ sacada a licitación «uro por ley correspondía, tií tenia el Po- 
der Ejecutivo provincial jurisdicción para efectuarla sobre un 
camino de propiedad y a caigo de fe Nación. 

Que en fe boleta «qute « le dejó en la propiedad se le ha car- 
gado e! costo <le tim cimas que corresponde pagar a los regantes, 
como 0on los puentes o tifones sobre los canaks de riego parti- 
«tlanes, cwtravhiséndosc con ello lo dispuesto en el articulo 12 
de h ley número 393 de 21 de Bnaro de 1907. 

Que 1a ley número 463, de 20 de Entero de 1909, que se ha 
invocado por rf Gotrierno para hacerle tál cobranza, fué dictada 
más de dos años después de concluida y entregada ai servicio 
público la seoción del comino asi pavimentado, y también por 
referirse dicha ley, exckftsrvam¡ente, ai adoquinado y macadam 
que se construyeran -dentro de la c ¡udad de Mendoza, estando 
ubicada fuera de ella, en el Departamento de Guaymallén, !a 
propiedad dd demandóte. 

Que, además, fa aplkación retroaerrva que de fa ley 463 
se ha hedió por el gobierna demandado, «1 violatoria de lo dis- 
puesto en d artículo 3°. del Código Civil, y como tal cobra- 
ría a los claros preceptos de la Constitución Nacional que in- 
hibe a las provincias de derogar sus disposiciofies y Has de las 
leyes drf Honorable Congreso. 

Que, en consecuencia, el «cobro que por «reembolso del ex- 
presado impuesto se le ha ihecho, es indebido y debe serle inte- 
grado por ta provincia, a la que para tal fin demanda. Pido 
costas -fojas 4 y sr. 

Contesta a fojas 64 e! «representante de Mendoza, negando 
que se trate de impuesto sobre ccristrucción hedía en un camino 
nacional, no «endo de efe carácter sino exclusivamente provin- 
cial, el de Ouaymrflón; niega que se ha)* mduido en el cobro 
hedió al actor el costo de las obras rebfcrvas a puentes y alcan- 
tarilla* sobre los canales de riego, pues, solo se le reclamó el 
importe del macadam. 

Sostiene que esta otea se hizo en virtud de lo dispuesto en 
la ley provincial número 323, de 9 de enero de 1905, ampKada 
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en cuanto a los fondos disponibles para 4a construcción, por la 
ley numero 347, de octubre siguiente, y decreto de! Poder Eje- 
cutivo disponiendo el c»-mplimicnto de la primera de esas leve-, 
dictado en 7 de Junio del mismo año. 

Que h licitación estaba <lspen*ufa en el caso por la natu- 
ralesa de la obra, según Asjwaicfom* positivas de las leyes de 
Mendoza, que para ello airtonaabaci al Gobierno. 

Que no se trata «le obras publicas gratuitas, como no lo son 
en esta Capital ni en Mendoza, Cas construcciones de este carác- 
ter, ove valorizan fas propiedades a «üyo frente se ejecutan ; v 
no ha podido asi el demandante considerarse exonerado de U 

obKgaoión de reembolsar a fa provincia el gasto hecbo por ella. 

como lo dispuso la Jey número 463 ya recordada, señalando en 

su artículo 4». la proporción y forma en que debía hacerse esa 

reintegración. 

Que esa ley era aplicable, según de su rubro y texto se des- 
prende, tanto al macadam hecho en fas calles del municipio 
como el ejecutado en los caminos fuera de la Ciudad. 

En cuanto al argumento de fa no retroactividad <k dicha 
J«y 463, dice m «trece de eficacia, pues, no existe propiamente 
tal retroactmdad; que el •priiwipw que 4a establece no se re- 
fiere a otras materias que a las criminales, ni h disposición del 
artioulo 3°. del Código Civil importa otra cosa que una regla 
<*e interpretación impuesta a los jueces para juzgar de fas rela- 
ciones de derecho .legisladas en el mismo código y es extraña 
a la legislación impositiva provincial. Pide el rechazo <le la de- 
manda con costas. 

Recitada la causa a prueba y habiendo fas partes alegado 

sobre el mérito de la producida, se llamaron autos para sen- 
tencia. 

Y considerando: 

Que según resulta de fa causa, h obra que ha originado el 
cobro fecal motivo de esta demanda, es el macadam hecho por 
el Gobierno de Mendoza sobre el camino llamado en la provin- 
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4,0 »*uo» m la costa mmu 

d * " C * lTriI Nacional'', en d Departamento <Ie Guaymallén, y a 
cuya via <M frente una propiedad rural dd actor. 

Que igualmente consta de tos autos, que tal construcción se 
rcalató dcapués de sancionada ta ley provincial número 323 de 
9 <k enero de 1905, terminándose antes del 1°. de enero de 1907 
fecha en que se dio al servido púHico la sección respectiva de' 
«se camino- fs. 1 y 62. 

Que en la contestación a ta demancb se ha reconocido po* 
el representante de Mendoza, que ese pavimento se ejecutó "en 
virtud de dicha ley número 333, que entre otras obras pública, 
que autoriza al Poder Ejecutivo a llevar a cabo, señala (tex- 
tual) la de construcción de puentes carreteros y caminos veci- 
nales y departamentales en los puntos y regiones que son más 
necesaoos''; viniendo después, en octubre del mismo año otra 
ley ampliatoria de los fondos. 

Que, efectivamente, ta ley número 323 facultó como se vé 
al Poder Ejecutivo en términos generales, para efectuar con;- 
trucciones deesa índole; y es en uso de tal facultad que d mis- 
mo Poder Ejecutivo dictó el decreto <k 7 de junio siguiente, 
mandando hacer d macadam en d camino a CuaymaUen. 

Que siendo esto así, corresponde desde luego tener presen- 
te que ta miaña ley designó, en su articulo I o . los fondos con 
que debian costearse las diversas obras públicas en e'la En- 
donadas, disponiendo que se aplicaran los precedentes de la venta 
de tierras fiscales a medida de su ingreso en tesorería; y tas 
constancias de la causa demuestran que se dió cumplimiento a 
ello: -foja* 111 y 113 valdrá 6a. pregunta -143 y 144 vueKa 
preguntan aa. y 3a. 

Qtta ninguna) "ley provincial o posterior a ta expresada 
por la provincia <<*» los fondos especialmente destinados por 
pietarios rurales el reembolso del costo dd macadam abonado 
per la provincia con los fendos especialmente destinados por 
aquélla. 

Que a este respecto, debe recordarse, que la única dispo- 
sición que sobre d particular contiene esa ley ea ta del articulo 
3". el cual establece que "el Poder Ejecutivo propondrá en su 
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<k*ida oportunidad a fa HonccaWe Legislatim, l a forma v 
t-empoe» que hayan <ie r*^!** ¿fSSS Í^M 
los fondos que se inviertan en fas obras autorizadas oor loTTn 

^btura scj> »„> d * jmponor d 2Bg£¿ 

J2S í * ° braS «P^ 6 »*. en dichos dos ítk*»^ 
lo., «ncluidos, según conocidas regias de mterpretación legal 

„. 9" *^Ü 6 *' <W macad3m * a Guayina- 

i™ «te ccn^renctalo como ya * ha dccho. en <t inciso VII 

ílU U ^ fo ~' fuera * ,a de rcem- 

bolso prevista en didho articulo 3". 

Que, además, según lo ha declarado el Ministro de Gobier- 
no de Mendoza, respondiendo a fe. ,,4 a Ja 7 a. pregJTS 

Poder Eje^byo , a ky a <t ue «e refiere el citado articulo^ • 
y es por ello Jog*o deducir que tampoco se pensó en dictar te-' 
yes <,ue se ocupara* de legislar sobre el reenrtcfso de lo gastado 

Ta ^SSTST- ^* dficadas «" ¡"«sos. a los cuales 

V manera insinuó que se cobra- 

ran a ios particulares, ni entonces ni después. 

¿ JSX§2 trÍbUfarias ^ <fe ^-«aciún estricta y no 
puede extenderlas a ««os o cosos m cem^ndidas claramen- 
te en su letra y en los propósitos manifiestos del legislador 

Q«e «1 este sentido corresponde hacer notar que 1a fcy 461 
no centone concepto o disposicióa alguna que directa rri 
emente se refiera a gastos hechas en el macadam del Carril 
Nac^nal a Cniayrnarién; debiendo lógicamente entender* que 
«í n«ca<lam mencionado en «, articulo 4?., es sin duda ü que 

• -ST^ < ^T dela . CÍUdad ** *» Quinado a que 
étZZ CT artNn,bs ' si * ****** pensado hacerlo 
«xtensivo a áos pavimentos de esa da* efectuados o a efec- 

bnufe hatona «apnesado claramente; todo .lo «al concurre a 

TlZ y*™**?™ «S* <«« ^ a la miposMó. 

de «m gravamen a propietarios de fuera del municipio, virtual- 
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mente exentos de toda obligación de pago por la misma ley 
autoritativa <le dicha construcción y que al propio tiempo de- 
signó fondos especiales de la provincia para costearla. 

Que estas consideraciones bastan por sí «das paTa demos- 
trar la ilegalidad defl cobro hedió a] dcman<lante y e* deber en 
que está da Provincia de Mendoza de reintegrarle e» la stuna 
por él abonada bajo ta consiguiente reserva; y es, por lo tanto, 
innecesario anafizaT los demás fundamentos de hecho y de de- 
recho que se han afcgado en Ta litis, desde que su resolución 
cualquiera que ella fuese, no podría modificar aquella conclu- 
sión. 

Por estos fundamentos se condena « la Provincia de Aten- 
aza a restituir al doctor Germán PüeWa, dentro de£ término dfe 
treinta dias la cantidad de cuatro mil ochenta y dos pesas con 
cuarenta centavos nacionales cobrados al mismo en la oportuni- 
dad a que se refiere esta carca. Se <ledara que las costas son a 
cargo de la parte demandada. Xotifiquese, repóngase el pape! 
y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
del Solar. — D. E. Pala- 
cio.— L. López Cabaxillas. 



CAUSA CDXIII 

Compama Dcllazoppa Limitada, en autos con el Fisco Nacional, 
sobre defraudación a la renta de Aduana. Recurso de hecho. 



Sumario: Es improcedente el recurso ordinario de apelación 
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previsto en el inciso 2". artículo 3 . de la ley 4055 en las 
causa, criminales por <kfraudación a las rentas de aduana. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bátaos Airea, 22 Judío de »| 4 . 

Suprema Corte : 

■ 

•Según !o tiene declarado V. E. en repetidos casos. las cau- 
sas seguidas para Ja aplicación de las penas establecidas por las 
ordenanzas de Aduana, por infracción a las mismas, debe subs- 
tanciarse por la vía jwnal (art. 1070 de las ordenanzas de Adua- 
na; faKos tomo 70, pág. 443; tomo 114, pág. 279; tomo itó, 
pags. 184 y 274). 

Por consiguiente, el presente recurso- que se promueve in- 
vocando articulo 3". inciso 2»., de la ley 4055, no es admisi- 
ble, desde que las resoluciones <Botada« ,x>r las Cámaras Fede- 
rales en las causas de orden criminal], producen ejecutoria, des- 
de la sanción de la ley 7055. y de conformidad a lo que pres- 
cribe en su articulo 4". 

Pido a V. E. en su mérito, ?c sirva declarar improcedente 
ta (|ueja deducida. 

Julio Botct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Batao* Aires. 8«ptl«abre 3 «* ISU 



'Autos y vistos : de acuerdo con lo dispuesto en d artículo 
4 • de la ley 7055 y lo resuelto en casos análogos (Fallo* tomo 



■•> 
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"6, pág. 374 y otros), se declara no haber tugar a la queja 
deducida. Notifique** con el origina*, repóngase d papel y ar- 
chivarse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio — Lucas Ló- 
pez Caramillas. 



CAUSA CDIV 

Don Samuel de Madrid con el Gobierno de la X ación sobre 
daños y perjuicios 

Sumario: Sin previa autorización legislativa, la Nación no intc- 
de .ser denunciada por indemnización <te los daños y per- 
juicios derivados de tin acto ilícito atribuido a un empleado 
de la Administración General de Correos y Telégrafos. 

Caso: Resulta del siguiente: 



PALEO DE LA CORTE SUPREMA 

Bumm Alrct, Scpticmbrt 5 dt IflU. 

Vfetos: 131 doctor don Samuel de Madrid demanda al Go- 
bierno <le la Xación la indemnización de ios danos y perjuicios 
derivados <fef hecho fie que «n circunstancias que cruzaba la 
calzada de la calle Paseo Colón, fué violentamente derribado 
por un automóvil de la Administroión de Correos y Telégrafos, 
guiado por el menor Juan Antonio Díaz, resiitondo con ¿esio- 
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««^rácter grave en la clavicula y brazo, como asi mismo 
eroaones «n 1a cara y en h« piernas. 

Agrega que el chauffeur Día, fué condenado por tí Juez 

hlTr SÍES fíf**^ d Poder Ejecutivo no hizo 

lugar a ello por decreto del 29 de marzo de 1912 

tun¿tT PC * nna ^J * 8 "*»' <lk * d artor « * la na- 
turaleza del ,„kk> y de h comfación de la demanda, de acuerdo 

por mtermedio del Ministro del Interior íley 3727) « a | Pro- 
bador F^a. atento 1o dispuesto en el JSS?. i, Ia £ 

Y considerando : 

trv ,? l,C eS • m ,>rinCÍpÍO rcro ™^*> que la Nación no puede ser 
traída a juicio .sino con su consentimiento, expresado por el ór- 
gano de sus poderes competentes al efecto (Fallos, tomo 2» 
pag. 103; tomo 26, pég. 201 ; tomo 80, póg. 399) 3 ' 
. JggP* lV> ° ******* » «* Principio general tí, artícu- 
SÍ ^ ff"?**? «*» ^ reqitótos oue 

"í" fttkrates y 108 letrado, de Tos 

I err-ooos .Nacionales, conocerán de tos accione» civiles que se 

Aduzcan contra la Nación en su carácter de persona juridica 
sm necesidad de atrtorización previa legislativa". 

Que en d ^ judicc no se trata de acciones' «viles deduci- 
rle^ ■ a T" L ! n 1" CarácteT * P"^» j"Mc* sino de 
aw^TT" ^ ** * Ovados de un acto 

.hoto atribuido a un empleado de fe Administración Genera! 
de Correos y Telégrafos. 

Qw esa administración es ejercida por la Nación como «0- 

ó^'fr/ 1,°""° ^ aeptÍbfe * a *»«»rir los derechos 
o contraer las obligaciones regidas por el derecho común (Fa- 
ltos, tomo 96, pág. 336; tomo 99, pig. 22 y pagina 309). 
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Que el alcance del artículo i°. de la ley número 3952 quedó 
claramente determinado después de una ilustrada deliberación, 
•cuando en la discusión legislativa ee hizo constar por el miem- 
bro informante de la Cbtnfeión del Honorable Senado lo si- 
guiente: 

"La prbiKTa drficiritad «urgió a propósito de la inteligencia 
que se debía dar a <las palabras "en su carácter de persona ju- 
rídica", cuyo cenoepto, efectivamente, <no estaba bien claro, 
puesto que eJ articulo en discusión decía que debía permitirse 
las demandas en 'los caso6 en que el Poder Ejecutivo, ensu carác- 
ter de persona jurídica, había desconocido el derecho de los inte- 
resados; cuando lo que se quería decir era que procedían estas 
demandas en las casos en que la Nación se hubiese obligado en 
carácter de persona jurídica, 
"El mievo artículo aclara «sta Mea al determinar que los 
jtreces federales conocerán de !a<s acciones civiles que se ins- 
tauren, entendiéndose que en dichas acciones civües se hallan 
comprendida b<s comerciales y de minoría" (Diario <le be* 
sionesdel Honorable Senado. Año 1900, página 221). 

Que siendo el fuero federal de excepción c improrrogable, 
debe declararse ou i^oinpetoncia en cualquier estado <k la 
causa. 

Por estos fundamentos, se revoca h sentencia ajelada de 
fojas o¡, declarándose improcedente ¿a -demamla de fojas 4 poi 
falta de la autorización legislativa correspondiente O). Notifi- 
quen con el original y devuélvanse, debiendo reponerse las fo- 
jas ante el inferior. 

A. Bermejo. — M. P. Daract.— 
D. E Palacio. — Lucas Ló- 
pez Cabakillas. 



íl) El Juez federal hizo lusar ■ la demanda, declarando que la nación debía 
abonar a! actor la cantidad de trea mil pesos y ta Cámara la modificó en cuanto al 
momo de la Indemnización, aumentándola a cunlro mil petos. 
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CAUSA CDXV 

• 

Don Adolfo S. Carretón, en autos con don Pedro Sahorcs, so- 
bre cobro de pesos. Recurso de hecho. 

Sumario : Un pronunciamiento sobra pago de costas de! juicio 
(femado de Ja aplicación de h ley de forma, número 4128, 
no autoriza la interposición del recurso extraordinario pre- 
visto en el articulo 14, ley 48. 

Caso : RestUta de las piezas siguientes : 

DICTAMEN' DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire», Agosto 4 dt 19*. 

Suprema Corte: 

VA reamo extraordinario ferfucido ante la Exroa. Cámara 
ma <rc la Capital, Jo Jia sido contra un auto de regdacion de 
honorarios, no encontrándose amjiarado por tas disposiciones 
•legales pertrnentes, desde que no contiene um decisión relativa 
a la -validez o inteligente de cláusulas de la Convtitución Nacio- 
nal o .leyes o tratados del Congreso, en alguno de los casos enu- 
merados en los articules 14 <ie la <ey 49 y 6'. de la tev 4055. 

Por ello, pido a V. E. se declare bien denegado el recurso 
interpuesto. 



Julio Botet. 



- 
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FALLO DE tA CORTE SUPREMA 

Bamot Aires, feptk.brt 8 dt 1914. 

• 

Autos y vistos : el recurso de hecho por apdación denegada 
interpuesto por el representante de dan Adolfo S. Carretón 
contra sentencia pronunciada por la Cámara Primera de Ape- 
lación coi lo C'w'A de Ja Capital en los autos segimk* |x>r aquél 
contra don IVdro Saltores, sobre cobro de pesos. 

Y considerando: 

Que la sentenda apelada se ha limitado a confirmar ta del 
inferior que, por aplicación del artículo 24 de la ley número 
4128, I»a regulado tos honorarios devengados c*i un incidente de 
¿a causa. 

Que la rnterpertación y aplicación cíe esa ley de reformas 
al procedimiento civil de los tríliunoles de Ja capital por Sú ca- 
rácter fcwaJ, es agena al recurso extraordinario interpuesto. 

Que según la jurisprodeitáa establéenla, un pronimciamion- 
to sobre el pago de las costas del juicio, derivado de la aplica- 
ción de las leyes >de forma, no autoriza la intenposición del rc- 
ct»rso extraordinario .previsto en <á articulo 14 de la ley núme- 
ro 48 (Fallos, tomo 1 14, página 209) ; 

Por ello y <te confomiidad con !o dictaminado por el señor 
Procurador General, no se hace higar a la queja <ledi*ctda. Kc 
puesto el papel, aixhrvcse y <lc vuélvanse oís autos enviados ]>or 
vía de informe, con testimonio de está resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA CDXVI 



vocc 1 *mwmmm», ¿obre iw forme tn 

S '""^J^^\ 8 ha sin .foco ios 

«alcSl 5 /' 6 ^ 5 3375. modificatoria de 

aquuia en cuanto a] informe in vocc se .refiere. 

Ca*. : Lo explican te piezas siguientes: 

ESCRITO 

Exnta. Corte: 

ción tPS! F ' L T Z ' ,>rocura<,or ** T«oro. en represe^- 
on do! Gob,<^ Nac^nal, en los autos ouc le sigue doña E 
m Ev Gigena de Corvalán MendHaharsu, a V E digo- 

<M d^» hab lT db ttSUBh0 H,formaT vo « an * V. E. acerca 
Es justicia, etc. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueaoi Alm, Stflltabr» 1 4t l«w 

Visto Jo licitado c* el precedente escrito, y .considerando: 

Que. de acuerdo con lo dispuesto en d artículo 8 de la ley 
numero 4055, el procedimiento a seguirse, en los casos como el 
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presente, es el <íe dictar (a providencia de autos pudiendo las 
partes presentar dentro áe\ término de diez días comimes e im- 
prorrogabks una memoria quedando la causa, con W agrega- 
ción, en estado de sentencia definitiva. 

Que, por esto, quedan sin efecto alguno las di ¡posiciones 
de los artículos 181 y 218 de la ley nacional de procedimiento* 
número 50 y los artículos 4, 5 y 6 de la ley número 3375, mo- 
dificatoria de aquélla en cuanto al informe in voce se refiere. 

Por estos fundamentes no ha lugar a lo solicitado. 

A. Bermejo- — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA CDXVII 



Doña Carmen I\ de Espindola y otros contra la prot-incia de 
Santa / e. sobre cumplimiento de sentencia. Excepción de 
falsedad de¡ título. 

Sumario: La excepción de falsedad de título autorizada por e! 
articulo 315 de la ley número 50, sólo se refiere a la airUn- 
tkridad del titulo mismo y no a la regularidad de los pro- 
cedimientos judiciales. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aire», Septlettbre 8 de 1914. 

Vistos: la excepción tic fafeedad del titubo opuesta por el 

Fe en ol procedimiento 
de apremio seguido por doña Carmen V. «fe Eapmdok y don 
loso K. hspindola para el «mrpKmiento <le la liquidación apro- 
bada a fojas 990 y 993. ' 

Y consulerando : 

Qwe con cJ calificativo de excepción <Ic falsedad de! titulo 
c invocando d articulo .315 de la ley nacional número 50. el re- 
presentante <¡e ta Provincia alega lo siguiente: Que se nombró 
Utt solo perito y no tres para la determinación del precio de las 
trerras de Cayastá twdenada «:i la sentencia de esta Corte; que 
no se observaron las formalkbdes <le los artículos 148 v 151 
de aqudla ley por lo que su jrarte no ha podido solicitar explí- 
plicacKmcs ; que Rodrigi>ez representante de Ja Provincia podía 
proponer y están- de acuerdo con la de^iwciún de tres gritos 
I>ero no con írnoslo y <htc además la sentencia mandó bacor la 
avaluación por peritos. 

Que ol nombramiento de un solo perito hcclio por esta 
Corte para librar a las j»a.rtes de gastos inútiles fué autorizado 
por oüas explícitamente en el comparendo <le fojas 937; fué 
ratificado por la representación <lc 1a Provincia en el escrito de 
fojas 947, en que «e opu*> a Ja recusación deducid! por la con- 
traparte respecto al «efior Vázquez, v consentida a fojas 968 
al sor notificado del «-miramiento del ingmiero «ñor Wi- 
lliams. 

Que repeefo a Ja pericia ttel último se han observado las 
formalkladcs <fe la ley poniéndola en conocimiento dd repre- 
se:! tantc de la Provincia (fojas 072 y 987) quien no ha dedu- 
cidooposición alguna. 
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Que es evidente que tanto la sentencia de esta Corte de 
fajas 913 como «I poder del representante de h Provincia de 
fojas 912, al refehree a peritos en general, 110 exdiihui la de- 
signación de uno, como k <fe varios. 

Que por otra parte las alegaciones expresadas tampoco au- 
torizan la excepción de falsedad del título intHca<to en el artícu- 
lo 315 >de (a tey número 50 que soto puede referirse a <!a auten- 
ticidad del titulo mismo y no a la regularidad de ios procedi- 
miento* judiciales que le lian dado origen (Falte, tomo 119, 
fagina»*) 

Que esa falsedad no resulta ni de las alegaciones ya exa- 
minadas ni <!<c las posiciones íü> sueltas a foja*» 1055 y 1058 que 
•olo hacen referencia a las constancias del expediente, ni del 
compartiendo celebrado en el día de la fecha. 

Por estos f linimientos no -se hace llagar, con costas, a la 
excepción opuesta y íéveae a efecto el apremio hasta hacerse 
pago a"l acncedor, dol api tal, intereses y costas. Notífiquese con 
el original y repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 

SOLAR. — M P. DARACT. 

D. E. Palacio 



CAL'SA CDXV1II 

Don Horacio Pcreyra contra la Pacific- Steam Xaregation 
Contpany por cobro de pesos. Recurso de rectificación. 

Sumario: El inciso 3". del articulo 14 so'o concede el recurso 
extraordinario al litigante a quien -se •desconozca la vadidez 
de título, dereclK), privilegio o exención que se funda en 
alguna cláusiva de la Constitución, de im tratado o ley del 
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Congreso, o de una comisión ejercida en nombre de Ja auto- 
ridad nacional ; reamo que responde al propósito de evitar 
el peligro de que se dé a las leyes especiales del Congreso 
ijna mtorpcrtación restringida. que fa s deje sin efecto o 
«tewmue «i alcance, por lo que tí no tiene ratón de ser 
cuando Jas sentencias reconocen los derechos f undados en 
esas leyes o los aplican de oficio favorablemente a las pre- 
tensiones de ila parte vencedora e :i el juicio. 

Cfl, mi!n X ^' , V Se,>h:nCÍa P " UÍCa<,a C " ' a W" 4 ' 1 ' <* es * 
niwiio tomo;. 

• 

PACIO DE U CORTE St'TREMA 

Bvtnot Ai™, Septlcmbft 15 tft 1914. 

fwJ2*T ^ dC . rectíficación 3 <¡™ * «íficrc d escrito 

precedente y con.srKlcraixló : 

Que en apoyo de «lidio recurso aíégasc: r. Que el inciso 
3 o . del articulo 14, ley número 48 no requiere para !a proceden. 

que no se hizo higar por el 
auto de fojas 315. que las partes 4,ayan invicado en defensa de 
su derecho alguna ley especial <W Congreso, bastando que du- 
rante el juicio fe haya cuestionado la validez de cláusulas de 
leyes especiales; r. que J a Cámara Federal de U Plata aplicó 
ern««iniente las Ordenanzas de Aduana el Código de Justicia 
Militar y la Ley Orgánica de la Armada; 3» que como dichas 
tejes no contienen ninguna cláusula que niegue expresamente el 
derecho a cobrar saJvataje, 'las sentencias de fojas 201 y age 
atacan el precepto contenido en el artículo 19 de la Constitución 
Xacional; 4°. q« b Cámara Fedenri de La Plata ha extralimi- 
tado sus facultades invadiendo las atribuciones del poder admi- 
mstrador encargado de las relaciones internacionales ; 5 ». que 
ha skIo agregado a estos autos el escrito de fojas 312. presentado 
Miera de termmo. 
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Que, desde luego, el articulo 232 de la ley número 50 en 
que se apoya la solicitud de rectificación, es inaplicable a reso- 
luciones en que no se pretenda que haya obscuridad o ambi- 
güedad en sus cláusulas, error material respecto de los nombres 
«Mdades y pretensiones de las partes o simple error de cálculo! 

Que, por otra parte, el mcnciomwlo inciso 3". del articulo 
14 sólo concede el Decurso extraordinario al litigante a quien se 
desconozca la validez de titulo, derecho, privilegio o exención 
que se funda «1 alguna cláusula de la Constitución de un tratado 
o ¡sy del Congreso, o de una comisión ejercKla en nombre de la 
autoridad nacional. 

Que el acto que funda su demanda en él derecho común, 
como lo hizo Pereyra (fs. 2, 244 vta., 323 <vtá, y otras), limitán- 
dose a sostener que no existen disposiciones qilc modifiquen o 
restrinjan los precqrtos de aquél, no invoca en apoyo de sus de- 
rechos algún.» de los fi*nda«i>cntos previstos en el art. 14. !ey 48. 

Que, como se ha dicho acertadamente, el recurso extraor- 
dinario de que se trata responde al propósito de evitar ei peligro, 
en casos de la naturaleza de! st$b judice, de que se dé a las leyes 
especiales del Congreso una interpretación rcstmgída, que las 
deje sin efecto o desvirtúe su alcance; «le sueste que dicho 
recirrso no tiene razón de ser cuando las sentencias reconocen 
los derechos fundados tn esas leyes o los aplican de oficio favo- 
rablemente a las pretensiones de la parte vencedora en el juicio. 

Que así lo tiene estab!eci<lo la jurisprudencia en Jos fallos 
citados por el auto de fs. 315 y en otros ítomo 82, pág. 232; 
tomo 91, pág. 128; tomo 96. págs. 108 y 420; tomo 100, pág. 
17 ; tomo roí, pág. 70; tomo 102, pág. C5 ; tomo 106, pág. 341 ; 
tomo mi, pág. 288; tomo 112, págs, 79 y 131 ; tomo 113. págs. 
«65. Si? y 427; tomo 115, pág| 416; tomo 116, págs. 20 y 409), 
concordantes con los pronunciados por los tribunales de los Es- 
tados Unidos, aplicando el precepto 'cgal que ha servólo de mo- 
delo al artículo 14 de la ley 48 ( 138 L\ S. 497; 1Ó0 V. S. 288: 
177 U.S. 523 y otros en ellos citados). 

Que la invocación del artículo 19 de la Constitución no im- 
porta el ejercicio de ur¡ título, derecho, privilegio o exención a 
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mém dri inciso 3-, articulo 14 ley 48, toda vez que aquél * 
Bnuta a consagrar la libertad individual en sus diversas mani- 
íe f ,tanoncs, s, no se halla restringida por la acción del Poder 
U 6 « ativo (Faltos, temo .00, pág. , 7; tomo 1,5, pág. 341 ¡ to- 
™> l ió, pag. i S 6) ; y es manifiesto que toda cuestión acerca <k 
te cx*stcnc»a y alcance de «na ley debe ser resuelta por los tt 
bunalcs que conozcan legítimamente del pleito o proceso res- 
pectivo, m recurso extraordinario para ante esta Corte, fuera 
(k: los caaos excepcionales previstos por el articulo 6". de la ley 
4055, porque de lo contrario siempre habría lugar a la instan 
coa creada por ese articulo y desaparecerían las restricciones 
al fuero federal establecidas en la Constitución y en la miaña 
ky 4055 (Fallos, temo 117, pág. 281). 

Que no existe la invasión de facultades por parte de la Cá- 
mara Federal de La Plata, pues ésta se limitó en el faílo de 
fojas 285 a aplicar los artículos 846, 1303 del Código de Co- 
mercio, artículos 767 y 872 Código de Justicia Militar, articulo* 
815 y 818 de las Ordenanzas de Aduana y artículo 13 de la 
Ley de Organización de los Ministerios, observando además que 
il pnncipio de la «morosidad de Jos servicios de salvataje "pue- 
de ser descartado y sustituido por cí de la gratuidad, ya sea ex- 
pherta o implícitamente, en casos especiales, por razones de 
política administrativa o de conducta internaional" ; conceptos 
que naturalmente afoidcn a la acción ád poder legislativo y no 
del judicial. 

Que te agregación a los autos de! escrito <le fojas 312 nin- 
gún agravio ha podido causar ai apelante, ni puede servir de 
antecedente para la anidación de lo resuelto a fojas 315. 

En su mérito, <e declara no haber lugar a la rectificación 
pedida. Notifique* con el original y devuélvase como está man- 
dado, debiendo reponerse ios sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. - L. López 
Cabanillas. 
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CAUSA CDXIX 



Bunge y Bom contra ¡a provincia de Sa¡ta t por deslinde. 
Incidente sobre término de prueba 

Sumario : i.° Solicitados durante el término Ac prueba la agre- 
gación de títulos de propiedad con el fin de comprobar la 
falsedad de Jos mismos, o m su ¡defecto, el cotejo de firman 
procede la realización de esas diligencias. 

a.* Las diligencias de prueba <|ue por omisión de la* au- 
toridades no fueron practicadas durante el término, podrán 
serlo antes de los akgatos, si tos interesados lo exigieren. 

Caso : La provincia <le Salta manifestó qne encoirtrámlose en el 
tribunal tas título* argüidos <lc -falsos, pedía se señalara la 
aitdientíaaqueííe«ífierce!art. 155 de ta ley de procedí 
miemos federales, a k> que no se hizo lugar, por encontrar- 
se vencido el término ordinario <k prueba. La misma pro- 
picia expirso, que no liaiWéndole sido posible reunir los ele- 
mentos de -prueba necesarios e;i el breve tiempo señalado,, 
solicitaba una prórroga de noventa días, la que fué denega- 
da por la Corte, por cuanto al peticionante podía hacer neo 
del derecho qiie le acordaba el art. 118 del Código de Pro- 
cedimientos de la capital, aplicable en lo federal. 

Pedida revocatoria de ambas providencias alegando, en 
manto a .la primera, que dkha medida babía su\o solicitada 
en diversos escritos dentro del termino <le prueba y en cuan- 
to a k» segunda, que el art. 1 18 del Código de Procedimien- 
tos citado «e ireferia al único caso en <ftie 9» dirigencias pro- 
batorias no se verificaran en tiempo debido a omisión de las 
autoridades encargadas de recíbirtas y que su pedido se 
fundaba en ra¿ones de distancia y dificultad en las comuni- 
caciones en la República de Bolív» que eran donde debían 
producirse bs diligencias probatoria, el tribunal pronimcio 
e! siguiente: 




FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

ButMt Air», SeptlMbf, 13 dt 1114. 

■Y vistos ; ios incidentes |>romov¡do.s a fe 77 v fs 8 , 

videncias corrientes a fs. 70 vto. y 76 vta. 
Y considerando : 

Que si bien no basta te mamfertaciún hedía en la demanda 

"de 3E2? * ^"-r * Ja ***** « e!.a indicada. 
¿ft • ! <fUC , <X4>sta a fs " IO **4**0 de prueba del 
actor, <,„e éste, en !a estacón oportuna del jmcio, pidió d envío 
j ,sde b pj^cj, * gfc ^ , Ios orig¡ra ^ £ ^ ^ 

t-tuloxle N^anor Galarza y «,, s stores sobre la mencionada 
£ta-m:,a \ ungí tazo, protocoliza<lo 9 ante el escribano Waidino 
ttartc asi como e! [.odor conferido por Gaterza a Feérico So- 
sa corriente en el misino protocolo, y en su defecto el ren.ieri- 
m.ento del cotejo de firmas, lo que no podría verificarse en 
aquella provmm por baberse remitido a esta Corte los to- 
mentos indicados. 

Que no procede .revocatoria de la providencia <le fs. 7 6 .ta. 
atento «fl firmlaniento aducido en ella. 

«Por eHo no se hace h^ar a la prórroga del término extra- 
ordinario y dejándose sin efecto la providencia «le fs 70 vta 
aparezcan las partes como se .solicita a fc. 70, a la audiencia 
<W día 29 del corriente a las dos deía tarde a los efectos prevé- 
nxlos en el art. 155 .de la ley naeional de procedimientos. Re- 
iwngase el papel. 

A. Bermejo — M. p. Daract.— 
D. E. Palacio. —Lucas Ló- 
pez Cabanillas. 
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CAUSA CDXX 

Juan G. Caminos contra doña Raquel Molina de Sánchez 
iü, sobre cobro de honorarios. Contienda de competencia 

Sumario : DI < f iie demandado ,por acciones jwrsona'es contra su 
causante opuso la excepción dé «ícclinatorb de jurisdicción, 
no puede, rechazada ¿«ta, proj^ner ante el juez de la suce- 
sión, la mliüiitorta de juradkvciófi. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

■ 

Buenos Alrtt . Se» tfembrt 4 de 1»M. 

Suprema Corte: 

Resulta de amos que en el juicio |x>r cobro <!c honorario* 
promovido por don Juan Camines c- ntra la sucesión de Marcia- 
no MdKno, t 1 ! .representante de 'la ún'ca heredera, apuso, como 
«liado <!e previo y cecial proromci amiento, la cxcqwK>:i de 
incompetencia <!e juristiocoón, fundándose en que ol juicio su- 
cesorio tramitaba «rute el juzgado de lo drvH de esta capital v que 
por su carácter universal, atraía todas las otras dem?ndas q ac- 
<kxn$ pendientes qué se relacionasen con *!a sucesión de que se 
trata. Tramitada rta declinatoria, la sentencia de la Cámara res- 
pectiva -o tozo tugar a ella, declaran lo competente la jurisdic- 
ción local de Santa Fe para conocer vn Ja causa. 

H-n virtud de este antecedente 'la inhibitoria deducida ante el 
jirez civil de esta capital, no puede prosperar, ipuea va la comj>e- 
tencia ha sido discutida por «kdinatorki. y el exccpcicmmte de- 
lió atenerse al reutauV» <fc la excepción opuesta, de acuerdo 
coai él art. 53 de la ley de procedimientos o:iyo .precepto ha sido 
aplicarlo c interpretado u líformemente por la jisrispriKlcncia de 
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^'2^ CaSOS ,* 6,1 d 9M,,Wo * ^ el 'ttg^te que hu 
nüZl f ^ lm ° <k 105 nM!di08 Ripios por la fcv para 
pronover las cue*»*** de competencia, es decir.Tcle<l¡nator£ 
o la .nhri,,^ no puede «pararse de! «no para recurrir * otro, 
m hacer u«> de ambos «lesivamente, debiendo estar al resofta- 
•lo de aquel que haya empleado preferentemente 

íFal.osMT ,CS -° * Corte Suprema 

si«J2 M ' f : t0m ° 671 347). Pido a V E. ,e 

3StÍ2 ,a Contíenda < le <™Pe*n¿« y or- 

denar la devolución de ios autos remitidos. . 

Julio Botct. 



PALIO DE LA CORTE SUPREMA 

Alrt*. Septiembre 17 de 1914. 



Y vistos: 



■ 

Los de contienda de competencia entre m juez de la tosí 
tanoa de la Capital y otro de igual categoría de la Ck£d de 
*.anta Fe, para conocer de la ejecución que por cobro de h -ñora- 

agüe ante este don Juan C. Caminos co:rtra doña Kan", 
-Molina de Sánchez Ruiz y 

Considerando: 

Que demandada ejecutivamente dicha señora ante el juez de 
la expresada pro v¡nc ¡ a de Santa Fe, cobrándole sumas de dinero 
que adeudaba su causante don Marciano Molina, compareció al 
jOK£ y promovió declinatoria de jurisdicción a la que no se hizo 

Que pa^eriomicnte ocurrió por mhibrtoria ante d juez de 
la cap.taí, que es el de la suceskin de don Marciano Molina. ?o 
que ha motivado la presente contienda. 

Que consta de autos que didba señora ha accpta<k> la heren- 
c.a como única y universa'] heredera del referido señor Molina ; 
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y «n tal carácter ha podido ser demandada por acciones persona- 
les contra au causante, con arrobo a lo dispuesto en el art. 328$ 
del Código Civil. (Fallos, tamo 33, pág. 91. Tomo 98, pág. 359). 

Que aunque por ratón de su domicilio procediese invocar la 
jurisdicción del juez de Ja sucesión es de tenerse presente que 
dicha «ñora optó por 'la (tecliuatoria, en cuyo caso no ha podido 
proponer la inhibitoria con anncgfo n la jurisprudencia estable- 
cida. (Fallos, tomo 64, pág. 46; tomo 67, pág. 347 y otros). 

Por ello y conforme con lo expiK-sto y pedido por d señor 
Procura<lor General, se declara que e! juez de la provhcia de 
Santa Fe, no está obligado a remitir a! de esta Capital los autos 
caratulados • Juan C. Caminos contra los herederos de Marciano 
Molma, incidente sobre ejecución de honorarias", debie:>do di- 
cho juez scínnr conociendo del referido incidente, a cuyo efecto 
le será remitido con transcrijKión de esta resolución. I>vuéha- 
*e al juez de locivií de la Capiüd, el expediente caratulado "Mo- 
lina D. MorciaTK), Testamentaría". Notifiquese original y re- 
póngase el papel. 

A. Ber.mejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
I). F. Palacio. 



CAUSA CDXX1 



Caminal contra Francisco Peluca y otros, por infracción a Ja 
ley de juegos prohibidos de ta provincia de Buenos Aires, 
sobre incanstitucionalidad. 

Sumario: 1.0 Xo procede el recurso extraordinario del artículo 
14, ley 48. contra una resolución que se limita a aplicar le 
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yes loca-Ies que no han sido impugnadas como contrarias a 
la constitución o leyes del Congreso. 

2.0 No es contraria a la Constitución Nacional la ley de 
j liegos prohibidos <!e la «provincia de Buenos Aires. 

Coso: Lo explican las piezas siguientes: 



RESOLUCION W i.a SUPRKM A CORTE I>K UA PROVINCIA 
&6 «t'KNOS AIRKS 

La PUU, Junio 27 de 1914. 

Y vistos con motivo del recurso de ineonstitucionaliflad de- 
el escrito de fs. 108, contra la sentencia dictada a fs 
</. i>or la Cámara de Apelación de! !Xipartame:ito del Norte que 
condena a Francisco Pelliza a la -pena de cinco mil pesos de umi- 
ta o en su defecto a mreve meses de arresto, |>or infracción a h 
ley de 28 de mayo de iox«. 



V considerando: 

i.o <¿ue el único motivo 0:1 que fie funda el recurso deduci- 
do es ¡x>r Considerar el recurrente <|tic la ¡ley sobre juegos prohi- 
bidos en que se aqioya ía Cántara para condenar a Pelliza e; 
contraria al texto expresi» del art. 6j 4 inciso 11 de la Constitu 
ción Nacional. 

2.0 One de acuerdo con lo establéenlo en la jurisprudencia 
uniforme de esta Corte el recurso de iiKonstitucionalklad fun- 
dado en la violación de la Constitiición Nacional es Mnjmxedcn- 
tc. iK>r<jue es únicainenre &m relación a la Constihición de h 
Provincia que tal recurso tiene existencia legal. Artículo 157. 
inciso 1." de la Constitución y artículos 562 y 566 del Código de 
Procedimientos Penales. 

Por estos fundamentos y de acirordo con lo dictaminado por 
el señor Procurador CcnersI, se -declara improce<lentc el deslu- 
cido a fs. to» y devuélvase. — Lccot. — KUvroia. — García 
ReyHOSO, — Ante mí: Riujclio A. Casco. 
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FALLOS DE U CORTE SL'PREMA 
DICTA ME Sí DEL ST- PROCUR.VDOR GENERAL 

Butnoi Aire», julio 21 de I9U. 

Suprema Corte: 

No procede el recurso interpuesto, en razón de que e! filio 
apela.lo no contiene p™»„damic-„,o sobre materia < ue ¿£8 
ponda, ,x>r apelación, al conocimiento de Y F 

taJS a ' e8aci " n ,,el rcc,,rrenu '- * q¿e ía ley de juegos ptffr 
todos es reptante a la Constitución Nacional, motivó que i 
Suprenra Corte «le la Provincia de Buenos Aire dec a an 

miniad fonmr ado s,„o que es a los tribunales nacionales a los 
que corresponda resolverla, atento a que el tribunal que decidió 
en ult.ma mstanoa sobre la cuestión de con„i«„,ionalidad ph , 

teada en estos autos fuera la Cámara de San Nicolás, cabe dc- 
c -ar <( ^ fa , , ^ ^ ^ | * 

a ,í 7'T í il, * !aC,An para an,c V " K - ™ **** dé ema- 
na de un tnbnnal que decidió en última mstancia el punto en 

c.K-s ,on en tanto que la Suprema Corte dé la Provine a no « 
^unetmi T Cn, " n V " "i" IO " a dedar8a °' ^ ,ri, "'" ; " 2£ 

Por !o expuesto y jurisprudencia <k V. K. (Tomo i .ó ró. 
pna J38; jomo „ 8. p á g . 338), pido a V. F. se sirva declarar 

ssss rrj:~ >• **** - — - 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airei, Septiembre ;2 de J9H. 

Vistos y considerando : 

Que la sc-ntetKia apefada <le fs. 1,5. pronunciada por la 
Suprema Corte de la Provincia de Buenos' Aires, no coSl 
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«na decisión que antor,cc el recurso extraordinario establecido 
en el art. 6. de la ley 4055 y 22 de lá de Procedimientos en ma- 
teria criminal, por cuanto no ha tomado en consideración, nin- 
guna clausula «lo la Constitución, tratado o lev del Congroo, li- 
untándose a declarar que, «m arrezo a su jurisprudencia uni- 
forme y ámelos 157, ¡miso 1 .-. Constitución l'rovincial, 562 y 
5«» de la ley de procedimientos penales, es improcedente él re- 
curso <le iiKonstitucionalidad que le fuera llevado en esta causa 
QW! esa decisión fundada en la interpretación y aplicación 
de las leyes locales no impugna ib» amo contrarias a disjiosicio- 
nes «le carácter fe.Ier.il no puede ser revisada por esta Corte en 
el recurso de que se trata. 

Que. por otra parte, es de observarse que la cuestión refe- 
rente a la conformidad «le la ley provincia* de 28 de mayo de 
.902, sobre fuegos prohibidos, en la parte impugnada, o sea en 
toque se refiere a su conformidad con la facultad de dictar el 
Código Penal atribuida al Congreso por el inciso u del art 67 
dé la Constitución. j, a sido reconocida por esta Corte en la reso- 
lnaon que se registra en la página 126, tomo ,01 «le la publica- 
ción de «us fallos. 

Pm ello y oído el señor Procurador Genera!, sé declara no 

Jiaber Jugar a l recurso extraordinario interpuesto. 

Notáfíqucse original y devuélvase. 

A. BERMEJO. — Xican-or G. DEL 
Sola*. — SI P. Daract. — 
» E. Palacio.— Lucas Ló- 
pez Ca han illas. 

ACUERPO 

Sobre pglses dé las Bulas Pontificias institirvendo Obispos 
itulares de Fornos y de Ostracine y de auxiliares del Obispo 
<le la Diócesis de Córdoba, a Monseñor José A. Luquc e Ino- 
cencío Davila. rc^xx-tivanicntc. 

Sumario: Con las reservas que emanan de la Constitución v le- 
yes sobre patronato, puede concederse el pase a las Huías 
I ontificias instituyendo obispo titular. 
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DICTAMEN* DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Butaog Airee, Septiembre 22 del9U. 

Suprema Corte : 

Los brevas .pontificios de S. S. el Pontífice Pío X, que insti- 
tuyen obispos titulares de Kornos al Arccdcán ck la Iglesia Ca- 
tólica de Córdoba don José AnseW Luqite y de Ostracinc al 
canónigo don Inocencio Dávila, no memrscalran las prerrogati 
vas tlel patronato nacional, cuyos derechos ejerce el Poder Eje- 
cutivo, .según el art. 86, inciso 8 del Código fundamental. 

Los breves ,i>ontíficios refieren el nombramiento de estos 
obiüjxrs a una Iglesia fuera dél territorio nacional, extraña i>or 
ello a la Gmstitución y leyes de la Nación y exenta. |*>r consi- 
guiente, de todo vínculo jurídico con sus autoridades. 

Si bien Jos breves pontificios facultan a los obispos insti- 
tuidos .para ejercer en 1a diócesis <k Córdoba, cwiíd auxiliares 
de su Ilustrisimo Obispo, los pontificales y demás ejercicios del 
ministerio, esta autorizacum depende del tnandato del titular. 
Ta! autorización limitada entonces a los 4>ontifkales v demás 
ejercicios del ministerio, con consentimiento fc\ Obispo de Cór- 
doba, queda suljordinaida a «las que j*>see y ejerce aquél, con su- 
jeción a las prerogativas del patronato nacional, y en virtud del 
juramento prestado r<*vj>eoto a su observancia. La autorización 
no implica atribución de jurisdicción propia a los instituidos, 
sino facultad <le recibirla del Obrsjjx> titu'ar <Ie Córdoba en la 
esfera de la que ejerce constitiK'ionalmentc. 

lEn este concepto, no encuentro que los breves |K>ntif icios 
traídos al acuerdo de V. E. contradigan las regalías del ^tro- 
nato que consagra el art. 86 de la Consunción en su inciso 9 
y -pienso que, salvo siente los (krecfios acordados al Poder 
Ejecutivo por esa disjwsición, V. R. podria amceder el acuer- 
do .requerido, al efecto del pase, por el inciso 9 del texto cons- 
titucional antes citado. 



Julio fíotct 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Septiembre 22 dt NU. 

De conformidad con lo dictaminado por el señor Procura- 
dor (n-neral, la Corte Suprema de Justicia de 3a Nación presta 
su éCUerdo para que c i Presidente de la República conceda el 
pase a las Huías expedidas pe* su Santidad Pío X. instituyendo 
Obispo titular <le Forans y auxiliar de! Obispo de Condolía a 
Monseñor J©$¿ A. Uquc y Obispo titular de Ostracrae y auxi- 
liar del Qbfep6 <lc la misma diócesis a Monseñor Inocencio Dá- 
vda. con las .reservas que emanan de la Constitución v lenes 
dictadas con arrezo a ella, sobre el patronato nacional. Devuél- 
vase, en consecuencia, este expediente al Poder Ejecutivo con el 
correspondiente oficio. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M, P. Daract. — 
IX E. Palacio. — Lucas Ló- 
pez Camaxili.as. 



CAUSA CDXXII 



Pon José StramaiuUnoli contra la provincia de Jujüy, sobre 
rescisión de contrato, entrega de abra) etc. 

Sumario : Rasado el limite marcado por el inciso 3. del art. 70 
de la ley de Obras Púdicas de la Nación incorporada a un 
contrato de construcción, sin recibir el contratista Ja orden 
dé continuarla, éste no puede sor oblólo a conservar la 
ol>ra indefinida y gratuitamente. No siendo necesario para 
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la conservación de una obra la permanencia del contratista 
en el lugar en donde esta se ejecuta, no corresponde el abo- 
no de los gastos que aquélla irrogare. 

Caso : Lo explica el siguiente : 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueaot Aires, Septiembre 22 dt 1914. 

Y vistos: 

El doctor Luis Alvares Prado por los señores Stramandi- 
noli e hijo, demanda a la Provincia de Jujuy, por rescisión de 
contrato, entrega <le obra, gastos de conservación de ésta, e im- 
porte <ie los útik« y materiales existentes en la misma, a mcri 
todc las consideraciones expresadas en lo substancial a conti 
miación. 

Que tos antecedentes del juicio que promueve, se encuen- 
tra:! propiamente en la <lemanda instaurada por sus mandantes 
contra :1a expresóla provincia, cobrando el importe de los certi- 
ficados ¡xirciafles originados por la construcción de la Casa de 
Gobierno de dicho Estado. 

Que no es tan sób la falta de pajjo que ha comprometido 
los intereses de todo onlen de aqnék'os, sino la circimstanoia 
harto supérente de que no ol>stantc halwrse <recrotado la suspen- 
sión de las obras en julio 5 de 1910, d Gobierno no ha tomado 
nrigirna prov¡<lcncia en las solicitudes presentadas sobre resci- 
sión del contrato y <kN¡g"naci<'>n de un perito que se haga cargo 
de la eonstniocíón y tasación de los materiales existentes en di- 
cha obra. 

Que el único trámite a que fué sometida su expresada peti- 
ción fué Ja de -iiombrar al ingeniero don Ernesto Gramondo, co- 
mo asesor tecnia) para que aconsejase la resolución correspon- 
diente a fin <le determinar las bases a que debía sujetarse !a li- 
quidación definitiva, así como las que fueren equitativas para la 
rescisión del contrato. 
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Que expedido did« asesor técnico y a ]>esa.r de su opinión 
favorable respecto <lc la rescisión, el Gobierno «leanandado, ha 
observado la más llamativa pasividad, como lo ha hecho con la 
solicitud que presentó después que el ingeniero don Carios K. 
Martínez, perito nombrado por esta Corte, constató la correc- 
ción de los procederes «de la empresa como la excelente calidad 
de la construcción. 

Que debido a tales circunstancias sus mandantes se encuen- 
tran hasta ahora ügados a la conservación de la obra suspendida 
l>ur d Gobierno, so pretexto de carencia de fondos, situación 
que lleva signos de penpetuarse en perjuicio de sus represen- 
tados. 

Que a mérito de tales antecedentes y por las consideracio- 
nes de derecho que invoca, termina pidiendo que se haga lugar a 
la rescisión solicitada en los términos del art. 71 de la ley de 
Obras Públicas de Ja Nación, y se condene a la Provincia de- 
mandada al pago de los gastos de conservación e indemnización 
que fijen arbitros, con costas en caso <le oposición. 

Que Acreditada la jurisdicción originaria del tribimal y co- 
rrido traslado de la demanda, la parte de la provincia exijwiso en 
lo substancial : 

Que accede a la rescisión de! contrato siempre que se acep- 
te como verdadera la medición y justiprecio de los trabajos 
efectuados que. con intervención de los señores Stroniandinoli, 
realizó el ingeniero Martínez en el espediente sobre cobro de 
pesos, pendiente ante este tribunal, o bien que se tome ¡>or liase 
la sentencia que se dicte en dicho juicio si fuera pronunciada 
antes de efectuarse la rescisión. 

Que con la indicación que deja hecha queda expresada la 
conformidad de su parte en recibir !a obra *i el contrato se res- 
cinde en las condicione* expuestas. 

Que la provincia no tiene obligación <lc alonar los gastos de 
conservación que son a cargo de los demandantes. 

Que no tiene inconveniente en recibir los útiles indispensa- 
bles a los trabajos, así como los materiales acopiados y puestos 
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al (pie de Ja obra cti 'os términos del art. 71 de la lev nacional 
de Obra» I^úblicas. 

Que en cuanto a la exigencia de indemnización que no se 
mencuxia en el cuerpo del escrito, sino en una transcripción del 
informe del ingeniero Gramondo, no ofrece dificultades, pues d 
Poder Ejecutivo procedió conforme a derechos que le atribuye 
el contrato de construcción al .resolver Ja suspensión de los tra- 
bajos, sin que la empresa tenga derecho a hacer por ello ningún 
cargo al Gobierno, conjo lo tienen reconocido los demandantes 
en el juicio por cobro de certificados, etc. 

Que en síntesis la provincia de Jujuy acepta rescindir el 
contrato de construcción <Ic la Casa de Gobierno, en fe forma 
que ha determinado, como se recibirá también de la obra en 
las condiciones expuestas antee; y de los útiles y materiales acó- 
prados, rechazando las demás pretensiones del escrito de deman- 
da, ciñas constancias niega en cuanto no aparezcan confesadas 
en esta contestación; y «deja constancia explícita tanto sobré es- 
tos puntos orno en todos los demás, que 110 desea hacer ni acep- 
ta que se haga pfit los actores innovación alguna en la demanda 
sometida a! tribunal. 

Que en consecuencia y por jas razones de carácter legad in 
voladas solicita se resuelva como lo pide, condenando cñ 'as cos- 
tos a los actores. 

Que abierta !a cansa aprueba so produjo la corriente «le fo- 
jas 23 a 76. dé la que hicieron mérito las partes con lo que se 
llamó autos pana definitiva. 

Considerando: 

Que rescindido como está 1 contrato de construcción de la 
Casa de Gobierno de Jujtry. celebrado entre el Poder Ejecutivo 
y la Empresa Straniandmo'i e hijo, recibida la obra, pagada* las 
Minas de -dinero que .po- ella se adeudaban, con sus intereses, 
devuelto el depósito <k garantía con sus ampliaciones y confor- 
mes las partes con < inventario y justiprecio de los materiales 
existentes al pie de -dicha obra con la sola excepción de las es- 
culturas cuyo precio no computado pfclen los demandantes, que- 
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cía para resolver c*a reclamación, así coma las referentes a los 
gastos de conservación de edificio, las ¡TKlerrmizaciones por «ib- 
contra tos y las correspondientes por ¿a rescisión dd convenio 
princijKil, <me 'la demanda los desconoce como improcedentes 
(fojas 85). 

Que a tales fines -deben aplicarse las disposiciones dd con- 
trato en virtud <lel cual se ejecutaron los trabajos, y supletoria- 
mente la ley nacional de Obras Públicas de acuerdo con lo pres- 
ervo en el art. 33 de aquél. 

Que como lo observa el perito señor Carlos R. Martínez 
en su dictamen de fs. 63, todo lo referente a dicha partida de 
escultura* se computó en su informe, con motivo dd juicio 
principal de que da cuenta él fallo de esta Corte, tomo 1 17, pá- 
gina 305. oue fué lo único que encontró al pie de la obra, no co 
nrespondÍMKlo en la actualklad tomar en cuenta otras, por las 
razones que expresa. 

Que por otra parte, no puede reputarse <le recibo con arre- 
irlo al art. 71 -de la ley citada, porque notoriamente no podrían 
ser aplicadas a la construcción, pues que ftioron vMibstituídas por 
otras de calidad superior, y en cantidad más que suficiente pan 
el edificio, tas que se pagaron oportunamente .por d gobierno 
de Ju juy. 

Que las causas ij>or las cuales puede un contratista dé obras 
con el Gobierno, solicitar !a rescisión del contrato, están con- 
sonadas en el artículo "orle la ley antes citatla; y aú i prescin- 
cindiemlo de 4o dispuesto en el artículo 31 de aquél, el 71 de 
dicha fey señala las consecuencias de la rescisión solicitada, que 

no comprenden lo <fuc los demandantes procuran acerca del 
particular. 

Que aún suponiendo aplicable al caso el artículo 12 del 
contrato y \2 de la ley en 1o que respecta al reclamo |)or sub 
contratos de atoañilcría y carpintería, es de tenerse en cuenta 
para desestimarlo que, como lo olnerva el perito, ni siquiera se 
ha intentado justificarlos .pues no es de rqnitar.se bastante a 
tal tur el recibo privado de fojas 56 acerca del le arbañüería, tan 
s<>lo, cuya firma <np tía sido reconocida, ni acreditada en otra 
forma la verdad de su contenido. 
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Que en cuanto a ios gastos de conservación del edificio 
debe tenerse en cuenta que el articulo 31 tic! contrato faculta al 
Gobierno para ordenar la paralización completa <Ie! trabajo* sin 
ninguna resjxinsabibdad, cuando faltasen Jos fondos para con- 
tinuarlo; .pero tal facultad debe entóntate en el caso con arre- 
glo a lo dispuesto en el inciso 3*. del articulo 70, ley de obras 
públicas, qite marca el limite de tocraneia del contratista; y 
durante esc tiendo estaba obligado a su conservación gratuita. 

Que pasado dicho limite y no obstante los términos del 
decreto provincial de 5 de julio de 1910, sin recibir orden de 
continuar la construcción no habría motivo plausible para obli- 
gar a los contratistas a conservar indefinida y gratuitamente una 
obra» con grave <Iaño de SUS intereses, máxime cuando la sus- 
pensión y demora en la medida, liquidación y recibo de los tra- 
bajos, fueron ocasionados por d Gobierno de Jujuy (Fallo 
antes citado considerando 15 j y cuando qo se trata del caso, 
previsto en c! articulo 19 del contrato. 

Que entre los gastos de conservación del edificio no puede 
incluirse la .,>ermane:¡e¡a de los contratistas en la ciudad do 
Jujuy. no tan solo porque no se le ha justificado, sino ix>r<|ue lió 
pUéde otiniársela orino necesaria o indispensable para la refe- 
rida conservación. 

Por cüo se hace lugar a la demanda en lo que -respecta al 
cobro de materiales, en la medida y jutiprecio detenninados por 
la pericia de fojas 63 y planillas de fojas 57 a fojas 62; y a los 
gastos de conservación del edificio, a razón de doce pesos dia- 
rios como lo establece 'dicha pericia, a contar desde el día seis 
de octubre de mü novecientos diez, hasta el treinta de julio de 
mil novecientos trece, todo lo qife <erá abonado dentro tle treinta 
<Kas, sin costas en mérito de no -haber prosperado la demanda 
en todas sus -parte. Xofrificpiese original y repuestos los sello* 
archivoc. 

A. Ri:rmi:jo. — Nicanor G. dfx 
Solar. — M. P. Dakact. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



